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Ilcsu mcn: 

Esta tesis examina las refonnas y las nuevas políticas impu lsadas por los dos primeros gobiernos de l  

í-'renle Ampl io en Uruguay (2005-20 1 4) en los principales sectores de la matriz de bienestar de l  país: 

asistencia social, salud, educación, seguridad social y protección laboral. La tesis busca determinar, en 

primer lugar, en qué medida esas rcfonnas e innovaciones reorientaron el régimen de bienestar ( a  

menudo caracterizado e n  l a  l i teratura como '"uni versa l ismo estrat i ficado") hacia una variante más 

universal is ta y con mayores grados de participación estatal en la financiación, la regulación y l a  

provisión de polít icas y servicios. E l  segundo propósito c s  identi ficar la combinación d e  factores que 

expl ican los rasgos de esas reformas e innovaciones. La tesis sostiene corno hipótesis que la 

combinación del perfil ideológico del Frente Ampl io (un partido de orientación socialdemócrata con 

una fuerte base laboral) y la alta dotación de recursos políticos del gobierno (contingente legislativo, 

capacidades técnicas y respaldo sindical) determinaron la orientación de las rcfonnas (cstatistas, 

redistrihutivas y pro-equidad) y la eficacia en su implementación. Si bien esta tesis puede ser definida 

como un ··estudio de cuso orientado teóricamente", se desarro l lan dos ejercicios comparativos cntre 

unidades temporales para contrastar la hipótesis propuesta y descartar argumentos alternativos: en 

primcr lugar, la comparación entre e l  ciclo coníonnado por los gohiernos del Frente /\mpl io entre 2005 

y 20 1 4, y e l  ciclo de las administraciones de los partidos tradicionales ( 1 985-2004); en segundo lugar, 

la comparación entre tres momentos históricos clave en la trayectoria del régimen de bienestar 

uruguayo: las primeras tres décadas del siglo veinte (el primer batll ismo), los años cuarenta y cincuenta 

(el neobatl l ismo) y el período 2005-20 1 4  ( e l  ciclo de izquierda o "'era progresista"). ¡\ fin de comparar 

en íonna sistemática esa. unidades, acudimos a los criterios de método comparat ivo clásico y algunas 

de las nociones y proced imientos del am\l is is comparativo cual i tativo propuesto por Ragin. Finalmente, 

con relación a la evidencia empírica con la que se trabajó, cabe señalar que esta tesis se apoyó en una 

serie dc cntrcvistas a informantes cal i ricados (tomadores de decisión y d irigentes sindicales y 

empresariales), fuentes primarias de información (prensa, legislación y documentos), micro-datos del 

estudio panel a votantes rea l izado por Instituto de Ciencia Política en 2009 y de su cncucsta de é l i tes, 

y d iversas bases de datos cn l ínea sobre ind icadores económicos, sociales y políticos. 

Palabras clave: regímenes de bicncslar, reformas sociales, partidos po l í t icos, socialdemocracia, 

recursos de poder y legados de poi ítica. 

Keyworrfr: we(/are regimes. sociul re.forms, politica/ porties. social democracy, power re.rnurces, und 

¡wlicy legac:ies. 
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l .  I n troducción 

1 . 1  El regreso del debate sobre el Estado de Bienestar en la región 

1-::n el transcurso del siglo pasado los sistemas políticos de los países más avanzados o 

industrial izados, y en menor cuantía los de los países menos desarrol lados, construyeron regímenes 

de bienestar con dos propósitos: en primer ténnino, proteger a los c iudadanos frente a las d iversas 

h ipótesis de riesgo determinadas por la economía y el ciclo v i tal (principalmente, el desempleo, 

los accidentes laborales y la vejez), asegurándoles c iertos niveles básicos de bienestar a través de 

la seguridad social y la protección laboral; en se&'Undo lugar, formar y acumular e l  capital humano 

necesario para reproducir esas economías, mediante la prov isión de serv icios de salud y de 

educación básica (Segura-Ubiergo 2007). Desde la primera mitad del siglo pasado, estos 

regímenes de bienestar se han ido desarro l lando en las economías capitalistas a partir de distintos 

tipos de arreglo y balances entre tres esíeras proveedoras de protección: el Estado, el mercado y la 

íami l ia1 ; tres ámbitos que son capaces de producir y distribuir los servicios y las prestaciones 

necesarias para proteger a las personas frente a esas hipótesis de riesgo, y formar y acumular e l  

capital humano para reproducir las economías. Esas distintas articulaciones reílejaron mayores o 

menores niveles de participación del Estado en la financiación, regu lación y prestación de servicios 

sociales. También las economías plani ficadas (básicamente, los países de Europa del Este) 

construyeron sus propias modalidades de régimen de bienestar, aunque bajo otras articulaciones 

entre csas esíeras, con una mayor presencia del Estado como financiador y proveedor de serv icios 

(Haggard & Kaufman 2008). El Estado de Bienestar (sus orígenes, sus variantes, sus trayectorias 

y sus procesos más recientes de reconfiguración) constituye desde ese entonces uno de los objetos 

de estudio principales de la ciencia política. 

Si  bien las referencias clá. icas de la l i teratura pol itológica en este campo corresponden, 

mayoritariamente, a estudios de experiencias que se desarrol laron en las economías industriaks o 

más avanzadas (en particular, las de 1:uropa Occidental donde se desplegaron en forma más 

temprana, con mayor cobertura y robustez los esquemas de protecc ión social que suelen ser citados 

1 La idcnLificaciún de los diversos tipos de arreglo y balances cnln.: las esfáas del l�stado, el  mercado y la famil ia 

como el  íactor que determina Ja modalidad o variante de rl!gimen de bienestar es, quizás, el principal <sportc o 

conlrihudón que Esping-Andcrscn ( 1 1)90. 2001 y 2002) ha rc<sli1ado a Ja literatura sohre welfure. 
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como pioneros o tipos ideales2), el examen de los sistemas de bienestar en los países de A mérica 

Latina ha ido ganando terreno en la agenda de la pol ítica comparada en las últ imas tres décadas. 

La revisión de la l iteratura politológica y sociológica sobre las experiencias latinoamericanos 

muestra los asuntos que despiertan el interés de estas disciplinas con relación a este campo de 

estudio: i) las con figuraciones causales que determinaron la génesis de las variantes 

latinoamericanas en torno a los años cuarenta del siglo pasado y los rasgos d istintivos de esas 

d istintas modalidades de sistemas de bienestar (que determinan sus d i ferentes niveles de cobertura, 

calidad y equidad), en cotejo, a menudo, con los modelos más robustos de los países más 

avanzados o industrial izados3; i i )  las reacc iones de los sistemas pol íticos durante las ú l timas 

décadas del siglo pasado frente a los intentos de retracción o desmantelamiento de los esquemas 

de protección social4; i i i )  las reconfiguraciones de los modelos latinoamericanos en 1.os últimos 

diez a qu ince años, en un contexto de giro a la izquierda que experimentaron varios sistemas 

rolíticos de la reg ión.) 

F,stas experiencias recientes de reconfiguración de los sistemas de protección social han despertado 

el interés de la política comparada y los especial istas en política social por su entidad política y 

fiscal, producto de reformas o nuevas pol íticas públ icas que garantizaron el ejerc icio de los 

derechos sociales a estratos que se hal laban al  margen de los e�quemas de protección social; 

reformas que determinaron incrementos sign i ficativos del gasto públ ico social, ampliación de 

coberturas y la implementación de una nueva generación de rolílicas dirigidas a inclu ir  a los 

sectores mús pobres de la sociedad (históricamente asociados a la economía in formal) y, en 

algunos países, a mitigar los erectos de los procesos rccesivos y las crisis que cerraron la ú l tima 

década del siglo pasado. Durante la primera década de esle s iglo se adv ierte en la mayoría de los 

2 1;nln: otros: Tilmus ( 1 958), Esping-/\nJcrscn ( 1 990), SI...ucpol ( 1 995), Skocpol & /\mcnla ( 1 986), W¡;ir & Skncpol 

( 1 993 ). Off(; ( 1 988 y 1 990), Korpi ( 1 989). Korpi & Palme ( 1 998). Wilc..:nsky ( 1 98 1  ), l luhcr, Ragin & Sll.!phcns ( 1' )93), 

l luhcr & Slcphcns (2001 ). 

1 Emre mrns: Mesa l .ago ( 1 978 y 1 99 1 ). C iough. el.al. (2004), l luhcr & Slcphcns (2005). Fi lgueira ( 1 998 y 2005). 

Scgura-I Jbicrgo (2007), l laggard & Kaufrnan (2008). Martínc7. Frnni'oni (2006, 2008a y 2008b), Marcd & R ivera. 

(2009). 

• C.1stiglioni (2005) y Weyland (2002 y 2004 ). 

� Entre otros: l .cvi1sky & Robl.!rls (20 1 1 ), l luhcr & Stcphcns ( 20 1 2) y Pribblc (201 3) .  
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sistemas pol íticos de la región una tendencia a incrementar el esfuerLO de bienestar q ue realizan 

los Estados y, en muchos países, a l  avance del Estado en la regulación y provisión de pol íticas y 
serv icios sociales. En este contexto, signado por la expansión del Estado en el campo social, e l  

incremento del gasto público social (Gráfico 1 . 1  y Tabla 1 . 1 )6, la  ampl iación de las coberturas de 

las políticas sociales y los avances en la legislación que regula e l  acceso a esas prestaciones, se 

planLean interrogantes sobre las variantes de régimen de bienestar que estarían emergiendo de estos 

procesos y, en particular, sobre sus determinantes políticos. 

Fue ni e 

Gráfico 1 . 1  
\.asto Público Social y Gasto Público n o  Social cu A mérica Latina y el Caribe ( 2 1  países) l i l . 

Serie 1990- 1 99 1  a 2013-2014. F.n porcentajes del P I B. 
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c:=J c;asto Púhlicn Sndal 

-ó- G .istn l'úhlicu Social I 
Gasto Púhlico Total 

Nolus: /1/ promedio ponderado por el peso poblu�'/Onul de los s1g111e11/es paises. Argentina. Rol/V/u (Es1udo Plurmucwnal de). 
Rrusil, ('hile, Colomhm. Cosw U1cu. ('uha. Fcuador, ¡;;¡ Salvador, <iu111e111al11. llonduras, .Jumwrn, Méxu:o. N1carugu11, l'u111.1111ú, 
Paraguay, Perú, l?e11úhlica /)01111111ca110. tmudad y Tobago, Uruguay y Vene::ue/u (l?epúhlica R11/1vamma de). 

'' 1 :n algunos paises de la región (Argcnlina. Hrasil, Costa Rica y l Ir uguay) el gasto público social ha l legado en los 

últimos años a representar una cu;irla parle o más del PIB.  en lanto l'I gasto público lolal ha rondo el  40% del 1 ' 1 11.  

valores s imi lares a lo:-. mud1os miembros dt.: la OCDE. Por cieno, en Cuba ambos indicadores asumen valores aún 

mayores, pero por tratarse Je um1 economía socialista o plani f icada desde comicnms de los años sesenta hast;.i 

mediados de la década p;.isada. cuando comicnüln a insinuarse las primeras señales de apertura o reforma de signo 

capitalista, donde el peso del Es1ado en la economía y. por cndt.:. la magnitud dd gasto público en toda.� sus 

funciones es mU)' elevado, su inclusión en cual4uicr tipo de comparación con paises con economías de mercado 

puede inducir a conclusiones erróneas. 
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Tahla 1 . 1  
Gasto Público ocial e n  A mérica Latina y el Caribe ( 1 7  países). Enlre 1 999 y 20 1 2. Porcentajes del  P I B. 

1 999/2000 2005/2006 2 0 1 1120 1 2  

/\rgcntina 1 R. I 1 6.6 22.5l i l 
Holivia ( Estado Plurinacional tic) 1 1 .2 1 2 . 1  1 1 .6 

1 3rasil 20.8 22.5 24.ú 
Chile 1 4.2 1 1 .9  1 4.5 
Colombia 1 0.5 1 1 .ri  1 2.7 

Costa Rica 1 6.6 1 7. 1 22.7 

Fcuac..lor 2.7 4 . 2  7.9 

Guatemala 6.7 7.7 7.5 

l lonúuras 7.2 9.7 l 1 .8l i l 
Mcxico 8.5 9.3 1 1 
Nicaragua 6.9 X.6 9.2 
l'anamá X.2 8.3 9.5 

Paraguay 1 1 . 1  1 6.4 
l'crú 8.8 9.6 9.4 
República Dominicana 5.5 7.2 6.X 

Uruguay 22.4 20.3 23.5 
Venezuela (Rcp. Bolivariana de) 1 3 .9 1 9.'J 22 

1:11e111e · CF:l'A I. (20/(¡ 79) No/tJ. /1/ corresponde al h1e11in 2()0912010. 

/\ lgunos de los lrabajos más recientes sobre los procesos de transformación de los modelos de 

bienestar en la región (Levitsky & Robcrts 20 1 1 ,  Pribble & l lubcr 20 1 1 ,  l l ubcr & , lephens 20 1 2  

y Pribble 20 1 3) abordan las experiencias que se han desarro l lado bajo gobiernos que se idenli fican 

o que pueden ser definidos como de cenlro-izquierda o izquierda; experiencias pol íticas que fueron 

ganando terreno desde comienzos e.le la década pasada y que pueden ser consiJeradas parte e.le una 

categoría general (Gráfico 1 .2.), más al lá de la diversidad de perfiles ideológicos y de rasgos 

organizalivos que se puede reconocer a su interior. 
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Gráfico l .2 
Presidencias en A mérica Latina ( 1 8  paísesl i f )  que pertenecen a partidos o coaliciones partidarias de izquierda 

o centro-izquierda. Serie 1 994-2009. En porcentaje sobre el total de Presidencias. 
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Vuente: Filgueir(J (2013: 25) 

Nmas: /1/ F.n los 18 paí.w:s estudiados. no huy pres1denc:1as clas(/icadas como de i=quierda entre 1994 y 1997. /,os IR países 
estudiados . .  whrr los que se calcularon /ns porcenru¡es. son Argen/ma, f30/rv1a, IJrasil. Chile. Colombia. Costa H1ca. r7cuadnr. HI 
Salvador, (izwtemalu. / /onduras. México. Nicaragua. Panamá. Perú. J>araguay. República Domimcana, Uruguay y Venezuela. 

Los trabajos sobre las experiencias de reconfiguración de los sistemas de bienestar en la región 
impulsados por gobiernos de izquierda asignan un peso expl icativo significativo a variables 

estrictamente pol íticas (entre otras, la orientación ideológica de los partidos o coaliciones 

gobernantes, las estructuras organ izativas de estos partidos, las d inámicas de competencia política, 

los legados de política en las d istintas arenas o sectores donde operaron las reformas, el diseño 

institucional del Estado y las características de los l iderazgos presidenciales), marcando así un  

perfi 1 distintivo con relación a la  l i teratura más clásica que  dirigía su  atención, desde perspectivas 

más o menos sociológicas o económicas, a los procesos de industrialización de los países, el grado 

de desarrol lo de sus sociedades o, a lo sumo (aproximándose a un registro más polito lógico), a los 

recursos de poder de los actores sociales (en particular, los sind icatos) y a los intereses de las 

burocracias. 

Por otra parte, esta l iteratura ingresa también en el debate sobre los tipos o modelos de we(/ure que 

estarían emergiendo en estos países como resultado de las reformas impulsadas en las distintas 

arenas de polít ica social. Estos trabajos buscan también aportar evidencia sobre las nuevas 

variantes de régimen de bienestar que estarían emergiendo de estos procesos de transformación:  
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regímenes que estarían ampliando la cobertura a los serv icios en los principales sectores de pol ítica 

social (educación, salud y seguridad social) y mejorando la calidad de las prestaciones, y que 

podrían admitir o resistir la  comparación con algunos de los que íueron construidos durante la 

segunda mitad del sig lo pasado en los países más desarro l lados, en part icu lar los ed i ficados por 

las socialdemocracias tardías o de segunda generac ión del sur de Europa. 

Estas nuevas variantes latinoamericanas -en particular, las que corresponden a los países con 

sistemas de bienestar más longevos- exh iben, en a lgún sentido, rasgos .. híbridos" en comparación 

con los tipos ideales propuestos por las taxonomías o clasi ficaciones más clásicas, ya que al mismo 

tiempo que conservan o refuerzan patrones de estratificación en algunas áreas de pol ítica, en otras 

desarrol lan perfiles que son más propios de los sistemas de bienestar de corte universal i sla; 

variantes que si bien han fortalecido las funciones del Estado como financiador, regulador y aun 

proveedor de protección y bienestar, no han buscado o no han logrado mod i ficar su matriz 

constitutiva, y se han l im itado a adosar a las lradiciom1lcs arquitecturas de bienestar nuevos 

componentes o pi lares con el  fin de atender a los sectores más pobres o excluidos de las redes de 

protección vinculadas a l  mundo del trabajo y la seguridad social. !-'rente a estos procesos de 

cambio, resulta pertinente determinar si estas remodelacioncs de las arquitecturas de bienestar 

centenarias, que han pretend ido lomar d istancia de las prescripciones imperantes en e l  campo de 

la política social durante las últ imas décadas del siglo pasado, podrían ser consideradas variantes 

o modalidadc. específicas de we!fare, propias de un contexto hislórico particular y, por lo tanto, 

merecedoras de cierta consideración más a l lá  de su ajuste o proximidad a las tipologías de rég imen 

de bienestar más vis i tadas. La especificidad de estas posibles variantes podría responder a los 

rasgos distintivos de las economías, sociedades y sistemas po l íticos en los que se despliegan: 

economías con menores niveles de Jcsarro l lo a los de las economías industriales o centrales; 

sociedades que se han caracterizado históricamente por tener mayores niveles de desigualdad y 

exclusión que las Je los países más avanzados; s istemas pol íticos y de partidos con bajos niveles 

de institucionalización (salvo algunas excepciones, entre las que se destacan Chi le y l J ruguay). 

/\demás, la espec i ficidad de estas experienc ias podría estar cond icionada también por e l  tiempo 

histórico en e l  que se desarrol lan: un  período de economías cada vez más intcrdcpend ientes, donde 

la capacidad de acción de los Estados -en particular, para regular la economía y extraer rccursos­

se reduce progresivamente; en suma, un tiempo histórico notoriamente d i lerentc al pcríoJo en el 
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que germinaron las primeras experiencias de construcción de los s istemas de  bienestar en los países 

más desarrollados bajo el l iderazgo de grandes partidos socialdemócratas o demócrata-cristianos, 

e incluso distinto a los más cercanos años ochenta del siglo pasado, cuando irrumpieron algunas 

de las socialdemocracias tardías o de segunda generación en los países del Mediterráneo. Quizás, 

el intento de ubicar o forzar la clasi ficación de estas experiencias latinoamericanas dentro de 

algunas de las taxonomías o tipologías de regímenes de bienestar clásicas d i ficulte advertir sus 

rasgos pol íticos particulares y su especi ficidad histórica. 

En este contexto, las reformas impulsadas por los dos primeros gobiernos del izquierda en Uruguay 

entre los años 2005 y 20 1 4  (en particular, durante la primera admin istración de Tabaré Vázqucz), 

en algunos de los p i lares de su centenario sistema de bicm:star (salud, seguridad social y protección 

laboral), la expansión incremental en otros campos (educación) y la creación de un nuevo un iverso 

de políticas y prestaciones sociales ( los programas de atención a la población en situación de  

pobreza o vu lnerabilidad a la  pobreza) revisten particular interés, lo 4ue  se  ha rcíli.:jado en  los 

últimos años en una creciente acumulación de trabajos sobre estos procesos de reforma (Fuentes 

2 0 1 3 ;  J\ ntía 20 1 4; Setaro 20 1 4) .  

E l  interés por e l  caso uruguayo obedece, además. a que su sistema de  bienestar es considerado uno 

de los más desarro l lados, y seguramente e l  más temprano, de la  región ( M esa Lago 1 99 1 ;  Fi lgueira 

1 998; Gough et.al. 2004; Huber & tephcns 2005; Sebrura-Ubiergo 2007; 1 l aggard & Kaufman 

2008), uno de los más resistentes frente a los intentos de retracción que pautaron, con mayor o 

menor intensidad, en lodos los países de la región la agenda de las políticas sociales durante e l  

últ imo cuarto del siglo pasado (Castiglioni 2005), y a 4uc s u  sistema d e  partidos se ubica entre los 

más institucionalizados del continente ( Mainwaring et.a l .  200 1 ) . ¡\ estos rasgos se suma la 

particularidad del Frente A mpl io como partido de izquierda dentro dc la región ( Lanzare et.al 

2004; Lanzaro 2008 y 20 1  O):  un  partido con más de tn;inta año. de historia a l  momento de llegar 

por primera ve'/ al  gobierno nacional, pero constituido por partidos de centenaria trayectoria 

(social istas, comunistas y cristianos); un partido cuya base ideológica y programática se nutre de 

los anuentes constitutivos del  pensamiento de iz4uierda c lásico, pero 4ue transita desde hace 

veinte años al menos hacia posiciones más cercanas a las de un partido de orientaeión 

soi.: ial<lcmócrata (Garcé y Yaffé 2004 y 20 1 3 ;  Lanzaro 2008 y 2 0 1  O); un partido 4uc preserva una 
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estructura organizativa de base m i  1 itante (Pribble & 1-1 uber 20 1 t ,  y Pribble 20 1 3) -por oposición 

a otros partidos o coaliciones partidarias de tipo profesiona l-electoral o de é l i tes-, pero que convive 

con espacios de acuerdo y coordinación entre l íderes de fracción; un  partido, por ú l timo, que 

guarda una estrecha relación con los sind icatos (reunidos desde hace medio siglo en una ún ica 

central sindical). En suma, e l  caso uruguayo despierta interés por los rasgos de su régimen de 

bienestar y por las características del partido ele gobierno que impu lsa estos procesos de cambio. 

Por otra parte, la evidencia ind ica que las reformas impu lsadas en algunos de los sectores o áreas 

de política social durante los dos primeros gobiernos del Frente A mpl io  (salud y asistencia social), 

junto al forta lecimiento del sistema de seguridad social, la expansión los mecanismos de 

protección laboral y el incremento de los recursos presupuestales destinados a la educación 

pública, detenninaron al cabo de diez años algunos e fectos significativos, que pueden ser 

resumidos, entre otros, en indicadores de cobertura, gasto y calidad de serv icios (Tabla 1 .2). 

Tabla 1 .2 

Indicadores de gasto público social, cobertura de prestaciones sociales y b rechas d e  calidad (gasto por 
usuario) entre prestadores públicos y privados de salud y cducacicm en Uruguay. Años 2004 y 2 0 1 4. 

1 I ua�to público sociill I PIH 
2 1  Cobertura del sistt:ma de seguridad social: prcstadoncs I población de 65 y más años 
3 j l'asonas ocupadas registrada� en la Seguridad . ociill / total dt: personas ocupada� 
4 I Gasto público en salud sobrt: el PIB 
5 1  Gasto por usuario cn los prestadores cstatalcs de salud I gilsto cn los prestudorcs privados 
6 1  Gasto riúhlico cn t:ducacicín / PIA 
7 1  Gasto por alumno en la t:ducación primaria: públ ica I ririvada 

Gasto por alumno en la educación secundaria: pública / privada 
GasLO por al umno cn la educación univcrsilaria: pública I privadil 

l q  Gasln riúblico en transferencias para familias en situ:.it:ión de pobren / PfBlv l 

2004 
1 9.4% 
1!2.2%1 

65%1 
1.2% 
30% 

3% 
54%l i i l  

37%j i i i  1 
40%11 i v 1  

0.5% 

20 1 4 1 i l  
25.2"1.1 
83.2% 

74'% 
6. 1 %  
83% 

4.6%1 
86% 
54% 
73% 

1 . 1 %  

/."11e111e: rlnhnracián propJ(J u partir de las s1gwe111es .fi11!11Jes: 11uru la.� jilus /, ./ y tí, Ohserva/omJ Sacia/ del M1111sler111 de 
/Jesarrollo Social (hlfp_:llohservawno.mc1u/.m1des.guh.uv!pnr1a/Midesl#); pura /afila 2. procesum1e111n de da10.1· del IN/�; pura la 

fila 3. da/o.� drl MI DES sobre personas ncupada.v reg1s1rudas (2014. 3./ y ./O) y del I NIO sobre perso11us ocupadas. fila 5. l·ernánde= 
(laleano y Henio (20/./· 50). en hase u dalos del MSP, fila 7. INFFd (201.f: 291) para el gas/o 1•11 r1mnww y metfta. y cálculos 
propws puru la edw;ucuín umversllurw en base u dulos del IN/�1-:d .wbre f!.US/11 (201./. 271. 277-8 y 355) y el MEC sobre mu1riwlm 
de la lld1•/aR y la.v w11vers1dades privad11.1· (20/tí. 35). ji/u 8. c;á/culos propws sobre 111formul1Ó11 de Amn. el u/ (2001); 16). RPS 
(211118: lf/9 " 1 1  /). (h11¡1:/lwww.hps.guh.11y), /U!) (lt11p:llw11·w. 1udh or¡;les/111ves11gac1011 v-dr11osl/1ah/us 6882. h1mf 'lmd1culor-4) y 
Ohservoform Sonol del Ml/)F,S. 

Nolll.1' /1/ 20/./ o mio {lrt'VIO más recumte (paru lujila l. du111 de 2012), /11/ l:"d11cuc1ón ¡mm11rw. /111/ r.duwnán Media 111duve 
senmdarw _1 téc111co pro}1'Sw11ul ( ·01110 1!11 I!! coso de esln IÍ/lunn 11ojí1e pos11>/e d1scrim11111r e11lrl! cducactrin ml!dlf1 léu11ca y ml'dw 
lercwrw. se 111d11ye el f!.U.�lo des/modo a umhos .whsec/ores. /11•/ el gus/O púh/1co corresponde exclu.m•ame11te u la IJ111vers1dud 
de la /frpúhl1cu. /v/ /11c/11ye A.V1f1.110c11111es l·'umi/wres (Uégmu!n f>/1111 de F1¡u1dud). Tor¡Plo /Jmguay Soc1ul y l'1•m·1mws u la V1:1e: 
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Corno se puede advertir en la Tabla 1 .2.,  entre 2005 y 20 1 4  se registró en Uruguay un proceso de 

expansión y rortalecimiento del r¡;gimen de bienestar, que se expresa en un fuerte incremento del 

gasto públ ico social (de su prioridad macroeconómica y fiscal), en la ampliación y flcx ib i l ización 

del acceso a las pol íticas y las prestaciones, en la reducción de las brechas de calidad entre los 

servicios provistos por el Estado y los adquiridos en el mercado y, finalmente, en el desarro l lo  de 

la legislación social (en particular, en e l  campo de las relaciones laborales y la seguridad social). 

Entre 2005 y 20 1 4  el gasto público social creció de 1 9.4% a 25.2% del P I B  (durante una fase de 

fuerte crecimiento económico, lo que determinó un aumento aún mayor del gasto públ ico social 

per cápila medido a valores constantes); las tasas de afi l iación al sistema de seguridad social entre 

los ocupados crecieron de 65% a 74%, en tanto la cobertura del sistema de seguridad social con 

relación a la población de 65 y más años de edad aumentó levemente partiendo de niveles que ya 

eran altos antes de 2004 (en lomo al 80%); el gasto públ ico en educación aumentó de 3% a 4.6% 

del P l B  y el gasto público en salud de 3 .2% a 6. 1 %; el gasto por usuario atendido en las 

instituciones públ icas de salud comparado con el gasto en los proveedores privados pasó de 30% 

a 83%, en tanto la ratio entre e l  gasto por estudiante en instituciones públ icas e instituciones 

privadas pasó de 54% a 86% en la educación primaria, de 37% a 54% en la enseñanza media y de 

40% a 73% en e l  nivel un iversitario; por ú l t imo, se dupl icó la prioridad macrocconórn ica del gasto 

público en transrerencias monetarias no contributivas d irigidas a la población en situación de 

vulnerabil idad (creció de 0.5% a 1 . 1 %  del PIB). A estas tendencias se suma la ampl iación de la 

legislación social durante todo el período (medio centenar de leyes en las áreas de asistencia social, 

salud, educación, protección laboral y seguridad social7) y las creaciones institucionales ( la 

constitución de una nueva carlera m i nisterial y la conformación de ámbitos de coordinación 

interinstitucional de las pol íticas sociales). Si  bien estas transformaciones podrían no reílejar una 

transformación estructural en el régimen de bienestar uruguayo, permiten advertir e l  

fortalecimiento de  las funciones del Estado en  el  campo social ( fi nanciación, regulación y 

prov isión de políticas y servicios) para cumpl ir  las dos funciones principales de un régimen de 

bienestar: proteger a los ciudadanos frente a diversas hipótesis de riesgo (a través de la seguridad 

7 Vt.:r /\nl:XO IV, CuaJms /\.5.2 a /\.5 .6. 
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social, la protección laboral, la salud y la asistencia social) y formar capital humano (educación y 

la saludx). 

El caso uruguayo podría ser considerado dentro de la región un leuding case del vínculo entre 

régimen de bienestar y gobiernos de izquierda o centro-izquierda por varias razones o argumentos. 

F.n primer lugar, por las propias características y los impactos de las reformas impu lsadas en los 

ú l timos diez años en U ruguay: ruerte expansión del gasto públ ico social, ampliación de coberturas 

en algunas áreas de política social, reducción de brechas de calidad (med ida por el gasto por 

usuario) en la prestación de servicios entre el sector públ ico y los proveedores privados, y 

desarrol lo  de la legislación social . En segundo lugar, porque estas reformas se desarrol laron en 

uno de los regímenes de bienestar más longevos y robustos de la región -un sistema de ·'alto 

esfuerzo de bienestar" según Segura-Ubiergo (2007: 30)-, que rue constru ido durante la primera 

m i tad del siglo veinte siguiendo un patrón simi lar al de varios de los países más avanzados ( la 

combinación de a l to desarrol lo social, democracia, gobiernos con una orientación ideológica de 

centro-izquierda y ruerte mov imiento sindical9), y que logró evitar durante los años ochenta y 

noventa reformas pro-mercado capaces de a lterar de modo signi licativo su centenaria arquitectura 

(Castigl ioni 2005), rasgo que lo d i ferencia del caso chi leno y, en menor grado, del argentino. 

Finalmente, la definición de leading case también podría ser adoptada por e l  perfil del sistema 

político uruguayo (uno de los más institucional izados de la región) y por los rasgos ideológicos, 

polít icos y organ izacionales de su i7quierda (programática, de base mi litante y con fuertes vínculos 

con un poderoso, autónomo y un i ficado movimiento sindical, comparable, por lo tanto, con 

algunos de los ejemplares clásicos y tardíos de la soc ialdemocracia europea). 

El primer propósito que busca abordar esta tesis es establecer en qué grado las reformas e 

innovaciones impulsadas entre 2005 y 20 1 4  en Uruguay en las principales áreas de  política social 

(asistencia social, salud, educación, seguridad social y protección laboral) determinaron un v i raje 

o una transformación de carácter estructural en el régimen de bienestar de país, partiendo del  perfil 

o tipo h istórico que lo ha caracterizado a lo largo del siglo veinte - ·'uni versal ismo estratiricado'" 

M Corno se <lcsprcntlc <le la Tabla 1 .2., d presupucslu cslalal dcsLina<lo a h.1 c<lut.:<tciún pública y la salud pública -cslo 

cs. a la forrnaciún de capital humano pa�ú <le 6.2 % a 1 0.7 % del l ' IB entre 2004 y 20 1 4. 

'1 Vt:r el an:ilisis comparativo rcali/adn por Scgura-1 lbicrgo (2007: 53). 
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según Fi lgueira ( 1 998)- hacia una variante más universal isla y menos estratificada de provisión 

de protección social y bienestar: con prestac iones más uni fonnes, menores niveles de 

estratificación en el  acceso a los servicios y en su calidad, un acceso basado en el reconocimiento 

de derechos y una mayor intervención del Estado en la financiación, regulación y provisión de 

políticas y servicios. Para responder a esta pregunta se examinarán las reformas, las innovaciones 

y las creaciones institucionales impulsadas durante e l  período en las siguientes áreas o sectores: 

asistencia social, salud, educación, seguridad social y protecc ión laboral. Si bien correspondería 

sumar a l  análisis otros sectores de política para contemplar de modo exhaustivo los cambios en el 

régimen de bienestar (en particular, las pol íticas de v iv ienda), se pueden sostener que en estas áreas 

se encuentran los p i lares constitutivos del we/fare uruguayo (F i lgueira y Fi lgueira 1 994): 

educación, salud, protección laboral y sistema de retiro de la fuerza de trabajo.  Asimismo, los 

sectores que serán examinados en esta tesis reúnen el 92. 1 % del gasto público social 'º, por lo que 

las transfonnaciones operadas en estas áreas necesariamente determinan la evolut:ión de todo el  

régimen. Por último, han sido estos sectores las arenas de política social en las que se procesaron 

mayores cambios en los últimos diez años: transformaciones de carácter estructural (salud), 

creaciones institucionales (asistencia social), expansiones presupuestales (educación y salud) o 

avances legislativos e institucionales (protección laboral y seguridad social). El análisis de esas 

transformaciones e innovaciones abordará algunas variables cuyo comportamiento o evolución 

resulta clave para determinar el grado de avance en cada sector -y del régimen de bienestar en 

conjunto- hacia mayores grados de un iversalismo y menores niveles d<,; <.;Strat i ficación: el gasto 

público social (en particular, su prioridad macroeconómica), l a  cobertura de las políticas y los 

serv ic ios, el  peso del Estado y el mercado en la provisión de bienestar (medido a través de la 

distribución entre ambas esferas del gasto social total y de la cobertura en cada sector de política), 

la brecha de la calidad entre los servicios sociales provistos por el  Estado y los adquiridos en el 

mercado (o el gasto por usuario, como posible variable proxy), y el  grado de regulación estatal en 

las distintas áreas (particu larmente clave en el campo de la protecc ión laboral). 

111 Dt: acut:relo a los elatos elcl Ohscrvalorio Sot: ial elcl M i nislt:riu de Dcsarrol lo Social 

Cb.!!P__:l/g_h,st:rva10ri0social.m ielt:s.gub.uy/N ucvu Test/portal M ielt:sV3/indit:adorcs.phpll), la distribución d..:I gasto 

público social .:mrc sectores al a1io 20 1 2  1.:rn l a  siguiente: educación recibía el 1 !U%, del GPS total (4Ut: a.�ccndia i.:sc 

año al 25.2'Yo del Pl l )  ). salud el 24.3% y seguridad - asistencia social el 4'J.5%, en tanto d sector ele vivicnela y si.:rvicios 

com unitarios r1.:cihiu ..:1 6.4%1 dd total y los gastos destinados a si.:rvicios n rrngramas .. nn com cncinnale� .. i.:1 1 .5%. 
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El segundo propósito que persigue la tesis es responder a la pregunta sobre los ractores causales 

que habrían determinado este conjunto de reformas e innovaciones en pol ítica social y, por lo tanto, 

el posible v i raje hacia mayores grados de universalismo y menores niveles de estratificación. La 

tesis pretende identi ficar la combinación de factores causales que dctenninó el outcome global de 

estas reformas e innovaciones: e l  reforzamiento de los rasgos un ivcrsa l i stas del  régimen de 

bienestar, la reducción de los niveles de estratificación y e l  fortalecimiento del  Estado en sus 

funciones de financiación, regulación y provisión de serv icios y prestaciones. En esa d i rección, 

nuestra h ipótesis es que el  perfil ideológico del partido gobernante (propio de un partido de base 

laboral con una orientación socialdemócrata) y l a  disponibil idad de fuertes recursos políticos por 

parte del gobierno determinaron el oulcome o resultado observado. La orientación ideológica del 

Frente Ampl io (que se expresa en e l  campo de las políticas sociales en la apuesta al Estado como 

actor predominante en la financiación, regulación y provisión de protecc ión y bienestar, y en la 

preferencia por la protección de los sectores más vu lnerables y la distribución equitativa del 

ingreso sobre otros posibles fines a maximizar) y la dispon ib i l idad ele mayorías legislativas, 

capacidades técnicas y fuerte respaldo sindical expl ican e l  perfil y la efectiva imp lementación de 

las reformas e innovaciones impulsadas en e l  período. 

Si bien otros trabajos recientes han id en ti ti cado la orientación política o idt.:ológica de l  partido 

gobernante como uno de los factores determinantes del perfil tic las políticas, las reformas y los 

regímenes de bienestar (/\ l lan 2002, Segura-Vbiergo 2007, l luber & Stephens 20 1 2  y 20 1 4, 

Pribble 20 1 3, etc.), esta variable a menudo se presenta asociada o supeditada a otros factores 

causales (el tipo de partido, los legados de pol ítica, las intereses de las coaliciones reformistas, 

etc.). En este sentido, nuestro trabajo postula un mayor grado de incidencia de la orientación 

ideológica de los partidos o coaliciones gobernantes, de sus preferencias sustantivas, sobre el perfil 

de las reformas en regímenes democráticos, altamente institucional izados y competitivos (como el 

uruguayo); en el terreno de las políticas sociales posiciones que d ivergen, con forme la ubicación 

de los partidos en e l  eje iz4uierda-dcrccha. en torno a la participación 4ue el  Estado debe tcncr cn 

la financiación, regulación y provisión de polít icas y serv icios sociales, así como respecto a la 

prioridad que se debe asignar a las pol íticas sociales para maximizar la distribución y la equidad. 

l)csde luego, identi ficar la orientación ideológica y política de los partidos como uno de los 

factores determinantes de las reformas y e l  t ipo de régimen de bienestar que los gobiernos 
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producen -especialmenle, en regímenes democrálicos- supone debatir con posiciones dominanles 

en la lilcralura sobre welfare que sosliencn, a partir de la revisión comparaliva de casos y de la 

evidencia cuantitaliva, que lo partidos tienden a tener comportamientos '·oportunistas·' con 

relación al tipo de rerormas sociales y regímenes de bienestar que impu lsan (1 laggard & Kaurman 

2008), y que su margen de acción está muy füertementc acotado por las condiciones económicas 

en las que deben operar y por los legados que deben enfrentar en cada arena de política (que se 

expresan en actores o puntos de veto y en particulares distribuciones de recursos de poder entre 

ellos). En este sentido, nueslro trabajo se inscribe en una línea de acumulación teórica que busca 

mostrar que las ideas pol íticas y las preferencias sustantivas de los partidos importan (l3oix 1 998), 

sin que e l lo implique desconocer o subestimar la incidencia de otras variables estrictamcnte 

políticas (el tipo de régimen político, el comportamiento estratégico de actores en competencia, 

los legados de polít ica, el  diseño institucional, e l  peso de las burocracias, etc.) o aun sociales y 

económicas (el grado de desarro l lo  social, los n iveles de apertura comercial, el t ipo de capitalismo, 

etc.). 

1 .2 Diseño metodológico 

f:sta primera pregunta nos obl igará, por una parte, a reconstruir la trayectoria del régimen de 

hienestar uruguayo, de sus legados de pol ítica, para poder ponderar el grado de transformación 

operado en los sectores de política seleccionados durante las dos primeras adrnin islraciones de 

izquierda. Si hien esta tcsio; se inscribe dentro e.le la perspectiva y tradición de estudios .. case­

oricnlcd". por oposición a los estudios ·'variable-orientcd·', tanto en la reconstrucción de la 

trayectoria histórica del régimen de bienestar uruguayo como en el análisis de su comportamiento 

en el período de interés (2005-20 1 4) estará presente la comparación -a partir de fuentes 

secundarias- con otros casos o unidades dentro y fuera de la región, a partir del análisis de datos 

sobre gasto público, cobcrturas sociales y peso del Estado corno proveedor de bienestar. En este 

sentido, pese a ser una tesis que aborda en profundidad un único caso especial, la rc!Crencia 

comparativa a otras unidades o casos (países o períodos históricos dentro del propio caso especial) 

es un componente central de la estrategia analít ica a desplegar para sostener inferencias 

27 



descriptivas y causales ( K ing, Keohane y Verba 2000). 1 1  As imismo, para determ inar la validez de 

la h ipótesis expl icativa propuesta (por lo tanto, para refutar o corroborar -provisoriamentc- la 

relación causal entre las variables propuestas y el nutcome de política que se pretende explicar) la 

tesis se centrará en dos ejercicios de comparación h istórica . 1 2  La primera comparación, más 

sistemática y con mayor profundidad, se plantea entre dos unidades temporales: el período 2005-

20 1 4  (el .. ciclo" de izquierda o progresista) y el período 1 985-2004 (el ciclo de la doble transición 

que l ideraron los partidos tradicionales, bajo gohiernos de partido o de coalición). La segunda 

comparación histórica se plantea entre tres momentos clave en la trayectoria del régimen de 

bienestar uruguayo seleccionados a partir del análisis de la prioridad macroeconóm ica del gasto 

púhlico social (considerada como un índice o medida sintética del grado de .. csfue17.o de hiencstar" 

del Estado) y de la evaluación de otros ind icadores más cualitativos que reflejan la prioridad 

asignada a las po i íticas de protecc ión y bienestar por distintos gobiernos (reformas legales, 

creaciones institucionales, etc.): el período comprendido entre la segunda presidencia de Batl lc y 

Ordóñez ( 1 9 1 1 - 1 9 1 5 ) y fines de la década del veinte (el ·'primer balll ismo"); el período enlre 

l 943y 1 95 8  (a menudo defi n ido como neobatl l ismo en la historiowaf'ía); el  último período que 

abarca las dos primeras admin istrac iones del Frente /\ mpl io .  La primera comparación histórica 

1 1  Esta tesis prctcmk crnno i nvestigación de corte cualitativo produc ir in ferencias descri pt ivas y causales a part ir del 

análisis t:n prn li.Jndidad de un caso, siguicmfo las reglas dt:I método cicntilico para producir i nferenc ias vál ida�. l·:n 

t:sc sentido. tlcscripción y expl icación no se contraponen. Como señalan King. Kcohanc y Vcrha (2000: 45-46): .. En 

las ciencia;; <;0t:iaks. la im c:stigación. ya �ca cuantitativa o cualitati\'a, tiene dos objt:tivos: tlescrihir ) c-.:plicar. ( ... ) 

No potlcmos dar t:Xpl icacioncs causales con sentido sin una hucna descripción, y ésta, a su vc;r, pierde gran p<1rtc del 

interés si no t:�t;i ' i ncu lada a alguna rclac icin wusal. ( . . .  ) Tanto la descripción rnmo la cxplicac:ión tlcpcndcn tic las 

reglas de la in  li.:rcm:ia cicnli lica ( . . . ) dcscri hir consiste, cn panc. en i11 li:ri r in  rurmaci<'ln sobre hechns no observados 

a partir de hechos que sí se han contemplado (y en) d istingu ir  lo que tienen dt: sistemático y de no �istcm;ítico los 

hcd1os 11bscl\ ..1tln::.. ( . . .  ) /\unqui.: exp l icar -relacionar causas ) efectos- sea el objetivo último. describir n:sulla 

dctcrminantt: en toJa <.:\plicación ( . . .  ) l .o qUl.: tli�tinguc los estudios cicntí licus de otros tipos de investigación no es 

el cnfrcntamicnto cntn.; tlescripcíón ) exp l icac ión . sino el hecho dc que sc hagan (o no) inferencias sistemáticas según 

pruccd im icn tos V<ilidos. l .a i n ferencia. ya sea descript iva n causal, t:uantilativa o cual itat iva. es el objetivo últ imo de 

toda ciencia sot:ial de C'11idad ... 

1 2  Sobrt: las especificidades mcll)tloltígicas (potencialidades y dchi l idadcs) tlel método cornpara1 1vn y dentro tic �sic 

dc la comparación histórica se rccomicnd<.1n entre otros cl:isicos: l . i jphart ( 1971 ) 1975). Col l i er ( 1994 ), ílartoli11i 

( 1 994) y P:mcbi anco ( 1994 ). 
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nos permitirá realizar una inferencia causal más robusta que la segunda1 3  por el análisis con mayor 

prol"undidad de los casos o unidades temporales (que determina el conocimiento sobre cómo 

operaron los vínculos causales entre las variables), la disponibi l idad de datos 14 y el mayor número 

de variables de control. 

La estrategia explicativa que elaboramos no pretende determinar con precisión los efectos sobre 

el régimen de bienestar de cada una de las variables independ ientes, sino la combinación de 

factores que operó en estos periodos o un idades temporales. Siguiendo a Ragin & Zarcl ( 1 983) y 

Ragin ( 1 987), podríamos decir que nuestro modelo exrl icativo no posee un carácter aditivo ya que 

no intenta explicar el comportamiento de la variable dercndicnte en íunción de la acumulación de 

eíectos parciales provocados por cada una de las variables independientes; se basa, en cambio, en 

un modelo explicativo genético o relacional, según el cual el comportamiento de la variable 

dependiente surge de la combinación histórica particular que se produce entre d istintas variables 

indcpcndientes. 1 5  En suma, la investigación planteada podría encuadrarse dt.:ntro de la categoría 

de "estudio de caso orientado teóricamente" (Panebianco 1 994). Con relación a los métodos para 

contrastar las hipótesis en los dos ejercicios comparativos, en la primera comparación se aplica el 

clásico y básico ··método de la d i ferencia" -{) ·'método de comparación de máxima semejanza o 

de sistemas más s imi lares" de acuerdo a la definición de Przeworski y l l enry Teune ( 1 970)-, en 

1 1  l k  todos modos. una .. mod<.:sta general ización sobre d iv<.:rsidadcs h istóricas'' (Ragin &. Z<Jre1 1983: 741) y no 

in fer<.:ncias más potentes cumo las 4uc surgirían d<.: <.:studios comparativos con un número mayor de casos o de métodos 

<.:stadíslicus sobre un ··n grand<.:"'. 

14 La asignación de valor<.:s a las unidad<.:s temporales más alejadas (los dos ··bat l l ism os .. ) en las variables de interés 
(la prioridad ma<.:rocconómica del gas1n púhlico soc ial como indice o medida sinll:tica d..:1 .. csfuer70 de hicncstar"' del 

Estado. la lasa dt: cr<.:cimicnto dd PIB y más aún las variabl<.:s dt: rnrl<.: más cu<J l italiva: orit:ntaciún ideológica tfd 

parti do gobt:rnanlt: o r<.:cursos político) S<.: rt:al i za <.:n bast:: a t:Stim<Jciolll:s -gen<.:radas por <.:stu<lios reci<.:nl<.:s d<.: historia 

económica- 4uc, adt:más, no cubr<.:n todos los atios comprendidos dentro de los ci<.:los n p<.:ríodos 4uc constituyen <.:Stas 

unidatks. 

1� Sobre <.:slc tipo d<.: estrat<.:gia comparaLiva sctiala 1>a11cbianco ( 1 994: 99- 1 00): ·· 1 .a comparación histórica es hija d<.: 

Ja lradi<.: iún w<.:hcriana. El objetivo d<.: la investigación <.:s la cxp l i<.:at:i(m gc11L:ti1.:a d<.: las d ivcri;idad<.:s histúrit:as. l�n <.:sta 

versión el m étodo comparado . . .  rccum.: a los t:únon..:s lcígit:os <le l:i scmcjunza y d<.: la di krcncia antes qu<.: al de las 
variac ion<.:s rnnrnm ilant<.:s (<.:n d 4uc se basa el método <.:stadístico). Se trata d<.: una <.:strat<.:gia 1.:asc-ba�<.:d, centrada 

sobre Jos casos, <.:n v<.:z d<.: variabl<.:-bascd. ( . . .  ). lista cstral<.:gia p<.:rm il..:. o dt.:bcría p<.:rmi1ir. la id<.:nti li<.:ación d<.: paucrns 

o r invarianc<.: (com bi n<Jcion<.:s de causas y <.: l"t.:ctos) qu<.: dan lugar a n.:corridos h istórico$ di li:r<.:nciados:· 
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tanto la segunda aplica los criterios y procedimientos para la comparación propuestos por Ragin 

( 1 987) en su análisis comparativo cualitativo. 1 6  

Con respecto a las técnicas de  recolección y análisis de  información recorrimos dos caminos: por 

una part1.;, se procesaron datos secundarios de bases en línea (ver Anexo 1 1 1 ) a lin de reconstruir la 

evolución h istórica del régimen de bienestar; por otro lado, se real izó revisión de prensa, leyes y 

documentos (ver A nexo 1 ), entrevistas a in formantes cal i licados (ver Anexo 1 1 ) 17 y procesamientos 

de información cuantitativa secundaria (ver Anexo 1 1 1 ) 1 8  para caracterizar las reformas e 

innovaciones de política impulsadas entre 2005 y 20 1 4. 

La tesis está organizada en cinco capítulos que se suman a esta primera sección introductoria: el 

siguiente capítulo está dedicado a examinar los principales contenciosos teóricos sobre los factores 

que determinaron la conformación y los d i ferentes t ipos, modelos o variant1.;s de Estado de 

Bienestar, así como sobre las rnspuL:stas o reacciones a los procesos de retracción y los procesos 
más recientes de reconfiguración. La revisión de esas explicaciones sobre el origen, las variantes 

y las trayectorias de los sistemas de bienestar -en particular, las corrientes que subrayan la 

in fluencia de los factores o variables estrictamente políticas- puede resultar út i l  inscribir la 

contribución que pretende realizar este trabajo a la acumulación de conocimiento sobre el v ínculo 

entre regímenes de bienestar y partidos. E l  tercer capítulo aborda la trayectoria del régimen de 

16 En rigor en l a  comparación entre los tres ciclos históricos de mayor cxpansiún del régimen de bienestar no se aplican 

todos los pasos o criterios propuestos por Ragin cn su QC/\ (Qualitativc Comparative /\nalysis) si se husca idcnti ficar 

la combinación histórica particular de factores o variables causales que determinó un nutcome n resultado similar en 

la variable dependiente. 

17  Veinte entrevistados entre Ministros, Subst:cretarios y Directores de Ministerios de las cuatro áreas de política 

analizadas. dirigcntes sindicales y representantes de cáman1s cmpn:sarialcs. 

1� Se rcproccsaron las bases de datos de la l·:11c11esta de ¡.;/ites y la base Je datos la l·:ncues/o l'onel (elecciones de 

2009) del Instituto de Ciencia l)nlítica de la I Jnivcrsidad de la República. así c.:omn hases Je algunas años de la 

l�ncucsta Continua de ! logares del lnsti111 tn Nac.:ional Je l�st;idística. Tambi..:n se pmcesli in l iirmación en linea de las 

siguientes fuentes: B l l ). Banco Mundial. CEP/\I..  Corporación Latinobarúmctrn. l�ncuesta Mundial de Valores, F M I ,  

OCDE, OIT. Univcrsidad de la l{cpública ( llanc.:o de Datos d e  la Facultad de Ciencias Sociales e lnstiluln d e  

r:cnnomía de la !·acuitad de Ciem;ias Econúmicas y /\dministracicin). Universidad J e  Salamanca (Observatorio de 

L�l i les Parlamcntarias) y el Proyecto V-Dem l'arieties 11/ /Jemucracy. 
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bienestar en e l  país desde su constitución a comienzos del siglo pasado gasta los primeros años de 

este siglo, identi flcando cuatro perío<los o etapas clave: la rase de gestación en las tres primeras 

décadas del siglo pasado; la fase de expansión de me<liados de siglo; e l  largo período de 

agotamiento de crisis y modera<la retracción del régimen de bicneslar; e l  período desde la 

restauración democrática en 1 985 hasta la l legada del Frente Ampl io al gobierno nacional en 2005. 

El cuarto capítulo examina el contexto político, económico y social que ambientó la  

implementación de las reformas sociales a partir de  2005 y los cambios opcra<los en cuatro sectores 

o áreas de política social (asistencia social, salud, educación, protección laboral y seguridad 

social), así c.;omo sus impactos en términos de bienestar y distribución del ingreso. El quinto 

capítulo analiza la posible incidencia de cada una de las principales variables independ ientes 

señaladas en la l i teraria sobre la conformación y los tipos o variantes de los regímenes de bienestar, 

y realiza los ejerc icios comparativos entre unidades temporales. Por ú l t imo, la sección de 

conclusiones resume los principales resultados de la tesis con relación a las preguntas iniciales y 

la hipótesis propuesta, y señala sus aportes o contribw..:ioncs a la l i teratura sobre regímenes de  

b ienestar y partidos en  la región, identi ficando posibles líneas de indagación a seguir en íuturas 

pesquisas. 
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2. El Estado de Bienestar y sus determinantes: revisión de la literatura 

Las principales referencias en la l iteratura pol itológica y sociológica sobre el origen y las 

trayectorias de los d istintos t ipos o modelos de Estado de Bienestar-casi exclusivamente dedicada 

a las experiencias de los países desarrollados o más industrial izadas hasta hace algunas décadas­

pueden ser agrupadas en  tres corrientes o perspectivas analíticas claramente d iferenciadas: en 

primer término. los enfoques que advierten en los procesos económicos y sociales los factores 

determinantes de la irrupción, las variantes, las trayectorias y aun las d istintas respuestas ante e l  

agotam icnto o crisis de los Estados de Bienestar; en segundo lugar, las perspectivas que subrayan 

el peso explicativo de los coníl ictos red istributivos y la dotación de recursos de poder de los actores 

(sindicatos y partidos); por ú l t imo, los abordajes que d irigen su atención hacia las propias 

estructuras del Estado, los intereses y las capacidades de sus burocracias, las trayectorias de las 

políticas y el d iseño de las instituciones de gobierno y del aparato cstatal. 1 <)  

Estas tres corrientes o aprox imaciones teóricas aparecen entrelazadas o hibridadas en algunos 

trabajos más recientes. Así, l laggard & Kaufman (2008) redefinen la noción de ··legado de 

i q En csla 1 inca señulan l lubcr y l.cphens (20 1 2: 1 3- 1 4) :  ··rk ucu.:rdo u la ti.:oría del industrialismo. L:.u1ll> la expansi<'in 

dd Estado de nicn.:stnr .:orno las d i ren.:ncias entre los paíst:s en términos del es!Ut:r7o o rohustcz dd Estado de 

BicncsLar son prmlucto:; del desarrol lo económico y de sus con�ccucneiu� demngráfit:a� y �oc ialcs . . .  Quicncs plantean 

lu pcrspecti\ u ··cstadocéntrica·· han puesto el foco c.:n cl r11l de los hur<icr:.llas en la gl!n.:raciún dt: las polí1icas ( . . .  ). en 

l a  capacidad del aparato cslatal para implementar programas de bienestar. en los efectos de las estructuras del Estado 

) en la i n fluencia de lo� legados de las rmlíticas sobre las nueva� iniciati\'as de política social . . . Finalmcntc, los 

expont:ntcs de lus tcorías del conllicto político de clasc.:s o la:; teorías de los recursos de poder idcnti lican la distribución 

de poder 1.:ntrc la.s organ i7acioncs de trabajadores y los partidos de i"quicrda, por un ladn, y lns particJos de centro y 
centro-dcri.:cha, por ntrn, rnmo lns determinantes principales del tamaño y el impacto Jistrihulivo de los l�sLados de 

nicnt:star a lo largo del t icmpo ) cnlrt: paí�cs .. :· l'or su parte. Scgu1a-lJhicrgo (2007: 3 1 )  identifica a la.� teorías sobre 

la apertura cwmimica rnmo una variantt: cspcdlica dentro dd conjunto de pcrspi.:ctiva..; qui.: señalan al desarrollo 

i.:conúmico como luctor dctcrminantc de la cxpansiún dt: los sistemas de bicnt:star: ··1\I mi.:nns tres set de teoría� 

i.:omritcn por t:xplicar Ju ernergcncia y d desarrol lo  de los estados de bien.:star en los países i ndustriales avan,,ados: 

teoríus 4u.: t:n!Utizan los dcctos del dcsarrnllo económico y la industriali,,.aciún; teorías 4m: li1calizan en la relación 

i.:ntn.: apertura económica y i.:xpansión dd Estado de íl icncsl:.lr: y tcoríus 4uc trncn a la discusión la importancia de los 

actores de la clase obrera, síndícallls y la rt:prcscntación de lus trahajuJorcs por los p.irtidos socialistas de ;;implia 

has.::· 1 raduccioncs propias. 
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polílita"' como las capacidades y recursos de poder que poseen algunos attorcs ( los beneficiarios 

de las políticas y las burocracias que las adm inistran), incluidos en algún momenlo clave del 

proceso de conformación y expansión de los sistemas de bienestar (coyunturas críticas), para vetar 

posibles in tentos de cambio, ya sea la disminución en cantidad y calidad de las prestaciones que 

reciben o la inclusión de nuevos beneficiarios que compiten por su asignación. En eslas 

perspectivas se imbrican nociones propias de los enfoques estado-céntricos, como el concepto de 

··legado <le política·', definido inicialmente como la in fluencia de los '"modelos previos de actividad 

gubernamental" (Weir & Skocpol 1 993) en la toma de decisiones, con categorías más próximas a 

los enfoques sobre los recursos de poder, como podría ser la de actores o puntos de veto. También 

los enroques económiws o socio-céntricos han ido redefiniendo su foco de atenc ión: la mirada se 

d i rige más al crct: imiento económico como raelor coadyuvante para la expansión de los sistemas 

<le bienestar que al desarrollo económico y social. así como a los incentivos y las restricciones que 

los procesos de apertura comercial o, más ampl iamente, la global ización pueden imponer a los 

tomadores de decisión ante situaciones d i lemáticas enlre la expansión o el retraimiento de los 

sistemas de bienestar. Finalmente, los enfoques sobre el Estado devienen progresivamente en 

m i radas más comprehensivas sobre las instituciones: el tipo de régimen político, los diseños 

institut:ionales y las reglas.20 

20 l laggard & Kaufman (2008: 2-3): ··J�xploramlo las distintas trayectoria� <le los F.staJos (k Bienestar. con�truimos 

sobre tres l ineas <le argumentación teórica que han motivado la l i teratura sobre los l:sta<lo d1: bi..:ncstar avan?ados. La 

primera línea (subraya) la signi ficación de las coaliciones distributivas y de los intereses cconúmi1:os. Siguiendo la 

p1:rspc<.:Liva teórica de los .. recurso' de poder'·. analizamos d grado en el que las él ites políticas incorporan o excluyen 

a las organizt1cioncs ) los partidos políticos que representan a los trabaj::idorcs y los sectores pohr..:s rurah:s. ( . . .  ) a lo 

largo Jd ti..:mpo, los compromisos 1:stablcci<los a través de esa-; opciones políticas originales, crearon s1okelw/ders y 

ha.'\cs dectoralcs que inlluenciaron el subsecu1:ntc curso J¡; la polilica social. El segundo sel d1: íador1:s qu1: 

considcramo!> es económico; incluye tanto el desempeño J¡; la 1:conomía 1:01110 su orga11i1aciún. 1�1 dcs1:mpe1io 

económico ejerc1: una inílu1:ncia crucial rn la ¡wlitica social, particular111ent1: a través d1: sus impactos sobn.: l a  

capa..:iJaJ liscul d d  l·:stado. l�I cr1:cim iento económico signi liccttivo 1:s al m1:nos um1 cnnJi1:icin que facilita la cxt1:11sión 

de los J1:n:chos sociales y d incremento dd gasto ( . . .  ) Las instituciones politicus constitu) en d terc..:r clústcr <.k 
fac tor<.:'\ que inllucncian l a políti<.:a social. ( . . .  ) El tipo del régim..:n cs un compon..:nt<.: imporiant..: d..: cu;,ilquier 

explic:iciún d1: la política social. l .a dictadura o la dcmocr:icia <ld1:rmina el  grado en el cual lo:-. partidos compctidor1:s 

pueden ingr1:sar en la ar1:na dcctoral, y la l ihcrtad d1: la 4u1: gonn los grupos d..: i1111:rés para organizarse y ejercer 

influ..:ncia.°" l 'raducciún propia. 
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2. 1 Las perspectivas económicas y socio-céntricas 

La determinación o el condicionamiento de las instituciones pol ít icas, los partidos, las políticas 

públicas o el comportamiento electoral por factores económicos y sociales ha sido dest.1e el origen 

de la ciencia política una de sus principales claves expl icativas. Más aún, algunas de las corrientes 

teóricas que contribuyeron desde la economía y la sociología política (en particular, el marxismo 

y el eslructural-runcionalismo) a la gestación de la ciencia pol ítica pretendían explicar -incluso 

predecir- el  comportamiento político como una consecuencia o un erecto d irecto del desarrol lo 

económico, los conflictos de clase o la posición de los actores en la estructura social. Los análisis 

sobre la gestación, e l  desarro l lo y los procesos de transformación de los Estados de Bienestar no 

han sido ajenos a esta tradición; por e l  contrario, algunos de los estudios que in iciaron esta larga 

línea de investigación y acumulación teórica intentaron explicar la conformación y las variantcs 

de este nuevo t ipo histórico de Estado como el resultado de los procesos de industrialización -por 

lo tanto, corno la consecuencia del desarro l lo  de las economías capitalistas a comienzos del siglo 

pasado, de sus requerimientos o demandas para reproducirse y acumular- y de modernización 

social (Wi lensky 1 975; Pampcl & Wi l l iamson 1 989). 

Si  bien estos enrm¡ues están más presentes en los trabajos sobre la con formación de los sistemas 

de bienestar en las economías más avan:tadas que en otras indagaciones, también se puede hallar 

esta perspectiva, aggioranda, en estudios más recientes que d irigen la atención a otras 

manifostaciones de la influencia de los proccsos económicos y sociales sobre las trayectorias de 

los sistemas de bienestar. /\si, algunos trabajos sostienen que el crecimiento económico constituye 

una eond ición necesaria para la expansión de los sistemas de bienestar; que los procesos de 

apertura podrían detem1inar la expan ión de las pol ít icas de protección social (Cameron 1 978), 

como medio para compensar las potenc iales pérdidas de algunos actores económicos frente a los 

nuevos escenarios comerciales; que los procesos de global ización pueden propiciar una mayor 

influencia de las instituciones financieras internacionales en las decisiones domésticas de los 

gobiernos sobre el destino de las políticas sociales y de protección laboral, así como facilitar una 
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circulación de ideas y programas de reforma a través de las redes internacionales de technopols o 

analistas simból icos (Dornínguez 1 997; W i l l iarnson 1 99 1 ).2 1 

Por cierto, estos en foques no desconocen o ignoran a las variables estrictamente pol íticas, pero sí  

las examinan corno e l  resultado de procesos económicos o sociales que las preceden y determ inan. 

A menudo se ha señalado que la irrupción de los Estados de 8ienestar o "regímenes de política 

social'' ( l  l uber & Stephens 20 1 2) en A mérica Latina no fue un producto per se del desarrol lo  

económico y social, de  la incipiente industrialización y modernización social de  los países, sino 

de factores de corte más político (entre otros, Segura-Ubiergo 200722 y Haggard & Ka uf  man 

2008), sin que esto implique desconocer que algunos de los sistemas de bienestar de la región más 

robustos (expandidos entre los afíos cuarenta y setenta del siglo pasado) correspondieron, 

efectivamente, a economías con cierto grado de desarrol lo  industrial y a sociedades que 

experimentaban en ese tiem¡w vigorosos procesos de modernización. Asimismo, descartar estas 

variables como condición necesaria o factor determinante no impl ica desconocer l a  incidencia que 

el agotamiento de modelo industrialización por sustitución de importaciones tuvo en la crisis y 

retracc ión de algunos de estos sistemas de bienestar, o que el crecimiento económico que 

experimentó la región durante los últimos diez a quince a1ios facil itó la  expansión de los sistemas 

de bienestar, la irrupción de nuevas pol íticas y transferencias destinadas a segmentos de la 

población excluidos de las redes de protección social y el crecim iento del gasto público social.23 

2 1  Pribblt: (2008: 1 30): .. La globalizaciún, o la i.:n:i.:ii.:nti.: circulación <l1.: hiencs. capital, pasonas e ideas i.:nLri.: los p<iísi:s. 

ha sido citada rmr varios autores corno un importante factor determinante <le la variación en los nivi.:les de gasLO social 

y en el  dist::ñu dt: lus sisti.:mas di.: prot..:cciún social. ( . . .  ) F.I rol di.: la.� ( insLiLuciones financieras internacion;.iles) duranti.: 

la ..:ra neolibi.:rnl hu sido signi licativo ( . . .  ) ! .os préstamos a los países brindaron a las I F I  el mt:dio pura alentar ( o  

forzar) di.:ti.:rminado tipo d e  ri.:formas . . .  Por esa ral'ón, algunos estudios cm;ontruron 4ui.: el invol ui.:ramicnto d e  las I F I  

Lit.:nck a inlluir  I ¡¡  n<1turakza dt.: las r..:lurmas sociaks:· Traducción propia. 

22 .. El víncuk1 ..:ntri.: api.:rtura t:nmi.:reial y l·,stadn di.: l l icncsLar en /\ 111¿rii.:<1 L.1l ina c.:s muy d i íen.:nlt: del obsi.:rvado cn 

las i.;cono111ías capitalistas av;:111zaua:> . . .  i.:11 la 111;.iyori<1 lle los paísi.:s lli.: /\múica Latina los sisti.:nrns di.: birncstar se 

expandieron siguii.:ndo i.: 1 rnodclo de.: inc.lustriali¿aci(Jn ror sustituciún dc i111pnrwciones."· (Scgura-l lbiergo 2007: 36). 

Trutlut:..:ión propia. 

2-' , i.:gún rribbli.: ( 20 1 3  ): ·· . . . i.:l dcscrnpcño ccnnórn ii.:o tii.:ni.: imporlilntcs efectos sobre el akant:c.: di.: los sist1.:111as lle 

proti.:i.:ción social. i\uii.:ionalrni.:nti.:, los pi.:ríndos di.: crisis i.:conómica y <iustcridad pucdi.:n socavar las redes dt.: 

proti.:cción social, i.:n I¡¡ medida que !ns gobiernos si.: vi.:n forl'ados a rt.:corLar gastos. Mientras 4uc el ..:rei.:im ientu 
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Como señalan l lubcr et.al. ( 1 993: 723): '·Aunque el debate teórico a menudo ha sido p lanteado en 

Lénninos dt.: 'polít ica versus lógica de la industriali7ac ión',  aceptar la importancia de las estructuras 

constitut.:ionale y de la distribución del poder político no supone rechazar . . .  que las variables 

económicas y sociales también tienen un impacto sobre la formación de los eslados de bienestar. 

Es teóricamente plausible que el creciente bienestar de una sociedad fac i lite una expansión de los 

gastos en pol íticas de biencstar."24 

A 1 examinar las experiencias latinoamericanas desde comienzos de este siglo a los primeros años 

de esta década, cuando algunas de sus principa les economías (Brasil, Argentina y Venezuela) 

ingresaron en una rase de desaceleración, estancamiento y aun retracción, no se puede desconocer 

o soslayar que el crecimiento económico raci l itó la expansión de la base fiscal de los Estados y el 

incremento del gasto públ ico social .  Asimismo, la región también ha sido in flu ida por la creciente 

circulación de ideas y modelos o programas de reforma en el campo económico y social que, en 

algún grado, ambienta o fomenta la globalización. in desconocer el peso de estas variables, se 

podría sostener que e l  impacto -indirecto- del contexto económico en e l  diseño de las políticas y 

las reformas ( la transrerencia tic paradigmas y modelos de política fac i l itada por la global ización, 

la interconexión de los Estados, los gobiernos y partidos, la acción de las instituciones financieras 

internacionales y de otras instancias de cooperación técnica o financiera, e l  despl iegue tic redes 

supranacionales de expertos) t.:S de naturaleza más política que estrictamente económica; en otros 

términos. las cadenas causales están compuestas en mayor grado por factores o variables pol íticas 

que por procesos económicos o sociales como los que atendían las clásicas lcorías económicas, de 

la industrial ización o de la modernización. 

i.:conómico súlido y cswhk puede incrcmt:nlar la ¡m1hubil idad dt: 4ut: los prngram<Js sot:ialt:s st:an t:xpandidos. esto no 

<JSt:gur;i 4uc esos recursos ncci.:sariamt:nlt: st:dn gasl<.ldm en política� sot:iaks . . .  1 k este modo, e l  crecim iento 

cconúmico no puede ser considerado un dclcrrn i 11:mle directo de hasta qué pu11lo o no los t:studos latinoamericanos 

impuls;.111 rclhrmas que me.inran la t:quidud i.:n lus pol í1 i cas sociuks:· 1 ratlucciún propia. 
2·1 rraducciún propia. 
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2.2.Las teorías del conflicto 

La rev isión de la l iteratura más clásica sobre sistemas de bienestar permite identi ficar un segundo 

repertorio de teorías o intentos explicativos con relación a su origen, variantes y trayectorias: los 

en foques sobre los recursos de poder de los actores (Stephens 1 979, Korpi 1 983 y 1 989, Korpi & 
Palme 1 998, etc.). Estas perspectivas orientan su mirada hacia la dotación de recursos de poder de  

los actores en  confl icto en la puja redistributiva que  supone, necesariamente, la construcción, la 

expansión y, por lo tanto, la financiación de los regímenes de bienestar. En esta perspectiva, la 

mov i l ización de los sindicatos (en algunos casos, a l iados con otros sectores estamentos) y los 

grandes partidos de izquierda con una orientación reformista (socialdemócratas) para lograr el 

reconocimiento y la protección de derechos laborales constituyó el factor determinante del origen 

de los Estados de Bienestar: de sistemas universales de seguridad social, protección laboral, salud 

y educación. 

Si bien la movi l ización y la capacidad de acción colectiva de los trabajadores han estado presentes 

en algunas de las experiencias de construcción de los sistemas de bienestar en la región a mediados 

del siglo pasado -en particular, en algunas de corte popu l ista-, el grueso de.: la l iteratura (Fi lgueira 

1 998 y 2005, Scgura-Ub icrgo 2007, 1-laggard & Kaurman 2008, 1 l uber & Stephens 20 1 2, etc.) 

subraya el  carácter lop-down más que hollnm-up de estos procesos: "A un que las presiones de 

poderosos grupos jugaron un importante rol en e l  estab lecim iento inicial de los sistemas de 

bienestar, y (pese a que) la calidad los esquemas de protección social tendieron a seguir la 

subyacente d istribución del poder potencial  (de los actores), no podemos asumir  simplemente que 

las políticas de protecc ión social fueron un  resultado pasivo de un grupo de presiones. Más q ue ser 

un objeto pasivo de las rrcsiones de las clases sociales, varios Estados latinoamericanos in ic iaron 

.. desde arriba'' (un conjunto de) políticas sociales como un mecanismo de control (como un modo 

de cooptación) de los cn.:c icnles mov irnicnlos de trabajadores y de las c lases medias urbanas. 

A unque en algunos raíses (por ejemplo, Chi le, Uruguay y Argen t ina) las presiones .. desde abajo'' 

de una creciente masa crítica de trahajadores del sector industrial j ugaron un papel sustancial, la 
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adopción de los primeros esquemas e.le protección soc ia l .  . .  fue una respuesta ad hoc de las é l ites 

políticas intentando desactivar la agitación de los trabajadores ... (Scgura-Ubicrgo 2007: 27)25 

Del mismo modo que los enfoques económicos o socio-cénlricos han ido transitando desde las 

primeras versiones sobre la incidencia de los procesos de modernización e industrial ización en la 

construcción y las variantes de los F.stados de B ienestar hacia los enfoques más recientes que 

d irigen la atención al nexo entre apertura económica, global ización, c i rculación de ideas (diseños 

de política) y reformas sociales, las perspectivas sobre los recursos de poder han ido incorporando 

otros actores y arenas institucionales en sus anál isis, aproximándose así a un registro más 

pol itológico para explicar la trayectoria de los sistemas de bienestar, en particular durante los 

procesos de retracción y reconfiguración que han experimentado entre e l  últ imo cuarto del siglo 

pasado y las primeras décadas de este siglo, tanto en los países más desarrol lados como en algunos 

de América Latina. F.n este sentido, sostienen Huber & Stephens (20 1 2 :  4): ' ·Construimos sobre la 

base de la teoría de las constelaciones ele poder . . .  El  primer clúster refiere al balunce doméstico o 

interno entre clases sociales con relación a los recursos de poder, factor central de la expl icación 

de la teoría de los recursos de poder sobre las d istintas variantes del 1.::stado de Bienestar en las 

democracias de los países capitalistas más desarrol lados. El segundo c lúster refiere a las 

estructuras del Estado y a la relación entre Estado y sociedad, y el tercero a las estructuras 

trasnacionales de poder . . . .  "26 

2.3 Los en foques estado-céntricos 

En las últ imas décadas del siglo pasado rucron ganando espacio en la l iteratura pol i tológica 

t:studios comparativos y de caso que centraban la atención en los propios Estados como factor 

explicativo de las pol íticas públ icas ( 1  lcclo 1 974, Skocpol 1 992, Wcir & Skocpol 1 993, cte.), de 

los procesos de rcrorma y, en ese marco, de las d ist intas respuestas que orredan los s istemas 

pol íticos de los países más desarrol lados anLc las presiones por la retracciún o incluso el 

!< Traduc1.:iún propia. 

zi, · 1 radu1.:1.:i<'in propia. 

3 8  



desmantelamiento de sus generosos y longevos Estados de Bienestar.27 /\sí, las capacidades e 

intereses de las burocracias, los legados en las distintas arenas de pol íticas y los rasgos 

institucionales del Estado (entre otros, su carácter unitario o federal y los grados de centralización 

o descentralización de sus estructuras decisorias) fueron considerados determinantes principales 

de las trayectorias y las variantes de los sistemas de bienestar; factores causales tanto o más 

signi ficativos que los procesos económicos identificados por las teorías de la industrial ización o 

que los conflictos entre actores que destacaron las teorías de los recursos de poder. :!R 

Si bien las d istintas corrientes de la l i teratura estado-céntrica confluyen en un interés compartido 

por los recursos, las capacidades, los rasgos institucionales y las trayectorias de los Estados, y 

toman así distancia de los enfoques cconómiws y socio-céntricos, se pueden advertir dentro de 

esta perspectiva algunos acentos o focos parli¡;ularcs. M ientras algunas versiones estado-céntricas 

conciben al Estado como una estructura cuasi-autónoma frente a la presión de los actores políticos, 

económicos y socialcs29, otras se aproximan más a los registros típicamente politológicos, que 

intentan expl icar las políticas públ icas y las reformas a partir de la interacción entre dos dúster de 

factores o variables: por un lado, el régimen pol ítico, los partidos (sus ideologías, intereses, 

estructuras y recursos) y la competencia electoral, y, por otro, las burocracias (intereses y 

capacidades), los kgados de política y los rasgos institucionales del Estado.30 En las próximas 

páginas se examinarán algunas de las principales variantes de este enfoque. 

27 Según Evans ( 1 ')1)7: 62): '"(lci) t.:statal idad -la central i dad institucional del Estado- varía en forma i mportante entre 

países, y el comporlamienlo político y las instituc iones podrían ser comprendidos so lamente si el Estado fuese traído 

de regreso al centro dd análisis pol ítico. ' ·  Traducción propi a. 

2� En esta d in.:cdón sostiene l la l l  ( 1 993: 275): ··El t:studio de la pol ítica comparada ha sido !Ucncmenlc i n fluido a lo 

l argo de la década pasada por las teorías del l�stado ( . . .  ) _u nostul:.tdo central es que el l\stado . . . licnc un i mportante 

impa¡;to . . .  sobre la naturalc1.a clc las polit icas públ icas )" considcrahlc inclcpcntlcncia d..: las intereses sociales 

nrg;.111izados y de las coaliciones elcctoralcs . . ."· Traducc ión propia. 

1'l En esta l inea, se puede 1m :nc ionar a l ,uhumann ( l 9'J3) y su noción de ""aulopoicsis .. con rd;icinn a la acción del 

l�stado <:orno parle del sistema político. 

30 l lubcr et.al. ( 1 993: 7 1 9-720) idcnti lican cuatro focos dentro de l a  1 itcraLUra estado-céntrica: ·· J .a 1 i Lcratura sobre 

cstado de bicncstar en la tradición cstatista ha cubierto al menos seis fc11ómcnos di fát.:ntcs (t:I primero) las acti vidades 

de los burócratas en el proceso dc elaboraciún de las pol íticas, y (el segundo) los cl"cctos di.: las lrnycctorias previas e.le 

las po l íticas ( . . .  ) ! Jn tcn:cr foco (ha sido colocado) sobrc los partidos polít icos {tomo) un producto e.le IJ intcraccic1n 
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2.3 . 1  Autonomía del Estado y acción d e  las burocracias 

El reconocimiento de la capacidad de acción de las propias burocracias, basada en sus propios 

inlcreses ( la ampliación de sus recursos y espacios de decisión), como faclor cxplicalivo del 

desarro l lo de los Estados y del tipo de pol íticas y reformas que impulsan, constituye uno de los 

primeras contribuciones de la l i teralura estado-céntrica, en particular como contrapeso frente a los 

enfoques teóricos que explicaban la acción política como una consecuencia d i recta o l i neal de 

procesos económicos y sociales precedentes ( industrial ización, modernización, desarrol lo, etc.) o, 

a lo sumo, como el resultado de la movi l ización y las presiones de actores organizados 

determinadas por el subyacente conflicto de clases. 

La identificación de las burocracias (o en la l i teratura más recienle, la incidencia de los technopuls 

que anidan en las eslructuras eslatalcs) como actores clave para comprender el L ipo de polílicas 

que los Estados desarrollan y las trayectorias que recorren lambién supone un balance ante algunas 

variantes de la Lcoría democrática que advienen en los parlidos los únicos aclares relevantes de la 

acción gubernativa. 3 t 

Quizás el principal aporte de esta variante de la l i leratura estado-céntrica, que dirige la mirada 

hacia las burocracias, es que ! lama la alención sobre la capacidad de las burocracias para 

determinar las polít icas que los Estados adoptan, en función de sus intereses (con relativa 

independencia de las prcrcrcncias y las estrategias de los partidos y los actores corporativos) y 

recursos de poder.''.! 

entre la estructura eswtal y los cl ivajes suhyac.:entcs. En cuarto lugar, es f'rct:ucnlc argumentar que la autonomí:.1 estatal 

alienta el desarrollo del estado de bienestar. (l'or último dos) rasgos de la propia estructura estatal que aparcci.:n i.:n 

esta l i teratura �un la capacidad burocrática del e:-.LUdo y el grado de centrali1aciún del eswdu:· La traducción y las 

negritas nos corre�pondcn. 

1 1  l'.n esta dircc.:eiún. �eñala Cleddc:s ( 1 994: 1 1 1 )  . .. El proceso politieo e� más co111plicado que In que plantean IJ'> 

version..:s mú� simpli�t :.i� dt: la temf�1 democrútica . . .  no podemos ignorar los actorc� y los interc�es uhic:.idos dentro 

di.:I Estado:· 1 rudut:c itin propia. 

12 St:gún W..:ir & Skoc.:pol ( 1993: 95): ·· . . . lo� Fst.Jdos ru..:dt:n �c.:r los Jugare� de act:il'rn autónoma de los funcinnariM. 

no reductibles a ningií11 grupo de presilin soda! o de preferencias ( ... ) Naturalmente. los li.mc.:íonarios elegidos o 

nombrados serán si.:11-,ihil:s de distintas maneras a las pn:sioncs socialt.:s y al contexto económico en que haya de operar 
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/\dvertir la capacidad de  acción colectiva que las burocracias pueden desarrol lar en algunas 

espacios de la estructura estatal y en algunas arenas d<.; política, y reconocer su relativa 

independencia frente a los intereses económicos y sociales (en cierto sentido, e l  reconoc imiento 

de la "autonomía relativa" del Estado), pucuc entrañar el riesgo de wnccbir la producción política 

(por ejemplo, la construcción y remodclación de  los Estados de Bienestar), exclusivamente, a partir 

de la tensión entre Estado y sociedad, y perder de v ista o soslayar la centralidad de los partidos 

como agentes de represemación, agregación y, algunos casos, generación de las demandas 

sociales, en particular en regímenes democráticos altamente institucionalizados y competitivos.33 

2.3 .2 Path-dependency y legados de política 

Si las teorías sobre la in ílucncia de las burocracias estatales en la definición de las políticas y las 

reformas contribuyeron a abrir la ··caja negra·' que constituía el Estado rara algunas de las 

corrientes teóricas principales Je la ciencia pol ítica y la sociología h asta los años setenta Jel siglo 

pasado (a i luminar su supuesta opacidad del aparato estatal), la variante estado-céntrica que se 

concentra en examinar e l  peso que tienen la trayectoria del  Estado y los legados de las po l íticas 

sobre las decisiones del presente permitieron considerar en perspectiva histórica a los procesos de 

construcción y rcmodclación de los Estados. Desde esta segunda variante de la l i teratura esLatista, 

los actores de velo que los gobiernos y los partidos deben en frentar -o las coaliciones promotoras 

de  cambio en las que se apoyan- al momento de transformar las estructuras estatales, impu lsar 

el EstaJo. Sin crnhargo. politicos y limcionarios tambicn se \'Cn envueltos en luchas entre c.:llos ... La traducción nos 

pertenece. Con relación a la accitín racional de los burócratas para maximizar sus beneficios y expandir sus áreas o 

cspacins de inll u..:nc.:ia sosticne Arias ( 1 9')6: 1 26): "La l lamada t..:oría económ ica de J¡¡ burocracia . . . asum..: el supu..:stn 

biisico de que el comportamientll racional del bunkrata consiste en tratar de amp l iar de un modo t:onslantc su área de 

i n llucnt:ia. Para el burócrata ... l,.b posibi lidadcs de obtener ventajas et:onúmit:a� son pequeña.� . .. en tal es condiciones 

la atención prcfi:rcnte a su autointcr�s le l l cva a maximi7ar intluencia, capacidad de dct:isión pol ítica ( ... ) l .a pauta 

básica tlc comrmnamicnto tlc cstc scctor social toma la forma tl..: ma'l\ i m i zaciún prcsupucstaria . . . " 

1 1  En estc sentido, alcrta l lall  ( 1 993: 288-289): .. . . .  la dit:otomía rigitla entre estadu ) �oc.:ictlad a menudo pl:mtcada 

por la teori a estaduct:ntrica dcbcría ser n;visada en dirección a asigmir un rol sign i ficativo al sistema político, <lclin idn 

como el cumplejo <l1.: partidos políticos e intcrescs intermedios que se ubican en la í ntcr:,cccíón entre el csta<lo y la 

sociedad en si stemas <lemot:rátit:o� ( . . .  ) la competcnc ia por el podcr puc<l..: cn sí misma scr un \ chit:ulo para el  

aprcndi1�jc �ocial." rratlucción propia. 
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refonnas en políticas existentes o producir nuevas políticas no son ajenos a la trayectoria previa 

del propio Estado, ya que sus decisiones y acciones en el pasado han sido, precisamente, las que 

generaron las restricciones e incentivos que condicionan su acción en el presentc.34 

Las v ías a través de los cuales la trayectoria pasada de un  Estado de Bienestar condiciona su acción 

en el presente son d iversas. En primer término, el encadenamiento en el tiempo de las decisiones 

va prefigurando el curso que habrán de recorrer las políticas y reformas, especialmente si esa 

decisiones refieren a la asignación y �jecución de los presupuestos públ icos. En segundo lugar, la 

trayectoria de las políticas genera aprend izajes y paradig,mas de política (l la l l  1 991) que son 

compartidos por los tomadores de decisión, las burocracias y los destinatarios de las políticas, y 

que faci l i tan o d i ficultan la construcción de legitimidad en torno a nuevas polít icas y reformas. 

Pinalmentc, la trayectoria del l�stado genera legados de política: las decisiones tomadas a lo largo 

del tiempo -en particular, las que refieren al reconocimiento de derechos sociales, el acceso a las 

prestaciones y la expansión de la cobertura de las políticas y los servicios- ayudan a constituir y 

reforzar actores sociales que pueden operar como agentes de veto frente a posibles intentos de 

cambio o, potencialmente, como promotores de cambios que impl iquen una ampliación de sus 

beneficios (l l uber et.al. 1 993 : 722).35 

14 Según l l ubcr & S l ephens (200 1 :  7): ··lJm1 segunda linea dc argu111c11wci611 del enf(ique estado cén trico sobre cl 

desarrol l o  del l�stac.Jo e.Je B i encst:.lr enfa1i1a la i n llueneia J.:1 1.:gac.Jo dc pnliticas sobre la subs.:cuenle kgislaci11n . . .  las 
pol íticas crean ha�cs dc apo) n político para -;u ddi.:nsa, lo" hendiciurios de las políticas . . .

.
. 1 raduccicín propia. 

3� Con relación a las distintas vías pnr las cuales los lcgac.Jos de política pueden operar, afirman l lubcr & Stepht:ns 

(2012 :  42--13): ·· . . . argumentamos que los regímenes de política social son fuertemente dependientes e.Je las trayectorias 

pasada'\, e identificamos cuatro mecanismos que explican los altos grados de dependt:ncia de esas trayectorias: las 

l i m i tacinncs cslructurales, . . .  los legados e.Je las polí ticas, la hcgcmonía ideológica y lns lcgados c.Jcl 1-..:gimcn . . .  l 'or 

l i mitaciones estructurales entendemos qut: las opciont:s de polí1ica t:sllÍn l i m itadas por las constelaciones de poder en 

un país t:n un c.Jetern1inado pcríoc.Jo. Toe.Ja una gama c.Jc alternativa.-; de política es dest:artada pur l;1s rdaciones c.11: poc.Jcr 

dcntro tk IJ '\ociec.J;ic.J. ( . .  ) Nosmms e111plca1110-; el L�rminu ··kgac.Jno; dc política ... . .  para d1:<;crib1r un;.i <;cgunda l'uentc 

dc de1crm i naciún histórica. En tr<ihajos antcri11rcs (uhservamos) cu;ín dificil Ji..: rcsulLah<J a gobienms conscrvac.Jore� 

desmantcla1 hem:lici11� i n troduc idos por g!lhi..:rnM de i1quicrc.Ja . . .  esos gnhiernns (e!ln<;en ac.Jnn.:'\) gencralrnenlt: 

aceptaron las reformas luego de hubcr sido inslituic.Jas (porque esas) reformas ienían un u111plio upoyo popular, 

cspccialmcni.: IJ\ pn l í1 icas e.Je ..impliu ha�t: ! l  cobertura en la-; árcus dc la o;cguric.lad \llci..il. la cducación y la <;¡¡ Jud. 

(Los l.:gac.Jns �1) "cli.·cto<; del rég11m.:11·· rclicren u lu<; c1>111 rlcmenlaricdadcs entre los rt:gímcncs productivos y los 

regímt:ncs dc hienest;ir. l�n nuestro., unálisis dt: las dcmo<.:raciao; c.Jc l;is economías eapit:.1lis1as m:is avan1ac.Ja�. e�te 
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Haggard & Kaufman introducen la noción de coyuntura crítica asociada a la de legado de pol íLica: 

una coyuntura crítica supone un cambio en un momenlo h isLórico clave en e l  balance de poder 

entre actores, determinado por la irrupción de nuevos aclores o el fortalecimiento de aclores 

preexislenles; acLOres que se incorporan a la red de prestaciones del régimen de bienestar y que se 

irán constituyendo en sus defensores y en agenles de velo frente a cualquier intento de retracción 

o reasignación de las prestaciones. En esta perspectiva, la conformación in icial de los sistemas de 

bienestar ( respondiendo más a un proceso IOp-down que a la movi l ización .. desde abajo'' de los 

trabajadores, los sind icatos y otros agentes sociales36) condiciona poderosamente su trayecloria, 

en tanto delermina la distribución de recursos de poder entre aclores. Es posible advertir dentro de 

esta varianle de la l i tcralura estado-céntrica algunos puntos de contacto con los enfoques sobre los 

recursos de poder; la d iferencia con las clásicas perspectivas sobre los recursos de poder radica en 

que es el Estado, en cierto sentido, el que determina o condiciona el poder de los actores, en la 

medida, que los incorpora (o coopta) a las redes de protección social y, en esa medida, los 

transforma progresivamente en actores de veto 4ue inlluyen con su at.:eión en las decisiones y las 

trayectorias que los Estados podrán adoptar. Se podría afirmar que la perspectiva que o frecen 

l laggard & Kaufman (2008) sobre la relación entre coyunturas críticas, legados h istóricos y poder 

término rc lier.: a las complcmentariedades cntre las economía.� dL: mercado altamente coordinada� y los gcnerosos 

Estados dL: nicncstar socialdemócratas y demócrata-cristianos, tic un lado, y, del otro. a las complcrnentaricdades entre.: 

la� econumía5 l iberales y los me/quinos estados di.: bienestar l iberales ( . . .  ) Para los paises capital istas más avan7ados, 

( l a  noción de) '·hi;:gemonia ideológica .. reficrc a córno los movimientos sociales y politirns conjuntaml!nte con los tres 

mecanismos antcrior..:s forma la� preferencias sobre alternativas de política tanto en las élites como en los sectores 

masivos de nnbl;ición:· Traducción propia. 

lú Como dice.: Scgurn-Ubiergo (2007: 27): ··Aunque l;is prcsioncs de poderosos grupos jugaron un imponanlc rol cn el 

cstableeimiento inicial dc los sistemas de bicnestar. y (pese a 4uc) la calidad los esquemas de prnlccción social 

tendieron a seguir la subyacente distribución del podcr potencial (de los actores). no podemos asumir  simplcmcnlc 

qui.: las políticas dc protc<:ción social fueron un resulwdo pasivo tic un grupo de presiones. Más 4uc ser un objeto 

pasivo dL: las prcsioncs de las ela::.es sociale�. varios Esta1..k1s la1i11oa111cricanm; iniciaron "desde.: arriba .. (un conjunto 

de) políticas sm:iales como un mc¡;anismo 1.k control (¡;omn un modo de coopta¡;ión) de los crecientes movimicnws 

de trabajadores y de las c lases medias urbanas. Aun4ue en algunos paises (por L:jemplo, Ch i ll:, l l ruguay y Argentina) 

las prcsionc� ··Jcsdc abajo·· de una creciente mas¡¡ crítica di.: trabajadores del �ector industrial jugaron un papel 

su�tancial . la udopciún Je los primeros csqucmas de prntccción social . . .  fue una n:spucsLa ad hoc de las élites polít icas 

intcntando Jcsactiva1 la agitación de lns trahajadon.:s:· íraducción propia. 
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de veto de los actores constituye una versión h istoricista de la teoría de los recursos de poder. 37 

l l aggard & Kaufman (2008: 1 97) contemplan, además de los beneficiarios, a los propios hacedores 

de política y proveedores de prestaciones y servicios (en algunos casos, privados) como 

potenciales actores de veto frente a los intentos de reforma o promotores de la reproducción del 

esquema de protección o del slatu quo: '·Los grupos insertos dentro del aparato admin istrativo del 

sistema de bienestar constituyen un  particularmente importante conjunto de stakeholders. La 

reforma institucional requiere normalmente la cooperación de grupos que podrían ser 

negativamente afectados por dichas reformas: burócratas de nivel medio; l íderes políticos y 

autoridades educativas y de la salud de nivel local; d i rectores de escuelas, hospitales y c l ín icas; 

maestros, doctores, etc. "38 

El concepto de legado de política entendido como la marca o huel la que imprime una coyuntura 

crítica al incorporar a ciertos actores -en detrimento de otros- a los sistemas de bienestar, 

fortaleciendo sus recursos de poder y su capacidad acción colectiva, no dcscono<.:c ni subestima el  

peso de los partidos pero, en cierto sentido, los define como agentes condic ionados, que deben 

adoptar en forma estratégica decisiones -en particular, en regímenes democráticos y escenarios 

altamente competitivos- constreñ idos por las restricciones que imponen esos actores de veto (las 

ampl ios contingentes de beneficiarios de los sistemas de bienestar, las burocracias estatales y los 

proveedores de servicios), más a l lá de lo que sus preferencias sustantivas o ideologías dicten. 

cgún l laggard & Kaufman (2008: 1 97) :  "La cobertura ampl ia y generosa provee a amplios 

37 Según l laggard & Kaufman (2008: 45-46 y 60): ··Nuestra cxpl ic;icicin de l;is diferencia� ohscr\'adas en los sistemas 

dc bicncstar cs dc naturaleza histórica y com icn1.a con los real incum icntns críticos qw: ocurrieron a com icnzos y a 

mi tad del siglo vcintc. Dclinimos a los rcalincamicntns críticos una discontinuidad tanto cn lu composición dt: la élite 

política como en el status legal y político dt: las organi7aciont:s tic trahujadorcs y campesinos y en  los partitlos políticos. 

( . . .  ) (Esos) r..:<1lincarn icntos politicos dicron a las nucvas élitcs políticas el control -.11h1 c los rccursos cstatult:s. 

im:lu) cndo cl aparato cocrciti\'o ( . . .  ) l ,a, poi ítica� de hicnestar 4uc f ucron puestas en man:ha tras esos rcalincamicntos 

críticos cimentaron las httscs dc apoyo polí tico al tiempo 4uc cn:umn stolu!ho/ders ( . . .  ) 1 os pnn ccdort:s de scn icios 

sncialcs fucron tamhicn stnkeholders princi pult:s ( . . .  ) Los sindicatos. otros grupos dc intcn:s. � los ¡ianidos polít icos 

quc li.11.:ron hahil itados a opcrar, ganaron liirtulc7a . . .  mcdiante lu construcción dt: sus orga11i1acioncs. ( . . .  ) Los grupos 

excluidos t:nfrt:nlurun obstáculos para la acciún colectiva, incluso cn contt:xlos de apcrturu política.·· La traducc ión y 

las ncgrita� nos pcrtcncccn. 

lK Traduccicín propia. 
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segmentos del públ ico un ancla en los derechos existentes ( . . .  ) donde la cobertura es amplia, los 

partidos en competencia tienden a converger en la defensa de los derechos existentes más al lá de 

la identidad (o la ideología) partidaria."39 Desde esta perspectiva, la trayectoria del Estado (los 

legados en cada arena de pol ítica) genera d iversos incentivos y restricciones que moldean la 

competencia entre los partidos.40 En cierto sentido, e l  en foque sobre los legados de política ofrece 

argumentos para expl icar la exitosa resistencia de algunos Estados de Bienestar frente a los 

embates deconstructivos que caracterizaron al período de retracción o desmantelamiento del 

we(fare -tanto en los países más desarrol lados como en América del Sur-, en un  contexto de la 

crisis de los modelos dc desarrol lo  de inspiración keynesiana.41 

En sistemas políticos como los latinoamericanos donde la conformación y la primera etapa de 

expansión de los sistemas de bienestar estuvieron asociadas, salvo algunas excepciones (Chile, 

Costa Rica y Uruguay), a procesos de incorporación o cooptación de  los sectores subalternos desde 

el Rstado, bajo regímenes autoritarios o semidemocráticos, sin competencia pol ítica, y con partidos 

débi les, la trayectoria del propio Estado y la acción de ciertos actores gestados y cobijados por las 

propias estructuras estatales pueden constituir, efectivamente, las claves para explicar sus distintas 

variantes y su grado de desarrol lo. En cambio, en las experiencias que se desarrol laron en 

regímenes democráticos, con sistemas partidarios institucional izados y competitivos, resulta 

imprescindible considerar las preferencias sustantivas, los intereses, los recursos de poder y los 

rasgos organizacionales de los partidos para expl icar el nivel de desarrol lo  de los regímenes de 

bienestar, sus variantes y sus trayectorias. 

Jq Traducción propia. 

40 l\cgún Picrson (200 1 : 4 1 1  ) : ··Las f"ucnlcs de la rorLaleza política del Estado de B i enestar son diversas. pero (rueden 

ser agrupada-; cn) Jos t ipos básicos: los incentivos electorales awciados (al <lt:sarrullo dc) programas quc m<1nticncn 

un ampl io ) pm l"undu n.:�paldo flOpu la r, y la ·'inslit111io11a/ sflckiness ", la cual restringe aún más las posib i l idades dc 

rcliirma:· Traducción rropia. 

4 1 l'.n esta dirección. sostiene l lackcr (2004: 245): "Cmtur rrogramas sociuks supone costos c:om:cntrados u cambio 

de ganuncias di li.Jsas . . .  Aún más i mriortantc, los programas tienen respaldo popular, y han creado rodcrosas 

crmstifuencies bien posicionadas para enfrentar el retrenchmenf. En !in, las chances para cl retrenchme11f son -

empicando una cxpn:sión recurrente en los trahajos más recientes de P icrson- al tann:ntc · /iip,!1 depe11de111 ·:· 
Traducción propia. 
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2.3.3 Diseño institucional del F.stado 

La revisión de la l i teratura estado-céntrica permite advertir una tercera aprox imación que se 

concentra en el diseño institucional de los Estados como uno de los factores que determinan las 

características y el grado de desarrol lo de los regímenes de bienestar. El diseño institucional del 

aparato estatal comprende e l  carácter un itario o federal del Estado, el balance entre sus poderes 

(en espec ial, entre el Ejecutivo y el Legislativo), el grado de centralización o descentralización dd 

poder político y, en un plano más micro, el diseño de las instituciones estatales a cargo de la 

asignación de los recursos sociales y la provisión de prt:staeiones y serv icios.42 Para esta 

perspectiva teórica, el diseño institucional del Estado en todos esos niveles o planos ddermina las 

reglas, los incentivos y las restricciones que afectan el grado de desarrol lo  y el tipo de sistema de 

bienestar que los países construyen, más a l lá del peso que puedan tener algunas variables exógenas 

al dominio político (los factores que abordan las teorías de la industrialización, la modernización 

y el desarro l lo) o los factores estrictamente poi íticos, desdt: el con 11 iclo entre actores dotados de 

ciertos recursos de poder hasta la competencia entre partidos orientados por preferencias e 

intereses y condicionados por sus capacidades y estructuras. 

Desde esta perspectiva, los sistemas de bienestar no obedecen sólo, ni principalmente, a los 

factores o procesos económicos y sociales que los preceden, a las orientaciones ideológicas de los 

partidos (socialdemócratas, demócrata-cristianos o l iberales), a sus intereses y recursos, o a la 

presión de aetores económicos y sociales antagónicos, sino al propio diseño del aparato estatal que 

condiciona o prefigura, precisamente, el impacto de todos esos factores. Este enfoque no 

desconoce la influencia y la capacidad de acción que tienen los partidos o ciertos agentes de velo 

12 Señalan l luhcr el.al ( 1 993: 720) con relación a los aportes de l nmcrgut ( 1 992): ", . .  lus instituciones politicas 

1.ktcrminan dccisivllmcnlc lll habilidad de los di krcntcs grupos para activar recursos de poder e influir en la 

elahoraei6n de lus politk..is de salud. ( . . .  ) la importancia de la centrjl i llJc iún del poder cjecutivo y su aisl::imi1.:nto 

(ante) las prcsiom:s del parlamen to y clcctonilcs como una rm.:condiciún para la impkmcntaciún de reformas quc 

moúi liqucn en forma sign i ticat iva el stalu quo. Donde el poder está d ispcrso en insti1ucio11cs rcpn.:scmativas. los 

intcn.:ses dt.: grupos rcl:nivamentc pt.:qucños son capaces de bloquear una reforma legislativa. una siLUi.lciún q11c 

fovorc1.:c en gran medida el mant..:nimicnlo Jcl statu quo y 4uc beneficia. wmo mucho. (la implcmt.:nlación) de 

reformas in1.:remcntalcs. l .a percepción de tales oporlunidaúcs para vetar ( l os cambios). a su vc1.. inducen a los g.ruptls 

d.: inten.:s a !>cr m<Í!> inujnsig.cnti.:s en perseguir sus dt.:mundas:· Tra<lu1.:t.:iún prnp ia. 
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-inclu idas las burocracias- con relación a las variantes y las lrayeclorias de los Estados de 

Bieneslar, pero sí las considera acotadas o condicionadas por el diseño de las instituciones, por las 

reglas que ordenan su acción.43 

2.4 Régimen político, partidos y compelencia 

Si bien las tres principales corrientes teóricas sobre los faclores determinantes de la conformación, 

las variantes y las trayectorias de los Estados de Bienestar (teorías económicas o socio-céntricas, 

sobre los recursos de poder y estado-céntricas) reconocen, en algún grado, el papel que los factores 

estrictamente políticos como el lipo de régimen, el sistema de parlidos y la competencia juegan en 

la construcción de los sistemas de b ienestar, le asignan a menudo un peso secundario frenle a las 

variables o procesos que preceden y determinan a la acción política. Empero, en las ú ltimas 

décadas fueron ganando espacio en e l  debate teórico en foques que examinan las cadenas causales 

que conectan los factores constitutivos Jt.:I campo pol ítico (régimen, partidos y competencia) con 

el tipo de sistema de bienestar o régimen de política social que los países desarrol lan. 

Pese a este giro en la discusión teórica, al reconocimiento de los parlidos y la competencia como 

íaclores clave, e l  debate sobre la relación entre democracia y Estado de Bienestar d ista de estar 

resuelto o laudado, y sigue siendo dominado por vis iones opuestas: Jesde trabajos inscriptos en la 

trad ición marxista o neo-marxista de análisis político (Off e 1 988  y 1 990) que postulan una relación 

de mutua dependencia entre democracia de partidos y sistemas de bienestar, hasla enfoques que 

señalan que el desarro l lo de los l:'.stados de Bienestar no requiere la rresencia de un régimen 

democrático o de fuertes partidos. 

41 Fn:nu: a cst..: ti pu de.; visiun<.:s qu<.: subordinan la <.H.:ciún partida.ria al d iseño d<.: las institucionc.:s. Boix ( 1 998: 2 )  
rccurc.:ra l a  c<.:1 1tralidad d e  los partidos como ag<.:nl<.:s con carac.:idad d e  urgani;r.aciún i.: i nti.:rmi.:Jiaciún d e  inlc.:rcscs: 

·· . . . l.i 1mt) oría Je la l i teratura c:sr<.:cial i/aJ.i C'\pl il.:CJ lns dl.:ctos tk I¡_¡  polit it:a i.:conómica wmo el  r..:sultaJu de un si.:t 
i.:sredlíi.:o de institui.:inncc; . . .  dcmrn dl:I cual los actores partidarios di.:�cmpdiCJn un mi un tanto marginal . . .  una visiún 

dilácntc . .  sostil:nc que.; los partidos pol íticos. como organi1adon;s de ampl iu.� coal ic ium:s dc inti.:rcscs e id1.:as. han 

dcsi.:mr¡;ñadu un rol t:lavi.: 1.:n el prm.:i.:so de elah\ir:.ic iún Je.; la polit ii.:a cc:on<'imica.·· Traduceiún propia. 
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Por su rarle, los anál isis empíricos (Lanlo los ejerc icios más cuanlilativos en base a ind icadores de 

democracia, parlidos y "csruerzo de bicneslar" -Scgura-Ubicrgo 2007- como los estudios 

comparalivos) lampoco arriban a rcsullados convergentes acerca del vínculo entre democracia y 

l�slado (h; 8icncslar. En parlicular, algunos lrabajos recienles que han examinado l a  conformación 

y las lrayectorias de los sislcmas de bienestar en A mérica Lalina (Haggard & Kaufman 2008; 

Segura-Ubiergo 2007) desesliman que la democracia haya sido un faclor determinanle en su 

desarrol lo y en las variantes de eslos regímenes; sostienen que mientras algunos raíses 

latinoamericanos fueron capaces de constru ir  entre los años cuarenla y setenla del  siglo pasado 

sistemas de bienestar relativamente ampl ios y robuslos bajo regímenes auloritarios o, a lo sumo, 

semidemocráticos (/\rgentina quizás sea el ejemplo parad igmálico), otros levantaron sus 

arquitecturas de bienestar, th: s imi lar o mayor envergadura, durante extensos períodos 

democráticos y con sistemas de partidos institucionalizados y compclitivos (Chi le, Cosla Rica y, 

en particular, Uruguay). 

Estos trabajos cucslionan también la relación entre la orienlación ideológica de los part idos y e l  

grado de desarro l lo y las variantes de los Eslados de Bienestar: ''La evidencia con respecto a l  peso 

de los partidos (en la políLica social) está lejos de ser obvia . . .  Comparando a través de las regiones. 

parece claro que los partidos de trabajadores y de i?quierda tienen muy d iferenles interesas, 

delerminados tanto ror los legados h istóricos y las comliciones económicas, como ror los c l ivajes 

sociales y las ideologías. Igualmente importante, hemos encontrado comportamientos oportunislas 

en partidos conservadores; más que un claro eje izquierd<1-dcrccha operando sobre la política 

social, encontramos sólida evidencia que muestra que partido de todo el espectro político 

responden en forma relativamente l im ilada ante condiciones económicas y legados de política 

comunes." (1 laggard & Kaurman 2008: 3 6 1  )44 

" 1 l'or el contrario. lloix ( 1 998: 4-5) concluyc. lras comparar las atlminislracioncs tlc los socialistas cspañolcs y los 

conscrvatlnrcs brit;"1nicos durante los años ochenta, 4uc las idcolo¡!Í<L� parlitlarias cnntlicionan los 011/puls polil icos: 

·· . . . los partidos tic i/quicrtla o socialdemócrata�. �in tlcjar Je csl:.ir pn.:rn.:upado� por 111a\i m i /ar el crccimicnto, cuitlan 

cspccia ln1c11tc el hicncstar tic los) tic los sectores sociales meno\ aventajados. y la igualdad en general. Por otro lado. 

los partidos tic derecha o conscrvatlorcs cuidan el crTcimicnto económico pcr sc más al l::i tic sus c.:fi:ctos 

tli�lr ihuti\  os:Tratlucción propia. 
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Frente a las perspectivas que relaLivizan o desestiman la  incidencia del tipo de régimen y de los 

partidos en e l  desarrol lo  de los Estados de  Bienestar, otros trabajos a firman que existe una fuerte 

asociación entre democracia y partidos de izquierda y el grado de desarrol lo de los sistemas de 

bienestar; más aún, sostienen que la democracia constituye el eslabón inicial de la cadena causal 

que explica su conformación y d grado de desarrol lo que logran: ·' . . .  la democracia es uno de los 

más importantes determinantes de la política social redistributiva. Un mecanismo por el cual la 

democracia promueve políticas sociales equilativas es que (constituye) una precondición para el  

desarro l lo de los parlidos de izquierda y para su acceso al poder gubernamental ( . . .  ) La democracia 

tuvo una fuerte inílucncia d i recta sobre (el )  gaslo en salud, educación y seguridad social y 

bienestar, sobre la pobreza y sobre la desigualdad ( . . .  ) La democracia h izo posible la movilización 

política de la izquierda y la fortaleza poliLica de ésla tuvo importantes efectos sobre la desigualdad 

y también sobre el gasto en educación y sobre la pobreza . ., (Huber & Stcphens 20 1 2: 7)45 

1::1 régimen democrático en esta segunda visión constituye un factor clave, en la mcd ida que habi 1 ita 

e l  surgimiento y crecimiento de los partidos de izquierda y los sindicatos, el forta lecimiento de su 

capacidad de representación e intermediación de intereses y, especialmente, la con formación de 

gobiernos de partido cuya producción política reposa en la articulación de ideas, intereses y 

recursos: .. Desde nuestra perspectiva, los Lres mundos del bienestar de Esping-Andersen fueron el  

producto de gobiernos de larga duración de partidos socialdemócratas, demócrata-cristianos o de 

partidos centro o de derecha secularizados. Tanto los gobiernos socialdemócratas como los 

demócrata-cristianos derivaron en generosos Estados de Bienestar aunque bajo distintos tipos o 

modalidades: los primeros más universalistas y equitativos tanto con relación a las clases sociales 

como al  género, y los segundos con beneficios asociados a la ocupación y menos igualitarios cntrc 

clases sociales . . .  " ( Huber & Stephens 20 1 2: 1 8)46 

Desde csla perspectiva, los partidos políticos actúan orientados por los corpus ideo lógicos a los 

que adhieren, pero Lambién huscando max imizar su desempeño en la compdcncia electora l .  La 

democracia es relevante para la construcción de los regímenes de bienestar en tanto habilita la 

4� TrmJucci6n propia. 

46 Traducción propia. 
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organización colectiva de intereses y permite su representación y ordenamiento a través de los 

partidos, pero son éstos con sus ideologías (socialdemócratas o de izqu ierda, demócrata-cristianos 

y l iberales), intereses, recursos y estructuras (partidos de masas o movil izados, prolcsionalcs­

clcctoralcs o de é l i tes) los que producen los tipos específicos de régimen de bicm:star. 

Para esta perspectiva político-céntrica y partido-céntrica las ideologías partidarias constituyen un  

íactor clave en  e l  d iseño de  las arquitecturas de  bienestar, incluso una  variable que  permite 

anticipar el tipo o la variante de welfare que los gobiernos de partido serán capaces de producir, 

en la medida dispongan del tiempo y los recursos pol íticos necesarios para construirlas. Según 

1 Iubcr et.al. ( 1 993 : 7 1 6-7 1 7) la sistemas de bienestar impulsados por los gobiernos 

socialdemócratas en los países más desarro l lados se basaron en el progresivo reconocimiento de 

derechos sociales con carácter universal, en des-mercantil izar la provisión de bienes y servicios, 

en cxrandir el gasto público social y el gasto público total, en fortalecer al sector público y en 

ampliar la base fiscal: "La composición del sistema de partidos y la relativa fortaleza de los 

partidos con d i ferentes bases electorales y (orientaciones globales) moldean profundamente la 

naturaleza de la intervención estatal y de ·u· políticas económicas y sociales ( . . . ) La robuste1.: de 

los partidos de izquierda, particularmente de los partidos socialdemócratas al iados con fuertes 

movimientos obreros . . .  tiene un impacto positivo c;obre el ga-;to de los estados de bienestar, 

principalmente en bienes y servicios (que es) consistente con la conocida tendencia de los estados 

de bienestar socialdemócratas a (huscar vías alternativas) al mercado, precisamente, para 

contrarrestar las inequidades que provienen de las posición en el mercado la hora l .  ( . . .  ) La 

expansión de una oferta subsidiada de bienes y servicios por fuera del mercado laboral requiere 

una expansión de la fuerza de trabajo en el sector públ ico, y, de ese modo, del gasto global del 

sel.:lor público. Más aún, los partidos socialdemócratas y los movimientos obreros buscan moldear 

el propio mercado laboral para mantener el pleno empico, lo cual podría conducir a una adicional 

expansión del gasto público. /\ su vez, el crecimiento del gasto públ ico demandaría un incremento 

de la presión impositiva . .  :· 

La l iteratura partido-céntrica adv ierte en la� ideas de lo� partidos-en particular, en su orientación 

con respecto a la igualdad y la d istrihuc i6n- una de las variahles determinantes del t ipo de régimen 

50 



de bienestar que los gobiernos partidarios impulsan: del grado universalidad que tienen las 

políticas y de la equidad en el acceso a las prestaciones y los servicios así como en su calidad.47 

El peso de las ideas y orientaciones partidarias sobre el tipo de pol íti1,;a social que los gobiernos 

impulsan, lejos de d i lu irse o desaparecer tras las crisis del capitalismo industrial kcynesiano (y del 

antagonismo entre economía de mercado y economía planificada o social ista), emerge para 

algunos a u lores con mayor claridad al comparar las opciones de política que adoptan los gobiernos 

socialdemócratas, dcmócrata-1,;ristianos, l iberales y conservadores.48 Las diferencias entre esos 

tipos de política social, en un contexto h istórico de relativa convergencia, reílcjan las preferencias 

de los partidos en tomo a la igualdad, la intervención del Estado en los asuntos económicos, la 

l ibertad de mercado, el crecim iento e incluso el rol de las familias como proveedoras primarias de 

protección. 

Un último punto de controversia 4uc emerge de la l i teratura comparativa sobre sistemas de 

bienestar en A mérica Latina refiere a s i  es posible aplicar en el análisis de las experiencias 

latinoamericanas las categorías teóricas sobre partidos y las h i pótesis acerca de su influencia en el 

campo de la política social que fueron formuladas para los casos europeos. J\ menudo se señala 

que mientras los partidos socialdemócratas europeos representaron los intereses de ampl ias 

a l ianzas o coaliciones de clase y promovieron esquemas universales de protección social, los 

47 Según l luhcr et.al. ( 1 99]: 7-lO): ... . . d gobierno sncialdcmticrat;:i por cxten�os pcríodns de ticmpo abre la posibilidad 

a una mayor inter\·cnciún cn la economía y la socicdad a travé<; de una cxpaMión del sector público ( . . . ) l�I 

compromiso de la socialdemocracia cun la corrección <le las dcsigual<ladcs creadas a través del rncrcado busca ser 

rcllejadn en un s.:ctnr público c:xpandido. ( . . .  ) El gobierno de itquicrda (qu¡; cri la práctica significa gohi.:rno 

socialdemócrata) muestra una correlación signi licativa con mc<lidas <le distribución y re<l istrihución c.Jcl ingrcsu. con 

la d.:s-111crcant i l i1.uciún y con o1trihutos (propios) de rcgímcncs social istas . . .  h.1 mcc.Jic.Ja de: 1.k:!>-mcrcant i l i/.ació11 

comhina la gc11crosidad de los hcnclicios mínimos y estándar con las condiciones pam recibir esos hcncfic in., . . .  el 

csta<ln de biL:nc:star ::.ocialdcmúcrala busca proteger a la ma) or porción posible de la población con amplios bcndicios 

para los sc:eton:s de bu.jos : medianos i ngresos ... · 1 raducc ión propiu. 

4� l�n esta l ínc;:i, sostiem; 1 loix ( l ')98: 3--1): . 
. _  . . la crceicntc globali;aciún de la economía. que ha dderminado la 

com crgcncia dc la-; p11liticas mat:rncconóm ica<; de la' nacionc<; . . .  (ha)  magni licac.Jo el rol de las estrategias cc�1111ir11ica<; 

competitivas e int..:nsi licadn la imponancia de los partidos y la aL:ci<in partidaria en la sclcccit'ln e.Je cs:.1s polít icas."' 

rraduccitin ¡mipia. 
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partidos o movimientos de izquierda latinoamericanos no fueron protagonistas de  la construcción 

de los regímenes de bienestar a lo largo del siglo veinte y cuando alcanzaron el gobierno tendieron 

a reproducir o mantener los legados de política precedentes (modelos de bienestar estratificados). 

Polemizando con estas visiones, algunos trabajos recientes ( l luber & Stcpht.:ns 20 1 2  y Pribble 

2 0 1 3 )  afirman que es posible trasladar las categorías teóricas más c lásicas, empleadas en el esrudio 

de los casos europeos, a las experiencias latinoamericanas y, consecuentemente, que es posible 

considerar a los gobiernos de partidos o coaliciones de izquierda o centro-izquierda como 

promotores de procesos de transformación de los regímenes de bienestar: . .  Contrariamente a las 

afirmaciones de algunos especialistas en partidos en A mérica Latina, sostenemos que las 

(hipótesis) sobre las preferencias de los partidos de izqu ierda, que se derivan de los trabajos 

sobre políCica social en E u ropa, pueden ser t rasladadas relativamente bien a América Latina. 

Generalmente, estos partidos favorecen programas sociales que son redistributivos y benefician a 

la amplia mayoría de los c iudadanos menos privi legiados. (Quienes critican a) los partidos de 

izquierda han argumentado que estos partidos han estado o están estrechamente ligados a las 

organizaciones de trabajadores, y que, por e l lo, han defendido o defienden los intereses de la 

aristocracia sindical, porque los trabajadores organizados han generalmente constituido un 

comparativamente bajo porcentaje de la l"uerza laboral, que en varios países pertenecen al lercio 

superior de los perceptores de ingresos. Esto es parcialmente cierto para el período previo a la 

década de 1 980, y es por lo general incorrecto para el último cuarto de siglo." ( Huber & 
Stephens 20 1 2: 32)49 

El aná l is is del papel que los partidos desempeñan en la construcción de los sistemas de bienestar 

contempla, además de sus corpus ideológicos y preferencias u orientaciones50, otras d imensiones 

clave como los intereses que persiguen en escenarios de competencia política, los recursos de 

poder con los que cuentan para producir pol íticas y los tipos de  organización partidaria. Los 

1'1 Las ncgriws y la traducci 1'm nos corrcspondcn. 

'0 Se ha :-.cñalado cicrla n:lacit'in quc exisle enlrc el perlil idt:nlúgico dc lns partidos 4uc li<lcraron la conslrucci<in y 
t:xpansiím <le los l:sta<lus de llicncslar en los países europeos (soci;il<lemócralas y demócraw-cristianos) y el lipu de 

arquitectura de hicncslar consLruida. /\si los partidos socialdemócralas habrían lcmlido a constru i r  Estados dc 

l l iem:sl<Jr de eorlt: mi1s distributivo ( rnn<lelos sncialdemócrala� o ··pu1M·· para emrlcar la� calcgnritL� de l · sping-

1\ 111k·r�e11) en lalllll 'º" r:1r1 idn.; crisli<Jnm habrían gencradn modt:los ··cn1 rorativos"" n .. fam il í.;ticns··. 
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partidos se enfrentan, además, a los l imites o restricciones que les imponen otros agentes, que 

defienden sus propios intereses y también buscan maximizar beneficios; agentes que cuentan con 

cierta capacidad de at:ción colectiva condicionada por la distribución de recursos en e l  sistema 

político y, en particular, en cada arena de política.51 En este sentido, el tipo de relación que se 

establece entre los partidos y sus bases electorales constituye una de las calves explicativas del 

tipo de poi ítica social y de sistema de bienestar que producen: sistemas con mayor o menor 

presencia del Estado en la financiación, la regulación y la prov isión de servicios; sistemas que 

buscan un acceso un iversal de los c iudadanos a políticas y prestaciones de simi lar calidad (basado 

en el rcconoc imii.;nto legal de sus derechos), o sistemas que generan un acceso d i ferenciado por 

estratos o segmentos; s istemas en los que se accede a las prestaciones por vías formales y 

transparentes, o sistemas que las asignan de modo discrecional. 

Por último, los trabajos 4uc reconocen la centralidad de los partidos en la construcción de los 

sistemas de bienestar, y que advierten cierta asociación entre sus ideologías y la variante o el tipo 

sistema de bienestar que impulsan, no desconocen que los partidos deben regu lar y moderar -

incluso, postergar u abandonar- esas preferencias como parte de una estrntegia orientada a 

maximizar su respaldo electoral y, por lo tanto, los recursos de poder para impul ar cualquier tipo 

de política. Por esa ra7.Ón, los partidos que.: tienen una convocatoria ampl ia tienen fuertes incentivos 

-en particular, en escenarios de competencia bipartidista orientada al centro del electorado- para 

moderar sus posibles posiciones ideológicas extremas con relación a los s istemas (ya sean 

favorables a la cstatización o a la mcrcant i l ización y l iberalización), y a promover pol íticas y 

reformas con amplias coberturas, que tienen que incorporar a los sectores o estratos medios 

necesariamente en cualquier a l ianza o composición pol iclasista. Así, no resulta extraño que 

� 1 cgún Prihblc ( 20 1 3 ): ·· . . .  la organinción e.le los punido� políticos. esto es la forma de rclacionamicnto mediante 

la  cual los partidos :-.e vinculan cnn sus bases i.:lccwralcs, cumbinac.la <.:un la ideología partidaria. tiene un prolimdu 

dl:cto <.:n el //ming y l.'.I contenido de la� n:forma� socialc� ( . . .  ) Cae.la tipo de ·/i11/w�e· distrihu)t.: cl pockr d1: rnancr::i 

di ll:rcnlt.: cnlrl.'. los distintos si;ctort.:s di.:I partido, t.: inlluyl.'. las rdorrnas mcdianlt.: t.:l t.:mpoc.11.:ramicnto di.: algunos grupos 

) d c.lcbil itamic1110 tli.: otros . . . 1-�I disl.'.ño dl.'. la� políticas pn.:ccdcnt1.:s. o los legados dc las polí t icas. inlluyl.'.11 en la  

naturalcn di.: las ri.:forma." dl.'. las políticas sociall.'.s. l�sto es ::isí porqui.: los legados de las política!; moldean la 

distribución dl.'. poder y los i ntereses al i nterior de las distintas i1reas e.le política. Esta distribuciún. a su vi.:1. dl.'.tcrmims 

(la estru<.;tura de) costos y benclicios que los políticos cn frcnt;111 cuando procuran rcf"nrmar los programas cxislcntcs. 

� . por lo tanto. cl  rnntcnido tk las iniciativas en matcria de política social:· 
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partidos l iberales o conservadores no ruedan promover -no sólo en campaña electoral sino 

especialmente en e l  gobierno- la retracción de las prestaciones o la mercanti l ización de su 

prov isión, más al lá de lo que sus preferencias dicten, o que los partidos socialdemócratas deban 

moderar la presión y progresividad los sistemas impositivos.52 En este sentido, los incentivos 

electorales y también los legados de política -el peso político y electora l que algunos sectores 

beneficiados por las pol íticas a lo largo del tiempo, tanto sus d irectos beneficiarios como las 

burocracias a su cargo- condicionan o l imi tan la acción de los part idos, más allá de lo que sus 

preferencias sustantivas les ind icarían. En suma, las preferencias partidarias resultan un factor 

determinante del tipo de we(fare que los Estados desarro l lan. Esta afirmación no impl ica 

subestimar, y menos negar, que los partidos operan en escenarios de competencia electoral 

buscando maximizar sus beneficios, y que esa competencia, a menudo, los obl iga a moderar sus 

asriraciones. Asimismo, afirmar la incidencia que las ideas o preferencias de los partidos tienen 

en la construcción de los regímenes de bienestar, no imp l ica desconocer la influencia de otros 

factores clave: la acción de los agentes económicos y sociales y la trayectoria previa del Estado en 

las distintas arenas de poi  ítica. 

'2 l'rccisamcntc sobre los incentivos 4ut: gcnt:ran las democracias ara preservar o conservar los sistemas tic bicnc�tar 

de ¡¡mplio ulcance, st:ri:il ;:i Gc..:ddcs ( 1 9Q.J: 1 09): .. La l ibcralizaci<in �..:rá costosa al menos c..:n d corto plarn para los 

scclorcs populares urbanos. cspccialmenlc para los trabajatlorcs organizadns. Los lrJbajadorcs responderán con 

huelgas. manifestaciones y con sus votos ( los) polític..:os no querrán asumir el riesgo de iniciar pnlíticas imrioriularcs. 

o, si lo hacen, perderán la clcc..:ciún siguiente y estas polí ticus serán rcvcrlitlas. l�n suma, las c.Jcmocracias no reali1.arán 

¡¡jus1cs ( . . .  ) los gobit:rnos autorilarios serán más proclives :l l iberalizar porque no tlcpcntlcn para su superviv1.:ncia de 

elect:ioncs cllmpetiti1 as ) (porque) puctlcn reprimir otras mani ll:stacioncs de dcscontenw:· l·:n este..: punto, rcsulta 

int..:rcsantc tlcstaear una eoincitl..:neia entre los argum1.:ntos d..: l ' icrson, Gctltlcs. l lackcr y 1 laggard & Kaufi11a11 con las 

h ipótesis -) c..:onsccucntcs rccomcntlac..:ioncs 4uc planteaban <ilgunos tic los autores 11coc..:onsc..:rvadorcs trcs o cu<1trn 

tléc..:atlas atrás c..:n el c..:ontcxlll de las crisis políticas ..: institu1.:ionalc..:s tl1.: los raiscs tic América tic! Sur. l .as resistencias 

populares a lo� inevitables ajustes tic los modelos I S I  constituían riara cstos últimos la cnusa de la incst<.1bili<latl polític..:a 

tic..: h.1 región. En esta tlirccción, Samucl l luntington subrayaha en hJ tléc..:i:ltla s1.:t1.:11ta la cxistc..:neia tic una suc..:rtc de 

inc..:ompatibilidad en t\rm:rica Latina cntrc parli1: ipaci 1ín tlcmocrática. c..:stahi l i tlatl institucional y gobcrnabil i<latl. 

rratlucción propia. 
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2.5 El ciclo progresista y las nuevas variantes socialdemócratas en América del Sur 

Al  contencioso teórico sobre los factores que han determinado el comportamiento de los regímenes 

de bienestar en las distintas fases de su evolución (durante su conformación en la primera mitad 

del siglo veinte, su expansión y consolidación con el florec imiento de las ideas keynesianas o en 

los procesos de retrenchmenl de las últimas décadas) se suma en algunos de los sistemas políticos 

de América del Sur, que han sido gobernados en los primeros años de este siglo -o aún lo son- por 

partidos o coaliciones de centro-izquierda, otra controversia clave para la acumulación teórica de 

la disciplina: la validez de aplicar en estos contextos la categoría de partido socialdemócrata para 

describir y anal izar las recientes experiencias de reforma de los regímenes de b ienestar (y más en 

genera l ), y también -y aún más relc.:vante- si estos part idos y coaliciones, y sus gobiernos, podrían 

considerarse una expresión h istórica particular -con rasgos propios- de socialdemocracia; más 

aún, si podrían ser definidos como una tercera generac ión (un tanto sui géneris por el tiempo 

histórico y las características de los sistemas políticos donde emerge) luego de la primera camada 

de la primera mitad del siglo pasado (los grandes partidos socialdemócratas del norte de Europa y 

los países escandinavos53) y de la segunda que tuvo su apogeo en el último cuarto del siglo en los 

países del Mediterráneo. 

Uno de los desafíos principales en este sentido es caracterizar a estas socialdemocracias de la 

región, distinguiéndolas de los ejemplares c lásicos o más tardíos de los sistemas polít icos 

europeos. Para el lo es clave poder identi ficar los rasgos principales que han caracterizado a esas 

experiencias iniciales. En este sentido, resulta út i l  la model ización propuesta por Stammcrs54 que 

plantea una serie de rasgos que perfilan a las socialdemocracias, entre el los: en primer término, la 

" Esta primera camada de gohiernos l iderados por partidos socialdemóaatas (los casos más tcmpra111)s y 

paradigm�licos son los de Suecia y Nor111.:ga, con un tlaro predominio socialdcrnócrala dcsdc los aiios trcinla o 

cuarenta hasta los scscnta o setenla) se caruclcri1ú, entre nlros rasgos, el desarrol lo Je un sector público extenso. en 

particular cn la-; árcas Jc los scrvieios o provisiún Jc hiencs públicos (edm:at:ión y salud), y la f'uene inlervc11ción 

estatal e11 i..:I campo cconómico (11aciunali1ación n cslali 7.aciún Je compañías). l .a inlcrvcncilin del Estado en 111:.tlcria 

económica husco. en particular en los pabcs cscandinavns. dinam izar el desarrollo Jc las cconomias mediante cl apoyo 

al scclor prnductivn a competir en el comercio internacional en hase a la inversión cn capital humano e innovai:ión. lo 

4ue red i tuaría i;n allns niveles salariales (Esping-/\ndcrsen 2001 y !'aramio 2009). 

<4 Citado por t )e /\rmas y Fuentes (201 2). 
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aceptación del régimen democrático (en c ierto sentido, la renuncia al horizonte revo lucionario que 

todos los grandes partidos socialdemócratas abrazaron en sus orígenes y durante muchas dc.;cadas) 

como u n  sistema deseable y también propicio para procesar el tipo de reformas que la 

socialdemocracia persigue; en segundo lugar, el reconocim iento de la economía de mercado 

capital ista como el sistema económico en el que esas reformas deben ser procesadas y, a la vez, 

como un sistema d inámico que puede ser regu lado y moldeado por la acción estatal; en tercer 

l ugar, la con fianza en la in tervención del Estado -a través de la regu lación de los mercados y la 

acción en el terreno de las pol íticas sociales- para corregir las desigualdades que inev i tablemente 

producirá el capitalismo. Cabria sumar a estos tres rasgos y defi n iciones -a los que Stammers 

agrega la incl inación estatisla de las socialdemocracias c lásicas y c ierta visión e l i tista del ejercicio 

de la acción pol ítica- otros dos rasgos que caracterizan a los grandes partidos socialdemócratas: 

por un lado, el vínculo con las organizaciones sind icales -una relación de hermandad o aún de 

imbricación- y el tipo de organización partidaria que construyeron: partidos burocráticos de masas 

con complejas y pesadas estructuras, y con un perfi l moviment ista que los a leja tanto de los 

i n iciales partidos de é l ites como de los contemporáneos partidos de profesionales. 

Entre los partidos o coaliciones partidarias de ta región que podrían ser clasi ficados Jenlro de un 

un iverso o inspiración socialdemócrata (con independencia de si se reconocen en esta categoría 

que ha gozado de mala p rensa en las izqu ierdas de la región por estar identi ficada con algunos 

partidos de centro y aun centro-derecha), probablemente sea el Frente Ampl io -un ejemplar que, 

como diría Lan/aro (2004). h izo la transición desde una ··coal ic ión de partidos'· a un '"partido de 

coalición·'- el ún ico que reúne los rasgos señalados propios de las socialdemocracias clásicas o 

tardías (algunos con la aceptación unánime de todos sus componentes y otros por abrumadora o 

amplia mayoría): la adhesión al régimen democrático l i beral y, por lo tanto, el abamlono del 

propósito de suplantarlo por otras formas de organización política; la aceptación de la economía 

de mercado en la medida que se considcra un sistema <linámico 4ue puede ser reformado y 

moldeado a través <le la intervención del Estado; la apue. la a la regulación estatal de la relación 

capital-trabajo y a las políticas sociales corno instrumentos para corregir las desigualdades que el 

capita l ismo genera; el estrecho vínculo entre el part ido y el movimiento s ind ical (por defin ición 

su principal co11stituem,y): la construcción de una organinción partidaria de masas con estructuras 
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burocráticas que ordenan los procesos de toma de decisión, garantizan la reproducción de la 

estructura partidaria y aseguran la discip l ina interna. 

Desde luego, además de los rasgos propios de estas socialdemocracias de tercera generación, 

impuestos por las características y las trayectorias de los sistemas polít icos de los que forman parte, 

es necesario anotar los perfiles propios que determinan el escenario económico y político en el que 

emergen. El contexto económico y político en e l  que estas nuevas socialdemocracias deben operar 

d ifiere signi ficativamente del  escenario en el que actuaron las primeras (el período de entreguerras 

posterior a la .. gran cri s is" de 1 929 o e l  apogeo del keynesianismo en los primeros años de 

postguerra y en el despuntar de la "guerra fría" con el  "socialismo real" como alternativa al 

capitalismo), e incluso del terreno en el  que se movieron los grandes partidos socialdemócratas de 

sur de Europa desde fines de los años setenta hasta com ienzos de los noventa ( la transición entre 

un mundo bipolar y pre-g loba l izado a uno unipolar -o multipolar-, postindustrial y p lenamente 

globalizado). Incluso d propio Estado-nación, considerado la platarorma principal para la acción 

reform ista en materia económica y social tic las socialdemocracias, está en entredicho en el 

momento en que estas socialdemocracias de tercera generación o partidos de izquierda y ccntro­

izquierda arriban al gobicrno.55 

Resulta de interés para del im itar la origina l idad o especificidad de los ejemplares socialdemócratas 

de la región, identificar las d i ferencias con sus antecedentes más cercanos en el tiempo y más 

próximos por grado de desarrol lo de las economías y trad iciones de sus s istemas políticos: los 

'' Estas d i fen:ncias no snn menores ya que contlieiomm Ju ueeión del Est<1tlo, cn particular en el terreno fiscal, lo que 

afccta sus r10sibil i1.fodcs de intervenir en la cconomía o cn la provisión di.: pol íticas de bii.:m:star parn el u n iverso de los 

c iudadanos. l .as com.licioni.:s hajo las que si.: 1.ksplegaron esas primeras expi.:ricncias social di.:mócralas d i lki lrm.:nte se 

podrían repl ii.:ar o ri.:produi.:ir 1.:11 d pri.:scnle, y en part i cu l ar en economías históricamente pcrifcricas a las cconom ías 

centrales o más desarrol ladas donde csas expcrknci<1S nacieron. 1-:n particu lar, cabe serialar que la conslruccíó11  de csle 

tipo de Estado opcrú en un rnan.:o de flujos económ icos y corncrei alcs acolado, dc ccunom las c1.:rr<H.las ) de 

acumulación endógcna. l�n cs1.: escenario. aulnnomi;:i rdal iva y los rmirg1.:ncs de acción estatal eran mayores. 

t\símismo. el pn:dom inio  de las ideas kcym:sianas ambicnt.ah<J y lcgítim;:¡ba la fuerte intervención del 1 :stado en la 

economía (fsuani 1 99 1  ). En 1.:1;e marco, los Estados pod ían intervenir a u11vi.:s del empico, los servicios públicos, las 

lrans fen.:neías y, ohviamcnli.:. el sislcrna tributario para corregir las dcsigualdadi.:s de origen gi.:ncradas por l;,i economía 

de mcrcadn capital isla (uno dc lns rasgos, corno y sc sciialti, que define idenl6gícarncnlc a la socialdemocracia). 

57 



partidos socialdemócratas de los países del Mediterráneo. Esos partidos que l legaron al gobierno 

entre la segunda m itad de los años setenta y los primeros ochenta, operaron en condiciones que si 

bien eran J i fcrentes a las de las socialdemocracias clásicas (de entreguerras o de postguerra), no 

dejaban de ser ventajosas o ausp iciosas para la expansión del Estado en el campo económico y 

social. Tras los largos procesos autoritarios que esos sistemas pol íticos sufrieron (que los 

aproximan o asemejan a los casos de América del Sur), el apoyo de la comunidad europea (en un 

contexto aún dominado por la h ipolaridad entre el bloque capitalista y el soc ia l i sta, y con 

economías que aún conservaban rasgos de la era industrial y keynesiana) les permitió a sus 

socialdemocracias desp legar una batt.:ría de pol íticas emparentada con la at.:t.:ión de las clásicas 

socialdemocracias: expansión del empleo, desarro l lo  de los serv icios públ icos (educación y salud), 

ampliación de las prestaciones Je la seguridad social, aumento del gasto público total y social y. 

por ende, de la presión fiscal .  En ese marco, esos partidos -en sus orígenes de raíz marx ista y 

revolucionarios- v i v ieron procesos de reconversión hacia el reformismo socialdemócrata más 

típico; procesos que, décadas más tarde, reproducirían algunos de los grandes partidos o 

coa l ic iones de centro-izquierda de América del Sur. 

A d i ferencia de estos ejemplares previos Je socialdemocracia, los grandes partidos o coal ic iones 

de iz4uierda y centro-izquierda del Cono Sur han debido operar en s istemas polít icos que 

procesaron, con distintas intensidades y rasgos, bajo los regímenes autoritarios -años setenta y 

ochenta- y en las primeras etapas posteriores a l a  resta u ración demot.:rática -los ochenta y 

noventa- procesos de apertura comercial, l iberalinción económica y retracción cJc los regímenes 

de bienestar. Se trata, además, cJc economías con una base productiva caracterizada por hajos 

niveles de industrial ización y por un peso signi ficativo del sector informal, 4ue heredan, en algunos 

casos, legados de política cJe muy largo al iento que operan como barreras u obstáculos a un 

programa socialdemócrata en el terreno de las políticas Je bienestar. Dentro de este tercer 

conlingcnle de expt.:rienc ias socialdcmócratas se cJcstacan los sigui c.:nlcs casos: los gobiernos cJc la 

Concertación chi lena l iderados por Lagos y 13achelct, las admin istraciones cJel Partido de los 

Trabajadores en Hrasil y los gohicrnos del Frente Ampl io en Uruguay. Según l .anzaro (20 1 O: 46) :  
· ·La ' Lt.:rccra o la '  de las  izqu ierdas latinoamericanas, que se in ic ia  en 1 999, está jalonada por 

man i festaciones del populismo o del nacionalismo popular. que tienen rasgos novedosos . . .  pero 

son varicdaJes de un fenómeno político recurrente en la región y se.: inscriben en el v iejo  tronco 
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del popu l ismo, que es . . .  recurrente en América Latina ( . . .  ) /\ I  mismo tiempo, esta temporada 

registra . . .  el estreno de gobiernos de tipo social democrático en Brasil ,  con los dos periodos de 

Lula da S i lva (2003-2007, 2007-20 1 1 ), Chi le, con la presidencia de Ricardo Lagos (2000-2006) y 

M ichel le Bachclet (2006-20 1  O) y Uruguay . . .  " Entre los rasgos que caracterizan a estas nuevas 

experiencias, y que se observan con nitidez en e l  Frente /\ mpl io, destaca Lanzaro (20 1 O: 48-5 1 ) : 

'' . . .  los gobiernos social democráticos son aquellos formados por partidos de i7.quierda 

institucional izados, con estrechos vínculos con el movimiento sindical y de fil iación socialista 

(aunque no necesariamente de tal nombre), que han atravesado por procesos de cambio político y 

l legaron a reemplazar sus ideologías revolucionarias o radicales por un reformismo moderado, 

pero efectivo, como resultado de las orientaciones políticas y las estrategias electorales que 

adoptan, actuando en democracias competitivas, en el marco de sistemas de partidos p lurales, más 

o menos institucional izados. ( . . .  ) partidos wtch-a/I (que han dejado) de lado las pretensiones de 

una transformación en profund idad de la sociedad capital ista y acuden a un reformismo que será 

la marca de su alternativa social democrática ( . . .  ), partidos (que) preservan el enlace con los 

sindicatos y las organizaciones sociales afines, (pero) van detrás de una audiencia más amplia y 

diversificada:· 

Las orientaciones o los perfiles de las reformas sociales que estos partidos o coaliciones de 

izquierda o centro-izquierda de América del Sur, que podrían ser agrupadas dentro de esta 

categoría de socialdemocracias de tercera generac ión (por oposición a los ejemplares clásicos o 

tardíos de las economías centrales o más industrial izadas), producen responde a una serie de 

variables que los caracterizan y d i forcncian entre sí. Si bien la l i teratura comparativa que aborda 

este nuevo perfil de partidos y d tipo de políticas o reformas sociales que producen es 

relativamente rec iente ( Lanza ro 2006, 2008 y 201 O, Luna 2007, Pribble & 1 1  ubcr 20 1 1 ,  1-1 ubcr & 
Stephens 20 1 2. Pribblc 20 1 3, etc.), es posible identificar algunas de los rasgos o variables que 

operarían como factores determinantes de las rcrorma!i. M ientras que algunos trabajos resaltan el 

peso de los rceursos pol ít icos51i, olros ahordan o hacen mayor énfasis en las restricciones que 

<r. 1�11 esta dirección �cliala 1 .an:raro (20 1 O: 5-1 ) : ·· . . . el polcm:ial social dcnrncráLico dcpcndc . . .  1.k los rccurso� polilit:os 

dc cada gobierno . . .  a) los legados im.titucionail:s y los p,llrnncs dc políticas pública<; hcrc<lado�: h )  el codic.:icnle de 

pode1 dcl gobierno ) di.:I partido de gohicrno . . . t:) el po<lt:r del pa11ido <lc izquicr<la en relaciún al goh icrno ) al 

pn:sidente . . .  t.I) la'\ características del mm i m icnto obrero � el  tipo de rclación <le los �in<l icatos con el gohicrno ) el 
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plantean y las oporlunidadcs que ofrecen los legados de política y en el tipo de organización de  los 

partidos que l ideran estas nuevas experiencias socialdemócratas (Pribble 20 1 3 : 26).�7 

Si bien todas estas variables resultan clave para entender las experiencias de gobierno de esta 

tercera generac ión de  partidos socialdemócratas ( los recursos pol íticos del gobierno y del partido 

de gobierno, el poder del factor sindical y, consecuentemente, el tipo de relación que guarda con 

el parlido y el gobierno, los legados institucionales y de pol ítica, y, desde luego, los rasgos 

organizacionales del  partido) la consideración de sus orienlaciones ideológicas, de sus preferencias 

y de los modelos de política merece un capítulo espec ial, en espec ial, si se pretende explicar 

d i ferencias en los oulcome.s de política producidos por partidos o coaliciones de centro o centro­

derecha que, en algunos de estos sistemas pol íticos, exhiben o podrían exhibir  algunos rasgos 

simi lares a los partidos de centro-izquierda pero que d i fieren en e l  Lerreno de  las orientaciones 

ideológicas y programáticas. 

Dirigir la mirada hacia las preferencias u orientaciones ideológicas de los partidos no impl ica 

descartar las otras variables expl icativas propuestas en la l i teratura más reciente sobre las 

experiencias socialdemócratas de la región, pero sí recuperar una clásica perspectiva de análisis 

de la ciencia política para entender y expl icar e l  accionar de todos los partidos, en particular, de 

partido de gohicrno; e) relación del gohicrno y tlcl partido de gohicrno con la pohlación uhicatla cn las franjas tic 
pohrc:1a, con los desocupados y con los trabajatlon:s informales, no organizados u organizados por rucra tic los 

circuito� sinc.fü:alcs rnrricntcs ... 
17 ··La primera trayectoria. cjcmpli ficatla por lns reformas rcalin1das durnntc los cuatro gobiernos tic la Concertación 

en Chi l..: ( 1 990-20 1 O). ruede ser mejor caracteri1ada como ·uni,·crsalismo d..:sde arriha". (quc) invol ucró a el i tes 

tccnocrálicas. motivadas en forma primaria por las restricciones fiscales y un comrromiso con la equitlatl, trabajando 

en forma aislatla de la<; dcmantlas políticas para crear un sistema de protección social más clicientc y equilativo. J;sta 

lrayccwria luc posihlc por el legado de políticas en Chile (con) grupos tle intereses fragmentatlns, y pnn¡uc l a  

cstructura de p.inido ··proksillnal-elcctoral"" de la  (t:oalición) dc ccntro-i:tquicrda (la Conccrlaci<in) permitiú a lns 

lídcrcs pnlit 1.:os eludir la-; dcm.inda� de su' husc.:s clcctmalc,. ( . . .  ) 1.n l lruguay. la tra)ectoria hacia un ma)or 

uni\ c.:rsal ismo i11"olucró un proccso ·hollom-up· tle constru1.:ción de cnalició11. 111 que dc.:mandú dl ficul to:-.a� 

m:gociacioncs entn: varios grupos sociah.:s. l�sla trayectoria. si bien resulta mas tiesa liante (y compkja) pol íticam..:ntc 

que la c'tratc.:gia de rcformn ·desde arriha". fue 'cguida dchido al tipn tic legados tic política del (\ist..:ma político 

uruguayo), los cuales cm plldcran a los grupos tle in tcrcs organindos. y dchitlo al caráctcr orgánico-m i l i tante tlcl 
partido tic centrni;rquierda uruguayo. el l ·renle /\mpl io:· 
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los partiJos programáticos, como son los grandes y longevos parlidos de izqui�rtla y centro­

iz.quicrda, entre e l los, y muy particularmente, el Frente A mplio. 
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3 Trayectoria del welfare en Uruguay: una a rq u i tectura const ru ida por partidos 

3 . 1  La génesis polít ica del más temprano régimen de bienestar de la región 

La l i tcraLura solm.� we(/are en Am�rica 

LaLina -en parLicu lar, los trabajos de corte 

comparat ivo- permite advertir d istintos 

intentos por model izar y clasificar los 

d i rerenles tipos de régimen de bienestar que 

los países han construido durante el siglo 

pasado, así como por explicar los factores 

c.¡ut: determinaron estas variantes. Si bien 

estos ejercicios han optado por d istintas 

aproximaciones analíticas y metodológicas 

para ident i ficar los d iversos t ipos de régimen 

de bienestar -Mesa Lago ( 1 978), rilgueira 

( 1 998), Gough (2004), Hubcr & tephens 

"Lo que entendemos nosotros es que la sociedad 

( . . .  ) debe asegurar a cada uno de sus miembros los 

medios necesarios de subsistencia ( . . .  ). El Partido 

Colorado se ha preocupado vivamente en los 

últimos tres lustros de realizar es/e ideal, y su 

lucha con todas /asjiierza.1· retarda/arias de la 

sociedad. concentradas contra él ( . . .  ) no le ha 

impedido crear leyes benefactoras que. refor::adas 

con otras en proyecto, ll<:garán a mejorar mucho la 

situación de la clase proletaria." 

./o�é /Juillt: )' Ordóñe= (1 1.) 17): "C'11ewo11cs Socwlc � "  /:11 ¡.;¡ 

/Jiu. Monlev1deo. 1 7  de¡11111n 

(2005 y 20 1 2), Scgura-Ubicrgo (2007) y Martím:z (2008b)-, sus resultados son convergentes a l  

momento de Jiscernir entre los países con relación al  grado de desarrol lo  de sus sistemas de 

protecc ión social y de ordenarlos por su robustez y cobertura. 

Estos ejercicios suelen identificar un primer elúslcr compuesto por los países del Cono Sur 

( A rgentina, Chi le y Uruguay) y Costa R ica: países que habrían s ido capaces de construir durante 

la mayor parle del  siglo veinte Estados de B ienestar relativamente desarrollados, con ampl ias 

coberturas y aceptable calidad de prestaciones soc iales, sustentados en niveles de esruerzo fiscal 

signi ficativos (a l  menos en comparación con el resto de los países del conlinenle), s in que e l lo 

impl ique Jcsco11m:cr n i  subestimar la estrat i ficacicín en la cobertura y la cal idad de esas polít icas 

y servicios. Este primer grupo de países se d istingue del resto de los países de la región y 

parcialmente se asemeja a los países más desarro l lados o industr ia l izados- por la prioridad 

rnacrocconómica y fiscal asignada al  gasto público social y por los n iveles de cobertura de sus 
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prcsta<.:iones sociales58, así como por la temprana implantación de los pi lares constitutivos del 

régimen de bienestar: seguridad social, protecc ión laboral, salud y cducación.59 

¡\ ese primer grupo de países le sigue un segundo clúster intermedio -cuya composición d i fiere de 

acuerdo a los autores- que se caracteriza por menores n iveles de cobertura y de calidad; Fi lgucira 

( 1 998) considera a Brasil y México los exponentes arquetípicos de esta segunda categoría que se 

destaca por el carácter .. dual"' de la protección social :  relativamente desarrollada y de calidad para 

los sectores urbanos i ncorporados a la economía formal, y muy débi l, o inexistente, para e l  resto 

de la población. Cabe destacar que algunas de estas clasi ficaciones (Segura-Ubiergo 2007 y l luber 

& Stephens 20 1 2) tienden a ubicar a Brasil -especialmente a partir de los años setenta del siglo 

pasado, cuando comienza la progresiva expansión de  sus redes de protección (seguridad social y 

salud) entre los scetorcs rurales e informales- dentro del  primer grupo, el de los países con '"alto 

es!Uerzo de bienestar" o con "estados de bienestar potenciales".6º 

<x Scgurn-Ubicrgo (2007: 30-3 1 )  u1 i l i.1.a rara cla�ificar a In� países e.Je la rc.:gión en tl'.rminos c.Jcl ··esf"ucr7o de hicncstar'' 

estas \'ariahlcs o indieadorc.:s: '"Los país<.:s latinoamericanos rueden ser inequívocar111 .:nt<.: c.Jivididos <.:n dos grupos 

dcpcnd icndo dc �us ni\ clcs tk ·csfucr�.w dc hiencstar" . 1:1 primer grupo . . . inc lu) c  a Uruguay, Argentina. Chi le. Costa 

Rica y Bra�il.  Dentro e.Je este grupo, cl promcc.J io de gasto social pcr cáp i ta en el período 1 973-2000 ti.te alrededor d1.: 

532 \J$S, mientras que como porcentaje del PIB y como porcentaje del presupuesto, el gasto social alcan;ró a 1 2.6 y 

5 l .ó%1, respcctivarm:ntc. /\demás, arroxi madamcntc entre d 50 y 75% de la pohlaciún es cubierta por un sistema de 

seguridad social y por la salud públ ica. o es sorprendente que el índice de csrucrzo de bienestar dclllro de 1.:stc grupo 

estl'. también sobre la media. desde 138.9 ( B rasi l )  a 230 ( Uruguay):· 

19 Este es el caso de Mesa Lago quien considera 1.:omo una variable clave el momento de conformación o gestación de 

los l·:stados de 11 icncstar, que lo l leva a clasi !icarios corno ·'pioneros·· o ·"lernpranos". por un lado. y ··wrd los". por 

ntro. Segun Fi lgucira ( 1 997: 6-7): ·· 1 .os país1.:s pioni.:ros s1.: caract<.:ri.1.an . . .  por una cnher1ura universal o casi univer,al 

en serv ic ios de protección social básicos, una marcada 1.:strati ficl:lción cn ll:I calidad y cond iciones de acc1.:so d1.: estos, 

un rango dircclam.:ntc estrati ticadn de servicios para la población, y situación de masi f icac ión y déficit estructural en 

rnat<.:ria de recursos y gastos. En el otro 1.:xtremo. los paises tardíos pre�l:nlan una haj:i coh1.:rtura pohlaeional, un 

l imitadísimo mcnu de opciones rn materia de servicios. y una d1.:spropon:ionada calidad y cantidad d<.: brndicio� a los 

sectores c l 1.:cti\·amcn1c protegidos:· l .n este sentido. cnrrc�ponde destacar el caso dc l.uha. ) a que �l: trata dc una de 

las cxrcri1.:neias que ha �idn señalada como ··t<.:m pranu" 1.:n la lit<.:ratura comparada ( Mesa 1 ago 1 978) y por el peso 

significativo que tiene en es!<: país el gasto publ ico social (en Lomo al 30'% del l ' IH  de acu1.:rdu a Cl�l'/\1 .). l�mpcrn, 

por tratarse de una experiencia de we(fure desarrollada en la unica economía plan i ficada o socialislu de la región, 

resulta inusual su incorporat:ión en cjcrt:ic ios de po l ít ica t:omparada junln al resto dt: los pais1.:s de la rcgión. 

MI Precis<Jmcnlc sobre el carácter l i m ítrofe entre grupos o categorías de paises que presenta Brasil, señalan l lu ht:r & 
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Finalmi.:nl<.:, e l  ú l t imo conjunto está compuesto por los países que no fueron capaces de desarro l lar 

s istemas de protección social m ín imamente reconocib les como tales o que, a lo sumo, construyeron 

sistemas "residuales", donde la protecc ión de la mayor parte e.le la población ante las d i versas 

h ipótesis de riesgo (el  desempleo, los accidentes, las en fermedades, la vejez, el embarazo y la 

d i scapacidad) descansa en la fam i l ia, las redes comun itarias y el ''mercado", con escasa o nula 

regulación del  Estado. 

Más a l lá  de los debates sobre la pertinencia teórica y el rendimiento empírico de las variables y las 

ponderaciones empleadas en estas 1 i pologías autóctonas ( frecuentemente, adaptaciones de 

taxonomías elaboradas para los países más desarro l lados), parece claro que Uruguay junto a sus 

vecinos del Cono Sur y Costa R ica formal"! parte del único subconjunto de países que lograron 

desarrol lar durante el siglo pasado regímenes de bienestar de cierto porte (Cuadro 3 . 1 .), asimi lables 

a los de las economías más desarro lladas.6 1  

Stcphcns (20 1 2: 77-79): ··EJ grupo . . .  J e  n.:gí111cncs tic política c;ocial más f.l\'anzaJoc; (esta compuesto por) /\ rgcntina. 

ílrasi l.  Chile, Costa Rica y Uruguay. l�ntn: los especialistas en política social en /\mérica ! .atina existe casi unanimidad 

con respectu a 4uc /\rgcntina, Argentina, Chile, Costa Rica y Uruguay pl'.rtenecen a este prima grupo . . .  ( De acuerdo) 

a nuestro índice (Je clasi ticacicín de regímenes Je política social), Brasil parecería estar claramente en (este grupo 

superior), principalmente por sus altos niveles Je cohertura. Los intl icatlorcs Je cob1.:rtura de Brasil crecieron 

dramátic11mcntc.: en 1 97 1  porque una ley aprnhada por el régimen m i l i tar extendió la whertura a los trahajadorcs 

ruraks. No ohstante. los hcndicios de los trabajadores rurales fueron mínimos ...  En los hechos. el gas1n social total 

es estahlc en Brasil desde 1 970 al retorno Je la tlcmocraci<i en 1 985. momento a parlir del cual el gasto social se 

cJurl icar::i en die/ mlos. Incluso trns ese significativo aumento del gasto ( . . .  ) Fi lgueira . . . uhie<1 a Hrnsil junto a M.;xic.:o 

en una <.:alegoría específica porque los beneficios soeiales están proti.mdamente estratificados por la ocupaeión (Je los 

trahajatlores). 1 :s10 se corresponde c:nn . . .  que la dc'\igualJaJ y lu potm.�/.a son muchos ma) ores en ílrasil. a�i c:omc1 en 

México, que en el grupo de los otros cuulro puí,1.:s con regímenes avan7ados Je política soeial . . . Nuestro segundo 

grupo ( i n kgradn por) Mé"Xico. Venout: la y l'anama . . .  está cualitativamente por dchajo Jcl primer grupo. Se podría 

argumentar que llrasil pl'.rtcncce a 1.:ste grupo en el  primer período (ele Jcsarrollo Je los rcgímwes Je política social), 

pc1 o com ergc eon el grupo má' ava111:atlo luego Jel retorno a la <kmocracia . . . .. 

"1 Marce! ) R ivera (2008: 1 75) itlcnti lican, luego J¡; ugrupar algunas tic.: las combinaciones teúricas 4uc emergen Je 

su ejercicio. nueve regímenes Je bienestar Ji li:1l'.11tes, ampl iando el rangn d1.: \ ariacic111 Je la-; 1ipnl11gía' düsiea'\: ·-. . . 

lu 1ipología propuesta arroja nueve regímenes Je bien1.:slar posihlcs: socialdemócrata. libero/, conservador 

Cf)l'fWmlivis111, cnnservudorfumiliarisla, c1111s1•rv"'lor, polenciul r�sludo de bienes/ar, dual e i11/ur111u/ deseslali=udu.'' 

Apl icando la léeniea Je análisis Je clústcr eon un amplio sd de intlicatlores refcriclos .i la prnvisiún de hiencst::tr en 

los países de la regiún a través J¡; las eineo csll:ras consignadas. los auton;s advierten 4ue la rcgicín se divide en cinco 
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Cuadro 3.1  
Tipologías de regímenes e le  bienestar aplicadas en 11aiscs d e  América Latina y el C.:arilJe. 

i\lcsa L:igo ( 1 99 1 )  

Filgucira ( 1998) 

C:uu�h (21104) 

l l uhcr & Stcphcns (2005) 

Sc¡:u.-a-l Jhicrgo (2007) 

Martíncz Fran7.0ni (2lHl!lb) 

1\1 arcel y Rivera (20011) 

E�tados " temprano� u 
pioneros" 

Estados de implant;ición 
"acelerada" 

Estados ''tanlío>" 

/\rgc1111na, Brasil, Chile, Cuba 
y Uruguay 

Colombia, Costa R ica, 
Ecuador, México, l'ana111á 

y Perú 

Bolivia, El Salvador, 
Gualcmala, 1 londuras, 

Nicaragua y Venezuel a 
Regímenes dt: bienestar de 

"unrvcrsalrsmo cslrat1 ficado" 
Rcgimcncs '"duales" Rcgimcncs excluyentes 

Argcnlma.. Chile, Costa Rica y 
Uruguay 

11n��il y México El Salvador, (iuatcmala, 
l londura� y N icaragua 

" F.statlos potenciales de bienestar'' 
Argcnl ma, Chale. Costa Rica y Uruguay 

"Estados de Bienestar 
ex ilusos" 

A rgcnuna.. Ch i le, 
l'osla Rica y Uruguay 

Brasil y Méx1w 

Paí�es con ".\lto csfucrw de bienestar'' 
Argcn1111a .. Rra�al. Chale, Costa Rica y 

l J 1 uguay 

"Sistemas informales de seguridad" 
Bol ivia, l3ras1I,  Colo111h1a, l�cuador, El 

Salvador, Guatemala, l londura�. México, 
N i caragua .. Panamá, Paraguay, l'crú.. 
República Dominicana y Venezuela 

Bol1v1a. Ecuador, 
Perú, Colombia y 

Vcne'lucla 

Ciualcmala, 1 2 1  
Salvador, l londuras y 

Nicaragua 
Pabcs con " Bajo csfucr:rn de hicncstar" 
!3olav1a. Ecuador, El Salvador. Guatemala, 

México, Paraguay, Perú, l�cpúhlica 
Dominicana y VcncltH:la 

Régime.n "estatal­
prod uctiv i ·ta" 

Régimen "c.�tatal­
prorcccioobta" 

Régimen "informal 
famili:trista" 

Argc111111a y Ch1lc 

"E�rados potenciales 
de hiencstar" 

Argcnl111a, Brasil, 
Chile, Costa Rica y 

Uruguay 

Brasil, Co�la R ica, 
México, Panamá y 

l Jruguay 

ílolav1a .. Colombia, Fcuador. 
El Salvadm, Guatemala, 

l londura.�. N i carngua .. 
Paraguay, Perú, República 
Dominic;ma y Vcnc1ucla 

Regímenes 
conservador y 
conservador­

familiarista 

Régimen dual Régimen informal-

México, Ecuador y 
Vcnc'!ucla 

Bolivia, 
Colombia y 

Panamá 

descstatizadn 

l�I Sal vador, 
Uuatcmala, l londuras, 
Nicaragua, l'aiaguay y 

Perú 

Fue111e: eluhnracuín propia u pur/tr de la /1/era/llra cllada 

Los país<.:s 4ue tlcsarrol laron en forma temprana sus regímenes de  h ienestar (algunos tic e l los 

contemporáneos, o aun precedentes, a los más avanzados) alcanzaron hacia las tlécadas tic! sesenta 

y setenta del siglo pasado niveles de cobertura cuasi-universales o muy amplios <.:n las áreas de la 

seguridad soc ial, la salutl y la educación básica, aunque sobre la base úc un accc!:>o estrati ficado de 

la población a estas po l í t icas. En este sentido, señala Fi lgueira ( 1 998: 8-9): . .  La primera d imensión 

hloqucs de regímenes de bh:m:star. El primero se integra por cim.:u pais..:s (Arg..:ntina, Rrasil, Chile, Costa Rica y 

1 Jrugua� ) qui: conslru� crnn sisti.:ma� quc podrían �cr definidos como de '"potc.:ncial Estado de hic.:ncstar". 
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central que caracteriza (a los países que desarrol laron e l  modelo de "universalismo estratificado'') 

es que hacia 1 970 . . .  protegían de alguna u otra forma a la mayor parle Je la población mediante 

sistemas de seguro social y de servicios de salud, a la vez que habían extendido la educación 

primaria . . .  a toda la población. En otras palahras todos e l los arrecían cxlen<lidos niveles de "des 

mercantil ización" tanto en la prestación de servicios Cuera del mercado como en la provisión de 

beneficios monetarios para d iversas situaciones de imposibil idad laboral .  La otra característica 

central de estos sistemas la constituye una ruerLe estrati ficación de beneficios, condiciones de 

acceso, y rango de protección en materia de seguro social y en simi lar medida en salud. Los 

trabajadores del Estado y los profesionales, servicios urbanos y trabajadores fabriles urbanos 

tuvieron acceso en ese orden a protecciones y beneficios, y también en ese orden estratificaron 

calidad y acceso:'6� 

S i  bien los países que constituyen ese primer clústcr de países de "al to esruerzo de bienestar" 

(Argentina, Bras i l ,  Chi le, Scgura-Ubiergo 2007) sigu ieron trayectorias d iferentes hacia la 

consolidación y expansión de su sistemas de bienestar (una ruta "democrática", caracterizada por 

la presencia de partidos de izquierda y fuertes sind icatos, y una ruta top-down, pautada por la 

construcción del sistemas de bienestar desde el Estado con el propósito de incorporar -y cooptar­

a los sectores populares emergentes), en Lodos se advit.:rLe en mayor o menor grado la presencia de 

los factores causales o determinanlcs que las distintas corrientes teóricas sobre welfare han 

destacado, entre otros: cierto grado de desarrol lo  de los países ( i ndustrialización, urbanización, 

etc.); la presencia de amplios sectores de trabajadores urbanos y fuertes o incipientes sindicatos; 

regímenes democráticos en construcción y, en ese marco, partidos de izquierda o centro-izquierda 

(o de partidos l iberales-seculares) portadores de agendas pro-we(fure. 

"� En contrast..: con csl<.: pri mer g1 uro mi� ava111aJn de pais..:s ··(lm) rcg1111rnes (de Brasil ) M.;,ico) pn.:scnwhan hasta 

la década de los sclellla un ca�i universal i/aJo Jc�arrnl lo de lu eJucu<.:iún primaria y un i mportanlt.: aUnljUe estrali IÍt:iJUO 
grado d<.: whcrtura <.:n salud . En lo rdativo a la s<.:gurid;1d social la cnbcrtura acentuaba los a�pectos cstratifi<.:a<los dc 

lns sistcmas maduros sin la cohatura un ivcrsal in<la de los regirncne:; de univcrsal ismo cslratificado. 1:n estos paises 

es Jnn<le el rrnhkma de la hcte10genciJad ten itorial pueJc ohsena1 �c con mayor claridad { . . . ) l Jn:i i mrorlantL· 

hctcrogenci<lad rcg ional cn los nivclcs dc dcsarmlln cconóm ico y soc ial . cviJcncia<lo y reproducido en cstructura con 

un comrarativamcnt<.: allll contenido f'cdcra l ist<1:· ( F i lgucira l 9'JX: 1 O) 
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El caso uruguayo, que suele ser destacado como un  leading case entre las experiencias 

latinoamericanas por el grado de desarrol lo de su régimen de b ienestar, ha sido producto de la 

combinación desde comienzos del siglo pasado de algunos de los ractores causales identi ficados 

por las distintas corrientes teóricas: cierto n ive l  de desarrol lo económico y soc ial; un régimen 

democrático institucional izado y estable: un sistema de partidos competitivo y fracciones 

partidarias portadoras de una agenda pro-welfare, asimi lable a la de los c lásicos partidos 

socialdemócratas o laboristas de los países más desarrollados; sind icatos autónomos con ciertos 

recursos de poder y capacidad de demanda y movi l ización; legados de política en d istintas arenas 

de política social. 

Corno se señaló en el capítulo anterior, la teoría de la industrial i7.ación y los en foques teóricos 

socio-céntricos consideran al ingreso per cápita de los países, la participación de la industria en la 

economía y el grado de urbanización como algunos de los ind icadores clave para determinar e l  

n ivel de desarrol lo de  los países. J\ 1 examinar los  valores que registraban algunos de esos 

indicadores en Uruguay durante las primeras décadas del siglo pasado, se adv ierte que el país 

presentaba tempranamente una serie de rasgos o perfiles que rac i l itaban o propiciaban la 

emergencia y expansión del régimen de bienestar: un alto nivel de urbanización -que el resto de 

los países de la región recién alcanzó hacia mediados del  siglo veinte, o aún más Larde-, cierto 

peso de la mano-factura en la economía y un nivel  de ingreso por habitante s imi lar al prome<l io de 

las economías industrialindas; factores que desde esta perspectiva teórica ambientaron en los 

países más avanzados el surgimiento de los movimientos de trabajadores y los parti<los de 

soeial<lcmócratas o laboristas que bregaron por conformar los primeros y más generosos sistemas 

de bienestar. Durante la primera mitad del siglo pasado -en particular, en las primeras décadas­

Uruguay se d istinguió con claridad del promedio de  los países de la región, presentando rasgos 

solamente asimilables a los dt..: J\ rgentina y, en algunas d imensiones, Chi le. Como se puede 

apreciar en el grcí fico 3 . 1 ,  durante la primera mitad <lcl siglo veinte el P IB  per cápita de Uruguay 

era s imi lar -arenas inforior- al promedio de los países europeos (con leves oscilaciones, entre 

9 1  %1 y CJ7<% <lt.:sdc la primera dét.:ada hasla lo:-; años cincuenta inclusive), al ticmpo 4 ue superaba 

c laramente al promedio de los países de América Latina (entre 70% y 59% superior durante las 
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primeras tres décadas del siglo pasado).63 Asimismo, los dalos presentados en la Tabla 3 . 1 

muestran que Uruguay era ya en 1 9 1  O un país básicamenle urbano, con una tasa de urbanización 

de 76%, un registro que recién alcan7ó Argentina -y al que se aproximó Chi le- medio siglo más 

larde, en los años sesenta. 

G ráfico 3. 1 

PI R por habitante (promedio decenal) en paises seleccionados. Promedios decena les para regiones 
seleccionados entre 1 900 y 1 969. En miles de USO ( 1 990 lnternational Geary-Khamis dollars). 
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• l'rumttlio (A r¡:cntina, Brasil, C'hilc, Colomhi•. México, l'tni y \lcnau<la) 

a Promedio 1lr Eurupa (Ale., Aus., Bél.. Uin .. Esp., Fin., lo r:rn., C�rc., lrl., tia., 
Nor., r•at,�H:.1jus, flor., ítci.\ lni., Sur:. y Sui.) 

Dl'rumctlio ( I JSA. AIL.intlia, rana1lá y Nueva Zcl:rndia) 
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Fuente: /Je , lnnas (21111') · 33). 
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''' l ,;,i distanci;,i cnl n; !ns valores de 1 lrugu.iy y ...:! promedin delos países de /\m�rit:a l ,;,itinu sería mayor aún si st: 

t:xcluycst: en d dh.:ulo di:! promedio l::il inoumcrit:ano al t:uso arg1:nti110. ya q111: /\rgcnlina se ascmcjaha -di.: ht:cho, 

suren'> i.:11 v;,arins dcccnios- ;,a l Jrugua) ; i.:11 cnnsccu..:neia, un;i comp:.iraciún más jusla cnlr..: l lruguay y los rcstanh;s 

paises Je f;,a rcgitin -111cluid11 Chik--. quc pn;scnwhan menores niv..:lcs de dcs:.irrol lo duranlc la primera mitad dt:I siglo 

pasado. p..:rmitiría aprcci;ir distancias n hrt:t:has m�L� signi rica ti vas 
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Tabla 3. 1 
Tasa de urbanización en países seleccionados de América Latina y el Caribe, orden:ulos en forma 

descendente por su valor en 1 960. Años selectionados entre 1 9 1  O y 1960. 

1 9 1 0  1 920 1 930 1 940 1 950 1 960 

Uruguay 76 1 i l 791iil 8 1  82l iii l 801iv l 80 
/\rgentina . . .  l v l  56 74 
Chile 68 
Venezuela 1 7 24 32 43 62 
Cuba 5 1 58 
M6xico 43 5 1  
Perú 35 o 47 
Brasil 36 4<> 
Colombia 43 45 
Panamá 36 4 1  
l� I  Salvador 37 38 
Bolivia 34 37 
Paraguay 35 36 
Costa Rica � 4  34 
Ecuador 29 34 
Guatemala 25 3 1  
Rc�ública Dominicana 24 30 

Fue111e. para todos los poíse.1". excepto Uruguay, h11st11 1 950 Mo11tevideo-Oxford /,n/111 Ami:ru.un licono1111c l/1story /)u/a /Jos!' 
paru /u mformac1ó11 sobre pohlación total del puís husla 1991) (h11p://moxlad-.�lug111g.herokuam1.comlhome/esl/) y para /1)611 
RanaJ Mundial (!111p:/ldutaha11k. worldbank.org/da1alwewslvurwhleSelec11011/selecrvanahles.asnx?source world-deve/opment­
/lld1cator.�#J;para Uru?;Uay hasta 1950 Nahum (2007· 12) y para 1 960 !?aneo Mundwl. 

No/as. /1/ 1 908: /1i/ 1916; /111/ 1 937: /111/ 1951; fv/ m1 1lato 

El grado de desarrol lo  económico y social que Uruguay exhibía en las primeras décadas del  siglo 

pasado, en los años en que se edi ficaron los pi lares conslitutivos de su régimen de bienestar 

(F i lgueira y Filgueira 1 994), correspondía al de una economía en la que la mano-factura (medianas 

y pequeñas industrias, artesanos, etc.) tenía un peso relativamente significativo, s imi lar al que se 

observa en esos años en /\rgentina y Chi le (Tabla 3.2). /\ mediados del siglo pasado, en el apogeo 

de la construcción de los sistemas de bienestar en la región, el 28% de la población económica 

acliva en Uruguay correspondía al sector de la mano-factura, seis y ocho puntos porcentuales sobre 

/\rgentina y Chi le  (los países más próximos a Uruguay en este ind icador), más del doble que los 

registros de Rrasil y Méx ico, y casi e l  lrirlc del valor venezolano. /\sim ismo, en esta comparación 

sobresale la distancia entre Uruguay (24%) y el resto de los países de la región -a excepción de 

Argentina (25%) y Chi le  (33%)--, con relación a la proporción de la pnhlación económicamente 

activa correspondiente a la agricu ltura, que oseila entre 42% (Vene7uela) y 66% ( México). 
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/\rgenllna 

Brasil 

Chile 

Costa Rica 

Colombia 

México 

Panamú 

Pcrú 

l lruguay 

Venezuela 

Tabla 3.2 
Composición de la PEA en países de A mérica Latina y el Carihe por sectores. 

-

Años seleccionados entre 1 9 1 0  y 1 960. En porcenlaje. 

Agricultura 
Mano faclura 

Otros sectores 
/\gricuhura 
\1ano factura 

Otros sectores 
Agricultura 
1\lano factura 

Otros sectores 
/\¡¡m;uhura 
Mano factura 

Otros sectores 
/\gricullura 
Mano factura 

Otros sectores 
/\grrcultura 

1ano factura 

Otros sectores 
/\ grr c11 l tura 
l\fano factura 

Otros scctnn:s 
/\!1?11cullura 
\!ano faclura 

Otros sectores 
/\¡¡ncultura 
i\lano factura 

Otros sectores 
Agricultura 

Mano factura 

Otros sectores 

19 10  1920 
35 36 
20 21 
45 41 

37 36 
16  lli 
47 48 

67 7 1  
1 0  9 
23 20 

26 
l tí  
5X 

1930 1940 
36 34 

Z I  23 
43 43 

67 
1 0  
23 

38 36 
l li 1 7  

46 47 

73 

l ll 
1 7  

70 65 
1 1  ., 
19 26 

52 

7 

4 1  
62 

1 5  
23 

5X 5 1  
10 111 
32 3') 

1 950 
25 
2Z 
53 

(10 
1 3  
27 
33 

211 
47 
57 
1 1  
32 
53 

1 1  
16 
66 
1 1  
22 
"i6 
11 

3 
5 8  

18  
2tl 

24 
211 
4X 

42 
IO 
48 

1 960 
20 
25 
55 
53 

14  
33 
30 

1 11  
5 2  

5 1  
1 1  
38 
48 

1 1  
4 1  
55 
1 5  
30 
5 1  
ll 

4 1  
52 
1 11  
30 

2 1  
29 
50 
32 

1 2  
56 

Fuente: elahomc11ín ¡m1pw a par/Ir de 111formac1ó11 extraída de Montev1deo-Oxford /,a//n American F.co11om1c llmmy /Jala Base 
(f1lfp:llmoxlud-s1agmg)1emkuupp.comlhome/e.dl), excl!pto para el da1n de ( Jruxuuy para el uño 1 9 1  IJ. el cual fue calculado a par11r 
de 111formac1ó11 extraída de Nahum (20117· ·12). 

La distribución de la población económicamente activa entre sectores que se registraba en Uruguay 

a mediados del  siglo pasado no d i fería a la observada en las economías industriales más avanzadas. 

Como se puede advertir en el Gráfico 3 .2, el valor registrado en Uruguay a med iados del siglo 

pasado (28%) era s im i lar al promedio de las principales economías del mundo industrial izado 

( /\  lcmania, l�stados U n idos, Francia, Gran 8n..:taña y Su1.:cia), y levemente superior al registro de 

los paises más desarrol lados tic A mérica del Sur y al de los del Mediterrúnco (en ambos casos, en 

torno a 20%). 
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Gráfico 3.2 
Porcentaje de empicados que trabajan en el sector de la mano-factura sobre el total de empicados en Estados 

Unidos de América y paises seleccionados de Europa Occidental y América Latina. Circa 1 950. 

América Latina (países seleccionados) 

� 
� � 

1 1 
l 1 s.i11 

@] � [ill [ill 1 � 1 1 1 1 1 
�· "' � o 

� 
o "' e " e: - u u .E -¡:¡ ¡;¡, g ¿ -e - ;¡ E i2 ::: u u c... E E ::o " "' ::: " :a e Z3 " :i e!' o - º e: � V � .J < c.. u u > 

Fue111e pmu los países de América Lut111a de Montewdeo-Oiford l.a1111 ,lmencan �co11om1c /11s11Jry Dula Rase pum la 
111formac11i11 .mhre pnhlacuí11 1()fa/ del país has/a 11/99 (hllp:/lmoxlud-.1·1ag111g.hemkuanp.comlhomeles#) y para el resto lh11vers11y 
of Gro11111xe11 (ht ln:llwww. rug.nllggdclproduc/ 1vi1vl I 0-seclorl). 

La s im ilar distribución sectorial <le la PE/\ que se advierte a l  cotejar el caso uruguayu cun algunos 

<le los países más desarro l lados (de [uropa y /\ mérica del orle), no impl ica necesariamen te un 

grado equivalente o scmcjanlc dc  desarrol lo  cconómit:o y, menos aún, <le industrial ización, pero sí 

da cuenta de algunos rasgos t:ompart idos con relación a las hases sot:ialcs que presionaron por l a  

expansión d e  los sistemas tle bienestar: s istemas orientados in icialmente a proteger los derechos 
laboralcs y sociales de los sect ores tic trahajadores urbanos. 

El incipiente desarro l lo económico y social de Uruguay durante las primcras década!> tlcl !>iglo 

pasado contri buyó a la temprana construcción de su régimen de  bienestar, lanlo en comparación 
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con sus vecinos tic la región como en colejo con los países más avanzados. Empero, como muestran 

buena parle de lo. estudios de caso sobre Uruguay y la l iteratura comparativa (entre otros, 

Papadópulos 1 992. Filgucira y Filguc i ra 1 994, í ' i lgucira 1 998, Huher & Stcphens 2005 y 20 1 2. 

Scgura-Ub icrgo 2007, 1 !aggard & Kaufman 2008, de.) no fue el grado ck desarro l lo del país e l  

faclor clave en la temprana expansión del  régimen de bienestar, s ino una combinación histórica 

particular de factores, entre los que se destaca el  proyecto polílico del primer bat l l ismo: su 

ideología, sus recursos de poder y sus l iderazgos, en un marco de competencia política con el 

Partido Nacional y de antagonismo ideológico con las fracciones más conservadoras del 

coloradismo. 

1 .a comparación entre Uruguay y los restantes países de la región -i ncluso aquellos que lograron 

construir regímenes de ''allo esf ucrzo de bienestarº' ( Segura-Ubiergo 2007)- permite advertir el 

carácter temprano del caso uruguayo. Como se puede apreciar en el Cuadro 3.2, los primeros 

avances en el campo de los tlcrcchos laborales, la conformación de un sistema de seguridad social 

con prestaciones contributivas y no contributivas, la paulalina constilución de un campo dual de 

instituciones prestadoras tle salud y la expansión de la educación básica gratuita provista por 

instituciones públ icas datan de las primeras dos décadas del siglo pasado, tres décadas antes que 

los restantes países de la región emprendiesen la primera fase de construcción de sus sistemas de 

bienestar, incluso aquellos que a com ienzos del siglo veinte se asemejaban a l Jruguay en términos 

de desarro l lo  económico y social.M 

'"' l'n;cisamenu: sohre la lem1mma conlhrmacicín de los pi lan:s o cim il:ntos tlcl régimi.:n tic hi1.:11cslar en Uruguay. no 

sólo en perspectiva comparada con los paíst.:s tle la región sino Lamhién con los paíst:s más desarrollados. sostienen 

l luht:r & �lt:phcns (20 1 2 :  7.f): .. l .o� dos puíst:s 4u1.: t1.:mpram1mcntc innO\ uron en política SlH.:iul fut:ron lJrugua) ) 

Chi lt:. Batllc en l Jrugu<1y luc un piont:rn en el t:stahil:cimii.:nto dc csquema' tic política soci<tl tic <1mplía hast:. no 

solamente cn el contexto tic América Latina sino Lumhién en el conlt:Xlo glohal. Para llls primc1 os a11us dc l<t tlécatl<t 
tlt:I veinte tlcl sigln pasatlo. l lrnguay tenía un sistema tic jubi lucinncs pani los fi111cinnarios púhlicos y rara los 

cmplcutlos tic cmpn.:sas privatla� o púhlicas prnvct:tlnras tic st:rvicios públicos {Lrcnt:s, tclégrufo, 11.:ld"onn. gas. 

clcclricitlad. clc.). así como pcnsioncs IH> co11Lrihu1iva.-; pura las personas inJigcntcs. por Jisc;.1pacidad y ror vcjc.1.. 

1m>gramas de :.llcncii'i11 médica matcrna � un �istcma amplio de hnspitalt:s públicos. ·· Traducción rropia. l .as negritas 

nos corrcsrondcn. 
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Cuadro 3.2 

" Realincacioncs criticas" en la evolución de los rcgimc11es de bienestar en América Latina cutre 1 900 y 1 950. 

Países 

Uruguay 

Argentina 

Brasi l 
Chi le 

Col (lmhia 

Costa Rica 

México 

Perú 

Venezuela 

Gobiernos 

José BatUe y Ordóñez ( 1 903-07 

y 1 9 1 1 - 1 5). 

Junta mi litar ( 1 943-45); Juan 
Perón ( 1 946-55). 
(letulio Varga-; ( 1 930-45). 
Arturo Alessandri ( 1 920-24); 
Carlos lbáñcz ( 1925-31 ). 
Al fonso Lópcz ( 1 934-38 y 
1 942-45). 

Calderón Guard ia ( 1 94 1 -48); 
José Figueres ( 1 948-50). 
Lánro Cárdenas ( 1 934-40); 
Manuel Avil:i ( 1 940-46). 
José Luis Bustamante ( 1 945-
48). 

El cazar López Contrerns ( 1 935-
4 1  ); lsaías Medina ( 1 94 1 -45); 
Rómulo Betancourl ( 1 945-48). 

Iniciativas en política social 

Sistemas de salud y de pensión impulsados por Batlle; legislación 
laboral (jornada de ocho horas); educación (primaria) universal y 
obligatoria, y pri mera fase de expansión de la educación 
secundaria durante la segunda administración de José Batllc. 

1 943: expansión significativa de las pensiones y sistema de salud 
bajo el gobierno de Pcrón. 
1 934-36: legislación sobre salud y pensiones. 
1 924: legislación sobre salud y pensiones bajo /\lessandri. 
ratificada bajo lbáliez. 
1 936: lcgislación sobre salud Llurante el primero período de 

López; 1 943 : legislación sobre pensiones Llurante el s1:gu11Llo 
período de Lópe1. 

1 94 1 :  Calderón establece funtlo de protección social y salud. 

ratificado bajo Figueres. 
1 943: fondos de pensiones y salud cstahlecidos bajo A vil a 
Camacho. 
1 936: fondos de salud y de pensiones establecidos por el gobierno 
conservador. 

1 936: legislación sobre saluLI y pens iom:s Lluranle el gobierno 
··conservador - modernizador" de Lüpe1 Contrcras. 

Fuenle: elaborac1rin prnpw a pamr de l laggard & Kaufman (2008 ./11 9}"' 

r.< Traducción propia. 
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El .. primer bal l l i smo·· (considerado como el 

periodo hislórico de casi tres décadas 

comprendido entre el primer gobierno de 

Ball le y Ordóñez y los primeros años treinta, 

duranlc el cual su l i derazgo logró conducir 

desde el  gobierno u orientar desde el partido la 

faena reform ista) representa, como señalan 

Haggard & Kaufman (2008), la .. coyuntura 

crítica·' en la que se sentaron las bases del 

régimen de bienestar uruguayo, los p i lares de 

su arquitectura institucional y política; el  

rcal i neamienlo h istórico que produjo los 

legados que coadyuvaron , a lo largo del siglo 

pasado -en particular, en los períodos de 

crecimiento cconóm ieo-, a cxlendcr 

preslacioncs y coberluras, y a mantenerlas 

frente a los intentos de retracción o 

Cuarlro 3.3 
Reformas lc�ales y de política en el área social en 

Uruguay entre 1 903 y 1 924. 

1 904: Creación de la Caja de J11bilacio11e�· Civiles. 
1 9 1 1 : Ley de creación de los Liceos 
OetJartamentalcs. 
1 9 1 2: creación de la Sección femenina de la 
Enseñanza Secundaria y Preparatoria. 
1 9 1 4 :  Ley sobre indemnización por despido. 
1 9 1 5: Ley de ocho horas (prohibición del trabajo de 
menores de 1 3  ai'ios, restricción del trabajo entre 13 
y 1 8; descanso para las mujeres durante el embarazo; 
descanso semanal obligatorio. ele.): el rrimer 
pro) celo o ricial ista data de 1906. 

1 9 1 6 :  Ley de exoneración del pago de matrícula 
en la Educación Secundaria. 
1 9 1 8 :  Ley de restricción al  trabajo nocturno: 
1 9 1 8: Ley de descanso para las mujeres en los 
lugares de trabajo ( ""Ley de la silln"). 
1 9 1 9: Creación de la Caja ele .Jubilaciones y 
Pensiones para los empleados y ohrcros del 
servicio público. 
1 9 1 9: Ley sobre 1>ensiones a la vcjc7 .. 
1 920: Ley de prevención ele accidentes ele trabajo. 
1920: Ley de descanso semanal ohligatorio. 
1923: Ley de Salario Minimo para el Peún l'�ural. 

i:uenfl': Nahum (2011). 

desmantelamiento de los csqucmas de protecc ión social, desde la temprana crisis del modelo de 

industrial ización por suslilución de importaciones durante la segunda m itad de los años c incuenta, 

pasando por el ascenso autoritario en tiempos de imp lantación de los . . regímenes burocráticos 

m i l i tare<;", hasta la fase de l i heralinción y apertura económica de las ú l t imas dos décadas del c;iglo 

pasado. 

La signi ficación dc ese primer período se aprecia con c laridad en algunas áreas o sectores de 

política social. En rarticular, la rápida ampliación de la cobertura de la seguridad social ,  bajo un 

··moc..lclo bismarckiano .. (con notorios rasgos de estra 1 i ficación, pero larnhién con algunas 

lem prunas prestaciones no conlributivas des l inac..las a universal izar la cobertura de la segu ri dad 

SOl:ial), d istingue al caso uruguayo de sus pares de la región; inc luso -como ya se seña ló-, lo 

d i fl:rencia de  aquellos que exhibían a comicn:1os del siglo veinle niveles semejantes de desarrollo. 

t:n parle. esa temprana construcción fue ambientada o fac i l itada ror legados de rolítica () una 

trayectoria antecedente que se remontaba al  siglo d iecinueve, cuando el dominio m i l itar del Eslac..lo 
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sobre el territorio aún no se había logrado en plenitud y cuando sus estructuras burocráticas todavía 

eran incipicntes.66 

Enlrc 1 9 1 867 y 1 933 (apenas 4uince años) se registra un aumento de poco más de mi l  jubi laciones 

a más de noventa m i l  (incluyendo pensiones a la vejez), lo 4ue impl icó que la mayor parte de las 

personas de todas las categorías de ocupación tuviesen cobertura de seguridad social a med iados 

de los años treinta. Si se considera, exclusivamente, a la población de varones que tenían sesenta 

o más años de edad en 1 93368, se podría sostener que a med iados de esa década el un iverso de las 

c.5 '"l�n Uruguay. la primera legislación que ofn:cía pensiones para los mit:rnbros ele la� fucr1.as armadas (ror im·aliclc1 

y ror SU[h:rvivicntcs), ragada� ele rentas generales. fue aprobada en 1 829. Los funcionarios públicos tuvieron derecho 

a recibir rcnsiones cn 1 838. En 1 884 el beneficio de las pensiones por vcjc7 fue sumado al csqut:ma (existente) para 

los mi l i tares, y en 1 892 le fueron rccon11ciclos los mismos derechos a los rolicías y bomberos. En 1 896 cl primcr fontl11 

c.Jc pcnsioncs fuc cstablccic.Jo para macslros y otros emrlcados del sistema educativo. Este fuc cl rrimcr esquema con 

eontribut.:ione� obligatoria<; d<.! los <.!mpleados y c.Jcl Estado t.:omu cmpleador. ( . . .  ) l�n 1 90..t, B<1l l lc cstablo.:t.:iú un li111dn 

d.: pensión para los empleados públicos, c.Jejando Je hccho el fondo rara los maestros 1.:omo una cnticlacl separada. 

Originalm1.:ntc, sólo los empicados rermancntcs pagados por rentas generales eran cubiertos por cstc fondo, pero cn 

los siguienti:<: veinte :iños más } más categorías de emrb1dos púhlicos fueron incorporada,. ( . . .  ) l .o-: ra�gos básicos 

del sislcma ele seguridad social fueron complcta<lus con el estahlccimicnlo en 1 9 1 9  Je un fondo de pensión para los 

trabajadores de cmpn.:sas provcccloras de servicios púhlicns, tanto estatales L:omo privadas ( . . .  ) Finalmcntc. en 1 925 

un fonc.Jo dc pensión para los trabajatlon:s dc la banca fui.: cslahlc1.:ido.·· ( l  laggar<l & K aufman 20 I '.?.:  85-8(,) Traclucdón 

propia. 

67 Como s1.: señaló en el Cuadro 3.3, 1 9 1 9  representa un año clave 1.:n la pcrimlizaci1in de la evolución dcl sistema de 

seguric.Jac.J social durante la<; primeras décadas dd siglo pasado. porque se intrndujcron nuevas pn.:stacioncs (entre 

otras, las pensiones) 4uc implicaron la expansión ele la cobertura a col..:ctivos hasta ese momento desprot..:gidos. En 

consecuencia, resulta ilustrativo lomar el año 1 9 1 8  t:Omo posible línca tic basc para examinar la accler:.it.:ión cn cl 

proccso e.Je ampliación dc la seguridad social durantc los primeros decenios c.Jcl siglo pasado. 

"N Se dehc lcncr en cuenta que durante la<: primeras décadas del siglo pasado la rarticipación Je las mujcrcs cn la l'I�/\ 

cra muy baja. /\sumiendo que la� persona� qu1.: tenían st.:scnla u más años dc edad en 1 933 (roblaci<in c11 edad Je 1ctiro 

c.Jc la lucr;ra dc tmbajo y, por lo tanto. bcncficiaria lcóri1.:amcntc dt.: las prt.:slat:ioncs rn11trihutivas y no conlribulivas 

parn rt.:lirnclus) lcnían en 1 908 cnlre 35 y '1 1) alios de edad. correspondcría analiz<Jr la cnmrn�iciún por gén..:rn de este 

ültimCJ grupo a cfl:t.:lCJs dt: cstahleccr 4ué pohlaciún Jebcría scr L:ubicrla por el sislt:rna ele rclirn un cuarln del siglo 111:"1s 

lar<l1.: rara alc :.111;-ar nivclcs universales c.Jc cnhcrlura. Nucvc tic 1.:ada clicz personas que liirmaban parte de la l' I�/\ en 

1 908 y h.:nían cnlrc 35 y --19 alios ele edac.J t.:ran varont:S (hur://www.iccon.ccec.cdu.uy/hasc-<lc-Jatos-arca-Jc-hi�tmia­

cconomica/cunt1.:nido/32/es/). En consecu1.:ncia. rarn dct1.:rminar cl grado Je wbcrlura c.Jc las jubi laciones y pcnsiont.:s, 

lo más apropiado sería dividir el númcro lolal de 1.:stas rrcstacinncs ror la población 111;.ssculina cn edad clc recibir talcs 
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personas en edad teórica de retiro rec ibía prestac iones de la seguridad social (Gráfico 3.3), un 

registro atípico dentro de la región - inc luso entre los países más avan:1ados o pioneros en la 

construcción de regímenes de bienestar- y comparable con los datos de cobertura de seguridad 

social de los países más avanndos. 

Gnífico 3.3 
Evolucic'ln del número de jubilaciones y pensiones a la veje·¿, y tic las poblaciones en los grupos tic ctlatl tic 

referencia en Uruguay. Serie 1 9113- 1 933. En miles. 
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Fuente elubomcuín pmpta a partir de dutos sobre /u l!n1/uc:1ú11 de las ¡ul11/oc1011e.� y las pen.mme.1· de Nuhum (2007) y sobre 
pohluc1ón de la mmna fuente y de CEl.AIJF. (h11p_:/lwww.ce.J]J.1/. nrglesles//111aL·u111es-proveccione.s-poblacw11-laJ:K.11-plu::n-l 950-
2100). 

prc.:stac.:iom.:� ( C ir;ºtlicn 1.3). Con re!>pe1:lo il los n iveles tic.: pa11icipación latmrnl de.: mujeres y varones en l as primeras 

décadas tic! siglo pa�ado y la composición de J;i PI.A se puede cnrrsulwr: Fkilas y Román (201  O: 45). 
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A fin de valorar la magnitud de la ampl iación 

del régimen <le bienestar social en Uruguay, se 

debería sumar a la expansión del número de 

preslaciones (jubilaciones y pensiones) e l  

incremento de su valor real .  Entre 1 920 y 

1 935, al m ismo licrnpo que el número lota! de 

jubi laciones y pensiones pasaba de veinte a 

más <le noventa m i l, el poder adquisit ivo de 

las jub i laciones crecía de 1 00 a 337 y el de las 

pensiones a la vejez de 1 00 a 287 (Gráfico 

3.4), lo que determinó un salto significativo en 

la prioridad macroeconóm ica <lel gasto 

públ ico en seguri<la<l social. 

Al t iempo que la seguridad social se expandía 

hasta lograr n iveles próximos a la 

un iversalización, la educación primaria o 

básica se lomaba progresivamente universal. 

Como se.; advierte en el Gráfico 3 .5 ,  Uruguay 

qu intupl icó en medio siglo la matrícula de 

educación primaria (pasó de 52 m i l  a lumnos 

entre escuelas públ icas y privadas en 1 900 a 

casi un cuarlo de m i l lón en 1 950), logrando a 

m i tad del siglo veinte una lasa bruta <le 

matriculación en educación primaria 

levemente surerior al 1 00%, s im i lar a la de 

Argentina y a la Chi le, y aproxima<lamt.:ntc 

cuarenta puntos superior a la tasa promedio de 

la región (Tabla 3 .3) .  

G ráfico 3.4. 
Valor rromcdio mensual de jubilaciones y pensiones a 
la vcje7,, medido a precios constantes (pesos de 20 IO). 

Serie 1 920-1935 ( 1920 = base 1 00). 
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la Universidad (!111p:llwww.1econ.ccee.edu. uvlhase-de-d11t11s­
area-de-h1storia-econom1calrnn/e11idu/32/es/). 
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Gráfico 3.5 
Matrícula de educación prinrnria (pública y privada) 

en Uru�uay y población en las edades 
correspondientes, entre 1 900 y 1 950. En miles. 

c::::::J Puhlación lle referencia (6 n 1 1  añoó\) 
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Fuente: elohorur1ón propm a par11r de daros de Í1wtuno y /)e 
Armas (201.f) .whre matric:ula y de Nahum (('oord.) (20117) mhre 
pobluc1ó11, exc:epto pura el uño 1950 cuyo dato corresp11111/i: u 
c1�·L.4/JE (!111e: ·11 11·11 a1u1/.or[' l'.1· C'.1·t111wcintu'.1·-¡irqJJ:t:t_lfJ11t:,''-

1>cihl11r·¡r¡¡1-l!ltJ�n-1•/0:1J-/ CJ511-2 I 00). 



También en el campo de la salud las primeras 

décadas del siglo pasado fueron escenario de 

una rápida expansión de ofertas y coberturas, lo 

que permitió consolidar uno de los cuatro 

p i lares del régimen de b ienestar uruguayo 

(F i lgueira y Fi lgueira 1 994). Como se aprecia 

en el Gráfico 3 .6. entre 1 9 1  O y 1 935  el  gasto 

público total en salud aumentó de casi 0.4% a 

1 .3% del  PIB. 

Tabla 3.3: 
Tasa bruta de escolarización en Primaria en países 

de A mérica Latim1 y el Caribe. Circa 1 950. 

l .  /\r!l!entina 1 1 2 1 0. Máico 66 

2. t J rugua;y 1 06 1 l .  Vcnc7Uela 66 

3.  Ch i le 97 1 2. Rep. Dom. 57 
4. Perú 89 1 3 .  Brnsil 54 
5.  Panamá 89 1 4. l lonlluras 48 
6. Costa R ica 83 1 5 .  Bol ivia 46 
7. Paraguay 77 1 6. Colombia 45 
8. Cuba 72 1 7. Nicaragua 44 
9. Ecuador 7 1  1 8. El alvador 43 

Promedio 611 1 9. ( iualcmala 34 

Fuente: Cae/ano y Ve Armas (2{)/ ./: 12) 

Si  bien no abunda la infonnación cuantitativa que permita d i mensionar de manera precisa la 

magnitud y e l  ritmo de la ampliación de  l a  

protección laboral durante las primeras décadas 

del siglo pasado en Uruguay (e l  cuarto p i l<1r de 

su régimen de bienestar), un ind icador proxy 
para tal  fin podría ser e l  salario real ,  ya que el 

crecim iento en la capacidad de compra de los 

salarios podría ser interpretado como un 

producto de la priorización del trabajo en la 

d istrihución del ingn.:so y, más concretamente, 

como un resultado de políticas económicas y 

laborales orientadas a mejorar las condiciones 

de vida de los trabajadores y sus f'ami l ia�.69 

Gráfico 3.6 
Casto Público en alud en Uru�uay. 

En porcentaje del P I R. Serie 1 9 1 0- 1 935. 
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Fuente: Ude/a/? MIDES (20117: 66). 

'"' En los 4uince años comprenlli<los cnLn.: 1 920 ) 1 'J34 cl l ' I  B rcr dpita, medido en pesos constantes. tuvo un 

crecimiento loLal aeumula<lo <le 24% (cálcu los a partir <le la:-. scric� <le historia ccnnó111ic;:i del Instituto <le Economía 

de l Jn iversi<laJ <le l:.1 r�crúhlica: hl tp ://www . iecon.ccce.ec.l u. U) /base-Je-Jatos-arca-c.Je-h istoria-

cconomirn/contenic.Jo/32/cs/). Entre l ')41 y 1 <)'i7 (un período lle iJéntica c.:xtc.:nsitin) el l ' l n  pc.:r c::ípita en pesos 

cnnstantc.:s tuvo un crecim iento acumulaJo lle <)()%,. Esla compar.it:ic'm e11tre los llos pt:ríollns e.le apogeo del batl l is1110 

clásico mue:-.tra 4ue el primero no :-.e c:11actcri1<i por un lticrtc crecimiento e.Je l:.i eeonomía. lo qut: n.:salt.a aún mas el  

c1e<.:irnicnlo real <lc los salarios. así como l'I aumt:nto en el gasto plihlit:o social mcdillo t:omo pon,;cntajc del l'IB. 
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Como se puede advertir en el Gráfico 3.7, 

entre 1 9 1 9  y 1 934 (período que comprende 

los primeros años posteriores a la gran crisis 

mundial de 1 929), el salario real en el país se 

dupl it:ó. 

En suma, durante las tres primeras décadas 

del siglo veinte el Estado uruguayo rrocesó la 

construcción y temprana expansión de los 

cuatro p i lares que definen los rasgos o e l  

perfil de su  régimen de bienestar; un sistema 

que pretendía alcanzar coberturas universales 

en esos pi lares, aunque con ciertos niveles de 

Gráfico 3.7 
Salario Real en Uruguay. Serie 1 920-1 934. 

225 ,�------

200 

1 7 :S  

l�O 

1 25 

ltUI 

Fuente. elahoración propia a par/ir de: lnstrtU/o de Economia 

de la llnrversrdad (f¡11p:l/www.1econ.ccee.edu.uvlhase-de­
datos-area-de-historia-econo111icalcontenidol32/es/J . 

estrat i ficación en el acceso y -de facto- en la calidad de las prcsta<..:iones o serv1c1os y las 

transferencias; un régimen que lograba hacia los años treinta y cuarenta del siglo pasado cuatro 

resultados que lo d istinguían dentro y fuera de la región: i) la un iversalización de la seguridad 

social para los retirados (en ese entonces, fundamentalmente, varones); i i )  la generalización la 

cobertura de salud a través de un sistema dual (con prestadores mutuales o corrorativos para los 

trabajadores formales y sus ram il ias -los sectores o estratos medios de la población- y prestadores 

estatales para el conjunto de la población); i i i )  la imp lantat:ión de una legislación laboral de 

avanzada y la promoción del  empleo con niveles rróximos al p leno empleo a través de los sectores 

secundario y terciario de la economía y, en gran medida también, del empleo público; iv) la  

universalización e.Je la educación primaria a través e.Je escuelas estatales gratuitas y laicas/seculares, 

que representaban más del 80% de la matrícula total .  

El  rcalineamicnto histórico que rcrrcsentó el primer batllismo moldeó no solo los rasgos del 

régimen de bienestar -su pretensión de cobertura un iversal y, al m ismo tiempo, su <..:ará<.:ter 

estratificado o segmentado (Filgueira 1 997)-, sino también las bases sociales y polílicas que lo 

sustentaron a lo largo del siglo veinte: población urbana, estratos socioeconómirns medios, 

trabajadores rormales empicados en la rcqueña y mediana industria y, principalmente, en los 

servicios, empleados públ icos y beneficiarios de la seguridac.J social estatal Uubi lados y 

79 



pensionistas). Por cierto, el repaso exhaustivo de esas bases sociales permite advertir con relativa 

fac i l idad la magnitud de los sectores que quedaban fuera de esas redes de inclusión (de todas 

formas, a la que se podía observar en el resto de los países de la región)7º: los sectores que eran 

ajenos a esas prestaciones y transferencias o que, a lo sumo, eran destinatarios de una protección 

de menor calidad. 

La construcción y la expansión del régimen de bienestar en Uruguay en las primeras cuatro o cinco 

décadas del siglo veinte fue posible a partir de un modelo de desarrol lo  basado en una economía 

agrocxportadora, que se benefició con ciertas oscilaciones de los términos de intercambio positivos 

durante ese largo período -en particular, desde comienzos de los años cuarenta hasta mediados de 

los cincuenta- y que permitió a l  Estado red istribuir una creciente renta hacia los sectores urbanos, 

mediante la promoción de un sector industrial orientado a un pequeño y protegido mercado interno 

y la expansión del empleo público y las prestaciones de la seguridad social. 7 1 Por cierto, esas 

variables o lacto res generaron cond icioncs favorables para la gestación y la reproducción del 

régimen de bienestar pero no operaron como condiciones suficientes; más aún, esas condiciones 

económicas o estructurales favorables no son destacadas por la l iteratura como los factores más 

relevantes o determinantes en e l  caso uruguayo; son, en cambio, factores estrictamente políticos 

los que la l iteratura destaca como componentes principales de la combinación h istórica particular 

que determinó el  oulcome uruguayo: la solidez y estab i l idad de su régimen democrático; una 

70 1-:n esta misma linea. c.:omc.:nLan l l:iggard & Kaurman (2008: 79): ··Los sistc.:mas cstratilicados dt: hic.:ncstar de los 

países de /\rnérica latina reflejaron las hascs urbanas dt: h.is coaliciones políticas qui.: desafiaron a los n:gímcm:s 

ol igárquicos. ( . . .  ) Los Estados ck hienestar más · m :rnndns' . como los de Uruguay, Chi li.:. ( 'o<;la Rica y Argentina. 

brindaron hi.:ncíicios m:ís urnpl ios -uun cuando desiguales 4uc los de otros países de la región. tali.:s como l'crú, 

Cnlnrnhia n \1�\ic.:o." rraducción propia. 

71 S..:gún l 'i lgui.:1ra ( 1 998: 9): · · 1 .0� casos de Argentina y Uruguay prcsi.:ntaron un modelo de sustitución di.: 

i mporlacioni.:s am:ladu ..:n exportacinnc.:s tle bi..:ni.:s primarios con muy baja demanda de mano de obra ) con alta 

rcntabilitlatl int..:rnaciunal. Fui.:rtcs procesos m igratorios a los ci.:ntrns urbanos crearon presión para la i ncorporaciún 

di; scc.:tnrcs s11halti.:rnos. l�I l�stado apoyó t:sta incnrporaci<ín mcdiunti.: l:J captaci(i n de.: emp ico público y el apoyo a I¡¡ 

intluslria dnrnéstic.:a. El poder del l�statlo snbri.: los capitales tlum�sticos sumado a la temprana sindic.:alización de los 

�i.:c.:tnn:s suhurtlinudos. pcrrnili<i negociar e implementar extendidos programas de prnlccc.:ión social con 

linanc.:iarnicnlo lripartito en d i.:a<;n del seguro social y unili.!li.:ral (cstutal) ..:n i.:I ca�o tic cducaci6n y para ci i.:rtas ürcas 

c.Jc salud:· 
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v igorosa competencia e lectoral entre dos partidos calch-all signada por apelaciones a los sectores 

popular1,;s; la orientación ideológica de corte socialdemócrata o l iberal-social del  '"primer 

batl l i smo"; el activo l i derazgo reformista de Balite y Ordóñez; la relativa fortaleza -al menos en 

el contexto regional- de los movim ientos <le trabajadores, y el tipo de vínculo que enlabiaron con 

los partidos y el aparato estatal; la trayectoria política del propio Estado y los legados en las 

distintas arenas de pol ítica. 

La preeminencia de factores estrictamente políticos en la coníormación in icial o constitución del 

régimen de bienestar u ruguayo -la presencia de un régimen democrático estab le, un  sistema de 

partidos altamente institucional izado y competitivo, corpus ideológicos de corte socialdemócrata 

(aun en partidos que no podrían ser <lcfini<los como tales72) y movimientos de trabajadores 

relativamente autónomos írcntc al Estado- caracteriza la ruta que transitó el país en la construcción 

de su modelo de welfare. En esta línea, sostienen l luber & Stephens (20 1 2: 8 1 ) : " l l ubo dos 

patrones en la construcción temprana de estos estados de bienestar más avanzados: un patrón 

democrático / con fuertes partidos de izquierda en Chile, Costa Rica y U ruguay, y uno 

caracterizado por el autoritarismo y la t:ooptación por las el ites of una amplia c lase trab�jadora 

urbana, representada por A rgentina y Brasil.'' /\si mismo, señalan (20 1 2 :  1 00- 1 O 1  ) : .. La evidentia 

es clara con respecto a la i m portancia de la democracia en la expansión de los esquemas de 

seguridad social en Chile, Costa Rica y Uruguay . La expansión de la protecc ión social en 

/\ rgentina y Brasil ocurrió bajo regímenes no democráticos ( . . .  ) Los par·tidos de cent ro­

izquicrda fueron d i rectamente y en el largo plazo involucrados en la formación y expansión 

de los esquemas de seguridad social en Uruguay y en Costa Rica. En Chi le, estos partidos 

solamente lograron in lluenei<i Ji recta luego de 1 970 ( . . .  ) Sobre el rol <le las organ izaciones de 

72 N i11gu1111 d...: lus lr...:s purlidus, t"ra1;i;ion...:s partidarias o movimi...:nlos políticos que l ideraron las tres las...:s de 

cnnrormaciún () expansión dd n.:gi1m:n Lle bicm:slar en l lruguay (el ··primer hal i l i snrn·· uura11te la� primt:ra� uécauas 

del <;1gln pa�ado. e l  ··nco-hatl l io;mn·· d.:sli...: L:llm i...:111os d...: los años cuarenta hasta lin,,;,s lit.: los 1;in1;u.:nla, :r el  1:rcnt.: 

t\mrl io  a part ir lle 2005) SL: ¡j¡;fi11iú i d...:ológicamcnl...: t.:omo s11cialu...:mócrala, m;is a l lá  ¡j¡; afirmaciones en tal sL:ntido 

de algu11as de sus vertientes o l ídcr...:s; cm¡it.:rn. s11s ¡irogramas 11 p lalaf(¡rmas t.:n el eam¡io Je las rnlíticas sociulcs 

pourían SL:r asimilables sin mayor 1.k:hate -en particular. en e l  t.:aso ucl FrL:nt...: t\ mpl io a las de los dásicos partidos 

sot.:iald...:mócralas. 
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L rabajadores, no se puede afirmar que los fomlos de seguridad social fueron eslablecidos en 

respuesta a las demandas articuladas por el movi miento obrero en n inguno de estos cinco países 

( . . .  ) S in  embargo, resu lta t a m bién claro q u e  la seguridad social fue vista por el sector 

r·cformista de las élites políticas como un instrum cn(·o para acordar con un fuertemente 

mil i lantc movimiento obrero ( . . .  ) Por lo tanto, la presencia de este movim ienlo obrero fue 

importante."71 

A 1 comparar la experiencia uruguaya con olras de la región, y aun con países más desarrol lados 

que fueron pioneros en la construcción de los modernos l�stados de Bicneslar, sobresale ya a 

comienzos del siglo pasado la consolidación de su régimen democrático, en todas sus d imensiones 

estructurales (democracia electoral, l iberal, participativa, etc.). 

Uruguay logró consLruir y asentar entre los años veinte y treinta del siglo veinte una pol iarquía 

rclalivamentc madura, claramente d i ferenciada de los regímenes de sus vecinos de la región. En 

cinco d imensiones del régimen democrático (la democracia ""electoral"·, ' · l iberal", '·de l iberativa··. 

··igualitaria" y "'partic ipaliva"'). Uruguay registra en esos primeros decenios valores superiores a 

los promedios de A mérica del Sur. América del Norte y Europa del Sur, s imi lares a los promedios 

de Europa conlincntal y levemente inferiores a los de los países escandinavos (Gráfico 3 .8) .  l�I 

carácter temprano del desarrol lo del régimen democrático en U ruguay (contemporáneo a la 

primera fase de construcción de su régimen de bienestar), resu Ita aún más evidente cuando se 

compara al país con sus vecinos de la región (Gráfico 3.9), incluso aquellos con los que comparte 

un patrón democrático en el proceso de construcción de los sistemas de bienestar (Chi le y Costa 

R ica).74 

71 T;,uJucciún propia. l .as ncgrilas nos corresponden. 

71 lJna eomhina1.ión h1st<iriea particular de democracia. partidos de centro-il'4uicrda (con posicinm:s socialdemócratas 

o fl' n-wcl fo re) y movimientos de 1rahaj<1dorcs o sindicatos n.:lativamentc dcsarrollados y autúnomos. 
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Gráfico 3.8 
Índices de Democracia '·Electoral", "Liberal", "Deliberativa", "lgualiruria" y " Participativa" en Uruguay y 

reo iones del mundo seleccionadas. Serie 1 9 1 0- 1 970. 
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Gráfico 3.9 
Í ndices de Democracia "Elcctor::tl", "Liberal", "Deliberativa", "Igualitaria" y "Participativa" en países de 

Amerirn Latina selecciona ti os, ordenados en forma tlecrecicnte por sus valores en los índices.Serie 1 9 1 0- 1 970. 
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M ienLras los resLantes países de la región desarro l laron sus sistemas de bienestar bajo regímenes 

democráticos que recién alcanzaron su consolidación sobre m itad del  siglo veinte (Chile, Costa 

R ica y Venezuela), democracias inestables u osc i lantes ( A rgentina y Bras i l )  o regímenes 

semidc111ocráticos con sistemas partidarios hegemónicos ( México), Uruguay logró sentar las bases 

de su régimen de bienestar en un contexto de incipiente -y anticipatorio- desarrol lo  democrátieo.75 

En este sentido, y como ya ha sido señalado ( Barrán y Nahurn 1 985,  Pan izza 1 990 y CasLel lano 

1 996), la  conformación del Estado social en Uruguay fue producto de  dos procesos sociopolíticos 

que pese a ser d i ferentes convergieron durante esas tres primeras décadas del siglo veinte: la 

•·tardía" instituc ion a 1 ización de su poder es La La 1 y I n  "temprana" democratización de su ocicdad 

(y del aparato estatal). 

Si  bien Uruguay compartió con algunos otros países de la región -Ch i l e  y Costa R ica- un patrón 

democrático en el proceso de con formación y expansión del régimen de b ienestar a lo largo del 

siglo veinte -según l l uber & Stcphens (20 1 2), la combinación de régimen democrático, gobiernos 

con orientaciones de centro-izquierda y cierto peso sind ical76, o de acuerdo a Segura-Ubicrgo 

75 1:.1 caráctcr tcmpano dd desarrol lo y la consolidación de In poliarquía uruguaya. espceialmcntc en comrmraci(ln con 

los restantes países de la rcgión, ha sido advertido por historiadores y ror la política comparada. En cstt: marco, vale 

la pcna rccordur cl siguicntc pasaje de l lobsbawm ( l 9'J5: 1 1 8 ): ·· . . .  durantc todo c.:I período cntrcgucrras ( . . .  ) d 

contincntc americano . . .  no relejaba un avance general de la<; in-;tiLUcioncs democráticas. La l ista Je cstaJM 

sólidamentc constitucionnlcs del ht:misfl:riu occidcnLal era pequeña: Canadá, Colombia, Cosla Rica. Estados Unidos 

y la ahorJ olvi<l<1Ja ·suin Je l\mérica del ur'.  y su (mica democracia real, Uruguay:· l l istoria del Siglo X X .  
ílarcclona: Editorial Crítica. Las negritas nos corresponden. 

71' Con relación a la incidencia del movimiento obrero en la t:nnfiguración inicial del régimcn de bienestar en l Jruguay, 

sostienen l lubcr & Stcphcns (20 1 2: X6-X7): "La constitución Jc 1 <) 1  7 cstablcció la l ibcrlad irrcstricta <lc asociación . . .  

no hnhia l ímites a l a  nt:gociaciún colcctiva y a l  derecho de huelga. tu wal permitió la consolidación Je sindicatos 

indcrcmlicntcs (del poder político):· Asimismo. scñalan man;ando el contencioso cntrc lo::. c::.tudio::.os Jd caso 

uruguayo con rclat:ión al pcsn efectivo qut: los sindicutus tuvieron en e�c periodo, cn tanto potcncialt:s ac111rcs Je 

p1csiún: .. 1 lay desacuerdo (cntrc los cspccial istas) sobre hasta qué punto los sindicatos prt:sinnarnn o no por la 

cxpansiún Je los esquemas de st:guridad sncial. Mesa-1 .ago iJrgumcnta qut: la mi l i tancia obrera aumcnlú 

significativiJmcntc cntrc 1 9 1 6  y 1 920 y que csta mi l i tanciu conjuntumcnlt: con las rrcsioncs por la t:xpansiiín de la 

cobertura bajo los sistemas Jc pensioncs cxistcnlcs provoc<'> rc:;.pucstas rositivas del gobierno colorado. Por otro lado, 

l'apadcipulos cita cvi<lcncia dc . . .  artículos dc la prensa comunista Jc 1 924 que dcmucstra quc csc medi o )  los líderes 

anarquistas Jc lu más pudt:rosa nrganizacicín sindical t:xplicilamentc se oronían a la creación de un fondo nacional dc 
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(2007: 53),  la combinación de alto nivel  de 

desarro l lo económico y social, bajos n iveles 

de apertura comercial, democracia y 

gobiernos con plataformas de iz4uierda o 

ruertes sindicalos77-, el peso del factor 

partidario, de los programas reformistas de 

inspiración social izante o socialdemócrata y 

de ciertos l iderazgos de vanguardia aparece 

especialmente destacado en la l iteratura 

comparativa y en los estudios de caso cuando 

se exam ina la experiencia uruguaya, en 

particular cuancJo se aborda esa rase in icial 

de construcción del régimen de bienestar: 

.. Hay sólo dos casos en A mérica Latina 

donde partidos de centro-izquierda fueron 

capaces de moldear las car·acterísticas 

iniciales de Estados de Bienestar y, así, 

de_jar su h u ella: l J rnguay y Cosht Rica. Sin  

embargo, en  Uruguay en  el pcríocJo 

'·Aquí no hay gran industria, ni masa obrera, ni 

burguesía acaudafwla ( . . .  ) Nuestro paú- no e.\· otra 

cosa que una pobre y oscura rep11bliquit11 ( . . .  ) Y  

.'liendo así, ¿qué significa la racha tmticapitafüta 

que sopla e11 las alturas oficiales? A nuestro juicio 

110 tiene fu11dame11to legítimo . . . "[*] 

Ar1ículn publicado en el diario noetnnalisla /,a /)emocracia. 

dmg1do por f,uis A Iberio de Herrera y Carlos Roxlo 

.. El país necesita productores, pero productores 

que sean ciudadanos ( . . . ) Y todos los que quieran 

que el país ten}_[a ciudadanos capaces de . . .  

defender sus derechos . . .  deben dar Loda su 

simpalíu a lujnrnada un�forme de ocho horas ( . . . ) 

Seremo.\· una pobre y oscura repuhlit¡uita, pero 

tendremos /eyecifas adela11tatlila .... " í *  1 

.José f3arlle y Orúti1ie:. 
ar1íc11lo en resp11es1a p11h/11:udo en F./ Dio. 

/ "/ C111ulo por No/mm (20 1 1 :  34) 

constilutivo (del EslacJo e.le B ienestar), fue menos un  partido ideológic<:1mente de izquierda e l  que 

diseñó los programas in iciales de protección social que un  Presidcntc, José Rat l l e  y Ordóñez, 

rcnsión snbrc la hase de 4ue esto estaba siendo promovido con fines el<.:clorales y rodia, polcncialmenlc, t;OOptar a la 

ela"c nbn.:ra y hac1.:rla pcrdcr su capacidad de lucha contra la injusticia del sist1.:m:.i capital ista."( l hídem). l ,a traducción 

y las negrita� nns pertenecen. Más allá de estos deb:.itcs, y reconociendo desde ya que el peso del movimicnto obrero 

cn los países dt; l a  rcgión -incluso cn los más dcsarrnllados- resultaba a comienzos del siglo pa�ado menor a l  quc se 

podí;:i observar en las econom ías ccntralcs 11 i11dustriali;1.ada.'\. no se puede d1.:st;o11ocer, empicando una t;ategnría 

\\Cberiana. cierta · ·uf inid..iJ clcctivo·· cnlrc los �et;lnres políticos rcforrni�ws ) los incí picnlcs movímicruos dc 

trabajadores urbanos, conformudos o alimcnlados por las oli.:adas o camadas dc inm igr:mtcs curorcos. 
77 En esta misma dire<.:<.:ión ulinmrn M�i rcc l y R i vera (2008: 1 92) .. . . . se nhs1.:rva t:n cl grupo dc países 4uc han sido 

<.:araclcrin1<los como pulenciales /:,'stat.los úe hienes/1Jr una conti1 1uid<1d dcrnm:rática mayor 4ue la dcl promcdio <le 

Amáica ! .mina. una solich:7 institucional, un proccso de industrialización temprana y l:i presencia de un movimicnlo 

sindical rt,;lali\'Ul11cntl! Índ1.:pend it:nll!, <ll:Olllpañados o sustÍ lUÍtfos J1nr J1Ul'lldos tk 1.:orll: �ociald..:m<Íl:rala.'· 
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fuertemente comprometido wn l a  construcción de la nación, la democracia, la educación y la 

justicia social . ' . ( 1  l uber & Stephens 20 1 2: 73).78 

Si bien el impu lso reformista y rundacional del pnmer bat l l ismo, del 4uc formó parte la 

construcción in ic ia l  del régimen de bienestar uruguayo, se detuvo o ralenti7.ó en los años treinta 

con el ocaso del l iderazgo de Batlle y Ordóñez, el qu iebre institucional de 1 933, e l  predominio de  

las fracciones conservadoras en ambos partidos trad icionales y e l  escenario global de  recesión 

producto de la crisis bursáti l  de 1 929, no se adv ierte en esos años un  desmantelamiento o retroceso 

en los p i lares constitutivos e.le la ar4uitectura de bienestar; más aún, si se examina con detenimiento 

la evolución de los ind icadores de cobertura y gasto social en esos años se advertirá que la 

expansión del we(fare continúa a un  ritmo menor, en un  escenario político -particularmente en la 

región- que no se caracterizaba, precisamente, por e l  cuestionamiento del Estado, e.le su 

intervención en la economía y la sociedad. De hecho, si se compara el peso que tenía el gasto 

públ ico total en e l PIB en los años veinte con la participación 4uc alcanzó en los años treinta 

(aproximadamente, de 1 2% a l 7%7'J) se podrá advertir la magn itud del avance del l�stado. 

Asimismo, durante esos años el número de prestaciones brindadas por el sistema de seguridad 

social y la matrícu la públ ica de educación primaria siguieron aumentando. De todos modos, es en 

los años cuarenta y en la primera mi tad e.le los cincuenta que se registra la segunda !"ase de 

expansión del régimen de bienestar en e l  país, en un contexLo muy favorable para la economía 

uruguaya (durante un período e.le inédita bonanza producto de la creciente demanda por las 

exportaciones domésticas y la mejora de sus términos de intercambio) y en e l  marco del ascenso 

del batll ismo, con una renovada agenda laboralista, pro-industria y de expansión de derechos 

sociales. 

7x Tradm:ción propia. Las negritas nos cnrrcsrmndcn. 

n Cálculos a partir de las Series l l isttiricas de la llase de l >atos en línea del Instituto de l ·.com1mía de la Universidad 

de la Rcpuhlica (hilp://www.iccon.cccc.edu.uy/ha�c-dc-finan/as-puhlicas/cnntenido/.12/l:s/). Si hicn este aumento 

porcentual poJría ser expl icado por la n:Jui:ción Jcl PIB a comicnms de la Jc.'caJa Jcl treinta (el P l l l  sulricí l"ucncs 

i:aídas i:ntrc 1 929 y 1 9.14). y no por un aumento signítkauvo dd gaslu público. la magnítuJ del cri:ci111ii:11tu del 

porccntaji: del gasto en el l ' IB (como sc señaló, de l 2'X• a 1 7%) sc cxpliea lamhién por un ini:rcmcnlo cn términos 

rcak:s del gasto social y cn otras l"unciom.:s dcl l�siado. 
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3 .2 La segunda expansión del régimen de  bienestar en tiempos keynesianos 

M ientras la mayor parte de los países de la 

región que construyeron regímenes de alto o 

mediano ·'esfuerzo de bienestar" 

experimentaba entre los años cuarenta y 

cincuenta del siglo pasado la primera gran 

ampl iación de los programas de seguridad 

social y salud, y de los mecanismos de 

protección laboral80, Uruguay transitaba por 

una segunda etapa de expansión de su sistema 

.. Si hay algo que hace en e.�lus instantes a favor de 

la economía. es, precisamente. luchar por la 

economía dirigida; y es lo que ( . . .  ) va salvando a 
la gente pobre, porque si el Estado no tuviera la 

preocupación de dirigir la economía, los 
beneficiarios sólo serían los podero.ws y la 

víctima sería lo inmensa multitud."' 

Lws Batlle Berres. c11ad11 en Pere1ra (1988. sld). 

de bienestar (ver A nexo: Cuadro /\.3 . 1  ), que no representaba en rigor un q uiebre o punto de 

in ílexión con respecto a l  pasado (como si suced ió en Argentina con Pcrón o en Brasil con Vargas). 

una c.;oyuntura critica o real i ncamienlo histórico (1 laggard & Kau íman 2008) que impl icase la 

irrupción de nuevos actores o una redistribución significativa de recursos de poder entre grupos 

sociales. 

Desde comienzos de los años cuarenta hasta fines de los cincuenta el régimen de bienestar 

cxperimentó una segunda etapa dc expansión. Si hien el peso del gasto públ ico total en el P I R  no 

varió en forma sign i ficativa en ese período (osciló entre 1 6% y 1 9%), sí se produjo un aumento de 

la prioridad macroeconómica del gasto público social (de 6% del P I R  hacia mediados de los años 

treinta a 1 0% en la segunda m itad de los cineuenla.8 1 Por otra parte. el empleo público experimenta 

un fuerte crecimiento que puede ser considerado el resultado de los mecanismos de legitimación 

wn Esta afirmaciún dchc st:r m:ilÍ/ad;.i en los casos dt: Chile ) /\rgcntin;.i. En t:I pri mt:ro por4uc ) a en los años veintc 

C.:011 /\h;s�;.indri C l b<°lñ¡;/ SI.: opcra t:I primer impulso Je cxpa11siún dt: SU rcgimcn ti¡; bi1.:ncsta1 ¡;n los campos de la !>alud 

) las pensiones. ( 'nn rt:spn:to al caso argentino, ) sin desconocer 4uc cl primt:r gran impulso hacia la construcción ti..: 
un;.i amplio y g1.:n1.:1osl1 sistcma dc bir.:111.:star sc dio con d prim1.:r p..:rnnisrno ( 1 'J45- l 1155). no se.: pu1.:tl1.:n tl..:s1.:m101.:cr o 

111inim i1ar los rri111crns anlcccdcntcs durante los gobiernos radicales cn los mios vcintt:. /\tlemás tk cslas 

considcrucioncs. St: dcb<.: lem.:r rn:sc.:nte que la cxpansi c'i11 dc la c.:ducació11 primaria graluita, ¡irovista por escucl;is 

¡iüblicas o cslalalcs (uno tlt: los pihm:s c.:011stitutivos tic.: los rc.:gf1111.:m.:s de bit:neslar de.: la rt:gi<'in). s1.: r1.:mon1.a en algunos 

países de la región -en panicular. /\rgcntím1 al ult imo cuar10 del siglo diecinueve. 

� 1 Ver /\nexo IV. ( i rálicn /\.3.2. 
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particularista o c l ientclar, pero también -aunque seguramente sin responder a una planificación­

como una forma de redistribución de renta en la sociedad. Entre 1 939 y 1 959 (Grálico 3 . 1 O) el 

peso del empico públ ico en la PEJ\ prácticamente se dupl ica (pasa de 9.28% a 1 7.75%), luego de 

un cuarto de siglo ( 1 9 1 4  a 1 939) que ílucluó entre 7.47% y 9.2 8%1.82 

Ki Como se apn.:<.:ia en el < iráfico 3 . 1  O, el <.:ret:imiento del empico público wn rclat:ión a la PE/\ registrado enlre finales 

de los años treinta y lincs d1.: los cincuenta se explica. en gran medida, por la expansión del cmplco en las empresas 

pública� -cspccial im:nle. rn los aiius cincut:nta-, amén del <1umcnto sustenido -au111.¡u1.: menos pronunciado- cn la 

/\dministrnción C1.:ntral. Estns datos rcvdun q11c la expunsión del cmpko público no n:.�pondió, ncccsariamcnlc, a una 

t:ausa prim:ipal ni obedeció a una cstralcg1a; 1.:11 partc. liw el resultado del íortalet:imicnlu d1.: las crnprcsas públi1.:as t:n 

un contcxlo de cstatim<.:ión dc algunos servicios, de la expansión dcl cmplco cn algunas área<; o scclorcs dd <1panito 

estatal muy inlcnsivns en fi.Jcrz¡¡ de lruhajo (en parlicul<1r, lu educ<1t:ión). y de un l l ujo Je ingn:sos al Est<1dn 
determinado rnr las extcndidas práctic:i.� c.:licnlclares. tanto en cl gobierno c<.:nlral corno en los gobiernos 

tkpartamcntales. l�n cualquier t:a�o. cstos movim icntos 110 se asocian salvo la e>.punsi<in del empico ..:n la cduc<1c.:ión 

públ ica- a un fortalecimiento y ampliat:ión del régimen de hil.:ncstar. 
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Gráfico 3. 1 0  
Indicadores del peso del empico público en Uruguay. Añns seleccionados de 1 9 I O  a 1980. 
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L 8 ;\dmi11i,�r-.tciñ11 Crntr$tl • Fmprr<a.' l'últlica.oe fmlu<frÍ:ile.< y f.nil':.< Fiu:mci.,-os ttd .. :.,;t:uln C C:ohicrnu( l)epitr-l:1menl!4lt•' =i 
-======-====-===��-=====-'--

Fuen1e. elahomc1ri11 pmp1a a par/ir rle. a) Series /11.<táncos de la Rase de /Jatvs en linea dPI fns//tuto de /;°c;o11nmia de fa 
l/111vers1dad de fa Hep1íhf1ca (1111p:llwww.1eco11.ccee.ed11.J!Jihase-de-{t11a11:as-11uh/icaslco11te111do/32/esl) para fu m(vrmac1ri11 
sobre número dP.fi111rn111anos públtco.1·; h) Ffe1tas y Román (2010: 63) para fa informac"in .1·0/Jre fa Pf:;;I entre 1909 y 1996 (el 
da/IJ de 21110 fue eJ.lraído de las hasl's en línea del lnst1/l/tu Nacwnal de T:studist1ca de Uruguay: h11p:llwww. 111e.f(uh.uv/); e) 
Montev1deo-O:xford f,at111 American Eco11om1c llwory Daw Rase r1ara la 111fnrmac1n11 .rnhre pohfac1ón total del país ha.�ta 1999 
(/111(). 111oxlad-stag111g.herokuuvp.1.·011ilho111elesfl) y de fa hase de datos en línea del flanco Mundial 
(h!Jp · ldawhank. worldbank. org/dalfl vtewslvarwblr:Selt!ct 1011 selecfl'urtabfe.1·. a.1pt ?.wurce world-de1•elopmen1-111d1cators #) para 
fa 111(ormac1ón de.�de el año 21100. 

Con relación a la generación de nuevas prestaciones y ampl iación de la coberlura de la seguridad 

social en esle período st: desLaca la creación del régimen de A!-.ignaciones Fami l iares y por 

malcrnidad en 1 ')43 . En 1 954 se extiende la cobt:rturn de la seguridad social a todos los 

trabajadores de industria y comercio. y se extiende el sistema de seguridad !'>ocial a los trabajadores 

rumies. xi S i  bien d s istema de seguridad soc ial  ya había experimentado en las décadas previas un 

K t  Según l luh..:r & Stcphcns ( 20 1 2: 87) :  ·· rra<; un corto intcrluelio tic autoritarismo mn<.krnelo tic 1 •rn a 1 942. lo-; 

·colorado•-' rc;numicrnn �u rol ele l iJ..:ra1g11 en la ..:\r;rn�ilin ele la cnhcrtura y ele! rango Jc hcncficios Je la scguriJ;iJ 
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íuerte aumento en términos absolutos (como ya se señaló, de poco más de dos m i l  a más de noventa 

mi l  prestat:ioncs entre 1 9 1 8  y 1 933), hasta alcanzar en los años treinta niveles de un iversalización 

entre los varones mayores de sesenta años, desde comienzos de los años cuarenta a mediados tic 
los sesenta se registra un crecimiento en términos absolutos y relativos que termina de convertir a 

la seguridad social t:n un sistema de alcance universal, más a l lá tic su carácter cstrati íica<lo, 

fragmentado y, en cierta medida también, inequitativo. Entre 1 940 y 1 970 el número total de 

jubi laciones y pensiones servi<las por e l  sistema de seguridad social pasa de representar e l  1 0% de  

la  PEA a más de l  40%, a l  tiempo que su  peso con relación a l a  población total de l  país crece de  

5% a más 1 5%, superando en 1 970 por algunos puntos e l  porcentaje que representaban las personas 

de 60 o más años de edad en la población total del país (Gráfico 3 . 1  1 ). 

G r:ífico 3. 1 1  
Jubilaciones y pensiones en Uruguay expresadas como porcentaje de la PEA, ele la pohlación tot:il del país y 
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Fuel//e elahoruc:1ó11 propia u pur/1r de. lns111U111 de F.conomía de la IJ1111·i:rs1dad (hllp.ilwww.tecon.ccee.edu.uy/base-di:-tlatos 
area-de-l11storw-l!conom1cakontl!mdo/32/es!) para /ns dalos .mbre¡ubtluc1011es y pensiones; Mon1ev1deo-O�ford /,a/111 American 
Hconomn· //1,l'/ory /)ala Hase (hllp.IJ11111J.!ad-s1ug111g. lwmk.ua1JJJ.c'omlh11111ele.1·/IJ ¡1orri la infi1r111ac1ó11 sobre pobluc1ó11 to/U/ del pais 
en/re 1 9118 y 11)1)1) 

social. Tres fondos Je pcnsiom:s aJicionall.:' rucron c.:stablc.:ciJos: una caja notarial c.:n 1 94 1 ,  una para lo� trabajaJon.:� 

ruralc.:s en 1 943 ) otra rara los proli.:sionalc.:s univc.:rsitarios en 1 954. Finalmente.:. en 1 954 una ley im:lu) ó a todt>S los 

l1 ahajaJmc.:s Jcl �ector pri\ adu c.:n l:.i sc.:gur idad social. 1-.n 1 9-11 las · /\sig.nacionc.:s F:.imilian:s' fue.: ron intmJucidas pi.Ira 

toJu� los cm picudos de induqria ) comercio � c.:n 1 958 fuc.:ron c�lc.:ndid;is a los dcscmrlc.:ados ( . .  ) 1 >e c.:stc 1110J11. 

1 Jruguay había alcan1ado virtualmcnlc la cobertura universal de un sistcma de seguridad social b<tsado en d e111plco 

(con1rih11li\ n). (con) una pcqudia red no contrihuth·:.i dc seguridad s0<.:1al rara finalc.:s de lus años 1 950:· 1 raduccron 

pmria. 
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Como resultado de la expansión del sistema de seguridad social entre comienzos de los años 

cuarenta y fines de los sesenta (que rrosigue la tendencia iniciada a comienzos de los años veinte), 

su cobertura se tornó cuasi universal. En este sentido, señalan l luber & tcphens (20 1 2: 75-76): 

"Para mediados de la década del setenta del siglo pas<1do los esquemas de seguridad social 

en A rgentina cubrían cerca del 70% de la población económicamente activa, el 85% en Brasil, 

aproximadamente e l  75% en Chi le  y más del 90% en Urui::uay ( . . .  ) La estructura de los esquemas 

tic seguridad social se asemejaba a los esquemas bismarckianos o a l  tipo corporativista 

conservador que prevalecía en la Europa continental. A consecuencia de su desarro l lo  histórico, 

nuevos esquemas fueron desarrol lados rara incorrorar nuevos grupos mientras los prim<.;ros 

generosos esquemas de seguridad social para grupos estratégicos o privi legiados fueron 

mantenidos, (tornando) al sistema de seguridad social como conj u n t o  en estratificado, 

fragmentado y regresivo ( . . .  ) Hacia los años setenta, en la mayoría de los países, el sector 

i n formal y el sector rurnl pe1·manecían excluidos de la protección social. Una clara excepción 

fue Uruguay, donde los trabajado res rurales fueron inclu idos en el Sistema de seguridad 

social en 1 943 y donde las pensiones no contributivas para personas en situación de 

indigencia y para ot ros gru pos habían sido establecidas en 1 9 1 9.''x4 

Como resultado de la <.;Xpansión económica que Uruguay experimentó desde comienzos de los 

años cuarenta hasla mediados de los cincuenta (uno de los períodos de mayor incremento del PIB 

pcr cápiLa85), y en  e l  marco de  una  economía que  lograba niveles de pleno empico y de l  desarrol lo 

del mercado interno, la sociedad uruguaya alcanzó a mediados del siglo pasado y hasta bien entrada 

la década del sesenta nivel<.;s de bienestar y equidad que la asemejaban a las sociedades de los 

países más desarrol lados, sólo comparahles dentro de la región con los que exhibía la sociedad 

argentina. Como se aprecia en el Grálico 3 . 1 2, en los años sesenla Uruguay y A rgentina tenían 

n iveles de ingreso pcr eápita signi ficativamente mayores a los de sus vecinos dc la región que 

lograron desarro l lar regímenes tic bienestar de cierto porte, así como bajos niveles de pobren 

(entre 5% y <)% de los hogares) y también hajos niveles de conccntrnción del ingreso (valores Je 
C l ini en torno a 0.36). 

x·1 l'rntlucciún propia; las negritas nos rnrrcspon<lcn. 

X' 1 ·ntrc 1 942 ) 1 95.t el l'IB pcr dpiw en l�rminn� rcalcs crcciti 1:11 forma sostcni<l,1. alcan/an<lo en algunos tlc esos 

.iños una l<L�a tic crec i m i ento en lomo al 1 11"{, Vi.:.r /\ncx o IV,  ( iráficn /\.5. 1 .  
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Gráfico 3. 1 2  
Indicadores de desarrollo ( P I B  per cápita, incidencia de l a  pobreza en hogares urbanos y desigualdad en la 

dislrihución del ingreso) en países de J\ mérica Latina seleccionados. Circa 1960-1970. 

"' ::· 
·= :; 
e ::t 
" " 
Cf- ... :;., � 

.::: i..,.. 

O Coclicicnlc ele \ . ini (ci rca 1%3) 

• Porcentaje ele ho!(arcs pohrcs ( 1 970) 

ó Pin pcr cápila ( 1 %0) en l lSD (;cary-Khami.� 
1- uente: elaborac.lfín prnp1a a parllr de: Madr11son l'ro;ec.t (Í111JJ:llwww.ggdc..11et 111add1sr111/madd1so11-rro1ec1/home./1tm) para lo.� 
datos sobre !'fil; Alttmtr (1979: 63) para los datos de ¡mhre:u, exceplo en el ca.m de l/ruguuy wyo dalo corresponde a Melr.ar 
(1981): Deminger y Sqwre (1996) para los dutns sohre ( i1111. 

Además de registrar bajos n i veles de pobreza y de desigualdad (dos variables sobre las que impacta 

o podría impactar la acción del régimen de hic.:nestar), Uruguay exhibía a 111cdiados del siglo pasado 

indicadores relativamente próximos a los de las economías más desarrol ladas en el campo de la 

salud y la educación, tanto ind icadores que m iden la cobertura y la calidad de los serv icios y las 

prestaciones brindadas por el Estado en estas áreas como sus resultados. 

Nuevamente, U ruguay y /\ rgenlina contaban a comien70S de los años sesenta con una dotación de 

recursos prolesionalcs en el campo de la salud y una in fraestructura sanitaria s imi lares a las de los 
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países de Europa Occitlental y América del 

Norte, y claramente mayores a las de los 

restantes países lati noarnericanos; 

ortlcnarnienLo que se reproduce ul  examinar 

algunos de los indicatlores más básicos de 

desarrol lo  y estado de salud de la 

población. 

Corno se puctle apreciar en el G ráfico 3 . 1 3, 

en 1 960 el sistema de salud e.le U ruguay 

presentaba ratios de rnétl icos y camas 

hospitalarias cae.la m i l  habitantes (e.los 

indicatlorcs básicos para medir el grado de 

desarro l lo e.le los s istemas sanitarios) 

idénticos o s imi lares a los promedios de los 

países más tlesarro l lados: 1 . 1  médicos cada 

m i l  habitantes tanto en Uruguay corno en 

los países más desarrollados, y 5 .5  y 9 

camas cada m i l  habitantes respectivamente. 

Los registros de Uruguay superan 

ampl iamente a los de los restantes países de 

la región (a excepción de /\rgcntina, que 

presenta valores l igeramente superiores a 

los de U ruguay), inc luso a los de Chi le que 

hahía logrado desarro llar durante la 

primera m i tad del siglo pasado un sistema 

sanitario relativamente fuerte y de ump l ia 

cobertura, al menos dentro del cuadro 

lal i  noamcricano. 

G ráfico 3. U 
Indicadores de desar-rullo y de resultado de los sistem<ts de 

S<tlud en p<tíscs de A mérica Latina, América del Norte y 
Europa Occidental. Circ<t 1 960. 
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(/111v:lldutaha11k. wor/dbank.org/¡Jatalviews/1'urwhle.Selec11u11lselet.:11•u 
riah/es.asnx�source world-develoemenl-lnd1ca1ors#). 
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La lrayecloria de las políticas de salud 

en Uruguay durante los años sesenta y 

setenta, en un contexto de agotamiento y 

rev isión del modelo de desarro llo, 

muestra un  mantenimiento de la 

tendencia a expandir las coberturas y las 

prestaciones, consolidando los rasgos de 

una matriz original caracterizada por la 

fragmentación de la oferta, la 

estratificación en el acceso a los 

servicios y en su calidad. Como ejemplo 

de la ampliación de coberturas, la 

protección de salud se transforma en 

obligatoria en 1 970 para lodos los 

t rabajadores del sector público y 

privado, y el M in isterio de Salud 

incrementa los servicios destinados a la 

población de bajos ingresos. Al igual 

4ue en otras áreas de pol ítica social, en 

el campo de la salud los sectores más 

excluidos de la población fueron 

incorporados a Ja red de servicios en 

forma tardía, luego de la inclusión de los 

sectores de población v inculados al 

mercado formal o al propio Estado, 

Gráfico 3 . 1 4  
Años de educación (desde primaria a terciaria) promedio en 
personas que tenían 25 o más años de edad en 1 970 en países 
de América Latina, A mérica del Norte y Europa Occidental. 
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Fuente: para el primer gráfico. eluh11rac1rín propiu u partir tle 
proyecciones de Barro & Lee (2016). extraídas de la base de datos en 
línea del Banco Muni/1ul 
(/¡ttp:l/datahank. worldhank.org/data/viewslvariahleSelec1ion/selectvari 
ubles.uspx �source; world-deve/opme111-indicalors#); para el segundo. 
Base de Datos Montevideo-Oxford de América l.at111a h1111.1 1110.1/ml­
stu¡:11¡gJwro!iJ.m¡;L1.rn.!I1 home! e.�fi (). 

siguiendo así una paula de incorporación en ctupas de los dist intos colectivos de pob lac ión has ta 

lograr n iveles de cobertura cuas i -univcrsalcs.8" Sin dcsconoct.:r los rasgos dt; t.:ornpart imcnlacicín o 

"" Una paula de ampliación que estuvo signada por los distintos "Licmpos de l h:gada" a la red Je pn>Lccción social ) .  

en alguna medida también, por las asimetrías en la calidad de los servicios (por ejemplo, cnlrc las institucioncs 

mulualcs dt! salud. linanciadas parcialmente por la seguridad sncial, y lns prestadores sani1ario:; del Estado) y las 

lra11sli:rcncias (por cjcmnln, cnlrc las prcslacioncs clc seguridad sncial contrihulivas y las no contributivas). 

95 



fragmentación de la  oferta así como las disparidades o asimetrías en la calidad de los servicios y 

prestac iones brindados a d ist intos colectivos de población, no se puede min imizar que le régimen 

de bienestar uruguayo presentaba en los años sesenta n i veles de  cobertura y calidad de servicios 

(personal, i n fraestructura y equipamiento), así como de resultados, que lo  ubicaban junto a l  sistema 

sanitario argentino al  tope de la región y lo asimi laban -al menos en estas d i mensiones e 

ind icadores- a los de los países más desarrol lados. 

Finalmente, con relación al p i lar  educativo del régimen de bienestar uruguayo, el comportamiento 

del país en algunos de los ind icadores (por ejemplo, e l  promedio de años de escolarización de la 

población adulta, o de la fuerza de trabajo) relleja el impacto de la expansión de la educación 

pública en particular, de la enscñan7a primaria- desde comienzos del siglo veinte. l�n 1 970 las 

personas de 25 o más años de edad (qu ienes por sus edades asistieron a la educación primaria y 

media durante la  primera mitad del siglo veinte) tenían, en promedio, 5 .2 años de escolaridad 

rormal; un promedio l i geramente in fl:rior al de sus rnetáneos de ;\ rgentina y Chi le, s imi lar o mayor 

a los promed ios de España, Fin landia, Francia e l lal ia, y relativamente próx imo al promedio de los 

pa íses de Europa Occidental y América del Norte (7 años). La expansión de la educación primaria 

pública durante la primera m itad del siglo veinte permitió alcanzar no solo un promedio de años 

de escolaridad semejante a l  de los países más desarrollados, sino también reduc i r  a un d ígito la 

tasa de analfabetismo en ese período colocando a Uruguay en la cima de la región junto a 

J\rgcmina.x7 

En suma, hacia los años sesenta e l  régimen de bienestar uruguayo, luego de c inco décadas de 

expansión de sus p i lares constitutivos (seguridad social, protecc ión laboral, salud y educac ión),  

�7 S i  bi..:n el prnmnlin d..: ai'íos de cscolarizaci(m expresa e l  grndu d..: desarrollo educativo de los paises y podría n.:ll�jar 

en qué medida el 1 swdo a Lrnvcs de s11s plllili..:as y servil:ins d..: educacilÍn logra incrcmcnwr el i;apiwl humantl del 

conjunto tic la poblJción (y. por lo Lanlll, la dicacia del n:gimcn lk bienestar). por ser una medida ti..: tcndcn..:i<1 ..:enlral 

cs muy sensible a los valores extremos. por lo qu..: un promedio alto rodria s..:r el rrnduclo tic o ..:slar jalonado por 

;illos niveles J..: cscolari;ación tic los se..:torcs con mayor educación, de las éli tes. En cambio. en cl porcentaje Je 

población adult.a qu..: -;ab..: leer y escribir. o la tasa de analfabetismo. relleja la capacidad que los países lit:nen su� 

Estados ) sus regímenes de bienestar- para lograr que c.:I universo de sus ciutladal1!ls accedan a niveles básiws Je 

educacicin. Ln rnalquicr caso. la combinación de ambos indicadores resulta óptima rarn medir el i m racln de los 

l�stados en el campo educativo. 
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había alcanzado resultados que lo distinguían de sus pares de la región y lo acercaban a los registros 

e.le los países más desarrol lados en los dos objetivos o propósitos principales de los Estados de 

Bienestar: a) la protec;c ión de los ciudadanos, a través de la seguridad social y la salud, rrente a las 

d iversas situaciones de riesgo que el mercado puede determinar (desempleo, accidentes, 

enfermedades, etc.) y ante los eventos o procesos asociados al ciclo de vida (vejez, embarazo, cte.); 

b) la producción y acumulación de capital humano a través de la educación y la salud. 

Esta segunda fase de expansión del régimen de bienestar en U ruguay se desarro l ló, a l  igual que la 

primera etapa de con formación de sus p i lares constitutivos, en un  escenario e.le estabi l idad 

democrática y de alta com¡ieteneia política entre partidos y fracciones, y nuevamente impu lsada 

¡ior el batllismo bajo una orientación socialdemócrata o laborista. Asimismo, durante esta segunda 

fase de exp�insión de los sistemas e.le bienestar -alentada ¡ior un contexto global dominado por el 

keynesianismo en los países más desarro l lados y por el . .  desarrol l is1110 cepalino" en la región- se 

rueden observar algunos rasgos simi lares al comparar los casos de Chi le, Costa R ica y U ruguay, 

en particu lar, su patrón democrático de construcción y expansión de los esquemas de protección 

social. /\ 1  comparar entre sí a los países que conforman el grupo que lograron desarro l lar o 

t:onso l idar entre los años cuarenta y sesenta regímenes de ·'alto esfuerzo de bienestar" (Argentina, 

Bras i l ,  Chi le, Costa R ica y Uruguay), se pueden identi ficar con cierta n i tidez dos grupos de acuerdo 

a la fortaleza, la longev idad y la cstab i l i c.lad de sus regímenes democráticos. Mientras Chi le, Costa 

R ica y U ruguay vivieron más del 801Yo del período comprendido entre 1 945 y 1 979 bé!:jo regímenes 

democráticos plenos, Argentina transitó casi todo el período bajo regímenes semidemocráticos o 

autoritarios (94%) y Brasil la mitad del ciclo bajo regímenes autoritarios (Gráfico 3 . 1 5) .  
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Gráfico 3 . 1 5  

Años de  gobiernos democníticos, scmidemocráticos y autoritarios entre 1 9.tS y 1?79 e .. índice de aiio� de  
gobierno democrático" l i l para e l  período, en  países Je  A mérica Latina y e l  Caribe seleccionados, ordenados 

en forma descendente por su valor en dicho indice. 
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�Guhicmos 
uuhlritarius 

c::::::J c;ohicmu� 
"iiemidc.mncráticus 

- Gobiernos 
democráticos 

--tJ¡,,_ 1 ndicc de .sño.s tlr 
�ohicrnos 
1lcmo�rá1icos (11-1 IHl) 

No1as. /1/ HI run¡.:o de varwcuín te<'mca riel ímltce es fl- 100. donde ··o · ·  �crin el \'olor correspv11d1e111e a 1111 país que 1111·0 ¡!:Ob1emo.1· 
a111t1ntono1· d11ra11te todo el periodo (es deur. l.'11 ,arlo 11110 de lot 3 'i 111io1) )' ·· 100 " a 11110 q11e tuvo g11h1emo1· de111ouát1co1. I' los 
1·alores 111/ermedm.1· u tudas Jos otrus pos1hle.� unnh11wc1rmes. Su forma de uilc11/o e5 h1en .w11¡1h• " 1 /()()•(((11 / " I) (112 "1! 
(113 • ¡ )) (\'• J)) ". donde "17/ " W//l /o.5 (llJ(H de gnhtl!r/1tH demouÚ/l(QS, "11] " Jos uilus d.: gohll'/'110\ 1·e111td<'lll()C"rlÍllC'OS, "11.l " fo.1• 
oño1· de goh1emot a11/onlano1· y .. \'" el 1010/ de mio� J;s1e i11d"e husco valorar de ww Jorma 110 d1co/Óm1co o lo.� tres l1po.1 de 
goh1emo. para lo cual empleo los s1gu1e111es ponderudores. I poru los mios de gohterno dem0Lrá11co. 0.5 poro los dP goh1erno 
s1•m1democrá11co y O para los de galnemo uutorllarto Así. por e¡e111plo. un s1sle111a políflc:o que huh1ese temdo 35 años de gohwrnos 
,,·,•1111de11101:rát1cr1.1· olcan=aría en el í11d1cl! 1111 valor de 50//(){) y 1.1110 que huhwse lemdo 35 mios tle goh1emos autfJrttanfJs el valor 
(11/()(), L'Ua11do lllnhos serían exuc/u111e11te idé11/1cos cun resper10 o/ ¡111rcentuje de µJio.1· de goh1emos de111ocrát1cns durante el 
periodo (0%); en otrns palahras. este indice h11st:a 1·lilfJrar al goluemo sem1democrático como un 11¡;0 de gobierno 1111ermed111 
entre el autorttww y el de muerá/leo. por lo que me1ora el desempeiio y. por lo tu/lfo. la ub1cacuín en 1111 ranking de uquellus puises 
que lu111 temd1l w1n111· wios de xoluemo.1· sem1demucrá11crJs. en tanffJ su cálculo no modtjica el dese111p1•1io de los que .mio IUl'lero11 
goh1ernos democrríflco.1· y/o autonlurtfJS. 

Esta segunda etapa dt; expansión del régimen de bienestar uruguayo, l i derada o impulsada por e l  

m:obatl l ismo, afirmó la ruta o el patrón democrático, consistente en la combinación de cuatro 

fadorcs causales: a) un rroccso de desarro l lo  económico y social que ambienta o rropicia el 

surgimiento o la expansión de los t;Squcmas protccción social; h) un régimen democrático que 

es ti mu la la competencia par1 ida ria y el dcsarrol lo de po 1 íticas y serv ic:ios de arnrl  ia cohertura: c) 

una id1,;ología liberal-social o sot;ialdcmócrata 4ue promueve una activa particiración del Estado 

t;n el mercado y la provisión de políticas sociales; d)  sind icatos t;On cierta caracidad de 

mov i l i7ación y demanda. que son autónomos dente al Estado o que, a l  mt:no-.. no rorrnan parle de  

un engranaje corporativista montado desde la cúpula estatal l ·:I mantenimiento o aun 
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prol"undización de este patrón consolidó algunos de los rasgos o perfiles del régimen de bienestar 

uruguayo, y contribuyó a la reproducción de sus legados de política. 

3.3 La deriva del régimcn dc bienestar durantc el "largo adiós a l  país modelo"88 

Cerrando la segunda fase de expansión del 

régimen de bienestar, la economía uruguaya 

comenzó a registrar a mediados de los años 

cincuenta -en forma más temprana que otros 

países de la región- los primeros signos de 

agotamiento del modelo de industrial ización por 

sustitución de importaciones. Tras más de d iez 

años de fuerte expansión económica (entre 1 944 

y 1 955  el PIR per cápita, medido a precios 

constantes, creció en promedio 3.9% por año), 

que rueron producto de una ruertc demanda y de 

la apreciación de los bienes de exportación del 

país, la economía uruguaya ingresó en los últimos 

años de la década del  cincuenta en una larga rase 

de estancamiento que se prolongó con algunas 

C ráfico 3. t 6  
Índice Medio d e  Salarios y distribución llel ingreso 
entre hogares ordenados por c1uintiles en ruguay. 

100 97 

Años seleccionados entre 1957 y 1 984. 

Sulario rc:il ( 1 957=100) 

O Quin lil S (211'1., ele 
rnotyure.lii in�rc.'o') 

leves oscilaciones hasta los primeros años setenta 138.81 � lm 1 
e Quinlil 4 y 3 (40% 

�de in¡.!.rcs:o� mcdiu-

(entre 1 956 y 1 972 el PI  B registró una variación 

anual promedio de 0.7%89). En ese m ismo período 

las economías regionales siguieron transitado por 

la senda del crecimiento y los países europeos 

in ic iaron un ciclo de fuerte crecimiento, marcado 

por los progrumas de n.:con::.trucción de la 

alto• y mcJco•) 

� a Quinlil 2 y 1 (411'1., de 
ingn�os rn:i'\ b:1 jo') 

1 963 1\167 1976 

I· ue111e: para el primer gráfico. eluhoruci im prop1u en buse 
a dalos del lns111u10 Nac1nnal de /;stadísttca del Uruguay; 
para el segundo, elohoruc1ú11 propw en hu.te u l-t.11·um. y 
Hr'nstón (1993· 198) 

segunda postguerra. Es en ese período 4uc comicní'a la d isminución del valor real de los salarios 

MM Nos rermitimos lomar t.:Slu grálic.:a expn.:siún pertenec.:ic.:nlc.: al lílulo del lrahajo puhlic.:adu por Carlos y l·ernando 

Filgueira en 1 994. 

�q Ver /\nexo IV.  (irálien /\.5. 1 .  
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en Uruguay (Grálico 3 . 1 6), y la divergencia en algunos sectores de política social -claramente en 

la educación- entre la vacilante evolución del gasto público y la creciente demanda de servicios y 

prestaciones. 

En ese período se produce (probablemente, por primera vez en varias décadas) un aumento 

sign i licalivo de la desigualdad en la distribución de la renla. Entre 1 963 y 1 976 la porción del 

ingreso nacional captado por e l  quint i l  más rico de la población creció de 43 .3% a 50.2%, c.;n tanto 

la porción captada por los seclorns medios (los dos quinli les siguientes) disminuyó de 3 8.8% a 

36.2% y la acaparada por el quint i l  más pobre de l 7.91Vc1 a 1 3 .6% (Grálico 3 . 1 6) .  Este incremento 

en los niveles de la desigualdad que se extiende hasta mediados de los años ochenla90 se produjo 

en forma paralela a la depreciación de los salarios (el  índice medio de salarios sufrió una 

contracción del 65% entre 1 957 y 1 984, como se aprecia en el Grálico 3 . 1 6) y tamhién de las 

prestaciones brindadas por e l  sistema de sc.;guridad social, la  otra rucnte principal de ingresos para 

las ram il ias de los estratos 1.;conómicos medios y ln�jos: entre 1 956 y 1 984 el valor mensual 

promedio de lasjubi laeiones, medidas a precios constantes, pasó de 1 00 a 37 y el  de las .. pensiones 

a la veje1:" disminuyó a la mitad.9 1  

Si  hic.:n en las décadas que siguieron a la  segunda rase d<.: expansión del  régimen de bienestar 

uruguayo no se adv ierten -al menos en forma inequ ívoca- signos o indicios de un proceso de 

relrenchmenl como el  que experimentaron algunos de los regímenes de bienestar de los países más 

desarrol lados y algunos de sus sucedáneos latinoamericanos92 (entre olros, la disminución del gasto 

•m De acucnlo a la cstirnación n:alizacfa por llfrtola (2005) e.le los valnrcs <lcl Coelicicnlc e.le Gini  en base a inli)rmaci6n 

secundaria. cntrc l ')58 y 1 982 la  socic<laJ uruguaya habria expcri111c111a<lu un muy fuerte incrcrncnlo e.le los nivclcs tk 
<lcsigual<la<l: Je 0.28 en 1 958 a 0.42 cn 1 982. Vcr l .arwaro y De Armas (20 1 2: 1 3). 

? r  EsLimacionc1'. propias en hase a Jatos e.le las series <lc hi�toria ccunl11nka e.le! lnstilulo Je l.conomía e.le la Facull,1d 

e.le Ciencia� 1 :conlimicas ) /\úminislraci<in dc la l lnivcrsi<la<l <le la Rcptíhlica (http://\\ \'v \\. iccnn.cece.cúu.uy/hasc-Jc­

úat1 l!hirca-úc-h i stori a-cco nom it.:a/con len i dt 1/3 2/cs/). 

'17 Scgú11 l ' icrst111 ( 1 99..J: 1 7) :  ·Retre11ch11w111 . . .  es uno dc c�o� (conceptos) cn los cu:1ks i<lcntr licilr qué �t: quicrc 

explicar cs casi tan <lilicil t.:omo formular una cxplit.:aciún persuasiva Jd mismo. l .ns rt.:corlcs úel gasln m1 agnlan (por 

sí mismos) la  <lt:li11i<;ió11; (es ncccsariu) también wnsi<lcrar las rcf"orrnas cslructuralc.\ 4uc condut.:cn al l�sta<lo Je 

nicncstar hacia un mi 111 �1� ··rcsi<luar·. en el cual el gobierno hace poco por mn<lilicar IJ Jistrihución <lcl ingrcso ) la 

(prcstaciún) Je servicios en una úirccciún progresiva. ( F I  conccpln Je) re1re11chmcnl <lcscribc de ese mo<lo los 
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público social con relación al PI B, los 

recortes en las pol íticas y los programas 

sociales -tanto de sus coberturas como de la 

ampl i tud de sus prestaciones-, la 

transferencia al mercado de la gestión de los 

servicios sociales, y la desrcgu lación de 

algunas scdores clave de la economía y la 

polít ica social93), es posible observar una 

suerte de prccarización, deterioro paulatino o 

empobrecim iento de la calidad de los 

serv icios sociales gestionados por el Estallo, 

producto de la d ivergencia entre un fuerte y 

sostenido aumento dc la demanda social por 

esas prestaciones y un crecimiento moderado 

o modesto -o incluso un estancamiento o una 

Gráfico 3. 1 7  
Alumnos d e  educación secundaria pública, liceos 

públicos y �asto púhlico en c11seña117,a secundaria. 
Circa 1 9 1 5  a 1 985. 

• Alumnos Etl.Sc:cund�ri�' Púhllc.a / PuhJJn.1J!uay ( 1 ')12 = hw.c 1 )  

l'lCan1i1l.ad 1lc Liceos fll1hlicos ( 1 9 1 2  � l1�a..:c 1 )  

� G''-''" Púh. F.•1.Scc. l l'IK ( 1912 � h•s< 1 )  
- - - - - - - - - - - - - - - -
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Fuenle: De !lrmus y Netumoso (2010) 

contracción- Je los recursos destinados a satisfacerla, proceso que se aprecia con claridaJ en el 

caso uruguayo en e l  campo de la educación (Gráfico 3 . 1 7) .94 

··i.;ambios ck po l iti cé! que recortan el gaSltl �oci a! (y) rcc�tructuran programas del E�tado de Bienestar para conformar 

(un modelo) mcís pró-:imo al de · 1 ·:stado de hien1:stur r1:sídua1•:· Traducción prnpia. 

93 l�I  proceso de relrenchmenl puede ser analizado, desdi.: una pi.:rspcctiva m:omarxista, corno la manifi.:stadón en el 

i.:ampo de las instituciones y las politicas de bicnc.:star de la agudización de l a  tensión i.:structural cntn; dos li.:n<.Jencías 

opuestas: por un lado, la  tendencia a l  aumi.:nto de la n.:gulat:íón i.:si.atal y a la dcs-mcrcanti l i zación (movi mientos que 

di.:linii.:run al pt:riodo de predom i n io dcl kcyncsianismo): por otro, la ti.:ndcnci a a la desn:gulación y la reprivat izat:iún: 

la  ti.:nsión. en ú ltima instancia. entre el l�stadu y el mercado, entre los ·princi p ios organi1ati\'os· de ambas esli.:ras. En 

i.:I momento que la regulación del mert:adu -t:<ir:.tclcrisLica del · 1 ;.�tadn de Bienestar Kcyncsiano·. tal como lo ddinc 
Olü: ( 1 988)- se cnnvicrte o w11cm11.a en con\ ertirse en · sobre-rcgulaeión". d mercado o la "<.:sf"cra de inlercamhiu" 

alienta la n..:-n1erc;antili1ación de las rcl<.1eiont:s t:conúmicas y socialc.;s, como forma de preservar uti l iz;indo un¡¡ 

CiJtcgoría habermasiana ( 1 973 )- lüs · pri11t:ipil1s d..: orga1 1 i1ac:ión · del ·e¡¡ pi l<JI bmo 1 iht:rnl · . 1-:11 es Le senlldn. sci\ala O l ll: 

( l '>90: 51)): ··A l in  de poder mantener su posic ión dom inante, l a  cslcra e.le i 11tcrc<.1111bio necesita �er s:.i lvag11ardad<.1 

mediante princ ip ios reguladores cxternns rnya cxpansiún -cspccialmcnle cn casos de ·sobrc regu lac ión ' u ·sobredosis 

dc tcrn piu ·- amenazan la supervivencia de Lal e:.fi.:ra. En consecuencia. las tcnc.lcneias c:orporutiv istas orientadas a lu 

repriw1tiz11r·uí11 lropie1.an continuamente con las tendencias estatal-capitalistas orientad�" u la  ·regulat:ión gloh<JI" :· 

'14 Mientra.� d peso del alumnado de la edut:at:icín secundaria públit:a i.:n la poblución total dd p<Jís se mull iplicú por 

1 0 1  



En el campo de  la seguridad social se adv ierten algunos intentos por racionalizar la gestión de las 

prestaciones. Pese a que Uruguay había logrado expandir las preslacioncs en forma signi ficativa 

desde com ienzos de los años veinte, el carácter fragmentado del sistema (con una d iversidad de 

cajas paraestalalcs e instituciones) y la persistencia de prácticas informales de acceso a las 

prestaciones representaban obstáculos para una gestión más racional de los recursos que asegurase 

la suslcntab i l  idad del sistema. En ese marco, se crea el Banco de Previsión Social en 1 966 

buscando, precisamente, concentrar en una institución la administración de los recursos. Empero 

no füe posible incorporar en esla nueva institucionalidad a las cajas paracstatales, por lo que e l  

in tento de  racionalizar l a  administración de los recursos d e  l a  seguridad social y avan:tar hacia un 

sistema más integral se alcanzó sólo parcialmente. 

El régimen autoritario que se instaló -fonnalmcntc- tras la disolución de las cámaras legislativas 

el 27 de junio de 1 973 avanzó en sus primeros años en el proceso de l iberalización y apertura 

económica que se había in iciado, en forma moderada y gradual, años antes con el in icio del 

desmantelamiento del -otrora pujante- modelo de desarro l lo basado en la industrial ización por 

sustitución de importaciones. El l ibreto seguido por el régimen autoritario durante su primera rase 

··comisaria!'', empicando la gráfica expresión de Gonzálcz ( 1 993: 83), venía pautado por e l  l'/c111 

Nac.:ionul de Desarrollo que había elaborado la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la 

Presidencia de la Rcpúhl ica en 1 972 y aprohado la cúpula cívico m i l itar a comien70S de 1 973 . 

veinte o más cnlre 1 9 1 2  y 1 985. el número de establecimientos de e<lucat.:ión secundaria púhl ieu se multiplicú por 

nnce y el gasto públ ico en educación secun<lariu, medido como porcentaje del P I B, ror cinco. l lusta mc<liuuos ucl 

siglo pasauo es:.is tres vuriahlt.:s hahian guaruadn un comportamiento s imilar. lo que indieab:.i que el aumcnln ¡fo los 

recursos presupucstales y llsieos deuieauos a la euueaciún seeunu::iria púhlic::i era :idecuaun u las neccsidaucs 

ucterminauas por la expansión uc su alumnaun y, por In tanto, pcrmitía garantizar el mantenimicnlo uc cicrlos 

¡;slanuares dc cnl iuau uc los servi¡;ios. De�u¡; cse enlum:cs y hasta los primcrns ¡¡iins <le este siglo se ¡¡dvicrte un 

<lcsaenplt.: o la d iv¡;rgencin entre esas tres variables, lo quc evidencia qu¡; cl sistcma educativo no estuvo cn comlicioncs 

d¡;sdc fines dc los Jños cin¡;ucnla o comi1.:rvos de los scscnta <ld siglo pasadl> de hacer frente al cr1.:cirnie11w dc la 

matrícula. 1:11 ese marco de restricción n tk csi:aso erei:imicnto presupm:st:.il, I¡¡ variable de ajuste para h�1ccr posihlc 

l.i incnrporac íún de csa uem::mda crccicntc fue la calidad de lns servicios: Ju masi fieaciún de lél cubertura se pagó con 

paupcri/.<tción tlt.:I servicio. cn un contcxto <le cmpohrceimicnto de uno de los pilan.:s constitutivos dcl c1:11tcmrrio 

wel/áre uruguayo. 
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pocos meses antes de la d isolución de las cámaras legislativas, consistente en una poi ítica 

monetaria restrictiva, la contención de la masa salarial, la  apertura comercial basada en un tipo de 

cambio orientado a favorecer las exportaciones, la  reducción del déficit fiscal y la contracción del 

gasto públ ico.95 En ese contexto Je profundización de la agenJa l i beral en materia económica, 

resulta llamativo que no se hayan tramitado o planteado durante ese período reformas de cierto 

porte en los p i lares del régimen de bienestar. J\ grandes trazos, se puede sostener que la etapa 

autoritaria constituyó una fase Je mantenimiento y a la vez pauperización ( buscada o by defuult) 

del régimen de bienestar (Castigl ioni  2005), en particular en las áreas de la salud, la  educación y 

la seguridad social. 

Desde luego, en e l  campo de las políticas de protección laboral (mucho más estrechamente 

vinculadas con el comportamiento de la economía, y asociadas a l  confl icto entre capital y trabajo, 

que las restantes pol íticas sociaks) sí se pueden advertir en ese período fuertes retrocesos 

inslitucionales, en un contexto de extrema persecución Jel movimiento sindical y de sign i ficativa 

J isminueión de la participación de los asalariados en la distribución del ingreso, así como de 

deterioro generalizado de sus niveles de bienestar.96 

?< Este periodo podría sc.:r considc.:rado t:nmo c.:I  segundo gran empujc n impulso cn la  arlieaciún de un l ibrdo l ibc.:ral 

trns cl agnlamicnlo del mndc.:lo industriali1ador orientado al mcn:ado intcrno. En esta línea, señala Yaffé (20 1 :  1 0- 1 1 ): 

·· . . .  en Urugua) puc.:dc.: rc.:conocc.:rsc.: un giro muy �ignilicativo en la oric.:ntación gcnc.:r;.11 de.: las políticas económicas. 

como expresión dc un cambio en cl paradigma rolitico-cconómic.:o dnminantc, hacia 1 959. En sendas rctmsrcctiva� 

de la política y de la economía uruguayas en cl siglo XX sc ha <:oinc.:idido en cslc seiiularnienlo dcl año 1959 como 

runlo de in f lexión, idcnti lid111dose eoncretamcnte a la  Rcforma Monctaria y Camhiaria (RMC) dc.: esc año como un 
hito relevante. /\ntc el agolamienlo dc las pnsibil id<.1dcs de crecimic.:nlo en el contexto dcl modelo anterior -basado en 

la industrialii'.ación sustitutiva dc imrnrlacioncs ( I S I ). c.:I dirigismo c.:statal y el dc.:sarrol ln dd mcrcado interno-, la RMC 

aprobada en <liciembrc tic 1 959 habría inaugurado l a  transición hacia otra configuración crnnómic.:o-soc.:ial, basada cn 

la l i bc.:ralii'ación (el rcplieguc del dirigismo e:.latal). la upcrtura cumc.:rcial y financit:ra, y cl crccimic.:nto exportador. 

En ..:s<J sci.:ucncia histórica mas larga, c.:I pcril>do autoritario habría :-;ido un scgundo momi.:nlo dcnlro dcl proceso de 

rcorienl<Jciún y rc.:cslructura de.: la ccunnrnin urnguaya tras la crisis dc la I S I  y bajo un nuc.:vo panidigma 4uc 

dtH.:trinariumc.:nlc.: si.: in�riró en los po:-.tulados l i h..:rnlcs. ( . . . ) 1 a dictadura instaurada en l ')TJ no habría n:prcscnlado 

cntonccs el morncnlo de implantaciún dc un nucvo paradigma sino una lasc dc prolimdi1aciún autoritaria dcl 4uc sc 

' c.:nía imrlc.:mcntando Jc:-.dc lin..::-. dc 1 959."" 

•x. Corno se rucdc arrcciar en c.:I Gr<ilic.:o 3. 1 6, c.:ntrc 1 973 y 1 984 cl índic.:c mcdio de.: salarios disminuyó casi a la mitau. 
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La valorac ión j usLa sobre e l grado de  ruptura que represenló el régimen autoritario en Uruguay con 

respecto a los legados y la Lrayectoria previa en el campo de las políticas sociales conduce 

inev itablemente a la  comparación con Chi le, al menos por dos razones: en primer término, porque 

son los únicos dos pa íses del clústcr de Est:H.los de "alto esfuer7o de bienestar" que recorrieron una 

rula ·'democrática" en ·u proceso de conformación o construcción (el tercero fue Costa Rica) que 

experimentaron en los años setenta y ochenta regímenes autoritarios; en segundo lugar, porque los 

regímenes de b ienestar de ambos países transitaron trayectorias muy d i ferentes durante esa fase 

autoritaria, porque experimentaron procesos de cambio o transformación muy disími les, incluso 

d ivergentes. M icnLras el régimen auLoril a rio ch i leno impu lsó reíonnas de orientación l i beral 

rad ica l u ortodoxa -más aún, reformas que sentaron las bases de la ortodoxia 1 iberal, al menos para 

los pa íses tle la región97- en el campo de la seguridad soc ial , la salud y la educación, su par 

uruguayo ap l icó con cierta parsimonia -o simplemente se l imi tó a seguir- un l ibreto de 

··rnanlcnirn icnto" o conservación en estas arenas de pol íLica social .  Finalmente entre 1 973 y 1 985 

se advierte una moderada contracción de los recursos públ icos desL inatlos a las políticas sociales: 

e l  gasto público social cae del 1 5 .8'Yo del Pl8 en 1 974 al  1 4.2% en 1 984. Esta reducción se 

concentró en dos áreas o secLorcs de política: educación (de 2.8% a 2. 1 %) y seguridad social (de 

1 0.4% a 9.5%).')K 

�1 Según 1 lagganJ & Kau rman (2008: 1 09- 1 1 0): ··FJ  ·modelo chileno· �e trunsforrnó i.:n un imporlanti.: punto de 

n:l"crcncia cn los di.:hati.:s sohrc política Stlcial i.:n /\mérit:a 1 atina ( . . .  ) l.as n.:limnas dt:mostraron a los di.:li.:nsnrcs de 

las políticas pro mi.:rcado c¡ue podían brindar cíct:tivamcntc protección social. l .os cíectns rcdistributivos y en término� 

de bienestar de dichas reformas fueron. sin embargo, en gran medida problemáticos. La mayor parte de los trabajadores 

de bajos ingn.:sos e indq1cndicnti.:s quedó f"uera de los �istemas de pensión privatizados ( . . .  ) l .o-; nucc:vns sistemas de 

edueaeii\n ) salud tendieron a n.:producir ) :.iun e-.;accrbar las di.:sigualdades dc la i.:structura social de Chile." 

l'rnducciún propia. 

''" El gasto público i.:n salud creció levcmenlt: entre esos aiios. aunque con oscilaciones: de 1 .5% a 1 .1)% del l ' l ll.  Cabe 

acolar con respecto a la caída del gasto púhlico en seg11ridad srn.:ial con relación al PI íl (de 1 0.4'% en 1 974 a 1).5% en 

1 98-l ). c¡uc cntre 1 972 y 1 1)84 cl núrm:ro tot<il de jubi laciones y pi.:11sioncs aumentó de 477 mi l  a 630 mi l  (32%, <le 

crecimiento). lo que implicó una fuerte rnntraccic'ln en el valor real <le las prestaciones. Los datos dc gasto público 

social eorrcsponden a /\1ar et.al. (2009: 355 y ss. ). y los dutos sobre el 11úm1.:ro de j uhi h.11:innes y pensiones a las basi.:s 

de dutos del área t.lc historia econúmie<i dl:I lnslituw de Economí<t de la Facultad de Ciencias l�con1irnicas y 

/\drnini�lrat:ión de la Universit.lat.I de l;i Rcpúhlica (h l tp://1\ 11 w.ieeon.ccec.cdu. uy/b:1st:-<lc-d::ilos-arca-de-histnria­

cconom i ca/con ten i do/3 2/es/). 
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3.4 Restauraciones, impulsos reformistas y frenos en los primeros veinte años de  democracia 

Tras el período autoritario, la gestión del 

primer gobierno democrático en el  campo de 

las políticas sociales se caracterizó más por el 

desarrol lo de acciones tendientes a restaurar 

los rasgos del  s istema, tras más de una década 

de autoritarismo, que por fuertes impu lsos 

reformistas. En particular, en e l  área de la 

educación públ ica el gobierno adoptó 

decisiones destinadas a restaurar el orden 

institucional que había sido alterado por el 

régimen autoritario: la reintegración de los 

funcionarios destituidos y la recomposición 

de sus carreras funcionariales; la sanción de 

una ley de ·'emergencia·· en 1 985 que, entre 

'·( . . . ) el Partido Colorado, a influjos del Ratllismo, 

es hoy un partido profundamente liberal en Lo 
político y socialdemócrata en lo económico y social. 

&te segundo rasgo surf!e claramente ( . . .  ) de esa 

voluntad reformista y de esajerarquización del 

Eslado que no puede ser. desde nuestro punto de 

vista, ni el 'ogro filantrópico ' de las dictadura.1· más 

o menos totalitarias, ni el mero árbitro de la 

contienda social ( . . .  ) como querrían los liberales en 

materia económica." 

é.'11nq11e Tango ( 1986): "Un partido hheral y 
.wcmldemricruta ". F.n Rejlexrones del 8011/ismo Nº2. 

Monlewdeo: (.�Id). febrero. 

otros aspectos, reinstalaba las instituciones y los mecanismos de gobernanza democrática del 

sistema educativo. En el  campo de  la seguridad social, e l  gobierno buscó introducir algunos ajustes 

con el objetivo ele ast:gurar la sustentab i l ida<l financiera del sistema (estimular la postergac ión del 

reliro, ret:valuar los topes de las prestaciones, ele.), pero sin p lantear una reforma de carácter 

eslructural, como sí ocurriría a mediados de la década siguiente (Rossel 20 1 6: 1 1  O)Y9 En este 

período el Poder Ejecutivo vuelve a convocar a los Consejos de Salarios, e impulsa bajo e l  

l iderazgo de un  activo Min isterio de  Trabajo y Seguridad Social una  estrategia de  acercam ienlo y 

negociación con el mov imiento sin<l ical :  con una central de trabajadores que había salido 

fortalecicla del proceso autoritario, en particular por su capac idad de mov i l ización eonlra el 

régimen tli<.:tatorial. 1 0° Finalmente, a partir de la restauración democrática se observa un aunH;nto 

"'J l .ey 1 5900 c.lt: octulm: de 1 987 (hll¡is://legislativo.parlamenlo.gub.uyllemporales/lcylemp2033624.hlm ). 

100 El Plenario lnlersindical de Trabaj adores l'ue uno d<.: los aclores con mayor capacidad d<.: movil i,-aciún popular 

conlra la dicladura en sus dos úlLimos años. En particular, cabe recordllr l a  primera gran C(inccntración d<.: masas 

convocada ror el rcnacienle movim icnln sindical el l º de mayo de 1 983, en conmemoración dt.:I dia de los 

lrahajadon:s. LuL:go del r<.:tornn a lil vida política, dcsd<.: el exi l i o  o la cárcel, de los dirigentes de la Cenlral Nacionul 
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tendenc ia! del  gasto públ ico en educación, así como en el sector de la salud y ,  muy fuertemente, 

en el campo ck la seguridad social. 

El primer período democrático rcprcscnló, con relación a la lrayectoria del régimen de bienestar, 

una fase de restauración o recomposición de sus rasgos principales, de sus legados de política; un 

período en e l  que no se procesaron reformas estructurales ni sc introdujeron mayores innovaciones 

o novedades, en gran medida porque la agenda del gobierno se v i o  reducida a dos únicas -y casi 

excluyentes- prioridades: en primer l ugar, la  consolidación democrática y la tramitación judic ia l  

y política d e  las v iolaciones a los derechos humanos cometidas por los m i l itares durante la 

d ictadura; en segundo término, l a  reactivación de la economía uruguaya -aún bajo los erectos de 

la crisis de 1 982- y la estab i l ización oc sus variables macro (en particular, e l  control de los altos 

niveles de in flación). La agcnoa rolítica y la agenda económica -en ese orden- dejaron poco o 

ningún espacio a otras posibles agendas: en part icu lar, para una posible agenoa reformista en 

materia social, incluso si hubiese exis1 ido en los elencos de gobierno el  propó!:>ilo de reformar el 

ccnlenario régimen oc b ienestar uruguayo, h ipótesis poco probable -al menos en ese cnlonccs- en 

varios de los seclores de la fracción mayoritaria del parlido de gobierno 1 0 1 , conducida por dos 

figuras (el Presidente Sanguinelti y e l  Vicepresidente Tarigo) que rescataban la tradición en el 

campo de las políticas e instituciones oc bienestar (scgurioao social, salud y educación) del 

bat l l ismo. 

de TrabujaJores (CNT) 4uc habían sido persegu idos por el régimrn autoritario y la rcunilicuci<in dd mov im iento 

sindical (con l a constitución dd l ' I T-C'NT). el movimiento sindical pa5:i a experimentar un período Je l'uerte expansión 

de sus bases m i l itantes ) de li..lrtalcci 111icnto inslitueional. a) uJaJo en gran 1m.:dida por la restitución de la n1:gociachin 

cokctiva, y cn un dima dc movili/ación política ) social tras mú::. de die/ wio� Je represión. 

rni Nos rcl"crimos a los l ídcrcs o liguras dc la histórica l .isw 1 5  4ue. u esa altura, ad hcrían en mayor mcdida. o crnn 

mús leales. al l'rcsidcntc Sungu inclti 4ue al Scnador .lnrge natllc ( l íder Je la fracción Jesdc mediados los años scs1:n ta 

hasla los primeros años ochcnta ), pero tamhién a la l .islu 85 del Vicepr1:sidenle rarigt1 y a la novc.:I "( ·orriente 1 \a l 1 1  isla 
l ndcpcnd icntc" ( l .ista 81) )  Jcl Sc11ud11r :--1anucl Florcs Si lva, quienes rendían lrihuto a la histúrica líncu ha1 l l ista. 

tnmahun en forma explíc ita distancia Je l:Ls posiciom:s l i berales (yu en boga en c:-.os uños) ) se presen tahan como la 

expn.:sió11 Jo mésticu del pensamiento socialdemócrata, en t i empos 4ue la mayoría de las fracciones 1:rcntc /\mplio 

cucsl ion<lha duramente al  n.:formismo �oc ialdt:mócrala. 

1 06 



Durante los tres gobiernos que siguieron al primer período democrático (el  de Lacal le entre 1 990 

y 1 995, e l  segundo de Sanguinetti entre 1 995 y 2000, y e l  de Bat l le entre 2000 y 2005) e l  régimen 

de bienestar recorrió trayectorias d iversas -incluso d ivergentes en sus orientaciones itleológicas­

en los d istintos sectores o áreas de política, en buena medida como resultado de la capacidad tic 
veto de los actores de oposición ( la izqu ierda y los sind icatos) y fruto tle la transacción en un  

sistema polít ico altamente competitivo entre los tres principales partidos, y entre los dos bloques 

o campos partidarios que se iban configurando (los partidos trad icionales y la izquierda). 

Este período se abre en 1 990 con la apl icación de la reforma constitucional aprobada en el 

plebiscito que se celebró j unto a las elecciones nacionales de nov iembre de 1 989 (que l l evaron 

nuevamente al gobierno al  Partido Nacional l i derado por Lacalle), por la cual los ··aj ustes de las 

asignaciones tic jubi lación y pensión" no podrían . .  ser inferiores a la variación del Índice Med io 

de Salarios'', lo que determinó durante esa década un  tendencia! incremento del gasto en estas 

transferencias y, en ese marco, de la asistencia financiera del gobierno nacional al sistema de 

seguridad social para cubrir su creciente déficit. Si bien la reforma constitucional de 1 989 no podría 

ser interpretada como una reforma estructural y, menos aún, como parte de un cambio s istemático 

en la seguridad social, impl icó una mayor erogac ión del Estado para solventar la seguridad social 

y, por lo lanto, podría ser considerada como un faclor que coadyuvó a fortalecer el papel del Estado 

en este campo o sector de polít ica. 

Si  bien en e l  gobierno del Partido Nacional no se procesó una reforma estructural de orientación 

pro-mercado en los p i l ares del régimen de bienestar (más al lá  de posibles propuestas en d iscusión), 

s í  operaron algunos cambios de entidad en e l  terreno laboral .  Luego de la restitución de la 

negociación colectiva durante e l  primer gobierno de Sanguinelli, e l  gobierno de Partido Nacional 

abandonó este instrumento y a lentó la llcx ib i l i:tación y desregu lación en e l  campo laboral, en un 

contexto r<.:gional donde la negoc iación tripartita y la participación activa del fütado en las 

relaciones laborales eran cuestionadas, en tanto se entendía que rigid izaban el mercado laboral y 

alentaban n i veles de indexación salarial que conspiraban contra las metas de reducción de la 

in flación y estab i l idad macrocconómica. 
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Tras e l  gobierno del Parlido Nacional, la segunda admin islración Sanguinelti se propone desde el  

comienzo de su gcslión reformar el sistema t ic seguridad social ,  con el  propósito de asegurar su 

�ustenlab i l itla<l financiera en un contexto de sostenido aumento del déficit de la seguridad social 

y, por lo tanto, de crecimiento de la asistencia finam:iera del Estado a l  sistema previsional. Esta 

segunda reforma introdujo un p i lar de ahorro individual, que conviviría con el pi lar solidario 

admin istrado por el RPS. La rcfonna fue presentada por la coalición gobernante (Partido Colorado 

y Nacional) como una reforma mixta y moderada, en tanto conservaba un amplio espacio para el 
sistema solidario públ ico (gestionado por e l  8PS), al t iempo que introducía un  componente <le 

ahorro ind iv idual que sería gc�tionado por Admin istradoras <le Fondos e.le /\ horro Prcvisional 

(/\F/\ P); una reforma que lucía heterodoxa frente a otras reformas tramitac.las en algunos países de 

la región en esa década o en los años ochenta ( 8usqucts 2005). Más al lá c.lel carácter mixto y 

moderado de la reforma de 1 996, no se puede desconocer que impl icó un cambio estructural en 

uno de los p i lares h istóricos y constilutivos del régimen <le bienestar uruguayo: una reforma que 

introdujo una cuña de inspiración l iberal en un  sistema que hasta ese momento había sido estatal, 

más a l lá  de su fragmenlación (expresada, entre otros rasgos, por la  presencia de cajas 

paraeslatalcs), estratiricación e inequidad. La rcfórma hizo más ex igentes los requisitos para 

acceder a las prestaciones: aumentó los años de actividad de hombres y m ujeres, y elevó la edad 

de retiro de éstas; as imismo, redujo las lasas de reemplazo y los montos de las prestaciones servidas 

por el BPS (Rosscl 20 1 6; Rodríguez y Rossel 2009). 

/\ 1 tiempo que se procesaron dos reformas en los años noventa dos rcrormas en e l  campo de la 

seguridad social (en alguna medida contrapuestas en sus orientaciones 102), en el campo de la salud 

no fue rosiblc, más a l lá de algunos intentos (en particular. en e l  segundo gobierno del Partido 

Colorado), procesar un camhio de magnitud.1 1 11 

En t.:! t¡;rreno <le la educación, a d i ferencia del campo de la salud, resulta posible advertir durante 

los qu ince años previos al arriho del Frente Ampl io al gobierno nacional un inLcnto sistemútico de 

1"� 1 u pri1m:rn tiende a 'oe1uli1ar. a 1n11 �s tlel l· �tu<lo, el .. cosln·· de mantener cl valor rcal <le las prestaciones hrin<ludas 

ror d sisl1.:111a, y la �q�unda li1.:mk a rrivutinr a transll:rir a los individuos la rcspo11�<1hi l i<la<l por la cuantía 01.: J a ., 

prcslacioncs que rccihidn. 

11 11 Sohrc cst1.: punln se n.:comicnda: l· ilgucira y Mnr::u.:s (2000). 
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reforma en la enseñanza pre-terciaria a partir de 1 995, y algunas transrormacione;;s en el nivel 

univers i tario que tuvieron su in ic io en las postrimerías del régimen autoritario. En cierto sentido, 

como en el campo de la seguridad social, las orientaciones de estos cambios -en términos de 

rcasignación de pesos entre el Estado y el mercado en la provisión de servicios- no rucron 

uni formes u homogéneas, ya que m ientras en e l  área de la educación pre-terciaria y la formación 

docente los cambios imp licaron, en forma inequívoca, un fortalecimiento del Estado en todas las 

funciones (regulación, financiación y provisión de servicios), en la educación universitaria 

contribuyeron a crear, expandir y consol idar un p i lar privado. 1 04 

La reforma de la educación pre-terciaria a cargo de la Admin istración Nacional de Educación 

Públ ica (AN F.P), iniciada en 1 995 por la segunda admin istración de Sanguinelli constituyó una de 

las principales in iciativas de su agenda, y le permitió con su impronta y contenidos estatistas y 

pro-equidad (universalización del acceso a la educación inicial  a través de la expansión de la o ferte 

pública, creación de escuelas públ icas de tiempo completo en los contextos de mayor 

vulnerabil idad socioeconómica, expansión y descentral ización territorial de la oferta pública de 

formación docente, etc.) contrarrestar los perfiles privatistas que tuvieron, más a l lá de su 

moderación y gradualit.lad, las reformas impu lsadas en otros ámbi tos (en particular, la de la 

scguridat.I social) o el mantenimiento de la tendencia a l a  flex i b i l ización y dcsrcgu lación de  las 

relaciones laborales. 1 05 La reforma de la educación públ ica pre-un iversitaria (que reúne a casi e l  

90% de todo el a lumnado de la educación públ ica y representa tres cuartas partes de todo e l  gasto 

público t:n t:ducación) fut: en los veinte años que siguieron al retorno a la democracia el ejemplo 

más claro de afirmación del rol del Estado en e l  campo de las polít icas sociales (dt: hecho, supuso 

llM l�nlrc: 1 849. añl) tic inido -dl:divo-tlt.: los cursos tlt.: fonnación superior t.:n la l Jn ivcrsid<Jtl tk la Rt.:pública, y 1 984, 

a1io t.:n que se crea J¡i scguntla universitlac.J en la h istoria e.Je! pais (la l J n i versitlac.J Caiólic¡_¡ e.Je) Uruguay - l )ámaso 

Antonio Larrai'iaga), el Eslac.Jo f"ut.: t.:I único prnvt:edor Jt: la cnsci'hrnza un iversi taria a través de t.:sa primera t.:asa de 

esluc.lios. l·:stc rasgo rt.:su lta atípico t.:n la rcgiún, y rnás aún en la comparación con los paiscs mas dt.:sarmllados ( inc l uso 

paist.:s p..:qucños como l iruguay), y suslay;.¡rlo 11..:va a minimizar o suh..:stimar la mag111tud de l  cambio que supuso la 

irrupciún Je las univ<:rsic.Jac.Jcs privada-; en d país y la knta, p<:ro sost..:nida, cunsoliduciún dt.: un p i lar privado Jc 

pr<:statlorcs tlt.: st.:rvicios cc.lucativos en este nivel dt.: enseñanza. 

111' Sobre los rasgos más salientes de la rcforma t.:duwtiva impulsada por el scguntlo gobicrno tic Sanguinclli y, en 

particular. sohn: su ubiem.:ión en el eje Estac.Jn-Mercado o en cl cjt.: ortnJoxict-hctcroJ()xia se pucdcn consultar: 

l kntancur (2008), Ot.: Armas ('.!004), Dt: Armas y C iarcé (2004), l,ai1:.-.aro (2004) y Mam:eho ( 2002). 
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una suerte de "des-mercant i l ización" de la educación, en la medida que el Estado avanzó como 

rector de las pol íticas educativas, linanciador y proveedor); una n:íorma que se d i ferenció 

claramente de otras experiencias de reforma que la región conoció durante los años noventa bajo 

regímenes democráticos. 1 06 La implementación de la reforma de la educación pre-terc iaria durante 

e l  segundo gobierno de Sanguinetti le permitió a l  Partido Colorado reafirmar el  sesgo pro-estado 

en el área social, característico del batll ismo h istórico, compensando en cierto sentido el rechazo 

u oposición del Partido Colorado a la propuesta que impu lsaron durante 1 994 los sind icatos de la 

enseñanza, los gremios estudiantiles y el rrente Ampl io para reformar l a  Constitución a fin de 

establecer un mínimo de asignación de recursos prcsupucstalcs para la educación pública (2 7% del 

presupuesto nacional), la  que fue acompañada sólo por un terc io del electorado en e l  plebiscito 

celebrado _junto a las elecciones nacionales de noviembre de 1 994. 1 07 

Finalmente, en las dos primeras décadas tras la  restauración democrática -en particular, desde 

comienzos de los años noventa- se advierte un quinto movimiento en el campo de las políticas 

sociales, que se suma a los intentos de reforma exitosos o fallidos ( la  reforma de la seguridad 

social, la desn.:gu lación y ílex ib i l ización de las relaciones laborales, la reforma de la enseñanza 

pre-terciaria y los prospectos frustráneos en el terreno de la salud): la creación desde la Presidencia 

de la República de pequeños programas destinados a apoyar transformac iones de diversos porte 

en las sectoriales de política social (educación, vivienda, salud, etc.) o a promover acciones 

destinadas a las poblaciones más pobres o en situación de mayor vulnerabilidad social. 

Un  inventario más o menos exhaustivo de los programas de nueva generación en el campo de  las 

políticas sociales debería incluir a l  Programa de I nversión Social (PR IS)  creado por la 

101• �cgún Cas1igl 1oni (2005: X2): ··En cduc;. u.:iún. la  1-..:forma ( uruguaya) c'p•md..: d 'istcmil púhlico y no despliega 

ninguno de los 111odclos dl! las rcl(>1 ma� oric11lada� al rnL:rca<lo dc la rcgión . . . ·· 
1117 Sohn.: cslc pu111n sciiala Mon.:ira (2004: 1 1 1 - 1 1 2): ·· . , ,  con las clt.:ccinncs nacil)nalcs Je ntl\'icmhn: tic 1 l)<J4 se 

plchiscita (una iniciali\a popular) impulsada ror e l  movimiento sin<lic;il. cspccialmcntc d -;indic;ilismn púhlico d..: la  

cnsclian1a. 4uc n:cihc un tímido <Jcomra1'iam ien1n th: la i1quierda. rrctcntlc introducir una moJi ficaciún conslilucional 

4ul! csl;ihlt:/C<J qui.: d Prt:suput:slo N¡¡cional tkhc destinar un mínimo del 27%1 para ¡;I gasto cn educación (st: agregaban 

incisos a lo� ;ir1iculos 2 1 4. 2 1  - y 22() Ul! la Cn11stiluci(111 n.:fúiJos a los presupuestos Je 1<1 cnscil<Jní'a estatal). l�sla 

iniciali\';i fuc mu� Ji�culida. habida cuenta del impacto ccorH)mico que habría tic l<:ner. � linalmcnlc. no fue aprobada.·· 
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administradón Lacal le, el Programa de Fortalecimiento del Área Social (FAS) puesto en marcha 

hacia el final de ese mandato, pero desarro l lado principalmente durante el segundo gobierno de 

Sanguinetti, el Programa de Integración de /\sentamientos Irregulares (P IA I )  lanzado en 1 999 y el 

Programa I n fancia y Pam il ia ( ll\I FJ\ M I LIJ\)  iniciado entre 200 1 y 2002 en el contexto de la 

agudización de la recesión que la economía venía padeciendo desde fines de los años noventa. Esta 

nueva camada o generación de in iciativas debería ser ubicada, más al lá e.le la cspecifici<lad de cada 

uno de sus ejemplares, dentro del universo de programas que alentaron las instituciones financieras 

internacionales (el Banco Mundial y el Banco I nteramericano de Desarro l lo) en los países de la 

región a partir de los años ochenta, y 4uc rormaron parte de una agenda más amplia de n.;forma 

social que pretendía generar pol íticas o programas de reducción de la pobreza más eficaces y 

eficientes que las tradicionales pol íticas sociales orientadas a ese propósito: mecanismos y 

programas focaliza<los exclusivamente en los sectores de población más carenciada: en los pobres 

extremos, los habitantes de asentamientos urbanos irn.:gulares, las fami lias en situación de especial 

vulnerabi l idad, etcétera. ' ºX 

Este quinto mov imiento o novedad en e l  terreno de las polít icas sociales que comenzó a 
experimentar el Estado uruguayo a partir de los años noventa, respondía -de modo más o menos 

exp l íc i to- al supuesto de que las instituciones y las políticas sociales creadas en la primera mi tad 

del siglo veinte impedían o d i ficullaban una llegada d irecta, e fectiva y eficiente a los sectores más 

pobres de la pohlación, y que favorecían desvíos regresivos de los recursos destinados a las 

polít icas sociales hacia las capas medias y medias-altas de la población. 109 La revisión de los 

i ux Sobre este tino de nrogramas, scñ;:1la Draibc (2009: 4<>6-467): " l nauguruth.1 con la rmlical reforma social chilcna tic 

inicios tic la  tlécatla tic 1 ')80, el nUL:vo cn filquc <le enfrentamiento dc la rmhn.:n. como cr.:1 tic csperar, se imnlemcrllt'1 

cn rnrio� paíscs tic l a  rcgión ( . . .  ) Se inaugura a l l í  también ·el  moJu ;fr,laJo·.  \ alc tlcdr cn que (el)  fontlo (soda! tic 

cmt:rgencia) y 1ctl cstán inscritos en un circuito propio y aullÍnomo <le la maquina núhlica. gcncralmcntc cc11trali1<1di1 

cn el más allO nivel tic tlccisioncs tld país ( J>rcsitlcncia Je la Rep1'1blica) y opcrantlo a través <le rcghis cxccncionalcs. 

casi siemp11.: j11s1ilicatla)> por la cmcrgcncrJ. /\ poyatla l i nam:icramcntc por 1.:I l \ J D ) por el B..int:u MunJi .. d . . .  l<1 
iniciativa sc m u l tipl icó rápiJa111c111e por la n.:gión que. una tlécatla dcspu0s. contaba ya con '.!O limdos .. . '' 

iw 1 .a cmcrgcm:ia tic este ti pu tic programas estuvo asociaJa cn v;irius p:ríscs tic la región a una visión m �ts amplia tic 

cucstionamienln del rol tic! Estatlo cn el campo social, y por lantn tic rrnmnción dc reli>nnas oricntatla.� a reducir su 

rcso ( list:al. rcgul<1torio y <le proveedor tlirccto tic servicios). J .,n este sentido. sostienen Marcel y Rivcra (2008: 1 5.l). 

··(tic acucrdo a l;i) pcrspecli\ ;i ncolihcral. . . (la) inten cnciún tic! 1:s1..itlo 1:s vi�w como un.1 inlcrlcn:ncia sohn.: e l  hucn 
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objetivos de estos rrogramas permite apreciar una pretensión de sortear, e ludir  o rodear las tramas 

burocráticas que se presumían opacas y abigarradas. /\sí,  estos programas podrían ser considerados 

como mecanismos de by-pass generados para canalizar, a través de vías raralelas o alternativas a 

la burocracia estatal, las reformas (M idaglia 1 997); v ías que eran cons ideradas por los tomadores 

de decisión como más ágiles, eficientes y efectivas para alcanzar a los sectores destinatarios de las 

intervenciones que las que ofrecían las instituciones regulares del Estado. 

En el caso uruguayo estos programas no deberían ser catalogados como i n iciativas aisladas, en la 

medida que algunos tuv ieron alta v is ib i lidad política (al menos entre los tomadores de decisión), 

abordaron prioridades de las agendas de los Presidentes (v iv ienda, educación, pobreza, salud, etc.) 

y fueron capaces de perdurar durante cuatro administraciones de d istinto signo político (de hecho, 

algunos de estos rrogramas prosigu icron durante las adm i n islraciones frentistas, demostrando 

cierta caracidad de adaptación política). Tamroco se debería sobreestimar su relevancia en el  

ranorama de las políticas y reformas sociales impu lsadas durante los primeros veinte años de 

democracia, ya que su peso-en términos de recursos rresupuestalcs, humanos y prestaciones- fue 

absolutamente marginal en comparación con los roderosos y centenarios sectores de política 

social: la  seguridad social, la salud y la educación. Por otra parte, la s igni ficación polí t ica o el peso 

de este t iro de rrogramas o in iciativas (muy extendidas en la rcgi1)n durante las ú l t imas dos 

décadas del siglo pasado, como lo fueron en la siguiente los Programas de Transferencias 

Condicionadas 1 "') debería ser evaluada en runción del grado de desarro l lo o robustez de los 

sistemas de bienestar en los que se insertaron; así, m icnlras en países como U ruguay fueron cuñas 

o injertos en añosas y resistentes estructuras estatales, en otros países de la región. con regímenes 

de bienestar débiles o --residuales·', ocuparon espacios cenlralcs en la producción de polít icas. 1 1 1  

fl.incion;.1111icnlo del mcn:mlo. distorsionando los i ncentivos a trabajar. ahorrar y producir de los agcnh.:s económicos 

( . . .  ) l .os pai::.e!> en dc\a1 rollo dcbcrian manLencr cnloll(:C:-. 1 ::-.Lados pcqucf\os para C\ itar tanlll c�ta.s di�LOrsioncs como 

los co:-.tos Jc una alta carg.:1 trihuLaria sohrc el potencial del crccimicnto. t ina c11rga Lrihutariu hajil seria 111.:ccsaria para 

m;.111te111.:r los irn:enLivos al lrahajo, el ahorro y la invcrsiún. con la exp1.a:Lativa 4uc la gencracilin Jc cmpleo y los 

subsidios cslatalcs focal it<Hlos sean sulic1enlcs para asegurar la participación de los m;"p; pohn.:s en los beneficios del 

c1 ccim icnlo. 

i iu 1 : j t:mplarcs d1.: una scgunda gcncraciún Je la lcndcncia a la tninsfl:r1.:ncia tk moJt:los J1.: poi íLica 1.:nlrc paiscs, o 

¡wlity frr1111/á. faci l i tada por las instituciones financieras intcrnacionalcs y otr;:i-; ;.1gencia� de woperaciún multi lateral 

1 1 1  l ·n  algunos sistemas poi iLicos de la n:gión la puesta en marcha dc cstc t ipo iniciativas �e inscrihc cn la irrnpciún de 
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La evolución del  régimen de bienestar en Uruguay durante los vcinlc años de democracia que 

preced ieron la l legada al gobierno del Frente /\mpl io en 2005 muestra la tensión entre tendencias 

en alguna medida d ivergentes. En este período conviv ieron reformas e innovaciones de signo 

d i verso: algunas afi rmaron rasgos hisLóricos del régimi.;n de bienestar uruguayo (por ejemplo, la 

reforma de la educación pública pre-tl!n.:iaria desarro l lada entre 1 995 y 1 999): otras fueron 

moderadamente privatizadores o pro-mercado ( la reforma de la seguridad social tic 1 996 o la  

1 iberalización de l a  negociación entre empresas y trabajadores); otras consistieron en la  

i n troducción de programas de nueva generación (focalizados en las poblaciones en situación de 

riesgo social), propios de la agenda social que dominó la región durante los años ochenta y noventa. 

En este período, y como resultado de la movil ización de ··actores de veto", se procesaron también 

algunas rcíormas (la indexación de las jubi laciones y pensiones incorporada a la Constitución en 

1 989) que determ inaron un fortalccimicnlo del Estado en e l  campo social. 

La extendida rrescncia del Cstado como rcgulctdor, íinanciador y también proveedor d i recto de 

servicios, prestaciones y transferencias sociales, así como su centralidad en la  economía como 

empleador y propietario de las principales empresas del país, fueron gestando durante el siglo 

pasado poderosas bases sociales y políticas que aseguraron la deícnsa del  régimen de bienestar 

ante cualquier posible embale reformista y la reproducción de sus principales rasgos. Desde luego, 

l idera/gos prc.:sid1:nciales neo-populista<;, que hus1:aron arropar al centro presidencial con programas o institucion1:s 

que permitieron, por una parte, disponer de recursos políticos 4uc pudiesen ser gcstionados 1.:on al tas dosis de 

discrceionalidad, pi.:ro también que facili taron una l legada más dir1:cta -sin intermediación de nlras insti1ucioncs u 

actores- a las pohlacinnes más carcnciadas, lo que permitía, precisamenti.:, afirmar las bases de legitimidad de 

l idera7gos d1: corle populista. De acuerdo a Weyland (200 1 .  2002. 2003 y 2004). 1.:stos l idt:rulgos como ··n1:t1 
populistas·· cxhihicron algunos rasgos sim ilares a los de sus ant1:ccsur1:s de las décadas del treinta al cincu1:nta dd 

siglo pasado. 1:stos l idcra7gos estuvieron apoyados 1.:n coaliciones heterogénea y poli-dasislas. apehuon a ··proe1:<;0S 
1op-du111n J1: movili/aciún política"'. dudic1on .. las formas �1 m1:canismus institucionalitad11� d1: m1:dia1:iún'". 

postularon un¡¡ .. id1:o lugía ecléctica·· e impulsaron un ··pro) 1:cl0 c1:onú111ico ( basado 1.:n) m.:1ndos 1:lil·ntdtir1:s·· de 

redistribución de recursos. l�n esta dir..:c<.:i1in. sus1i1:111: W 1:� land ( 2003: 1 098 ): ··e lus lid1:res) n1:0 popuh�tas y 

neolibcrales (coincidieron) consid1:rahl1:rnen11: 1:11 su rda1:io11amicnl0 con los principales acl0r1:s sociales ) políticos. 

( M antuvieron) t.list<.Jnl:Ía con rcsp1:cto a los sindicatos. las asol:Íacioncs 1.:rnpn;sariales e incluso varios grupos 

1.:mpro.:.�ariali.:s, (en tanlo eran visws) como trabas u obstáculos a su autonomía y pnt.l1:r. y condenados por los 1:xri1:rtos 

n1:olihcralcs pnr ser huscadm1:s Je b1:ncficios o intcr1:scs particulares que buscan in11:r!erir en el f'um:innami1:nln d1:l 

1111.:rcaJo.·' 
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durante los períodos democráticos -en particular, en los contextos de alta competencia pol ít ica­

csas bases a lcanzaron su mayor capacidad de presión e inílucncia, pero incluso en los años de 

deterioro de la democracia y en la etapa autoritaria tuvieron c iertos márgenes de acción, y el peso 

político, económico, social y cultural del Estado -una suerte e.le asentada estatalidac.1- siguió 

contribuyendo a l i m itar o morigcrar cualquier prospecto reíormista. Precisamente en esta d irección 

y sobre e l  caso uruguayo sostienen 1 l aggard & Kaufman (2008: 1 2) :  "Lo derechos de bienestar 

crearon bases electorales y grupos de interés; en general, cuanto más ampl ia era la cobertura y 

cuanto más elicaces eran los servicios sociales proporcionados, más d i fíc i l  era para los 

reformadores l iberales alterar el statu quo de la política soc ial ( . . .  ) Donde la coberlurajue amplia, 

como en Uruguay y Costa R ica, los esfuerzos por reformar e l  sistema de protección social 

enfrentaron serios ohstáculos. Donde la cobertura había sido l im itac.la y c.les igual, los reformadores 

pro mcn.:ado ganaron mayor incidencia sobre la agenda de política social." 1 1 2  

Trns u n  período 4uc estuvo signac.lo por 

una dinámica competencia electoral entre 

los panidos (que fue configurando el  

nuevo h ipartidismo que las elecciones 

nacionales de 2004 finalmente 

consagrarían), y por la tensión entre 

intentos e.le reforma de signo l iberal 

moderado y gradual ista ( impu lsados desde 

los partidos trac.l ic ionalcs) y prospectos 

cstatistas promovidos por la izquierda y e l  

mov im iento sindical, el régimen de 

bienestar uruguayo muestra, en mayor 

mL:dida, signos de conl inu ic.lad que tk 
cambio o transformación. De hecho, a 

c.l i fercncia de lo que se observa en otros 

países de la región, en cslc período 

1 1 2 TraJu¡;cicin rrnria. 

Gráfico 3. I R  
Gasto público social por sectores en Uru�uay. 

Serie 1 990-2004. F:n porcentajes del PIB. 

• Vivienda. servicio" comunil;uios y orros 
i::i S�urid�cJ y Asiocnci� Social 
OS:tlucl 

C N r<"i -r 
e. C"> � � c. 
� C' � ::::- C"o 
- - -

/."ue11/e. Ohsen'atorw S111.wl del M1111stn10 dt• Oesurmllo Socwl 

(htJJ!.. iihse1T1Jfonrrn1ual1111d1,,· i:uh.u1 1m1 1.tl\/1.les ) 
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aumenta el peso del gasto públ ico total y el gasto públ ico social en el P lB .  Corno se puede apreciar 

en el Gráfico 3 . 1 8, m ientras el gasto público social total ascendía a 1 4.2% del P I B  en 1 984 (ver 

/\nexo IV, Gráfico /\ .3 .2), l l egó a 1 5 .6% en 1 990, 1 8 .4% en 1 995, 20.7% en 2000 y 22.6% en 

2002, lras lo cual cayó por dos años cunscculivos luego de casi veinte años de crecimiento 

sostenido ( 1 9.4% en 2004). 

La comparación cnlrc Uruguay y los otros países de la región que lograron alcanzar durante el 

siglo pasado Estados de alto ··esfuerzo de bienestar" ( los del Cono 'ur y Costa R ica) permite 

apreciar hasta qué punto el  aparato estatal uruguayo y, en particular, sus instituciones y pol íticas 

de bienestar no experimentaron transformaciones estructurales signi ficativas, tomando como 

ind icador la participación del gasto públ ico total en el PIB. 1 1 3 Como se puede apreciar en el Grálico 

3 . 1 9, mientras en los años ochenta y noventa el peso en el P I B  del  gasto públ ico cayó en forma 

sostenida en Chi le  (d<.; 30% a 2ü<Yo, aproximadamente) y se mantuvo en Argentina en torno a 30%, 

en U r11guay registró un moderado crecimiento de 30% a 35%. /\ún más clara r<.;sulta la 

comparación cuando se cotejan solamente Chile y Uruguay (Gráfico 3 .20): los dos casos que 

siguieron un ··patrón democrático·· en la construcción de sus regímenes de bienestar hasta los años 

sesenta, y que experimentaron en las décadas siguientes regímenes autoritarios que impu lsaron, 

con mayor o menor v irulencia, reformas de signo liberal. 

1 11 Si bien el peso del  gasto púhlicn tolal en el  1 ' 1 13  no necci;ariamcntc expresa o refleja la prioridad macmcconúmica 

dc.:I gasto públ it:o social, cxish; una t:iat.i <.:orrcla<.:ion entn: ambos indkadorcs: en general. los pabcs que destinan una 

ma) or proporción del PI  H al  ga'>to público social �uckn scr los que.: registran mayores niveles dc gasto público totJI 

con n.:lat:iún al 1'113. l'or utra parte, en la medida que la distribución del ga'\tu públit:o entre las limcioncs sot:ialcs ) 

las restantes !'unciones suele ser n.:lativamcnte rígida o 110 cambia signi fit:a1 ivamcn1e en períodos cortos , la 

<.:volución dcl gasto público towl medido como porct:nlajt: del P i n  put:dc scr un buen proxy de la evolución del gasto 

público social medido como pon:entajc del l ' l l l .  
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G r:ifico 3. 1 9  

Gasto Púhlico de Gobierno Central y Gobierno General Consolidado en A rgentina, Chile, Cosla Rica y 
Uruguay en el siglo veinte. Promedios por quinquenio entre 1 960 y 1 999. En µorcenlaje del PIB. 
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/"uenle. elahoract(Ín pmpw en hase a /u.� s1g1111·n1esfuen1es pura cada 111111 de los cumro paÍSl'S, para Argenlllw. todos los daros 
sobre el gasto del (iub1emn Central corresponden u Montel'ldeo-Orford /,(Jt/11 Americun Fco11111111c llmory /)uf() Ra.�e 
(h11µ:/ mor/ad-.1·tai:111g.herokuapp.rnmlhomele.sll). los datos sohre el resto del gc/Slo públu:o pura los q111nq11en111s 19511-5-1, 1 960-
6./ y 1970-7./ a Throp (/99fl· 181) y para los q1111u11umws de 19110 " 1999 a f,al'lgne y Rnve (2014. 58): para rhtle /,urrañagfl 
(2010. J). para l,os111 /?1cu lodos los datos corre.1'{11111de a Montewdeo-(J\(ord f,atm Americun T>conom1c llmory /)a111 Hase 
(h11p:l/mo::r.lud-s1ag111g.h�rokuapp.cnmlhomelesfl); paru Uruf;Uay lodos los datos sobre Gobierno renlral y res10 del (lol11emo 
Ce111ral Consoltd(lf/11 (Ser;undad Snr:1al) c11rresp1mden o/ lnsl1tU/u de Ec:r1110111ia rle la Un1vers1dud rle la l?epúbltca /Jase de 
/ )utMISerie.1· 1!1st1Íricas (hllp:llwww. 1econcc:ee.erlu.11¡1/hase-de-/i11ul/=as-1111bltL·aslcol/tenido/J2/esl) y los dalos sohre el J!.USIO de 
los (}rJb1emos /)1•¡J(Jrf11111e11ta/es a A=ar, el u/ (20()1), 20R). 

Cráfico 3.20 
Casto público tolal en Chile y I Jru�tiay. Años seleccionados entre 1 9 1 5  y 2000. En porcentaje del PIB. 
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29 28 

25 25 

1n 1n in iíl 1 
1 ') 1 5  l ')25 1')44 l 'JS5 l'.1115 l'J'.15 2000 

Vi1ente elahrmu1ó1111mpw () pamr de las s1g111e11les /uenles: ¡mru /JruJ!.llll)', A:ur. td al (2110()); ¡Juro ( '/11/e, /,orrwiago (211 I IJ 3). 

Si bien e l  régimen de bieneslar no cxpcrirncnló reformas csLructurales. es po�ible reconocer 

Lransformacioncs de otra naturalc7a que lo fueron al�jando, de facto, de sus objetivos o propósitos 
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de universa lidad, y que determinaron un lento deterioro en la calidad de sus scrvtctos y 

prestac iones. Como señalan Fi lgucira et.al (2005), e l  régimen de bienestar uruguayo com:spondió 

-y fue runcional- a lo largo del siglo pasado a un modelo de desarro l l o  basado en la 

industrialización ror sustitución de im portaciones (caracterizado por un mercado laboral con altos 

n iveles de empleo y rorrnalidad), que comenzó a mostrar sus primeras señales de agotamiento, 

tempranamente en comparación con otros países de la región, hacia mediados de los años 

cincuenta, así como a un t ipo de estructura social -asentada en el modelo de . .  male-breadwinner 

/ami/y" (Fi lgueira 2005)- donde una porción sign i ficativa de las runcioncs de cuidado o protección 

de las personas, que en los regímenes de bienestar más avanzados son gestionadas a través de 

serv icios sociales (el cuidado de niños pequeños, adultos mayores y enfermos), era cubierta por 

las familias (por mujeres que en su mayoría aún no se habían incorporado al mercado laboral). 

Durante ese período de expansión y apogeo del régimen de bienestar e l  n ivel  de gasto público 

social, aunque ostensiblemente i n f"erior a l  actual y a l  que se registró en promed io en los pri meros 

vcinte años tic democracia (ver Anexo I V ,  Gráfico A.3 .2), permitía cubrir en forma adecuada la 

demanda de servicios y, por lo tanto, aseguraba niveles adecuados de calidad. 

Con la  crisis del  modelo de industrial ización por sustitución de importaciones y la paulatina 

apertura y desregu lación de la economía, y con las transf"ormaciones en la  estructura social (la 

d i versificación de los tipos de fami 1 ia y la  incorporación masiva de las mujeres al mercado laboral), 

esos esquemas de protección social se revelaron insuficientes para cubrir en forma adecuada a toda 

la población. Además, si bien el gasto públ ico social aumentó en esas ú lt imas décadas del siglo 

pasado, tanto en términos absolutos como relativos, e l  incremento no fue suficiente para cubrir l a  

creciente dcmanda por servicios, a l  menos e n  algunas áreas, determinando un deterioro o 

empobrec i m iento en l a  calidad de las prestaciones ( claramente en educación'  14 ) .  

Pese a que c l  ccnlt:nario régimen tic b ienestar uruguayo n o  sufrió cambios signi ficati vos cn los 

prirnc.;ros vei nte años t ras la recuperación democrática, que impl icaran una retirada dcl  r.stado en 

el campo de las políticas sociales o una mercantilización en la provisión de bienestar, el d iseño de 

sus instituciones y pol íticas resultó en muchas áreas crccicntcmentc inadecuado o inapropiado para 

1 1 4 Vcr. nu<:vamcnlc. (inificn 3. 1 7. 
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cubrir la nueva ·\:strucLura de riesgo soc ial" (F i lgueira et .a l . ,  2005), al liempo que la ca l idatl de 

algunas prestaciones experimentó un  paulatino rcro sostenido deterioro (educación y salutl 

rúbl ica) rcse al crecimiento del gasto púhl ico social. 

3.5 l .a plausihlc h ipótesis de una tercera fase de expansión del régimen de hienestar 

La configuración causal que determinó la temprana conslrucción del régimen de bienestar 

uruguayo y su trayectoria durante el siglo pasado (cierto grado de desarro l lo  económico y social, 

una democracia instiLucionalinda, estahlc y altamente competitiva, fracciones y l iderazgos 

partidarios portadores de itlcas pro-welfare próximas a las posturas típicas de la socialdemocrac ia, 

y sindicatos relativamente autónomos y con cierta capacidad de mov i l iración) aproxima el caso 

uruguayo a algunos de los países tlesarrol lados que rucron capaces de constru i r  arquetípicos 

estados de b ienestar. 

Tras un siglo de desarro l lo  del régimen de bienestar, los legados en las distintas arenas de política 

se rucron convirtiendo en otro tic los factores dcterminantl!s tic la reproducción y extensión del 

régimen de bienestar. Ese '"patrón democrático'· que siguió I Jruguay, a l  igual que Chi le (Scgura­

U bicrgo 2007 y 1 l uber & Stcphcns 2 0 1 2). en la conformación de  su régimen de b ienestar a lo largo 

del s iglo veinte y la supervivencia hasta comienzos de este siglo de su matriz original, pese a los 

inlentos rerormislas de signo l i beral que tuvieron lugar durante el período de "relrenchmen(' (en 

lo que sí se d istingue de Chi le), hucen del caso uruguayo uno de los pocos ejemplares de la región 

donde se podría esperar una experiencia de expansión del régimen de bienestar conducida por un 

partido de hase lahorista con orienLaciones socialdemócratas; una experiencia que se podría 

asimilar a las de algunos países más desarro l lados que viv ieron en forma tardía procesos de 

construcción o ampl iación de sus si!>Lemas de bienestar. bajo l iderazgos de partidos socialistas o 

de i:14uierda ( ideológicos, hurocráticos y mov i l izat.los) de ampl ia base electoral y social . 1 1 � 

1 1 '  l��lJ comraracitin nn imrl ica dcsconl)ccr () suhcslimar las 110lorias asimclrias qui.: dislingui.:n a los raisi.:s de 

t\111�rie:1 Jcl Sur Je lo:; m:ís dcsarrollaJns. ni las hri.:chas qui.: se.; han ;,ihii.:rlo i.:nlri.: amhas rcgionc.;s duranli.: la  segunda 

mil.id ckl s igln ras:Juo i.:11 l�rminos di.: d..:�arrol lo  ..::irital isLa e inscrci1'rn en la  cconomi<J glohal, ri.:ro sí  rescata algunas 

líncas t¡llL' rucdi.:1 1 arrnxirnar entre si a esta� i.:"\rcrit.:nci.1s. 
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4 Reformas sociales y rcoricntación del welfure en los dos primeros gobiernos del Frente 

Amplio (2005-2 0 1 5) 

4 . 1  La l legada del Frente Amplio al gobierno en el contexto del "'giro a la izquierda" de la región 

La asunción del gobierno nacional por parte del Frente Ampl io  en marzo de 2005 ruede ser 

considerada la culminación de un período histórico que se in ició veinte años antes, en marzo de 

1 985, con la retorno a la democracia. En esas dos décadas el sistema político u ruguayo procesó 

algunas transformaciones institucionales y políticas sign i ficativas: atravesó durante la segunda 

mitad de los años ochenta la restauración y consolidación de la democraci a  luego de once años de 

régimen autoritario; impulsó 1.ksdc in icios de los años noventa un proceso gradual y contenido <le 

apertura y liberalización económica; desarrol ló  en la segunda m itad de esa ú lt ima década algunas 

reformas sociales <le cierta magnitud (la de la seguridad social y la educativa). 

A 1 tiempo que el sistema político uruguayo exrerimcntaba esas transformaciones, su sistema de 

partidos asistía a un cambio estructura l :  la transición desde el p luralismo moderado que había 

emergido de las elecciones nacionales de 1 97 1 ,  y que habían ratificado los comicios de 1 984 

(con formado por blancos, colorados y frentistas), hacia un nuevo bipartidismo o pluralismo 

moderado de dinám ica bipolar, constituido por e l  frente Ampl io  y el bloque compui.;sto por 

blancos y colorados. Esta segunda transformación -quizi1s la más signi íiealiva del período y !actor 

<lctcrminan tt: del lriunfo clcdoral de.: la izquierda y de su rerrnanencia durante tres períodos en e l  

gobierno- fue producto de  cambios sostenidos e i ncrementales en las preferencias y lealtades del 

electorado. 1 1 6 

Finalmente. este período que precedió a la ··era progrcsisLa" (Garcé y Yaffé 2004), se inició con la 

sinuosa recuperación de la economía uruguaya tras la crisis de 1 982 ( l a  crisis del régimen 

cambiario, la "crisis de la tabl i ta"). 4uc prccipitó e l  fin del auloritarismo, y se ccrrú -lucgo di.; casi 

catorce años de crecimiento sostenido enlrc 1 985 y 1 91)8- con la profunda reces ión 4uc 

1 1 '' Sobn: eslc runlo se ruct.lrn consultar, cnln.: otros: HUL¡ucl (2005). Huqucl y De /\rmas (2004), Can�ani (2005). 

1 .::mzaro (2004). C iom' :ilcz y Qucirolo (2000), y Morcira (2004). 
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experimentó entre 1 999 y 2002 1 1 7, una de las tres mayores recesiones de toda su historia moderna 

(Gráfico 4. 1 .) . 

G ráfico 4.1 

Variación del PI  B (medido en pesos urul!.uayos, a precios consh111lcs) en t J ruj!,u:ty. 

.o 

·�.3 

"'T �. "'° 1 � :c ae. oc  
G"' � e- Q'> - - .... -

Porccnlajcs. Serie 1 980-2004. 

7.9 7.J 

-7.1 

::-C: QO< C - ,_l ..., � V, \0 1  � � & � g � � � : � - - - - - - - - - -

Fuenle. l111ernatt011al Monetwy Full(/, IVor/ú t:i:111wm1c Outlook Outahase. Ahnl de 201·1. (/JJJJ.1:/lwww. 1111(orglexternulldata. h1m). 

Las reformas e innovaciones que el primer gobierno del Frente Ampl io  introdujo en el área social 

no pueden ser anal izadas adecuadamente sin considerar e l  contexto n.:ccsivo que aún arectaba a la 

economía nacional (pese a que ya había retomado la senda del crecimiento en 2003) y, en 

particular, sin contemplar como uno de los factores que f'ae i l ilaron esas reformas la crisis social 

desatada tras el quiebre del sistema bancario en agosto de 2002. 

117 l !n rcrimlo que comicn;ra con un marcado incremento ck los nivclt.:s de rohn:/a (ele 2 1  % en 1 98 1  a 5 1  'Yci en 1 984 ). 

y que final iza. luego de una significativa caída de la robrcza hasta alcan7ar valores en torno a l 5'Y.• 1 995. con un nuevo 

sallo (de 1 5% en 1 999 a 32% en 2004 ).Estos datos corresronden a la cslim;,ición ele la incidencia de la pobreza en la 

rohlaciún urbana (residente en localidades de 5000 o más hahitanlcs), utilinndo la 1 inca de l'ohrc7a (mcwdulogia 

2002) dd Instituto Nacional tk Estadistica d1.: Uruguay. Si se util i/ara la ! .inca <le l'obrc1a (metodología 2006) v igente. 

c11y11s umhraks snn rná� al Los o c\igc111cs tJUC los de la metodología 2002. el sallo de c111nicn/,os de este siglo hahria 

sido de 2 1  '}u en 1 999 ;,i .Jo'Yc, en 200·1 .  l .as cstimaciuncs corrcsrondil:11lcs a la McLOdologia 2002 fucm11 extraídas <k 
dlrnlos dl'I l n�liluln de 1 cnnomi;i dt" la Facultad de Ciencias F:co11címieas y /\dminislr..1ciú11 de la l lnivcrsidad de la 

Rcpúhlicu y del < Jh.1·en·o1m io Social del M i nisterio de l )csarrollo Social 

(hllp://ohscrvutoriosocial .m idcs.guh.u) /Nuevo Tesl/rortal M idcsV3/indicadnrcs.php?li roFi llru Lc111cod&fi l Lro 1 23 

&titulo Ingresos), en lanlo las estimaciones con la 111ctndología 2006 l'ucron extraídas de los informes sohrc pohn:1a 

rnr ingreso del 1 E (hup:/h.,.1\'\\ . i 1 1e.guh.11y/) . .  
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S i  bien e l  crecimiento electoral del Frente Ampl io se había in ic iado varias décadas antes de la 

recesión que la economía uruguaya experimentó en el cambio de siglo, y pese a que la 

transformación del sistema de partidos obedeció en mayor medida a procesos polítiws y 

estructurales de largo al iento que a coyunturas económicas o escenarios de corto p lazo 1 1 8, el 

pésimo desempeño de la economía durante la mayor parte del ú l t imo gobierno <le los partidos 

trad icionales, el crec im iento del <lesernpleo (Gráfico 4.2.) y la consecuente reducción del ingreso 

de los estratos medios y bajos probablemente hayan coadyuvado al desgaste electoral de los 

partidos tradicionales (corno mínimo, a la erosión de las bases electorales del Partido Colorado) y 

al triun (i,) en primera vuelta del Frente Ampl io, al t iempo que permitían just i ficar o legitimar 

algunas (k las reformas o innovaciones en el campo de las polít icas sociales 4ue la izquicr<la 

pretendía impulsar desde el gobierno. 

l IX Si hicn l<i  v:ist::i l i tcr::ilur::i q ue se h::i Jesarrolladn en los ultimos años sobre los !adures <.kll.:rm i11anlcs Jcl t:n:cimien(u 

elet:tural tk la 114uienfa ya hu siJu rclát:m;iada páginas atrás (ver, entre olras, los trabajos CÍlauos t:n la nola a pie 

Nº 1 1 6). st: pul!den Jcslacar cuatro aproximaciom:s: los lrahajos 4ue identifican como ruclor explicativo la modL�raeiúri 
id..:ológ it:a ) la  .. nat:ionalii'udón"' Jt: la izquit.:rJa ( ( iarcé y Yallé 2004 y Lan1<1ro 2004): los que lrnl!cn énfo.�is en l::i 

rcnovuciún dt:rnngra fit:a dd electorado y la  mayor capacidad de trnns111 isión intcrgem:raeional t.le voto ..:n las fl11ni lius 

idl!nli licada� t:nn lu i1.quicrJu (C 'armmi 2000; Mont:slicr i <l<)9); los que refieren al corrimicnlo hueia la izquicrJ::i dt:I 

el l!cloradn ( Mon:ira 200-l); y, finalmente, los quc i ntentan i rlll:grar la l!Xplicaciún basada rn la modcradún iul!ológicJ 

de la i1quit:rda y lu h ipúlt:s is sobrc la inciJencia dt: la  rt:novaeiún dl!mográfica del t:lccrnrado y la afinidad tic los 

nuevos votantcs haeia la izquil!rtlu ( B uqucl y De Armas 2004: De /\rmas 2009). 
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G ráfico 4.2 
Tasa de desempleo en Uruguay (áreas urhanas). Serie 1 980-2004. 

2fl .--------

IM  
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12  IYYH. 10.1 
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l·'uente · e/ahnracuí11 ¡m1p1a a partir de 111formac11í11 en las hases en linea de la CF:l'A l •. con /11jormal·1á11 rewwda al OR M. 1/(/2()/(J 
{!tllfJ. e�tud1s11cus.cmal.org cepalstat 'WEll CEl'A un: J TIES1i1 U/SrtC. IS/11d1cadores.llsp). 

En la segu nda m itad del gobierno de ílatl le, y luego de tres años ck caída del PIA, se acelera e l  

aumento de la pobreza y la  indigencia. Tras e l  rcriado bant:ario de agosto de 2002 y la devaluación 

de la moneda nacional, la inílaeión se disparó determinando conjuntamente con a l  crecim iento del 

desem pleo ( 1 7%) una contracción del poder adqu isit ivo de los hogares de bajos y medianos 

ingresos y, por lo tanto, un marcado aumento del  porcentaje de población bajo l ínea de pobre/a 

(Gráfico 4.3) .  

Gráfico 4.3 

Pohlación hajo la Linea de Pobreza (Mét.2002 y 21106) en Uru�uay (áreas urbanas). 
Serie 1986-2004. En porcentajes. 

-- 1.inca <Ir l'uhr.·rn - Mcl.I ·r. 2006 

l .inca tic l'uhrC'¿a - McLINF. 2002 

Viwntl's las l'.W11111cw11es de mc1de11cta de ¡mhre:a w11 la Met11dol11¡:i11 2006 ji1ero11 exrraídas de los informes sohre ¡)(}hre:11 pur 
111r.re.w del INF: (httf}. 'rn ww.111e.g11h_yyO. l'n ta111r1 las 1'.\t1malwm:s Lon·es¡11111d1e11te.� a la Mermlología 201!2 juem11 exrrltidas ch•/ 
Oh.l"l!ITUW110 Soc111/ del M1111sieno de Ot!.1·<1rrol/o Soc;w/ 
(llffp. ·�1h.w:rvutor1<1.1rmul 1111denmb 11vlNue1·0 li•sl'.f/tlrta/M1tlesl'3 111d1rndores ph¡i!J!¡;o/· tltrg remq>d&fi/1ro 12J&tuulo /ng 
1/!SOJ} 
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Entre 200 1 y 2003, y básicamente corno rroducto de la agudización de la crisis económica durante 

2002, el  porcentaje ele población en siluaL:ión de pobreza creL:ió de 1 8.8  a 3 1 .3 (wnforme la 

metodología de l ínea de pobreza de 2002) o de 25 a 39.4 (conforme la metodología de 2006). 1 1 9 

S i  bien los n iveles de pobreza de 2003 (3 1 .3% o 39.4% según la metodología empleada) eran 

inferiores a los que e l  país había conocido a mediados de los años ochenta, tras crisis económica 

de 1 982 (5 1 % en 1 984 y 46% en 1 986), representaban un retroceso con relación a los niveles de 

bienestar que el país había logrado hacia fines de los años noventa luego de catorce años de 

crecim iento. 

Luego de los dos rrimeros gobiernos post-autoritarios (el primero de Sanguinetti y e l  de Lacalle) 

en los que la robreza había caído en forma pronunciada -de 46% en 1 986 a 1 5% en 1 994-, 

producto del crecimiento económico consignado y de la recuperación del poder adquisitivo de 

salarios y las prestaciones de la seguridad social, y del tercero ( la segunda presidencia de 

Sanguinctti) durante el cual la pobreza se mantuvo estable en torno al 1 5%, el aumento de la 

pobreza durante el gobierno de Bal l le  constituyó un claro retroceso en términos de bienestar para 

los estratos de i ngresos bajos y medios. Estos incrementos de los niveles de desempleo y de 

pobreza se sumaron a una tendencia de más largo al iento: el aumento de la desigualdad en la 

d istribución del ingreso (Gráfico 4.4). 

1 1 ·i l�stus últirnas cstim:.11.:ioncs (que surgcn tk aplicar la metodología 2006) son las q11c t.ld>i.:11 �cr ut i l i l'at.las y los 4uc 

se uti l i l'aran en otras si.:ceit)ncs Je i.:slc trabujn- para la companiciún con los Jatos tk pohrc:ra Jurante los gobiernos 

del Fri.:ntc Amplio.  
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0.4 1 6  

Gráfico 4.4 

Concentración del ingreso (Coeficiente de Gini) en Uruguay (áreas urhanas). 
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/\un4ue Uruguay no cxperirnenló u n  aumento signi ficativo de la desigualdad en la distribución del 

ingreso desde comienzos de la década del noventa a fines de la década pasada (ni siqu iera durante 

el período recesivo), corno sí  ocurrió en otros países de la región (por ejemplo, en A rgentina donde 

el coeficiente de ( )  i n i  saltó de 0.482 en 1 992 a 0.544 en 2000 -un año antes de la crisis econórnica­

y a 0.578 en 2002 1 20), los datos permiten advertir con facil idad una sostenida tendencia de aumento 

de la desigualdad en la d istribución del i ngreso, que se extendió por lo menos hasta 2006. 

El crecimiento del desempleo (que rozó el 20% en la segunda mitad de 2002), el rebrole 

in flacionario tras la crisis bancaria de 2002, la retem:ión de depósitos bancarios que afecló a los 

sectores medios y allos de la población y, desde luego, la  pauperización de los sectores de más 

bajos ingresos (expresada en e l  incremento de los niveles de pobreza y de indigencia) 

determinaron, junto a otros factores causales, que se precipitaran los niveles de aprobación de la 

gestión del gobierno y, en particular, el deterioro de la imagen del Presidente entre los votantes, 

así i;omu Ulli l  rucrlc reducción tic la intención tic voto por el Partido Colorado. Corno se puede 

a¡m:ciar en el Gráfico 4.5, entre e l  primer trimestre dc 2002 y el primero de 2003 el porcentaje tic 

desaprobación de la gestión de Rat l l c  aumenló aumenta en  forma sign i ficativa (de 40% a 76%), al 

tiempo 4uc el porcentaje de aprobac ión cayó de 28%1 a 5%. En tan solo un año la evaluación de la 

1211 C/'l':l /,S 1>1' 1' - Hose tfe {)utos y l'uhlicrwionPs 1._:1·1adisticm c.h: la Comisión Et:0nóm1c.:a p.ir;i Améric.:a l .alina 

C 'l· I '  A t ( hllp://cstaJislic.:as.c.:cpal.org/c.:cpalslal/wcb c.:cpalstat/eslatlislic.:asintlii.:<Jdorcs.asr ). 
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gestión del Presidente Batlle pasó de un saldo neto (la sustracción entre porcentajes de aprobación 

y de desaprobación) levemente negativo (- 1 2%) a uno extrcmaclam1.:nte desfavorable (-7 1 %); a 

comienzos de 2003 sólo uno e.le cada veinte votantes evaluaba positivamente la gestión del 

Presidente, una porcentaje casi once veces menor a la votación que había obtenido en noviembre 

de 1 999 (54 . 1  %), cuando venció en el balotaje a l  candidalo presidencial del Frente /\mplio, Tabaré 

Vázquez. 

Gráfico 4.5 
Nivel de aprobación y de desaprobación de la gestión de la Administración Batlle en la opinión púhlica. 

Serie 2000-2004. En porccnt:1jes. 
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f ,a crisis de 2002 parece haber 

arcctado en forma ncgaliva sólo al 

Partido Colorado, en tanto t i tu lar del 

Ejecul ivo. La intención de voto por el 

Partido Nacional, e l  principal apoyo y 

su único socio dentro de la coalición 

de gobierno estrenada en marzo de 

:WOO, no registró mayores variaciones 

durante el año 2002. Por su parte, el 

Frente Ampl io capitalizó 

pol íticamente, desde su rol de frontal 

opositor al gobierno, el malestar de los 

votantes con la situación económica y 

Tabla 4. 1 .  

Votación d e  los tres [1rinci1Jalcs partidos de Uruguay e n  la 
clccci(m lcgislaliva/¡Jrimera vuelta presidenci:.tl de 1 9991 i 1 e 

intcnci(m de voto por los mismos entre 2000 y 20021iil. 
En po rcen taje. 

Oct A�o-Nov Abnl Oa-No\' Julio 5ep 

F :a11e Ampbo 
P.Colondo 
P..l\ac1on!l 
Sub:o¡a] PP TI. 

1999 ::ooo �001 2001 
39 
Jl 
" 

�-1 

41 -12 .;� 
15 l.J ll  
:6 15 li 
4'.  

1001 �001 
4' '�  
10 15 
H :s 
H :;o 

Fuente: dalM de la empresa Factum recoptlados pvr el ,f rea de Política y 
Relaciones lnternac1011ale.� del Banco de IJatos de la Facultad de C1enc1as 
Sociales de la Umver.ndad de la Repúhlica 
(hllp l/c1cnc1 ,t�s1>e1aks i:Ju U\ /hancos�cJ�ws/ln1c11c11•n-dc-\ otu-a-
1iart1 do �-i: n-c 1cccm11cs-11H'111 n al c si). 
Notas: /1/ porcenlujes culculadns snhre el lota/ de votos em111d<!S 
(111dwdos. por lo tonto. los l'Olos en anulados y en hlanco): /11 / pvrcenlajes 
calc11lado.1· .\Ohre el total de resp11c1·ta.1 (111clwdos, las respue�tas ··110 
contesta " y "no sabe "); el cálculo de los porcenw1es -de votación e 
111tenciú11 de voto - svbrl' estos umverso.� f1em11te la comparuhtl1dad en/re 
los datM di' llJ99 y los de los wios s1gwentes. 

social del país, y su fuerte desaprobac ión de la gestión gubernativa. Como se puede observar en la 

Tabla 4. 1 ., entre el ú l t imo trimestre de 200 1 (cuando ya habían transcurrido dos años desde el  

i n icio de la recesión) y septiembre de 2002, la intención de voto por e l  Partido Colorado cayó de 

22% a 1 5% (menos de la m itad del respaldo electoral -de su votación sobre el total de votos 

cm itidos- que había obtenido en la primera vuelta presidencial de octubre de 1 999), en tanto la 

intcm:ión de voto por el Fn.:nte A mpl ió aumentó de 42'Yo a 52%; de hecho, en ese momento, a 

mitad del período de gobierno, la intención de voto por la coalición de izquierda superaba en más 

de veinte puntos porcentuales la intención de voto por los dos partidos trad icionales sumados. 

En esos años se mul t ip l icaron las instancias de mov i l ización sindical, los reclamos de las cúmaras 

empresariales y las demandas de otros actores con menor capacidad de presión (entre e l los, las 

organizaciones no gubernamentales), pujando por medidas que atend ieran la emergenc ia social y 

contribuyeran a reactivar la economía. l�n ese marco, entre el segundo semestre de 200 1 y la  

primera m itad de 2002 se ruc constituyendo una suerte de al ian:.-'a entre algunas organ i:tacioncs 

empresaria les -mayoritariamente <lel sector agrope<.:uario-. la cent rn 1 sindica 1 y algunos actores de 

la sociedad civi l ,  denominada "'Corn.:crtac ión por el Crecim iento", alentada también por el Frente 

Ampl io. 
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En 2002 el Frente Ampl io  presentó al Poder Ejecutivo una propuesta de plan para atender la 

emergencia social ( la primera versión había s ido e laborada para la campaña electoral de 1 999), 

que se sumaba a otras in iciativas o contribuciones (mesas de diá logo, propuestas, estudios o 

diagnósticos sobre la situación social del país y el i mpacto de la crisis) que algunas organizaciones 

de la sociedad c iv i l ,  agencias mult i laterales de cooperación para el desarrol lo  e instituciones 

académicas real izaron durante todo ese período de gobierno. I '.! t De esta íonna, rue ganando terreno 

en la agenda política la noción de '·emergencia social" y la necesidad de imp lementar algún tipo 

de plan o estrategia de ampl io alcance para atender sus man i festaciones más críticas y las 

consecuencias de la crisis económica que el país padecía. 

Desde la presidencia del Frente Ampl io  y la coord inación de su comisión de programas se rueron 

activando en los años previos a la elección de 2004 diversos ámbitos con el  fin de producir ideas 

y propuestas en los d istintos campos de política públ ica, en particular de política social: un circuito 

que incluía a la unidad de compromiso social dependiente de la comisión programática de la 

coalición y a otros grupos ad hoc que se caracterizaban por tener una convocatoria más abierta; 

grupos que involucraron a d i rigentes de la coalición, rererentes sind icales, investigadores 

académicos y representantes de organizaciones no gubernamentales para producir d iagnósticos y 

propuestas de política, y que contaron con el apoyo logístico y técnico de la Oficina en Uruguay 

de la socialdemócrata fundación alemana Friedrich Eberl ( FESUR) . 1 22 Con relación a ese proceso, 

12 1  l·:ntn: otros antcccJentcs, eahc mencionar los seminarios públicos y las publieaciom:s generadas sobre temas clave 

Jc la pol ítica nacional (energía, producción, po l ítica social, ele.) por el Centro de F.studios l·:�1ra1égicn.� 1815, 

eonduciJo por cl  histórico líder Jet 17rentc Amplio,  el Ural. Líbcr Sercgni. la creación del OIJSt-'rvatorio Sociul Jcsde 

la Intendencia Municiral Je MontcviJen, los Informes de /Jesa/'/'o/lo llumann de la Oficina en lJrug1my Jcl  Prngrnma 

dc las Nacioncs U n i das rara cl Uesarrnllo,  los esLUJios Je! I nstituto Je Eco11omía Je la lJ11iversiJaJ Je la Rcpublica 

sobre pobrc:r.a y J¡;sigualdad, Jos estudios reiJIÍ7.adllS por el I nstituto de investigación sobre l'obn:1.a y l ·:xclusiún Social 

( l l ' l�S) Je l:.i lJnivcrsiJaJ Catól icu del Urugu;.¡y, los h!f'or111es de ( 'oyunlllra Jcl Obscrvaturiu Jel lnslitulo Je Ciencia 

l'nlíLica y la  scric Je Jijlogos sohre política social imru ls;,idus por e l  Instituto Je l�tfue;,iciú11 l'npular " l � I  /\brujo". 

m Con rela1.: ión a la contribución tic FL::S tm a la  rnnfilrrnaciún Je esos espacios J¡; di<ílogn y clahor�1ciun de 

prupuesL;;s de política. y a su rcnmmencia, -;eñala uno de los c11Lrcvi�L<.1Jos: ··f.o mus importrmle que tuvo (1.: l  apnyll di.: 

1:ESUR) fue ése eSf)(Jf'irJ df' rejlexiú11. que se ha mantenido p(/ra diferentes cosas o la largo de los mios. estos diez 

aiio.1· también: es que 11w1cr1 nado de lo que allí se ha debatido lw solido u/ público, porque la publicidad del deh111e 
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<;cñala uno de los entn;vistados: ·' . . .  la unidad de compromiso social, que era una suh comisión de 

lo comisif)n de pro¡.;rama y que ahí conjluía11 salud. educación. protección social, pobreza. 

trabajo. todo ( . . .  ) durunte meses y meses se di.w;utió política ( . . .  ) la comisión de rn·oxrama 110 

dejr) de .funcionar nu11ca entre 1 999 y 2004; fueron cuatro o cinco al/os en los que 110.wtms nos 

reu11i111ns varios veces por mes en equipos de distintos organismos, con gente de la universidad. 

gente de de ha te . . . " l ICG l 

Durante 2004 el comando electoral del candidato frcntista promovió la elaboración y d ifusión 

públ ica de una serie de documentos que contendrían los principales l i neamientos programáticos 

del lema .. Encuentro Progresista- Frente Ampl io-Nueva Mayoría'' hacia los comicios de octubn;. 

l�sos documentos deberían recoger la elaboración programática que la coalición venía 

desarrof lando en sus propias estructuras partidarias y los aportes de otros actores políticos y 

técnicos próximos al comando electora l .  l .os seis documenlos que fueron producidos a partir de 

una llex ib le interface entre el comando electoral que rodeaba a Tabar� Vázquez, las estructuras 

del Frente A mpf io y los núcleos promovidos por FESUR (el Uru�uay Productivo, el Uruguay 

,\'ocia/, el  Uruguay Innovador, el Uruguay Democrático, el Uru,t,ruay fnte¡{rado y el  Urnguay 

Cultura/123) f'ucron presentados entre e l  20 de ju l io y e l  4 de octubre de 2004 en eventos públ icos 

(uno por cada uno de los seis dm:umcntos), con fa participación de dir igentes del Frente Amp l io, 

académicos y espec ial istas en distintas áreas de polít ica públ ica. d irigentes sind icales, l íderes 

empresariales. representantes de organi:1aciones tic la sociedad c i v i l  y representantes de gohicrnos 

progresistas de la región afines a la izquierda uruguaya (Argentina, Brasil y Chi fe). 1 '.!� Esos 

ll!rmin" involidrmd11 r,I dt!hole l.o que vos deha1í.1· lermi110 después en un dehale público y. además, c1111gr,lri11rlol1' I" 

opi11ió11; cuando allí la ge11Je.fue voriundu de opi11iún . .filinrns varirmrlo."l I C  '( i 1 
121 Inicialmente se había previsto realizar prc.:scnlaciom:s públicas sobre cinco ejes (el  l lruguay l'roductivo. Social. 

I nnovador. Dcmocnílit:o t: l nlcgrac.lo): limilmcnlt:, se sumú un scxtu documcnlo y su t:nrrcspnnc.licnlc prcscnlat:iún: el 

"l lrugua) Cultural''. l'csl' <J cslc c.locumcnlo lin:.il. :.i 111c11uc.lo los :1ctcm:s 4111.: intervinieron l'n este prnccsu huccn 

relcrem:ia a lo\ c.locu111cnto-; ) pn:-;cntacinm:s como lo-; "cinco l lru¡."UJ) .. _ 

1�·1 1 l "l rngua)' Sncial"' ruc rrcscnlatlo por Tabaré Vá'lt¡Ut:/ Cll Ull;J JCtivic.lad org.anind:.i pur d Encuentro l'rngrc-.bta­

l ·rcnlc Amplio- ucva Ma) oriu. con t:I auo;;pit:io de Fl ·:s1 IR. los días 6 )  7 de scplicmhrt: e.le 20CM. 1-.n esa <H:tiviclac.l 

participaron como oradores d M i nisLrn e.le Desarrol lo Social ) Combate al l lambrc tlc Brasil. Romuln Pacs e.le Sousa, 

el M i nistro de 'I rabajo y l'rcvisión Social e.le Chile, lfo:;irdu Solari. ) ta J )i n.:ctora de la 1 unc.lación ('hi h.: 2 1 .  Clarisa 
Chartly . Asimismo. participaron dirigcnlcs políticos y técnicos frcnli�las que ocuparían ¡tlguna� dl: la� print:ipalcs 
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lanzamientos fueron, de algún modo, ideados para pautar y dominar desde la  candidatura frentista 

la agenda de la campaña electoral en los tres meses previos a la primera vuelta presidencial ,  pero 

también para adelantar públ icamente las innovaciones en materia de política pública que 

impu lsaría el Frente /\mpl io en caso de accetlcr al gobierno, entre otras, la  implementación de un 

am¡:¡l io plan para atender la  .. emergenc ia social". Los seis documentos recogían, en gran medida, 

los resultados de los intercambios que se desarrol laron en los espac ios convocados desde 

FE UR. 1 25 Precisamente, algunas de las secciones del Uruguay Social pueden ser consideradas un 

esbozo de la tercera y defin it iva versión del plan de emergencia, más a l lá que buena parte de sus 

principales defin ic iones serían decididas entre la elección de octubre y la asunción del  gobierno 

en marzo del año siguiente, y que la formu lación precisa de sus programas e in tervencione. se 

reali7aría durante los primeros meses de gcstión. 1 26 En la presenlaeión realizada por Vázquez se 

señala: '"La primera medida que adoptará (e l )  gob ierno progresista será el plan nacional para la 

emergencia social acotado en el tiempo y con objet ivos prec isos . . .  que apunta a: 1 .  Garantizar un 

n ivl:I básico di; al imentación al conjunto de la roblación que hoy no lo alcanza. 2. Brindar una 

cobertura asistencial e i ntegral a través de un sistema de atención a la  salud básico a sectores 

posiciones del futuro gobierno en las áreas de desarrollo social. salud y seguridad social (/\na Ol ivera. Miguel 

Femámle7 Cialcano, Ernesto Murro, Christian M i rn, .Julio Bangn. Marida Maaoti, Bcrtha Sanscverino y l .eonor 

Soria). c investigadores en ciencia� económica:-; y socialcs <le l:i llnivcrsi<lad dc la Rcpública (Ciu�tavo De /\rm.is. 

Carmcn M i<lagl ia. C<1rmen Terr.i y /\n<lrca Vigorito). 
12' l�n csta linca comenta uno de los cmre\ 1statlos: ·· . . .  i!l "Uruguay Social" y el · ·t ruguay l'roc/uctil'li " es un poco 

(resultado) de ese ámbito . . .  y.finunc:iubu los estudios, invitamo.� geme de ufuera de fu región y �e hacían �emi11ari"� 

y tulleres. y se contrataba incluso a investigadores y a académicos uruguayos. ( . . .  ) era ww i11i<:i(Jtiva de FJ�SIJI? y 

después lmho un acuerdo de cómo paular. de co11 qué prioridad. C()ll qué .fi"ecuencia . . .  ··1 1cG 1 
12'' Sohre cstc punLo sostienc un cnlrcvisla<lo:  .. (cn) i:l llruguay Social, al/F, ltay listado cuáles serian lo.� principales 

ej1•s riel l'/u11 de l·:nwrgencia a llevar adela111e:· 1 1 c  '( i 1 Con rclaciú11 al traba.in sostenitlo tlcl Frc11tc Amplio cnlrc 1 991) 

y 2004 parn formular un plan <l<.: rn1ergcn<.:ia, ) al P\.::>O 4uc \.:n cste proceso tuvo la cxpericncia 1.k gestiún cn la 

l nten<lencia dc MnnLe\·idcn. �ciiab uno d\.: lo� enlrevi-;ta<los· .. n primer planll'o ( i.:nn) respecto al 1'1011 dC' J·:maxe11ciu 

e.1 del wfo 11m1ellla )' 1111eve, jre/1/e a 1111 110 reco11onn111•11/o dl' 411e ltahía una sifllac1im de e111erge11cia . . l si• n1eh't! a 

pl1111tear e11 el ai'in 2002 ( . ) laml111;11 es impor/011t1• ( rccordar) cámo desde el gobierno dt•pw·tame11tal de A!o11te1•idt•1J 

se retoma esa idea y se dice 110.witros propnnemns al x11hier110 nac1011al llevar adelante el 1'1011 de l·:merxe11cia ··1 1 ( · e •  I 

l · n  la llllSlllJ t l irecci<in <;()<;Licnc ( l[ro tlc los t:nlre\ i!:.t.atlos: ·· . . . el Plan de r�me1xencia tiene tres versill/U'.\' ( . . .  ) llahia 

111111 (de 1 999), después la que le prese11/w11r1.1· 11 l/otlle ( cn 2002) y después la que jirwlmenle resultó, que e.1· la que se 

oplicó, (4ué) tiene 111,t,'llnas variru:ione.1· crJ// respecro a la versiún del compromiso .wc11il ... l lCC i 1 
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aclualmcnle excluidos del  m ismo. 3 .  Dar respuesta efecliva y permanente a n ueslros compalriolas 

en situaci6n de ind igencia (aproximadamente 1 00.000, de los cuales más de la  m itad son 

n i ños) .. ' 1 27 

/\demás tic la propuesta tic un plan para atcm.lcr la emergencia social, la plalaforma electoral e.le la 

<.;oa l ición Je izquierda presentada por Vá1,quez a través del --Uruguay Social" incluía entre otras 

propuestas: i l  .. (aprobar) un nuevo marco jurídico que apunle a la configuración de un sistema 

nacional de educación, ( lo que supone) establecer estrategias de d i álogo social y polít ico que 

conc;ol ic.len una auténti<.;a poi íticas pública en la materia": i i 1 "aumentar sign i ficativarnente los 

recursos deslinados a la educación (pocas veces superiores al 3% del PIB d u ranle los ú l t i mos veinte 

años)"': i i i l  ·'(construir) un S istema acional de Salud con un Seguro acional de Salud con amplia 

participación de los trabajadores y usuarios . . .  ": ivl "extender ( los) bcnelicios (de la seguridad 

social) a los sectores más carcnciados que aún no los reciben: n i ños sin asignación fam i l iar, 

desocupados dt:sprovistos dc la <.;ohcrtura de seguro de paro, ancianos en situa<.;ión de mayor 

desamparo, clc." 1 28 /\ estas propuestas, se sumaha al igual en la campaña e lectoral de 1 999 la 

rcforma tributaria basada en la i ntroducción de un impuesto tlircdo a la renta de las personas. Pese 

a que algunas de estas propucslas set:toriales impl icaban obviamente esf"uerzos fiscales mayores a 

los que se afirmaba demandaría la puesta en marcha de un plan de emergencia, el contexlo de crisis 

social -que era permanentemente rcfcrenciado en los d iscursos y en las p iezas <.;Omun ieacionales 

de la <.;andidatura írentista- hacía del plan de emcrgen<.;ia social el centro, o al menos uno de los 

principales componentes. del ··Uruguay Social". 

l�n este escenario, y sobre la base tic tendencias de camhio de más largo al icnlo (el crecimiento 

sostenido de la  izquierda y la  incesante caída del  contingente electoral di..: los partidos 

tradicionales), el Frente Ampl io  ganó las elecciones en pri mera vuelta con el 50.45% de los votos 

cmit itlns ( 5 1 .7% de los volos vál idos), y obtuvo así mayorías absolutas en ambas cámaras, un 

rcspa lJo legislativo que n i ngún partido había obll:n ido tlcsdc las elecciones de 1 %(> ( < i rúíico 4.6). 

1 27 Em:uenlro l'rogresista-Frenlc Amplio-Nueva Ma) orí<J (s/tl: 20). 
12x l ·'.ncuentrn l'rogrcsista-Frcnlc Ampl io-Nueva M<Jyoria (s/tl: 2 1 -23). 
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Gráfico 4.6 
Resultados de las elecciones nacionales en Uruguay de 1 984 a 2004. Votos válidos por partidos expresados en 

porcentajes sobre el total 1Jc votos válidos. 

19X.t 19X9 1994 19'>9 2004 

- 01ros 

_,. Partido Nacion:tl 

� Partido Colora1lo 

= Nul'\lo Espacio 

c=:::J Fll"nlc Amplio 

- Hlm¡uc "ilc<afiank" 
( lzquicrda­
ccnl roi7l¡uicnla) 

- Partidos Tr:1dicionalc<; 

Fuenre: elahoracuín propiu a par/ir de dolos del A reo de l'olilica y l?elac1ones /111ernac1011ales del Banco de Daros de la Facultad 
de C1emws Sociales UnivPrs1dad de lo Nepúh/tca (h11p:/k1encws.rncwles.edu.uylhau..c.QsdeduJJ)slse�:c10neslareu-de-polt11ca-1'­
re I oc 1 ones-1111 e niuc t011a I es/). 

Las mayorías alcanzadas le permitirían al nuevo gobierno aprobar el presupuesto quinquenal ( la 

ley principal para cualqu ier gobierno en Uruguay) y las leyes que fuesen necesarias para 

implemcnlar los cambios institucionales, los planes y las reformas que el Frente Ampl io  propuso 

a los volantes durante la campaña electoral, s in  la ncccsiclad <le recurrir al apoyo de la oposición 

y, por lo tanto, de construir acuerdos con otros partidos, fracciones o legislaclorcs que pudiesen 

comprometer de algún modo el programa de la coal ic ión.  

S i  bien e l  presidente d ispondría de esos recursos polít icos y de un ampl io respaldo en la opin ión 

pública ( l a  aprobación de la gest ión de Vázqucz en sus primeros meses de gobierno osci ló  entre el 

67% y 70%, contrastando con el l 2'Yo que rec ib ió Ratllc durante el ú l t imo trimestre <le 2004), y 

pese a que era considerado en ese momento l íclcr <le to<lo el partido (más a l lá  de su in icial fi l iación 

socialista), la composición <le la bancada oficialista que emergió de las elecciones obl igaba al 

Poder Ejccutivo a constru ir  cunscnsos y contemplar posturas d ivergentes en varios asuntos. Las 
elecciones parlamentarias de octubre <lcterminaron un escenario <lominaclo por <los gran<lcs polos, 

que podrían tcnsionar la interna oficial ista: uno más próximo o cercano a posiciones de ccntro­

izquicrda o socialdemócratas (el sector l iderado por Dan i lo  /\stori, anunciado como Min istro de 
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E<.:onomía por V á?quez en j u l i o  de 2004, y otras fracc iones a l iadas), y otro seclor con pos i<.: ioncs 

de izquierda más tradi<.:ional dominado por el Movim iento de Parti<.:ipa<.:ión Popular bajo el  

l iderazgo emergente de José Mujica (Gráfico 4.7).  

Gráfico 4.7 
Composiciún ele las lrnncadas del "E:11c11cnlro Progresista-Frente A mplio-Nueva Mayoría" en las camaras de 
senadores y representantes en la legislatura 2005-201 O, discriminadas por fracció11 con sus correspondientes. 

En números absolutos. 

C':imara de enadores (31 rnicrnhro�) \rimara de H.cprescntantcs (99 miembros) 
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Fueme · eluhoracuin pm¡nu n partir tfp datos dt·I Íreu de />olíttca y Relacmn<!S l11ternuc1011ule.1· del Ronco de /)ufos de la l•i1c11/tad 
de ( '11!llna1· Socwle� l/111ver.1·1dad dt: la Ui'púhl!ru (ltttp_/,'c1g11cw.1-.1·oc·1ule.1· 1:d11.111'lba11cosd'lJfatosl.w;f¿cm11eslarea-lf�=1mht1cu:J·­
re lucwnes-111 ter nuq u>11a le§/). 

Sin  dl:sconocer la p lura l idad y tl ivcrsitlad tle corrientes ideológicas y doctrinarias que conviven en 

el Frente A mpl io desde su origen, ni pretender reducirlas a una d icotomía s i mple o a un esquema 

hinario 1 29• la bipolaridad que se comcn :1ó a gestar a comienzos de la década pasada puede ser 

considerada una de las claves expl icativas tlel comportamiento de los dos primeros gobiernos 

l'renlislas en las d ist inlas áreas de polí t ica. 1:sta bipolaridad se expresaría a part i r  de 2005 en dos 

12'1 Prindpalmi:nlc. la.<; i1ka<; de raíz mar'\ isla y lcninisw de los soc i a l istas y ln!i comunist::is, la tluclrina social tic la 

tli:mocracia cristiana. ) el b;11lli:;mo ) L"I naciomdisrno popular c.k los colorntlos ) blancos que func.l::iron L'I l · r i:nlc 

/\mplio. Sohrc rsll: punto. se puede consul 1.rr: l)i: /\rmas. ( ian;é y YatTé (2001 ). 
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macro vis iones que a menudo d i fieren acerca del Es
.
lado en materia económica y en e l  campo de 

las pol íticas sociales. La rrescncia de estas dos macro visioncs1 30 ha imrrcso en la coalición 

algunos rasgos ideológicos particu lares, que la dist inguen con claridad de los otros ejemplares del 

un iverso socialdemócrata de la región -las izqu
.
icrdas y centro-izquierdas de Bras i l  y Chi le-, pero 

en particular de su par ch i leno (Pribble 20 1 3) y, desde luego, de las izqu ierdas de corte popu l ista 

o nacional-popular. 1 3 1 La tensión competitiva y cooperativa entre estas dos macro v isiones estará 

presente en las negociaciones y debates a l  interior del gobierno y del Frente Amplio en torno a las 

reformas de los p i lares del régimen de bienestar. 

4.2 Planes; pol íticas y nueva inslitucionalidad de asistencia social: un nuevo p i lar en la centenaria 

arquitectura de bienestar 

El triun fo electoral del Frente Amrl io en octubre de 2004 se produjo cuando la economía uruguaya 

comenzaba a mostrar las primeras señales de reacl ivación, tras la recesión que había azolado al 

país por cuatro años, pero aún bajo los efectos generados por la agudización de la crisis bancaria 

del segundo semestre de 2002. Las secuelas económicas y sociales de ese período de contracción 

del P IB  (en particular, el aumento del de empico, la d i::,m inución del poder adquisit ivo de los 

estratos de más bajos ingresos y la dupl icación de los porcentajes de pobreza) plantearon al novel 

gobierno una serie de desaríos acuciantes, especialmente en el terreno de las pol íticas sociales y 

laborales. 

Durante la campaña electoral de 2004 el entonces candidato rresidencial Tabaré Vázquez indicó 

en d islintos foros que la atención a In ··emergencia social" constiluiría una de sus principales 

prioridades en caso de ser electo. En los años previos a la crisis de 2002, pero ya en un contexto 

de recesión, el Frente Ampl io había presentado al gobierno de Batllc una versión de rlan de  

cmcrgcncia �ucial, quc retomaba los contcnidos de l a  propuesta e laborada para la  campaña 

1 111 \ Jna más rm'i..¡ ima o a�im ilahlc a las actualc.:� :mcialdcmocr.icias que tieno.;n una agenda aperturista cn materia 

comcrcial y 4uc huscan m<L'( imi1ar el crc1: i micnlo con rcdistrihu1:iún dcl ingreso. y otra de ha�c lahoral 1:on una 

imprnnta más t:lásica o lrndi1:ional y, a la vc1, con una agenda nco-dcsarroll isla. 

1 1 1  Empicando con cierta l ibertad una 1:alcgoría de la l i teratura comparativa snhrc purtidns, c�tu síntesi� 1dcol6gicu 

permitiría dclinir a l  Frente Amplio como un lahor- lwsed socml democratic par/y. 

1 33 



e lectoral de 1 999. 1 32 Tras la victoria electoral, el F/\ se abocó durante cuatro meses a ac.loplar las 

decisiones necesarias para poner en marcha el nuevo gobierno: la defin ición de los ruturos 

ministros, subsecn.:tarios y d irectores min isteriales, y la formulación de las primeras medidas que 

adoptaría e l  gobierno a partir de mar�o e.Je 2005 . En ese período, el  futuro Presic.lenlc y su equipo 

más cercano asumieron dos c.Jccisioncs de crucial relevancia para el área de las pol ít icas sociales: 

la  creación de una nueva cartera min isterial -el Min isterio de Desarro l lo Social (MIDES)- y e l  

in ic io a partir de  mar¿o e.J e  2005 de l  .. Plan de /\tcnción acional a la  Emergenc ia Social"' (P/\NES), 

el cual atendería durante dos años a una población de aprox imadamente cien m i l  personas en 

situación e.le indigencia, con una asignación de recursos adicionales equivalente a cien m i l lones 

dólares 1 13, a través de una serie e.Je programas e intervenciones: una transferencia monetaria 

condicionada que se den o ni i naría "Ingreso C iudadano", programas de atención sanitaria, 

educación y capacitación laboral, y otras medidas orientadas a la  población en situación de 

indigencia o pobreza extrema. 

Las secuelas de la crisis de 2002 y la centralidad que la crisis había ac.lquirido en la agenda política 

y en la opinión públ ica determinaron que la rutura ac.Jmin istración definiese a l  P/\NES como el 

112 Fn esa campaña electoral ¡;) Frenlc Amplio propuso por primera ve;t la puest:.t cn mi.lrcha dc un umplio progrnma o 

plan pi.tri.l utcndcr la siluadón 1.k la pohlación en situación 1..k pohrc:ta extrema o mi.lyor vulnerahilidad sn<.:ial. en un 

momi.:nlo i.:n que, pcsc i.l la dcvaluaci <'in rnonctJria adoptada por el gohi..:rnn tle Hrasil (cn ese cntonccs. uno dc los 

principales destinos tic las cxporlaciones uruguuyas), nll se avi7,oraha una prolongada recesión como la qui.: si.: cstabu 

iniciando. y menos una crisis bancaria tun virulenta como la que a7otaría a la cconomia uruguaya en tan solo tres años. 

rn La ejccución anual de los cicn m i l lones de dólares quc se dedicarían al l'lan (cn principio. durante dos años) 

equivalíi.t, aproximadamcntc. 0.3%1 dcl P l íl tic 2005 y 2006 (en i.:aso que cslos rccursos adicionalcs se dis1ribuycron 

en forma parcja enlrc los dos <111os). Desde l uego, en la medida quc estos n:cursns adicioni.tli.:s se sumarían u otrns ya 

compromctidns (por cjcrnplo. los créditos prcsupucstulcs corrcspondicn!cs <1 la contraparte nucion<il de los préstamos 

contraídos con cl 1 3 1 1 )  para la implcmcntaciírn dt: do:- prngr<imas cn 111.ircha dcsdt: comicnl'.os de esa-; dú.:ada, 

orit:ntados a pohli.tciom:s cn situ<Jcil>n tic cspi.:cial vulnerahilidatl: cl l ' I A I  y el l 'rogramiJ I N F A M l l  I A ). el prcsupucstn 

tol;il tic! l"uturn phtn dc utcnciún a l;i crncrgcncia cxccdt:ría csc ccnlt:nar dt: m i l lonc� tic dúl;¡rcs cstirnado cn 200-J.. ¡\ 
�u vc1. la cohcrtum que fin;ilmt:nlt: t.:ndríi.t cl plan tic emcrgcncia superior a las cstimaciom:s rculi�.adas cn 200.J 

dctcm1inaria que cl monlo de recursos ndicionales ruesc, ti ni.ti mente. mnyor al inicialmt:nlc previsto. En consecucm:ia. 

el pn.:supucstll lo!al util i1ad1.1 cn el 11lan de cmt:rgenci<1 entrc rccursos adicionalcs y rc<:ursos y:i comprornctidos que 

se le impulariw1 cxcedería csa c i fra urigin:.il. Cálculos propios cn hasc a dalos dcl F M 1 

( hltp://11 ww.im r1.1rg/1.:\Lc1 nal/puhstnfa co/20 1 6/02/wcndata/index.a.�p'< ). 
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.. buque insign ia" de su gestión, como la principal prioridad en materia de política social para el 

año 2005, en un contexto dominado por el allo nivel de emlcudamiento externo y por las 

restricciones fiscales que acotaban los múrgenes de maniobra del gobierno. 1 >4  En ese escenario, 

el gobierno debía enfrentar en el campo de las políticas sociales, al menos, dos grandes retos u 

órdenes de desaílos: por un lado, paliar o morigerar las secuelas de la crisis económica; por otro, 

in iciar la reversión de algunas tendencias o transformaciones que venían operando en la sociedad 

uruguaya desde hacía más de dos décadas: la emergencia de nuevas manifestaciones o expresiones 

de exclusión soc ial, los procesos de segregación residencial en Montevideo y las capitales 

departamentales de mayor porte y e l  sostenido aumento de la desigualdad en la distribución del 

ingTeSo. 1 35 

/\ tan solo tres semanas de la asunción del nuevo gobierno, el Poder �jecutivo promulgó la Ley 

Nº 1 7.866 por la que se creaba el M IOES. Como expresión de la prioridad asignada por la nueva 

admin istración a la creación de este min isterio, wrrespondc señalar que el  proyecto de ley fue 

remitido. al Legislativo a dos días de su asunción con carácter de urgente consideración; proyecto 

1 14 Cabe n.:wn.lar qu..: en l lruguay durante el pri1m:r año de gohit:rno la administradón debe operar con e l  mismo 

presupuesto del año pn.:ccdent1.: (el último de la administración pa.�ada), mientra-; se dahorn y aprueb¡:¡ a In  largn <le 

todo el año el presupuesto para el período gubernamental. que en rigor comil.:n:ta en el segundo año de su ges1ión. Si 

bien <.:�La '"hcn:ncia·· puede ser considcrackt un límite o una restricción a la cap¡1t:idad de acción de los gobic:rnos durante 

el primer año de gestión, en tanto los obliga a postergar por un año el inicio efectivo de sus innovm:ioncs o crem:ioncs 

institucionales y de política. cumple la fi.Jnción <le evitar que los gobiernos incn:mcnlcn durante el último año <le �u 

g1.:stión en rorma dcsmi.:dida el presupuesto con lini.:s elceloraks, comprometiendo la e<lp::tcidad de aecit'ln de la 

próxima administración. 

11' En particular. la conccnlraciírn <le la pnbrcn en la.� gcneracioni.:s más jóvenes -lema que f'ue ganando espacio i.:n 

la agenda polítit:a en los años previos a la e¡¡mpalia elc:ctnral de 2004- pasó a ucupar un lug¡¡r principal en la ugemla 

de gohii.:rno. J·.ntre l ')91) )  2004 pdcticamcntc se duplicó la incidencia de la pobreta entre los niñns y adolescentes. 

alcan1.an<lo entre los menores <le (¡ uño::, niveles similares a los de mediados de los arios ochenta (rná::, de 60%). l·.I 

espacio crecic11tl.'. 4ue l:Ste terna f'ue ganando en el debate público entre fines de los a1ins novcnla y mcdiatlos de Ju 

década pasada respondió. natur.ilrncnlc. al impal.'.lo que la última crisis tuvo sobre las lamilias <le menores recursos 

(en su m<iyoría rum i l ias con niños y a<lolcs1:cntes). pero también -y qui;1�1s más relevante aún- a la acumulación <le 

diug116sLicos. estudios e invl.'.stigaciones en torno al lema que generaron diversas instituciones académicas, agencias 

inh:rnacronalcs de cooperación y organi;1aciones no guhernamentalc::.. 
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que fue muy rápidamente examinado por ambas cámaras y aprobado en forma unánime por todos 

los Senadores prcscntcs. 1 36 

La creación del M TDES y la puesta en marcha del PAN ES pueden ser inscriptas dentro de un 

cuadro regional caracterizado por la creación de secretarías o m i n isterios de desarrol l o  soc ia l y l a  

implementación d e  programas d e  atención a la  población e n  situación d e  pobreza o vu lnerab i l idad, 

en espec ial la introducción de nueva una modalidad de intervención, que ha estado presente en 

todos los países de la  región: los denominados programas de transferencias condicionadas 

(man ifestación regional de los Cash Transfer PrnKram.� d iseminados por las insti tuciones 

financieras internacionales en prácticamente todos los países del mundo de bajo o mediano 

desarrol lo) .  En particular, la creación del M I DES ubicaba a Uruguay dentro de una tcntlcncia que 

se in ic ió en la región hacia finales del siglo pasatlo con la  creación de secretarías presidenciales o 

min isterios abocados al tlcsarrol lo social o la atención de la pobreza, 4uc por su mis ión 

i nstituciona l y política asumen un carácter interscctoria l y, en muchos casos también, un radio de 

intervenc ión focalizado en algunos segmentos de la  población . 1 37 Como se puede apreciar en e l  

Cuadro 4. 1 ,  casi dos tercios d e  los países d e  l a  región con!Onnaron entre 1 998 y 20 1 3  m in ister ios 

de desarro l lo social o inclusión, en tanto el resto gestó secretarias específicas o ámbitos de 

coord inación más próx imos al centro presidencial. 

'"' Dato:- ud Programa ui.: Si.:guimirnto <ld l\1rlamentu / Di.:partami.:nto ui.: Cicncia Polí tica / Facultad úi.: Cii.:ncias 

Sm:iaks - l lnivi.:rsiu<iú t.li.: la  República. 

1 17 l·.n c�tc sentido. señalan M i<.Jaglia y Ci.lsti l ln ( 20 1 O :  1 70) �oht t: la crt:uciún dt:I M J l ) J:S: " l .a carncLc:ri�tica t:srncial 

<.Ji.: cstas nucvus secretarías qui.: sc inscribcn en cl campo político social ra<l ica en que: su o¡x;rnti\ a tr:i�cicmk . . . la 

típica scctori<1lidad i.:n qm: st: i.:struc1urn la csll:ra estatal . l .a transvcrsal i<lau ui.: las accioni.:s pasa a si.:r su rasg.t) 

distintivo, ya SCl! porqui.: tii.:nc a Cargo la i.:jccución UI.! iniciativas públicas 4UC involucran a grupos <li.: población ll 

ri.:gioncs especificas, a la vez que se le aujuuica la original tari.:a institucional e.le anicular y cnonlinur la provisión 

soáil quc si.: <.Ji1 igc a scctm-..:s  o localiúuui.:s c n  situaci1in socini.:co111'1111 ica ucsfavorahlc.'' 
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Cuadro 4. 1 
Ministerio de Desarrollo Social o instancia equivalente en paises de A mérica Latina y el Caribe ( 1 8 raíses) 

según su año de creación. Circa 2014. 

/\rgcntina: Ministerio de Desarrol lo Sodal l IJ9<) 

Bolivia ( Esla<lo Plurinacional de): Ministerio <le P l an i ficación tlcl Desarrollo 200') 
Brasi l :  Ministerio <le Desarrollo Social y Ludia contra el l lambn; 2004 
('hile: M inisterio tic l )esarrnllo Social 201 1 
Colombia: Dcparlamcnlo para la l'rospcridatl Social 2001 
Costa Rica: M inisterio de Desarrollo l lumano c lndusión Social / I nstituto Mixto tic /\yutla Social 2007 
fauatlor: M inisterio dc Inclusión Económica y Social 20 1 3  
El 'alvatlor: Sccrctaria tic Inclusión Social tic la Presidencia c.k la Rcpública 20 1 2  
Guatcmala: M inisterio <.k Desarrollo Social 20 1 2  

l lontluras: Sccrclaría tic Desarrollo e Inclusión Social 201 O 

México : Sct:rctaría tic Desarrol lo  Social 20 1 2  
N icaragua: Ministerio de J¡¡ Fmn i l ia, /\tlolcsccnt:ia y Niñez 1 998 
Panamá: Ministerio tic Dcsarrol lo Social 2005 
Paraguay: Sccretaría de Acción Social tic la !'residencia tic la Rcpública 1 <J<)5 
l'crú: Ministerio de l ks::irrollo c Inclusión Social 201 1 
República Dominicana: Gabinctc tic Coordinación de l'olíticac; Sociales de la Viccpresidcncia 2004 
Uruguay: Ministerio de Desarrol lo  Social 2005 

_.Ycnc1ucla ( Rcp. I lol.dc): Scguntla V iccrrcsitlcnciu pum cl Área Social tic la l'rcsitl�ncia tk la Rcpúblicu 20 1 3  

"11e11te CHl'AI, (2015: 107 y 1 13-115)· f)e.wirrollo .metal 111clus1vo. Una 1111eva >;enerac1rln de 1111li11cas p11ra superar lo pohn•::.t.1 
y rt!IÍlll'/r la dl!.\'t!!,Ualdad en Aménco l.a111w y el Curthe. Cl:f'AI .. Suntwgo dr Cl11le. 

La instalación del M IDES no estuvo exenta de  polém icas a l  interior del f.'rente J\mp l io; de hecho, 

en los últ imos años del gobierno de BaLlle -y todavía en los meses previos a la asunción dd nuevo 

gobierno- estuvo p lanteado el debate dentro de los organismos internos de la coalición en torno a 

dos posibh.:s al ternativas de radicación o asiento institucional para los programas de atención a la 

emergencia social y otras iniciativas del  gobierno d irigidas a la población más v ulnerable: la  

creación de un  nuevo min isterio o la conformación de una oficina o secretaría afincada en la 

Pre"idencia de la Repúbl ica. En esta d irección, seiiala uno de los entrevistados: '·La comisián de 

programa (del  Frente Amp l io). vinculada co11 las políticos .mcioles. si<1mprc crm!ó con mudw 

j!.l'll/e . . .  J)c111ro de la (com isi<'in de) ¡JOlí!ic:a social. (había) subcomisiones. E11 el ú/1i1110 período. 

duran/e los dos últimos U1/os (2003 y 2004), pero co11 el c:onse11fi111ienfo de quienes diriKÍan el 

úrea de poi ír ic:a.\' sociales de la c:o111isiá11 de programa del FA, se frah<�ja en (e l )  deba le de si f�nía 

<¡lf(! haher 1111 Ministerio (de Desarrol lo  Social) o si 110 fe11íu que ludwr Minislc:rio; es ahí donde 

termina de deli11earse eso l/llC' Jue el f Jruguay ,','ocia/. "l ICG 1 

l .a rrimcra propuesta se funJamenLaba en la necesidad de contar con un organ ismo que, por su 

carácter, pudiese dialogar políticamente con los otros m inisterios del ftrca social como par. La 
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segunda alternativa era promovida con e l  argumento de que sólo desde la Presidencia de _la 

República (eventualmente, desde su Oficina de Planeamiento y Presupuesto) se podía ejen:er un 

rol de l iderazgo y t:oord inación de Lodos los m i n isterios y organismos sectoriales del área social. 

Frcnlc a este argumenlo, los defensores de la creación de una nueva cartera m in isterial señalaban 

que el asiento en la Presidencia de un programa de atención a la emergencia remitía a la  modalidad 

o e l  tipo de programas que se venía empicando desde comienzos de los años noventa (enlrc otros, 

PR IS, F/\S, Pl /\ I  e INFA M I LI /\ ), en l ínea con los paradigmas de política que habían dom inado el 

campo social en América Latina durante la últ ima década del siglo pasado. Asimismo, qu ienes 

cuestionaban la crl!ación de una secretaría u organismo especial izado dentro de la Presidencia 

sostenían que esta alternativa podía l i m itar desde su in ic io la sustentabi l idad del futuro programa 

de atención a la emergencia social; desde esta perspectiva, sólo una nueva cartera m in isterial podía 

garantizar la institucional izac ión de las nuevas prestaciones y programas que se dirigirían a la 

población en situación de emergent:ia. 

El contencioso en torno a esas dos alternativas no fue menor, más a l lá  de su escasa vis ibi l idad 

pública. l�stc debate fue, en ú l t ima instancia, laudado por el futuro Presidente y sus principales 

aseson;s: ""E11 realidad. al único dehate que 'taharé saldá por ¡1ropia decisión -aparte. todo el 

mundo sopesaba y 110 terminaha de definirse- ( f"ue) si (debía ser) un ministerio o una oficina 

dependiente de la Presidencia. Y, en realidad. desde el punto de vis/a del rol operativo. del mi 
(de) articulador. se consideró por parte de 'laboré y de Gonzalo (Fcrnándc7) que tenía que ser un 

Ministerio para poder dialoxar entre pares y no una <dicina, al revés de lo que la gente 

pen.wha . . .  "l ICG l .  

S i  hien la creación tlcl M I D ES concitó e l  apoyo de  los  partitlos de  oposición (de  hecho, la  Ley 

1 7.866 que creó el m in isterio fue votada por los 29 Senadores en sala, prácticamente la tola l idad 

Jel cuerpo), desde el inicio íue cuestionada por algunos de los prin<.:ipales d irigentes de la 

oposiciún en tantn considerahan esta creación una concesión al Partido Comunista. ya que su 

pri 1 1c:iral d i rigente, Marina t\ri:-.mendi, asumiría la 1 i t u laridad de la cartera. Además, el M I Dl�S era 

cuestionado por algunos tlirigcntcs de oposición como respuesta a cierta impronta rupturista o 

fundacional que emergía en e l  J iscurso tle algunos actores del gobierno. l�n este sentido. sostenía 

con respecto al M I Dl:S, a rocos meses de su creación, el Senador y ex !'residente l .uis /\ Iberio 
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Lacalle: "(es) una secretaría de Estado nueva y co11feccionada corno traje de medida. /,os 

características del pensamiento marxista lucen con pe¡/il propio dentro de la e.\·truc111ra 

}.,ruhernativa ( . . .  ) es parte esencial de ese pensamiento el considerar que lodo lo que antecede a 

su ges/ilÍ11 es inútil o inservihle. Todo lo actuado anteriormente se deja de lado para comenzar a 

.fojas cero." 138 Más al lá del debate sobre las razones de carácter estrictamente político (amén de 

las consideraciones institucionales) que pudieron haber determinado la  creación del M 1 DES, 

parece claro que la composición del primer gabinete ministerial con la presencia de los l íderes de 

las  principales fracciones del  Frente Ampl io  contribuyó a fortalecer la -ya fuerte- discipl ina 

partidaria de la coalición de izqu ierda y asegurar mediante la presencia de lodos los sectores c11 

ese ámbito una interface fluida entre el Ejecutivo y la bancada oficial isla en e l  Legislativo. 1 19 

Desde su génesis legal, esta nueva cartera ministerial tendría un doble mandato, amén de otros 

cometidos o propósitos quc la ley le asignó: por un lado, implementar y coordinar los programas 

orientados a la roblación en situación de indigencia o pobrc7a extrema, así como las polít icas, las 

estrategias y los p lanes d i rigidos a colectivos específicos que requieren acciones alinnativas desde 

las políticas públ icas para reducir  brechas de inequidad ( los jóvenes, las m ujeres, los adul tos 

mayores y las personas con discapacidad), s in perj u ic io de las competencias conreridas a otros 

m i nisterios y organismos estatales; por otro lado, coordinar las acciones, los p lanes y los 

programas de carácter intcrsectorial destinados a garantizar el pl t:no cjercicio de los derechos 

sociales (Cuadro 4.2). M i entras que el primer mandato rcrería a la i m plementación o coordinación 

de acciones destinadas a segmentos específicos de la  población -algunos de gran magnitud, como 

las mujeres o los adultos mayores-, e l  segundo remitía a una función de coord inación 

inLerscctorial, a un rol de !'rimus inler pares entre todos los organismos estatales del área soc ia l .  

m Etl iwrial de l  Semanarin l'atria c i t;itlo p or  el  l )iari n Ult imas Notic ia cn su  ctl ic ilin tld slÍhatlo 2 7  de agosto tic 2005, 

Monlcvi<lcn, r�1g.6. 
ivi hn esta línea sciialan Buquct. Dunic l )' l .uján, Diego (201 1 :  1 X:'i): .. (la) cstrategi..t cJc Vá14uc1 . . .  consisli1'1 en uhic..ir 

a los principales líderes tic fracción en el gabinete. y en reservar un.1 proporción importante de ministerios para �us 

hnmhrcs de conlian1a rolítica ) lcrnica . . ... 
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Cuadro 4.2 
Cometido� del M I DES cstahlcciclos en la ·'Ley 1 7.866: Creación del MinisCerio de Desa rrollo Social". 

""/\rticulo 9".- /\1 M i nisterio de Desarrollo Social le compele: 

/\) Asesorar al  Poder �jecutivo y proponer las políticas nacionales en l as materias de su competencia. 
l l )  Sin pc1j uic io de las competencias tic uLros M i nisterios y organismos formular, ejecutar, supervisar. coordinar, 

programar, dar segu im iento y evaluar las políticas, estrategias y planes en las áreas de juventud, mujer y ram i l ia, 
adultos mayores, tliscapacitatlos y desarrol lo social en general. 

C) Coordinar las acciones, planes y programas intcrsectoriales, implt:mentados por el Poder Ejecutivo para 
garantinr el pleno ejercicio de los derechos sociales a la alimentación. a la cducución, a la salud. a la vivienda, 
al disfrute de un medio amhienlc sano, al trahajo, a la seguridad social y a la no discri minación. 

D) niscñar, organi1:ar y operar un si!.tcma dt: in formación social con intlicatlon.:s relevantes sobre los grupos 
pnblacionales en situaciones de vul nerahil idad. que permita una adecuada focalización del conjunto de políticas 
y progr::imas sociales nac ionales. 

I�) Discliar, orgunizar y utlministrar un sistema tic iden!i lieación, selección y registro úni<.:<) tic los núcleos fomiliarcs 
o individuos habil itados para a<.:ccdcr a los programas sociales ( . . . ). 

F) l m p lcmcnlar. ejecutar y <.:oordinar Programus de /\lcnción a la Emergencia Social, mediante l a  cobertura de las 
necesidades básicas tic 4uicncs se hallan en situación tic intligcnciu y de i.:xtrcma pohre/� bus<.:antlo el 
m cjor::im icnto tic sus condiciones de vid::i y su integración social. 

U) Proporcionar información y asesoramiento sobre los progrnmus disponibles para quienes se encuentran en 
situación de indigencia o extrema pohrc1<1. 

1 1 ) Cnordin<1r con los Gobiernos 11<.:parlamentalcs, la cjecuci<ín de sus cometidos. 
1) ( . . .  ) atender los asuntos internacionales referidos al tli.:surro l l o  social, ¡¡�¡ corno la c..:lehruci6n y 

compl1.:menta<.:ión tic co1wt.:nios hilatcralcs y mult i laterales tl1.: cooperación con instituciones púhlicas y privadas, 
n::icionalcs o extranjera�. 

J)  La rt.:guluc.;iún, promoción, scguim i 1.:nto y moni torco de las actividadt.:s tic las cntitlatlcs 1.:statalcs que ::ictúan en 
materia de juventud, m ujer. adultos mayores y discap<1citado<> ( . . . ) 

K) Fiscalinr, con carácter preceptivo, a toda institución privada con la que ejecute programas social1.:s bajo la 
modalidad di.: con\'enios ( . . . ) 

1 )  Cumplir todos los cometidos qm: las distintas normas cstahlccicrnn de cargo de los Institutos que por esta ley 
se tra�latlan a su órhit::i de competencia ( . . .  ) 

LI .) Estahlecer ámhitos de coordinación y uscsnrarnicntn con la sociedad civi l  involucrada en los ohjetivos del 
M inisterio tic Desarrollo Social. 

r ueme: f'oder l.e¡:1slu1t1·0 

El doble carácter del m inisterio, expresado con claridad su ley de creación (organismo que no solo 

ejecuta '"programas de atención a la emergencia soc ia l .  . .  de qu ienes se hal lan en situación de 

indigencia y de extrema rohrela", sino también que coordina las ··acciones, p lanes y programas 

intcrsccloriales. imp lementados por el Poder �jecutivo rara garantizar el pleno ejercic io de los 

derechos sociales"'), permite comrrendcr por qué t:I gobierno se decantó por la a l ternativa de crear 

una cartera min isterial, descartando la creación de una unidad dentro de la Presidencia. Sobre este 

punto, señalaba cn una cntrev is ta de rrensa el Director dcl Programa IN FA M 1 U A, una dc las 

rrinciralcs usinas de acción del novel min isterio: ·'No liuhiera sido necesario crear 1111 Ministerio 

de Oe.wrrol/o Socio/ si lo ideo .fúera sola111e11te l/el'{}r odelonte un p/011 de emergencia y aly.wws 

(JmKramas. El Rrall cometido del /11inisterio es 1e11er una estrategia de urticulación de las políticas 
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sociales, lo que no supone que las ejecute él mismo, ya que muchas cusas seguirá11 ejecutándose 

autánomamenle -por ejemplo, la educación pública co11 su autonomía . . .  - y otras acciones las 

liará el propio Ministerio. la idea es que el Ministerio juegue de pi1•01 e11 torno a los que hacen 

las J?,ra11des políticas sucia/es, y el gahi11ete social (sea) el organismo donde se articula esa 

estrategia de desarrollo a cumplir desde las estructuras sectoriales."' (Ju l io  13ango, Dircclor del 

Programa I N F/\ M I LI A-MIDES entre 2005 y 2009) 1 40 

La conformación del  M I DES, así como el diseño del  PANES, se val ió de las experiencias y los 

conocimientos acumulados por algunos cuadros polít icos y técnicos del Frente Ampl io durante 

quince años al frente de la In tendencia M u n ic ipal de Montevideo ( 1 990-2005), una e tructura que 

supera a la de varios m i n isterios, tanto en presupucsLo como en dotación de recursos humanos, 

complej idad orgán ica y d iversidad de competencias asignadas. En este sentido, se debe señalar 

que tres de cada diez min istros y subsecretarios designados por Vúzquez durante su primer 

mandato habían desempeñado cnlre 1 990 y 2005 funciones e.le mayor o menor responsabi l idad en 

la intendencia capitalina, varios de e l los en áreas simi lares a las que les tocaría cubrir en ese primer 

gobierno nacional de la izquierda: las m i n istras de Defensa (Azucena Berrutti) y de Salud Púb l ica 

(María J u l ia Muñoz), el Min istro de Trasporte y Obras Públ icas ( V íctor Rossi), la!> Subsecretarias 

de Desarrol l o  Social ( /\ na Ol ivera), de Helaciones Exleriores (Bclcla l lcrrcra) y e.le Turismo 

( l, i l iam Kcchich ián) ,  y e l  Subsecretario de Salud Públ ica ( M iguel Fernández Galeano), a qu ienes 

se sumó como primer M i n istro de V iv ienda, Ordenamiento Territorial y M1,;c.l io  A m bi1,;ntc, Mariano 

Arana ( I ntendente de Montevideo por e.los períodos consecutivos entre 1 995 y 2005 ) . 1 4 1 / 1 42 La 

experiencia acumulada por el Frente /\ mpl io  en la Intendencia de Montevideo en la gestión de 

140 l�nlrevista publicada por el Diario El l'aís en su l:dieiún del lum:s 8 de agosto de 2005, Montevideo. púg.X. 

141 /\ esta lista corresponde sumar a ('arios Cnlaeee. 4uien rcempl:vó en 2008 a Marianll /\rana en el M i n isterio de 

V i vienda. Colaeec hahia owpado cargos técnicos en la lntcndem:ia de Montevideo a comicn1os de lll:-i aiios novcma 

durante la primera gcstiú11 de VáLquc/'. hl hechn 4uc nueve ex j¡;rarcas de la Intendencia ha) an ocupado la primera o 

segunda posición e.le respllnsabil1Jad cn alguna Je las trece cartera� m1nistcriall:s (33% de esos 26 carglls) revela hasta 

qué punto Vúquo: conliú en la  c-<pcriencia acumulada en la intendencia capital i n a  por los cuadros político� del Frente 

Amplio al momento de confonnar su primer gahinctt:. 

1'12 El M I DES recibió adcmús el aporte de dos ex jcr¡¡rcas municipales que cumplieron !'unciones cl..ive durante la  

primera administrncit'in frcntist¡¡: e l  soci;il ist.1 Jul io B;ingo (Director di.;I Programa I n fancia ) l'<i m i l ia)  ) Maríela 

Ma11olli (Din.:ctora Nacional di.: lksarrol l o  C'iudadann) 
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programas d i rigidos a poblaciones específica (género, juvcnlud y primera infancia) y provisión 

de algunos servicios locales (en particular, de salud), así como en el desarro l lo de sistemas de 

moni toreo de ind icadores sociales (el Observatorio Social de Montevideo), es a menudo señalada 

por algunos de los actores que ocuparon cargos de responsa b i l idad en e l  M I DES corno 

antcccdenles o base de las pol íticas y programas que se desarrol laron desde el m in isterio, más al lá 

de las notorias d i ferencias de escala que existen entre u n  gobierno mun icipal ( inc luso el de 

Montevideo) y e l  gobierno nacional. 141 

A l  mismo tiempo que e l  Poder Ejecutivo remitía a l  Legislativo e l  proyecto de ley de creación del 

M IDES y redistribuía recursos para dotar a la nueva cartera de una mínima estructura que le 

perm it iera comenzar a operar, los futuros jerarcas avanzaban en un diseño más preciso del plan, lo 

que impl icaba del im itar la  población objetivo de sus intervenciones -en particular, de la 

transferencia de i ngresos que se imp lementaría-, la construcción de un ampl io registro de 

beneficiarios a partir de la recopi lación de i n formación sobre las características de los hogares en 

terreno (a través de los denominados '·desembarcos"). y la construcción de una mcdida sintética 

(basada en una serie de ind icadores sobre las características, vul nerabi l idades y necesidades de los 

hogares en situación de indigencia o pobreza extrema) que pcrmitiera determinar en forma objetiva 

(no de modo cualitalivo y menos aún discrecional) los hogares que recibi rían la transferencia 

monetaria. 

En eslc proceso las autoridades y los técnicos del m i n isterio se enfrentaron a una serie de 

obstáculos. En primer lugar, la  cartera m i n islerial que l l evaría adelante e l  P/\N ES se estaba 

con íormando al mismo tiempo que sus autoridadcs y técnicos debían formular los objetivos, los 

programas y los instrumenlos de intervención del plan, y no contaba, necesariamente, con la  

dotación de recursos órtima para desarrol lar estas tareas, en un escenario complejo ya que el 

1 1 1  l'n:Lis;.imc11lc. algunos cnlrcvistudos sc1iularon 4uc la fiirmulJciún del P/\ ES recogió panc de la c.,p..:m.:ncia 

desarrollada por el l"r..:1111.'. /\mplio en los años pr..:\ ios tk gcs tiún 111u11 1c: ipa l :  . .  1>,•.1r>ués q1w supernmos el primr'r 

período. 1 •1 de láhon: l111e11de11/f', y11 hahíw1ws demostrado t¡llt' podí11111m p,11hern111 . . . .  ¡,;1111111c111·. 1101· dedicúhr1111r!I" a 

IÍl'.\llrml/or 1111estro pmveclrr ese r>rrivee10 rlescen/ra/i::ndor. (l�n) r•/ documento di!! gohlf'rno rlepartanwnt"I de 

� lm11e1·irle11. las ha1·1·v ¡Jrogru111úticu.1', . . . dice por q11C: 11 11· ¡mlílil'u1· .1·oc1u/e1· .1011 1111 r·o111¡Jo11e11te 1·11sto11fii·o de/ gohiC'rllO 

departt1111e1110/."I J ( ' ( ¡ 1 
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gobierno repetía, por ser el primer año de su gestión, el ú l t imo ejercicio presupuesta( de la anterior 

ad min istración (que no contemplaba obv iamente la creación de un nuevo m i n isterio n i  la puesta 

en marcha de un amplio plan de emergencia social de escala nacional), en un contexto -además­

de férreas restricciones fiscales producto de la úll irna crisis económica, cuyas secuelas aún padecía 

la economía. En segundo lugar, y pese a la experiencia de gestión que algunos de los cuadros 

políticos y técnicos del  ministerio traían de su paso por la Intendencia de Montevideo entre 1 990 

y 2005, los responsables de formular, negociar (dentro del gobierno y en alguna medida con l a  

oposición representada e n  e l  parlamento) e implementar e l  plan, se enfrentaban por primera vez a 

estas tareas a n ivel nacional. En tercer lugar, el plan propuesto contemplaba algunas innovaciones 

para cuyo diseño e implementación no existían antecedentes en el país: la  construcción de un 

n.:gistro ad hoc e.Je beneficiarios, la  definición de un criterio objetivo para la  selección de aquellos 

4uc recibirían una nueva Lransfcrencia monetaria no contributiva, y la solución <le problemas 

asociados a la logística de distribución de esta y otras prcstaciones. 1 44 Finalmente, el principal 

programa del plan de emergencia (el que tenía la mayor asignación de recursos, mayor v isibi lidad 

política y despertaba, a l  mismo tiempo, más adhesiones y reparos), e l  programa <le .. Ingreso 

Ci udadano". podía generar cierto rechazo en algunos actores pol íticos y tensionar una t radición de 

régimen de bienestar basada principalmente en transferencias contributivas para los trabajadores 

formales y sus fam i l ias. 

A l  igual que en otros sistemas pol íticos de la región (en particular, los países que habían atravesado 

profundas crisis, como A rgentina a fines <le 200 1 ,  o 4ue tenían ampl ios segmentos de población 

asociados al sector informal sin acceso a las redes <le protección social, como Brasi l )  que pasaron 

a ser gobernados por partidos o coaliciones partidarias <le izquierda o progresistas, en Uruguay la  

implemcntución de un programa de transferencias condic ionadas rue una de las principales 

prioridades del gobierno -sino la principal- en el campo de las poi íticas sociales, contando con 

un fuerte respa ldo desde la propia Presidencia y del equipo económico. De algún mo<lo ese 

respaldo permitió paliar o cn frcnlar los ohstáeulos reseñados, en particular, la s imu ltaneidad entre 

la instalación de un nuevo ministerio (que sería el principal responsable por la imp lemcnlación del 

14'1 l·:sto obligó a recurrir i:1 l a  <.;oopcrac.:ion tk equipos tt:cnic.:os externos al ministcrit) y ;.1 la cxpcricncia c.k otros 

gobiernos -también t.lc iJ:quicrt.la o <.;C11lrn-ir4uicn.la- t.lc.: la n:gión quc ya habían i mplcmc111.at.lo planes o programas t.lc 

este tiro. 
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plan) y la rormulación precisa y puesta en marcha de los nuevos programas e intervenciones. En 

este sentido, e l  gobierno priorizó cspccialmcnle la asignación de recursos al P/\N l�S durantc sus 

primeros meses tic gestión en e l  marco de las ncgociones con los equipos téen icos del FM 1 ,  en un 

contexto paulado por dos restricciones principales: la repetición de la ejecución presupuesta! del 

ú lt imo año de la anterior administración por ser e l  primer año de gobierno, y la necesidatl tic hacer 

frente a los compromisos del Rstado frente a sus acrcctlorcs. 1 45 En esta l ínea, comenta uno de los 

entrevistados: '"K11 el 2005 . . . el KOhierno e.\"fableció como única prioridad el Plat1 de EmerKencia, 

era la primera y út1ica prioridad. Es más, fue lo único en la.v t1egociacio11e.<; que te11Íllmos sobre 

el resullado ji.w:al Klohal con el Fondo Monetario . . .  progru111ur con el F'tmdo A loneturio Júe 11111y 
duro porque lu sit11ución financiera del país era hastanre anp;ustiante. (y) el Kohierno entrante 

puso sobre la mesa que el Plan de Emer¡:encia era inne¡:ociahle. ( . . .  ) Y eso murcu un hito porque 

básicamente era lo único para lo que hahia piara. no habíu plata para más nada.'' í lCGl 1 46 

El fuerte respaldo del propio Presidente a la puesta en marcha del plan (que había formado parle 

de su plataforma programática en las campañas de 1 999 y 2004) y el involucrnmienlo del equipo 

económico en la p lani ficación de su financiación son dos de las claves que expl ican la puesta en 

marcha del nuevo plan pese a los obsti1culos reseñados. Desde luego, e l  contexto <le crisis que aún 

dominaba la agenda política y la rucrte legit im idad <lel gobierno, que había recibido pocos meses 

antes más de la mitad de los votos emitidos, y los recursos pol íticos con los que contaba ( 1 7  de 32 

m iembros de la Cámara de Senadores, y 52 de 99 miembros de la Cámara de Representantes) 

completan el cuadro de factores que permit ieron poner en marcha el PANES. Un plan que 

representaba una novedad en el panorama de las pol íticas sociales, que suponía definir, del im itar 

y seleccionar una población beneficiaria ad hoc, apl icar una política de lransr<.:rcncias monetarias 

condicionadas (no contributivas) que tenía pocos antecedentes en el país, y desarrol lar programas 

de trabajo subsidiado y capacitación laboral para la población en situaci<)n de .. extrema pobreza". 

1 1� 1 .a JeuJa bruLa del gobierno l l egó a repn.:scnlar 1 1 2%, con n:laciún al Pin en 200:1: en 2004 había bajado a <J4'X1 y 

al ti;rmino de la primera administracitin de V<'t1.quo habia descendido a 63%. valor i.:n Lornl> ;il cual 11e mantuvo con 

fluctuaciones dur;inle el segundo gohicrnu 

( hllp://\\ \\\V, im !'.urg/c'<lcrnal/puhs/llfa eo/2() J (¡/()2/wi.:odala/ind<.:'<.aSp'< ). 
111' l .as negritas nos com.:spnndi.:n. 
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Del mismo modo que con la creación del  M IDES, e l  Podc.:r Ejecutivo recurrió a un proyecto de ley 

de urgente consideración para i nstitucional izar el plan: la Ley 1 7.869 "Plan de Atención a la 

Emergencia Social y Programa tic Ingreso C iutlatlano". 147 El p lan se desarro llaría por un lapso de 

dos años, contados desde la promulgación de la ley, a través de siete programas o componentes, 

entre los que sobresal ía el Programa de I ngreso Ciutlaclano. 1 48 

A unque el d iseño del PAN l�S fue resultado de la elaboración al interior del Frente Ampl io y las 

experiencias acumuladas en el gobierno de Montevideo o en organizaciones no 

gubcrnamentalcs 149, podría ser inscripto dentro de una tendencia que trascendía al país, en un 

contexto regional donde los programas de atención a la pobreza extrema habían ganado terreno 

(en particular, los programas ele transferencias condicionadas). Como se puede apreciar en la Tabla 

4.2, a mediados ele la  décatla pasada casi todos los países de la región tenían en marcha programas 

de este t ipo. 

147https://parlamentu.gub.u) /c.locurncnlosy lcycs/h:ycs?Ly Nru 1 7869&1,) _lcchaDcPromulgacion%5 Bm in%51)'!1oS 

llc.late'Yc151 )- & 1 .) _fcchaDcPromulg<Jcion'YuS Bmax'Yci5D%SBc.late%5f )  &Llcmas &tip0Bus4uec.la= 1 &Sean.:htc.,l 

i<x Phm A l i m entario Nacional (PA ): Plan Emergencia Sanitaria: Programa de Ingreso Ciuc.ladano: l ' mgram.1 

l·:ducaciún en Cunlcxtus C1 i11rns: 1'10grama l�mplco Tra11silnrio: Prugra1m1 /\senlarnientos P1 ccarios y l'cn!>ione�. 

Programa /\ lniamientu a las Pi.:rson;.is en S itu:.i.:iún oc Cal k. 
14'J '>cgún uno de lo!> cnlr<.:\ istadn'i: ··No podemos perder de v1s/fl, sohrc wdo para lm políticas sectoriales. <:/ rol de 

las organizaciones sociales previo a 110.rntros como gohiemo 1-:11 las politicas de génl!ro, 110 lellKll.1 11111�u11a Judo 

( . .  ) O  seo. 1/111' (huno) 11111clio1 l11gwe1· . . .  las deji111d11m:s pro�ra111rít1cas 11ene11 ese co111po11e11te, que rn•111¡m· 
esl11vil'f«Jn 1111/ridn.1 /a111h1én t!e.1dl! rli/erentvs (..:sp;icios) .

.
. l ICG 1 
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Tabla 4.2 
('obertura y �asto de los Programas de Transferencias Condicionadas en A mérica Latina. Circa 2006. 

l'obla1:1ón Población Poh Gas Lo Gasto GasLU Gasw Linea 11..: CiPS/ l'TC/ 
bi.:ncliciana/ 111dig1mlc Rcm.:licaria (en % anual mensual mensual Indigencia PIB GPS 

pob. tol (en %) /pob dd (rmll.US (USO corr.)/ (USD com.)/ urbana (%) (%) 
(l:n %/(A} @2 ind. (i\/B) PIR} 1 )  corr.} indi�cntc(Q bcncliciario(Q (USO corr.} 

J\rg 2 6 7.2 () 36 0. 1 2  257 1 7 6  2 1 . 1  45 . 1  1 94 0 6  

11nl 1 2.5 32.4 (1 11) O 2X 36 7 1 o 2.5 29 6 1 8  6 1 .5 

Bra 22.2 9 2 47 IJ 43 4684 4 22.8 92 )') 4 22 2.0 
Ch1 6 5 3.2 2 02 ll 1 0  1 1  X 2 1 X '> 1) 4 44 6 1 3  1 0 8  

Col 4 2  20.2 () 2 1  o 10 486 4 4 4 2 1  2 44 4 1 3  4 2.2 

l '  Rica 1 1 R 2 () 14  ( }  02 4 0  0 9  6 9  43 9 1 7  5 () 1 

Í'Cll 8 9  1 6  1 0.55 0.49 204.6 7 9  14.3 39 8 6.3 78 

E Salv 1 7 1 9  o ()<) () 02 " 3  0.3 3 0  38 1 5 5 0 4  

l Ion. 8 6 49 1 o 1 7  o 02 2.4 0. 1 03 46 1 1  6 () 2 

Me' 25 1 1  7 2. 1 4 (} 44 4 1 1 1  6 27 8 1 3  o RO 5 1 0  2 4J 
N1c 2 7  42 .4 () 06 o 28 1 1 .5 () 4 6 5  29 1 1 0  8 2 2  
Par 0 7  32 1 () 02 () 003 0 2  O.O 0.5 57 7 <) () o 

l'cr 3 (¡ 1 6  1 o 22 o 1 1  105.3 2.0 X X  8 9  1 3 

I� Dom xo 22 3 64 () 04 9 1 () 4 0 . 1  4 5  8 7 1  () 6 

t i ro. 9.5 .u 2.JI lt.J<J 76.1 46.5 20.2 511.l!(ii) 17.7 2.2 

Fue111e: /)(lrrt las pnmeras cuatro c:o/umnus. /,eri11 (2008 165); para las s1g111enres u1lumnas, 1•/11horrn·1rí11 pmp10 r·o11 hosf' a d1d111 
111jiirmuc:ui11 y datos de ( 'HPAI. 
(la tn.'/lestwlt.�t n:as. cena/. ori:/cepalst at/W EB ( .'/:'!' 11 LS]>I Tlestad1s11casl nd1cadores. usp? 1dro111a _'l.) 
Notas /1 / lus qfras surgen de d1v1d1r el �os/o total anual en d1c:lms programas en cada 11110 de los ¡wise.< por la pohlac:1ón 1..on 
111J!.re.w.1· mferrores u la l.ínea de /nd1J1,e11c11J o por la Pohlac1(m efe1..·t1l'a111enle atendida por /0.1· mwnos Hn cr111se1..·11c•111w. los 1..·tfras 
pre1·enwdus 110 frenen nece.wrwme11te que c:o1111..·1dir co11 los 1·0/ores de /u.� a.ng,1wc1one�· que fueron deter111111ado.1· por la.� 
al//011tlade.( re.�pe1..111·11.�; /11/ est1111ac1rí11 pro¡nu w11 has1· en mformal'IÓn rf,./ /NF (2008: 1 1). 

A l  examinar el alcance o cobertura que tuvo el ·' I ngreso C iudadano'' en Uruguay, así como los 

recursos 4ue se le asignaron, se advierte con fac i l idad que no fue una respuesta acolada o una Lírica 

rolítica focal izada de asistencia social dirigida a la población en situación de pobreza. Como se 

ruede apreciar en la Tabla 4.2, la cobl:rtura ckl  " l 11greso C iudadano·' (9 .YYo de toda la roblación, 

esto es, poco más de trescientas mi 1 personas perlcneeientes a unos setenta y cinco mi 1 hogares l 'iO) 

lo ubicaba entre los programas Je mayor alcance de la región (detrás, entre otros, de los 

emblemáticos flolsa Familia de Hrasil y Oportunidades de México), pese a 4ue Uruguay tenía 

1 '" -...11h1 <.: i.:I t.:\Lala1111cnto di.:I program;.i. �1.:ñal:.i11 1\ rim ) Viµ11rilo ( 2007· 1 9 ): .. f:I 111gre.w uudmlnnrJ e.1 111w pre.1·wciu11 

mo1wto1 in qt11' formo porte rll!I f'/011 de t t1•m'i1í11 ,\'acirmo/ 11 lo 1�merg1·111·ia Sorwl (l'. I /\'!·:<..,¡ l·:.110 pre.1tocuí11 fija tÍI! 
l 3fí0$ menrnole.1· coml!n::rí o pagorse 1•11 mowi de 2005 r1 f//J/'lltimodr11n!'11/1' 8. ()()() hogores pi!HJ /u incfJrpnmciñn uf 

¡;rogru111a fue creciendo o lo lar�o Je! tiempo /lucia enern Je 2006 pudría decrrse r¡ue lo ¡1ertr111e111'io o/ pmgroma 

w e.1·toht!i::<Í e11 83 ()()() hogares. rle /ns rno/v.1 7.J 500 mhrnn i11greso ciudadano . .. 
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b�jos n iveles de pobreza extrema o ind igencia (induso Jurante el apogeo de la ú l t ima crisis 

económica). Dado que e l  porcentaje de población en situación de indigencia o pobre:1a i;xtn:ma 

rondaba en Uruguay el 4% antes de la puesta en marcha del programa, su cobertura final (9 .5% <le 

toda la población) rue más del  doble de la población en situación de indigencia. Por otra par1c, los 

recursos asignados al programa med i<los con relación al P l l 3  (0.39%) colocaba a Uruguay dentro 

del grupo de países de la región que asignaban más recursos prcsupuestales a las transfrrcncias 

condicionales: Brasil (0.43%), Ecuador (0.49%) y México (0.44%). Además, al tener Uruguay un 

porcentaje de indigencia o pobreza extrema relativamente bajo en comparación con el n:sto <le los 

países <le la región, los recursos destinados al programa le permitían al país, si hubiese rocal in<lo 

la transferencia exclusivamente en ese 4% (unas 1 30 m i l  personas), brindar una prestación por 

persona casi equivalente al total de la l ínea de indigencia o valor de la canasta básica e.le al i mentos 

(algo que n ingún otro país de la región podría haber logrado por la alta incidencia de la pobreza 

extrema). Incluso atendiendo a una población sign i licativamcntc mayor, como la que finalmente 

cubrió c.:I programa "I ngreso Ci udadano", el valor mensual de la  transrcrencia por persona atendida 

estaba entre los más altos de la región. 

Más al lá di; la cobertura c.lel Programa · · ingreso Ciududana'· y de su peso en términos 

macrocconóm icos y liscales, algunos aspectos de su d iscño (La construcción de un catastro y la 

selección de beneficiarios con base en criterios o bjetivos) expresan o revelan e l  intento de 

imp lementarlo siguiendo criterios formules y reglas, y no a través de mecanismos discrecionales 

y flexibles como en otras experiencias de la región que dieron lugar a prácticas c l ientelares. En 

este sentido, resulta i lustrativa la aseverac ión de uno de los entrevistado<;: ·'No.miro.�· 

11ecesit1íh1111ws que ( la  implementación del  plan ) fuera trafl.\parente, porque olrn dejiniciá11 

¡Jroxramática (del plan) era la de /u transparencia. r: Quiénes aseguran la transparencia? Por un 

lado, las personas que iban a realizar las e11/re 1•istos: el llevar adelante 1111for111ulario que después 

otros lo iha11 a ingre.wr; el tener una deji11ició11 objeti1111, que file el límite de care11C.'ia.\· crílic11s 

del /11slilulo de Eco11omía; que eso. o su 1•ez. posaha ¡wr un sistema it?formático qu<' e -r1stío en el 

Ru11co de Previsiá11 Social . . .  la estructura e.,·tatal tenía capacidades y lo que requería era de 

deci.,·iones políticas . . .  la voluntarl política estuvo. '"1 1 CG j 1 5 1  

1 ' 1  l .us ncgriias nos com:spondt.:n. 1�11 la misma dirl·cciún, niro L:l1lrL:vistado cstublccc la compar¡1riún cntrc la 
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El acceso a las prestaciones a través de criterios y mecanismos institucionales y no mediante vías 

o contactos i n formales y locales no resulta un rasgo menor, ya que refleja el carácter del régimen 

de bienestar en e l  que e l  programa se inserta, y el tipo de vínculo que se establece entre el 

destinatario <le las transferencias y las instituciones proveedoras. 

La revisión del  proceso de construcción del M I DES e imp lementación del P/\NES (adopción de 

marcos legales, construcción de instituciones y adopción de protocolos y proced i mientos), así 

como la revisión de la evidencia más cual itativa en torno al proceso (en particular, las entrevistas 

a los actores d irectamente invol ucrados en la toma de decisiones), da cuenta de la centralidad que 

tuvo la burocracia estatal -y las capacidades cstatal<.:s- en la imp lementación del  plan.  l ,a 

participación de las principales instituc iones estatales del área social en la  puesta en marcha de 

algunos de los componentes del P /\N ES -en particular. del  Program:i '·Ingreso Ciudadano··-, como 

cl BPS o el �cctor salud, es en tal sentido resaltada por los entrevistados: "(El)  MIDES era un 

ministerio que 110 existía. Sin ( las instituciones de) salud y sin el BI'S no h11hiéra111os tenido P/011 

de F:111ergencia. A 11/es de qu<' ¡mdiéramos 110111hrar nuestros referentes en cada uno de los 

departamentos. los referentes que /u1·imos para el Plan de Emer[!.encia en cada uno de los 

departamentos, con el apoyo de la Universidad de la República . .fueron los respnn.whles 

departamentales de salud. Y en se�zmdo lu�ar, el primer lugar donde nos instalamos fue el 

RPS . . 'l ICG 1 

( ,a articulación entre e l  MIDES y las otros min isterios o instituciones estatales del  área social es 

una de las claves del  proceso de d iseño d e l  plan y,  fundamentalmente, de su implementac ión. La 

creación del Gahindc Social y del  Consejo Nacional Coordinador de Pol íticas Sociales a través 

del  Dccrdo Nº 236/005 huscó institucional izar esa coordinación intcrmin isterial a través <le <los 

experirn<:ia uruguaya. únndc el gnhicrno apeló a re<:ursos ) capacidaúcs cstatah:!> t:xistenles. que asL·gurnhan un.1 

Lrarnitat:iú11 1 egulaúa ) lra11spa1cnte úi.:I ae<:esn a las prcswciom:s, y otrns p:.iises úc la regiún en los que se constru) c1 011 

cslrnclur::i-; ··,1ú hoc;"". por la úchilidad del l·:stadn n por la t:'\presa úe1.:i�ilin polít ica Je cl 1 1ú ir  sus tram;.is humc:rillica\· 

·· t rli/ere11ciu de utro.1· países t/w11h', por <'ie111plo. ( para gestionar las) ¡;olíticas de comhate 11 111 pohrew y lo i11d1geni:i11 

(se) crearon org1111i.1·11ws (cspcc1licos). el haber hecho (cn l lruguay) qui! las gestio11oru c:/ IU'S ge11f'ra, l'/1/rc 11/rm 

COSOS, ci11d11t/1111Í11. ,1!.l'llC'/"11 de11111trorit1 () .1'1'11, gente {Wf>rl' 1'11 al 111ismu lug11r 1/UI' /os 1111 {/fJhrt'S (1 ,!!.l'S{/IJll/JI (SUS 

prt:slaciones). l·:s10 es In 1¡1w yo llamo lo co11strucc11í11 de 1111 .li.1·/emo, ( l o )  que pom mt e v  la gran rej11rm11.'"l I< ( • I 
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espacios presididos por el M I DES (el Gabinete por la titular del M l O ES y la Comisión por el 

Director e.le Pol íticas Sociales de la cartera), que contarían con la participación del Min isterio de 

Economía y Finanzas. Precisamente con relación a la creación del Gabinete Social y e l  Consejo 

Nacional Coordinador d e  Pol í t icas Sociales señalaba en una entrevista d e  prensa la primera 

Subsecretaria de Desarro llo, A na O l ivera: "(uno de los principales logros del M IDES en 2006 fue 

que) instaló el Gabinete Social, que es la reunión de todos los ministros del área y el Con¡.,>reso de 

Intendentes. Luego está la parle operativa de este gabinete que es el Consejo Nacional 

Coordinador de I'olíticas Sociales, que está.formado por integrantes de los distintos ministerios 

y por represenlanles de otras áreas, como son los organismos de la enseñanza, el TNA U (y) el 

Banco de Previsión Social. El correlato territorial de estos órganos en lo departamental son las 

mesas interinslitucionales. que reúnen a las intendencias con las dislinla.1· instituciones 

departamentales. " 1 52 

El diálogo y la a l ianza entre los representan(¡;s del M I J)ES y sus pares del MEF parece haber sido 

c.:lavc al momento de <l iseñar dentro de estos ámhitos de coord inación interministerial algunas de 
las innovaciones, así como para bl indarlas polít icamente, tanto en la primera etapa que corresponde 

a la formulación e implementación e.le! P A N ES entre 2005 y 2006, como en la fase que se abre en 

2007 con el <liseño y puesta en marcha de algunas de las reformas sectoriales que se agruparían 

bajo el Plan de Equidad. En esta dirección, sostiene uno de los entrev istados: ·· . . . la discusión. el 

debate estratéKico, programático, normativo, presupuesta/, fiscal, ( . . . ) todo pasó por el Consejo 

Nacional (Coor<lina<lor) de Políticas Sociales, más algunos ámbitos en asociación claramente con 

el MEF. . . ' ' 1 53 

m l·:ntrcvista puhlica<la por el Diari o t,a Rqníhlica en su edición del m ién:ok:s 1 O <le cm.:ro dc 2007, Monlcvidco, 

pág. 1 0 . 

l'1  Tanto l•ts nulorida<lcs )' técnicos que partici paron en estos ámbitos en n.:prcsenl<.H.:ión de los m inisterios del árca 

snc ial, cu111n 4uicnes lu hic ieron t:n n.:pn..:scnLaeiún di.:I üri.:a i.:conúmica. consideran quc all í  sc d iscutieron y ncgoc iaron. 

ali.:c1ivami.:nlc. las prim.:ipaks rd(irrnas del ári.:a .�ocial, más a l l;í <le ntras instancias hi lalcralcs <li: ni:goc ial:ión y a j uslc 

ddinitivo dc las propucstas. l�n este sentido. resulta i l ustrati vo el sigu ienLt.: comt.:ntario dt.: lo uno de los cntrcvista<los: 

·· . . .  ese ( aiio 2007)fue el períudo mtis rico y mú�· clen.\·o de ( . . .  ) política del Ctm.w!jo . . .  alií .�e cocina/¡" todo, nadie 

quería estar afuera, ""die· riel Mini.i·/erin de J':cnnnmía y Finanzns ihrm dos o /res ( rcprcscnlanles). dí'/ Ministerio de 

Sri/11d l'úhlicn, e1c:· 1 1c< i l  
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La creación de estos espacios de coord inación intcrm inisterial del área social (que forma parte de 

un movimiento más ampl io de conformación de gabinetes sectoriales, a través de Decretos del 

Ejecutivo, como el  Gabinete Productivo y e l  de la Innovación) puede ser inscripta, del mismo 

modo que la constitución del MI DES y la implementación de un programa de transrcrcncia 

condicionada de amplia escala, dentro de una tendencia a la conronnación de comisiones o mesas 

de concertación imersectorial que se advertía por esos años en varios de los sistemas políticos de 

la región. S i  los años noventa se caracteri:.raron por la instalación dentro de las oficinas 

presidencia les de agencias o secretarías implementadoras de programas sociales mult isectoriales, 

focalizados en poblaciones o regiones en situación de especial vulnerabilidad, que actunban bajo 

una pronunciada apropiación de los propios mandatarios -y también con amplios márgenes de 

ílex ibi l idad y d iscrecional idad-, la tendencia en la · primera década de este siglo rue a la 

institucional ización (en algunos casos pro l i reración) de ámbitos o comisiones intersectoriales para 

desarrol lar planes () estrategias integrales de arnrl io alcance. 1 14 

S i  bien todos o una ampl ia mayoría de los sistemas pol íticos de la región han compartido en los 

ú l t imos aiios esta tendencia a constituir wmisioncs o mesas intersectoriales, la identi ficación de 

las agencias gubernamentales que tienen la responsabi lidad de coordinar, convocar o presidir estos 

espac ios en los países de la región permite adverLir d istintos patrones que podrían responder o estar 

asociados al grado de desarrol l o  e institucionalinción de sus regímenes de bienestar. Como se 

puede observar en el Cuadro 4.3, casi todos los países de la región que cuentan con regímenes de 

bienestar relativamente desarro l lados y que suelen ser agrupados en las tirologías sobre we(fare 

construidas para la región ( A rgentina, Brasi l ,  Ch i le  y Uruguay) asignaron a los min isterios de 

desarro l lo social la f"unción de coordinación de las entidades colegiadas interset:torialcs, en tanto 

los reslanles países ( la mayoría dentro de la región), que cuentan con regímenes menos 

desarro l lados o con menor ··csrucr7o de bicnesLar", encomiendan esta tareél a una .. autoridad 

designada por la Presidencia o la Vicepresidencia" 

1 ' 1 l n 1.:slJ lín1.:u scñulan \tidagl ia ) S1.:Laro ( 20 1 0: 1 7 1 ). ··( l :n la n:giún) tamhién s1.: ha n:curri<lo u la formaciún d1.: 

.imbitos de coordinacilin lk nivd intcrm1.:dio, los l la111,1dos Cuns1.:jos dt: Políticas Sociall:s. en los qut: Sl: convoca a 

mundos púhlícns de rango mt:dio --<lircclUrt::; d;.: servicios. d;.: prngrnmas. t:ntrc otros-. en pos Je <.:ompll'mcnlar los 

sl'rvicío' ) prngran1n� qm: Licn1:11 a <.:argo. 
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Cuadro 4.3 
Autoridad que preside / coordina la entidad colegiada intersectorial del área social en América Latina y el 

Caribe ( 1 8  países). Circa 20 1 4. 

Autoridad designada Ministerio dc Entorno familiar M1nistcrio de Ministerio 
por la Prcs1dcncia o la Desarrollo o dc o conyugal del otra cartera coordinador 

V1 c.:prcsidcncia lndusiéJn Social Poder 1 �.:cutivo social dc lo $OCial 
i\rgcntana 
ílolivia ([st Pl urina de) 
Brasil 
Chile . ,¡ 
Colombia .. 
Costa Rica 
1 :cuadur l 1 I - ,. 1 
El Salvador ., .. 
Guatemala 
l londuras 1 

Mcx1co ., 
�cara�a ! di 
Panamá ' - - ---
l'��y .. 
Perú " .. " 

Ucnública Dominicana 
- - - -----

l ln1g11av 
Vcnc;tu<.:la (Rq1. flol. uc.:) . 

F11t111e: CCl'AL (2015: 101). 

N11t11s· /1/ en este cuso sería pos1/Jlc tamh1é11 clu.njkur u la 11utondud que pres1delcoord11111 la 111src111c111 cu11111 m1111srerw sel'fonal 
de desarrollo o inclus1611 socwl: em(lero. los aurores 11pturo11 {!Or usrgnarlo a una caleg11ría erclu.HvrJ ya q111' el 1111111s/1'1w llC'IW 
¡101 j11111:1ó11 fu coord111uc:1ó11 del área .wc111/; /11/ el Poder H¡ec:ut1v11 de.1·1r,1111 a la persona enwrr,adu de coordinar /u 1ns/w1c111 
1111ersecror1ol (l.on.1·e10 de ( ·omu111coc1rín y Ciudadanía de la Pr1mde11cia del Poder Cwdadww). 

El Consejo Nacional Coord inador de Pol íticas Sociales fue el ámbito en  d que se gestó durante 

2007 la estrategia rara la transición entre e l PAN l�S (que debía finalizar de acuerdo a su marco 

legal -Ley 1 7.869- el 20 de mayo de ese año) y algunos serv ic ios y prestaciones del repcrlorio 

regu lar de las políticas sociales que rud iesen cubrir a su roblación beneficiaria (casi setenta y 

cinco mi l  hogares y trescientas m i l  personas). En  ese marco se elaboró una rroruesta mul tisectorial 

de rcrormas y nuevos rrogramas que sería denominada ··Plan de F:quidad". i-:,n este rlan se 

agruparían a lgunas de las reformas en rroccso de elaboración -por ejemplo. la  de la salud y 

rcrormas ad hoc de otras rolít icas de largo al iento, como la creac ión de un nuevo régimen de 

Asignaciones Fam i l iarcs. 1 5� C:I l ' lan de  Equ idad, que impl icaba coberturas mayores que las de l 

,_� l .a c1cación ¡fo un nucvo Ri;gimcn uc /\signacioncs 1-'u m i l i arcs profun<li�aba un proceso ¡]¡; Lransli1r111aciún iniciado 

a 111cc.fo11Jos c.k los afios noventa. en c.lirccciún a Jcsligar l:J  prcstm;iún Jcl vinculo ue los adultos con d mercado dc 

trabajo, translhrmándol�t c.:n IOrmJ progresiva en una pol í tica Jc lr<msll:rcm:ia Je ingrc.:sos. 
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P/\NES y reformar prestac iones o servicios que formaban parte de la o ferta regular del régimen 

de bienc!-.tar, fue el resul tado de un proceso de formulación y estrecha negociación enln.: el las 

autoridades y técnicos del área social y sus pares del equipo económico, un rasgo que ya había 

caracterizado el  diseño dl:I plan de emergencia a comienzos de 2005 . Sobre este punto comenta 

uno de los entrcvi stac.los: ''El !'1011 de l�quidad lo (consolida) el Consejo Nacional de f'olítica 

Socio! . . .  porque . . .  el consejo em¡Jezó 11w;vo. flaco. porque además. nadie entendía paro qué era. 

Sin embargo. cuando (se elaboró) el Plan de Equidad (el  Consejo fue) tomando.fomw . . .  )' (el Plan 

de  Equidad) se va sustanciando desde el punto de vista presupuesta/, nada menos, en las propias 

sesiones del consejo. ( M  icntras que) teníamos al principio siete u ocho participantes, luexo huho 

a!Klmas sesiones de hasta veinte. veinticinco, treinta participantes, y nosotros teníamos que filtrar 

y estahlecer una nómina. con 11omhre y apellido y c:o11 la autorización del ministro (para parl ic ipar 

del Consejo), porque la parlicipación suponía capacidad de decisión. En ese consejo se decidió 

el./(mnato final y la asií(rlación presupuestaljina/.''l ICG l 1 �6 

l� I  Plan e.le l�quidad (algunos de cuyos componcnh.:s serán anal izados en las próximas secciones 

como parte de las reformas sectoriales cmprcnc.lidas por e l  gobierno) s intetiza, en cierto sentido, la 

impronta de los cambios operados e innovaciones impulsadas por la primera admin istración 

fren l ista en el área socia l :  la combinación de algunas in ic iativas innovadoras - inéditas o con 

escasos anlccec.lentes en la trayectoria de las polít icas sociales en el país, corno los programas de 

transferencias no contributivas-, con otras medidas de tono restaurador y, por ú lt imo, otras 

acciones tendientes a conservar y fortalecer rasgos h i stóricos en algunas arenas de política. En csla 

d i rección, apuntan M idagl ia  y A nlía (2007: 1 42- 1 43) :  "En l íneas generales, es pertinente afirmar 

que la i7qu ierda asumió tres t ipos específicos de orientaciones pol íticas en relación con la 

reformulación del sistema de bienestar y protección vigente en e l  país. U na de e l las es e.le corle 

n.:staurac.lor; otra de tipo innovac.lor, y por ú l t imo, se conslala un manejo cauteloso en torno a una 

serie dt.: prt.:staciones reforrrn.1tla!-.. 1 .a'.:> rncJidas rt.:stauradoras báskas sc localizan en e l  úmbi 10  

''" l-11 I J  1111�111.1 dir..:cciiin �..:ñala otro d e  In-; cntr..:\ 1st.idos: · «  '1111 1•1 Alll>l·.S se trnhojó muy 1•1·trcclwme11te esos oiios. 

de /ie,-11() c/"CJ la pri()ridad pres11p11estal en 1'W' p1•ríorlo (. ) l luho un traht.yo 11 ni1•el técnico m1111 hueno 1!11 la 

(l..'lalrnrJriún) del /'Ion de l·:t¡uidar/, con el Rl'S y rnn el MIO/·:'\ (un) lrahry() téc11ico-p()lí1irn, co11valu/(l(/o en el 

( '1111.1·1·iu t/1• l111lí1icns Sociales:· l ICC i 1 
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laboral ( . . .  ) Las medidas innovadoras se centran en dist intas áreas sociales y las mismas adquieren 

u n  signi ficado rolílico particular. En este marco, puede ubicarse la esrera de la robreza y 

vu lnerabil idad ( . . .  ) En el marco de la conducta polít ica cautelosa se inscribe el manejo de los 

sistemas de educación públ ica y de seguridad social, en particular, las jubi laciones y pensiones.'' 

Desde la creación del M I D E  y la puesta en marcha del P/\N ES, pasando por la conformación del 

Gabinete Social y e l  Consejo Nacional Coordinador de Pol íticas Sociales (especialmente activos 

durante la primera admin istración frentista), hasta la elaboración del Plan de Equidad (que supuso 

agrupar en una estrategia global algunas reformas sectoriales ya p lanteadas y algunas innovaciones 

ad hoc como el  nuevo régimen de asignaciones fam i l iares), se adv ierten en el centenario y 

resi l ientc régimen de bienestar uruguayo dos novedades signi ficativas: por un lado, la creación de 

un nuevo polo de rrestaciones y servicios (con un fuerte peso de las transferencias mondarías 

condicionadas) destinado a sectores de población en situación de pobreza o vulnerabil idad (un 

nuevo polo que podría reforzar el carácter univcrsal ista-cstrati ficado del régimen de bienestar del  

paL); por otro, la constitución de una nueva institucional idad (el  M I D ES, el Gab i nete Social y e l  

Consejo Nacional Coordinador de Po l í t icas Sociales) que podría y debería fortalecer e l  carácter 

sislém ico del régimen de bienestar, de un régimen diseñado institucionalmente en base a fuertes e 

independientes sectores de política (educación, salud, seguridad social y protección labora l).  ' i  

bien e l  primer mov imiento de cambio puede ser leído como una afirmación del  carácter 

cslratificado del un iversalismo que ha caracterizado al régimen de b ienestar del país (ri lgucira 

1 998), también puede ser considerado una expresión de fortalecimiento del Estado en el área social 

como responsable por la formulación de polít icas, financiador y principal proveedor. 1 s7 En este 

sentido, habría que recordar que hasta la creación de esta nut:va inslitucional idad (el M I DES), la 

1 �7 Este nuevo polo de políticas sociulcs que se cnmicn1.a ¡¡ gcst;ir e en 2005 (sin desconocer la presencia desde mucho 

antes de algunas instituciones y Lnm!'>ferencias que fueron subsumidm. o integradas bajo el  paraguas del M 1 I J ES. cunrn 

pudría ser el Instituto del Niño y el /\dolcsccnle de t lrugua) . hasta 2004 lnslitulo Nacional del Menor) no tiene un 

peso prcsupuestal pocn �igni firntivn o menor, pese a que no supera el I O'Yc, de todo el gasto publico social. Si a lo� 

pn:supucslos di.:I M I Ul:S y e l IN/\U se suman los recursos di.:slinadlls ;il nuevo régimen de asigm1cio11es lamil iun:s 

(cjccutad<L� desde el 1 \PS. pi.: ro gi.::-.tadas dcntrn del l'hm de l�quidad en alguna mi.:dida como sustituto a la lran:-.ll:rem:ia 

del ··lngri.:sn Ci uJ:.idano .. ). lo� recurso.; destinados a cste unin:r'o de llhtiluciom:.;. políticas y ¡m.:stací1mcs rondJn 

1 .5%, del PIB (un porcentaje relativamente similar al que se a,.;ig11ah<1 en los primeros años posteriores a la n:st<1uraciún 

democrática ¡¡ toda la educación púhlica). 
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población al margen de las prestaciones y servicios del régimen de b ienestar (en especial ,  de salud 

y seguridad social) formaba parte de los estratos o segmentos sin cobertura públ ica efectiva de 

n ingún tipo. o era asistida y protegida a través de servicios ··residuales" (M idaglia 2000), ubicados 

en la periferia o en los márgenes de las instituciones estatales del área social. Pese al acotado 

presupuesto y l im itada dotación de recursos humanos del M I D l2S, en comparación con los 

principales organismos estatales que tienen a su cargo la provisión d irecta de servicios y 

prestaciones sociales ( la AN EP, la ASSE y el BPS), la comparación con los otros m in isterios que 

desarrol lan en forma exclusiva o principalmente funciones en e l  campo soc ial  ( M EC, MSP, MTSS 

y MVOTM A )  indica que es una cartera con c ierto pcso. 1 58 La evaluación sobre la relevancia y el 

peso del M I DES dentro del ecosistema de organismos estatales del área social no debería basarse 

en la contraposición con los principales organismos proveedores de educación (ANEP y l JdclaR),  

salud ( ASSE) o seguridad social y protección laboral ( BPS), sino en la comparación con otras 

carteras m in isteriales que también tienen por ley mandatos o competencias asociados en mayor 

medida a la rectoría o e l  disciio de r>olíticas que a la prestación de scrvic.:ios. 1 '9 

Si bien la constitución de este nuevo polo de políticas sociales constituye un  avance evidente del 

Estado en e l  campo de la políticas sociales (como responsable, financiador y proveedor directo de 

servicios y r>restaciones), 4uc impl ica una contracción de la esfera fami l iar y comunitaria corno 

proveedora de protección social y larnbién, la tensión entre los dos mandatos con los que nació 

esta nueva institucional idad subsisle. 1 60 

1 'RDc acuerdo al Presupuesto de la /\c.lministración Central qjccutac.lo en 20 1 5. el MIDES tuvo una qjccución c.lc 1 70: 

l JSD. equivalente <i 0.3'Y.. del rm. cn tanto el M EC qjccutó 1 44: L JS I )  (0.3% del l ' IB),  el  MSP 59: l JSD ( 0. 1  % del 

l ' I H), el MTSS 7 1 .2:  USD (0 . 1  %1 del P in)  y el MYOTM/\ 234: l JSD (0.4%1 c.lel P IB) .  1:uenlc: datos c.lcl Min istcrin de 

l·:conomía y Finanns. 

1"1 En este �entidu. i.c pudría sostcncr que uno e.le los r.1sgos dc l<irg<i J¡¡ta c.lcl disdio institueiomil del EsLa<l1> urugua:yo 

en cl campo dc las políticas snciales es la separación cntn: las carl<.:ra:-; ministcri;iks quc son responsables por las 

¡iolitica� ) 1.is agencias estdt;.ilc� Jutú1 t1>111as y de gobierno col<.:gi¡1do rnc<irgadas tic delin1r los l ineamientos d..: las 

políticas y, lunJam<.:nl<ilmcntc, d<.: provc1:r los scrvicios y las prcsl;.i<.:ion<.:s (clar;.i111<.:1H1:. los vínculos rnlr<: 1:1 MI�(' y la 

/\NEP y <.:ntrc el MSI' y /\SSE).  

1"11 Midaglia ) Sl:lam (20 1  O: 1 XC1 ) "  . . . . . '\t: :.Jhrcn e.lo'\ eo;ccnmio-; pol1:m:i<.1k� en rd<.1wi11 <11 lugar y al pt.:rlíl que t<.:ndría 

qu1: lt.:ner el M l l )l�S en el sist1:ma de protección nacional ( l ·: I  primero) la reducción ck su papel <i un organismo 

e�pcci:ili/atlo únic<.1mt.:nlc cn la.� situ<.11:ioncs c.I<.: pobreza e indigcnt.:ia. 1·:1 otm. dc mayor prnyccciún, lo ubicaría como 
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4.3 La reforma de la salud: entre la des-mercant i l ización y los legados de  cstratiíicat.:ión 

A d i ferencia del campo de las pol íticas de asistent.:ia d i rigidas a la población en situación de 

pobreza o exclusión social, las instituciones y los servicios de salud constituyen uno de los pi lares 

básicos del régimen de bienestar uruguayo, junto a la seguridad social, la protet.:ción laboral y la 

educación pública (F i lgueira y Fi lgueira 1 994). En ese sentido, reformar e l  sistema de salud 

representa un movimiento signi ficativo dentro de la matriz de bienestar del país. 

Como ha sido ya señalado (r i lgueira y Fi lgueira 1 994, Papadópulos 1 992 y M idaglia 1 997), el 

p i lar dt:I régimen de bit:nestar 4ue conforman las instituciones y provecdori;s de salud se 

caracterizó desde su temprana constitución a com ienzos del siglo pasado por aspirar a una 

cobertura un iversal, pero presentando al mismo tiempo un carácter dual: por un lado, la  cobertura 

hrindada por prestadores privados s in fines de lucro ( instituciones de "socorros mutuo'\' . 

constituidas por las comunidades de inmigrantes que l kgaron masivamente al país t:ntrc la segunda 

mitad del siglo d i ec inueve y primeras décadas del veinte), parcialmente financiados a través de la 

seguridad social y orientados a los estratos socioeconómicos medios, a los trabajadores formales 

y sus fami l ia  , y, por otro, prestadores estatales -la asistencia sanitaria públ ica, basada en la v ieja 

impronta de ··hospitales de la caridadº'- destinada a los estratos de más bajos recursos; un  sistema 

que o frecía prestaciones de muy d istinta calidad y alcance de acuerdo al t ipo de servicio en el cual 

los usuarios tuviesen su cobertura, dcterm inando una brecha en detrimento de los segmentos de 

población de menores ingresos. l lasla la reforma el  sistema de  salud uruguayo exh ibía d i rcrcncias 

significativas entre los d istintos subsistemas de atención (prestadores estatales, mutuales y 

privados) con respecto al gasto por persona atendida y, consecuentemente, con relación a la calidad 

de los servicios. En 2004 el  gasto mensual por beneficiario de las I A MC (que cubrían en ese 

momento al 47.6% de los usuarios) prácticamente tripl icaba el valor registrado entre los 

prestadores cstatalt.::';, lo:- 4ue atendían al 50.5% de la población: rcspt:ctivamcntc, US I)  30.3 y 1 1 .9 

(datos del M S P)_ El  gasto per cápita de los prestadores estrictamente privados (seguros integrales 

de sa lud) superaba ampl iamente al de los prestadores públ icos y mutuales. En comecut:ncia, hasta 

una cntic.bd que si bien aborda la.\ eom¡ilcja� ¡iroblcrmitica� de insuliciem:ia económica. u la ve/ atiende modcmas 

dcmandus vinculadas � la suhon.Jirwciún de grurns de rnhlaciún (asuntos di; gi'.ncrn, .:tnii;o-r.1ci,tlcs. darios, dt:.) . . .  " 
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la reforma e l  sistema de salud uruguayo podía ser definido como un sistema de cobertura cuasi 

un iversal, pero con muy elevados n iveles de estrat i ficación cn la cobertura y la cal idad de  los 

servicios y las prestaciones, compuesto por proveedores estatales (encargados de atender a la 

población con escasa o nula capacidad de pago), i nstituciones mutuales y seguros pri vados . 

Pese a su segmentac ión y aun fragmentación, e l  sistema de instituciones y servicios que se rue 

constituyendo en e l  país durante la primera mitad del siglo pasado permit ió alcanzar en los años 

c incuenta un grado destacable de protección de la salud de la población, al menos en perspectiva 

comparada con el resto de los países de la reg ión, que tlcterminó que el país se ubicara a l  tope de 

la región cn algunos de los ind icadores más convencionales de desarro l lo  (ex pectat iva de vida o 

mortal idad). S i n  perju ic io del desarrol lo del sistema de salud desde comicn70s del siglo veinte. en  

los años setenta y ochenta todavía un segmento s ign i ficativo de la  población man i festaba no  tener 

n i ngún t ipo de cobertura de salud, más al lá  de que la sa lud públ ica asegurase formalmente el acceso 

a toda la población. Según Fernándc;r. (la lcano y l:knnia (20 1 - k 46): ·'En Montevideo, en el año 
1 97 1  la cobertura mostraba (que) un 1 6.5% no tenía cobertura formal en salud (Encuesta de 

hogares: demanda de asislencia médica en Monle1•ideo de 1 97 1  ). La encuesta realizada por el  

M S I ' en 1 982 mostraba que . . .  42.8% (de la población era cubierta por) las l t\ MC, e l  24.3% 

(estaba) a cargo del M S P  (y  que) otras inst i tuciones cubrían el 1 3% y un 1 9.9% permanecía s in  

cobertura ( M SP 1 1 9821: Encuesta Familiar de Salud. Montevideo: M S P ).'. 

Un rasgo o característica de contexto en común entre e l  subsistema de políticas y serv icios para la 

población en situación de pobre;ra y el sistema de salud, es 4ue amhos debían en frentar a med iados 

de la década pasada un contexto de crisis. En el caso de las pol ít icas de asistencia social la crisis 

social (o  las consecuenc ias sociales de la recesión que e l  pa ís atravesó entre 1 999 y 2003, y, en 

particu lar, de la crisis de 2002) el  incremento del desemp leo, la  pobreza y la ind igencia suele ser 

señalado como un factor determ inante -legitimador y fac i l itador- para la puc ta en marcha de 

nuevas políticas y prestac iones enmarcadas en un plan nacional de emergencia, así como para la 

constitución tk una nueva instilucionalidad (el M I DLS, el Gab inete Social y el CNCPS).  l�n e l  

campo d c  l a  o.;alud, t:I  factor . . cr i sis", cons iderado como uno de  los desent:adenantcs del proceso de  

reforma, refiere rnús a l a  crisis del  si�tcma (de  alguno d e  sus princ ipales componentes u oferentes), 

que a la percepc ión de una cris is sanitaria o el deterioro agudo de indicadores de salud, más a l lá  
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qut.: algunos de estos indicadores hayan registrado en esos años algunos retrocesos atribuib les, en 

parte, a los impactos o secuelas sociales de la crisis económica. En el  campo de la salud, la "crisis" 

refiere al colapso financiero del sistema en med io  de la crisis <.:wnómica, a la clausura tic un 

significativo número de instituciones privadas e.le saluc.1 por causas de coyuntura y más 

estructurales, y a la incertic..lumbre sobre la sustcntabi l idaú del sistema. En esta d irección señalan 

Fernández Galeano y Bennia (20 1 4: 26): '·El contexto de falta de sostenibi l iúad institucional 

generaba v ulnerabil idad de  los servicios tanto públ icos como privados; entre 1 985 y 2002 cerraron 

úieciséis instituc iones, cuatro <.le ellas c..lesplomadas en la crisis del  2002, afectando a más de 

1 70.000 usuarios." 1 6 1  

En los años previos a l a  elección d e  2004 y la l legada al  gobierno del Frente J\ mpl io predominaba 

la percepción de crisis con relación al sistema de salud, lo que ind icaba que e l  s istema requería 

algún t ipo e.le reforma -en particular, de los mecanismos tic financiación- para poder subsistir. En 

esta línea, comenta uno de los cn Ln:vistados: · ·(En ) el lema sanitario era tal lo crisis eslruUurul 

l/lle le nía el sistema, que era in11w11�jable sin uno re.fómia . . .  hu hiera sido ésto, una 110 tan h11e11a 

o una mejor. Me parece que nuturalmenle teníamos cond;ciones ohjetivas en la crisis económica 

de los prúneros aFíos de lo década del 2000 '; (esas condiciones) no solamente posibilitaron el 

avance (electoral de la izquierc..la) y que ganara el Frente Amplio, sino que (fuera) imprescindible 

hacer una serie de reformas, que se iban a hacer. 110 como determinismo histórico, pao se 1bw1 a 

hucer sí o sí.'" l_ ICG] 1 62 

En ese contexto de crisis las estructuras internas del Frente J\mpl io debatieron en los años previos 

a la elección de 2004 posibles propuestas de reforma del sist<.:ma, que fueron laudadas por u n  

1 '" Según Fcrn<i11tlc1. Uak<u10 y 1.knnia (20 1 4 :  26): · · 1� 1 1trc l <J85 ) 2()02 c.:crraron las sigui..:ntcs i 11-;titu..:io11c.:s: t " ir..:ulo 

Napolitano. /\socinción FralcrniJaJ, l JDl ·:M. M utu;ilista Ratl lc, Mutualista l'aslcur, M u l\1al Bat l lt:-Pastt:ur, 

/\snciat:iú11 l�mplcaJos Civi lcs. Sot:icJaJ Ital iana, l'arliJo Nacional, Purma Jc 13cisso. OM/\, Frigorilico Nacional, 

Central Mi.:tfü:a. l Jruguay l·:spaiia, C l .M l·:Co, Sanatorio Pu11amcric.:uno. M m l l. CI M A - l ·:sraiia, OC/\ Larghcrn. 

< 'Wvl /\ l:c:· 

167 1·.n la misma Jireecic'in señala otro Je los rntrcvi�L:.ic.lo�: ·· t.a crisis wmb1én jue parlera de la trc111sfiJrmocifí11. porque 

1•os tenías el cierre de (diccisi.:is) i11stitucío11es desde el wiu 90 al 21104. ;J/g1111us ernn pe1¡11eíios preSJ(l(/ores . . . /,a 
p1·rr·e17ririn di• rrisis en general era lotnt.·· l IC(i  1 
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acuerdo interno, sellado en su Congreso de 2003, que establecía la necesidad de implementar una 

n.:forma integral del sistema de salud y defi n ic iones clave con respecto a las principales 

características de la reforma. De hecho, durante la  campaña electoral -y en e l  marco del 

lan?a111 icnto del  documento '·Uruguay Social"- el  candidato frcntista había presentado un esbozo 

del sistema integrado de salud que el Frente A mp l io impu lsaría desde el gobierno; una propuesta 

que recogía los acuerdos alcanzados en las Convenciones Médicas por los profesionales de la 

salud, pero también por los trabajadores del sistema (tanto privados como públ icos). F:n tal sentido, 

expresa un entrevistado: "(La reforma) sanitaria no podemos verla sin lo que.fue la acción de los 

profesiunules de fu salud del Uru¡.,riwy antes de fu reforma, con un Sindicato Médico (qut.: h i7o) el 

di,·eiío .fino de la re.forma . . .  e11 la 8" C '0111'e11ció11 Médica Nocinmt!163. (En) esa convención se 

diseíforon los wa11des ejes de la ref'orma (de la salud). que el Frente A mplio tomo y lueKO el 

(iohierno (tomó)." l lCG 1 

La capacidad de los profesionales de la salud para elaborar y promover propuestas de polít ica y de 

rcf orma es un rasgo que es destacado por los entrevistados como característico de esta arena de 

política. En ese �cntido, se podría afirmar que la activa participación de los profesionales de la 

salud desde las primeras décadas del siglo pasado en el policy nwkinK process, tanto como 

promotores de coa l ic iones reformistas como actores de velo, es uno de los legados que definen 

csla arena de rolítica, participación que según los principales Lomadorcs de decisión fue clave t.:n 

los años previos a la t.:k:cción de 2004 en un contexto de crisis del sistema y de colapso de varios 

proveedores mutuales: ·· . . . la presencia desde hoce más de un siglo de actores sanitarios, sobre 

todo, (de) médicos, pero secundados por la salud púhlica, es muy característico del Uruguay. ( . . .  ) 

Antes de la dictadura, el aporte prugrarnático (de los profesionales de la salud) fue muy alto, en 

11n 111ome11to de KNlll efervescencia social. y a la salida de la Dicturluro, con la CON!IPRO, 

tamhiénfue muy.fuerte. Y ahí se sentaron las bases de lo que !tww> se retoma. (Esos aportes) se 

sintetizan, desde los mios oclwnto /Jastu que el Frente !l 111¡J/io llel!,a (al gobierno en 2005), en una 

ac1111111/ru;ián </W' (perm itió) q11e llegásemos al momento de la aisis estn1ct11rol (de la salud con) 

11na pro¡mesta armarla." l IC( i 1 

1"1 l .a C kt;iv<1 Cnnvcni.:ión Mt.\dica N<tc.:ional s1: dt:sarrnlla 1.:ntr1: los mi.:si.:s dt: dici1.:in l111: di.: 2003, i.:uando sc inicia la 

dabmaciún de los d11wmcntns dt: :málisis. y agosto di.: 2004. cuando se n.:al i i'atl l:L-. rcuninm:s ¡iknarias d..: la 

C 'onv1.:ncilÍ11. Est.: proc1.:so coincidió con d pi.:riodo pri.:di.:t:loral hacia lns comicios de nt:tuhri.: de 200.:1 
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El acuerdo en torno a la reforma de la salud construido entre 2003 y 2004 fue el resultado de una 

estrecha in teracción entre el ámbito sind ical y las estructuras de gobierno de la coalición; buena 

parte de los actores que in tervinieron en la elaboración de las propuestas o los esbozos de reforma 

integraban ambas estructuras ( las sindicales, grem iales o corporativas y las partidarias). En ambos 

espacios -particularmente, en las estructuras de gobierno del Frente A mpl io- se laudó o tlc fínió 

uno de los contenciosos clave en torno a la futura reforma: la alternativa entre un  sistema integratlo 

de salud exclusivamente públ ico, donde los prestadores estatales tuviesen el monopolio de la 

provisión de los servicios de salud (o un ampl io predominio), y un sistema m iJ<to que incorporase 

a los efectores privados a través de un sistema de financiación único (un fondo nacional de salud) 

y un nuevo esquema de gobernanza que las supervisara. En esta línea alirma Setaro (20 1 O: 2 1  O): 

. .  Ese Congreso del Frente Amplio es un hito de particular importancia, porque empie7a a cobrar 

fuerza la idea de un sistema m ixto de salud. Esto es, la creac ión de un Sistema Nacional Integrado 

Je Salud, que articule de manera armónica a las dos patas fundamentales del sistema: la red de 

prestatlores públ icos y el sistema de prestadores privados sociales. Esto tenía el valor de combinar 

dos visiones fundamentales dentro de la izquierda: e l  papel protagónit:o del Estado en la atención 

de la salud y la trad ición solidaria y autogcst ionaria de las mutuales y cooperativas médicas. el 

Estado tendría un rol fundamental en la conducción y financiación de las polít icas de salud, pero 

también mantendría un rapcl relevante en la provisión de serv icios, de manera articulada con el 

sector privado social."1 6'1 

I M  Cun rcl11ciún a los ntros rasgos que definen a la n:ínrma, sosliene Sctaro (201 O: 209-2 1 0): ··El IV Congreso 

Extrnordinario del 1�rent1.: /\mrlio,  r1.:alindu cn 2003, scntó las bascs programáticas de 111 rrorucsta electoral. lknlrn 

dc los rrineiralcs l ineamientos rartidarios para el scctor salud se prornnen cambins en el modelo asist1.:ndal, de 

lirnmciCJmienlu y de gesliún. En el plan a.�istcncial se apunta al dcsarrol lo de una estrategia Je 11ll:1H.: ió11  rrima1 ia  Je la 

salud. En el modelo de lina111.:iu1.:ilÍn s1.: busca avan1.ar en la  equidad y la solidaridad a través J¡; un Seguro Naeinnal. 

1:inalim:11te. 1.:11 el nuc\·o moJclo <k gestión �e apu1.:s1<1 a la dc111m:ralií'aciún ) la particiración social más amplia ( . . .  ) 

fata rmpuesla de rd"orma del gobierno se al imentaba de los diversos apnrtes generados desde la sociedad civil,  por 

lu menl)s Jesdc la salida de la t..l icwdura. Result11n i"undamentalcs las elaboraciones programáticas t..le l  Sindical.O 

Médico del l lruguay y de la Central Jc l"rabajat..lnres (PI  r-CNT), en r:irticular Je las agn.:miat.:iones t..lel sccLOr �alut..I 

( FlJ S )  ... 
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Este modelo de  reforma suponía, en cierto sentido, una transacción entre dos visiones -con ecos o 

resonancias ideológicas- que convivían dentro de la izquierda pol ít ica y s indical-profesional sobre 

las características del sistema de salud. Según uno de los entrevistados: "La base ideológica (de la 

reforma de la salud) está en toda la acu11111/acián sobre la necesidad de un sistema de salud único, 

defendido por la izquierda históricamente, pero mús en clave de salud pública, de sistema único, 

de ser\licio de salud. La idea de un modelo que combinara praxmáticamente servicio de salud con 

se[.(11ridad social es más una construcción de finales de los mios noventa con las Convenciones 

Médicas Nacionales."[ lCG] Esta transacción suponía afirmar la estatal idad o el carácter públ ico 

del sistema en el fondo obl igatorio que lo financiaría, más que en el carácter estatal o privado de 

los proveedores de servicios. Como afirma uno de los entrevistados: ··E/ Frenle Amplio . . .  luvo 1111 

Congreso en 2003 en el cual se . . .  aprobó un sistema nacional inleRrado de salud, un fondo púhlico 

ohliKaturio y (una) junta nacional de salud. tres aiios antes del J{Ohierno. ( 1  lubo) sectores 

11inculodos a la izquierda del MPP -no todo el MPT', pero (s í )  alf!:tmos sectores y sectores de la 

Ft'derrrción de Funcionarios de Salud T'úhlica que estaban en conlra de crear un sislema 

integrado de salud . . . (Pero) con\lertir todo el sistema (en) público era inaplicable y huhiera sido 

11110 c.:atóstrrde. El elemento fundamental file la idea de que el ohjelivo principal no era (defin ir) 

quiénes (serían) los pres/adores -que ya estahan : era (definir) cómo camhiar la relacián en/re 

las personas y los prestadores. y la manera de cambiar ese vínculo era relac:ionándolos con un 

.fhndo público oblixatorio." 

Las posiciones asumidas por algunas de las fracciom:s del Frente Ampl io ten ían su correlato en el 

movimiento sindical, fundamentalmente, entre los funcionarios no profesionales del subsistema 

púb lico; el contencioso sobre si el sistema debía estar constituido exclusiva o predominantemente 

por proveedores estata les o si debía tener un carácter mixto se planteó en los dos escenarios: en las 

organizaciones sindicales y proícsionalcs, y en las estructuras partidarias. A l  examinar las 

rosiciones asumidas por los acton;s en estos espacios algunos de los cuales intcrvt.:nían al m ismo 

tiempo en ambas arenas- s<.: pueden ndvcrt i r  convt.:rgt.:ncia:-. entre algunas fracc ione:-. dt.:I Frente 

/\rnpl io y algunos sectort.:s del mov imiento indica!. en esta l ínea, comenta uno de los 

entrevistados: .. El 111ovimie1110 sindico/ siempre tul'o una propuesta más es/alista ( . . .  ). sohre todo 

<'11 la prestacirín de salud ¡níhlicu. 110 así los que lrahajo11 a nivel privado ( . . .  ) /.a ¡1rop11es/a 

111a1 ·oritorio . .  11lw1teoha ,e,eneror 1111 sisle11w úni<'o de salud en ese 11w111ento, (y que) 
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disminuyéramos las diferencias (entre públ ico y privado)." l ICG J Finalmente en ambos espacios 

prevaleció tanto por consideraciones sustantivas ( la valoración del papel que históricamente 

cumpl ieron o desempeñaron las IAMC en el  campo de la salud) como por cálculos más 

estrat6gicos, o simple pragmatismo, la propuesta de construir el sistema aprovechando l a  

capacidad institucional y los recursos d e  las instituciones privadas, y también s u  legitimidad frente 

a los usuarios. 1 65 

Dcsdc la instalación del  gobierno en marzo de  2005, la nueva cúpula min isterial, conformada por 

la Min istra Muñoz y e l  Subsecretario Femández Galcano (dos cuadros pol í t icos formados como 

gestores públ icos en los gobiernos mun ic ipales del Frcnle /\ mpl io), se abocó a la formulac ión de  

la  reforma del  sistema d1.: salud, lomando como base los  l ineamientos que  habían s ido  acordados 

en los ar'ios previos a la elección y presentados, a grandes trazos, durante la campaña electoral en 

e l  marco de l  lanzam iento del  . .  Uruguay Social". La puesta en marcha de la reforma impl icaba, a l  

mismo tiempo, afrontar dos tareas complejas: por una parte, elaborar, tramitar y aprobar algunos 

proyectos de ley cstructurantes de la reforma, que la dotarían del marco legal e institucional que 

requería; por otro, acordar y programar con las autoridades del área económica los n.:curso::. para 

su imp lementación, en un escenario signado por severas n.:stricciones liscales. La asignación de  

recursos para la  imp lementación de la  reforma debía, en  c icrLo sentido, competir con  otros 

objetivos clave del nuevo gobierno: en particular, la puesta en marcha de un ex igente, inédiLo y 

complejo plan de emergencia social (presentado como e l  "'buque insignia·· dc la novel 

adm inistración) y el incremento del gasto públ ico en educación (otro de los compromisos asumidos 

en la campaña clecLOral de 2004) hasta alcanzar e l  4.5% del P I B, un reclamo históril:o de los 

sind icatos doccntcs y los gremios estud iant i l es que se remontaba, por lo menos, a com ienzos de 

los años noventa. i<i1i 

1 <•' SL'.gún uno lh: los L'.nlrcvi�Lac.lo�: ·· f·:l legudo hi1·11jri1·0 de 1111· /. l ,\ f( · . .  es 1'11lomdn rior la srwietlud, la s11ciedad 

vultlm u11 stslemo co11 unu r{JL .11Jlidurw. ú11ic11 en la 1e.�11m lumhié11. ·· l lC< i l Ln L'.�j misnrn Ji 1 <.:Cl.l<Ín �0-,11..:11..: otro 

inf i 1r111anL..: cali lic;iJo: ··Serio muy dificil pensar e11 111 reformo que ¡mdrJ hacer 1 lnt}!.t1lly sin la pree nst1mciu de las 

1 f¡\/( ·. 1111 modelo de segundad sorial husado en 111.1 t.:IJ/a\ ele uuxtlio que ge1wrrí el 111m•1111w11111 .w11/tcal 1.:011 sus 

empre sos. '" 1 1 ( "( i 1 
1"1' l·.n ..:�La Jin.:cciún. com..:nta 11110 u..: los L'.ntf'I.:\ iswdos: ··¡ 1 .a 11..:grn.:im:1ó11 dé la r..:lorma d..: Ju salud) fue w1 riroce.w 
muy c11mrilicado. p11r los 111(1111'1"0.1· qu<' estalw11 enjuexo: o St'rl. (pon¡uc) rue.1·1io11ahu 1111 pocu la politicu (iscal, 1•11 p/ 
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Como primer paso hacia la definición <le la reforma de la salud y la construcción de acuerdos con 

los distintos actores involucrados (proveedores privados, profesionales m6d it:0s, sind icatos, cte.), 

el Poder Ejecutivo decidió impu lsar, a l  igual que en otras áreas <le política donde se planteaban 

reformas o nuevos marcos lcgaks (e<lucación, seguridad social, sistema tributario, ele.), un proceso 

de diálogo y concertación . 1 67 En ese marco, se constituyó un Consej o  Consultivo para la 

Implementación del Sistema Nacional Integrado de Salud con formado, entre otros actores, por 

representantes de los pn;stadores privados, de los distintos colectivos de profesionales del área de 

la salud, de los trabajadores y de los propios usuarios . 1 68 

A 1 mismo tiempo, desde la Dirección General de Secretaría del MSP, a cargo del economista 

Daniel Olesker, se comenzó a conformar un  área de economía de la salud que jugaría un rol clave 

en la definición de algunos d ispositivos de la reforma y en la contraposición de visiones, 

negoc iación y finalmente concertación con las autoridades y los equipos técnicos del M inisterio 

e.le Economía y Finanzas. 1::n este sentido, subraya Sctaro (20 1 O: 2 1 1 ) : "l J n paso previo (a la 

formulación del SNIS), de especial relevancia en este proceso, fue la conformación de los equipos 

técnicos necesarios para d iseñar la reforma. Debe recordarse que el  MSP carecía de un  área 

económica especial inda, por lo cual había dependido históricamente del M i n isterio de Economía 

c11  la fijación de precios del sector salud . . .  De a l l í  que la constitución de un área de Economía de 

la Salud íuc un hilo de particular importancia, porque permi t ió  que la rormulación de una política 
sanitaria ministerial se lundamentara en criterios económicos claros.,. 

l J  n punto clave en la negociación con las autoridades y técnicos del M IT ref cría a la articulación 

de la reforma de la salud liderada por e l  MSP y la tributaria bajo la responsabi l idad del MEF . 

.l'l'ntido de que si se lwhiera impleme11todo toda ju11to, huhiera sip,11iji("(u/o que no se /111hiem11 ¡wdido cumplll" 111ra.1 

111eta.\' (c.kl gobierno), 1g1111/ ri 111rí.1 importantes que e.\fl, 0/1 os compro1111.1·os e/et.:lorales y olra.1 11w1u.1 d11 n¡wlihrio.1· 

11/aC/"OC'CfJ/lfÍlllÍC"OS .. 1 1 ( ( J 1 
1"7 <. 011111 'e ' eni c.:11 lac; pnhíma' �c.;i;Liones. el l'nJer 1 jc.:c.:uth o  imruls1» en c.;so' primc.;ro-. añ1ls Je gestic.'111. u )  el ··l khJle 

l .duc.:utivo .. , que.; c.:nlrc sus p1 inc.: irulc.:s uhjc.:Li\'os pc.:1 sc.:µuiu mús allú dc.:I é:..i10 l ogrado generar insumoc; acordados por 

los distintos aclme.-. para la  fi>rmulac.:ic.ín de una nuevu li.:y lle cc.Jucm:iún: b) el  diálogo sobre la seguridad socia l :  c) d 

tliúlogo sobre.: dt:li.:nsa: d ) ) c.;spac.:ios de disc.:usilin :-obre.: los comcnic.lo!> de l.1 1 ..:forma trihuluri<.1 

,,,g Const i t uido rior el l kcn:ln 1 13/2005 dd 1 1  de.: abril de 2005 (hurs://www.presidcnci<1.guh.uy/11nnnati\'a/2005-

2 0 1  O/dcc.:rcto,/dc.:c.:rc.:1os-O l-200:S ). 
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l nic ia l rnenle, los equ ipos lécnicos que lrabajaban en e l  d iseño del sistema inlegrado de salud 

pretend ían que su financiación fuera parle de la reforma tributaria que el equipo técnico del MEF 

venia d iseñando. Tanto por razones lécnicas o de  diseño de ambas reformas, corno por 

consideraciones estrictamenlc pol ít icas (la viabi l idad de la reforma irnposiliva si se le adosaba los 

requerimientos para financiar la imp lementación de un sistema de salud que demandaría crecientes 

recursos), y tras una ardua negociación, ambos min isterios acordaron avanzar por la alternativa de 

financiar el sistema de salud a lravés de un fondo con aportes obl igatorios de i;mpleados, 

emp leadores y Estado. En esta d irección, sostiene uno de los entrevistados: . . . . .  nosotros llegamos 

con la idea que el fondo público obligatorio se conformara con aportes, como alícuotas de la 

re.fhrma tributaria. Cuando 11os dicen desde (el  M inisterio de) Economía que no. (que) lu reforma 

tributaria, si ponen (dentro de e l  la la) salud, no.funciona -y creo que tuvieron razón-, empezamos 

a decir: i.Y ahora qué? Entonces, en diciembre de 2005 (acordamos) utilicemos la seguridad social 

y ex¡wndamus, y empezamos a trabajar la idea por la sef!:Uridad social ( . . .  ) !.a idea de que meter 

todo en la sexuridad social (desde el com ienzo) no era posihle . . .  y (se optó por) el gradualismo 

.financiero."l ICC l l  En la misma dirección comenla olro cntrevistado: "'( la reforma de la salud) fite 

una de lus rejármas más valiosos que se l1iciero11 y fue . . .  un parto d(ficil. con diferencias (entre e l  

M EF y e l  MS P) cnn respecto a todos los a.\¡Jectos de la re.fimna: que se terminó encaminando, 

básicamente, con su separación (de) la reforma tributaria y, lo que es más importante, (con) la 

oceptacián de un cronograma de gradualidad que le daha viabilidad; ( l a  reforma) 110 hubiera sido 

viable desde el punto de vista del.financiamiento si se hubiera hecho toda en un solo acto." f ICG 1 

Como resultado de ese proceso de negociación durante los primeros dos años del gobierno, se 

termi nan de sellar los acuerdos con respecto a la arqu itectura de la  reforma: la crcación de un 

Sistema Nacional Integrado de Salud y c..te un Fondo Nacional de Salud (que se al imentaría de los 

aportes obl igatorios de cmrleados, empleac..torcs y el Estado) y dc una Junta Nacional de Salud que 

conslituiría una pieza davc de la gobernanza del nuevo sistema, actuanc..to sobre los prestadores, 

así como sobrc la grat.lualidad de ingreso al sisll.:ma Ji; los d istintos colcctivos. 1 1'9 Entre 2006 y 

11''' l k ac11cnfo a uno <le los enln.:visw<los, la li1rmul;11.:iún <le la rcll>rmu <le l a  salud fue prn<luclo <le un ·procr!Sll 

m·1111111latil'o dr! de/i111cio11es. huho 11110 definición r¡u<' (tUc la <le un) fondo púhtico ohl1}o!,tJ/1Jrio { . . .  ) t >espués l'iene una 

1h.K1JS/1111 (sohrc) los ct1mpo11e111es di! eq111dad, sohre la progres1vidad y las opciones di! política poro construir 
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comienzos de 2007 el Poder Ejecutivo redacta y remite al Legislativo los tres proyectos de ley que 

estructurarían la reforma: la Ley Nº 1 8 1 3 1  que crea e l  Fondo Nacional de Salud, que fue discutida 

en el Parlamento entre los meses de ocLUbre de 2006 y mayo de 2007, y finalmente aprobada con 

respaldo de parte de la oposi<.;ión; la Ley N º  1 8 1 6 1  que crea a la Admin istración de Servicios de 

Salud del Estado (J\ SSE) como Servicio Descentralizado, que íue tramiwda entre agosto de 2006 

y jul io de 2007, y finalmente aprobada con algunos votos de la  oposición; la  Ley Nº 1 82 1  1 que 

crea e l  istcma N acional I ntegrado de Salud, que f"ue largamente debatida por los legisladores 

entre febrero y noviembre de 2007, y finalmente respaldada sólo con los votos del Frente A m plio.  

El  nuevo sistema de salud pretendía avanzar hacia la cobertura un iversal, construir un mecanismo 

de financiación que asegurara la equidad en los aportes y en el uso de lo<; servicios (un sistema en 

el que ''Lodos aportan según sus i ngresos y rec iben de acuerdo a sus necesidades"' 1 7º) y la eficiencia, 

y que garantizara la calidad de las prestaciones mediante e l  seguimiento de los provccdorcs a cargo 

de la Junta Nacional de Salud. 1 7 1  Según Seta ro (20 1 O: 2 1 3 ) :  .. Este esquema ideal de seguro 1;oeial 

equidad, (qui; 01:um:) en {lleno }!.Ohierno. entre 2005 y 2007 , 1 hí entró el equif'O fuerte de e(·nnomía de la suludya en 

el Ministerio:· ( I CCi  1 
170 Esta 1.:x pr1.:sió 1 1. que remite al clásico y mu1:has vc1:es citado upolt:grn::i marxista, com.:sponue ul economista Daniel 

Oll:skt:r, uno <k los artífices Jcl disciio económico J¡; la r1.:forrm1 c11 ¡;) prim1.:r gnhicrno Jcl Frente /\mplio, y l uego 

Ministro de Salud l'úhlica y de Desurrollo Soc i al en la scgunua auministrnciún frc111isw. l .a cita íue c:<tr;iiua Je su 

intervención t:n el Seminario ··.l\ ltcrnati' ª" a la C li;c;tiún Jc las l'oliticac; Socialco; ) los "icn·icios l'úhlicus"'. n.:al i1adu 

cn la Facu l tau dc Ciencias Económicas Je la l Jn ivcrsiuatl tli; la Rq>úblka 

(hllp://w\\ w.rnides.guh.uy/innovancl/macrosffcxtContcnt WithMcnu.jsp?conlcntiu 1 4 1 69&si tc= 1 &channcl innova 

.ncl). 

1 7 1  St:tam (201 O: 2 1 2-2 1 3 )  n.:sume asi la Jinámka Je financiación y lum.:ionamienw Jcl sistema: ·· . . .  el nUt:\'O sistema 

se sustenta sobre trc� pilart:s. l·:n primer lugar, e l FON/\S/\. que rcl:ibc los apurlt:S Jcl Estado, las cmpr1.:s;is y las 

familia<;. 1.os usuarios tld Fondo uportun según :-u capa<.:idau <.:onlrihutiva ) su cstrut:tura farn i l iilr. por<.:cnwj1:s Ji; 3.5 

11  6% de sus ingresos. l .as cmpres;is y el L-.stutlu aportan un 5%, por sus lrahajauort:s. 1 \ 1  Fonun paga JirecLamenle a las 

instituciones J¡; suluu unt1 cunla J¡; suluu por <.:uua uno Jc sus hcncliciarins, indepcntlicnlt:mcnlc Je lo qui; aportt: .1 1 
1:01100. Finalrnc11tc. lns uc;uam1s eligen l ihr1.:111c11tc al prt:statlnr tk saluu pre ll:riuo � rt:cihen att:nciún. ( . . .  ) rn este 

esqu1:111u . . .  cl FONl\S/\ l"un1:i11na cnmo cajcrn, pugamJo ¡¡ lns prestauorcs cuotas ¡¡jusl<iu<i'i fHH 1 iesgo. uu1.:111ú-; Jd 

compnnenll: Je rcsu l t<Jtlns. la mela tlt: asistencia. l�I Fonuo n.:1: ih1.: las úrucncs tic pago Je la J l lN/\S/\. que asiste al 

l'otla 1\jccutivo a Jdinir la estru<.:tura de las cuotas y metas en el  SNIS. Pero aucmás Je eso. la .ll IN/\S/\ acucru<J con 

los pr1.:stauorcs intcgruks un compromiso J¡; gt:stión. cn el cual sc t:�lablcccn las ohl iga<.:ioncs que scrJ.11 mnnitnrcauas 
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de salud apunta a combinar justicia distributiva, eficacia sanitaria y eficiencia económica. Los 

ind ividuos aportan según su caracidad contributiva y reciben atención según sus necesidades de 

-;alud. /\demás, el Fondo redistribuye los recursos financ ieros desde los grupos de población con 

uti l ización baja de serv icios de salud (menor riesgo) hacia otros grupos que deben hacer un uso 

más intensivo de los servicios (mayor riesgo). Los incentivos económicos, mediante las cuotas de 

salud y las metas asistenciales, buscan alentar la calidad y la eficiencia asistencial ." 

La puesta en marcha de la reforma determinó el ingreso masivo al  FON/\SA de mi les de usuarios 

y, además, un cn.:e imiento de cierta t.:ntidad en la población atendida ror las l /\ MC: un crec im iento 

de 1 3% con resrccto a la roblación total del raís (aproximadamente, 450 m i l  personas) s i  se 

comparan los registros de 2006, dos años antes de la reforma, y 2 0 1  1 ,  tres años después ( ( i ráflco 

4.9). 1 72 Como se puede arreciar en e l  Gráfico 4.8, entre el i n icio de la reforma en 2007 y e l  año 

20 1 0  se dupl icó la población que recibe asistencia a través del rON/\S/\:  pasó de 725 m i l  a un 

1 1 1 i l lón y medio (casi tres veces más que e l  número dt.: usuarios que recibían salud a través del 

esquema de seguridad social rrcvio a la reforma). Durante la segunda admin istración (20 1 0-20 1 4). 

la incorporación dt.: colectivos a l  FON /\SA continuó, alcaní'ando casi 2.4 m i l lones en 20 1 4  (dos 

terceras partes de la población del país). 1 71 

por la Junta. Esta moduli<la<l corllructuul busca explicitur los compromisos y transpim.:nlar los inccntivos cconómicos 

y los castigos, bajo una lógica que proprn<le a alentar el mejor dcscmpcño . . . ·· 
172 En 2006 d 43.<>% dl: toda la poblaciún se ulcn<lia en alguna 11\MC'. pero ml:nos <le la rni lu<l <l<.: estos usuarios 

(20.-1% <le lo<la la población) lo h;.icia a lravés d1.: I J ISSE; d resto (23.2%1 de toda la poblat:iún) lcnía cobcrtura en 

alguna 1 1\MC .. pugun<lo J<.: bolo;;i l ln .
.
. por lo lanLO. i:ompran<ln en el mcrcadu sc1YiciM <le salud ( C i ráfico .J.9). Fn 20 1 1  

el 56.6% de toda la población se alen<lla en alguna 11\MC, pero la mayoría abrumadora (45.4%1 <le toda la  población 

del país) lo haci;.i a lravés Jel FON/\S/\ y sólo una m inoría (el 1 1 .2% r1.:sta11tc, mrnos de la m i tad del pon:cnlajc de 

2006) lo huciu ··pugunJn <lc bolsillo ... 

1 71 l Jn  punto a <lestacur con n;laciún a la  pueslil cn mart:ha <le l a  n:formct es 4ue buscó en forma <lelihcra<la privi il:giur 

a los t:olcetivos <lc población en situación <lc ma) or vulncrahil i<lu<l (los niños) sus fa m i l  ius) como panc Jc la i m rroma 

pro-cqui<lu<l de la rcfo1 ma y del ··Plan <le Equidad .. cn l a  4uc fue inscriplJ. l l�L�la 2006 un porcentaje muy clcva<lu dc 

los niños y utlolcst:cntcs se atcn<l ia cn i nstituciom:s esta tules ( 73 Je cada 1 00), en tanto lu mayor purle dc la población 

utlulla lo hacíu en instilucioncs priva<lus (mutualcs o scguros inlcgralcs). Consccucntcmcntc, la rohlución 1n li111til 

rccibía. en promc<lin, prcstacioncs a menor costo y <le menor cillit.lu<l 4uc la  pohlaciún a<lulla. rcflejan<ln, ::il igual que 

cn otra:. üre:1� <le polit ica soci:il. cl si:sgn .
. pro-adultoº' cn lu  <lislrihucion dc los rccursos pi'.rhlicoo;;. La reforma Je lu 

salud buscó n.:v.:rtir csc cuadro <le situación, asignun<lo prinrit.la<l a la  i nlilm:ia cn el ingreso al sii-.tcma. De los 1 7 1 .372 
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G ráfico 4.8 
Afiliailos a D ISSE l i l y FONASA. Años seleccionados entre 2005 y 20 1 4. En miles. 

725 

2005 2007 20111 21113 21JI 4 
e OISSF". CI FON ASA 

Fuente: !tusta 2013, MIDES (2014: 55). I!! dutu de 201.f corresponde u Orcg.g1oni (20 1 5 . 65-67) 

Nr>las: /1/ !.a coher/ura de salud a /ruvés de la anl1gua 01r1tcc1ó11 de Se¡;uros Sociales por Hnjermedad (l>l. 'i.�'F.) alcun=uha u 
lraha;adores fiirmules del sec/or 11rll'ado, mues/ros, truha1adores del Poder .lud1cwl y pasivos con m�re.ws 111fi:rwre.1· a $-1.200. 

F.sle do/n mrrPSf10nrlienle a 2005 [1mv1ene del mfnrme de nflS-OMS (20 1 2) · Avances y w11sol1rlnc1rí11 de la ('nherlura 1 Jmversal 
de Salud en 1 lruguay: /11/ F.sla cifra corresponde ajine.1· de 20117. cuando a los /raha;adnres ya rnh1ertos por /u anli¡fua l>ISSF. se 
.rnmaron den/ro di'.! FONASA los traba¡adures públicw; que no lenían cobertura de sulud (ibídem}. 

Por otra parte, si se comparan los datos de cobertura de salud prev ios a la reforma con los registros 

rosteriorcs, se rodrá advertir u n  incremento signi ficativo en el porcentaj e de población cub ierta a 

través dd Fondo Nacional de Salud (ya sea en alguna l A MC o en un prestador estatal dependiente 

de /\ S SI:: ) o por fuera del  Fondo pero a través de un proveedor estatal ( lo que se podría considerar 

el subsistema público), y una <.l isminución del pon.:entaje que accede a la sa l ud a través del 

mercado. ' "pagando de bols i l lo"; en otros términos, un é.lVancc de la provisión pública o una <.lcs­

mercantilización del acceso a la salud. En 2006, antes de la reforma, 26.3% de la población tenía 

cobertura de salud a través e.le prestadores privados a los que accedía en el  mercado (casi la 

totalidad de esta pob lación -23.2'Yo-- estaba afi l iada a alguna l /\ MC), 20.4% accedía a l /\ MC a 

través de DISSE, 50.7% tenía cobertura a través de prestadores estatales y 2.6% no tenía n ingún 

usuarills 4uc s.: n.:gisLraron al  <.:01nii.:1110 tk la rdurma. más pri.:cisami.:nti.: entri.: diciemb1·i.: Ji.: 2007 y 11 1ar1:n Lle 2008, lu 

m ;.iyoría corn:srnndi c'l u ni iins y adolescentes ( 1 26.748): :> de cuda 4 nui.:vos usu:irios de los servicios integrales de 

s:tluJ qui.: la  rcforma introdujo en csc primer pcríoJo Je cxr:insiún. La rrioridaJ asignaJa a l<i infancia en el diseño e 

i m pkrm:nt:iciún dl! la rdimna tambi�n Sl! apn.:cia l!ll lu ddl11ición ck los rl!cursos 4uc los pri.:staLiml!s rceihirían [lllr 

conct·pLo Lic cuntas dc sus a l i l iados. La cstructura dc cuota� asignó priorid:id a los grupos Lle pobl:ición que por su sexo 

y/o cJ:id n:quiercn un:i mayor ati.:m:ión dd sistema ( Setaro y Knolhas 2008; 27). 
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l ipo de cobertura. /\demás del carácler estralilicado y de la fragmentación del sistema de salud, se 

debe subrayar que una cuarta parte de la población accedía a la salud a través de una relación de 

mercado, mediante e l  . .  pago de bolsil lo-· de los servicios de salud. La creación y expansión del  

FON /\ S /\  determinó un retroceso de las relaciones de mercauo en el acceso a la salud: en lérminos 

de Offc, una des-mercant i l ización del acecso a la salud. Como se puede apreciar en el Gráfico 4.9, 

m ientras en 2006 la población que accedía a la salud a través del mercado, pagando por servicios 

de salud a proveedores privados, conslituía una cuarta de toda la población (26.3%), en 20 1 1 

representaba el 1 2.5% y en 20 1 4  e l  8% (Gráfico 4.9). 

A l  tiempo que e l  acceso a los servicios de salud vía mercado retrocedió, el acceso a través de 

mecanismos públ icos creció. Como se observa en el  Uráfico 4.9. mientras en 2006 la población 

que accedía a la salud por mecanismos no mercanti les (provisión d irecta ucl Estado o de  

prestadores privados vía la seguridad social) representaba e l  7 1 . 1  % de  toda la población, en 2 0 1 1 

constituía el 84.9% (53% a través del FON /\S/\ y 3 1 .9% por proveedores estatales) y en 20 1 4  e l  

90.3'Yo (64.6% mediante e l  FON /\S/\ y 25.7% por medio de  prestadores estatales). 
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La comparación entre los datos de 2006 y los de 20 1 4  (antes de la rcf orma y luego de consolidada 

la incorporación de colectivos) permite apreciar, en términos de v ías o canales de a<.:ccso a la 

cobertura sanitaria, cierto retroceso del carácter segmentado o cstrati ficado que caracterizó 

históricamente al sistema de salud del país, al menos hasta la reforma. Como se puede advertir en 

el Gráfico 4. 1 O, hasta la reforma la población se d ivic.Jía en tres estratos o segmentos, determinados 

por su capacidad de pago y nivel de ingresos: el  primer grupo (26%) estaba comput:sto por quienes 

accedían a los servicios de salud mediante la compra d i recta en el mercado (en forma personal, a 

través de la fami l ia  o por medio de un  empleador); el segundo (20%) estaba conformado por 

quienes accedían a través dt.: mecanismos de aseguramiento público ( OISSE, BPS o s imi lares); e l  

tercero, la  mitad de  la población (5 1 %), estaba integrado por qu ic.;ncs se  atendían en  la  sanidad 

públ ica, m i l itar, policial o en las pol icl ínicas municipales. En 20 1 4, el grueso de la población 

(65%) accede a través de un fondo nacional de salud (el FON/\ A ), una cuarta parte (25%, poco 

menos de la mi tad del porcentaje de 2006) a través de los proveedores estalaks por fuera del 

FON/\SA y, por ú lt imo, el 8% mediante la compra d irecta en el mercado. 

Grafico 4 . I O  
Cohertura de salud por ti¡>o de prestador / mecanismo de protección c u  U ruJ;:u:ty. Años 2 00(1 y 20 1 4. 

•Sin cohcrturn 
Cl l lsuudn de la Salud l'úhlira 

0 l 1"°:trin dr Olro• JlrCSladurcs r<lalait"S tlt" 'alud 

U 11,u:irin' dr 1/\1\1( ' ( l > ISSE) ha•la 2006 / lt\ \IC + ASSF. (FONAS,\) dcstlc 2007 

1:11en1e · poro el wio 2006, eloburocní11 [if!l{i/U u prm 1r de Oreg¡;iom (2015 · 65-67). y r1oru el mio 201 1, el11hnmwí11 pmp111 o pamr 
d<' crilrnlos de la Hn I del /NI·:. 

1 69 



/\ 1  comparar la participación en DISSE y en FON A SA Je las personas discriminadas por e l  estrato 

de ingreso al que pertenecen, se adv ierte que la reforma e.Je la salud incorporó en forma más 

homogénea que DISSE a todos los estratos de población, excepto a las personas del dccil de 

menores ingresos donde los niveles de precariedad laboral e in formalidad son ck:vados. En 201 1 ,  

a cuatro años del in icio de la reforma, e l  53% de la población tenía cobertura de salud a través del 

FON/\S/\ (el 45.4% optando por I A M C  y el 7.6% restante por proveedores de /\SSE). /\ 1 anal izar 

la incorporación al FON /\ S /\  de los distintos estratos de ingreso (Gráfico 4. 1 1 ), se observa entre 

los deciles tres y d iez (toda la población exceptuando el quint i l  de más bajos ingresos) niveles de 

participación que van de 50% en el dccil tres (hogares de ingresos bajos) a 65% en el penúltimo 

decil o ú0% en el  ú l timo (entre los hogares de ingresos más altos), una brecha menor a la que se 

observaba dentro de DISSE con niveles de cobertura pohlacional más bajos. Estos datos son 

relevantes porque indican una penetración relativamente s imi lar del FON ASA -corno me<lio de 

acceso a la salud- en casi todos los estratos de  ingreso (desde e l  scgun<lo quint i l  de ingresos medio­

b�jos hasta el ú l t imo de ingresos altos), lo que puede generar una economía política favorable a la 

de fensa del  nuevo sistema, en la mec.lic.la que i ntegra a sectores de ingresos bajos, medios y medio 

altos. 

Gráfico 4.1 1 

Porcentaje ele usuario.� de DIS.SE (en el año 2006) y de FON/\S/\ (en 20 1 1 ) al interior ele cada dccil ele 

ingresos. 

·� 
�­

• :: 
E -

;.', ,..; 

!�� � .. :, , ,, ., , 1 
OISS I•: 

l· 111:nte Fernimde: ( iu/PUnn y /lema (2014 . .  f<)) 

n x 1 11 1 : J.11 

FON Mi/\ 
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Uno de los componentes principales de la reforma, desde su i n icio, ruc e l  forLalccimicnlo de las 

runciones del l�stado como re<.:Lor y regulador de las pol í l icas, y como proveedor d in:<.:to de 

serv ic ios. A lgunos de los d isposilivos de la reforma apunlaron, precisamcnlc, al fortakcimicnlo 

del Estado para el cumpl im ienlo de esas runcioncs: por ejemplo, la ohligación del MSP, previsla 

en la Ley Nº 1 82 1 1 ,  de elaborar un Plan In tegral de /\ lención en Salud ( P l /\S), o la creación tic la 

J UNASA con órgano dcsconcentrado del MSP a cargo del segu im ienlo de los presladorcs 

financiados a lravés del FON /\ S A .  Con relación al fortalec imienlo del scclor eslalal para la 

provisión de servicios de salud, el incremento sign i ficativo de los recursos destinados a /\SSE f'uc 

una de las decisiones que el gobierno adoptó a l  comienzo de la gestión .  En esta d i rección señala 

uno de los entrcvislados: ··r:n la reforma de la salud huho algo que salió mucho en las 

wnversaciones con ( la M inistra y el Subsccn.:tario de Salud Pública) que fúe. 1wra r¡ue la reforma 

te11Ka sentido. (se debe)fortalecer la base: enlom.:esparte de la ,1..,•radualidad (de la implemcnLaeión 

tic la reforma) tamhién era no dejar al proveedor público sin a1wyo. ( . . .  ) eso.fue parte del diálogo: 

la rejimna no puede ser de un día para el ntro: hago todo y ASSI� 110 está en condiciones de 

quedarse con nadie . . . " l IC'G 1 En e l  mismo sentido, sosliene otro entrevistado: . . (Un) sistema 

nacional integrado de salud requiere, como herramienta inexcusable, un organismo µtíhlico de 

referencia ( . . .  ) Una clave de érito del sistema era el.fortalecimiento de A S.W,'. , ,  l ICG 1 

Como se aprecia en el Gráfiw 4. 1 2, el aumento real de los recursos asignados a /\  S E  se i n ició ya 

con la puesta en marcha del nuevo presupuesto qu inquenal (en 2006), <.los años antes del inicio 

efectivo de la rcrorma. Entre 2005 y 2007, los n:cursos destinados a /\SSE mctlido!-. a precios 

constantes crecieron más de 20%, en tanto en los úllimos tres años de la ejecución del presupuesto 

quinquenal registraron un incrcmenlo acumulado superior al 40'Yo. 
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\ . ráfico 4. 1 2  

Presupuesto total tlel principal prestador d e  servicios tic salud tlel Estado en Uruguay (ASSE). 
Serie 2005-2 0 1 4. En pesos u ruguayos, a precios constantes tic 20 1 1 . 

20000 
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1 6000 

1 4000 

1 2000 
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8000 Htt>C IUll  
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4000 

2000 

o 
2004 2005 2006 2007 2008 2009 20 1 0  201 1 2012Ji l  20131iJ 2014Jil 

F11e11/e Femú1uh:= (iull!uno y Renta (201 1 511) 
Nc11us. /1 / ( 'rJr/110 f11'1!.\'llf111eSlal Uf1mhudo 

l�I aumento signi ficativo de los recursos destinados a /\SSI�, combinado con la descongestión del 

número dc usuarios atendidos a Lrnv<.:s de sus inst ituciones (producto de la transícn.:ncia hacia los 

proveedores privados bajo la  cobertura del FON /\ S /\ ) 1 74, produjo un aumento significativo en el 

gasLo ror u:-.uario en los servicios de salud del Estado, lo  que acortó en forma sign i ficativa la 

dislancia o brecha con el gasto promedio en las 1 1\ MC, en línea con e l  prorósilo de alcan7ar un 

sistema i n tegral de calidad más un i forme. 

Por otra parle, la mayor asignación de recursos presupue tales al sislema de salud dcLcrm inó un 

crecimiento en la prioridad macroceonómica dc la salu<l públ ica, inc luso en un contexto de fuerte 

crecimiento del PIB: de acuerdo a los Jatos del Observatorio Soc ial del M IDES el gasto públ ico 

en sal u u creció cntrc 2004 y 20 1 2  de 3 .21Yc1 a 6. 1 % del  P I  B ( dc 3 .  1 % cn 2004 a 5. 9% en :w 1 1 según 

C'EP/\ 1 , 1 75) . Por otro lacio, en ese período d ism inuyó la financiación privada tlel gasto en salutl : la 

panicipació11 del gasto de los bogare-. en <:crv ic io-; de -;alud Crrcrago•;'' má<> ··ga<:loi.; de bolsi l lo·') 

dentro del gasto total en salud cayó de 49% a 32%1 entre 2005 y 20 1 2, con un gasto lolal rnctlido 

como porcentaje del P I R  relativamente constante (oscilante cnlrc 8% y 9%, del P I H  entre 2005 y 

171 l k  .J0.1)%1 <kl total d e  l a  rohlai;itín e n  2006 a :JJ.'1%1 i; n  20 1 1 t < irálirn .J.9). 
1 7' Cl -. l ' A l  .S 1 AT (hllp_:/Lcsladisticas.ccmd.org/i;cpalstut/W l�ll  Cl · P A L_S l'A l'/csliJdbtica�lnd ii;adorcs.as¡:f!iuiorna e) .  
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2 0 1 2}-, lo que supone un crecimiento del Estado o del sector público como fuente de finam.:iación 

del gasto en salud, una expresión de dcs-mercanti l ización dt:I sector, a l  menos con relación a su 

financiación. Los cambios con respecto al peso o participación de las ruentes públ icas y privadas 

en la financiación del gasto cn salud (Gráfico 4 . 1 3), producto de un fuerte crecimiento dt:I gasto 

públ ico y de la caída moderada del gasto privado, aproximan a Uruguay a los países con s istemas 

sanitarios más desarrollados (también con mayores porcentajes de gasto públ ico y de gasto total 

en salud con relación al P l l3, y con más avanzados procesos de transición demográlica), sistemas 

donde las fuentes públ icas de financiación son prcvalenles dentro del gasto en el sector. 

Gráfico 4. 1 3  
Oistrihución del gasto total en salud por fuente d e  financiación (pública y privada) en Uruguay. 

Serie 2005-2() 12.  

2005 2006 2007 2008 2009 2010  20 1 1  2 0 1 2  

Vuente: Orer.gH1111 (2015. / ()(¡) 

O Financiación Privada 
(gasto de los hogares) 

• Financiación l'úhlica 

Como se aprecia en la Tabla 4.3. los raíses de '"altos ingrt!sos'" destinan en promed io d iez puntos 

porcentuales del P IB  a financiar la salud, de los cuales el 72% provient; de los aportes de las fw.:nlc� 

públ icas y el rcsto de fuentes privadas ( 1 8% a través del "'gasto de hol<; i l lo" de las fam i l ias y 1 0% 

de OLras ruentes privadas). 1:-:n particular, tres de los países escandinavos -Dinamarca, Noruega y 
Suec ia- son los que registran mayores porcentajes de parlicipacíón del gasto públ ico dentro del 

gasto total en salud (entre 8 1  % y 86'Yo). 

Tras los cambios cn la composición del gasto total en salud en Uruguay, el peso de la linan1.:iaciún 

públ ica en e l  gaslo en salud en el s istema uruguayo es s i m i lar al que se ohscrva, en rrorncdio, en 
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los países de altos ingresos (respectivamente, 68% y 72%); una proporción mayor al promedio, s in 

ponderar, los países latinoamericanos (58%) y c laramente superior a la que se observa en los países 

con sistemas sanitarios en los que el sector privado tiene una ruertc presencia: por ejemplo, Chi le 

donde la m itad del  gasto en salud es financiado por rucntcs privadas o en Estados Unidos donde 

asciende a 54% (Tabla 4.3). 
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Tabla 4.3 

I ndicadores de gasto en salud en "paises tic alto ingreso" y América Latina y el  Caribe, orden:.dus en forma 
dcsccntJcnte (agrup:tdos en cuartiles) de acuerdo al porcentaje que represcnt:t el gasto público denlru del 

gaslo total en salud. Año 2012.  

Gasto Gasto ··de Resto del Gasto Gasto Gasto ··de Resto del 
público bolsillo'" gasto total público / bol si 1 lo" / gasto 
(% del (% del privado gasto total gasio total privado / 

PIB) PIR) �% del Plíl� �asto total 
Países de 00altos in�rcsos .. (c l:isilícacicín del Banco Mundial) 

l)inarnan:<i 9.(l 1 .4 0.2 1 1 .2 86'% 1 3%1 2% 
Norw.:ga 7.7 1 .2 0. 1 9 86% 1 3%1 1 %  
Pabt:s Bajos 9.9 o. 7 1 1 .6 85% ó'Y.1 9°0 
Reino I Jnido 7.8 0.9 O. 7 9.4 83% 1 0% 7'% 
Suecia 7.9 1 .6 0.2 9.7 8 1 %  l 6%1 2% 
I talia 7.2 1 .9 o. 1 9.2 78% 2 1 %. l %1 
Francia 9 0.9 1 .8 1 1 .7 77% 8% 1 5% 
/\lcmania 8.6 1 .4 1 . 3 1 1 .3 76% 1 2% 1 2% 
lklgica 8.2 2. 1 0.5 1 0.8 76% 1 9% 5% 
Finlandia ó.9 l .  7 0.5 9. 1 76% 1 9% 5% 
/\ustria 8.7 1 . 7  1 . 1 1 1 .5 76% 1 5'% 1 0%. 
España 7. 1 1 .9 0.6 9.6 74% 20% 6% 
Promedio 7.4 1 .7 1 .2 10.3 72% 1 8'!/o 1 0% 

Canad:l 7.7 1 .6 1 .6 1 0.9 7 1 %  1 5% 1 5% 
Uruguay 6. 1 1 .8 1 . 1  9 68% 20% 1 2 %1 

/\ustrali:i 6. 1 l .  7 1 .3 9. 1 67% 1 9% l l"'o 
Ponugnl 5.9 3 0.5 9.4 63% 32% 5% 
Suiza 7 3.2 1 .2 1 1 .3 62% 2X% 1 1 % 
Israel 4 . 6  1 .9 1 7.5 6 1 %  25%1 1 3%1 
Chile 3.5 ? � _,.) 1 .4 7.2 49% 32% 1 9% 
l JS/\ 8.3 2 7.6 1 7.9 46% 1 1 % .t2'!/o 

/\mérica Latina y el Caribe 
('uba 8. 1 0.5 8.() 94% 6% 
Colombia 5.2 1 0.6 6.8 76% 1 5% 9% 
Costa Rica 7.6 ') ' -··) 0.2 1 0 . 1  75% 23% 2% 
Bolivia ( 1 �.P.dc) 4 . 1  1.3 0.3 5 .8  7 1 %  22% 5% 
/\rgentina 5.9 l .  7 0.9 8.5 69% 20%1 1 1 % 
Uruguay 6. 1 1 .8 1 . 1  9 68% 20'Yo 1 2 %  

El  Salvador 4.2 2.2 0.3 6.7 63% ].)•Vo ·1% 
Perú 3 1 .8 0.3 5 . 1  59% .15% 6% 
Promedio 4.3 2.5 0.6 7.4 58% 35°!.. 8% 

Nicaragua 4.5 3.2 0.5 8.2 55% 39°0 fi%1 
Méxieo 3.2 2.7 0.3 6. 1 52% 441}0 5'% 
Rt:p.Dorn. 2.8 2 . 1  0.6 5.4 52% 39% 1 1  'X. 
1 lunt.luras 4.3 3.9 0.'I 8.6 50% .15·�;.. 5% 
Chik 3.5 ? � - .. > 1 .4 7.2 4'J% "" ") U  .> - o 1 9% 
Brasil 4.3 2.9 2 . 1  9.3 46% 3 1 ° 0 2:1% 
l�cuat.lor 2.') 3.3 0.2 (,.4 45% 5211·0 3°u 
Paraguay 4.3 5.5 0.5 l ().:l 42% 51"o  5% 
( jualt:mala 2.4 3.6 0.7 ó.7 36% 54"{1 1 0'% 
Vcnc;1uda. R n  1 .6 1 0. 1 4.ó 35% 6'i"fc, 2º'º ----

Fuente: elaborac:((Ín pro¡na u partir de datos en líiwu ríl'I Hu neo M1111dw/ 
(http://tlutubu11k w11rldhu11f..orK(dutulv1e ws/1•ur11.1hleselec111l/11:w•le1·11•ar1uhles aspx�sourc;e wt1rld-devel<1J!!_11e111 111d1cutursll) 
(IÍ/t11no uctuoli=acl(in al l 21f13/21115). excepto para l/rur,1w1'. rnyos datos c:orres¡111nde11 u Orer,110111 (20 / )  llM) 
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En particular, el incremento del presupuesto destinado a /\ SSF. (uno de los !actores determinantes 

del crecimiento del gasLo públ ico total en salud) supuso una acortamiento de la brecha en el gasto 

por usuario en sus instituciones y el correspondiente a las 11\MC. M ientras en 2004 el gasto por 

usuario de /\SSE (cuando sus instituciones cubrían a más <kl 40% de toda la población y cuando 

el gasto públ ico total rondaba tres puntos porcentuales del P IB)  apenas representaba el 30% del 

gasto promedio por usuario de las IA MC, en 20 1  1 ascendía a 83% en un  contexto de rucrte 

crecimiento del gasto por usuario en ambos proveedores (Grárico 4. 1 4). El incremento del gasto 

público en salud contribuyó a que el costo por usuario de los proveedores de A SSE y las I A MC 

fuese más un i forme, lo  que es especialmente sign i licativo porque entre ambos tipos de 

instituciones cubren t:asi a la total idad de la población: 87% (Grárico 4.9). Por lo tanto, este 

aumento contribuyó a que las condiciones para la provisión de los servicios de salud 

( in fraest ructura, equipamiento, dotación de profcsionalcs y func ionarios, salarios, ele.) sean 

simi lares -o al menos no tan dispares- entre los proveedores públ icos (los de /\SSE) y los privados 

(las 1 1\. MC). 

C:nífico 4. 1 4  

Gasto mensual por usuario del principal prestador d e  scrvi<-ios d e  salud del  F:stado e n  1 J rug1.rny (ASSf:) y de 

los principa les prestadores privados, las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva ( I A M C). Serie 2004-

20 1 1 .  F.n pesos uruguayo.� a precios corrientes. 
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S i  una d e  las d imensiones del universalismo d e  un régimen de bienestar rericrc a 4uc l a  calidad de 

los servicios a los que accede la población mediante prestadores estatales sea s imi lar a la 4ue 
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lograrían a través de proveedores privados, med iante "pago de bols i l lo" u otros mecanismos de 

aseguram iento privado o semi-privaJo, la comparación entre el gasto por usuario de /\SSE y e l  

correspondiente a las 1 /\ MC resulta especialmente pertinente para determinar en qué medida la 

rdorma Je la salud wntribuyó al avance del régimen de bienestar uruguayo hacia mayon;s niveles 

de universal ismo. 1 76 

A l  térm ino de la primera adm i nistración de gobierno frentista, l a  reforma se encontraba en pleno 

proceso de expansión y recogía apoyos en la opinión públ ica, al igual que algunas de las reformas 

o innovaciones impulsadas en otros campos de política. M ientras en 2005 se registraba u n  4 1  % de  

apoyo u opin ión positiva con relación a una posible reforma de l  centenario sistema de salud, en 

, iun io de 2008, a pocos me. es de iniciada la reforma, e l  respaldo ascendía a 6 1  %.177 Durante la  

scgumla adm in istración del Frente Ampl io, la reforma de la salud se conso l idó e i ncorporó a 

nuevos segmentos de  población, conforme e l  cronograma de t:xpansión gradual del sistema. Entre 

20 1 O y 20 1 3  se incorporaron al FON/\S/\ casi setecien tas mi l  personas (una quinta parte de la 

población), al tiempo que se integraron algunas cajas previsionales en calidad de cotizantcs al 

sistema. m 

rn. En esta dirección señalan l l u bcr & Stcphcns (20 1 2: 1 84- 1 85 ) :  ··t.a reforma uni licó la Jinanciaciún del 'istcrna 

sanitario, aunquc no la provi�ión tk servicios. EsLahlccici un Fondo Nacional <le Salud al qui.: sc d irigcn las 

i:ontribucioncs ohligatorias del cmplc.ido y el cm picador; cl Fondo proporciona cntonccs un pago pcr capiw al scctor 

público o a las IJ\MC. Las 1 /\M(.' 1.:s1;i11 imp.:<lidas dt.: rccha1ar a pcrsnnas y proporcionar cohcrlura sólo parcial .  

/\dcmüs. t.:I gobierno aumt.:11lú sig11i licaLiva111cnlc la li11anciaciún para cl  st.:clor públ ico y amplió la red de centros Ul' 
a1cnció11 primaria cn todo el país ( . . .  ) En gt.:11cral. t.:nlúnt.:cs, csla reforma es muy prúxima a u n  sistema ele salud 

1 1nivcr..afüla, ron ai:ccso a la misma calit!aLI de atcnció11 sanitaria para lodos ... La-; ncgrit.is nos 1..01respundcn. 

1 / Datos de la cmprcsa de opinión p1íhlica ! .quipos ( 'nnsullorcs. c i Lados por St:ta1o (20 1 O: 2 1 7). 

m Segun Scl.iro y I· ucnlC.\ (20 1 2: 2<>5 ) :  "l'.ira mucho\ acl<>r<:\ dcl goh1crno. Jurante ( la )  aJmin1sll ac11\n Jcl l 'rt.:,1dcnlc 

l\1upc1 \C terminan Je consolidar la� rcliirrnas iniciada� por V::í7qucz. pnr cjcrnrlo en el scclor salud. l'nr cierto, 

duranlt.: 201  1 �e lo.:rminó tlt.: tlclint.:ar cl camino e.le i 11corpmación de rnlcctivn:- al Seguro Nacional e.le �<1lud (SNS). l . .is 

Cajas dc J\uxil io, la Caja Notari<il y los Pro!Csionalcs qm: cjcrccn de m<incni inc.lcpenc.licntc :-;un i nwrpurados comu 

rnti1a111cs. EsLe movim iento pcrmiti(i a su veí' financiar cl ingreso de los jubi lados ul SNS. cn un proccw <le 

in�orpor,H.:i t'm gradw.1J¡1 tcmpDralmt.:nte. según 11 ivcl <le ingresos ... 
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La reforma, que a priori despertaha dudas o escepticismo entre los aclares del campo de la salud 

(en particular, los proveedores privados ), y que había generado algunas controvc;rsias a l  interior 

del gobierno (en part icular, entre los dos m i n isterios involucrados), había logrado construir una 

coalición de aroyo relativamente só l ida que involucraha, espec ialmente, a l a  central simlical .  Por 

su magnitud (en términos fiscales, de población beneficiaria, y de i n stituciones y adorc;s 

interv i n ientes) y complejidad, y por los antecedentes de refom1as frustradas o vetadas, la 

construcción del SN I S  representaba uno de los principales logros o resultados en d área social del 

primer gobierno del  Frente A m p l io, que había logrado también en sus primeros años <.le 

ml m i n istración sortear el desa lfo de la i m plementación del  plan de emergencia y de su transición 

hac;ia otras prestaciones o polít icas. Como señala Setaro (20 1 O: 2 1 2) la reforma de la salud fue el 

resultado de una combinación, roco habitual, de factores causales: . .  la elaboración programática­

partidaria que se articula con las producciones de la sociedad c iv i l ,  e l  apoyo del gabinete y c;n 

particular del  centro presidencial, la <.:onstruc;ción de un consenso social en torno a los objetivos y 

a los t iem pos de la reforma, una coalición reform ista rdativamenle extenditla, un 1,;4 u i po 4uc 

combina los perfiles necesarios para la gest ión de la reforma, recursos fiscales atl ic ionalcs que 

pcrm itcn adm i ni-;trar incentivos Sl: lectivos, y un �ól it lo apoyo partidario en e 1 Parlamcnto."º 1 79 

1"' l In f�t clo1 causal Ú<.: la r<.:liirma úd sistema dc �aluú quc al¡!.unos Ú<.: los 1.:nlr1.:vistado' han subrayado 1.:s la r111.:scm:ia 

Ú<.: kgndo' de rolitic;.1 ¡··wmunidacle' cpi-,1�mica-,·· al úccir úc 1 lal l )  > actorc-; que la<.:ili tarnn su dc,arrnllo. Fn c�tc 

sentido. ¡¡lgu11ns 1.:11trl'vistaúos mani ll:staro11 q11c la rcliirma :mnitariu i mpulsada por cl I· n.:ntc Amplio rcprcscnta l..i 

conti 11u<1cili11 d1: lt.:gados históricns t¡LH: t icm;n origcn t:n cl prirncr b.it l l ismo a corníc111os úel siglo pasaJn: · ·( la rl'lcirma 

úi.: la salud) fue 111w (Jl"Ufi111di::ucirí11 11n1w·ri/ de lo.� IÍl!i11111s rie11 mir1.1· ,¡,, (JO/í1in1s ¡1úhlicns en <'I l /mguuy ( . . .  ) l,os 

políticas .wc1all!.1. (lo) r¡11e serio el ilt·rec:lw o lo .\lll11d di' lo 11111jl'I", el l'mharm:o y In pri11wm i"fnnrin, los po/í1u·r1s 

que desnrro/lomos desde el Frt·n/r• A mpl/() (son) /11 l'flt1ti111111t:i1í11 de la.� polític11x del (µrimcr) R11tlle:· 1 1  CC i I l .as 

negritas nos c11rrc.,po11Jcn. 
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4.4 La educación pública: entre la expansión cstatal y la afirmación de los legados de política 

t\ I igual que e l  campo de  la salud, e l  sector conformado por las instituciones de educación pública 

constituye una ele las bases del matriz de bienestar uruguaya, uno de los p i lares en los que se apoya 

su centenaria arquitectura; de hecho, la educación primaria púhlica ya tenía a comien;ros del siglo 

pasado un  nivel de penetración social considerable, algunos años antes de la primera expansión de 

la seguridad social y la protct:ción laboral que impulsó e l  primer bat l l ismo. 1 80 Los rasgos pol íticos 

e institucionales más característicos de la educación pública del país (su carádcr 

predominantemente estatal, su gobernanza piramidal y asentada territorialmente en Montevideo, y 

su pretensión de alcance universal, al menos en la  enseñanza primaria 1 8 1 ) se íueron consolidando 

durante el cxtenso período de desarro l lo  y apogeo del régimen de bienestar del país. Inc luso en los 

años ochenta y noventa del siglo pasado (un tiempo de predominio en la región de los prospectos 

de reforma que recomcndaban privatizar o descentral izar la provisión de la enseñanza como 

estrategia para mejorar su eficiencia y equida<l 1 x2), el sistema educativo uruguayo sorteó las 

tendencias de cambio y preservó, con algunos cambios marginales, sus rasgos fundacionales. Más 

aún, la  reforma de la educación rm.:-terciaria o básica impulsada por el segundo gobierno colorado 

( 1 995-2000) impl icó, como ya se analizó el Capítulo 3, una avance del Estado en el campo 

educativo, tanto en términos de financiación ( la participación en el PIB del gasto públ ico en 

iw Si bien la l lnivcrsidad de lu República es la ririmera insLiluciún tic cnsdiar11a estatal de cierto porte (creada en 

1 X-19). su alcance csLuvo l i m i Ladu a las él i tes ernnúmieas, sociales ) rolíticas ha:-.la bien cntrad1i cl siglo vcintc. l'ur lo 

tw1Lo. sc pucde sostencr 4uc la cducaciún primaria rúhli<.:a (que comien1a a dcsarrollarsc en los años sdc11ta del s i  gin 

diecinueve y a lca111:.1 ya en la segunda d�cada del siglo veinte a una rioblat:iún considerable) conslituyc. cn rigor. la 

ririmcra exrircsión signilicativCJ no 1..:stimnnial- dc pr..:scncia cswlnl cn cl campo educativo. 

IK I Sobre este riunto se puede consultar. cntrc otros: Cactann y De /\1 mas (20 1 4 ). 

IKi Sobre este runto se rccomicnd;.1 consultar: lknt;.111cur (2005). 
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educación aumentó de 2.3% a 3.2% enlre 1 995 y 1 998 1 83) y de cobertura (en especial en la 

educación precscolar. 1 x4¡ 1 x� 

La ··reforma Rama" constituyó un punto de i n ílcxión en la Lraycdoria de las políl icas cducalivas 

desde la restauración democrática a la l l egada del Frente Ampl io  al gobierno nacional; una reforma 

que reforzó el papel del Estado como rector, financiador y proveedor d i recto de servicios 

educativos gratuitos y de acceso irrestricto, al menos en tres niveles de enseñanza: en educación 

preescolar (para niños 4 y 5 años de edad), en educación primaria (mediante la extensión de las 

escuelas de tiempo completo y, por lo tanto, la ampliación del volumen total de tiempo 

pedagógico), en educación med ia tecnológica (en particular, de n ivel superior) y en formación de 

n ivel terciario de docentes (a través de la descentral ización territorial de la oferta públ ica de 

servicios educativos). En cierto sentido, la reforma se apropió de algunos de los reclamos 

h is tóricos de la izquierda y las organizaciones docentes, al forlalct.cr la presencia de la educación 

públ ica como proveedora de servicios de acceso gratu ito e irrestricto, y también porque adoptó 

una impronta pro-equidad al priorizar a la población de las áreas con mayores niveles de pobreza 

en las primeras fases de expansión de la educación i n icial y la educación primaria de tiempo 

completo. As imismo, las autoridades y los técnicos q ue l ideraron el  proceso de reforma 

pokmizaron a menudo con los promotores del vmH.:her cducativo 1 8c', ubicándose dcnlro del bando 

estatisla en el debate cducativo. 1 s7 Si bien la reforma concitó en sus in icios la adhesión de la 

l � I  CEP/l.LST/l.T Hase tk Datos y Publicaciones Estadísticas 

( httr://cstad isticas.ccpal .org/ccpal staUw<:h cqial sLaUcstad is ti casi ntl icadon.:s.asr ). 

IK·l l .a matricula tli; /l.Nl�I' (Je educación inicial,  primaria, mctlia y fon11aci6n J0<.:cnt<.:) creció entro.: 579 m i l  y (>83 m i l  

alumnos ..:nlrc J 9<J5 y 1 <)99 ( 1 8%, acumulado), rn tanto la matricula privatl:i p¡¡ra estos nivdcs educativos s e  manl uvo 

c11 1 1 O m i l  tlurnnti; este rerindo. Fucnti;: Carahal lo, l)c /l.rmas y Cikj bcrman (2005: 9). 

1 �' Sobro.: cl avance Jcl Estado cn el campo ctlucaLivo se rct:omicntl<J consult<1r. t:11 l 1 c  otros. los siguientes trab<Jjos: l k  

/l.rmas (2005); Lanzam (2004 ) ;  Mnnccbo (2002). 

IK/o Sobn.: cstc punto se ructlc t:onsultar: Cossc (2001 ). 
1�7 l·.n oeasiún d..: la publ icución en 1 997 tlcl númcro cspccial tic ( "uademos del ( '/,A 1�·11 (con motivo tlcl cuan:nta 

anivcrsario de la instituciún), una histórica revista académica con cierto rrcdicamcnto cntrc intclcctualcs y rolíticos. 

cl sociólogll Rcnato Orcrtli. p;.irtc i nti;gr;.intc tlcl cwe técnico tic la rcli1rma eJucativu, public<'> en esa cdición c.�pcci<JI 

un arl kulo quc rrctcndiu sin1cti;1ar l:.i n:forma en curso y contribuir a su dcfrnsa en 1111.:tlio dcl tlchatc roliLico con los 

sindicatos, rcro también con los promoton.:s tle un;;i Hg1.:ntla tic rdi1rm;.i tlc i.;orlc l iberal, i.:111110 d cspecialista en 
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mayoría de las fracciones del Frente Ampl io 1 N8 y logró ineorrorar a sus equipos técnicos algunos 

dirigentes o exd irigentes sindicales de larga tradición dentro de la  i/4uierda ts9, rúpidamenlc 

despertó el rechazo de los sind icatos docentes, los grem ios cstud ianti lcs y algunos sectores e.Je la 

coalición. En ese marco, la reforma provocó en la izquien.la sindical y rolítíca una suertL: de fisura 

o quiebre entre dos posiciones: por un lado, los defensores de la rdorma ( mayoritariarm:ntc, 

docentes y técnicos pertenecientes a las fracciones frenLislas de centro-izquierda) y, por otro, sus 

antagonistas (d irigentes sind icales al i neados con los sectores más a la izquierda dentro y fuera del 

Fr1.:nte A mp lio). 1 90 

Pese a que el impulso de la ·'reforma Rama" se comenzó a dis ipar a los pocos años e.Je su puesta 

en marcha, ya en la admin istración Batl lc (en gran medida, por la centra l idad de los t1,;mas 

económicos y sociales en su agenda de gobierno -los e fectos de la  devalua1.:ión brasileña, el brote 

de af"tosa, la crisis bancaria d1,; 2002, el aumento del d1,;sempleo y la pobreza, ele.-, rero también 

por decisiones que fueron atloptadas por la  AN l::P a partir tic 2000 1 9 1 ), las autoridades educativas 

designadas en 2005 buscaron tomar distancia de l a  gestión Rama (al menos en el plano discursivo) 

y llevar adelante una nueva agenda educativa consistente en dos propuestas centrales: en primer 

educación, Pabln l )u Silvc1ra (quince años dcspucs, uno de los prindpalcs asesores del l íder nacinnal ist.i, Luis l ,dcallc 

Puu). El título del artículo Je Operlli cxpn:sa con claridad la apeladó11 4uc la reforma hacía al  centenario iJcariu 

hatllista corno rucntc de inspiraci\111: ·· 1 .a Rd\H·rna 1-.ducat i\'a : rch·indicacic\n del l�sl:.ldn lknefoctor ... 

IRK l .a solicitud de venia enviada por el Poder Ejecut ivo en 1 995 a la Cámara de Senadores para la designación de los 

integrantes del CODICEN tuvo un amplio respaldo, concitando para tres 1.k los cinco nomhrcs propuestos (C lcrmán 

Rama -futuro Prcsidcntc dcl CODICEN-. Jnsl.\ (]audio Wil l iman lh I ruturo Viccprc�ide11tc y Carmen 1 ornaría) el  

apnyu de tndos los Senadores salvo dos del Frente /\mplio.  Si hicn Carmen J'ornaria -prol\:sora de cducaciún 

secundaria con una extensa m i l itanda sindical y política- era reconocida como unéJ rn i l itantc del Frente /\rnplin, nn 

i ntegró el CODI C ' I .  en n.:prcsentadón de la cnalicilin. Snbrc este punto se put:de consultar: lk Armas (2005). 

IK'' 1 .. ntrc otros. sc pucJe mc11ciunc1r a R icardo Vi larú )' D<miel Bu4ucl, reconocidos Joccnlt:s ) ligur.1:-. pr inc1p.tlcs de 

la histlirica CN"l antes del golpt: de l·:stado de 1 973. 

' '" l:'.n csta din.:u:ili11 sosticnc uno Je los entreustadus. ··O fe 111i111(•1111 Nunw ·,�ene ni <.111 el ú/111110 ¡JC'/"1111/11 11111.1 d1�cu1·ifÍ11 

11/U\I j.!./"(Jllde (al rnlcnur Jcl l 'rcnte Amplio). que rodavÍ() {JC/"S/S((' ( . .  ) nc''fJllC;S "" /11 rcf11r111a Rw1111 la i:1¡11ief'llll \"{' 

1h1·irlilÍ twnhic;n 11rlentro de los {Jflrfldo.\'. la pmpia Verfl!'lll<' (/\rtigui:-;la). dondl' 1111 J.!.l'll{JIJ grnnde de )!.<'11/e que• 11poyú 

la reforma Roma, 111mhié11 liay un )!.l"UfW de gente 1¡ue e.11111·u en co11trn. ¡�·n el /'artido Socioli.1·1t1 /11111io .f!.l'l1fl' que 

parf 1nruí y apoylÍ la rcjcmnu !?runa y olra gente que l!S/11\'11.fmnc11me11/e en fu opo.1il ió11. ·· l 1 ( 'l i 1 -
1''1 Pur cjt:mplo. con relacuin a la reforma curricular dcl ( ·11.:lll l las1rn de Educación Media o Plan l 9l)(i. 
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lugar, la creación <.k: u n  nuevo marco legal a fin de transíonnar la arc.¡uitcctura institucional y de 

gobierno surgida de la Ley de  Educación 1 4. 1 O 1  de enero de 1 973 y la Ley de Educación 1 5 . 739 

de  marzo 1 985, retomando algunas de las h istóricas reivind icaciones de los sindicatos docentes 

(en particular, la autonomía de los conscjos de la enseñanza); en segundo lugar, el incremento del 

presupuesto destinado a la educación pública hasta a lcan:1ar una asignación equivalente al 4.5% 

del PIB (un propósito que recuperaba la inspiración del frustrado proyecto de reforma 

constit1Jcional plebiscitado junto a las elecciones nacionales de 1 994). En este sentido, sostiene 

uno de los emrevistados: .. El lema presupuesta/ estaha planteado (desde) mucho antes (del año 

2005), con ese estandarte del 4.5% (del P IR  para la educación) del afio 9./ · . . . que 110/ue apmhaclo 
(en e l  plebiscito para reformar la Constitución). Desde allí en adelante quedó como una deuda y 
como uno línea de trahajo político para el Frente, en la cual. hasta el día de hoy hay acuerdo 

xeneml. /,a f,ey de educación diría l/Ue lamhién (venía de antes). ( . . .  ) Una nueva f,ey de Educación 

esta ha en todos los planes y pmKrrrnw.1· riel Frente." 1 92 

La revisión de la p lataforma programática del  Frente A mplio hacia las elecciones de 2004 

( plasmada en varios documentos prose l i t istas, entre otros. el c itado '"Uruguay Social"") no indica 

la presencia de un corpus denso y sistémico de propuestas de reforma de las policies y las 

instituciones de educación básica (J\NEP)  y terc iaria o superior: reformas curriculares, nuevos 

programas (por cjempln, e l  f"uturo Plan CEIBJ\L), nuevas modalidades de provisión de servicios 

(desde la descentralización o el forta lecimiento de la autonomía de los centros educativos hasta la 

expansión de la provisión estatal más clásica). Esta relativa ausencia responde, según algunos de  

in 1 .a rcivintlicaciún de un nuevo marco lcgul paru la t:ducu<.:ión y cl ri.:clamn por un incremento signi licativo Je los 

rccursos prcsupucslalt:s Jcstinatlos a las instituciones dc enseñanza pública (básicarncntt:, los conscjos de la /\Nl� I '  y 

la l lnivcrsidaJ tic la Rcpühlica) licnc11 su origen rn los sindicatos Jocenlcs y los gremios cstudianlilcs. I .a proíunda 

imbricación cnllc los actorcs sin<licalc::. ) alguno::. scctorc::. o lh.tcl. ioncs tic! Fn.:ntc Amplio explica. en bucnu mc<liJa. 

la circulacilin fluitl<i Je cstJS iJc,1s o propuc�tas cntrc ambos csp.icit1s. Si hirn cn otros campo� Je política wmhién se 

pucJc <.11.lvcrtir la circulación tic iJcns, rrnpucsl<is ) aun pcrMllWs cu.id ros !-.in<licalcs, < l irigcnh.:s panitlarins ) gcstnrcs 

Jc pol llica cn el carnrn cducativo cslt: tr;'1 1 1sito rarccc scr muy lluiJo. lt1 4uc d i liculla ilknti lit:ur cn qué t:spacio sc 

gcstan n producen csas idca'\ n propuc�t:1s. :-;cg1"1n 11110 Ji..: lm t:ntrc\ is1ado�: ·· . . .  1•1·a tleuda lu�11 que 11111('/" t'll c11e111n 

que e11 cosi torios los t1111111s, pero 1111 ed11c:acilÍ11 partic11/vrme11te, el /·re11/1' lmplio 1•rn d1•11d11r de las n1rri1'ntes 

J!.l"L'miole.1· l '0.1 te ¡1111whn.1· e11 /01 romi11r1111·s di! progrnmo 11 ern11 /"1'11111111w.1 ¡111li1icus de los s111dicolo�. 1·e11ío11 l11s l/11<' 
C'Slahun ('// FI�/\' 11' F:s. en . f /.'//TI/, en /11 l·hleracirí11 de Maestros, 11 1·1'/"l!S s1• roluho oly,1i11 u11il'ersi1urio. ·· ( l ICCi 1 )  
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actores que participaron en el pvlicy making process, a la !'alta de consenso en torno a una agenda 

reformista más sistémica. En esta línea, marca uno de los entrevistados: ·'Se llega al (año) 2005 
sin un proRrama común, con visiones muy distintas: con una idea un poquito más compartida de 

lo que hahía que sacar, de lo que 110 hahía que hacer y de los contenido.\· de la ley que había que 

new,ciar." [ ICG] 193 

Por otra parte, y a d i ferencia de lo que ocurría en el campo de las polít icas de asistencia a la 

población en situación de pobreza o el área de la salud, en los últimos años e.Je la admin istración 

Batlle no ex istía una percepción generalizada sobre la crisis del sistema educativo. Si  bien existían 

algunos el iagnósticos sobre los asuntos críticos que la educación pre-terciaria o básica debería 

enfrentar (déficit de aprend izajes, el rezago cscolar, la deserción en media, de.), producidos 

mayoritariamente por los equipos técnicos de la propia A NEP, e l  país aún no había acumulado 

suficiente evidencia empírica de tipo comparat ivo (pruebas de aprendizaje internacionales), como 

para establecer s i  e l  sistema educativo uruguayo se hal laba o no en una situación de crisis o de 

rezago frente a sus vecinos de la región y los países más desarro l lados. 194 M ientras en e l  campo de 

las políticas de atención a la pobreza extrema se podía afirmar que la sociedad uruguaya atravesaba 

una situación de emergencia ( reflejada en los altos n iveles de desempleo que Uruguay había 

alcanzado en 2003 y en los índices de pobreza e i nd igencia), que podía ameri tar un plan nacional 

1 '>J l�n cst.a misma c.J i rccciún comcnla otro c.J¡; los cntrt!vislac.Jns, marcando esta relativ3 auscncia dc una propucsla global 

de reforma a d i ferencia de otras :írcas <lc política pública- corno un rasgo c.J¡; más largo alicnln (4ui:tás explicado por 

la división a la  inl1:rnu c.Jd Frcnlc /\mµlio qu..: provocó la "rt.:lilrma l{ama", con sus pru111uLon:s y sus ;.111tagonistas 

dentro c.lt: la coalición de i7qt1icrda�): "F./ Frente llmplio 110 tuvo prugrwna de educación e11 ( l a  campaña clcctor;:il c.J¡;) 
2(}(}.f, no 1uvo programa de educucilín en (la c.Jc) 2()09 y no tu había tenido rn la de ( 1 999). Y tuvo un borrador que 
1w die.e nada en ( l a  e.Je.:) 2014. I lay que tenerlo claro eso. Y eso marca una dif"¡,rencia co11 totla.1· /as otms áreas, porque 

l'OS llef!,ÚS con un monda/o. y vos ltegaha.1· a educación y le e11co111mhns (4uc) 1w hubía mandato polílico pensado:· 

1 1  CG l l�n c l  111 ismo scntidu. ex prc.:sa oll l> cnln:vi:-.tutlo: ''( c.:n c 1 h..:nl..: /\ mpl io) hay posiL'io11es difere11/es e11 educric.:id11 

( . . .  ) hoy visiom•s r·/11m11w11/e rlislintas y di/irile.1· de reco11cí/ior ( . . .  ) /\'o liny w1 pruyec/1J i111egral. ni siquiera de los 

q11e 1mJl'ie11e11 de la 'li11n•11cia Rama '.  . ...  l I C C i  1 

1 011 /\1 ;11in 2004 Uruguay hahia particirac..lo súlc1 una vc; r n  la prul.:ba PIS/\ ( t!ll 2003), y los rc�ultados dc cs..: primcr 

cstuc.Jio ( q u..: tlcstlc.: csc rnnmcnlO lul.:ron lnrnmlns por los gohcrn<Jlltl.:S, lus <iUloridac.Jcs cduc.:aLivas ) los partidos como 

una mc.:dic..l a  sintética c.Jcl cstatln Ul.: silum:iú11 c..lc la ctlucac.:iún nacional) rccién serian publicac..los al  término J..: 2004 (a 

un mt:s tll.:I triunfo tlc.:I Frcntc Ampl io), y por din súln pcrrn ilirian 1.:slahil:ccr un juicio comparativo con rcspc.:dn u 

otros países ( los dc la región u lns rnús c.lt:sarrol lados). p..:1n no con rclaciún al propio pais. 
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url hoc de asistencia social, y mientras en el área de la salud existía la percepción de un sistema al  

borde del  colapso institucional (en particular, del  componente con formado por las  l /\ MC), en e l  

terreno educativo la  imagen de u n  sistema en crisis aún no estaba presente en el sistema político 

(al menos no con la magnitud que fue adquiriendo en los sigu ientes d iez años). Los principales 

d i rigentes y los equipos técnicos de los partidos tradicionales no advertían aún una situación de 

crisis en el sistema educativo, en gran medida porque eso hubiese supuesto cuestionar su 

desempeño en el gobierno, ya que habían impulsado entre 1 995 y 2004 una reforma del sistema 

de educación pre-terciaria que lucía exitosa (al menos en términos de implementación). Por otro 

lado, buena parte de la izquierda (en particular, los sectores más próximos a los sindicatos) 

confiaba en una suerte de restauración de las v irtudes originales de la centenaria educación públ ica 

a través de un nuevo marco legal (que restituiría los rasgos institucionales que e l  sistema educativo 

pre-terciario había perd ido con la ley de educación de 1 973) y del incremt:nto del presupuesto 

destinado a la educación pública. 

En u n  contexto en e l  que prevalecían las demandas históricas de los s i nd icatos docentes, los 

grem ios estud iantiles y de la i7quierda en lomo a la  educación ( n uevo marco legal e incremento 

presupuesta!), s i n  una propuesta amplia de reforma de las ¡wlicies (del tenor del .. plan de 
emergencia social" o del .. sistema integrado de <;alud'', dos de loe; vectores principales del 

··Uruguay Social''), y sin la percepción de una crisis estructural del sistema educativo, la estrategia 

definida por el gobierno -que fue, por otra parte, característica de todas o casi todas las áreas dt: 

polít ica- fue la de con vocar a un ampl io .. Debate l �ducativo", que permitiera contar con insumo-; 

para la  form ulación de la nueva ley de educación y para defin ir  pol íticas educativa!>, y la  de 

incrementar al m ismo tiempo en forma gradual el presupuesto destinado a la educación púhlica 

hasta alcan?ar al término del  período la meta de 4.5% del P l 8  para e l  sector. Esas dos 

oricntaciont:s, considt:radas dt:sdL: una perspectiva de construcción de régimen de bienestar, podían 

fortalecer las f"u1 1ciom:s estatales en el campo th.: la educación; un nuevo man:o legal contribui ría 

a rcfori'ar su rt:ctorín y una mayor asignación rresu puestal rcrm i t i ria expandir la cobertura púhlica 

y mejorar la calidad de los st:rv icio!>. 

El "Deball' Fducativo·' que impulsó M i n i sterio de l ·:ducación y Cultura a partir Je 2.006 buscó 

promover la participación de las organincioncs de docentes, los estudiantes, las com unidades y 
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otros actores relevantes en la tlefinición de orientaciones que permitieran e laborar una nueva Ley 

de  Educac ión . /\ I  mismo tiempo que se desarrol laba e l  Debate Educativo, las políticas y programas 

tic educación pre-terciaria mostraron cierta continuidatl, más a l lá de la in troducción de algunas 

innovaciones o nuevos programas de carácter compensatorio. En ese marco, e l  "Debaw Educativo" 

podía ser considerado como un intento tle defin i r  rumbos para las pol íticas educativas ante la 

ausencia de una agenda o propuestas de reforma. En esta tlirección apuntan M idaglia y A ntia 

(2007: 1 46): "El comportam iento gubernamental escasamente propos itivo e innovador en este 

campo se tendió a correRir, al igual que con e l  caso de l a  seguridad social, con la promoción de 

una in iciativa particular: el l lamado '·Debate Educativo" desarrol lado durant<.: 2006. En esa 

instancia de ampl ia  particiración (con u n  papel crucial de los gremios de la educación públ ica) 

surgió una serie de propuestas que posteriormente f"ueron presentadas a las autoridades de la 

enseñanza y a los represenlantes de los partidos poi íticos, así como recomendaciones para la 
elaboración de una nueva Ley de Educación." 

Si bien en  el proceso del Debate Educativo (que incluyó tal leres de d iscusión con las distintas 

instituciones y organizaciones involucradas, así corno la producción de documentos y propuestas) 

se discutieron o abordaron d iversos temas, no solo la gobcrnanza del sistema educativo, en el 

Congreso de la Educación real izado en 2006 el debate en torno al gobierno de la enseñanza dominó 

la agenda, lo que impl icaba relegar los dehates en  torno a reformas o transformaciones en  e l  campo 

de las políticas, programas, modalidades de prestac ión de servicios educativos, etc.; en cierto 

sentido, se podría afirmar que ese espacio de debate -en el que predominó la representación de los 

docentes se recostó más sobre asuntos de politics que de policy.195 El Congreso de la Educación. 

1'1� l ino dc los rasgos quc caractcri;.oaron al Dcbatc Etlucativo y, en particular, a l  Congrcso dc la Etlucación fue la 

capacitlatl tic los actores sintlicalcs para tldinir o multlcar la agentla de discusión. /\lgunos dc los cntrevista<los quc 

participaron aclivamcntc c11 csc proccso cxprcsan una valoración crítica snbrc los rcsulla<los tlcl prnccso. cn Lanlu nu 

ahortlli rnn mayor pm l"unditl•1<l d iscusiones snbrc rcfnrmas tic l as políticas educativas. Según uno tle los cnlrcvislatlos: 

.. Me porecc 4ue se re.11ri11gió tu1110 el debo/e u fo l/IJ/011omin y coguhi/'1"1111 que se perdirí o/ro rique::u ( . . .  ) /'1'nw11111.1 

to/ ve::- muy mgemw de 11ue.11ra ¡wr/1• que íhnmos u /en('r 1111 dehal<'. qui' íh11111os o tener algún én/úsis en la 

pro/esirnwlidad: I'.\' decir, la didlÍclrca, lo pedugtJJ!,ÍU, las políticas edurntil•as. )' e.rnjul' m11y le11m•, muy rlt!lul 1111 la 

disrnsirí11 del /Jehr1/e l·:d11rativu, ¡)()rque se i11stulñ mús q1w nada el temu de la aulnnomía y e./ cognhiemo .·· l ICS l. l�I 

siguicnlc pasajc dc una tlc las cntrcvi�tas es una buc11a sínlcsii; tle la cvaluaciún crític<i quc :.ilgunos actores hac.:cn 

aecrca dcl p1rn.:c�n ( 111cluso au1miJatlc' tic gohicrrn• tic c\lraeci1ín �intli<.:al)· .. cn•o r¡ue el temo que /11<! mris/iwrte, (n 
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a di ferencia de otros ámbitos de diá logo convocados por e l  gobierno con relación a sectores o áreas 

de política social (en seguridad social, salud o pol íticas de in fancia y adolcsct.:ncia), agudizó 

algunos coníl iclos y anlagonismos (incluso cnlre los sind icatos docentes y entre las fracciones o 

referentes en educación de la izquierda). l�I desarrol lo del Congreso estuvo paulado por el coníliclo 

entre los sind icatos docentes y el gobierno (el contencioso entre una agenda de restauración 

maximalisla y una agenda pragmúlica), y el desencuentro entre las concepciones acerca de las 

competencias que ese espacio debía tener y su relación con la fomwlación del nuevo mareo legal 

para la educación. Pese a los cuestionamicntos o las críticas a los resultados del Debate Educativo, 

plantc..:adas tanto por los partidos de oposición (que rápidamt.:nte tomaron distancia del proceso, 

más al lá dt:: su aceptación in icial a participar en las instancias de diálogo) como por los sindicatos 

dm:cnles y representantes estudiantiles ( fundamt.:ntalmente, de los insti tutos de Formación 

Docente de la A NEP), e l  gobierno rescató parcialmente el proceso: ·yo creo que el primer éxito 

Jite haherlo retJliztJdo. Fue un prm;eso de movilización social muy importonte sohre el terna 

educativo. Creo que tamlúén.fi1e un éxito que el Gohiemo hubiera lle¡:ado hasta el final ( . . .  ) El 

.fi·ucaso yo creo que apareció en la repercusirí11: lflle la discusión del /)e hale (se haya reducido) a 

la discusión del C 'oní{reso: eso ( ruc) un.fi'aca.w porque empequeFieció el debate y la parlicipacián. 

(porque) redujo la temática a un par de temas ( la forma de gobierno y e l  peso del M EC en el 

si�lcma), c:1.1w1du en realidad se convoca ha a (debatir) un tema amplísimo. " 1% l ICG 1 

Tras un complejo proceso de c..:lahoración del proyecto de nuevo marco legal para la educación, y 

con una f'ut.:rlc oposición de parle de los sind icatos docentes (qut.: promovían una agenda 

maximal ista con relación a la autonomía de los consejos dt: la ANEP y la participación de los 

docentes en su gohierno) y la oposición que veía en la nueva ley una pérdida de poder del gohierno 

sohre el sistema educativo y una clara concesión a los sind icatos, finalmente el proyecto remitido 

por e l  Poder E:jccutivo fue aprobado por el Legislativo en 2008 con los votos del ofieialismo. 

que) estuw> co11 mucha más prese11cio. fiw !!I tle la l"l'(Wrtil"iú11 d1' p()d('r Que es un temo 1011 1•iejn L'Omo lo e11seiifl11=0 

de 1111eslm país ··¡ 1c;(i l. 
1"" 1 ¡is negritas nos cnrrcs¡mndcn. 
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Una de las notas distintivas de la Ley 1 8.437 es que actualizó en términos programátiws o 

doctrinarios e l  marco normativo de la educat.:ión por sus referencias a la educación como derecho 

humano (/\rt. I )  y bien público (/\rt.2), al tiempo que extendió la obl igatoriedad de la educación 

media a su tramo superior (/\rt.7) en l ínea con las tendencias que han recorrido en los últ imos años 

otros sistt:mas educativos dentro y fuera de la región. En lo que refiere a la arquitectura 

institucional y, por lo tanto, a l  conjunto de restricciones e incentivos que operan en el  proceso de 

formulación e implementación de las políticas educativas, la Ley 1 8.437 i ntroduce una  serie de 

figuras institucionales de suma relevancia en la perspectiva de  aggiornar al  más que centenario 

sistema educativo uruguayo: como el Instituto Universitario de Educación ( /\ rt.84) y el Instituto 

Nacional de Evaluación Educativa (Art. 1 1 3). 

Más a l lá de las polémicas a tres bandas entre e l  Gobierno, la oposición y los sind icatos Joccn tes, 

e incluso de las controversias entre algunas fra1.:1.: iones del oficialismo en torno a la oportun idad tk 
convocar e l  Debate EJucativo y el  Congreso Nacional de Educación, el Frente /\mpl io alcan:d> a l  

término d e  s u  primera exrericncia de gobierno u n o  d e  los dos objetivos principales 4uc se había 

trazado en materia educativa, sorteando diversos y complejos obstáculos. 

¡\ 1 m ismo tiempo que el gobierno afrontaba el  proceso de implementación de l  Debate Educativo 

y del Congreso de la  r:ducación, y la formulación del nuevo marco legal para la educación, el 

c4uipo económico elaboraba un rlan de incremento gradual del presupuesto destinado a la 

educación pública ( /\ N L�P, UdclaR y otros sectores o erogaciones de menor peso fiscal) para 

alcanzar la meta de 4.5% del P IB  destinado al sector al término dd período. Por c ierto, esa 

plani ficación no est uvo exenta de confl ictos o controversias; de hecho, en los primeros meses de 

gobierno, cuando el Poder l�jeeutivo se abocaba a la elaboración de su primt.:r presupuesto 

quinquenal, el dcbale en el seno del gabinete min isterial en torno a la interpretación de la propuesta 

de campaña (com.:rcl:.11ncnle. la defi n ición sobre en 4ué momento debía ser alcann1da la mda del 

4.5% del P l l 3  para la educación pública, s i  en  los primeros años de ejecución del  nuevo pn:supueslo 

o al tém1ino del rcríodo) devino en una amcnan de renuncia del M i nistro dt.: Economía, Dani lo  

Astori, lo que  motivó la  intervención -privada y pública- dd entonces Min istro de ( ianadcría. 
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Agricu ltura y Pesca, José Mujit:a. 197 Una vez superada la primera crisis min isterial, rrimó la 

posición gradualista del equ i po económico con relación al timing que debería segu i r  el gobierno 

rara alcannr la mela de incrcmcnlo del presupuesto educativo (algo que también ocurriría con 

respecto a l  cronograma de incorrorución de los d is l intos colectivos de roblación al FON t\S/\).  El 

1'17 El siguiente fragmento de una cntrevisla brimh1da pnr /\stnri al periodista l�miliano Cnteln el 6 de septiembre de 

2005 i lustra algunos th.: los hitos de esa m i n i  crisis ministerial, pcru tnmhicn y más importante- de la negn1.:iaci6n 

entre las dns principales fracciones del Frente Ampl io ( l ideradas por Muj ica y /\stori). como factor clave parn In 

construcció1 1  dc 1:H.:ucrdos y garantía de la cst�1hil idad p<.1rtidaria. Cotelo: " M i n i stro 1\,tori. desde el  m i cn.;oles. cuando 

se prccipitó la  crisis, sc ha h<1hladn mucho sobrc csa pulscadJ 411c se dio dentro del Podcr Fjccutivo sohn.: el 

presupuesto y snbrc cómo l l egar a asignarle a la  cducación el 4,5%, dd l'rodudn !\ruto lnlerno (P81), una pulseada 

durante la cual esltl\ o snhre la ml'-.a la posibilidad de su rcnuncia. ( . . .  ) �i no �e pn.:sentú n.:nuncia, ¡,cómo hay que 

cntendcr lo qm: pa,ó?" /\stnri: ··cnmil'n1n por el h..:cho cspeci licn: prcscnwc i{rn formal dc renuncia rnr escrito nunrn 

hubo." Cnteln: "i,/\(.h ertcncia dc la pn�ihil idad dc renuncia. sir /\�tnri: "'\l unca hubo una rm.:senlacitin formal ( . . .  ) 

Fnton1.:cs pn.:licro Jccirlcs. con 1nuchJ sinceridad: la Jiscusi(m l"uc mu� sc\ cm . . .  para m i  c.:�wlxrn en juc.:go cos�1s muy 

i mporlanlcs. decisivas tliria yo.  1:stamos refiriéndonos a la 4ue c.:s, s i n  duda. la ley más i m portante del  período, pero 

ademá.� c.:s lu ley mis importante del periodo cn u n  país muy vul nerablc por el enorme cndcud<imicnlo público 4uc 

tiene. ) es la rrimaa ve'/ 4uc estamos i ntentando. rrecisamcntc por esa situación, entre otras. que el presuruesto tengJ 

coherencia con el programa financiero del gobierno. que no ha) a contradicciones entre una en'la � la otrn ·· Cotclo: 

"�k l lamó la atenciún quc el m i n i �trn .losé M u j ica. que IU\(l un protagonismo i m portante cn Lod�1s las gestiones dc 

ese dia. tlijcra · 1\slori no 4ucría irse. creo que en d fondo él no tenía n inguna g<ina de abandonar el proyecto. Piensn 

que se rudo h:.ihc1 scntitlo debil i t.tdo en un momento, csn sí ' ."  .-\stori : " l:so cs rigurosumcmc cierto. ni yo ni quienes 

mc acompaiian queríamos irnos, por4uc sabíamos que es un problc.:ma rara el pais qu..: nos vayamo .... ( . .  ) Por lo t:rntn 

no queríamos irnos por4ue sabíamos, y me rarecc que eso se notó cn l<i tarde del m i ércoles, que con nuestra ida el 

pai.; cnl ruba en una etapa dura. negati' a . . . por el hecho tic que l Jruguay necesita en cslc momento cstahi 1 id:.itl ) 

eonfianz:.i. que cs lo t¡L1c huscamo� con este pn.:supuesto. cntre otr:.is cosa5." ('ntcln: "Y hablando dd m i n istro Muj ica. 

hcmos quedatlo tlldos mu) i m pr..:sionados con d i d i l io quc se produjo cntn: usted y M u j icu a rai'I de esta crisis." 

\slori: .. 1 ª" crisis sin en siempre parn em.:ontrar bucnas consecuencias como ésta. Si  eslo es propicio p::tra acercarnos 

con otro� compuricrus dc traba¡ o. 1..UllH> d m inistro :vtuj i.:a. el 1 e�uhaJo si..:mpre es positl\ o. siempre es huc110." Cotelu: 
"Muj icil decía la scm:.111a pasada que l'l l  la prensa sc habian cometido muchos crrorcs cn estos meses a rropúsilo dc IJ 
relación Muj il.:a-/\stori o Ml'l'- 1\ 1 1. y que pa1a é l .  . .  puede m.u1 111 4uc en algurli>s tcni<is 1 c lc\ ,111tcs el \11' 1 '  e-a..: ni;'is 

cerca dc /\s;1111blca Uruguay qu..: Jel lcrccr \ érticc . . . del Frc.:nte ( l 'S. l ' C ' I J  y (llrns). c.:I \'ér1icc.: 1radicional. ;,l 'slctl Licnc 

es¡¡ sensación di.: 411e hay muchos puntos de conla1.:Lo entre /\ 1 J y cl M l'I' 4ue qui;:ás 110 se han observado h:.isl:.I ahora? 

\ ..;tori: .. . cornpano In que d11..e el 111i 11 islrn \ luj ic.i cn cuanlo a nuestra ¡;crcuníu en 111:1ll'1 ia de itlc:.is acerca de accion..:s 

de gnbicrnn. Nosull os no te11l·mus tlr kr�·ncias iucolúgicas. rodemos tener discrepancias en cuanto a :.dgunas decisiones 

csred licils."¡ hur :/h 1\ v. .espcewdor.com/polit ic:i/5056 1 /aswri-cstc-presupucsto-cs-todo-ln-quc-puctlc-plantcarscll I ) 
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incremento del gasto públ ic.;o destinado a la educación (el segundo componente del ga Lo públ ico 

social junto a la salud, pero muy por detrás del gasto en seguridad social) para alcanzar la meta de 

4.5%i del P I B  destinado al sector (un valor que, por esos años, era recomendado por UNESCO y 

otras agencias de cooperación mul t i lateral como piso del l!srucrzo macroeconómico c.¡uc deberían 

hacer los Estado en educación) suponía un stress fiscal sign i ficativo ya que el Estado partía de 

niveles muy bajos de inversión en el sector. 1 lasla 2005 Uruguay exhibía uno de los n ivdcs más 

bajos de gasto públ ico destinado a la educación en e l  continente y el mundo ( rasgo, por otra parte, 

h istórico en el país). 198 

El incremento del  gasto públ ico en 1,;ducación 

durante e l  período (en particular, en el pri1111,;r 

gobierno del  Frente A mp l io) tuvo wmo uno de sus 

principales componentes la recuperación del 

salario real de los docentes (Gráfico 4. 1 5 ), qlll: 
había sufrido una ruenc contracción durante la 

recesión. Como se puede apreciar en el Gráfico 

4. 1 6, el gasto públ ico total en educación medido 

como porcenlaje del P I R  (prioridad 

macrocconómica) pasa de 3 . 1 5  en 2004 a 4.42 en 

2009 y a 4.7 en 2 0 1 3, y medido como porcentaje 

del  gasto del  (Jobierno Central (prioridad fiscal) de 

G ráfico 4. 1 5  

Evoluciim media del salario real docente e n  
U ru�uay. Serie 2004-201 0. /\ñu 2000 base = 100 

1 20 

200-1 2005 21106 2007 20011 2110') 201 o 

Fuente. De Armas, Gustavo (2012: ./). 

1 5 .4 en 2004 a 1 9. 1  en 2009 a 2 1 .9 en 20 1 3  (cinco puntos porcentuales menos que la meta 

propuesta por la reforma constitucional que fuera n.:<.:hazada por la ciudadanía en 1 994). 

1'1M Solm.: t:sli.: punto �o�lient:n U<.1111hí ) Furwdo (2005. 1 22 ) :  ··Según d 1·11u111n !11/11r111e de /)esarro/111 llun1111w ( I '  lJD. 

2 0 1 1 ). tic los 1 75 raíscs (ordc11atlns en d Íntlicc 1k l k�arrnllo l lu 111ano). Uruguay st: t.li.:�lat:J t:n el 11" -IO.  cntrt: los 

países de ·alto Jc�arrollo'. Sin t:mhargo. d mismo 1nfor111..: mui.:stra qut: l lruguu) h<ija t:asi al linal tic la li�la al l ugar 

n" 1 20 tlt: los 149 flUÍSt:S par'1 los que si.: Jispuso de infonnaciún - en t:uanlo al gasto público 1:11 1.:Jucuciún �ohrt: d 
P B I  rara d ri.:ríotlo 1 998-2000. En ckcto, co11 u11 valor tk 2.8°/í, t.lt:l l'RI co11siJcrantln todos lo� nivt:lt:s Lit: cJucació11 

pública, i.t: ubica junto co11 raist:� en i.11 ma)ona <1l rit:ano-.. � ccnlroamt:ricano�:· 
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La magnitud del  crecimiento del gasto 

público en educación con relación al P IB,  

registrada durante las dos primeras 

admin istraciones frentistas, se adv ierte con 

mayor claridad cuando se revisa una serie 

h i stórica de más largo al icnto. J\ 1 comparar 

los va lores promedio <lel ind icador en los 

sucesivos qu inquenios desde 1 975 a l  

presente (períodos que  a partir de 1 985 se 

corresponden con las admin istraciones <le 

gobierno), se aprecia con mayor n i t idez el 

Gráfico 4 . 1 6  
Indicadores d e  gasto público e n  educación en  Uruguay. 

Serie 2006-20 13.  

zoo.a ?41U5 ?006 2007 ZIM .. <¡ 2110'.> 20111 20 1 1  l(IJl .!OI J 

- P11rc1·11111jc1lt'I PIH 

Fuente: MBC (2014: 194-1 95). 

crecimiento de los últ imos diez años: 2.4% en promedio entre 1 975 y 2004, 3.78% entre 2005 y 

2009, y 4.54 entre 20 1 O y 20 1 4  (Gráfico 4. 1 7). 199 

19'1 t ln aspccto a seiialar es que el incn;mcnto de la prioridad macrocconúmii;a del gusto púhlic;o cn cducución 

obscrvudo enlrc 2005 y 20 1 4  sc prnducc cn un periodo en que el ulumnado de Lodo d sistema cdui;utivo (dc.�dc 

cnsciiunza prc-cscolar obl igatoria -4 y 5 años- hastu lcrciaru) crece rclativamenle puw rnmo porcentaje de l a  

población total th:hido. cnlrc otros !adores, a l a  disminución e n  términos relativos y absolutos d e  l :.i  población infantil  

y adoksccnlc. Como sc aprecia e n  el ( i rá!ico 4. 1 6, la  matricula lotul fue c4uiv<1lcntc al 28% de la  puhlació11 llll<JI tlcl 

país entre 2005 y 2 0 1 4. l·:n wnsecucncia, d aumcntn Jcl gusto público destinado a la educación (en pcsos a prci;ios 

cunstuntcs y en 1,i;1 111i 1 1os rclarivns) supuso un aumcnto cnnsidcrahlc Jcl gustn por alumno. teniendo en <..:uenta udcmá.�. 

que la ratio entrc malrícul:i p1'1hlica y privada se 1mmll1vo rclaLivamcnlc estuhlc duran!c los úl t imos dic;: u11os, 11 1 :í.s al l<í 

de <ilgunas oscil:icirnu.:s . En cambio, c11 cl pcriodo c11111p1endido cnllc 1 975 y 2004, m icntrns cl gasto público en 

educación rcgislruha un ml)(Jcsto crccimil:nto (c11  prnmcdio li.Jc de 2 .39'X, del PIH en 111dn el pcríndo. co11 un piso de 

l .l)'J'Vo entre 1 975 y 1 97') y un lecho dc 2.lG%> cnlrc 1 985 y 1 '>81>). lu población ¡;uhicrta por el �istema cduci.JLivn 

(público y privudo) en todos los niveles de cnscñani'a (desde prc-esrnlur " ten:iuriu) crcciú en forma signi ficativa: 

pasó de rcprescnlar el 20% de l:.i  población :.i l  comienzo Lkl pt:riodo ( u no� 500 m i l  cstudiuntes) a rcprcscnlar el 27% 

entre 2000 y 200"1 (m:ís dc <)()() m i l  estudiantes). 
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G ráfico 4. t 7 
Gasto público total en educación e indicadores de cobertura cducaliv:l en Uruguay. 

Promcclios quinquenales entre 1 975-20 1 4. 

4.54':,{, 

..--i Pohl:oriún en cd:ul ole 
asi�fir a l;1 ccluc...dcín 
(1lcsdc 11rc-prim:1ria a 
lerda ria: 5-24 :oños) I 
1111hl:11:i(m lol:il 

= M:llricul:i cduca!i"a 
Cotal (d.,,,dc prc­
prinuria :i Ccrchtri:t) / 
l'ob.Col•I 

....,._ f;:isco Público en 
Edu�ación (lodos los 
niveles) I PIR 

hit'/1/�: elahnmctrín pmpta n porltr dt' dolos sohrr' pohlanón de ('H/';I /, 
(&.iP..lle.1·tud1s11cus.ce11al.orglumalsru1/WH/3 Clo"f'Al.STA 'l'le.1wd1.1·11ca.vf11d1clJÚores.us()?1dmmu e) y de mulrículu y gus10 
er/111.:utivo de UNF:sco 
(h11e.llsta1s.u1s.1mesco.orf?!w1esco!Table Vtewerldocument.uspx� Reporrld 136& W Lungy_gge eng&BR Tome 0). excepto ¡mm 
el (leriodo 20 I O a 20 ! ./ para el cual los dalos provienen del Ml7( • (2016 · 35 y 168). 

El in<..:rcmcnlo <le los recursos destinados a la educación rública determinó, al igual que el aumento 

tlcl gasto público en salud (aunque no con la magnitud de este último), un aumento de la 

participación del gasto del Estado en educ..:ación lkntro del gasto c<lucativo total, un rasgo que 

caracteriza a los países que tienen Estados Je mayor magnitud, con regímenes <le bienestar más 

desarro l lados o avanzados y, en particu lar, a los países escandinavos, donde el alumnado de las 

instilucioncs públ icas representa más del 95% de todo el alumnado; en otras palabras, en países 

dondi..: asistir a una institución e<lucativa es, prácticamente, un sinón imo de asistir a la enseñanza 

pública. 

J\sí como el  gasto rúbl ico en educación registró un numcnlo signi ficativo entre 2004 y 20 1 3  (de.: 

" .2% de l  PIB a 4 .7%i). el gasto de las fami l ias en educación también se cxpantlió en estos años (de 

1 .3% <lcl P I B  a 1 . 6%). En conscc..:uen<..: ia, la participación del gasto público en el gasto educativo 

total aumentó en forma moderada: pasó de 7 1  % en 2004 a 75%, en 20 1 3 . J\unque el  peso del gasto 

público en e<lucac..: ión dcnlro del gasto cduc..:ativo lota! no varió signiricativamentc en los ú l t imos 

c l i<.:7 años, la cxransión observada expresa una tcn<lcncia hacia un mayor partic..: i pación tlel �slado 
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o des-mercant i l ización en una d i mensión clave en el anál is is de cualquier pol í l ica social: la 

financiación. Por otra parte, y como se puede observar en el Gráfico 4. 1 8, este fortalecimiento del 

peso del Estado, como fuente de financiación de la educac ión, aprox ima o acerca al país al 

promedio de las sociedades más desarrolladas (83%). 

Gráfico 4. 1 8  
Participaci6n del gasto público total en cducaciónlil e n  e l  gasto total e n  educación e n  paises d e  la OCOE y 

Uruguay. Circa 201 1 ,  excepto para Suecia (20 1 0) y Uruguay (2004 y 2013). En porcentaje. 

?'J 911 911 1 �5 94 'JJ n n 91 91 90 ll7 117 8<• IU• 115 1!5 83 f8J1 � 112 110 7') 71l 71l 77 76 I� n n [2D 70 

� Hi 
e � � .g 

·¡: � .r::. � E V e_, �  
< " ""' 
"' 
o 

-� " 

Fuente · eluhorac1ó11 propw a partir (/p mformo('lfÍll de la ()('!)!: purn sus paises 
(httr.'/lstuts. oecd.orgllmkx.uSµx .�/Ja/tJsetCode RGNAOSTYl'J. e.rtruído el IJ/0312015. 1 7:03. y del INJ:Fd (21J/./· 271y 277) para 
Uruguay. 

Notas: /1/ Oe acuerdo a los defimrnmes de la OC/JH, el c:úlrnlo surge de div1d1r todo.� los xustos en ed111:u1:1fí11 (corrie11tes y de 
ca¡ntal) de todos los 111ve./es de goh1emo por la s11111a de estos y de todos los gustos pnvudos (de las famt!ws de "hols1/lo "-. de 
mrns e1111dudes f)l"ll'adus 110 jamtlwres y de empresas); /11/ No 111c/uye la re111111cia ji.�cal r¡ue reali=a el r:studo por lo e.wnerocwnes 
impositi1·u.1· (IRA!\, I VA, putm1101110 y de aportes putrnna/es) previstas en 111 Co11st11uc1ó11 de /u República de 1 Y67 y en prwerinres 
leyes. /u que ha osct!udo en 1111 rango que va de 11 3(¡% del l'IB en 2()(1./ n fLW% Pn 2012 (INHl�ti 201./: 28./). 

Pese al  crec imiento del peso del gasto publ ico en e l  gasto educativo tota l , n.:su l ta  evidente que el 

sistema educativo uruguayo sigue s i endo, a grandes trazos, un s is tema donde si bien predom ina el 

1-::stado como f ucntc de financ iac ión de la educación (financia entre e l  7 1  %i y el  75%1 de l gasto tota l 

en educación). existe u na elevada propon: ión c.k rcwrsus que prov ienen de los pagos ··de bolsi l lo" 

que rea l izan las fami l ias (entre e l  25% y e l 29% de l  gasto total) . Por otro lado, aunque la 

part ic ipación del Estado como fuente de financ iac ión ha crecido en el  úl t imo decen io, Uruguay 

aún se hal la muy lejos de l  punto en el que se encuentran los pa íses más ava1 1'.lados, con regímenes 

de b ienesta r más desarrol lados: desde los países escandinavos, donde el gasto público representa 
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entre el 95% (Dinamarca) y el 99% (Noruega) del gasto educativo total, hasta los del Mcditerráni.;o, 

c.¡ue construyeron en forma más tardía y déb i l  los regímenes de b ienestar, donde el gasto públ it:o 

representa entre el 85% ( F .spaña) y el 9 1  % ( Portugal) del gasto total. 

Si  bien la primera admin istración de gobierno del Frente Ampl io colocó el at:cnto en la definición 

de un nuevo marco legal para la educación y en e l  incremento sustantivo de los recursos 

presupuestales destinados a la enseñanza, es posible advertir también algunas otras distintivas con 

relación a las nuevas policies impu lsadas durante este período. A 1 igual que otros sistemas 

educativos de la región, el sistema uruguayo puso en marcha durante los primeros años ck la 

primera admin istración frt:ntista polít icas orientadas a fortalecer la capacidad de inclusión de las 

instituciones educativas, en un <.:ontextn pautado por las aún visibles consecuencias de la ú l t ima 

gran crisis social.200 Los programas c.¡ue rucron creados entre 2005 y 2008, o ac.¡ucl los ya existentes 

que rueron rcl"ormulados en esos años, perseguían en forma d irecta o ind irecta objetivos asociados 

al cont:epto de inclus ión :  entre otros, preven ir  e l  fracaso educativo, ravoreci.;r la permanencia 

educativa de los estudiantes pertenecientes a los contextos socioculturales más críticos y así 

preven ir  el abandono escolar, y promover la rcinserción en el sistema educativo de los adolescentes 

y jóvenes c.¡uc se habían dcsvincu lado. Sobre e le punto, sostiene Fern�1ndcz (20 1 O: 1 44):  . .  Desde 

mediados de la década pasada, la noción (ampl ia) de inclusión ha pasado a ser t:I concepto cslclar 

en las políticas educativas, particularmente en e l  n ivel medio, al punto c.¡uc en algunos d iscursos 

ha desplazado la noción de calidad, e inc luso la de cc.¡uidad, propugnadas desde inicios de los 

noventa. ''201 

21MJ Sohrc cslc punlU, se 1cc11micm.la: Fcrná1Hla (20 1 0 )  y Mancebo y ( ioycncchc (20 1 0). 

wi A titulo Je inventario Ji; c!'>W nueva camada uc programas Jc 1111;lusiún ::.ociocducatíva. sciialan Bcnla111;ur ) 

M anceho (20 1 0: 259): ··1:11Lre otros (programas de inclu�íún euui.:.tti\'a) se destacan el l'rngrama <li.: I m pulso a la 

L J11iversal í :1.ación tlcl Ciclo B:1sirn ( l ' l l  )), el Programa t.lc Aulas C..111nu111wrias ( l 'AC), e l  l'rngrnma Je Formación 

l'rnfi:sional ll:'isica ( 1 ,. 1 ' 1 � )  y el l'rngr;.11na de Maestros Con1u11 ítarios ( l 'MC).  Estos progr;.1 1nas sc inscribii.:ron en e l  

marco dcl l'lan t.lc E4uit.lad ) han supucslo para la A N E I '  una cstrl'cha urticulación de csflicrros con otros mganismns 

cstatall:, ( M  l DES. M 1- ( '  ) 1\ t '> P )  ... l .stos nhjcti\'Os dialogaban rnn In, prop1ísítos po\luladn" por los fJlunc' ) 

rirogramas 4uc comcni'aban u s..:r 1.ksarrol ludns en c:-.c misrml tiempo 1.:11 el campo tic las pol íticas sociales: en 

p.irticular. e l l ' .l\l\' I · '> y L·J ··Plan de l·.quiuatl''. 
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La interacción con los programas que son desarro l l ados desde e l  campo de  las pol íticas sociales 

impl icó un cambio sign i ficativo en el proceso de elaboración de las polít icas educativas y sus 

contenidos. En cierto sentido, las pol íticas y programas desarro l lados en e l  campo de la educación 

se inscribieron dentro del repertorio más ampl io de las pol íticas sociales, lo que suponía una 

ruptura con respecto a una visión tradicional de la izquierda uruguaya sobre el carácter específico 

de la enseñanza, con una concepción que se resiste a considerar las pol íticas educativas corno una 

parle del continente de las políticas sociales.202 La inscripción de las nuevas pol íticas educativas o 

programas que se in ic iaron durante e l  primer gobierno del Frente Ampl io  dentro < lc l  amplio 

abanico de po lít icas destinadas a favorecer la inclusión social de los sectores más vulnerables y, 

en particular, de los estratos más golpeados por la  crisis de 2002, determ i nó una expansión del 

espectro de instituciones estatales involucradas, en d istinto grado, en alguna de las estaciones del 

c iclo <le las poi íticas educativas. En esta d i rección comentan 8cntancur y Mancebo (20 1 O: 255) :  

.. Otra impronta en la hechura de las pol íticas educativas del período . . .  es la expansión del elenco 

de organismos gubcrnamcnta les que participaron en la  misma. Sin perju icio del estatus autonómico 

de la A N t.P, instituciones tales como el M i nisterio de Desarrol lo  Socia l  ( M I DES), el Laboratorio 

Tecnológico del Uruguay (I ,ATU) y el M l�C desempeñaron un rol inéd ito en la construcción de la 

agenda educativa y en la promoción de varias de las reformas más importantes . . .  " 

l ,a part ic ipación de instituciones estatales no trad icionales en la faena e.le las pol íticas educativas 

sc a<lviertc con claridad en una de las principales in ic iativas del período, asociada desde el  origen 

a la figura del Presidente Vázque:z: el P lan CEIBAL.  La incidencia que tuvo el Laboratorio 

Tecnológico del Uruguay (LATU) en las <l islintas fases de la adaptación local de la i n iciativa One 

J.aptop per Child (su diseño, su implementación y su segu im iento), marca una novedad con 

relación a los actores intervin ientes en la hechura <le las políticas educativas. Aunque el Plan 

CEIBA L fue asumido desde su lanzamiento por las autoridades <le la 1\ N EP como un componente 

�02 Sohrt: i.:su.: punto t:omcn la Ft:rmínJt:1. (201  O: 1 44 ): ··1:1 st:gundo elemenLu L fp ico de l:SLaS pnl iLicas (J¡; indusiún 

cJut:<Jtiva), los c:riLcrios Je foi.:ali 1at:i1ín. devela unu carat:LcrísLii.:a t:ruci al : su t:urát:(er i 1 1 Li.;gral o Lransvi.:rsal y ¡;;-: lra­

¡;Jucativo. Las nolítii.:as Je inclusión lrascienJen el i.:amnu seclOrial nara ubicarsL: como t:omponi.:nli.:s dave ck las 

redt:s de asistL:11t:ia �oc.;ial l(>c.;al i7.adas en la aJoli.;s¡;encia y juvt:n lllJ. t:nrnarc.;aJas más ampl iamente t:n los programa,� 

J1.: lucha eontn.1 la  pohrua . . :· 
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destacado de su repertorio de pol íticas, parece claro que su génesis rue en gran medida el resultado 

de la acción de instituciones y agentes externos a la t\N EP.203 

Otro rasgo que defin ió la  gestión del sistema educativo durante las dos primeras admin istraciones 

frentistas (especialmente en la ANEP) íue la implementación de programas específicos, 

relativamente acotados en sus objetivos y cobertura, como estrategia de cambio -incremental y 

pragmática- para enfrentar nudos críticos o asuntos clave y para mejorar la calidad de los servicios. 

A diferencia del campo de la salud, donde el  gobierno impu lsó una reforma sistémica o global (que 

suponía mod i ficar los mecanismos de financiación del sistema, redistribuir usuarios entre los dos 

principales subsistemas de proveedores de servicios de salud -t\SSE y las l t\ MC- y generar 

nuevos instrumentos de gobernanza), en el sistema públ ico de educación pre-terciaria ( la A N EP) 

las autoridades optaron por implementar programas específicos, orientados a en Cn;nlar nudos 

2º3 E l Plan CEIB/\L se eonvirti(i a l  t¿rm ino Je la  primera Prt.:sitkncia tic Vá7.4uez en uno tic los princi11alcs resultaJlls 

en malcría cdueativa, al 4uc se le podía atrihuir, t:n gran mctliJa, la retlucc.:ión Jc l;:i brcc.;ha digital enlrt: cslratos 

sociocconcimieos que se produjo t:nln.: 2006 y 2 0 1  O. En 2006 scílo el 5. 7%1 de los hogares tic quinti l  <le más hajos 

ingresos t:ontaba con un m icrocomputador, micntras la mitad (49%) <le los hogares <lel 4uinti l  1k mayores ingresns 

disponía al menos <le uno ( u n  porcentaje nueve vi.:<.:es mayor entre los quintiles extremos). De hccho, la proporción <le 

hogares c.;on 1nic.:roc.;0111puta<lon:s era baja o muy baja en casi Lodos los cstralos: 1 3.8% en el segundo quimil  (estrato 

mcdio-bajo),  22.3% t:n el tt.:rccr 4uimil  y 3 1 .5% 1.:n t:I t:uarlo quimil  (t:strato medio-alto). En gran me<li<la como 

resultado del l'lan CEI H /\ I .  (sumado al creei111icnln eeonúmico y la  exransión de la capaeit.lat.I <le t:onsumo <le la 

poblnción), 1.:n 20 1 0  cl 57.9% <le hogares del quinlil más pobre lenía al menos un m i <.:rocompulador (die:r veces más 

que en 2006). El incremento lnmhi..:n se verilicó en los hogares de ingresos medio-h;ij o y medio: en el segundo quintil  

el porcenlajt: rasó Jc 1 3.8 a 49.2, en el Lcrecro <lc 22.J ;i 45 y cn el cuarto Je 3 1 .5 a 50.8. Por último, en los hogares 

<lel 4uimil <le mayor1.:s ingn:sos (<lon<lc sc regisLran ba.h1s niveles <le particiraciún en lct educ.;ac.;iún prt:-lc.:rciaria pública 

y, por lo tanto, <lon<l.: la  posibil idad <lt: accec.kr a un 111icrocomputa<lor a través <le! Plan C E l H /\ L  t:S rclativarncnle 

baja). el salLO lut: menor (Je 49% a 65%,), aLrihuihle casi t:xclusivarnt:llle a la  expimsió11 del consurno lk ltis hogares 

en un contexto de fuerte ereeimit.:1110 t:conúmic1i. l .os datos snn 1.:xlraidos <le Rivoir y 1 .,1mschtcin (20 1 2: 62). Snbrt: el 

adt:rto rol í t icn 4ut: rt:11resc1lló la puesta en marcha del Plan CElll/\L, soslit.:nt: uno de los t.:nlrt.:vista<lns: .. ( l u  

implt:111cntación <lel Plan Cl�I l l/\ l  .)/i1e uno gru11 i11111ir·iri11 v de 1111 gran acicrlu orwi11ico i11s1i111cio111J/ . . .  , l /JÍ le11és 1111a 

poli1ica que f11e exi/11.w, que i111pac:1ó 11 11ivel erJuculivu. qLw arJemrís fue de los cusus que pudo n11Jslrarse como positiva 

en educac11í11:· l ICC 1 1  
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críLicos ( l a  inasislencia, e l  rezago escolar, la deserción en media, ele.) y focal izados en poblaciones 

acoladas.:!04 

I Juranle la segunda admin istración frcntista, y luego de un período signado por la sanción de un 

nuevo marco legal y el incrcm\.:nto del gasto públ ico hasta alcanzar o rozar la mela del 4.5% del 

P I B  para la edu\.:ación pública, se intentó construir hoja de ruta en educación compartida por todos 

los partidos con representación parlamentaria. �n la transición entre la primera y la segunda 

admin istración se conformó un grupo de lrabajo i n tegrado por referentes en educación de los cualro 

partidos con representación parlamcntaria205, quienes elahoran un acuerdo programático que 

incluyó una serie de objetivos y metas que invo lucraban a todos los cslamcnlos del Sislema 

Nacional de Educación Pública y que Lcnían un carácter, principa lmente, incremental, ya que no 

introducían o pretendían promover cambios estructurales o sistémicos, sino ampl iar -a un ritmo 

mayor, q u izás, que el del primer gobierno del Frente J\ mpl io- polít icas, programas o serv icios que 

se venían desarrol lando desde comienzos de los años noventa: expansión de la cobertura pública 

e.le ··educación para la pri mera i n fancia" (P lan C J\ I F  y otras ofertas) y de educación i n icial  

dcpcndicnle de J\NEP (para niños de 3 a 5 años); extensión del n úmero de l�scuelas de Tiempo 

Completo; conslrucción de un número sign i licalivo de l iceos púhl icos para descongestionar la 

matrícula y lograr una atcm:ión más personal i7ada de los estud iantes, ctc.w6 En todo caso, la  hoja 

2"1 FI grueso <le los programas e<lucalivos ) la mayor parte de los programas desarrollados por t\ l�I' 
( indepcndienlemenlc del año de su creación) tienen en Ll\rm inos <le escala o pohlación beneficiaria una magnitud 

acotada. Siguiendo la calegori.·· ación prnpuesla por Midaglia y Cast i l lo  (20 1 O). podrían st:r considerados programas 

.. m i cro .. n ··mcdiuno.; ... cuya rwhlaci1in hcm.:lic iari<t es in i'erior a 5.000 destinatarios. 

20� l\s1;1 comisión mulL ipartidaria snhre educación fi.1c una de las cu<ilrn que Mujica promovió en torno a cuatro lemas 

clave: educación. scguri<la<l ci udadana. energia y medioambirnlc. 

20" 1\1 dncumcnlo titulado nocumenlo de Acuerdo sobre l�duc11ci1í11. /-'rente Amplio. l'urtido Nacional. Partido 

Colorndu y l'w !ido l11de¡>e11die111e ( pn:scnLado a l<1 opi niún públied en mayo de 201 0) e:,tahlcet:. e11t1 e otras melas tk 

t:-;pansiún de pol1Lieas. rrogramas o '>erv1cios, la<; siguienll.:s: <1 )  .. 1 og r ar IJ incnrpnración pkna a la c<lut:<1ci<in inicial  

dt: los niiios ) niñas tk -l ) 5 años. Aumento progn.::,ivo dc 1<1 i11eu1 poraciú11 <k niiíos ) niiias de ) ar'ios, a través dc 

Jiversas nrn<lal idadcs. l nt:orporacitin <lc la tolali <la<l dc los ni iím ) ni ií.ls prnvt:nit:nles tlt: hogares h;ijo la  linea <lc 

pnbre1..1:· (p. 5): .. 1\lca111�ir t:on l:i rnoJ<1lidad de 1-.st.uclas <le 1 icmpo Completo al 1 00 'X, de los niños cn situacic'in dc 

polm.:1a cn l ·:<lucaciún l'rirnaria y cubrir tolalmcnlc en cl pn:scnte 4uin4ucnio al 4ui11til m;h úesl�1vnrcci<lo, lo culll 

signiticaria cont::ir con un lolal <le 100 Escuelas Je l"icmpu Cornrlclo. incluidas las 1 1 1  ya t:xistcnles ) las :n cn 

prnccsn <le cn.:adún ll tran�li.wmación."' (p.(1}; ··conslruir 5X ccnlro' cducalh os d1.: 1.:J11c:icilln 111cdia hi1�ica que permita 
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de rula que Lrazaba esle acuerdo no suponía una reforma global o estructural del sistema educativo, 

o una revisión de su inslitucionalidad. En gran medida, los objetivos y melas que tenían o adm i tían 

una formulación operativa o concreta (expansión de coberturas en educación in icial, aumento tlel 

número de Escuelas de Tiempo Completo, o creación de un número signi ílcalivo de nuevos l iceos 

públicos) se incorporaron en el rresupuesto quinquenal rem itido por el Ejecutivo al r .egislativo a 

metl iados de ese año, y recibieron el respaldo de un ampl io espectro partidario.207 Pese a este 

acuertlo, la evaluación negativa sobre la eficacia de la gestión de algunos Consejos de la /\NcP, 

así  como con flictos con los sind icatos en algunos niveles educativos (en particular, en la educación 

secundaria), determinaron la formulación de un nuevo acuerdo mull ipartidario en 20 1 1 y la 

remoción a m itad del períotlo de algunas de las autoridades de A N EP que habían sido propuestas 

por Mujica (una c ircunstancia inusual desde la restauración democrálica).2º� 

Más al lá de los conflictos y crisis pol íticas cn e l  sector educación tluranle los primeros años dc  la 

administración Mujica, no se advierte un qu iebre con relación a las oricntacioncs principales en 

materia de política educativa del primer gobierno del Frente Ampl io :  incremento del gasto públ ico 

en educación, expansión incremental de la o !Crta públ ica en la enseñar17a pre-terc iaria y terciaria 

au.:mkr a la tma l idad de los adoks1.:..:nt..:s c11Lr..: 1 2  y 1 5  años. lo1.:ali1.utlos de tal forma c.¡u..: facilill:n la  inL..:graci iin social 

Je los cstudianL..:s:· ( p.9).  Cabe dc�Ulcar c.¡uc cslc documento in1.:luii:1 tambitn una sui..: Je melas cuantitativas rdi.:riJas 

a r..:sulLados educativos (aprcndi1.ajc y egreso). así como nricntacion..:s mús g..:n..:raks sobre la des1.:cntrnl i1ación en la 

gcstiún de los centros cJuealivos y algunas rdi:rencias a trans formacinncs institucionaks: como por ..:j..:mplo. la 

..:r..:acii'in Je un nuevo cnlc de educación terciaria ( la base de lo  que sería la íutura Univcrsidad Tecnológica) y dc una 

Univ..:rsidad dc la EJucación, o la i mp lcmcmac ión cíectiva J..:I I nsti tuto Na1.:i<mal de Evaluación Educativa qu..: babí.i 

sido cr..:ado dos años ant1:s por la l . ..:y d1: Educación. 
207 l�n L:I marco dt: la  política d..:I l'rcsidcnlc Mujica de incnrpnr<.1r a rcpr..:s..:ntanlcs d..: la  oposición en cargos Je 

gohicrno, cn rcpr..:scntación d..: IC1 m i noría y rara cumrlir r1111cic.\11..:s d..: control (y a la  v..:1 apoyo a la g..:stión 

gub..:rnativa), s..: i ncorror ú  al C "w1s1.:jo i) ir..:ctivo C..:nLral d..: la t\NEI' . ..:nlr..: los lr..:s l\11 1s..:j..:rns propuestos por d 
l�jc1.:utivo al 1 ...:gislalivo. un r..:rrcscnlanlc de la oposición: ..:1 11aciunalist<1 Dunicl Corbo. Esta inwrporación, m;ís al lá  

1.k formar parl..: d..: una política gcn..:ral n 111{1s ampl ia d..: inll:grdcilrn de la  oposic ión a cJrgos c.k g11ilirn10, rati ficaba e l  

pronósitn 1 k  i mpul sar nulítieas ..:Jucativas con rcspaldo mult ipartidarin. 

�0• 1 .a sustitución en 2 0 1 2  J..:I l'residcm..: dd ("0 1 ) 1  C " l·:N. Josi.: S..:mrn..:, por c.¡uicn hasta ese n10111cnt11 s1: J..:s..:mrt:ñaba 

1.:mnn Dir..:ctor General d..: Educaci(1n ' 1 -:cnico-Proli.:sinnal. W i l son N..:tlo. y lu rcmo..:itin (en dos onmtuniJaJi.:s Jurunk 

t:I rcríodo) dd l ) ircdor ( irn..:ral J..: l �du<.:aeii'ln Set:unJaria. t\ ..:stos cambios t:n lu  <irh ita J..: /\Nl�I'. se sumaron otrns 

rn el M l�C. 

1 97 



(en particular, la universitaria) e implementación de programas de escala m icro o mediana para 

en frentar nudos críticos en lugar de una reforma de carácter sistémico o estruclural. 

Durante todo d período tampoco se advierten cambios de magnitud con relación a la distribución 

de la matrícula total entre los subsistemas públ ico y privado, con respecto a la participación del 

Estado en  la provisión de servicios educativos. que permit iera aseverar que se produjo un avance 

del Estado o un proceso de des-mercant i l i7.ación. Si bien e l  subsistema público creció en términos 

absolutos en Lodos los tramos o n iveles de enseñanza, excepto en la educación primaria donde se 

produjo una leve caída en el número de alumnos cubiertos por la orerla públ ica, el crecimiento 

absoluto también se verificó en e l  subsistema privado. En consecuencia, al examinar la evolución 

del conjunto del sistema educativo (desde la educación i n icial a la terciaria) entre 2004 y 20 1 4, no 
se advierten cambios de gran magnitud; en todo caso, una tendencia a l  crecimiento del sub. istcma 

privado y al retroceso del l�stado corno proveedor de servicios educativos al menos en algunas 

áreas (Tabla 4.4).209 

Tahh1 4.4 
úmero total lle estudiantes en todos los uivelcs de eclucariim formall i l  en Uruguay según el tipo de 

i11stitucié111 a l!l que asisten ( púhlica y privada). Alios sclecrionadns entre 1990 y 2014. 

l!.n miles y en porcentajes. 

l lJ'>O 1 <)<)<) 2004 200') 2 0 1 4  

ln�litucioncs púhlicas 648 (85%) 723 (86%) 804 (87 %) 8 1 5  (84 %) 8 1 1 (8J%) 
lnsLiluciom:s privalhts 1 1 O ( l 5'X1) 1 2 1  ( 1 4'Yo) 1 1 7 ( 1 3 °1.>)  1 59 ( 1 6 %) 1 7 1  ( 1 7 °1.1) 
Total 758 ( 1 00%) 84-l ( 1 00%) 92 1 ( 1 00%) 1)74 ( 1 00%) 982 ( 1 IJO'Y.i) 

l· ue11tl' eluhnmcui11 propiu u {Jart1r de 111ji1rmac1ó11 cr11llt'l11tio en los ed1Lw11es de:/ fnuano 1-:s1odíxt1co de l!.d11c1K1ón del MH< ' de 

/01· t111o.1· 1 9 90. 1999. 100./ y 20M. y di' MFC (2016) 

No/l/ /1/ se 111cluyem11 los s1gu11'/lf¡•s 111veles de educut·uin. L'nl!fnrme la cl(/.1·1/1rncui11 e.1·tuh/euJu en el .frt 22 de /u Ley de 
¡,·i111u1t 11in I R-137. "cd11u1nu11 1111uttl 1 pr1111m w ", "<'rl11cat11í11 111cdw h1h"a ", "etl11cauti11 111ed10 1·11¡1t'l'mr ", "educau(m 
11•n·w11u ". ':/11mwnó11 l'll educac11í11 

"y "t•tlm u1. 11i11 terc111rw w111 ers11m·111 "; 111/c:111ás. se 111du1 'tÍ el r.. tclo de "c:tl11e m·uín clt· ¡11 111wra 
111/m1nr1 " /· 1plíi 111111w111e. Je e.1c:/11yli la t'tlt11·ocuí11 1111 /()r/llol 

21�' 1 . 1  i111.:rcmcnt11 del  alumnado dc instituciones pri n1das rcgistrac.lo cnlrc 200 t ) 20 1 -t (por lo  Lanlo. dc la:, familia� 

q11c arn:ch.:11 a lo� �crvicios cc.lui:ati1 os mctlianlo.: "pago de: hnlsi l ln") 1 10 pu�·tlc o;cr atrihuidn. 11.:1 1 11.:ndo cn cuc:n tu �u 

111ag11itud, al crcdm il'.lllO cconóm ico cxpcrimcntadn por cl rais cn esle periodo y a lu  cxpansiún dt.: lu t:apacidau de 

consumo dc los scclorcs medios ) ultm .. l·:n una poh lac:ión rc.:IJlivamcnle cswhlc d aumcnto d<.: 1 1 7 mil a 1 7 1  m i l  

al umnos rn lodo el  :-.uhsislcma priv:ido tic cducaciú11. \ C  cxpl ii:a. e n  bucna mcdida. por los aumcnlos ohscrvados e n  l a  

cd1 1t::.it.:i(rn secu1 1dari;_¡ y un iv<.:rs ilaria. 4 u c  podrian cslar ri.: tlcjando un cllrrimicnlo desde: lo  públ icll a l o  privado i.:n 

estos tramos dc cnsciia111a. 
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Si  bien la distribución entre los subsistemas 

público y privado no registra cambios de gran 

magnitud entre 2005 y 20 1 4  (más al lá de un 

crecim iento de cuatro puntos porcentuales del 

sector privado dentro de la matrícula total), el 

anál is is por tramos o niveles de  enseñanza s í  

permite apreciar comportamientos di ferentes 

y, por lo tanto, áreas o sectores del sistema 

educativo donde sí  se verifica un avance del  

sector público en términos de oferta y 
cobertura. 

En este perío<lo se adv ierte un avance <lel 

Estado como proveedor d irecto de servicios 

educativos en la educación terciaria (en la 

UdelaR y en la educación terciaria 

tecnológica dependiente <le J\N EP) y como 

financiaclor de prestadores privados 

dependientes del Estado en el tramo de 

educación para la primera i n fancia (Centros 

C!\ l F <lcpcn<licntcs del íN/\ U/M l DES2 1º) .2 1 1  

Gráfico 4. 1 9  

Población que asiste a la educación universitaria en 
U ruguay por tipo de a1lministración (pública y privada) 

y área geográfica de residencia. Años 2006 y 2015. 

Universidad de la Rc¡Júblical il 

62.086 
Sl .036 

35.21111 

2006 2015 

I Jnivcrsid:ulcs priv:1das 

8.266 

�� 
20116 

C3 Monlcvitlco 
O Interior 

13.S29 

O; 
21115 

Fuente: elahnrac1ó11 propta a par/ir de pmcesmnw/l/ns de la 
/�11cues111 ( 'r111timw tli' /logares dPI /NI·: de 2()(1(¡ y 2015 
Notos: /1/ den/ro de eslus cifras podría ex1st1r un número muy 
reducido de PSlud1antes de otras o/erras um1·ers11an11s púh/1cas 
("w111/arcs" se¡¿IÍ11 las Vfll'IO!les de re.�¡mesllls pre\'tslas e11 el 
cues/JOnario de la HCI /). C0/110 por e.1em[1/0 en 2015 la un,c. 

21 ° Ccntrus tlc i\tcnciún a la I n fancia y la Familia (CAW) tlcpcndicntcs del Instituto tlcl Niño y o.:I Adolcsccntc tlt: 

Uruguay (IN/\U). 4uc atit:ntlcn a niñllS menores tlc cuatro años t:n régimen de asistencia tliaria n bajo otra.� 

modalidades. l �stos centros. 4uc fui.:ron cn:atlos i.:n 1 988 tlurnntc cl primi.:r gobii.:rno pos!-:.JUtoritariu tlcl Partido 

Culurudu. si.: financian con tran�li.:rcncias 4uc rccihcn del Estado (del I N A l J )  en función dt:I númcrn do.: niñns que 

aticndcn. 1-0stos ccnlros. que snn administrados por asociacioncs civi li.:s s i n  l im:s de lucro. o.:st'1n rcgu lados por c l  

l�stado. l·,sta oli.:rta dc educaciún para la pri mcra i n lano.:ia o euidm.lo� cs unn dc l �lS pocos cjcrnplus cn t:I [1n:a dc la 

cducaciún tlondc cl  l ·,stado "�uh,idia" la  oll:rlu privada o 1111 cstatal c..lc servicios. Sobrc este punto. sc rccnm i i.:ntla 

consultar: M i daglia (2000). 

2 1 1 En i.:stc so.:ntido. sostiene uno c..lc los cntn�vistados: "f'umbié11 hubo una mejora en cuunto a politico.1· de we11c:ii)n a 

la ínfúncia a porlír de educoci1i11 prím111w ( . . .  ) tamhíén la mejora e11 lo rohert11ra de educacirín inicial. que lle�a 

prúctit:lJl1te11t1, 11 /u 1111iversoli:::ncirín del ( 1 1 ivcl de) curi/rfJ mifJs. y (en) políticas de ole11ció11 u lo priml'ru ín/oncm Y. 
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El  crcc imicnlo de la malrícula públ ica o eslalal se advicrle en el nivel de enseñanza terciaria o 

superior. Entre 2005 y 20 1 4  se produce una expansión significativa de la orerta de educación 

universitaria pública en e l  interior del país. Se crean o fortalecen polos regionales de la Un iversidad 

de la R<.;pública y se d ivcrsiíica su oferta de rormación de grado y postgrado. Los avances en el 

proceso de d<.;S<.;<.;ntralización en el territorio de la Un iversidad de la República, la expansión en 

algunos punlos del interior del país de la oferta universitaria privada y el crecimiento de la 

matrícula de educación terciaria tecnológica derendicntc de la A N EP provocaron un incremento 

de la rnal rícula de educación terciaria en todo el país, pero especialmente en e l  interior. Entre 2006 

y 20 1 4  el alumnado de toda la educación terciaria pasó de 1 07 m i l  estudiantes a 1 47 m i l  (un 

crec im iento de 37%), y la población estudiant i l  residente en e l  i n terior del  país creció de  36 m i l  a 

58  m i l  (un crec imiento de 6 1  %). Aunque la exransión de la matrícula universitaria rúbl ica debe 

ser atribuida a una plani ficación definida por la propia U n iversidad de la Hepúbl ica, en tanto l �nle 

A utónomo, su concreción sólo podía S<.;r posible a partir de la fuerte exransión presupuesta! 

decidida por el Poder Ejecutivo para el período, en particu lar duran le la primera admin istración de 

gobierno. 

A unque esta expansión no fue un objetivo o mela planteada corno prioridad durante la campaña 

electoral de 2004, la expansión de la oferta de enseñanza terciaria públ ica en el interior del país se 

convirtió al cabo de los dos primeros gobiernos del Frente Arnrl io en uno de los resultados más 

destacados por las autoridades educativas y los principales voceros del gobierno (Gráfico 4. 1 9) .2 1 2 

por IÍlfimn. 11 11i1•el t'rlutalil'I> (se) puede decir q11e r1vr111z¡} e11 /u 1·1111sirleracirí11 de lu ed11cac1á11 lec:11ol1ígic:a a nhwl 

púh/1ni . .  . '  J I  C '( i l  

2 12  !-.nhn: csll'. punto �os1icm: uno <k los 1:111n:' 1�1uuos: "Otro p1111to (<.:lav1:) es lo co11cepció11 de 1111 p11is in11•grorlo. pero 

110 slÍlo souolnw11te ,·1110 ll'rruor10l111c11te 1 lruguav es 1111 país co11 11110 larg11i.1·1111a /11.\/IJ1ºÍ1J ríe pais /mgnwntodo. qw• 

11111'1' co11w 1111ís frr1g111l't1/odo. c:on vocllciún de país frngmentar/o ( . .  ) ¡;;¡ trnhajri lwno ¡mlítica.1· parn integrar 

tc•rntoria/111e11/e el pai�. en educacinn lo veo muy claro ( . .  ) el rol de la erl11cac:uí11 en lo c1mstmccirí11 riel ¡1t1is 

111tc',t:,rnd11 por ejc•111¡1/n, los m·a11c1·s 1111il'1'1'.1'itorin� c'll 1•/ 111/erior."  J I C G I  
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Pese a t¡uc el alumnado de las insti tuciones 

públicas de educación cret.:ió en algunos 

n iveles o tramos (básicamente en la  

enseñanza tcrciariíl y en  la  i n ic ia l ), e l  

crecimiento que experimentó e l  subsistema 

de instituciones privadas determinó que los 

pesos del Estado y del mercado en la 

provisión de servicios educativos no 

registraran cambios signi ficativos durante el 

período; en ese sentido, no se podría afirmar 

que se produjo un avance del E. tado o una 

dcs-mercanti l izat.:ión o retroceso del sector 

privado en la provisión de los serv icios 

educativos. En cambio, con respecto a la 

financiación del gasto educativo sí se 

advierte un moderado avance del Estado en 

detrimento del sector privado. Como ya se 

señaló, la participat.:ió11 del gasto público en 

el  gasto educativo total creció en forma 

moderada entre 2004 y 20 1 3  (de 7 1  % a 

75%), pero en un contexto de fuerte 

expansiún económica (Grálico 4.20). Si hien 

Gráfico 4.20 
Indicadores de prioridad macrocconúmica del gasto en 
educación y distribución del �asto educativo total por 

fucntcs de linanciaciím en Uruguay. Años seleccionados 

entre 1 998 y 2012. 

rrior i•f:1d macr·occnn{unica Jd ��ISIO f.'d uca rhrct 
(pl1hli1·e1 y 11riv�t111) 

J.2% 
u·� 

1� tJ·� 

n 
1•)'111 2004 11112 

•f::.\IU 1•(1H1.u�o rn rJ111:.1t'i1it1 I PIR 

r t. asto l'IUVAOO (curric.ul�r Ji c.dr::a e11nirul11r lil) c-n rJ11r;;ac1iM1 / l111l 

llhll ihuci(m del l(•hlO lllllll en ciluc:.ción 111or f11en1c 

1k íinanci:ocirin (piohlic" � (ll'i\ :odH) 

l'rlH 2004 21112 

tJ (:a,lól l'klV \OU (rnnicular) r..-1,-,. mm., rn rd11r:.C1nn I i:asfl} cdur .. (l\O 1 U 1  \ 1 
• (;.;t.,qu Pf 81 .1('0 en c:'duc<1r-ic'.rn I r,;e.tln ,Juc.aflvn 1 ffl ¡\J,  

Fuente · elalioración propta u partir dl'I !Nr:IO:d (211/.I 271 )' 
277) puru los años 2004y 2012, ) de Gruu (200 I · 35). 

Nota [1/ se mc:luye sólo el ){ll.l'lo l!.\trucurriculor en el q1w 
111curren las famil1us (cursos de 1d1oma.�. 11iformát1a1, clases 
puruculares. e1c.): por lo tanta. se excluyen los gastas en 
materiales (por e1e.. /ilims, 1111ifnrmes. equ1pam1entv y 
trumporte) 

entre 1 998 y 2004 también se registró un crec im iento del peso del gasto públ ico dentro del gasto 

educativo lotal (de 67% a 7 1  %) y, por ende, una caída de la participación del gaslo privado, ese 

cambio se produjo durante la recesión económica ( 1 999-2003), en un período de contracc ión del  

ingreso y la capm: idéJd de consumo de las fami l ias (de hecho, cnlre 1 998 y 2004 se obst:rva una 

leve caída del gasto privado con relación al Pm, de 1 .4%1 a 1 3%). /\ d iferencia de e�e período. e l  

aumento de l  peso de l  gasto público dentro de l  gasto educativo lotal registrado entre 2004 y 2 0 1 3  

(de 7 1 %  a 75'X>) l'ue rcsultatlo de decisiones polít icas: del  fuerte aumento tkl presupue::.to estatal 

201  



dedicado a la educación públ ica211; u n  incremento (de 3.2% a 4.6% del PIB) que superó el que se 

registró en el consumo de bienes y servicios ctlucativos realizado por las fami l ias (de 1 .3% a 

1 .6%).2 14 Por otro lado, en la medida que e l  presupuesto estatal destinado a las instituciones 

públ icas de enseñanza creció en forma sostenida durante todo el período y la matrícula pública no 

experimentó un aumento signi ficalivo (creció levemente en educación media, en mayor medida en 

terciaria e in icial y decreció en la primaria21 5), el gasto por estudiante aumentó muy 

signi ficativamcnle, lo  que impl icó una dismi n ución de la brecha con el  gasto por estudiante en el 

sector privado (Gráfico 4.2 1 ) . 

' 1 1  '\e hact: n:ll:rcm:ia al ··rn.:su¡iucSll> cslalal c.kdicado a la cducacic\n pública·· y no a la lOLalidad dcl ··gusto rúhlico 

cn cducaciún··. )ª que �stc último J..:bcr!a incluir. cn rigor. la rcnuncia fi<;cal qu..: cl EsiaJo r..:al i 7a. ror mandato 

con�tilucionul (/\rL.69 e.Je la Con�tilllciún d.: 1 9(> 7:  .. /\rliculo (,<J.- l .as instilucio11cs e.Je enseiianza rrivnda )' las 

culturales e.Je Ja misma naturnlenJ cstar:.ín exonerada� de imrues1ns nacionales y municiralcs. como subvención por 

sus scrvit:ios.""). a fo, m de las inslilllcinm:s rrivac.Jas que brinc.Jan servicios educativos y cul turales. l)c acucrJo al 

ci1ado cstuc.lio dd INl�l�c.J (2004: 2X-n. entre.: 2005 y 20 1 2  la 1\.:num:ia fisi.:al del l�s1.udn osciló entre 0.36% y 0.39'X. e.Je! 

l'IH. Si se incluyeran cstos e.Jatos l;i p;irt ic.:ipación c.Jcl Estac.Jo, cnmo fiH.:ntc dc fi 11anc.:iaeiú11. c.Jc11lrn c.Jc.:I gasto educativo 

towl apena.� aumentaría e.Je 75% a 76°/.,: cslc lc\c aumcnLO probablcrncntc se verificaría también si se moc.Jificascn lns 

c:ilculos par;i 1 1)98 y 2004. 

rn Tanto cn 1 998 como en 20 1 2  l Jrugu:iy sc encontrahu al cierre o cn los úlli  mos años e.le.: un largo reríodo e.Je 

crcc.:imicnio ccontimico (el rrimcrn dc 1 984 a 1 998 -con un año tlc caída en l 'J96-, )' cl segunc.Jo e.Je.: 2003 y 20 1 4  o 

2 0 1 5). ror Jo quc la comp:m1ciún t:ntre amhos años resulta válic.Ju, en Ja mcc.Jic.Ja que sc comparan años cn Jos que la 

capacidad c.Jc consumo c.Jc lm; fornil ias esl;iha en expansión. Mienlra.s cn l 9'J8 un lcrcio c.kl tndo el gasto cc.lui.:utivo 

1.:orrc:,ronc.J1u al ga'IO c.Jir..:Llo Jc l..is IJmiliu� (""[1ago dc bobillo"" c.Jc ac.:u..:rc.Jo a la j.:rga sohr..: reg1mcn..:� e.Je hicnc,l<U ). 

cn 20 1 2  l uc�o Je mucho� u1im e.Je lucrlc crccimicnto cconómii.:o. aumcnlo del ingreso Je los hogarcs y t'(pansión c.Jcl 

c.:onsumn el gasto c.Jirccto c.Jc J;is lamil ias r cpresenlaha una cu;irt..i parte.: Jcl gasto tnlal, no por4uc Jsle no hubi..:se 

cri.:cic.Jo cn términos absol utos ) rcl.1tivos (a11mcntó dc l .J'X, a l .(1% c.Jcl l 'IH cntrc 2004 y 2 0 1 2). sino porque cl gus111 

público crci.:iú aún más (dc 1.'.1% a 4.6% dcl 1' 1 11).  

' 1'  Fn cste ult imo caso. princ.:iralmi.:nlc, rm firctor..:s c.lcmog.r;í licos ( la rl·c.lucción c.Jc Ja población en cdac.J dc asislir ;i 

la  cdui.:uciún primuriJ). rcro iarnhil:n hipúlcsis menos i.:\plorac.Ju por una lransh:n:nc r a  en cicrt11s cstr;i111s dc 

población (scc.:Lorcs mec.Jios y mec.Jin-altos) c.Jcsc.Jc.: J;is cscucl.is públicas ;i  los colcgws privac.Jos. 
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Gráfico 4.2 1 
Gasto anual por estudiante en Uruguay, medido en moneda nacional a rn-ccios tic 2013, por tirio de 

administración (privada y pública) en educación primaria y secuntlarialil. Serie 2004-2 0 1 2. 

Fuente: IN f,"Ed (2014: 29 I ). 

2004 20115 20116 

fülucaci(1n Primaria 

21107 20118 20119 21110 

l:.C.lucaciún Sccuucla.-iu 

21111 

200� 20115 2006 2007 2UIJN 11109 21110 2011 

El PriY:H.Jo • l'úhlico 

21112 

2012 

Notas. 1!.'dw.:uc:irln Media incluye secundarw y téc.:111co pru.fes1ona/. ( '01110 en el ca.w de esta última no fue ¡1os1hle d1scmn111ur entre 
educacinn media téc111ca y medta lercwria, se incluye el �asto destinado a ambos subsec/ores. 

Corno se puede apreciar en el Gráfico 4.22, entre 2004 y 201 2  la ratio entre el gasto por a lumno 

en el subsistema públ ico y el privado pasó de 59% a 87% en la educación pre-terciaria ( i n icial, 

primaria y rnedia)216, en tanto en la educación universitaria creció de 40% a 73%. 

21'' Scgún 1 \Ji•,J:.cJ (201-l: 290): ··J�I ga-;to por c�tucJiantc di.:I �i.:ctnr privudn cn:ció en cl ricrimJu con'iitkradn. ricro a una 

tasa infi.:rior a la del scctur rúblico (4'X, frente a 1 1 % acumulativo a11ual). La lm:cha tkl gas to rnc.:dio por c.:stuJiantc 

entre el scctor púb lico y el ririv:.ido sc.: redujo: en 2006 el gasto riromt:dio por estudiante c11 t:I sccLrn público c4uivulí<i 

:.il 5'J'X, Jd ririvado y en 2012 sc.: situó cn el 87%•. l�I gasto riúblico rior estudiante como porcentaje del í'Il1 pcr cápita 

r•t�<Í Jt: rc.:prc.:sc.:lllar el 1O.9%, c.:n 2006 al l 5A'X. c112()12. mientras que ..:1 ririvado c<1yó d..:I 18.5'' .. al 17.ú'X,,"' 
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Gráfico 4.22 
Ratio entre el "�a�to por estudiante en la educación pública" y el "gasto por estudiante en la ed11cació11 

privada" en Uruguay por tramos educativos. Años 1998 1 il, 200-' y 2012. 

i 21106: 59•;., 1 

Etlu1·ación prr-tcrriarb (dc>tlt inirial a 
mcdia-supcriorf iilJ 

1-:ducaci<'m univtr.sif4trht 

l·uente: paro ed11<:ac1ó11 pre-tenwrw en 2006 y 2012, INEEd (2()/./. 29()); para la educación pre-terc:wna 1:11 1999. es11111ac:umes 
¡1rop11H en huse o dow.1 sohre gastn de ( irau (2011 / · 15) y di' 111atrír:ulo del Mr:C: puru /u educación 11111ver.ntarw e11 200(¡ y 2012, 
c.mmuc1011es prnr11r1s e11 hose a dalos sohre gas/o del INF:F:d (20/.1: 271, 277-8 y 355) y de matrículas de la {/dela!? y /11.1 
un11·ers1llades pm•tulas del MF:C (2016: 35); para /11 ed111:acui11 u111v1:r.1·11arm en I 999, est1111ac1rme.� pmp111s e11 huse a r111tos sohre 
gusto d1• (/ra11 ( ]()() 1. 22 y 35) y de matrículos di'/ MJ:;( '. 

Notus: / / / el dalo de cdu('(/c1<in pre-tercwnu p1íbltc:o fue elaborado e11 hu.�e a dalos de gasto de I 999 y de 111atrírnla de ]()IJIJ. y el 
de fll'll'tlda en huse a dolos de gasto de 1998 y de 11111/rÍcula de 21100, el duto de la en.rniiun:::a u111vf•rs1turw jue elahorado /l/11/0 
para el ,wh.nsle11111 r11ihllf'o como pr11·ado en hase a do/Os de gasto dt· I 998 y di' ma1ríc11/a de 2000. / /1 /,fe 111cluye 1w11h1é11 el gas ro 
en la educac:rón léc mrn su{lertor o 1erc:1urw d1:pe11d11:11/e del CHTf' rlc la ANFI' por la 11n[1fWhil1dud de desuxrew1r tales da/Os 
< ·011111 w1·11c11e /\ r:r:d (10/./· 290) "l'arn el"ª"º el<' lo l \'FI' 1·e con.miera el gusln d1r1x1do u educ:ac1ón 1111nal. pn111arw. 
1·cn111dm 10 .1 1h111c11 pm}<'Sl1Jt1al (111tl111da la ,'dulac11i111h111ta 1cru11na dchlllll a /11 1111pos1h1/ulud d.: de.wgrl'gorlr1) .

.. 

La reducción de la brecha enLre los proveedores públicos de enseñan7a y los privados -una 

disminución que también se aprecia en el área de la salud al examinar la evolución del gasLo por 

usuario en los ereclürcs estatalt.:s (/\SSI�) y los privados (IAMC)-, resulta de inlerés dc.;sdc una 

perspecliva analítica propia del csludio de los regímenes de bienestar, ya que indica hasta qué 

punto los sc.;rvicios sociales a los que acceden las personas a través del Estado, mediante el pago 

de impuestos y contribuciones, o del mercado guardan cierta similitud en términos de calidad. l .os 

regímenes de.; bienestar más desarrollados o robustos se caracterizan no solo por la universalidad 

de sus política,<, y por el acceso a las prestaciones en base a derechos sociales rc.;conocidos y 

mediante rnccani!-.mos institucionalizados, sino también porque la calidaJ Je lm. servicios que son 

provistos cn forma directa por el l�stado o por provcedorcs que son financiados con fondos 

públicos es similar incluso superior- a la de los servicios que se pueden comprar en el mcrca<lo.�17 

717 Aunque rn et.lucació11 la culidad t.le lns servicios puet.lc tlcpcndcr. en cierta mct.lida, de 1;1clon;� mil·1n (que opc1a11 
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Aunque en los ú l t imos diez años se observa una sign i ficativa reducción de la brecha con relación 

al gasto por estudiante entre los proveedores públ icos y privados en Uruguay, que teóricamente 

podría generar servicios de calidad más homogénea (med ible a través de d iversos indicadores 

sobre l a  dotación docentes, infraestructura y equipamiento), el sistema educativo uruguayo se hal la 

aún lejos de la paridad entre gasto por alumno en proveedores púb l icos y proveedores privados 

que exhiben los s istt:mas educativos de los países con regímenes de b ienestar más avanzados o 

desarrol lados. Como se puede advertir en la Tabla 4.5, tanto en los países con regímenes de 

b ienestar de corte socialdemócrata (los escandinavos), como en los países europeos con n.:gímcncs 

de carácter más corporativista y en los países con regímenes más l iberales o residuales, el gasto 

por alumno (en este caso de educación primaria) no d i fiere significativamente entre: las 

instituciones públ icas y privadas (dependientes o no del Estado). 

Tabla 4.S 

Indicadores de gaslo anual rotal por estudiante en instituciones de educación primaria en países seccionado.� 
de F. u ropa occidental y los Estados Unidos de América. Circa 2011. 

Gasto en Gasto en 
instituciones instit ucioncs 
l'ÜBLICAS l'RIV/\DAS 

dependientes 
del l'stauo 

Norncga (Nurwcgian Krnm:) 111699 56822 
Finl3ndra (Euros) 740(1 8182 
Suecia (Swcdish Krona) 83619 91582 

Francia (Euro) 6196 4075 
Alemania (Euro) (2008) 4756 5668 

Rernu Unido (Pound Ste1 l ing) 6764 SDli r l 
F.stados Unidos de América 11211 Ni\ 

Gasto en 
instituciones 
l'RIV/\D/\S 

independientes 

Ni\ 
Nt\ lr l 

Ni\ 

2071 
Ni\ 

9050 
8316 

(iastn en 
instituciones 

l'tJBLIC/\S I Gasto 
en instituciones 

PRIVADAS 
dependientes del 

Estado 
197°/., 
lll!% 
91'% 

152% 
114% 

SD 
Ni\ 

Gasto en 
instituciones 

l'ÚBLICAS I 
Gasto en 

instituciones 
l'RíVAl>/\S 

independientes 
Ni\ 
Ni\ 
Ni\ 

29?'Yu 
Ni\ 

75'% 
135% 

1-·uen1e: eluborac1ó11 propw a par11r de da1vs de fu OC/JE (l11tµ:llstu1s.vec:d.vrgllndex.asp.x? OatasetCode RGNA /JSTYllJ. cxlrufda 
el 1310312015. 17: 03. 
Nmus: /1} No ap/(('a: /11 / Sm dr11()s. 

La revisión de las principales transformaciones o innovaciones operadas en el s1..:dor tk la 

educación pública durante los dos primeros gobiernos de izquierda en Uruguay permiten advertir, 

a niv<.:l 1fo aula o ec.:nlrn cJue<Jtivo) e inlangibks (4uc.: no dcrc.:nJc.:n lincalmenlt: Je: los n:cursos linancicrns tk:;LinaJos 

a rrmlucir bicm:s t) servidos cJueativns), t.:I volumen Je rc<.:ursos que se dcslina ::i la cducación por alumno es una Je 

las variablc.:s princ.:iralcs, o la más relevante:, r;ira determinar la ealidod de c.:nseñanza. 
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por un lado, una tendencia al fortalecimiento del Estado en el campo educativo, a l  menos en tres 

n iveles. En primer lugar, la sanción de la nueva Ley de Educación podría ser considerada una 

expresión de fortalec imiento de la rectoría del Estado, tanto por sus componentes llogmátieos 

como por la i ntroducción de algunas ámbitos institucionales que jerarquizan el rol llcl M i n isterio 

como cabeza del Sistema Nacional de Educación Pública (aunque sin a l terar e l  particular carácter 

dual o bicéfalo -MEC y /\NEP- de la conducción de la educación pre-terciaria pública). En 

. egumlo lugar, el  incremento llel presupuesto estatal destinado a la educación públ ica supone, 

también, fortalecer la capacidad de las instituciones estatal como proveedoras de servicios 

educativos y reducir la brecha de gasto y calidad con los provccllores privados. En tercer término, 

l a  expansión de la cobertura públ ica en algunas n iveles de educación (en particular, en la  educación 

tcn;iaria) y en algunas áreas geográficas (e l  interior del país) también puede ser considerada un 

avance del Estallo en el campo educativo, aunque no haya modificado en forma signi ficativa la 

d istribución de la matrícula entre el sector públ ico y el privado.21R 

Si  bien se podría afirmar que las l íneas de pol ítica impu lsadas fortalec ieron al [stado en e l  campo 

de la educación, que profundizaron un sesgo pro-l�stado que las reformas iniciadas a mediados de 

los años noventa ya plantearon (en un marco de legados de política h istóricamente cstatistas), 

resu lta evidente al comparar e l  sector educativo con algunos lle los otros p i lares del régimen de 

b ienestar uruguayo (en particular, d área de la salud) que las dos primeras administraciones 

frentistas no plantearon una reforma estructural o la creación de un '·si tema nacional in tegrado"' 

de eduL:ación. Si bien el d iseño institucional de la educación públ ica uruguaya ( la  autonomía de 

las instituciones de enseñanza pre-terciaria y universitaria) impone poderosos límites u obstáculos 

a cualquier gobierno para impulsar con sus propios recursos políticos reformas cstructurales219, 

ZIR l�n i:sla <lirccc.:ión
. 
seria la uno <lc lo' c111rn·i,Latlns: ""(l· n cc.lueaeicin. cn) lo que se al'ur1::ó ... .fue 1!11 1/lla 1111el'(JJiir1110 

orgwu.:ativü del .1iste111t1 educativu, (cn la sam:iún <lc) 1111lJ 11ue1·a ley. que era un objeti1·0 ¡mlítico en 2005 ( ... ) l'umlnén 

(se Jva1110) e11 Nlucocilin. (en) L/11 r111nw11tn im(lnrtn111e de las prt!.1·1m·io11es ecr111ám1cos. (lo cual) no r/1• /os t·o.1·11s que 

estaha11 ¡1/o11tet11los e11 el programa de gohier1111 /·,111 se logro. y Uruguay mejord .1·1'11.11hl1•me11te e11 1•/ co11te1to 

i11IC'nuw1r111ol ( ... ) 1�·11 tér1111110.1 dC' log1t1" (c.:tlucativos). \'IJ t!irío 1¡1w l'I ma� i111¡mrtn11te <'11 C'stos die: oños jue lo 

erte111·11i11 rle lo l'fl11c11d1í11 terciaria ... t1 todo d /l(IÍS \ n 1·c re 11111clw ¡1orq11e se lwhla llll'/10.1 el<' eso ¡>c!ro 1o crc!u11m· 

c•s has1w11e mús importante, (lo) cual termino e11 1015 co11 lo l'l'l'antÍ11 de tres cr1111¡ms v ce11tro.1 regirmales de la 

( l1111·er.11dr1rl de la Neptili/ica, (un) 1ncreme11to d('f miml'ro de correros y de matriculo ... 11( ( • I 

�"' 1 1 ,jgui..:nli.: fragm..:nto tl..: un;.i de las enlrc•islas rcali1a<las r..:sulta cloeucnlc ..:n cslc "l'lllido: "(Fn cd11c.Jc.:iú11) í!I 
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una ele las claves señaladas por vanos actores como condición rmmana para desarrollar una 

transformación de gran calado es la decisión política y la disponibilidad de un programa de 

reformas. La estrategia de cambio adoptada parece haber sido más la de la transf'ormación 

incremental y sostenida que la de una redefinición estructural. En ese sentido, la visión del 

Presidente del CODlCEN de la ANEP durante la primera administración de gohicrno del Frentc 

Amplio, Luis Yarzábal, expresa esa posición política y un paradigma o concepción de los cambios 

en educación: ·· ... no creo que se deba plantear en ningún caso una reforma punt11al del sistema 

educativo. Las reformas son traumáticas y producen los resultados que se produjeron aquí: 

dislocaciones, traumatismos, enfrentamientos que no convienen a la educación. Yo me alilio a 

quienes impulsan procesos de transformación constante. F.s lo que tratamos de hacer en esta 

gestión. "22º 

4.5 Fortalecimiento de la seguridad social y expansión de la protección laboral 

Desde comienzos <le los años noventa hasta el arribo al gobierno nacional dd Frente ;\mplio, el 

sistema de seguridad social y el campo de la protección laboral experimentaron rcrormas de 

moderado signo liberal o pro-mercado, heterodoxas si se las coteja con otros procesos de cambio 

más radicales o cercanos a la dogmática reformista de los años ochenta y noventa que se 

desarrollaron en algunos países de la región en esas décadas. Mienlras el histórico sislema de 

seguridad social incorroró en la segunda mitad de los años noventa un pilar dl: ahorro individual 

gestionado por adminislradoras privadas de fondos previsionales (manteniendo al mismo tiempo 

algunos de sus rasgos hislóricos, como su carácter fragmentado y estratificado del sistema), en el 

campo úc las relaciones laborales se observó una tendencia al retiro del Estado como regulador o 

árbitro de la negociación enlrc empresarios y trabajadores: cl gobierno úcjó de convocar los 

Consejos de Salarios en 1 <)92 y comcn7.Ó a promover la flcxibilización laboral cn un marco gcn¡;raf 

de apcr!ura comercial y dcsregulación de la economía. ;\ diferencia cid sector cúucalivo o del 

primc:r /)l'ríodo./ue f'lw·o111<'llf e ,,¡riel e.\/iwrzo pre.rn¡mestol y el sr'.l!,1111<10 ( L: 1 dd) 111mtf l'11i mil!nlo y trotflr de i ncre111entr1r 

un poco más ( ... ) J Juv t1·111r1s i11stitucio11ales, hay 1111r1 m11011om1u 11111y mnffmla .. cnlrmcr·s, cuulq11ier cosa q11e \t! le 

propusiera u estos orga11ismos ern o/ector la uutonomiu, todo u11 lvt110 de diseño i11s1i1ucio110/. ·· l lC( i 1 
220 Luis Yur/.ábal. l'resitknlt.: J¡;J Consejo l)ircclivn Central cJc la ANEI' entre 2005 y 2()1(). Cilauu pm fkntancur )' 

Mam:cbn (20 l O: 261 ). 
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campo de la salud, donde se pueden advenir durante esos años algunos avances del Estado como 

rector, regulador, financiador o proveedor de políticas, servicios y prestaciones, en las áreas de la 

seguridad social y la protección laboral se registra un cierto retroceso del Estado y, 

consecuentemente. el avance de lógicas de gestión mús propias del mercado que del sector público. 

/\este cuadro de situación, se suman los impactos negativos sobre el mercado laboral y el sistema 

de seguridad social que provocó la recesión que sufrida por la economía uruguaya entre 1999 y 

2002: la caída por cinco años consecutivos de la lasa de empleo, de 54% en 1998 a 48% en 2003 

(Gráfico 4.23) y la disminución del registro en la seguridad social de las personas ocupadas (de 

<>4% en 2001 a 59%> en 2004 (Gráfico 4.25). 

La agcmla electoral del Frente /\mplio hacia los comicios de 2004 no eontcmplaba una propuesta 

de reforma estructural o sistémica en estos campos de política, pero sí incorporaba una serie de 

orientaciones o propuestas que tendían a re forzar la presencia del Estado: el lortalecirnicnto del 

pilar solidario del sistema ele seguridad social y de los controles sobre las administradoras priv:.idas: 

la lkxihilización de las exigencias para el acceso a las prestaciones (jubilaciones y pensiones); la 

expansión de otras prestaciones de seguridad social frcnlc a riesgos; el restablecimiento de la 

negociación colectiva como mecanismo para determinar salarios y otras variahles clave en la 

relación entre empicados y empleadores. P.n cierto sentido, la agenda propuesta por el Fn:nlc 

/\mplio transitaba entre una suerte de restauración de los legados de política en estas dos arenas 

de política� su '"rccalibración" (Pier-;on 2001) o adaptación ante nuevas demandas_!'.!' Estas nuevas 

orientaciones o prioridades en materia de seguridad social y protección laboral se planteaban en 

un escenario de recuperación de la economía y de fuerte incremento de la Lasa de empico. que 

gcncraba condiciones propicias o favorables para la implementación de una agenda expansiva en 

materia de políticas de seguridad social y protección laboral. Corno se puede apreciar en el Gráfico 

4.23, tras la fuerte caída del empico registrada entre 1998 y 2003, la tasa de empico comicnn en 

2004 a cxpcrimcn(ar un sostenido crecimiento (en 2006 ya había alcanzado el registro de 1998). 

'!I 1·n esta dirt:t:ciú11. sc11ala uno J..: In-; cnlr..:1 isiudos: .. F11cl11H1d1·/o laht1111! . r-r1•n 1¡11e 111 n·/i-re111'i11 (<le las reformas 

n innovm:iom.:s dcsarrnllad•ts por los gohkrnns <lcl Fn:nh.: /\111¡ilio)/11e l!I pmf7io l 'm�11ay (y) /11 <'V11h11wiá11 r/1• los 
111w/icie11ci11.1· que le11i11 el modelo, que le11í11 1nrn/icie11ci1JS inler1111.1 11 e\ll!r11as. f,11s (insulici..:ncias) imer1111s l'rt111 111 

/11/10 de n1her111ro f7Wºll r11rales. púh!tc:o.� v r/0,,11;.,./lros, v (las) erl1•r110.\ p1011 el canlerto e11 el que se rle.1orro/loho. 1 I 

.fuero .wulical. l11s 11•rc1·ri:::oci0t11:.1· v algunas o/rm.··¡ icc; 1 
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Gráfico 4.23 
Tasa de empico en Uruguay (p;1ís urbanulil). Serie 1986-20l4. 

/·ºuente: M1msteno de Desarrollo Soc1ul Observaron<> Social 
(!J_11p://observatonosoctal.m1des.guh.uv!Nuevo Tes1/porta/M1desVJIJ11d1cudores.phpll). en hase a daros de la Hncue.1·tu Cont1111ia 
de /logares del l11s1tlutv Nacional de l:.'studísticu. 
Notas: /1/ localtdudes de 5.000 y más hahtlunles. 

En este contexto, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Banco de Previsión Social 

impulsan una política tendiente a la rormali7.aciún del empleo y el incremento de los niveles de 

contribución de los ocupados al sistema de seguridad social.:!:!2 El aumento en términos absolutos 

(Gráfico 4.24) y relativos (Gráfico 4.25) de los ocupados cotizantcs a la seguridad social resulta 

llamativo por su magnitud, no solo con respecto a los años de recesión (lo que es cntcndihlc) sino 

también con relación a los años noventa cuando la economía uruguaya experimentaba tasas de 

crccim icnto significativas. 

222 't.:gún Husqt11.:ts ('.1.01 O: 19.+): "Durante el 2006 se i111rul�<.1rn11 y �e lngrarun arrobar iniciati\ as ti.:ndirnt..:s a 

inct.:nlivar la forma linción de empr..:sas y lrnbajadt1r..:s: se n.:gularon dt.:uda.s t.:on t.:I Bl'S (l.c) 17%3) . . .  l ,a nueva 

normativa permitió un aumt.:nto rele\'anLc: en t:I número de: lrah;.ijadorcs coti1.antes ... Sólo entre: l•lS aiios 2(1()(¡ y 2009 

se :iument!Í de: 1.115.000 a 1.31 O.OtJO los cotí?antcs, n sea, aproximada111<.:11t.<:. 200.000 nuevos rnti1.¡¡nt..:s:· 
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Gráfico 4.24 
Cantidad de cotiz;intes al Ranco de Previsión Social (cu puestos de trabajo) en Uruguay (total del pais). Serie 

l ')95-2014. En valores absolutos (miles). 

"· '°' ,.... C'C e-
C'I � :-. °" O' 
Q\ C. C' C'l- C:-- - -

Q - ""I - - -
� � � 

l·uente· Ob.ferrntonn Socwl del M1111steno de l)esarrollv Socwl (h11rrlloh.w:r'l'atormsocwl.1111des.gyh.ul'lportalM1deslll) en hase 
"datos del Nmll'o de l'rt'1'1.ruÍll Soc'llll 

Cr:íficu 4.25 
l'ersonas ocupadas cnn registro en el Sistema de Seguridad ocial en Uruguay por área gengrafica. cric 

2001-20 1 4. En porrentajc. 

•r. o o .... o 
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76,I 710.S 

..... ,., 
e e "' ... 

-- Pai' 11rh;1n11lil 
-•-Tolal nacional 

Fuente: elaboruc:uín propia a partir de i11jormac:1ón del Oh.1·ervatono Soual dt:I Mm1ster111 de I )esarrollo Soc111I 
(Í!JJJ1: l/ohserl'atoriosucwl nudes. truh. uv/Nueva 'l'est/1mrlul Mides V 311111/icadai:g,uJlt¡; Ji). 

fl.111a /1/ lacultdade.1 dr: 51100 y más hah1ta11/es. 

Como se advierte e11 el Ciráfico 4.24, enlre 1995 y 2003 la población colizanle al Ranco de 

Previsión Social cxpcrimcnló leve� os1,;ilaciones (rondó los 900 mil colizanles con un registro 

máximo de 967 mil en 1998 y uno mínimo 1.k 846 mil  en 2003). /\ parlir de 2004 la cantidad de 

cot innlcs creció en rorma significativa y sostenida hasta alcanzar en 20 14 casi un millón y medio 

de aporlanlcs. t:n un país con escaso 1,;rccimicnto pobla1,;ional. 1-::slc avance supuso una fucrlc 

expansión <k la protección de los trabajadores a través del sistema de seguridad so1,;ial y, también, 
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un fortalecimiento de las hases de sostenibilidad financiera del sistema. El porcentaje de ocupados 

sin registro en el sistema de seguridad social dcst:cndió de 40.7% en 2004 a 31.5% en 2009 (tras 

el primer gobierno frcntista) para a lcanzar un valor mínimo de 23.5% en 2014 (Gráfico 4.25). Si 

se considera el universo t:Spt:cífico Je los asalariaJos, también se pueJ¡; constatar un incremento 

del nivel de afiliación a la seguridad socia l en Uruguay en el período analizado. Como se puede 

aprel:iar en el Grá fico 4.26, d porcentaje de trabajadores asalariados que están afiliados a l a  

seguridad social creció en Uruguay diez puntos entre los primeros años d e  este siglo y 2013 (de 

76.3 a 86.4), lo que ubica a l  país al tope de la región seguido por Chile, Brasil, Costa Rica y 

J\rgentina (el clllsLer de países de "alto csfucrL.o de bienestar"). 

Gráfico 4.26 
/\filiaciones a lo.� sistemas de segurid:ul social entre asalariados de 15 y más años de edad en A mérica Latina 

( 1 5  paises con informacic'Jn disponible, ordenados en forma decreciente por su rcgislro más reciente). Dalo 
entre 2000 a 2004 y circa 2013. En porcentajes. 
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N11!11s: /1/ da/o no d1s¡1011t/1le; /11/ el pn111er dalo c11rrev11111de o 2005: /111/ el primer dolo r.;orres¡J<111de a 1991); /1v/ 11romcu/10 
simple e11111� los paises. /1·/ t:I primer doto rnrresrmlfllc o 20116 

1:n 2007, del mismo modo que l:n otros campos de política social, el gobierno instaló el Diálogo 

�obre la Seguridad Sol:ial, motivado. en parte, por la prcocupac i <ín nt:crcn de la sostcnihilidad 

financiera del sistema a mediano y largo plazo. Con tal propósito, la Comisión lntersectorial d0 
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Seguridad Social que había sido creada en abril de 2005 por resolución de la Oficina de 

Planeamiento y Presupuesto convocó a distintos actores a formar parte del diálogo. :!13 Escc proceso, 

que i nvolucró como actores principales a la central s indical y a las organizaciones empresariales, 

buscó generar una serie de acuerdos que se pud ieron plasmar en refónnas legislativas orientadas a 

fortalecer el sistema de seguridad social, amrliar su protección y ajustarlo a nuevos requerimientos 

del mercado y la sociedad. Si bien algunas reformas legales fueron planteadas con anterioridad a 

este proceso e.le concertación, ya que formaban parle de la agenda de los repn.:senlantes de los 

trabajadores en la c.lirccción del B P  , las organizaciones de pasivos y algunos sectores del Frente 

Amp l io, el Diálogo sobre la Seguridad Social contribuyó a producir  varios de los proyectos legales 

que el Poder l�jecutivo rem itiría al Legislativo a partir de 2007. 

Entre las orientaciones de política que se advierten en los primeros años e.le gestión de Prenle 

Amplio, y que son refo17adas por las conclusiones del '·Diálogo sobre la Seguridad Social". 

aparece la llexibilización de los eriterios para acceder a las jubilaciones, con el rin e.le asegurar el 

acceso a estas prest::iciones a personas que no cumplían con los requisitos establec idos, pese a 

haber aportac.lo al sistema por un largo período: ''Como resultado directo de esta primera 

experiencia de DNSS, se (elaboró y aprobó) la ley que flexibiliza el acceso al rég imen jubilalorio 

(Ley 1 8395).  Esta última a partir del d iagnóstico que elaboró el Equipo de Representación de los 

Trah<�jadorcs en el BPS (ERT-I WS), que mostraba que la legislación vigenle (Ley 1 67 1 3 ) 

establecía una serie de condiciones que complicab::in el acceso efectivo a las prestaciones para un 

conjunto muy importante de trabajadores. La ley de flexibilización de las jubilaciones modificó un 

conjunto e.le parámetros clave. Se redujo el número de años de aporte mínimos requeridos (de 35 

años se pasa ::i 30), la edad de jubilación (pasa e.le 65 a 60 años para hombres y mujeres) y se 

bonifica a las mujeres con un año e.le aporte por cada hijo nacido vivo (con un máximo e.le c inco) 

con el objetivo de disminuir incquidac.lcs Lle género. l:sta ley permitió qu1.: s1.: jubilen un conjunto 

importante de personas. en part icular rnuj1.:res, y solamenlc en el año 20 1 O, 23 mil jubilaciones 

m Scgli11 l l u:-.q11l:LS (2010: 191-192): ·· 1 · n  j 1 1 1 1 10 de 2007. el gohicrno. prl:rn.:upad11 pur la cohl:rLllra pn.:si.:11ti.: ) Ji.Hura de 

la scguridaJ sm;ial. por 111cdio 1.k lo (Comisión lntcrscclmial dc Seguridad Social), inslalú el Dialogo Nacional sobn: 

o.;l:g u11dad �nci..il .  . .  1::-.W moJ::iliuao oc i11LcrmcJi.Jrn·1 11 J..: inLcr..:sc� ut 1 l i1aJa pm el gnhi..:rnn ,i.: di•a.1nci1í dc las 

npi.:rirncia' d..: procesos de rdiirma lk\'ados a callo l:n J 1)79 duranlc l:i dictadura. y en I ')')';. durantc Ja segunda 

pn:�1dc11cia del 1 )1 • .lulin 1aria Sanguini.:tti."º 
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compularon años de trabajo por h ijos, lo que representa más de la m itad de las jub i lac iones 

otorgadas en ese año." (OIT-ICO s/d: 63). En la m isma dirección, fueron impu lsadas reformas 

legales que ampl iaban y flex ib i l izaban el acceso a otras transferenc ias contributivas.224 Con el 

propósito de ampliar y ílcx ib il i7ar e l  acceso a las lransfcrcncias de la seguridad social, se introdujo 

una reforma legal al régimen de "pensiones de sohrevivencia"225 ( Ley 1 8246) que reconoce al 

sobreviv ienle de una unión concubinaria226, bajo determinadas condiciones o cx igencias, los 

mismos beneficios frente a la seguridad social que en cl caso de una unión matrimonial. 

Aunque no fueron p lanlcadas reformas de carácter cslructural oricnladas a desmantelar el sistema 

mixto, algunas acciones impulsadas por la vía de Decretos de l Poder �jecu livo, resoluciones del 

RPS e iniciativas legales buscaron refol7ar los controles eslalales sobre las admin istradoras cJc 

fondos prev is ionalcs o reducir su mcrcacJo o cobertura. L::n ese marco, se dcslaca la resolución del 

BPS adoptada en la  primera acl m i n istrac ión frcnlista que recJucía el porcentaje cobrado por 

República ¡\ f-' ;\ P  ( la  principal admin islradora) a los lraba.iadores por la administrac ión de sus 

cuentas tic ahorro227, la apertura por Decreto en 2008 cJc la  pos i b i l idad de dcsafi l iación al rég imen 

224 Sohn: este punto scriala l�nsscl (20 1 6: 1 1 7) :  .. /\ partir de 2009 se llc\' ih i l i zan los criterios de :.iceeso a ( la juhilaciún 

pnr cdad <1var11ada, eom.:spondicnte :i pcrson:.is dt: sctenta uños n m :is de edad con quince de aportes). Se agregan 

comhinaciones de 69 años dc edad y 1 7  de servicios, y 68 y 1 9  de servicios. A p:.ir!ir de 20 1 O se agregan las de (i7 
uño� dc eJaJ )' 2 1  de serYicius. (iú :.iñns de edad ) 23 de .¡ervicios. y 65 arios de edad y 25 de scrYieios:· l · n  esta m isma 

l inc::i se sumará en :W 1 3  l::i 1 C) 1 ') l l>O que .. estableció un n!gimen J..: jubi lación p:.ircial h:.ijn ciertas wndiciunes X por 

la cual) entre otros bent:lici:.irios. (podrí:.in) acogerse los trabajadores que optarnn por la causal dt: jubilaciún común o 

ror edad avamada 4ue (estcn) dt:scmpcñando solamcnlc st:rvicins como dcpendicntes. por un único emple::idor, o en 

:.ictivid:.idt:s con afi l iación de.: indLrstria y corncrcio o rur:.il ) dorrn:stica:· ( l hid.) 

m l�sta transf'crc11cia de larga dala en d sistema dt: seguridad social de l Jruguay es paradigmútica dc los esquemas de 

scguridad sociill hasados en el cmpko formal y en el  lradicinnal moddn de male hrearl11111111er /ami�v (lipico dc l<Js 

primeras etapas l) r.1sc.::-. dc cxpansiún de la :.ociedad induslri:.il), do11th: sc busca m;egurar a tra és de lil segurid<1d soLial 

el bicncsl:.ir de lo famil ia Lra� l;i mucrte del trabajador jcll: de hogar. de su viuda c hijos. 

�2" /l.rL 1 4: · · 1 .as t:oncubimts y los concuhinn:.. e r 1tc.:ndiéndose por tales las personus 4uc, hasta e l momcnlo de.: 

configuración de la eaus<rl. huhicrun mantenido con el 1:t1us:.i11tc una wnvivcncia in intcrnrmpida de :.il menos t:inco 

<Jños cn unión t:ont:uhin:.tria dc 1:;idt:lcr cxclusivo . si ngular, estahlc y permanente, cualquiera sea su scxo, identidad, 

oricnweiún u upción �c,ual . . . ·· 
227 1-.n cstc �entido. seriala nusquc.:Ls (201  O: 11)-1 ): ··1 .1 pn.:sidcntc del Bl'S. Emcsto Murro, :.iproh<í dos medida.� de ajuste: 

la rcha ja de lus t:omisioncs 4ue se cnhruhan a los trnhajadorc.:s por parle de República AFAI' y la transll:rencia� u 1:.i� 
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de ahorro individual obl igatorio para algunos sectores de trabajadores, y la Ley 19 1 62 de 20 1 3  

("Régimen de ahorro ind ividual obl igatorio'') que abrió l a  pos ib i l idad a los trabajadores que en 

forma voluntaria se habían i ncorporado al sistema m ixto de dcsafi l iarsc de las admin istradoras de 

rondas previsionales.228 Más al lá del impacto que estos ajustes provocaron en el sistema mixto, 

parece claro que desde el ámhito del BPS y el MTSS existió la voluntad de reforzar el pi lar 

solidario del sistcma de seguridad social ( l o  que podía suponer una reducción de la cobertura o el 

mercado de su p i lar privado) y reforzar los controles sobre las adm i n istradoras de fondos 

previsionales, aunque s in  l legar a plantear una nueva reforma de carácter estructural que impl icase 

abandonar el sistema m ixto, ya que no hubiese logrado el consenso de todas las fracciones de la 

coal ición. 

/\demás de implementar reformas para raci l i tar e l  acceso a las jubi laciones y las pensiones 

contrihutivas, el primer gobierno frentista impulsó algunas reformas legales con el propósito c.11.: 

extender y ílcx ibi 1 izar el acceso a las trans forcncias no contributivas. l�n rarticu lar, se destaca la 

Ley 1 8241 promulgada a fines de 2007 (de '·Subsidio otorgado por el Banco de Previs ión  Social a 

personas carcnciada entre 65 y 70 arios'') por la que se aseguró que las rcrsonas entre sesenta y 

c inco y setenta años de edad de '·hogares que (presentan) carencia. criticas" sin cobertura de la 

seguridad social reciban una trans l"erencia no contrihutiva (Asistencia a la Vejez), adm in istrada 

por el M i n isterio <le Desarro l lo  , ocia!, hasta cumpl i r  sclenla años y estar en condiciones de 

comenzar a recihir una '·Pensión por Vcje7'' provista ror el BPS.  Dcl mismo modo que la Ley 

18395 flex ib i l izaha el acceso a la jubi lación para algunos segmentos <le la pnhlación. esta rerorma 

del régimen de pensiones no contributivas incorporó a la seguridad social a adultos mayores que 

atfrninisln1tfnra" de lontfos pn:visionalcs tfc los Cll�IOS de n:cautfaciún tfc aportes."" ( '¡¡he �cñalur 4 uo..: CSla ultima rnctfilla 

lldiilÍ ser ahandonatfu a (;tlllSCCUCIH:ia lle un lallo lid 1 ribunal tfo..: In C "o11lcm:ioso /\llrninislralrvo frcnll: a una accion 

tic nulillatl presentalla por l Jniún Capil:.il /\l:/\I' .  

n x  01 1 /I C' I )  (sh.I: 63) :  "( l .a) le) prc\.! dos escenarios. el primcro h<ihilita la llcsaliliaciún pcrrnancnlc al sislcm;i mixto 

lle lo:-. 1rabaj.illorcs 4uc sc h,in afilialln u pesar t.lc no c.�tar ohl igallos rior haber Lcnillo • 10 o nüs aiios cu mrl i llos cn 

1 996. 1.1 -;cgu11ll11 csccn;irio posihilita a cjcrccr la opciún tic n:vocucicín de aporte� a a4ucllus ricrsonas 4uc haya11 

rc,tli1::itlo \11luntariarncntc la opción por el artículo R lle la 1 C) 1 (i 7 1 1 � 4uo..: tcng;.m cntrc ..JO ) 'i(I :.11ios tic ..:dad 
.

. 
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no percibían n ingún Lipo de prestación e.le! 

sislema.229 Las n.:formas legales y 

administrativas referidas a las pensiones no 

contribulivas ror vejez o inval idez 

determinaron, como señala Rossel (20 1 6: 

1 20- 1 2 1  ), un aumento sign i ficaLivo de la 

población cub ierta por el sistema de seguridad 

soc.;ial (Gráfico 4.27). 

Otro de los componentes principales e 

h isLóricos del sisLema de seguridad social 

uruguayo en el que la admin istración !"rentista 

inLrodujo modi ficaciones con el propósito de 

ampliur coberturas y prestaciones rue el 

ri;gimcn de J\s ignai.: iones Fami l iares. Si bien 

Gráfico 4.27 
Evolución del número de Pensiones no Contrihutivas 

por Vejez e Invalidez e11 Urul!uay. 

57 5656 

Serie 1 993-201 S. En miles. 

61 60 61 60 60 -· 5960 61 
s� �i 

65 
63 

Fuente: elahorac1rín propw a partir de datos del Ohsc•rvutono 
Social del M1111sten11 de /)ernrmllo Socwl 
(!JtfJl-t.· llhs1'/'\�J/t11'/11SO''l(l/ lllllieS. r;uh. U\' A 111•1 ·11 ) l'S/ /i_!_•('lul �ful<!�' 
f.1.JJ1fl.1_c¿u_rlorcsphn.JJ. Nolas: /1/ pro111ed10 me11s11ul e/1/re enno y 
du:1emhre. 

las Asignaciones Fam i l iares ya habían experimentado en los dos ú l timos gobiernos del Partido 

Colorado reformas legislativas tendientes a transformarlas en prestac iones no contributivas 

focal izadas en fami l ias de bajos ingresos ( las leyes 1 7 1 39 de 1 999 y 1 7748 de 2004)2rn, f"uc la 

reforma impu lsada por e l  Frente Ampl io en 2007 la que consol idó esta transición. En el mari.;o de 

la elaboración del Plan de Equidad durante los primeros meses de 2007, e l  gobierno decid ió crear 

un nuevo Régimen de Asignaciones f.'ami l iarcs d irigido a las fami l ias con niños y adolescenll.:s e.le 

menores recursos, con una trasferencia monetaria signi ficativamente mayor a la que brindada hasta 

ese momcnlo a truvés e.le! régimen contributivo Lradicional. 

w• Además d.: la l\:nsiún por Veje/ (creada muy lcmpranumcnlc en 1 9 1 9 )  y di.:I subsidio a las pas1>11a.� ca1 cnciadas 

cnlrc 65 y 70 J1ios tic ctlatl, d sistema de seguridad social cucma (tamhién tl1:sd1: lo� aJios vcinlt:) con una Pensión por 

lnval idl:/. l .n el marrn tic la políti1:a de llcxihil i1aciti11 ) a111pli<iciún del ac.:t:cso a la.� pn;stacinn1;s no cnntrihuti\ a�. a 

pariir tic 2 0 1  O las personas con discapadtlad 411c desean acogerse u csll.l Lranslcrcneiu son elo. imidas de dcmos1rar quc 

poseen ingresos 1nsuficicntcs para su manulenci6n. 

210 Según Ro�sd ( ::!() 1 6 :  1 22): ·· . . . desde lu cnlrudu en \ 1gor tic la l .c) núm. 171 ]1) ( l 91J9) ) �u c.:\lcnsiún en �00-1, se 

oturg.i el dc.:rcd10 a l a  asignación familiar a lodos los ' hogares con menores recursos·. l�si.: ca111h10 i m plicó lu 

in1cg.racic)n d 111�1s Je �00.000 niños � aJoksci.:nti.:s." 
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/\unque e l  nuevo régimen nunca íue presentado como una extensión en el tiempo del Programa 

'· I ngreso C iudadano·' del PA ES (que debía final izar en 2007), esta nueva transferencia permitiría 

a muchos hogares que habían sido cubiertos por e l  programa entre 2005 y 2006 (mayoritariamente 

hogares de bajos ingresos con n iños) sustituir los recursos que Jejarían de perc ib ir  tras la 

final ización del P/\NES. En 2008 se comenzó a aplicar e l  nuevo régimen de A signaciones 

Fami l iares ( Ley 1 8227), que pretendía a lcanzar a medio m i l lón de bencffoiarios en 2009 (más de 

la mitad de todas las personas mcnores de 1 8  años). En 2 0 1  O el  BPS pagó, aprox imadamente, 402 

m i l  prestac iones a través del nuevo régimen y 1 69 m i l  por e l  tradicional (contributivo), alcanzando 

así una cobl!rtura levemente superior a l  60% con relación a la población menor de 1 8  años.211 Del 

m ismo modo que con las otras prestaciones que brinda e l  sistema de seguridad soc ial  (jubi laciones, 

pensiones, seguro de desempleo y subsid io por maternidad o paternidad), la reforma introJucida 

en e l  régimen de asignaciones fami l iares determinó un aumento de la cobertura (que ya se hahía 

in iciado en e l  4u inquenio anterior, producto de las dos reformas legislativas precedentes y del 

crecimiento de los hogares con carencias a consecuencia de la crisis de 2002). 

Como se puede apreciar en e l  Gráfico 4.28, luego de una sostenida d i sm inución que se registró 

durante los tres primeros gobiernos post-autoritarios (de 460 m i l  prestac iones brindadas por año 

entre 1 986 y 1 989 a 3 5 1 m i l  entre 1 995 y 1 999), comenzó una tendencia al crecimiento que se 

consol idó a partir de 2008, alcan7ando n iveles de cobertura próximos al 60% de la población 

menor de 1 8 años. 

'11 Los <fotos c;om:spondcn a /\marante ) Vigorito (201 2). Si M.: suma a e!ilá pohlaeión lo:. hogan:s wn niño:- qu1.: 

rcali1an dcduccinncs dl'I impuesto ;J la renta a la person;ts llsieas. prcdsamcnlc. por lencr menores a su cargo (por lo 

lantn. l<1 n:nuncia lísc<.11 4uc el E.stado reali:ta a li1vor tk: lo.� hogares con niiios). M; podrí<.1 <1lirnwr una muy ampl i<1 

prnpnrei6n d1.: los lrngarl's cnn nifüis y adolcseenks n:cihen del l·'.stadn apoyos monetarios por tcncr mcnnn.:s de edad 

a su cargo, y:.i se:.i :.i lraves de lr::i11slácm:ias tl in:ctas (de hase rnntrihutiv:.i o no contributiva�) o de devoluciones 

impositivas. Desde luego. tanto por el monto tle esws upo) os moncwrios eomo por los criterios c�tabil:t:idos para 

JCccdcr a cstJs transkn·neias o dc..,olucioncs de impuestos. rcsulla evidente el cará<:Lcr cstral i líe ad o tlcl apoyo provisto 

por el l·swdn :.i las fomilias rnn niños. determinado pnr su nivel di.! ingr1.:sos. 
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Gráfico 4.28 

F.volucic'm del número e.le Asignaciones Familiares en U ruguay. 

Promedios por período de Gobierno entre 1 986 y 2 0 1 4. 

Prumcclio 
1 911<>- 1 9119 

rrnnmJiu 

19911- 1')9-I 

Promct.lio 

l??S- 1?99 

Promedio 

2000-200-1 

Promedio 

21105-21109 

l'romcdio 

21110-201-1 

c:::::::I A•i¡:nacioncs Famili:m·., - Hcndiriarius liJ c::::::J Población 0-17 años (iiJ - Prurn. /\.1':1111. / Prom. l'oh.(0-17) 

Fuente eluboracuín flrll{ltf/ a partir de datos del Hl'S (lt11n:l/111ww.bt1.1·.guh.u1•ll 3]8/estud1st1cus lttm/J )' proyl'l·cumes ril' pnhlor1rin 
del I NF (f1//Q;f/1�w. me. guh. uv/wehls¡uestle.'il_!l!.!.!K.!!J.!.L�±JJ.rl!J'ec:c:11111es). 

Notas· /1/ l11d11ye henefic:1arios prc11a1ules. lnduye l.eye.�: 15 118./, llo¡;;ans de Menores f<pwr.m.1· 1· 18. 227 (l'lao de Eqwdud).  / 11/ 
los datos de pohlac:11ín Pnlre 1986 y llJIJ5 corresponde u la rel'l.WÍl1 de IY98 de pruyecc1011es ¡whlunr11111les, en /anlo los datos u 
¡1ar11r de 1996 corresponden a la rens1ón de 2013 

Por otra parle, la reforma de 2008 impl icó un aumento signilieativo tic los recursos recibidos por 

las fam i l ias a través de las asignaciones lam il iarcs. /\ 1 final tfe la primera admin istrac ión rrcnlisla, 
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e l  nuevo régimen cuhría, 

aproximadarncnlc, al 45% de la población 

menor a 18 años de  cdad212, con una 

Lransfcrcncia qu1.:, en  promedio, dupl icaba 

el valor de las transferencias del régimen 

Lrad icional .23 1  Como se aprecia en e l  

Gráfico 4.29, la reforma introducida por la 

Ley 18227 dc.:Lerminó un aumento 

sign i ficativo de los recursos transferidos a 

las famil ias con niños (mayoritariamente, 

de ingresos bajos y medios) a través de los 

d i stintos regímenes de Asignación Fam i l iar 

(de un estable 0.3% del P I B  registrado 

entre 1991 y 2007 a medio punto 

porcentual al final de la admi n istración).234 

La reforma de las /\ s ignaciones Fam i l iares, 

G ráfico 4.29 
Casio anual en Asignaciones Familiares ( todos los 

re�ímenes) en Uruguay. Años selcniunarlns entre 2004 
y 2010. En porcentaje del P I B  y valores ab olulo.� l i l .  

= \·lilloncs d e  IJSI) (precios 

n1nslanlcs de 2013) 

-Gasto / l'lll (%) 

tl.3% 0.3% 

2011-l 20116 20117 20011 

ll.49'Yo llAH% 

2.011') 21110 

Fuente: hasta 2006. Artm et.al (2009· 16); a parltrde 2007, dato.� 
de la Asesnría 1::c:onrim1ca y Actuaria! del Rancu de l'rewshin 
Sol'tul (httv.l/www.hps.f!Ub.uy/ l 3781es1ad1st1cas. lttml). 
Nora· [1/ Valores unuules expresado.\" e11 térm1110.1" reales 
dejluctados por IPC pmmed10 anual 2013 y co111•ert1dv a dólares 
por tipo de c:umh10 mter/Jancrmo venderlor promerltn 2013 ($ 
20, ./8). 

212 l�slimm,; i ¡\n cn base a dalos dc cobertura dd CNPS (2009: 1 07) y de población dd I N I· .. A csla cobertura, 

cnrn:spondc aiiadi1 la del n.:gimcn anterior, In 4uc <la como rcsullado una cnhcrtura global 4uc supera al 60% de l a  

población mcnor d e  1 8 aiios <le edad. 

rn En promedio 39 dólares mcnsuales en 2008 por niño n atlnlcscen tc a trav..:s tlel nuevo régimen frcnte a 1 1) dó lares 

por el régimen tratl ic ional (4 1  y 2 1  dtilarcs en 20 1 3). Dólarcs a prec ios constantes. Fuente: Asesoría l�wnómica y 

Ao.:luarial <lcl 11ancu <le !'revisión Social. 

'1" Si se suman la-; lransforem:ias monclarias que las familias con niños rccihicron tluranlc 2001) a Lravcs de los tlistinllls 

rcgí1m:nes tic JS ignae i<in familiar ) las trans l'crcncias que rccibi..:ron a lravé� tic la  .. rarjeta /\ I Í mc11tariaº', SC pucd..: 

afirmar 411e el 1 :s1ad11 tli.:stinó. a través tlcl sislrn1a tic scguritlatl social )' del M l DES, a cstc amplio univcrso d..: familias 

(prolmhlcrrn.:ntc. los Ltcs primans quintilcs de ingn.:so:.: buj n, rm:<l in-hajo y mc<liu) 0.6'}u del 1 ' 1 1 1, unJ p1 opur1.iú11 quc 

dupl i ca la par1i1.. ip::i..: ión que tuvo en cl 1 ' 1 1 1  el volumcn d¡; 1 0..:cursos trn11slcridns a través dc ª'ignacinncs famil i �1rc!> 

cnlro..: 1 ')1) 1 y 2007. C 'áleu los con base cn la 1nlormacio11 in<. luida cn /\rim. ct.al. (200'): 1 6) c 1 1t lormdci1ín tic! Bl'S 

(2008: 1 01) y 1 1 1 ). http://www.bps.guh.uy. C 'uan<ln se rnmparn a l lrng11a) con nlro'i pais1:s dc l o i  l l')! iún rnn n:lació11 

al cslU1.:r10 1 1 1 :icrocc1111úmico quc rcal i í'a cl 1 :s1atlo c11 lran, fi:rcncias 110 e11n1ribu1ivas u las famil iJs ( hásicamcnlc, cl 

nuevo Rt:gimcn dc Asignacion.:s Fam i l i arcs ) las Pcn�ioncs .1 l.i Vcjc1) se pu..:dc au\c1tir 411c el país s1.· uhit.:u --J¡; 

h1:cho, c11cahc1.oi cnire los paíscs tic la r1:giún quc <lc!>linan mayores pnrcion1:s d.: su l ' I H  a estas politicas ( Ver Ancxo 

IV. l"ahla A -1. 1 ). Asimismo. l 'rugua; sc ubica cn lrc los paises de la rcgión dnnuc las Lran�li:r..:11.:i;i, 1H1 con1rihu1 ivas 
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que generó una moderada expansión de la cobertura a través de sus dos regímenes (de 45% a 59% 

entre los quinquen ios de 2000 a 2004 y de  2005 a 2009), un aumento significativo de los recursos 

dirigidos a las fam i l ias (de 0.32% a 0.49% del P I B  entre 2007 y 2009) y un avance en términos de 

adaptación de  la histórica po l ít ica de apoyo a las ram i l ias con n iños a la nueva '"estructura de riesgo 

soc ia l"  (F i lgue ira et.al. 2005235), no formaba parte del repertorio de políticas o propuestas de 

reforma con los que el Frente A mplio in ició su primera gestión de gobierno. La reforma de las 

Asignaciones Familiares no había sido contemplada en la plataforma programática de la coalición 

para la campaña electoral de 2004, pero tampoco había sido considerada -al menos no 

públicamente- como un canal para transferir recursos a las familias en situación de pobreza 

extrema o mayor vulnerabi l idad al momento de d iseñar y poner en marcha en 2005 el plan de 

atención a la emergencia social. Más aún, otras alternativas más ambiciosas (e inéd itas en la 

historia del país y, por lo tanto, menos seguras) como una renta o ingreso un iversal -o, en su 

defecto, una transferencia monetar ia a las fam i l ias con muy altos n ive les de cobertura habían 

estado presentes en discusiones dentro de la izquierda en los años previos a la l legada al  gobierno 

y aun durante los primeros dos años de gobierno. 

l ,a opción por reformar las Asignaciones Fam il iares, mediante un nuevo r¡;gimcn no contributivo 

que comp lementaría al  régimen trad icional, como vía para seguir protegiendo a la familias -con 

n iños y adolescentes- de menores recursos, conjuntamente con el fortalecimiento de las 

transferencias no contributivas para los adultos mayores, parece haber sido, por una parte, una 

alternativa decidida en forma pragmática en los ámb itos en los que se discutieron las opc iones de 

rerorma (en particular, el  CNCPS), pero también una prueba de la potencia que tiene algunos 

legados <le política tlcl régimen de bienestar uruguayo, ya sean las transferencias monetarias a las 

familias a cargo de menores de edad ( 1 943) o las pens iones a la v�jez e invalidez ( 1 9 1 9). Sobre 

este punto, resulta de espec ia l interés el s igu ien te pasaje de una de las cntn.:vistas rcali?adas a 

quienes pa11iciparon en ese proc1:so tic decisión: '·Es más, (hubo) 1111u discusi<Ín . .  <JU<' liene <JUC' 

n.:prcscnlm1 un porccnlajc significativo de la l . ínca de l 111.ligcn1:ia ) aun de la f . ínca de l'uhrc1a: por lo tanto. 1:nlre los 

paí�1:s Jomk estas µresta1:ioncs constitU)Cll un alivio a las siluacio111:s Je pohrc1a e indigencia (ver /\ne\o I V .  ( i dlico 
/\.4. 1 ). 

"'� l�xprcsau.i por altos niveles tk i 1 1 formalidau labor:il y, por lo l:inlo, h<1,jos niveh.:s ele n.:gistro a la s1:guridad sotial 

de huena parle de l::is tilrnil ias con ni iios. 
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1·er wn el ingreso ci11daduno . . .  yo en aquel t110111e11to (2007) defendíu siKO de.fend;éndola la 

idea de /Jac:erlo universal y, en un 1110111e111v, dije (éste es) el momento paro ponerlo en el debate. 

porque adenuí.\· (estaba) en el pro¡.:rama de gobierno del Frente A mplio. Sin emharRO, (otros 

decían) ·vamos a tener que husc:ar allemativas. di.<;¡J(J.\'ilivo.\· que ¡.:eneren la mayor legilimidnd 

po.,·ible y lo menor discusión, (un) dispo,,·itivo que forme parte de lo cultura nacional' ;, Porque 

quién va a discutir (las) a.,·ig11uc:irme.\' familiures? ( . . .  ) Y me convencieron, está hien: nuevo 

régimen de AFAM (Asignaciones Familiares), pero hagámoslo generoso, amplio. de amplia 

cobertura. Y ahí .wrf(ió el nuevo régimen de las A FA M . . . " l ICGl 236 En la misma dirección señala 

utro de los entrevistados: ''(Con relación al) nuevo régimen de asignaciones .familiares . . .  había 

que dejar estipulado por ley uno lrall.'iferencio que permitiera el escalamiento (hacia) la 

univer.mlidod. Nosotros entendíamos r¡ue teníamos que r:enerar esa trun.�ferenciu y utilizamos 

una herramienta que tenía le¡:itimidad y la trr111sformt11110s. ( . . .  ) ;, Qué otra herramienta 

devaluada lom11mos? La pensión a la vejez y dijimo.\· tenemos un montón de gen/e que 110 lleKll 

a lm.- setenta aiios . . .  y así nac:e la asistencia a la vejez, (cuya definición) queda í11te¡;ramenle. más 

allá de que lo paxue el BPS, en manos del Ministerio de /Jesarrollo Social."L ICU 1237 

La institucionalizaci6n de las transrercncias hacia los hogares más carcnciados o vulnerables (la 

población que había cubierto el PANES por dos años) a través de reformas a políticas de apoyo a 

las familias con n iños (las /\signaciones Familiares) o a los adultos mayores (la pensión a la vejez) 

que el país había iniciado en la primera mitad del siglo veinte, desató cierto debate entre el 

oficialismo y la oposición con relación a la intervención del Estado mediante transferencias 

monetarias e impuestos directos para corregir desigualdades o redistribuir ingresos en favor de los 

estratos de menores recursos. Aunque estas reformas contaron con un amplio respaldo 

multipar!idario (las leyes 1 8227 y 1824 1 ), se rueden advertir algunos debates e.Je corte más 

21'' l .as negritas nos eorn.:sro11de11. 

217 1 .a..; n:forma� a las rol íticus de transferencias ( contrihul i vas o no conlribuli v;:is) del l·:staJo. 4u1: se plan lea ron como 

cumponcnlcs prini.:iruk, J1.:I "l'lan de l·.quicJad"'. pr1:lc11JíJ11 ..ihar1:<.1r a un amplio u1 1 1\1:1'0 de hngJrl.'.�. rrn lo  4uc. si 

hicn no se nodria rlanlcar que constituyen una arroximación hacia una lransll:rcncia universal. tampoco se las podría 

considerar típicas políticas focali1.aJas. l .as ncgrit;is no.; corresponden. 
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ideológico enlre <.:I olicialismo y la oposición por esos años, que expresan o rdlcjan un contencioso 

más general sobre el papel del Eslado como agenle reú istributivo.238 

Además de las reformas legales impulsadas por los gobiernos frentislas - íundamenlalmente, el 

primero con relación a las jubi laciones, las pensiones contributivas y no contributivas, y las 

asignaciones fam i l iares, se advierten en este período algunos ajustes en prestac iones de la 

seguridad social desti nadas a proteger y garantizar el ingreso de los trabajadores frente a ciertas 

hipótesis de riesgo. En este marco, se incorporó en 2007 al seguro de desempleo al trabajo 

doméstico, lo que permitió completar e l  acceso de LOdos los trabajadores de la actividad privada 

(OIT/lCD s/d: 56), y en 2008 mediante una reforma legal (Ley 18399) se introdujo una serie de 

m l·:I siguiente pasaje de prensa (RunqUl: posll:rior a la discusión sohre cl l'lan tlc l�quitlad tle 2007) i lustra claramente 

esa discusión erHrc el Frenle Amp l io y algunos referente� de la opoo;ición: ··Miembros de 111 opo.�icüJn ,\'eii11l1mm que 

el ¡.:ohierno tiene 111111 "Ohl'l!�·ió11 por /u di.\·fri/)uci1)11 'y coincitliero11 e11 q11e 1111i11er.rnliz11r l11.\0 ll.\'ig1111cio11e.\'fr1111ili11re� 

-u1111 de 111.1· altemalivas que pl1111re11 el MIJJES-, ,1·erla 'i11oc11 n '  e i1111tlcc11ado pura el pai1· f.o 0(1Ción de olorR,ar 

asi?,nacián.familiar a iodos los menores del país.fue redw:ado por olKL111os integrantes de la Of?o.1·il'ión. l.a f?rti{JU<•s/a 

l'S u11n lÍf' fa.I' f?o.1·ihilidadr1.I' qiw mrmej(J el MJJ)/�S en el marco de la octuali:ación di'/ /'1011 de l·�quidad ( . . .  ) /'ara 11/ 
l!co110111is111 .Javier di' //aedo, 111texra11/e de Alianza Nacional ( P�1nido Nacional). 'el .�iste11111 actual de a.vit-:nllcio1te.v 

f11miliare.1"f1111ci1ma muy hien ·. )  110 u ee que 'ha.1 a 11ecesiúad de w1111liarlo ntLI( ho mús. \ o  l'Cile la pe11a complicarse 

co11 la i11slrume11/ació11 de un camhio cuando 110 va a te11er demnsimlas consecuencias Mú� w1le ga.1·/ar la� ha/críos 

{lolíticas en algo que sea más {lroduclivn. y esto parece una medida has/an/e inocua, 1¡ut- 110 ge11er11rú grn11úes 

h1•11l'jicios ( Estll pmpucsla del M 1 OFS se enmarca en) 11110 e.1pecie de ob.�e.,·iún que exi,,·te en el X1Jhiem11 con la 

di.\·trilwciti11 del inxreso . . .  ' ( . . .  ) Por su pw te, el líder úef l'arlido Independiente, /'ah/o ,\licres, afirmó 1¡ue ·ta 11pciti11 

de u11i11er.rn/izar /a.,. a.,·ix11aci1me.1· f11mili11res ,\'e ltll to111111Jo en alf.:UlllJ,v p11ises desarr11l/11tlo.1", c.� lo que .�e l/11mr1 la 

renta lufa·it:1z 1111i11er,\'ll/, pero es dutl1J.1·0 que sea 1111 buen i11,vtru111e11t1J para el c11.rn 11ru;:11ayo. ( . , . )  110 IP111/ría lfit-:ica 

(4uc Lodos los menores rec.: ihan una asignación famil i;ir con im.lcpentl.::ncia de su nivel socinccunómieu) p1Jrque la 

11.1·ig1111ci1í11familiar es 1111 .rnhsitlio creado pura l11sfa111ilia.� en siluac:i1í11 de ¡111/Jrezll ' ¡:/e•\ 111i1111·/ro de f.:co11n111íu ,, 

111/l!)!,rw11e del !'ar/ido 1\'acio11al. lg11aciu úe /10.wd(/,\, a/im11í q11¡1 /11.1 trw1J_/ere11da.1 11101wtw 111.1 .11m uill'<.lllll/1 1�  pura 

alc11der 111111 emergencia 1wci1u11t! o ¡111ra coy1111/11m,· 11or 1111 /11¡iw tle tiempo . . .  c111111tlo 1·011 1111/ítica� de rnh,·idio1 

per1111111e111e.\·, rie11e 111tí.\· ejectos 11e;:11tivo.\ que po.\ilil'IJ.\'. (La propuesla guhcrnurni.:ntal) o!S 1111 hue11 ejemplo de nitrw 
el f!.Ohierno le e.110 1•rr11ru/11 hay . . . 111111 11b,·e,i<i11 por tfi,·trihuir · ( . .  ) ¡.;¡ /)ireclor /\acio11al de l'ulitica.1 Snciole.1· del 

1 11l >l:S 11/im11i (/111! el prm ec/o di' a11111t•1110 di• lm mignoc,,1111·1· /01111l1t11·1·� ·podría ,\'er ji111111cir11/o co11 el lmpue.�111 a 

/11 Re11111 . l 'o úe/h 11clo q11e le 1!.l't'ª' ir1 /iln1/ t¡ue se 1•.11rí ge11e1r111tl11 por la 111u1111r octind11tl (1('1!11d111in1, 1¡11c 1•s 

s11rpr<'11rll'11/1•111enle 11//11 en r!'l11ci<i11 a /11.� pr1'11i.,·11J1ws . .\'e tll'\'li11e 11 medida.� de e.�le tipo ' "  (Nota puhlicada por el 
l )iario l�I l'aí:; en su t:tl ieicín del m iércoles 26 de i.:nero de :W 11, Montevideo. pág. 7). Las negritas 1111s i;orrcspondc.:n. 
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cambios al régimen que elevaron la lasa de reemplazo empicada para calcular la lransferencia que 

n:cihcn los trabajadores desempleados, extendieron en el tiempo la prestación para determinados 

colectivos (lrahajadores de 50 años o más de edad) e incrementan la transferencia para aquellos 

que tienen ram i l i ares a cargo. r.stas modi ficaciones determinaron que a partir de 2007, y más aún 

desde 2009, comenzara a crecer e l  nú mero de desempleados cubiertos por e l  seguro de desempleo, 

pese al crccimicnlo de la  economía y la reducción de la tasa de desempleo y del número absoluto 

de personas desempleadas. Como se puede advert i r  en el C i ráfico 4.30, luego del pico de 37 m i l  

desempleados cubiertos por e l  seguro de desempleo que s e  alcan7Ó e n  2002 (en u n  contexlo 

signado por la crisis bancaria, la devaluación de la moneda y el aumento de la i n flación y el 

desempleo), la población cubierta com icn7a a descender, para volver a aumentar en 2006 pero en 

un contexto de crecimiento económico, caída de la tasa de desempleo y dism inución del número 

de personas desempleadas {por lo tanto, como consecuencia de la ampl iación efocliva de su 

cobertura). Mientras en 2004 aproximadamente 1 4  m i l  de los 1 98 m i l  desemp leados rucron 

cubiertos por el seguro de desempleo (apenas 7°/., de los desempleados), en 20 1 3  casi 35 m i l  

personas recibieron la transferencia, pero sobre u n a  población d e  1 1 6 m i l  desemp leados, lo que 

impl icaba una cobertura de 30%. 

Gráfico 4.30 

lndicadorc� de coherlurn del "Sc�uro de Desempleo" en Urngua�·· Serie 1995-20 1 4 .  

� 1�l'' 'º" ª·� 'h:s11cu1•:11b1� (n1ilc.�) 

- lkncfidariu1¡ tlcl �CJ!urn tic ll1.·�l·mpko ( m ilt-') 

• lknclidariu' tlcl !'-it.•j!uru Je llc.\ClltJlll·o / JU'fMtn:t' Jc,ocu1•:1tJa_, ('1 .. ) 

F1w11ll' 1•l11hr11.,11 11i11 11mr110 o p11r11r r/11 datos del Oh.wrvatorw Sot:l(tl del M1111steri11 d11 I )esurrolln S111wl 
('11111 •1r1hs!!n'at11rm.1·0,·111l mules guh.uv·'vortul M1d!!.'i./ll) 

S i  bien en los paíse!-. con regímenes de biL:nestar mús desarrol lados las lasas de cobertura de lo.'> 

seguros de desempleo son s igni ficativamente mayores a las que alcanzó el sistema de seguridad 
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uruguayo tras las n.;formas impu lsadas por la rnmera administración frcnlista (tomando e l  

promedio de  los raíses europeos como un proxy, 60% frente al 29% en Uruguay), la evolución en 

los últimos años de este ind icador en Uruguay lo acerca a los niveles de algunos de los países 

europeos: por ejemp lo, España (50%), Ital ia (56%) y Portugal (42%). 

G ráfico 4.3 1 
Desocupados periódicamente receptores del Sistema de seguro 1>or desocupacic>n. Promedio 201 1 -2013.  

111•;., 
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1:uPnle eluhnr1J(llÍ11 propm en base a datos de la OIT (htt¡1s w11·w. ilo.urg ilostutl(uc.eslhelp homeldu1a_lzy_sub1cc/) ad/j;trl­
stute w·l5ilr-16u 239& afrl.uup ·1807759285./6 1 11 1 ') 

Nota /1/ d fJromed10 de llruK!JU)' wrre.�ponden al pro111L'd111 tlel 1ne11w 2012-2()1./. y fue culwludo en busC' u los datos u11/1;;ndos 
puru el (;rti/ico ./ 30 
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Finalmente. en d plano de las transrerencias 

provistas por la seguridad social a los 

trabajadores, también en este periodo (en 

este caso, durante la segunda admin istración 

frentista) se impu lsaron algunas reformas 

legales de los seguros por en rermedad ( Ley 

1 8725) y del subsidio por maternidad ( Ley 

1 9 1 6 1 ).2w Como se í.H..lvierte en e l  Grático 

4.32, los subsidios por cnf"crmcdad, que 

oscilaron en torno a los diez m i l  por año en 

los diez años previos a la l legada al gobierno 

e.Id Frente Ampl io, se duplicaron a l  ténnino 

de la primera administración (au1m:ntaron de 

G ráfico 4.32 
Benelidarios de subsidios por enfermedad y 

nrnternidad en Uruguay. Años seleccionados entre 
1995 y 2 0 1 4  (promedio mensual). 

En números ahsolutus. 

'J770 111523 

29\1 1  
959 IUH 909 1 1 62 a 
t:r--6� 

l ')')5 2000 2005 20 IO 2111 -1 

-sutisidios 11<-

En fcrnw1lad 

-- Suhsi1lio por 
\fah•rni1l:11I 

Fuente elt1horacuí11 pro¡n11 11 parllr de datos del Ohsermtorm 
Soc111/ del Mimsterio de Desarrollo S()ctul 
(!JJ!p: .t�hsr·n·,1tr•n11snc111/ m1tll's 011h 111' '/1t111·1·r1 TPsl 1111110/ \{11/t· 
.\' 1"3 111dtu11fy l}!_S p/11]}). 

9387 en 2005 a 1 8637 en 20 1 5) y casi se dupl icaron a l  térm ino del segundo gobierno (34.695 en 

20 1 4), a lo que se sumó un incremento signi ficativo entre 2004 y 20 1 4  de los topes del subsidio240; 

en suma, una rucrte expansión en térm inos de cobertura y un aumento signi ficativo e.le los montos 

transreridos a través del subsidio por cnrermedad. 

23q l h it.h.:m: ··Por úhim(l. en 20 1 3  sc aprobó una h.:� que amplía � modilica la licem:ia � cl �uhsidio pnr maLanidad 

(Le) 1 9 1 6 1  ). l .a misma. enlrc oLras cucstiones, extiende de 1 2  a l 4 semanas el derecho a la l iccnc ia maternal y prevé 

un<1 ampliación dc J;i licencia palcmal. que pasa de lres días wnlinuos a si ele a parti r del año 20 1 5. los que se exLicndcn 
a 1 ( )  cn 2 0 1 6. J·: I  monto dcl suhsidin se cakula Lnmandn como rcli.:rem;i<J d promedio del salario pcn:ib i<lo cn los 

últimos seis mcscs m�1s la cuow parlc dcl salario anual comph.:mcnt<11 in, la liccncin y c.:I s<1l<1rio vacm:innal gencrado 

en el pcrín<ln de licrncia 111a1crnal. ( . . .  ) Otro clcmcnto 110\'cd<Nl c' la i ntro<lucción Jcl \uhsidio parental p:ira <.:uiJado�. 

quc po<lr;i ser u1i l i1a<lu indislinlamcnte y cn litnm1 all<.:rna<la tanlo por el pa<ln: como por la maure, aunque no Je 

nrnncrn ronjunLa 

.:-w Scgú11 01 f"/JCI J (s/J: 57-.5 8 ) :  ··Otro c:.unhio ,.,igni1 '1t:a l i\ 1 1  dur.intc el  pcrí11d11 'c <lío en rel<Jl.IÚn a J;,¡ 

npcracionalinH.:ici11 y a los topes del seguro de en ll:rrrn:Jad. 1 : 1 1  n·laciún al primer punlo, l a  lrnmil;iciún del suhsir..l io 

por cn fi.:rmc.:d;iJ pasa a estar a cargo Jcl pn.:staJnr de salud. r.:\ 11�111d11lc al tr<1haj<1dor hcrn:Jiciario lencr que ::ipcrsnnarse 

en las venlanil la' Jcl Hl 'S cuando necesilc hacer uso del seguro. l ·.n Luanto los lllp<.:s. se prmlucc un incremento 

significativo d<.: lns mi,mos. lo!' que pa.�arnn de 3.726 pc.:sns corrientes en el aiio 200-1 a 1 6.994 pi..:sos corricn11.:� c.:11 

20 1 -1 :· 
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/\ 1  igual que en otras áreas de política en las que se procesaron reformas de carácter estructural ( la 

salud) o que en los sectores en los que se generaron n uevos programas y servicios (las políticas de 

asistencia a la roblación en situación de vulnerab i l idad), la negociación entre el ministerio 

sectorial (en este caso, el de Trabajo y Seguridad Social), el BPS y el equipo económico 

(básicamente, e l  Min isterio de l�conornía y Finanzas) fue, a ju icio de los actores intervin ientes en 

el policy making, absolutamente clave.241 Quienes intervinieron en ese proceso de negociación 

consideran que la interacción entre estos dos sectores o áreas del Ejecutivo fue v i rtuosa, en la 

medida que permit ió implementar algunas reformas sectoriales (salud), crear nuevas políticas o 

scrvicios (asislcncia social) e incn:menlar el gasto social (asistencia social, educación, salud y 

seguridad social) c;in ·'poner en riesgo" el programa macrocconómico q ue e había trazado el  

primer gobierno frentista en 2005, cuando la economía aún se hal laba bajo los efectos de la crisis 

de 2002.�42 

!�se rulso entre las propuestas más ambiciosas p lanteadas ror los min isterios u otros organismos 

de gohierno del área social y por algunas fracciones del Frente Amplio con relac ión al alcance y 

al ritmo de las reformas (c laramente en el caso de la salud, pero también con relación al tirning 

para alcannr la meta del 4.5% del PIR para e l  presupuesto de la educación pública) y las 

posiciones más preocupadas por la suslcntabi l idad financiera de las reformas que rrovcnían del 

área económica alcanzó, en todos los casos, puntos de acuerdo; de hecho, la coopcración -no 

exenta de momentos de tensión- entre las sectoriales sociales y el  equipo económico del gobierno 

2'1 1 En este scn1it.lo. alirma uno t.lc lo� entrevistados: ·· Toda 11e)!.ociaciú11 sobre ser;uridad social y Inda lo rlísl'usión 

sobre re.formas, ajustes, eran discusiones hilo/erales con el U/',\', más allá de r¡ue se hicieron r"'/or111as en la ( 'aia 

Bancaria y en la ( ·a¡a l'olicial. ( 'ada vez que se hocían políticas de redisl'ño había una ne)!.ociación específica, que, 

e11 wmeral. requerían norma legal, iniciativa del l'oder ¡:;¡ecutivo, y. por wnlo, había insloncias de negociación )'o 

le diria que .rnL·ando lo que son la.1 lú,�icus te11.1io11e.1· entre un proveedor de servicios y ul)!,ún ud111i111stradur de 

r1'<.:11rsos y díse1iador de políticas. fueron negociaciones hie11 enl't1minada.\', que se e11can1111orn11 muy bien lhí. 
há.1·1c<w1e11/e, lu�v do.1 eies, (si.:) 11cgoc:whu c1111 el /JI'.'>'. pe111 . . .  1a111h11!11 con el 1 f111isten11 de Ji uhapi _1 \"e�undad 

.\'11rn1/ "" 1 1  CC i l  
212 Con relación a l a  aniculad<in entre polilicas cconornic<l'i y �01. iales señala uno Je los entn:vistat.los: '"l,o política 

ero111í1111co se articuló c1111 las políticas .wcioles, se i11tegrú mlll:lw en !u 111111u de decisiones ( . . .  ) l.u 1011111 de decisiones 

.fue <'11 coni11nt11, cosa que l'n el pa.w1d11 no eristiú, (cuando amh;:is áreas de politica) estuhon 111uy di.wu·iados ero como 
q11e las f?olitic11.1· s11ciole.1· estaban .rnbun/inailas u la política econrímicn . . .  ·· l IC< i 1 
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parece haher sido una de las claves de la eficacia de la primera administradón para impulsar en 

forma simultánea reformas o innovaciones (algunas estructurales y otras parciales o incrementales) 

en cuatro o cinco áreas de política social (asistencia social, salud, educación, seguridad social y 

protección laboral) durante un quinquenio.24 1  

A 1 tiempo que e l  gobierno remitía a l  parlamento proyectos de ley e implementaba acciones desde 

el BPS y el MTSS con el fin de fortalecer el sistema de seguridad social, así como para ampliar y 

flexibi l izar el acceso a las prestaciones para pasivos, activos y famil ias, desde el comienzo de la 

primera admin istrac ión frentista el I:::jccutivo impulsó reformas legales y adoptó decisiones por la 

vía <le decretos que buscaban rcestablecer la protección de los derechos de los trabajadores en un 

marco de concertación entre empresarios y sind icatos arhitrado por el Esta<lo. /\1 igual que en e l  

área de  la seguridad social, y a d i ferencia de l  campo de  las pol íticas de asistencia social a la  

población mús vulnerable o de la salud, en  el terreno de  las relaciones lahoralcs y la  protcct:ión 

laboral el Frente Amplio no había propuesto una reforma estructural o un conjunto rel'ormas o 

modificaciones de t:icrta magnitud durante la campaña electoral.244 Sin embargo, la rev isión de la 

producción legislativa durante las dos primeras administraciones frentislas (en particular. la 

primera), impulsada salvo excepciones por in iciativas del Poder Ejecutivo, muestra un gobierno 

muy aclivo en el área de las relaciones laborales y la protección de los derechos de los 

2•1 l�n la medida que al f'renLc de los m i nislcrios u organismos csWLales re.�ponsahli:s por las políticas sociales 

sceLnrialcs predominaran l íderes o n.:fcn;ntes <le las fracciones (u de corricnlcs de fracc ium.:s) más próximas a una 

agendu "lahori�ta" clá<;ica (expansión del Estado como rector. regulador. linancia<lor y prll\ cc<lrn <lin..:cto tic $Crv ic ios 

y prestac iones soc iales), y más a la izquierda Je acuerdo a la eviJenciu tic lus encuestas Je éli tes o dc opinión pública, 

y que a l mando <lcl án..:a económ ica hayan primado las rrnccioncs m<'is próximas a un registro contcmporánw o ::ict11a l 

t.h.: la social<lemocracia (promoci ón <le la apertura cconúm ica ) el comercio intcrmscional, a!racciún tic invcrsioncs y 

dc ll:nsa de la csLabilidaJ 111acrucwnú111ica). hace 4uc ese pu lso haya rcllt:jado también, e11 algún sentido. el carácter 

sintético <le la i1quicrda urugua)a en términos idcoll>gicos y programáticos: un partidu Je masas de hase laboral. 

rclat1v.unc11lc clásiw. pero con una agendu u m 1e1 1 tac itin socialdemúcrnl<s mi" contemporanea. 

�" l .a .1gcnda de reforr11as kgisl;¡tiv;_¡<; y acciones en el campo de las n:l,1cin11es entre cmpli.:adores y cmplcados y de 

p1 ntc1.:c itin laboral se l'uc dcfi niem.lo o delim.:u11do ul rn111 ien10 dcl primer gohicrno dcl 1:rcnlc /\mplio, en cspucios de 

wnccrwciún en los 4t1e participaron rcprcsentantes dt.:I Ejecut ivo. del Frente /\mplio (entre otros. lcg.isl'-ldon:s) y 
di1  igcntcs de 1.i ccntral sindirnl. Fn ese sentido, \C1iul<1 uno tic los enu·c\ istadus: .. . . .  nu cra t.111 c\pl íc ita la p1 irn ida<l 

pulil 1rn (Je l<1 rc lm111a lahoral) . .  se f'uc c.:onsll U) cndn." l lC S I  
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lrabajadores.245 Sin considerar artkulos inclu idos en las dos leyes de presupucslo o en las leyes de 

rend ición tic cuenta, durante las dos admin islraciones frcnlistas se aprobaron más de veinle leyes 

que refieren d í rect.amenlc al campo de las relaciones laborales y la protección de los derechos de 

los lrabajadores (ver A nexo IV ,  Tabla /\.5 .5), 4uc sumadas a las leyes sobre aspectos de seguridad 

social totalizan casi cuarenta normas legales en el campo de la seguridad social y la protección 

laboral. 

La producción legislativa basada, princípalmenle, en inicialivas del Poder E::jecutivo cubrió 

diversas úreas, enlre otras: la protección y promoción de la actividad sindical (Ley 1 7940246); la 

protección de la salud e in lcgridad rísica de Jos trabajadores y la regulación de aspectos atinentes 

a las condiciones de trabajo ( Ley 1 9 1 96): la protcccic'Jn de los trabajadores en l i tigios laborales 

( leyes 1 8572 y 1 8847); el combate a la precariedad laboral y la i n formalidad ( leyes 1 8099 y 

1 825 1 ); la regu lación del lrab�ju doméstico ( l  ,ey 1 8065); la l im itación de las jornadas lahonilcs y 

cl ascguram icnlo del descanso para los trabajadores rurales (! .cy 1 844 1 ).247 /\demás de estas leyes 

w 1-:1 primer gobierno t.lcl 1:rentc Amrl io asumió t.lcstlc 2005 un .. 1 agcntla laborista que lo tlistinguió. muy níli<lamcnlc. 

tic algunas de las cxpcricm: ias t.lc ccnlm-i14ui1.:rt.la 1k pcrli l 'c11.:ialt.lcmócrata de la n;gil>n: ··La <.H.lministración Vi14u1:1 
adoptó rolíticas acnrt.lcs con (un) pcrfil lahorisLa, cn sus nricmac ioncs gcncralcs y cn lo que toca a las relm.:io111.;:. t.lc 
trahajn. buscando remontar la l ibi.:ral i1aciún pri.:cct.li.:ntc . •  1urn i.:11 tar los salario� n:alcs . . .  rnmhatir la i n formalit.lad y 
n:for;ar la negociación colc<.:tiva.. la cual se rcstablcc1: i.:n l(irma insliLucio11ali1.ada y si�tcmática, ampl iándose al sector 

rúblico y a nu1:vas franj� t.lcl �t:ctor privado. El gobierno promovió la 1:xpansión de los sint.licalos, lcs asigmí hicncs 

dt: podcr, prcrrogaLivas t.le rcpr1:sentación y status públ ico, favoreciendo cl cjcrcicio t.lc sus !Unciones y cl aumcnto t.lc 

la ::.iíiliación. 1,a rcrosición dc los Consejos de Salarios, inaugur<Jnt.lo la tercera época tic estos organismos trirartitos 

de negnciaciún lahorul, ha sido un,1 pic1a clavc cn csta pol ítii.:a:· ( l .a111arn 20 1 O: 63 ) 

2·16 Rcsulla de inlcn.:s scrialar. en consit.lcracii'Jn a los tópicos quc regu la esta norma (la a1.:tividat.I sindical ) ,  t.le rnmlo 

mas gencral. la rcgulacrún Ji; los 1.:11nll ictos entre cmprcsarios i :.indicatos o rnpital y trabajo). 4uc esta Lcy fut: volada 

cn el St:nat.lo cxdu:-.ivarnrnlc por lcgislat.lorcs t.ld olicialísmo y rcchantla 1.:asi ror la totalidad t.lc los Scnatlurt:s t.lo.: la 

nposicil>n. Est r1.:sra lJo cxclusivamrnlt: olit.:ialista 1.:ontrasla con el apoyo mult ipartiuario quc cosecharon otras 

inicralivas legales t:n 1:1 m rsrno campo o área tic pol iuca t.lurnnlc wnlms pcríot.los. Vi.:1 Ancxo 1 V. Tabla A.5.5. 

i·11 Esta lcy rt:vislc un i 1 1 lcn'.s t:spi.:ci:.d, ya qut: cslc colectivo había i:stat.lo histúricamcntc 111�1r14inat.lo t.lc una tcrnprana 

conqui�la l;.ihor,il: l a jmnatla Je ot.:hu horas. 1:11 l:�La !inca sdiala 01 1 /ICD (s/t.1 : 16) :  ·· t  na norma i.:m h lcrn ática ya lJUC 
'vicnc a :-.alt.lar un;i vicja t.lcud.1 lJUe el  :-.islcma tcnía con lo:-. trah<Jjat.lorcs t.lcl campo. L:-.duit.lns t.I!.: la !l.:) t.lc 1 9  l 'i que 

consagró lu  jonrada 1:.ihural m;hima de ocho horas; la durao.:ión t.li<Jria t.lc Lrahajo t.lc ésllls lJUct.laba sup1:t.l i t:.it.la a la 

\o l unLad <lcl patrnno:· 
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que abordahan áreas trad icionales de la protección laboral, en el período también se impulsaron 

leyes laborales que regulaban áreas o tópicos más recientes en la h istoria de las relaciones 

laborales: equidad de género, acción afirmativa sobre colectivos o minorías en situación de 

desventaja o c.l iscriminación, l icencias parentales, etcétera. Si bien la agenda laboral del gobierno 

contempló diversos ternas, el asunto principal por su signi ficación para las relaciones entre 

empleadores y lrab�jadores, y por su impacto en variables económicas, fue el restablecimiento de 

la negociación colectiva tras una década y media. En ese marco, la restitución de los Consejos de 

Salarios248, las políticas orientadas a recuperar el salario real (en particular, la capacidad de compra 

de los salarios más bajos) y el incremento del Salario Mínimo Nacional aparecen como las 

principales iniciativas o acciones en este campo de polítiea.249 

El Poder Ejecutivo aprobó en sus primeras semanas de gestión el Decreto 1 05/005 por el que 

volvió a convocar los Consejos de Salarios, y por el que creó un Consejo Nacional Tripartito a ser 

m l ·.rm ida I Jriartl: (2005: 86) itkntilka tres la�l:S 1:n d (ksarrol l o  <le la n1:gm:iaciún 1:nlccliva l:n l lruguay. l .a prim l:ra. 

pn;\'ÍU ¡¡ lu �¡¡n¡;ic'ln tk la ley d1: 1 9·.rl. Sl! carnclcri;-ú por "un:.t n t:gOl:iac.: iú11 t:Spont�l11Ctl. hi latl!ral ) l ibre.,. l·.Sl! pl!rÍOdO 

se carueterid1 por la debilidad política y orgun i/ativa <lel movimil:nto sind ical y el recha;o-o <le la" patronales a este tipo 

<le m:goeia<:ión para determ inar salarios. 1 .a segunda fase Sl: abre con la  sane iú11 dl: la  l .ey 1 0.449 t:n 1 941. la que 

·· introduce una nt:goc iac i (1 11 tr i laLcral. obligatoria y prnt:cdimcnlal'" ( lbid.) 1\1 movimiento sindical rt:salla la inci<lt:ncia 

que tuvo l¡i apl i1:;ic ión <le la ley dt: 1 943 en cl <lcsarrollo <le los sindicatos. l ·:n este sentido. señala uno di.: los 

cntrt:vistados: ··(J ¡¡ ma) oria) de los sindico/os f't1 Urug1wy que lwy f'stún vigentes (nace) en la décadf/ del cuorento 
!.os tralwiadores y los empresarios cumien=m1 o ordenarse enju11ci1í11 de esn ley y en esf.' sistema de negociaciones 

colectivos ··¡ 1C"il 1\ ti na les de IM años sesenta. bajo la gcsti1in de Paehceo. el gobierno dt:ia de convocar los Consejos 
de Sak1rios. Según l ln l in ln ) Manl!iro (s/d:: 5 8 ): ··t:n <l icit:mbrc de 1 %8 en l:I :.i111hiH1 de las Mcdid�1s l'rnntas de 

Seguridad t:on la sant:ilm de la l .cy Nº 1 3 .720 .Sl: t:rcó la Comisit'in <le Pmduetividad l 'rct:ios t: I ngresos (Coprin). pnr 

la t:ual (t:nlrt: olra5 medidas) se suspendió la Convocatoria <le Consejos S,ilarios. l·'.stc inet:sante desarrol lo legislativo. 

si hit:n no cslú sistcmati1a<la en un Cc"idigo. sc c.\Lt:nd iú h,1:-ta t:I gulpc d1: 1-.sl..i<lo dt:I año 1 97':1. momcíllo ..:11 qu1: . . . �c 
parali 11i la  nt:gociaciún." FI tercer) úl t imo pl:río<ln st: i ni cia con !u 1 cs1a 11rac iún <le111ncrátiea en l 9XS. cuando el MTSS 

\ uclvt: a convocar lo:- Const:jos <lt: S..il..trim •. pcio t:on la <ldi11ieió11 <le los at:ut:r<lns a lca1vadn:. �' 1rav.;s <lc.: un l kcrt:Lo 

di.: I l�jccutivo. 1'.n 1 ')<)2 el gobierno del l'artido Nacional deja <lt: convm;ur los Consejos <lt: salarios. dcjamlo l ibrada la 
determ inación dt: los salarins a lns ac.:uer<los c111plt:udo1t:s ) llubaju<lorcs a 111vel dt: l<.1s propias cmpn.:sas. 

!•·• Con rdución a lu magn itud del int:rcmt:nlo <l1:I salario mínimo. en pcrspcc.:tiva rnmparada eo11 los r..:stantt:s países 

<lt: la regi 1in, resultan i l usl n11 ivos los dalos pn.:scnla<los en o:I C l r¡jlieo /\.4 2 ( /\ 1 11:xo I V ). donde Sl: p11c.:tlc aprt:ci:.ir q11..: 

1 lrugu..t) rcgi�lni el mayor uumen ln t:ntre los paises dt: la rt:gió11 en los últimos aiios 
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integrado por las organ izaciones de trabajadores y emp leadores con mayor peso y representación, 

con el  propósito de rec las ificar los grupos de activ idad qUl� la ley cstablecía.250 En esta nueva etapa 

de la negoc iac ión colectiva el Estado asumió una posición arbitra l más activa, medianil: un mayor 

protagonismo del MTSS en la construcción de acuerdos entre empleadores y trabajadores. Desde 

la primera ronda <le los Consejos de Salarios, entre el 80% y 90% de los grupos arribaron a 

acuerdos por consenso, sin la necesidad de la intervención del gobierno para laudar diforendos, lo  

que suponía refutar en los hechos los pronósticos más negativos que p lantearon en los primeros 

años de puesta en marcha de la negociación colectiva algunos referentes del cmpresariado (Gráfico 

4.33).251 

2�0 l lno de los entrevistados sostiene con relacil1n a la decisión de convocar nucvami.:ntt: a los Con-;cjos de Salarios: 
"l�n 2005 flfm vez el l�slado asume el cnmpru111i.rn de reinslalor los conse¡vs de su/ario.�. pnrqzw los ('(Jn.�iJera uno 

forrniduhle lterrumie111a de redistribución de la rique:zu, un/urrniduble método de fijación de .wlur11Js 111i11imns, pero 

algo mucho más imporla11te: porque los considero 11nufur111iduble lierra111ie111ci de fu democmci11:· l I C ' C I  1 

'� 1 Con rcla.:ión a este runtll, resul ta tk interés la aprcciat:ión c.JUe 1eali1a u11l1 de los cn!rcvisludos: ·· . . . según como 

rsta/Ja esluli/1·1·irlo (tn los Cnns�jos Jt: Salarios) se Jehíu ri.>.1·011·1'1' por 111m•oríu . . . .  pero . . .  el 9J% tk los Co11seio.1· de 

,\'ulurios loudamn por acuerdo. y (en) <'! 5% que luvu que 111di11ar fu balanza el Minisleriu de li·aho¡o, y yo doy/e. 

además, por ltolwr sido /}(}/'fe de ese proce.10, que ( l a  mayoría de las) veces que /u/Ir) vo/<Í con el ,\'f't'/or <'mpf<'(l!for. 

( más) que con 1•/ St'C'/or de los lruhajadrm•s. (1-.so ocurrió) porque tmnhién en el sector de los trahni11t!ores ltuho 

silu11cio11es muy difíciles, hubo una mvsificocirín de u�r1•111iaciú11 ul sindil'ato, y hueno. vos muchm· veces fe sentnhas 

en 1111a mesa r¡ut! no leniu ninguno et¡1erie11cio e11 11r•gociocl(in, en c<Ímo porlicipar y cámu llevar uJe/ante esa 

/'ll'gocioci!Í11. )'muchos de 1w.wtros, riel s<!clor 1•mp/eodor, lomporo lo le11íamos:· 1 1<: l � I  
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G ráfico 4.33 
Convenios salariales en  Uruguay por forma de resolución. 
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.... '° o o e o "' "' 

Serie 2005-20 IJ.  

[JS/. 1 1 �y�l 

Hl.9"1. 

N � o ;::¡ e .... .... ¿, 
o "' 

O Sin acuerdo (l>ccr<'lo del l'odcr 

�.jcculi\ u) 

O \ruonJo, por nrn�·o1·ia l il 

• \rucnJu, por roaM'"'º 

l· 11e11te: elahorucuin pru¡¡¡u o parf/r de Se11atnre (20I11 15 IJ) y Senutore y ( ºarmcrdo (21113 2 77) 

La conso l idación de los Consejos de Salarios supuso también cierta tendencia a la 

dcsccnlralií'ación ( la conformación de subgruros) y a la inc lusión de temas que excedían la 

negociación cstriclamcntc salarial .2�2 Según OIT-ICD (s/d: 76): "'Dcsd<.: la primera ronda de 

Consejos de Salarios de ju l io  de 2005 a la . . .  que comcn:tó enlrc 20 1 2  y 20 1 3  dependiendo del 

subgrupo, l a  negoc iación se fue dcseonccntrando, no solamente en lo que atañe a los p lazos de 

comienzo de cada ronda s ino también en lo relativo al número de subgrupos y capítulos de 

negociación. S i  bien se mantienen en esencia los 20 grupos abiertos originalmente para el sector 

rrivado, al que en 2008 se sumó la apertura del grupo correspondiente al servicio doméstico, y 

los tres eorrcspond ientes al sector rural, en las sucesivas rondas se fue dando un  proceso de 

arertura de n uevos suhgruros y capítulos, que fomentó esta desconcenlración de la negoc iación." 

·�2 1.:.n est1.: \l:ntiJu. Sl:r\.dJ uno J1.: los l:nUC\ istaJo,: .. ( 1-,n) 1111 co111•e11io di• la c1111.-1ruccuí11 de estos (ullimlls) ve11111c111c11 

n11os (l:X iSll:) 1111 ca¡1i111/o 1¡111• 1•s lo salarial. l>e11tro de u11 convenio 1¡1u! tie1w diecioclto capírulus, e11/011ces, 1111 CO(lifulo 

es lo salarial ( . . .  ) todo lo demás es lo 110 ,wlarial, que hace 11 los demtis lern(l.i' r¡u<' di�c11timos, 1¡ue es parle de /11 

riqueza de la f1rop111 i11dustri11 ( . . .  ) 110 tenemos femas ruhú. tenemos fe mus que acordamos y femas que no 

11cordamos ... l l l  l '  I 
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Tras la primera convocatoria a los Consejos de Salarios, amparada en la legislación enlonccs 

v igenle y el Decreto d ictado por el l�jecutivo en marzo de 2005, el gobierno comenzó a elaborar 

un proyecto de ley que instituyese un s islema de negociación colectiva. El proyecto que e l  

Ejecutivo remitió a l  Legislativo en  octubre de 2007, y que  rue discutido por dos años hasta su 

aprobación en septiembre de 2009 ( Ley 1 8566), introdujo un cambio signi íicativo que fortaleció 

la capacidad de acción de las organ izaciones sind icales y empresariales. Mientras la Ley de 1 943 

establecía que la convocatoria de los Consejos de Salarios es una potestad exclusiva del gobierno, 

la Ley 1 8566 establece en su A rl. 1 2  que "(en) cualqu ier época, el Poder Ejecutivo podrá convocar 

los Consejos de Salarios de oricio o, preceptivamente, si med iare sol icitud de organizaciones 

representativas del scclor de actividad correspondiente, en cuyo caso deberá convocarlo dentro de 

los q u ince días tic prescntatla la pcticiún." Esta mod i ficación fortalece la rosic ión de los s ind icatos 

(y las organizaciones empresariales) ante la posib i l idad de que e l  gobierno decitla descartar a los 

Consejos de Salarios como mecanismo rara la tleterminación de salarios, como ya había ocurrido 

duranle casi cuatro tlécadas, entre 1 968 y 2005 (con un breve interregno durante el primer gobierno 

de 'angui nell i ) .  En este sen ti ti o sostiene uno de los entrevistados: · ·El día de mañana cambia el 

gobierno y viene alguien t¡ue inte111a (no convocar los Consejos de Salarios, entonces) los 

lrahc!jadores podrán convocar a consejos de salarios. teniendo el Estado la ohligacián de 

(convocarlos) en los quince días siguientes. Ese es el corazán (del  nuevo marco legal) Eso es la 

primera gran reforma; exislen dos o tres reformas más, pero ésa es para 111í el corazón de la 

re.fc>rma. (J\ nles) cuando el Ministerio no quería. por motivos macroeconúmicos o porque 

realmente lenín una verdadera política de desestimulo a la libertad sindical, convocar los 

Consejos de ,')'a/arios podía 110 hacerlo; en/on<.:es ( la convocatoria) era unufw.:ultad uhsululamentc 

disc.:recional. t.'so hizo que el movimiento sindical se viera absolutamente dcbili!ado desde el aiío 

1 990 hasta 2005. La Ley 1 0449 es el gra11 sos!éJJ del sistema de relaciones /u hora/es del 

país. "I rcG 1 

En Ccbrero de  2008 e l  l�jecu t ivo n.:m it ió  al Legislativo otro rroycclo ele ley con el fin de a m ptirar 

a los trabajadores del  sector público dentro tic los mecanismos de negociación colectiva, 

consolitlélndo una l ínea que había iniciatlo en 2005 vía Dccrclo. Según OIT/ICD (s/tl: 84-85): ·Tui.: 

con la l kgatla del Occrdo 1 1 3/2005 de marzo de 2005, que estableció los criterios de integración 

y runcionamicnlo de los dist intos gruros de lraba_jo, cuando se c111pc:rélro11 a sentar las bases de un 
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nuevo sistema de relaciones laborales r>ara el sector público. l�stc decreto cstableda la in tegración 

y rcpresentat ividad de las mesas de negociación, donde se le atribuía al M in isterio de Trabajo y 

Seguridad Social ( MTSS) un rol especial, con carácter de coordinador y moderador, raci l itando y 

garantizando el normal desarrollo del proceso de negociación entre las parles. /\sí  surge el primer 

producto de la negociación colectiva en el sector r>úhl ico, denominado /\cuerdo Marco, que ruc 

suscrito el 22 de ju l io de 2005 entre el Estado y las organi7aciones sind icales que nuclean a todos 

los runcionarios públicos a través del PIT-CNT.'' Finalmente, la Ley 1 8508 de "Negoc iación 

Colectiva en el marco de las relaciones laborales en el sector públ ico" (promulgada en junio de 

2009) impl icó un cambio considerable en las relaciones laborales al interior del aparato estatal .253 

l .a cobertura alcann1Ja r>Or los Consejos de Salarios en Uruguay, luego de varias rondas 

desarrol ladas durante las dos primeras administraciones frentistas, colocaron a al r>aís entre los 

países con mayores niveles de participación de los trabajadores en procesos de negociación 

colectiva. De acuerdo a los datos de OIT (Gráfico 4.34), la lasa de participación de los trabajadores 

uruguayos en procesos de negociación colectiva (95 .21% en 20 1 3) está entre las más altas del 

mundo254, s imi lar o levemente mayor a la de los países con más robustos sistemas de protección 

laboral y seguridad social. 

2'' '\cgún Bajac (20 1 O)·  · · (  -;c)lo c.\ i'I  icron) :"1mhi111s c.k ncgm:iaciún aislatla i: innrgánica y gc111.:ralmcnlc corri:spnndicntl' 

a los entes del Estai.ln más ricos. los e.le tlnminm industrial, comercial o tlcl sector hanc,irio. l�n las mismas. cl único 

organismo 4ui.: n:¡m.:sc11taha al  l�stai.ln cra l a  Olicinu dt: l ' lanca111ic11l1 1  y l ' n:supucslo ( . . .  ) )  Jo11c.li.: t:I rol dd M l "SS l'uc 

c.lc :.lllscncia cn la rromocion tli.: la ni.:goci:11.;iú11 colc.:<.:Li\ a cn d sct:tnr púhlirn ·· l ' i tatlo pni 01 1'1 1( " 1 )  (s/c.l : X<l ). 
2" Sc1hri.: lllla muc�lra tic 79 rai:-.t:S rnn inform.1i.:ió11 dispcmihk cn IJS O<ISl:S tli.: dalos l:ll !inca dt: la on . 
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G ráfico 4.34 

Tasa de ncgoci;1ción colcctivalil en países de todas las regiones del mundo con información disponible (79) 
ordenados en forma decreciente. Año 2 0 1 3  o registro previo más reciente. En porcentaje. 
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S i  bien no cx islc una relación l i neal o causal 

entre la coberlura de los sistemas de 

negociación colccliva y la amplitud de los 

s islemas de prolccc ión laboral y seguridad 

social, la evidencia comparada indica una 

correlación rositiva, relativamente robusta, 

entre la parLiciración de los trab�jadorcs en 

procesos de negociación colectiva y el peso 

c.Jel aparato estatal (medido ror la 

participación del gasto público lotal en el 

P I R, un ind icac.Jor proxy de la prioridad 

macroeconómica del gasto público social y, 

por lo lanlo, del grado de desarrol lo  del 

régimen de biencslar). La evidencia muestra 

que los países c.Jonde la negociación 

colecliva -en muchos casos con una muy 

activa intcrvt.:nción del Estado como 

regulador del proceso y árbitro en las 

controver. ias enlre empleadores y 

trabajadores- abarca a una proporción 

G r:í fico 4.35 
Correlación entre la cobertura de la negociación 
colecliva l i l  y el gasto del Gobierno General como 

porcentaje del P I B, en paises del muntlo con 
información disponible. Año 2 0 1 3. 
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No/a: /1 / De ucwmlo u la defl111c1ó11 de la OIT. el co11cepf0 refiere 
o "(el 111Ímt•ro de) empleados cuhwrlo.1· por acucrdo.1· de 
negoc1acití11 c11lect1vr1 sohre salarios (medido) como proµorc1ri11 
del tntal de asalariados en empleos con el derecho u la 
ne¡!oc1ocuí11 colec11vu expresado como ¡mrcenta¡e, 0111studo por 
lu pos1h1hdud de que alxw10s sectares u orupacumes estén 
exclwdm del Jcrcc/10 a la 11egoc1ouó11 " 

sign i ficativa ele los asalariados son, precisamente, los que d isponen de aparatos t.:st.atales más 

robustos y regímenes de bienestar más desarro l lados: por ejemplo, Francia (98%), Finlandia 

(93%), Suecia (89%), D inamarca (84%), l la l i a  (80%) y F.spaña (79'Yo). I Je hecho, en los países 

lat inoamericanos (que tienen algún grado de negociat.:ión colectiva y cuentan con información en 

las bases de datos en l ínea de la OIT) que no i ntegran el gruro de países con regímenes de hic.:ncslar 

rclativamcnll: avan:tados (/\rgenlina. Bras i l ,  Ch i le, Co:-.ta R ica y U ruguay), la Lasa de negociación 

colect iva es muy baja: apenas 6.3'%.2'' lnc.:lu�o dcnlro del grupo de países la t inoamericanos que 

suelen ser agrupados en la l i teratura por e l  ··alto l.!<;fuer/o de hicncc;Lnr·' que rcalii'an ..¡uc; �slados 

�s' l'romc<l io sim rik ¡;nlrc los siguientes ocho p.iíses: 1�1 Salvador. l lon<luras. Mi:xicn. Nicaragua. l';mam;'1. l 'ar:.iguay. 

Perú ) la Rcplihlica Bolivariana tk Vcncí'ucla. 
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(Segura-Ubiergo 2007), si se excluye a Uruguay, la tasa de negociación colectiva promedio es 

relativamente baja (35 .2%). 

Más allá del alto nivel de acuerdos alcanzados por consenso en las rondas de Consejos de Salarios 

desarrolladas durante los dos primeros gobiernos del Frente A mplio (entre 76% y 92% como se 

muestra en el Gráfico 4.33 ), una de las críticas más recurrentes durante los primeros fue que este 

mecanismo de negociación entre empleados y empleadores podía generar mayores n iveles de 

conflictividad en las relaciones entre sindicatos y organizaciones empresariales, así como mayor 

rigidez o pérdida de dinamismo en el mercado laboral. La comparación entre los n i veles de 

conflictividad laboral desde mediados de los años noventa a mediados de la década pasada y los 

niveles de conílictividad en los últimos años, luego de la reinstalación de la negociación colectiva, 

indican pese a algunas oscilaciones una disminución de los conflictos o controversias entre 

sindicatos y empresarios (Gráfico 4.36). 

G ráfico 4.36 
Í ndices 1le Connictividall Laboral en IJruguayl i l - Serie 1 995-20 14. Año 2000, base 1 00. 
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Nota· /1} el índice de conj/1ct1wdaú gloha/ mcluye los paros generales decididos por el PIT-CNT. así como lo.� paros por ramu o 
empresu, en tanto �I índice de cr111fl1c//111dad sectorwl sólo 111duye los paros ramales (metal. cnnstrucc"in. e11se1ian=u. s,,/ud. etc.). 
l'aru más 1nfrirmac1<Ín sohre la metodnlogia <'lll[Jleada ¡mm la med1c1ón de a111h11.1· índ1ce.1', SI' {111eú1· con.rnltar 
!J!.fp.-//urn.ed1Luvl.1·11es/de[ault{!J1!0}pdflmd con/ /ah %21i111d1cadures com:xus.µd( 

Del mismo mue.lo 4ue en otras áreas de rolítica públ ica, la reimplantación de la negociación 

colectiva supuso, en cierto sentido, un comrromiso o acuerdo entre dos objetivos de política 

potencialmente con íl ictivos (al menos rara algunas per�pcclivas económicas), rcro perseguidos 

en forma simultánea por el  gobierno: ror un lac.lo, la reactivación tic la econornía mediante la 
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caplación de inversiones del exterior y la movi l ización de la inversión doméstica ( lo  que impl icaba, 

entre otras condiciones, la estabilidad y la prev isibi l idad de las reglas de juego y un ·'<.: l ima dL: 

negocios"' propicio a la inversión); por otro lado, la recuperación del salario real tras años de 

recesión y de crecimiento del desempleo, y la redislribución del i ngreso en favor de los estratos de. 

bajos recursos. La reimplantación de los Consejos de Salarios, las políticas aclivas en el campo 

laboral y la recuperac ión de los salarios más sumergidos ( la  agenda ·'laborista") se articuló, al igual 

que el incremento de la inversión social y las reformas que expandieron coberturas en algunas 

áreas de política social, con la agenda pro-crecimiento del gobierno. 

/\demás del impacto que la negociación colectiva tuvo en la recuperación del salario real o en la 

mejora de las condiciones de lrab�jo, uno de los efectos más señqlados del proceso fue el 

fortalecimiento de la capacidad organ izativa de los trabajadores. En este sentido, se afirma que los 

Consejos de Salarios movi l izan aproximadamente dos mi l  cuatrocientos trabajadores en forma 

d irecta en las rrorias instanc ias de negociación: ··t;n cada consejo de salarios participan el/ 

principio .siete personas, que Keneralmente 110 son solo siete. ya que vienen con sus suplentes. 

Existen más de doscientos cuarenta grupos.funcionando. Si promediamos diez personas por cada 

11170 de los grupos trabajando, es/amos involucrando a través de los es a más de dos mil 

cuatrocientas personas."l lCG]256 

La reactivación de este mecanismo <le negociación tripartita contribuyó a recuperar la capacidad 

de presión, la in fluencia política y, en consecuencia, lo<; '"recursos de poder" del aclor sindical .  

Según M idaglia y Antia (2007): '"La rcinst.al::ición de los Consejos de Salarios supuso la activación 

de mecanismos de negociación colectiva para d ir imir los típicos conflictos d istrihutivos entre 

capital y trabajo. La arl icación de esta poliL ica . . .  fortalece a las organ izaciones de representación 

de in lereses en esos ámbitos: sind icatos y cámaras empresariales. ( ... ) Desde la apertura de esas 

2'1• l'.11 esta din:cci1i11. s..: -;..:l'i.il:.i c1 1 u11:.i 1k las cnirc\ islas: "' ( ·ua11dv <!\ ts/1'11 los r1111tlm de co11s1')os de .wfor1os fas 

org11111::vcio11es .11• 11111/lipficvn por /res. 1·ur11rt1 o cim;o, producto tfp que lo g<'111e 1·01111e1i:::v o IC'1wr 11110 rw/il•idad 

f'l'l'l//Ot1e11/e (Los CS COll\liLUycn) 1111 1110/or muy [Wll'l11<' <'11 fa SfJL"ledcu/. 110 wfo r/1• /o.1 lemas /ahora/es .�i110 (101' fo 
qw· di•s¡nuis expc111de11 a lodos los sv1·1ore.1 .··¡ 1cs 1 Solm: 1:sl..: punto. sostiene olm dt: i!ls t:ntrc\·i,tados: ··c1 os Cons(!jns 

Je Salarios) pi:r111iten participar 11111cho. vcli1'ar y lwcc:r �er111i11111· 111111'/io !'/ w1d1co!tsm11 !-.\- 11110 rC'fdrulr•ro f.ey . . . 

rlí! promoción dí! lo 01·11v1rlml sindico/ \' la negoc iacirín colecliva."' 1 1  ( "( i 1 
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instancias los sind icatos pertenecientes a la central única de trabajadores, e l  PIT-CNT, no sólo 

aumentaron su nómina de afi l iados en e l  entorno de unos 1 00.000 trabajadores, sino que también 

se registró la creación de 400 nuevas organizac iones sindicales." Los datos presentados en e l  

Gráíico 4.37  indican con claridad la inflexión que se  produce a partir de  2005 en  la evolución del 

número de aíil iados de la  central ún ica de  trabajadores. S i  bien e l  crecimiento en e l  número de 

afiliados podría ser atribuido al  crecimiento de la actividad, e l  empleo y la formal ización, la 

ma,gnitud de la pendiente (de 1 24 m i l  afi l iados en 2003 a más de 400 m i l  en 20 1 5 )  indica que el 

incremento fue el resultado, en gran medida, de factores estrictamente políticos. En ese sentido, la 

reimplantación de la negoc iación colectiva generó fuertes incentivos para la m i l itancia s indical .  

( ;  rá fico 4.3 7 
Estimación del númern de afiliados a la central sindical de Uruguay (PIT-CNT). Serie 1 985-20 1 5. F:n miles. 

19H5 19H7 1990 1?91 1 993 1�?7 20111 2003 2006 2008 2010 2013 2015 

Vi1e11le: elaboracuin propia a par///" de dalos del PI /"-CN"/'. 

S i  bien U ruguay es uno de los ra íscs de la región, junto con Argentina y Ch i le, donde más 

tempranamente se constituyó un movim iento sindical con c ierta capacidad de acción colectiva 

(Hubcr & Stephens 20 1 2; Segura-Uhiergo 2007), la  reducción del número de a f i l iados que 

cxperiment<'> la central s indical  uruguaya durante los primeros qu ince a veinte años de democracia 

(de 244 m i l en 1 985 a 1 1 4 m i l  en 200 1 )  acercó a Uruguay a l promedio regional de tasa Je 

sind ical i�ación ( 1 6%), arroximadamcntc la m i tad de la media de los curopt.:os (34%) y muy por 

úcba_jo de los registros de algunos de los países con sistemas de protección laboral y seguridad 

social más robusLOs (en particular los escandinavos).�57 Por olra parle, la negociación colectiva 

2<7 l�i.:sul1a <le inlcn.!s scñalar 4ui.: Uruguay lue uno Jt: los rafscs <le la ri.:giún 4uc bajo gobiernos Jc i74uicrJa ll ci.:nlro­

izquicrJa cxpi.:rimcnt1'1 un Cucrti.: c.:ri.:cimic11l11 Jc los nivclcs Jt.: si11cJicalií'.aCión. i\I c.:omparar a \ Jruguay con nrasil y 

237 



también es señalada por los actores interv in ientes como un espacio que contribuyó a la formación 

de cuadros pol íticos para el movimiento s ind ical y la izquierda.258 

G ráfico 4.38 

Tasa de sindicalización en paises de Europa y tic América Latina y el Carihe seleccionallos. 
Circa 201  O. En porccniajc. 
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La reimplantación de la negoc iación colectiva contribuyó a la recuperac ión de los salarios más 

sumergidos, la cual constituía uno de los objetivos prioritarios de la primera admin istración 

frentista tras años de caída del salario real y una de las metas que persegu ía la central sind ical a 

través de la  participación de sus representantes en los Consejos de Salarios.2:;9 Luego de una luerte 

( 'hik. cntn.: mcc.Jiac.Jos e.Ji.: la <lt!cac.Ja riasnc.Ja y d prcscntc. sc puc<lc a<lvcrtir una notoria e.Ji fi.:rcncia: m i..:nlras en l fruguay 

lu tusa J..: d..:nsillad �i 1 1<lical aumcntú e.Ji.: I ')'){, en 2006 a 21)%1 cn 201  O. cn Hrasil sc mantuvo rcla1ivamc11l..: estable. en 

torno a 20%1 entn; 200.1 ) 2 0 1 3 .  al igual que rn Chi lr.:, en torno ..1 1 4"n cnlrc 2000 ) 2 0 1 0  (ver /\11c1m I V. ( i rJfico 
J\.·1.3 ). 

''• l·.11 csla l inca um1 cJ¡; lns n.:prl!s<.:ntanlcs <k gohicrno cun�ultauo� �..:1iula:  ·· )'u creo 1¡111' quedw1 nwdm.1· políticos 

i1111mrlr111ll'S en es/1' pmceso de pro/i111di:oció11 de los rr'lrwio11es .\"OciflÍC'S y de parfici1mciii11:·¡ 1( "( i 1 
'"' De acul!rdo a 11110 <lc lo� ..:11Lrcvistac.Jos: ··(Los Cnns..:jns d..: Sula1 in�) tw1wn .. 1111 n1111pone111e 1111111 i111¡1m10111<' que 
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caída del salario real entre los años 2000 y 2004 (22% con respecto al valor promedio de 2000), el 

salario real inició un período de sostenido aumento, registrando entre 2004 y 20 1 3  un crecim iento 

acumulado Lle 47%, en un contexto de expansión del empleo (Gráfico 4.39). 

Gráfico 4.39 
I ndicadores de empico, s:tlario y tlesigualdad salarial en U ruguay. Serie 2000-20 13.  

Gini de 
ing.salarialcs 
d c 2 0 1 3 = 84 

201111 2001 2002 2003 21104 2005 20(1(¡ 2007 20011 200!1 201 o 20 1 1  201 2  20 I J  

--0-Ta�a d e  cmplco(2004=IOO) -L- Salario real mctlio(200"'=IOO) 

Fuente eluhoructnn prnpw a par/tr de Amuran/e et.al. (2015 2-llJ-26 1). 

(;ini de ingcrsos salarialcs(200-'= 1 110) 

A l  examinar la evolución de las instituciones y políticas en e l  campo de la  seguridad social, las 

relaciones de trabajo y la protección laboral durante las dos primeras administraciones frentistas 

sobresalen las siguientes transformaciones o cambios. En primer lugar, se advierte en el período 

una rucrtc expansión de la cobertura del sistema de seguridad social, que se expresa, entre otros 

indicadores, en el aumento de la población cotizante (de 846 mi l  puestos de trabajo que aportahan 

en 2004 a un mi l lón u medio en 20 1 4) o en el porcentaje de personas ocupadas con registro en d 

sist<.;ma (t.lc 59 a 75  puntos porcc..:ntuales entre 2004 y 20 1 4). Si bien e l  crecimiento económico y 

la expansión del empleo contribuyeron al aumento Lle los puestos trabajo aporlantes al sistema de 

,.,,. 11110 ti<' los tlos 11 tres elementos/1mdo111e11ta/Ps que lirwr'n a la distrihucirí11 (dc.:I ingn.::m). /-�/país crece. una suciedad 

produce v logra rique:::a. ¿y esu riqueza c1ímo se reparte"! /lay dos o tres muneras de repartir, 110 lwv mú.1 1111a de 

C'llas e.1· el .rn/orio. /�11/onces (los Consejos de Salario.�)  cumple11 111w f1111ciá11 tomhién de n:dislrih11c1ú11 de: la r11¡11e:::a:· 

1 1cs1 .  
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seguridad social, esta tendencia responde lambién -y qu izás principalmenlc- a las pol íticas 

impu lsadas por las instituciones del campo de la seguridad social ( formalización del empico, 

control sobre las empresas, etc.) y a los incentivos a la formalización que generaron algunas 

reformas (la de la salud). J\unque en estos dos períodos no estuvo planteada una revisión de la 

reforma de la seguridad social de 1 996, si se advierten intentos por reforzar los controles sobre las 

admin istradoras de fondos previsionales y por abrir la oportunidad a los activos de abandonar el 

régimen de ahorro individual. 

En segundo lérmino, en este período se observa un in lento por ampliar la cobertura del s istema de 

seguridad social para los pasivos y act ivos : la flex ibi l ización del acceso a las preslaciones 

contribulivas (jub i lac ión) y no contributivas (pensiones); la ampliación de la cobertura y el 

incremento del valor de las transforencias para los activos (seguro de desempleo, subsidio por 

enfermedad y subs idio por malernidad o palern idad) . Por último, se produce durante este período 

un fortalecimicnlo de las polílicas de transforencias de ingresos a las familias ( las Asignaciones 

Fam i l iares), que se refleja en un aumento de cobertura (grosso modo, de 45% entre 2000 y 2004 a 

60% en los dos quinquenios sigu ientes) y de gasto (grosso modo también, de 0.3% del P IB hasta 

2007 a casi 0.5% desde 2008). 

En tercer lugar, este período se.: caracleriza por una profusa acción legislativa del gobierno cn cl 

campo de los derechos laborales y la seguridad social. Sin considerar artículos referidos a temas 

laborales o de seguridad social en normas de carácler general ( Ley de Prcsupucslo o de Rendición 

de Cuentas), en el período se aprueban 36 proyectos de ley en estos campos de política (2 1 sobre 

temas laborales y 1 5  sobre aspectos atinentes a la seguridad social). Las reformas legales 

impu lsadas en el campo laboral buscaron proteger los derechos laborales de colectivos que 

históricamente habían estado al margen de los mecanismos de protecc ión labora l :  en particular. 

los trabajadores del servicio domést ico y las activ idades rurales. As i mismo, ésla activa producción 

legislativa abordó tóp icos más trad icionales de las relaciones laborales: la protecc ión de la 

actividad sindical, la defensa de los trabajadon;s en l it igios jud iciales con los emp leadores, y el 

conlrol de la seguridad física de los cmplcados en el trabajo. 
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Finalmente, la agenda de los dos primeros gobiernos de izquierda se completa con la 

reimplantación de la negociación colectiva, pero fortaleciendo la capacidad de acción de los 

trabajadores (la ampl iación de la potestad de convocar a los Consejos de Salarios para los 

trabajadores y los empresarios), y expandiendo el  instrumento a los trabajadores del sector públ ico. 

4.6 Los impactos red istributivos de las reformas y la economía política de la expansión del we(fare 

Las reformas o nuevas pol íticas impu lsadas por los dos primeros gobiernos del Frente Ampl io en 

el campo social han supuesto e l  fortalecimiento Je la participación del Estado como rector, 

línaneiador y proveedor de pol íticas, la des-mercanti l ización del acceso a los serv icios (en algunas 

áreas de política) y la reducción de las brechas de cal idad (al menos, con relación a los costos por 

usuario) entre proveedores púb l icos y privados. 

Con respecto a la des-mercantil ización de la provisión de serv icios, se podría señalar que la 

reforma del sistema de salud impl icó una disminución de la población que accede a la salud a 

través del mercado, comprando o contratando en rorma particular serv icios Je salud (de 26.3% en 

2006 a 8% en 20 1 4), así como una mayor participación de l a  financiación públ ica del gasto en 

salud (de 5 1  % en 2005 a 68% en 20 1 2).  

Con relación a la reducción de la brecha de cal idad (o de costos) en educación, entre los servicios 

brindados por proveedores privados y los provistos por instituciones públ icas, se puede señalar 

que m ientras en 2006 el  gasto por alumno en la educación públ ica pre-terciaria representaba el 

59% del gasto en la enseñanza privada, en 20 1 2  rue equivalente a 87% (relativamente paritario 

entre ambos subsistemas), en tanto la ratio en la educación un iversitaria pasó de 40% a 73% 

durante esos años (Gráf'ico 4.22).26° Con respecto a la ··d<.:s-fami l iari7ación'' del acceso al bienestar 

2"'1 Otra arroximaci(rn a la rncd1ciún <k la calidad de lns serviei1ls <.le c11sciiam'a 4ue rroveen las universidades en 

l Jruguay ( l a  univcrsiuad del l·:stado y las univcrsid<Jd1.:s privudas) es considerar la rnsiciún t¡IH.: cad:.J unu de cl lt1s ocura 

en los rnnkings gloh:.Jles y regionales de universidad<.:�. Si hien existen varios indkcs. y rnús ul lá de las polémica� 

suhrc las vari:.Jbh.:s consideradas y los criterios uti l i1ados para asignar puntajes parciales y �intéticos a IJ:, 

univcrsid<Jdcs, se ruede alirrn;.ir 4uc en la  mayor parte 1.k esta.� mediciones la l lnivcrsid<Jd de la Rcrúhlica (est:i1,d) 

ocupi.1 el primer puesto seguido rnr la:. rcstanlcs univcrsidudes rrivadas. u. :.i l o  sumo, la scg.unda posición. l�n suma, 
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para los sectores en situación de pobreza o más vulnerables, se podría señalar e l  incremento del 

gasto público destinado a las transrercncias no contributivas desde 0.5% o 0.6% del P IB  en 2004 

a 1 . 1  % en 20 1 3.26 1 Por úl t imo, con relación a la intervención del Estado en las relaciones del trabajo 

o en el  campo de la protección laboral se podría ident i ficar el aumento sign i ficativo, en términos 

reales, de los salarios tic los estratos de menores ingresos, producto -además del crecimiento 

económico- de algunas políticas orientadas en ese sentido: la  reimplantación de la negociación 

colectiva ( incorporando a lgunos colectivos excluidos de esos ámbitos) y el incremento del salario 

mínimo. Estas tendencias de cambio con relación al  acceso al bienestar y la protección social (la 

dcs-rnercant i l ización, la  reducción de brechas de calidad entre servicios o prestaciones, la 

estatización o "des-fam i l iarización" c.lel aseguramiento de estándares mínimos de hienestar, y la 

redistribución en favor de los ingresos salariales) impl ican un  avance del Estado (corno rector, 

regulador, finaneiador o proveedor) en d ivcrsas arenas de polít ica, un avance que se refleja en la 

evolución del gasto público social. 

De las reformas o innovaciones mencionadas sólo algunas pud ieron impactar o tener efectos sobre 

la pobreza monetaria y la distribución del ingreso: las que operaron, precisamente, sobre los 

ingresos de los hogares. De las intervenciones en el campo de la asistencia social y seguridad social 

se pueden ident i ficar, entre otras, las siguientes: el Programa de "I ngreso Ciudadano" 

implementado en el marco del P/\ ES entre 2005 y 2007; e l  nuevo régimen de Asignaciones 

rarn i l iares ( Plan de Equ idad" o Ley 1 8227) in troducido en 2008; la ampliación <le la cobertura <le 

la pensión por Vejez e Inval ide? a partir de 2005 o 2006; la puesta en marcha <le la tarjeta 

al imentaria o Tarjeta Uruguay Social. Entre las pol íticas que operaron en el campo laboral, y sin 

desconocer el impacto que el propio aumento de la activ idad y e l  empleo generaron, habría que 

la  c<il i<la<l Ul! la cnscñani'a (una síntesis <le su labor <le e11s..:ña1m.1 e i11vcsLigucilin) impartida ror l a  universidad estatal 

l!S superior o simi lar a la de las rcslanlcs 11nivcrsida<lcs. 

ii.i (.'011siLlcran<lo 1\signm.:ioncs Famil iurcs " l ' lun de J·,qui<la<l .. .  l'l!nsioncs por Vejo c l nvali<lc1. y la ·· J'arj..:ta l Jrugua) 

'\ocial'·. 1 os <lalM sohrc t:I p1.:so en el 1 ' 1 1 1  <le las /\signaciones Fa111 i l ian.:s y las l'l!n<;innes por Veje; e Invalide; 

enm:spnnJe11 a l a  hasl! de <latos rn línea Lkl 1 \ 1 1 )  ··sociúmctro·· ( hllp://�"'' w.iuJb.urg/es/invcstigacion-y­

<la111s//lahlas,68X2.html'?indicator.i ). en lanto Ju  esti111uci1í11 Jcl porcentaje corresponJicnle a la ·· J arjl!ta l lruguay 

Social .. es un dlcul(I propio a pur1ir de lu in lormac1ún sob1c número y monto Je: Ja<; prl!slaciom:s que se pu..:d..: 

c.:111.:nntrar 1.:11 el Ohscrvalurin Socii.11 <lcl M 1 J ) J�S. 
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señalar: la negociación colectiva, la recuperación de salarios públicos más sumergidos y el 

aumento del salario mínimo nacional.  /\ las reformas sociales y polít icas laborales que actuaron 

d i rectamente sobre el ingreso de los hogares (que pud ieron, por lo tanto, contribuir al  descenso de 

la pobreza monetaria y de la desigualdad en la distribución del ingreso), se podrían sumar algunas 

otras reformas que operaron en forma ind irecta. En ese sentido, la rcfonna de la salud supuso una 

transferencia de recursos --en servicios- a las fam i l ias.26'.! Por último, la introducción del Impuesto 

a la Renta a las Personas Físicas ( T R PF), en el marco de la reforma tributaria aprobada en 2007, 

también operó en la distribución del i ngreso afectando las rentas del q u i n t i l  superior de ingresos. 

Desde luego, el grado de desarrol lo de un régimen de bienestar (la amplitud de sus coberturas y la 

extensión y cal idad de sus serv icios y prestaciones) puede contribuir también -en el mediano y en 

largo plazo- a reducir la pobrc7a monetaria y la desigualdad a través de la formación de capital 

humano, de la distribución relativamente homogénea entre estratos económicos de capacidades y 

habil idades mediante la acción del sistema educativo. Ahora bien, la evaluación en el corto p lazo 

de los posibles impactos en el bienestar de las reformas imp lementadas en un régimen de bienestar 

(básicamente, en los p i lares de asistencia social, seguridad social, protección laboral y, en menor 

medida, salud) dehcría d irigir la atención hacia los i ngresos de los hogares. En esta línea, y antes 

de examinar los resultados de algunos estudio de simulación para aislar el efecto neto de las 

reformas sociales desarro l ladas durante la primera adm i n i stración frcntista sobre la pobri:;za 

262 ··La transfcn.:ncia <k recursos desde el FON/\S/\ a los prcsta<lon:s de servicios de sulu<l implicó para las familius 

i:on niños unu mejora de sus condiciones <le vida y, i:onsecucntemcnte, un bcnclicio para lus generadones má.�jóvcncs. 

En tanto la a1il iación a instituciones presta<lorns de servidos tle salud cs i:omputa<la como una Lrunsfcrenciu de recursos 

desde el Estado a las filmi l ias. al mnmenlll tlc cali:ulur los ingresos dispnnibles o finalcs <le los hogarcs, la mugnitutl 

<le los n.:cursos que el 1 ·o /\S/\ transfii.:rc a dichas institucioncs podría rnnlribuir a reducir la pobreza en estos hogures. 

Los dalos <lc la Encuesta Continua <lc ! logares tlcl primer sem..:stre tlc 2008 intlicun la magnitud <le ese i m pacto en la 

ini:i<lcm:ia de la pnh1 e:1a. Si:gún el INI ·: (2008. X-<J): ·si  no si: i:on�i<lemn los i ngresos imput;i<lus a los hogares por 

rnnccpLO de las cuow. ... mutu;ilcs de los menores induitlos en cl �istcma Je salud, lu pobrcn se hubii:sc 11hii:aJo, par;i 

cl total del pab. rn 2--1. I %1, es dci:ir. un <lcsi:cnso <le 2.3 puntos con respecto <11 primer semestre tlc 2007. U descenso 

<le l;.1 pohroa entre el primer �emeslre <le 20ll(i y e l mismo período de 2008 es d..: 6.7 puntos porccnluuks. pero se 

sitúa en 4.3 puntos si nu se considera la aplicación tlcl FON AS/\ a los menores de 1 8  años a partir clel primero 

ele enero de 2008. lo que <la una pauta del signi fli:ado Jd ai:ceso a lll atrncilin de lll salud de los menores en los 

hogures más pnhrcs. 1•:11 el último año, la disminución alcanza a 4.7 puntos en ta1110 llega al 2.3 si  nu .se ind11yc 

la reforma de la salud."'" l k  /\r111,1s (20 1 0: 233-234). l .as negritas pertenci:cn al original. 
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monetaria y la d istribución del ingreso, los datos presentados en e l  Gráfico 4.40, muestran un 

potencial impacto positivo, en la medida que la pobreza y la ind igencia experimentaron en 

Uruguay una caída muy pronunciado a partir de 2005. 
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Gráfico 4.40 

lncitlcncia tic la pobreza y la indigencia en hogares y personas en Uruguay l i l  según líneas I N E  ( M ct. 2006) y 
CEPAL. 

Series 1 '>99-20 1 4  y 1 963-2014. En porcentajes. 
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Tras el crecimiento de la pobreza y la indigencia que U ruguay experimentó entre 1 999 y 2004 

(respectivamente, de 20.6% a 39.9% y de 1 .4% a 4.7%), a partir de 2005 se i nicia una fase de 

sostenida d isminución de los ind icadores de pobreza monetaria. Como se advierte en el Gráfico 

4.40, la incidencia de la pobreza cae de 39.9% en 2004 a 9.7% en 20 1 4  (se reduce a la cuarta parte, 

lo c.¡uc signi fica, aproximadamente, una d isminución equivalente a un m i l lón de personas en una 

población de tres y medio m i l lones), en tanto la de la indigencia o pobreza extrema cae de 4.7% a 

0.3% (prácticamente, su errad icación en términos cstadísticos).263 

A l  examinar e l  comportamiento de estas variables en un período mayor -empicando la línea de 

pobreza de CEPA L (menos ex igente que la metodología oficial del país), tanto para personas, entre 

1 98 1  y 20 1 4, como hogares, entre 1 963 y 20 1 4- se podrá advertir que U ruguay alcanzó a fines de 

la primera administración frentista los niveles más bajos de pobreza monetaria desde que existen 

registros estadísticos. S i  se toman los datos de CEPAL para personas, la incidencia de la pobreza 

en 20 1 4  (4.5'%) fue la más baja desde comienzos de los años ochenta, incluso menor al 9.5% que 

el país había alcanzado en 1 997 (menos de la mitad de ese valor), luego de un largo período de 

crec imiento que comeni.ó en 1 985 y terminó en 1 999 con el  in ic io de la últ ima reces ión.264 

21'1 l'or ejemplo. la estimación de la  incidencia de la  pobreza cn personas (9.7%) tiene un margen de error de t -0.4 (cl 

l ímite i nfi.:rior de la estimación es 9.3% en tanto el superior es 1 0 . 1  %). En suma. desde 20 1 1 la incidem:ia dc la  pobreza 

extrema o indigencia cslá prácticamente dentro del margen de error. Ver: INE (20 1 5: 5 1  ). 

:M Desde lucgo, c1>t.a alirmat:ión podría ser controvertida o rdativizada desde varias perspectivas: 4uc d porcentaje de 

población (personas u hogares) con ingresos inreriorcs a la l .inea de Pobreta -metodología CEP/\L- sea actualmente 

más bajo que a cnmicnrns de los años ochenta o incluso mt:nor al n.:gistrn de inicios de los años scscnt:i. no signi lica 

que no exista una prororciéin mayor de población que hace treinta, cuarenta o cincuenta años sufriendo diversas 

rmrnilcslacioncs de pobrcn o exclusión. Muy probablemente la pobre1.a monetaria esté asociada aelualmcntc, en 

mayor medida que décadas ¡Jlrjs, a procesos de segregación residencial y maní (estaciones de exclusión social, 4ue la 

lransl(1r111a11 en 11na cxpericm;ia más crítica o severa p:.ira las personas. /\si mismo, micntras 4uc en los años sesenta o 

setenta del siglo rasado, cuando se inició el proceso de concentración c11 el cordón perilerico de Montevideo de los 

scclnrcs 111i1s pnhrcs de la pohlac i ci 1 1 ( e l  nat:i111icnto dt: los p1 i 1m;1os ··canlegriks·· i. la m i gración desde el inlcrior d la 
rerilé.:ria caritalina podía ser rnnsiderada una cxreriem:ia de movilidad social :.iscendente. en las úllimas tres o cuatro 

déc:.id:.is la m igración desde la ciudad a la pcrireria pmlria ser vivid:.i rnmo una experiencia dc cxcl usió11 social. 

Actualmente. lr•1s v;11 ias generacinm:s de pnhlat:ión 4uc han nacido y vivido en la pcrill:ria de MnnLcvidc1> y de otras 

capitales dcpartamentJles, la rohrc1a monetaria ) la insutislacciún de m:ce'i1dadcs hll<iica.'i pu.:dcn ser ··\ Í \  idas·· como 

privaciones a¡wd..is o crc'rnicas. en part icular, por el contraste 4uc suponen con los patrones de consumo i m perantes cn 
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A l  comparar a Uruguay con otros países de la región -en particular aquellos donde la participación 

del gasto público social en el P I B  creció durante los ú l timos años (por ejemplo, Brasil donde 

aumentó de 2 1  % del PI B en 2000 a 25% en 20 1 0265) y que fueron gobernados por partidos o 

coaliciones partidarias de izquierda o centro-izquierda-, se adv ierte que la d isminución registrada 

en Uruguay fue en términos relativos (esto es, medida con relación al punto de partida o línea de 

base) la mayor de la región. Como se puede apreciar en el Gráfico 4.4 1 ,  entre 2004 y 20 1 4, el 

porcentaje de población bajo la Línea de Pobreza disminuyó en Uruguay a una qu inta parte del 

valor in icial (de 20.9% a 4.4% uti l izando la línea de pobreza de CEPAL que permite la 

comparación regional). Los países que le  s iguen a Uruguay en términos de reducción de la pobrc;ca 

registran descensos menores: Chi le de 1 9% a 8%, Brasi l  de 37% a 1 8%, Perú de 49% a 23%, y el 

Estado Plurinacional de Bolivia de 64% a 33%.266 

la economía Jcs(k h;:icc Jos o tres décadas. Snhrc este punto, sc rccumicn<la el trabaj o clásico de Kaztman sobre 

cxclusión social y marginalidad ( 1 997). 

261 Ver Capítulo 1 .  Tabla 1 . 1 .  
261' l Jn punto rclcvante a tcner en consideración cuando sc comparan paíscs con n.:specto a l a  incidencia de la  pohn:za 

monetaria es el valor de la Línea Je l'obrez.a, o cl umbral <le pobreza. en los distintos países. l�n cst: sentido, cabc 

sciialar que l Jruguay (donde la  robrc;ra moneu1ria alcanza dt: acuerdo a la metndolngía Jc Cl·'.Pt\L al 4.4% <l1.: toda su 

rnblaeión, cst.o cs, unas 1 50 mil pcrsonas en J.5 111 i l ln11cs th: hahitantcs) ticni.:, l uego tk la Ri.:púhlica lfol ivariana Je 

Vcnc:tuela. la más aJta línea Je pobrci'a para cl ári.:a urhana y para el área rural <lc t\rm:rica l .atina y el Carihc (Je los 

1 (, paíscs-cxcluyendo t\rgi.:1 1!i11a- CU) 0s valorcs uparccen en las bases Ji.: Jatos en l í ncu de lu CEl't\L). Por ejempl o. 

mii.:ntras el valor tic la l ínea J..: pobreza <le l lruguay cn 20 1 4  cra dl: 1 1>7 dó lares para las árc<.1s urbanas y l JX para las 

rumies. en Chile el segundo país. m;Lu:Jlm..:ntc, con más hajos ni veles de pohraa c indigi.:ncia <lc la región- ascc11<lía 

a 1 27 dólares 1.:n 13.s áreas urhanas y a XX cn las runilcs (6-l% Je lns valorcs di: Uruguay), y cn l lrasil. rcspcctivamenlc. 

u 1 3 5  y 1 06 (6')%, y 77% Jc los v<1lnres uruguayos). Ful:nlc: CE l't\ L 

(lit tn: / lest 11r.f is1 icos. cepa!. org(cepalst aflweb cepa! st atlest ad is f icas i 11dicadores. 1 1sp ). 
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(; r:í fico 4.4 1 
Población bajo la Línea de Pobreza (M ctodología CEPA L) en América Latina y el Caribe ( 1 6  países). 

Circa 2004 y 2014. En porcentaje. 
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Fuente: elahortK1Ó11 propia a partir di' daws de lu Cff'A I. 
(ht to .'/les! adist 1c:a.1·. cepa/. or¡,:ke pa Is/ al lweh ce µo Is /al les 1ad1sl 1cas 111d1 cadores. asp). 

Nolus: /1/ el dalo de Uruguay de 200.f corresponde a .. lncalidnde1· de 5000 y má� hu/lllallle1•", rl'prese11ta/11•as del 80% tlt! la 
pohlac1ri11 del país. en camh10 el dato de 201.f es repre.�e11tut1 vo de 10d11 el terntorw {)e /odas formas. tu wmparac1ón entre ambos 

daln.f es p11s1hle. ya que las d1(erencws en/re los datos corr¿1¡xmd1e111e.1· al u1111•erso .
. loca/Jdode� de .l. ()()(} y 111á� lwh1ta11ft'1· · ·y lm 

du/OJ correspond1e111Ps o la /otal1dad del tern/orm que son medidos a par/ir de 2006 s1111 prúct1came11te 1g111Jles: por e¡emplo. 
para el mio 201 f. respec/1vamente. 4.5%y ./. ./%. 

Además del descenso de la pobreza monetaria, en los ú l t imos años se advierte en Uruguay una 

tendencia a la reducción de la concentración del i ngreso. Analinr la evolución de los ind icadores 

que rcrmilen medir la concentración del  ingreso y, ror lo tanto, algunas dimensiones de la 

desigualdad en una economía de mercado resulta, además, imprescind ible rara evaluar, en forma 

más arropiada en d iferencial que producen gobiernos con orientación socialdemócrata o rro­

cquidad, rorque el descenso de la pohrcn monetaria no supone, necesariamente, una dism inución 

s imul tám:a ni equivalente de los n iveles de concentración del  ingreso. Por ejemplo, m ientras la 

incidencia d e  la pobreza en la rohlació11 -mc<l ida a través <le la l . ínea de Pohrcn <le CF.PA L- cayó 

en Uruguay <le 1 2.5'% en 1 992 a <).5% en 1 997 o 9.4%, en 1 999 ( G ráfico 4.40) la concentración del 

ingreso, mc<l i<la por el Coeficiente de ( i in i ,  aumentó de 0.4 1 6  en 1 994 a 0.430 en 1 997 y a 0.440 

en 1 999 ( ( i rMico 4 .42) :  tamhién, en los años que siguieron a la últ ima recesión, mientras que la 

incidencia d1..: la pobreza disminuía �igui1..:ndo con los valores que arroja la l . ínca <le Pobren1 de 
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CEPA L- de 20.9% en 2004 a 1 8 . 1 % en 2007, la desigualdad se mantenía estable con un  valor de 

Gin i  de 0.460. En suma, la reducción de los n iveles de concentración del ingreso normalmente está 

asociada a un  proceso de red istribución de ingresos entre estratos, m ientras que la disminución de 

la pobreza monelaria puede ser el resu l tado de un aumento de los ingresos de los sectores en 

situación de pobreza que supera el incremento del valor de la canasta básica de bienes y servicios, 

lo que puede ocurrir -incluso- en un contexto de creciente concentración del ingreso. Por otro 

lado, en la tradición de la izqu ierda y la socialdemocracia más clásica la lucha contra la desigualdad 

-fundamentalmente, económica y entre clases sociales- representa un valor central; q u izás, su 

principal seña de identidad. En ú ltima instancia, cuando se intenta definir o precisar e l  sentido de 

la izquierda entre sus muchas y d iversas variantes o tradiciones, la referencia a la igualdad 

prevalece sohre cualquier otra apelación o valor.267 

La evolución de Lodos los ind icadores de concentración del ingreso en Uruguay en los ú ltimos 

años (en rigor desde 2008, tras la puesta en marcha de algunas reformas que operaron sobre los 

ingresos de los hogares, hasta 20 1 2  o 20 1 3 )  muestra una clara tendencia a la reducción de la 

desigualdad. Luego de más de d iez años de moderado, pero sostenido, aumento de la desigualdad 

(desde 1 992 a 2004) y de dos o tres años in iciales de la primera admin istración frentista con valores 

de Gin i  relativamente estables, a partir de 2008 se adv ierte una fuerte reducción (de 0.46 en 2007 

a 0.38 en 20 1 2). La reducción de la desigualdad observada durante este últ imo período se hal la 

entre las más pronunciadas de la  historia reciente del país, sólo superada por e l  descenso de la 

desigualdad registrado a mediados del siglo pasado durante e l  período neo-bat l l i sta, pero mayor a 

la caída -moderada- de la desigualdad que probab lemente se registró a comienzos del siglo veinte 

(Gráfico 4.42). 

267 Sobre este punto, resulta im.:vitahk la rdl:rcncia al clásico t.le Aobbio ( 1 9')8). 
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G ráfico 4.42 

Desigualdad en la distribución del ingreso en Uru�uay, medida a través del Cocficicnle de Gini. 
Serie 1 9 1 0-2014. 
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Fuente. elaboración pmpw a parflr de Bértola y Alvare= (20 I O: 62) para el período 1910-2006 y del INF: (2015) para el resllJ de 
la .�ene de //empo. 

Por otra parte, la comparación entre los países de /\mérica Latina y el Caribe con re l ac ión a la 

evolución de la desigualdad en la  d istribución del i ngreso en los últimos años muestra que U ruguay 

tuvo la mayor caída en los valores de G i n i  entre 2004 y 20 1 4  (Gráfico 4.43): el valor de G i n i  

alcanzado por Uruguay en 20 1 2  (0.379) era 1 8.3% in íerior a su  registro inicial (0.464). Si  bien en 

/\rgentina se ohserva una reducción relativa o porcentual s imi lar a la de Uruguay ( - 1 7 .8%1), sus 

valores son signi Íleativamcnte más altos (0.578 en 2004 y 0.475 en 20 l 4).26R A l  comparar a 

Uruguay con los otros dos países de la región que fueron gobernados durante la pasada década por 

partidos o coa l ic iones de izquierda o centro-izquierda con perfil socialdemócrata (Chi le y Brasil), 

y haciendo abstracción de su valores de Gin i  ( h istóricamenle muy sureriores a los de Uruguay y 

entre los más altos del mundo), la reducción en términos relativos o porcentuales observada en 

U ruguay es mayor a la que ocurrió en Brasil y Chi le: respectivamente. - 1 8.3%, - 1 0.5% y -7.8%. 

M De hecho. d Codicicn1c e.le Ciini en Argenlina e.le acuerdo a los e.latos e.le Cl�l'/\1 .- rn 20 1 4  (0.475) era mas alto 

que el valor m{1s alto e.le loe.la la historia en 1 Jrugua) (0.4<14). 
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G ráfico 4.43 
Desigualdad en la distribución del ingreso, medida a través del Coeficiente de Gini, en países de América 

Latina y el Caribe ( 1 S) ordenados en forma ascendente por su valor de Gini más reciente y decreciente por el 
porcentaje de variacié111 cnln 2004 y 20141i l . 

Gini 
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Fuenle. elaboración propw a par/Ir de información cnnlemda en las hase.1· de datos en línea de la CF:PAL paru 200./ 
( .h11p:/lestadist1cas.cepal.orglcepals1a1/WE!l CEl'ALSTA 'l'/l'ortuúa.asp), y de CHPAI. (2016: 21): l'annruma Socw/ de América 
/,uf/na 2015 Documento informa/11·0 CEPA!,: Santwgo de C/11/e 
(.h11p:/lrepos1/11no.cepal.orglbi1s1reamlhandlell / 362/39965/SI 600227 es.pdf?sequence I ). 
Nolu: /1} los valorl's corresponden a /ns añns seFialodns n al reg1s1ro más próximo (1'11 el caso dt� Arge111111a el últuno vulor 
c:orresptJnde a 21112). 

Si  se compara la evolución de Uruguay durante los ú l t imos d i ez años con e l  resto de los países del  

mundo con i n íormación disponible (ochenta observaciones), se puede apreciar que Uruguay íorma 

parte del grupo de raíses donde se registraron mayores caídas en los índices de concentración del 

in  gres o. 
26') 

2f>'J Si  sc comraru cl valor prurm:úio Je! Cm:fieienLe Lle Gi n i 1.:11 el 4uinqucnio 2 0 1 0-20 1 4  con el wm:spondienle a l  

q11inqucnio ankrior (2005-2009) y si; orJ1.:nu a los nch1.:nta paises dt:sdc el  q u e  expcrirrn:nló el mayor aumento del 
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La comparación entre Uruguay y otros 

países que íucron gobernados durante 

períodos simi lares (diez o más años) por 

partidos ele izquierda o centro-izquierda 

resulta de especial in terés. Como se puede 

advertir en la Tabla 4.6, la disminución de 

los niveles de desigualdad medidas por el  

coeficiente de Gini  que se observa en 

Uruguay entre 2004 y 20 1 4  no solo supera a 

la observada en Brasil y Chi le en los 

períodos que gobernaron partidos o 

coaliciones de izquierda o centro-izquierda 

(respectivamente, - 1 8%, - 1 4% y -7%), sino 

también -y aún más- a la evolución 

registrada en l·:spaña y Portugal durante las 

décadas del ochenta (de hecho, en el caso 

español luego de una moderada disminución 

Tabla 4.6 

Indicadores de desigualdacl en la distrihución del 
ingreso en paises de A mérica del Sur y Europa del ur 

seleccionados, bajo períodos de gobierno 
socialdemócrata o de centro-izquierda. 

1 1 1  111 IV Variaciún 
2002 2006 20 1 1 2014 IV / I (%) 

Brasi l 0.634 0.605 0.559 0.548 -14% 
Chill.: 2000 2003 2006 2009 

0.564 0.552 0.522 0.524 -7% 

Uruguay 20041i1 2007 20 1 0  20l4 

0.464 0.456 0.422 0.379 - 1 8% 

España 1 980 1 985 1 990 1 995 

0.318 0. 314 0.302 0.353 +11% 

Portugal 1980 1 985 1 990 1995 

0.368 . . . 0.367 0.370 + 1 %  

Fue111e: elahorac1ón propw a par/Ir de la.� .�1gwe11tes fue/1/es del 
mformac1ón de CEPA/, para los países americanos 
(!111p:lles1ud1s11cas.cepul.on:/cevals1rt1/weh cenals1a1/estad1s11w 
.wndtcadores.asp) y de Cross-na/10nal ce11/er m l.uxembourg 
(h11p:l/www.l1sda1acen1er.org/data·accesslkev·ligures/1neg11ol11.J!:: 
and-povertv/J para los países europeos. 

No/as· /1/ el dulo corresponde a localidades 5000 y má.t 
hahllanles: a par/ir del Si¡?;Ute/1/e año lo.t dalos 11e11en coher1ura 
11ac1Qnal l::sro no ufec/O lu comparucuín. ya que prác11camenle no 
hay diferencws en/re los dalos de amhat áreas geográficas. 

del Gin i  entre 1 985 y 1 990, de 0.3 1 4  a 0.302, la desigualdad creció hasta mediados de los años 

noventa, aún hajo administraciones socialislas).270 

codiciente de C i i ni hasta d que experimentó la mayor disminución, y l uego se los ordena en diez grupos iguales, se 

rodrá constatar que l Jruguay rorm<J rarlt: del scgundo grupo de ocho paiscs donde más cayó la desigualdad: m:ura el 

doccavo puesto cnlrc los 48 raiscs dondc el valor dc Clini  del qu inquenio  20 1 0-20 1 4  cs mcnnr al valor d¡;I qui  nqu¡;nio 

2005-200'). Ver Anexo I V ,  Gráfico A.4.4.  
27° Considerando la magn itud de la reducción del Ci ini obscravada en Uruguay cnLrc 2004 y 20 1 4, y su cornparneión 

t:on las evoludllnes observada� en otro:-. paíse!> d1: la región y en los dd Mediterráneo tres d�cada.� atds, resull.;1 de 

i ntcrés la n.:li:rem;ia dc l luber & Stephens t20 1 2: 225) al impacto sobre la con1.:1:ntraeión del ingrestl de lus n.:forrnas 
imrulsada� por l11s gohicrnos soci�ilist;is en l �sraña: .. Así, a umis treinta años Je h.1 pm:tada tran�icii"ln (c:-.pa1iola). la 

in¡uicrda todavía trabajaba cn supcrar los legados eslructuralcs tkl deficiente e im:quitatívo l·'.stadn de l l il.:ncstar 

edificado pllr el r�girnen de l· ranco, y en tornarlo hacia una arquitcetura más comrrcnsiva. u11ivcrsalist1 oricntada a 

proveer servicio:-.. rodas esas relt1rmas (paulal in:L�). :-.in embargo. tr.inslhrmaron al Estado dc Ll i...:nestar español. 

redujeron el Cini en 1 2  punto.� pnrccnl11alcs:· 1 raduccic"rn prnpia: l;i� negritas no� corresrondcn. 
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Tras la disminución de la desigualdad observada en Uruguay, el país presenta un nivel de 

concentración del ingreso (0.38) relativamente cercano a los valores de los países del 

Mediterráneo, los más desiguales -empero- de Europa occidental (0.343 en España y 0.345 en 

Portugal, circa 20 1 2).  La comparación entre Uruguay, durante el período examinado, y algunos 

países europeos en los años de apogeo c.le las socialdemocracias clásicas (las escandinavas y c.lcl 

norte de Europa), o las "tardías" del Med iterráneo, con relación a la evolución de la desigualdad 

resulta de particular interés para evaluar la capacidad redistributiva de los gobiernos c.lc izquierda 

en Uruguay, pese a las dificultades derivadas de la escasez y la d iscontinu idad de los datos 

h istóricos sobre concentración de ingreso en los países más desarrol lados.271 Con esta salvedad, 

271 Los dalos incluidos en la The World Wealth and lncome /)a/abase -iniciativa. entre otros. del economista 

neomarxisla francés Thomas Piketly (hllp://www.wid.worl<l/lll lome:)- permiten una aproximación empírica a la 

c.:volueión durante.: buc.:na parte del siglo veinte de.: la concentración del ingreso, mc.:ditla, entre otros indicadon:s, por la 

porción de ingreso nacional cariada por el dic1 por cic.:nlo más rit:o de la población en t:ada uno de los riaíscs incluidos 

c.:n su hase tic d:H11s. En el caso sueco, se puede sl:iialar que 1<1 proport:ión del ingreso nacional cafJL<Jda por i..:l dccil más 

rirn disminuyó en forma soslcnitla desde com icnrns de la década del die/ hasta fines dc los años cuarenta (de 45% a 

30%). /\ partir de ese mom<!nlo, la porción carit:.u.la por lo!-: más ricos se.: mantuvo establc (en torno <JI 30%) ha�ta 

comicn;ros de los años setenta cuando Suecia comierl/a a experimentar por diez años una nucv<J reducción hasta locar 

un mínimo histórico levemente superior a 201% (valor que mantuvo durante los años ochenta); linalmenle, a partir de 

los añns novent<J Suecia ingresa en un último período caractcrindo por el aumento de la porción dcl ingreso captada 

por los más ricos hasta alcanzar, nuevamente, valores próximos a 30% (similares a los de mediados del siglo pa�<Jdo). 

1:n Noruega nn se advierten m<Jyorcs cambios desde fines de los años cuarenta (cuando se inici<J la scric de tiempo de 

la T. W. W .1 .D) hasta fines de los años setenta: durante csns treinta años, grosso modo, la porción del ingreso captada 

ror el dccil más rico fuc estable, en tomo al 30%1. Durante los años ochenta (al igual que en Suecia durante los setenta) 

se advierte una caída en Noruega que llcva la porción del ingreso n<Jcional acaparada por el uccil más rico a un mínimo 

histórico de 20%. lra.� lo cual se inicia en l<r última década del siglo veinte una lendcnci<r alcista ha�ta alcan;rar al final 

del siglo, nuevamente, un 30% del ingreso n<Jcional captado por el dccil superior. En Francia se observan valores en 

lOrno al 40% (con algunas oscilaciuncs) desde t:omicn/OS de los años veinte hasta inicios de los cuarenta. l )uranlc la 

pr irncra mitad de la década del cuarenta (el traumático periodo tic 1<1 segunda guerra mundial y la ocupación nazi) la 

porción del ingreso captada por el dccil más rico cayó die/ puntos porccntuules (rc:,ulu.1 ohvio quc cs!U caída debería 

consitlt:rar algunas variublcs cxplic<Jliv<Js que hacen a ese particular contexto poliiico) ha'ila locar un piso tic 30%. 

l�ntro.: fines tic los años cuarcnla y mediados de los sesenta, se observa en Francia una lcndcnciJ <JI aumenlo tic la 

porción di..:! ingreso nacional captada por los más riws (h<Jsla ro/.ar d 4()'){, a fines de los scs1.;nta). l .uego, desde fines 

de años scscnta hasl¡¡ los primeros años och..:nia -unos quince años- la porción del ingrt:so nacional captada por los 

m:'rs ricos vuelve a caer. de forma pi!rsimoninsa (apmximutl:.imcntc. tic :l7'V., a 30%). Finalmenlc, durnntc los últimos 
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el anál is is de la evidencia h istórica disponible parece ind icar que tanto los paises escandinavos, 

como los principales países tic Europa continental (A lemania y J7rancia) y los Estados Un idos (una 

pequeña muestra de países donde se desarrollaron los tres modelos o variantes de régimen de 

bienestar de la clásica tipología de l�sping-/\ndersen) alcanzaron sus más bajos niveles de 

concentración del i ngreso (lomando como indicador proxy de una medida sintética de la 

concentración de ingreso la proporción del ingreso total captada por el dcc i l  más rico de la 

población) entre los años c incuenta y setenta del  siglo pasado: una etapa de apogeo de 

keynesianismo tras la segunda guerra mundial y de fuerte expansión de los regímenes de bienestar. 

De todas formas, la evidencia no indica bruscos cambios sino tendencias de largo al iento, que 

coinciden en el tiempo con la expansión del peso del Estado en la economía y del aumento del 

gasto públ ico social .  

La reducción de los niveles de concentración del i ngreso que se observó en Uru&TUay durante las 

dos primeras admi n istraciones del Frente Ampl io obedeció a d istintos factores, algunos de el los 

producto de Ja acción política o de reformas impu lsadas durante el período y, por lo tanto, pasibles 

de ser atribuidos, entre otros factores o variables causales de naturaleza política, a la orientación 

ideológica partido gobernante (sus preferencias con relación a la igualdad y la redistribución). Por 

una parte, la recuperación del poder de compra de los salarios (producto de la reimplantación de 

la negociación colectiva y de otras medidas adoptadas por el gobierno) y, por otra, la acción de las 

4uincc a veinte años Jcl siglo pa�aJo la pon:ión captaJa por los más ricos vuelvt.: a crt.:ccr en Francia, aunque Je 

manera muy moJeraJa. h:ista alcanzar valores levcmentc mayores a 30% a finales del siglo pasaJo. Con leves 

variaciones, la tniyectoria de Alemania se asemeja a la franet.:sa, tanto en la sccucm:ia y las earactcrísticas de los 

períodos como en las magnituJes que asume el inJic¡1Jor. l'or último, en EstaJos l lnidos se advierte cnire fincs de la 

JécaJa del Jic1: y comienzos dc los años cuarenta una lcnJcncia al aumento (cun cicrtas oscilaciones. Je 40'% a 45%). 
tras lo cual sc produce una ruerte caída durante la primera mitaJ dc los años cuurcnta (el pcrioJo cspccial de la segunda 

guerra mundial) hasta tocar un piso levemente supcrinr al 30% en la segunda mitaJ de la década. DcsJc mediados dt.: 

los años cuarenta hasta lincs dt.: los años setenta (poco más Jc treinta ai'ío:-:). EstaJos l Jnidos vivió no sólo un pcrioJo 

dorado dc expansiún económica. sino también dc una Jistrihución Jcl ingrcso modcraJamcnle equitativa (la porci<'in 

dcl ingreso captada por los más ricos pcrmancció estable entre cl 30% y el 35'Yc, Jurante csc periodo). 1: inalmc11tc. cn 

la última ctapa. a partir Je lns años oehcnta, E:-.tados \ JniJos exhibe una tcndcm:ia ul  sustcniJo aumento Jc la 

Jcsigualdad. 111cdiJ¡¡ por la porción del ingreso micinnal captada por lus más ricos: grnssn mndo, ésta aumenta Je 33%, 

:i 43%. Ver /\nexo I V, ( i rálico /\.4.5. 
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transferencias no contributivas (ampl iadas en su cobertura e incrementadas en su valor durante las 

dos admin istraciones), provistas por el sistema de seguridad social y e l  MTDES, contribuyeron al 

aumento del ingreso de los estratos b�jos. En esta dirección, señalan Amarante, Colafranceschi y 

Vigorito (20 1 1 :  25-26): ·'El aumento de la desigualdad (en el período 1 98 1 -2005) fue 

principalmente prnducido por la  liberalizaciún del comercio, l a  supresión de los mecanismos 

de n egociación salarial centralizada, la caída de los salarios mínimos y la falta de un sistema 

de protección social orientado a los hogares más desfavorecidos. En un contexto de un sistema 

macroeconómico estable, la  caída reciente de la desigualdad fue el resultado de una caída en 

la desigualdad de los ingresos laborales y de la introducción de esquemas de transferencias 

públicas no contributivas. El último período bajo revisión (2005-2 0 1  O) combina un amplio set 

de reformas redistributivas con un rápido crecimiento económico, haciendo d i fícil identificar las 

causas específicas de la reducción de la desigualdad de ingresos laborales. Sin embargo, los 

resultados de la micro-simulación . . .  sugieren que la mejora de los salarios m ínimos, la 

introducción del impuesto a la renta, la caída de los retornos de la educación y el aumento del 

empleo son las principales causas."272/273 

A los impactos sobre la distribución del ingreso que generaron esas reformas o innovaciones en 

materia de política, se suman, por último, los efectos producidos por la reforma tributaria (en 

particular, la introducción del impuesto a la renta a las personas físicas), que comenzó a ser 

272 La� negri tas nos corresponden. 

273 Con rdaciú11 al impaclo de las nuevas trans{l:n:ncias monctariac; no contributivas (el Programa I ngreso Ciutlatlano 

entre 2005 y 2007. el nuevo régimen de /\signaciones 1-'amilian:s _ 
.. l'lan de l·.quidad"- a partir de 2007 y la tarjeta 

alimentaria y lu..:go la ··Tai:j..:ta Uruguay Social .. dt:!>th: 2006) y las reformas introducidas a trans í..:renci as ya cxist..:nt..:s 

( las pensione� por Vejez ..: lnnilid..:z) sobrt: la pohrcla y l a  desigualdad �n�lirnc Rosscl (201 (,: 1 33 ): ·· . . . la  cviJcnci..i 

disponible muestra una a l ta progn:siviuatl Je las transferencias no contributivas (Colafranccschi y V igorito 20 1 3 )  y 

u n  aporte significativo de c�tas a la rc.:duc.:ci<\n de.: tk:-.igualtlad (/\ 111ara11tc. C'olalrance�chi y V i goritn 20 1 1 ).". :vi:·1� 

t:sp..:c i licarn..:nl..:, señala, citantlu ulgun;:is investigaciones recientes que abordan el di.:cto redistrihutivu tle las reforma.� 

(20 1 6: 1 34 ): '·Por la \ ía no contributiva. s..: ha avan7.atlo en la tlex ibi lización ti..: requisitos para el acceso a la jubi lacilin 

por edad avanzada (2008). 1 .a cvi1lcncia indica q uc, en eonj unto, el rolo no contributivo conduce a 'una rcd11cri1h1 

del 1 0%1 de la incidencia de la pobreza. d..:I 1 6'% Je su i ntensidad y tlc l 23%1 Je �u s..:vcrid¡iu· (Col;.1fram:cschi y 

Vigorit.o, 20 1 3 )  y sus cfcdos son aún m:'1s fuertes (64'Y.o, 96% y 1 37%1, respc.:ctivamcnlc) sobre la indigencia."· 1 as 

nc.:gri las nos ..:orrc.:spunJ..:11. 
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implementada en 2008, debido a su concentración en los hogares pertenecientes al quinti l  de 

mayores ingresos. Los estudios sobre el impacto en la distribución del ingreso de las reformas o 

expansiones de servicios y gasto en los pi lares sectoriales del régimen de bienestar uruguayo 

(asistencia social, salud, educación, seguridad social y protección laboral) muestran un aumento 

de la capacidad del gasto público social de reducir la desigualdad de ingresos. 

En el Gráfico 4.44, se presentan los resultados de un estudio de simulación de los niveles de 

desigualdad sin gasto público social (s in transferencias monetarias desde la seguridad social para 

pasivos y activos, y s in  servicios de salud y educación), a efectos de aislar y cuantificar el e fecto 

en la distribución del ingreso que produce el Estado a través de las políticas sociales. Antes de las 

reformas impulsadas por el primer gobierno del Frente /\mpl io, la acción estatal ya reducía o 

contraía la desigualdad original o de mercado. En 2004 el valor de Gin i  "simulado'' era mayor al 

Gin i  real :  respectivamente, 0.475 y 0.433. En consecuencia, en 2004 la acción estatal en el campo 

de las pol íticas sociales (de un centenario, amp l io y res i l iente régimen de bienestar) reducía en 

8.8% el valor del coeficiente de Gin i  que el país -teóricamente- hubiese tenido sin presencia del 

Estado en este terreno, sin ga to públ ico social. A partir de 2006 (con medio año de .. l ngrc o 

Ciudadano·', un nuevo presupuesto que comenzaba a incrementar el gasto en salud y educación 

públ ica, y la ampliación de coberturas e incremento del valor monetario de las transferencias 

provistas por la seguridad social) se observa un aumento del porcentaje de reducción del Gin i  (pasó 

de 8.8% a 1 1 .9%). En 2008 el porcentaje de reducción del Gin i  fue aún mayor: 1 3 .2%.274 

771 l·.n 2008 sc inicia la reforma e.Je la saluc..I ( ingresan al FO /\S/\ mi les e.Je usuarios pertenecientes a estratos e.Je 

ingresos mcc..lios y b<�ios. entre ellos niiios y ac..lolcscentcs), sc rn11c cn man;ha el nucvu n:gi111c11 <lc /\signacioncs 

Famil iarcs (4uc impl ic(J un sal lo di.:I gasto público Jc e.Jos Jécimas rmcenlualcs con relación al 1 ' 1 11), aumcnta la 

cobcrtuni <lc las pensiones no con tribut ivas a la vcjcz. /\dcmás, en 2008 las lrans fl:rcnc ia� monctarias para consumo 

alimentario Jt:l M J l )J�S ya tenían <los arios de ejecuc ión ) rur tcrccr año consecutivo el gasto públ ico en educación 

crecía en li,rma signi lica1iva con el oh1ct1vn Je alcannr al término c..lcl  periodo el 4. 'i'Yc1 del Pm. 
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Gráfico 4.44 
Desigualdad en la distrihuci6n del ingreso (Coeficiente de C.ini) antes (simulada) y después (real) de las 

transferencias monetarias y en especies recibidas a través de las políticas sociales (Gasto Público Sociall i ( )  en 
Uru¡?.uay ( localidades de 5000 y más habitantes). Serie 2001 -2008. 

2004 

Fuente: llamhi et.al (2009). 

2005 :?OOlí 2007 200H 

- C:ocficicnlc de Gini (v;ilor real - después de Gl'S) 

c=:J Coeficiente de Gini (valor simulado - antes de GP ·¡ 

-••orcntajc de rcilurrión 

Nota.�: /i/ Incluye salud (IJISSE-l·ONASA. ASSri y FNH), segundad socwl Ouhtlac1011es y pen.nones, AF y Sr.guro de Paro). 
Edurnc:1rí11 (ANT:f' y 11/JEl.AH) y l'ANt-:S. 

S i  bien el Estado uruguayo ha fortalecido su capacidad de redistribuir ingresos a través del gasto 

social, como consecuencia de algunas de las reformas sectoriales o políticas expansivas 

implementadas a partir de 2005, la d istancia que separa a Uruguay de los países con regímenes de 

bienestar más avanzados sigue siendo significativa, en particular, si se lo compara con los países 

que han desarrol lado a lo largo del siglo veinte regímenes de bienestar de corte socialdemócrata o 

más universal islas (países donde el gasto público social se ubica en la franja entre 30% y 40% del 

PIA y donde el gasto público total representa más de la mitad del PI B), pero también aquellos que 

construyeron variantes de régimen de bienestar más corporativas e incluso aquellos que edi ficaron 

arquitecturas de corle l iberal o ""rcsidual'·.275 

m 1:11 Jl)s paíse!> más 1ksa.rrul lallos (una muestra lle llie7 casos) los valores reales lle C l in i  (calculallos para calla país 

sobre lo:-. ingresos c l'ectivos o Jisponiblcs lle las lamilias. luego Je pagar impuesto:-. ) recibir tran:-.ll:rencias) son 

signi lic:itivamt:ntc rncnor es a los valores simulaJos (esl imallos sin considerar rn d ingreso de las famil ias los recursos 

quc reciben llt: lranslcrcneias ) ··r1.:in11.:gr.íntlo 1t.:s·· l<h que pagun tlt: imput:stos). F. I puís tlomk st: registra la lllU) or 

retlucciún tld C i i n i  e.-. Suecia: el C i i n i antes tlt: transll:rem:ias e impucstus ( .. simulado") scría J<.: O.-IX7 un valor similar 

ul valor rcul 1k m uchos países lutinoamericunos mienlras que el valor real es tic 0.230 (52.X"o menor c1l valor 

··-.i111ulauo··1. 1 1 1  el lllro e\tn:mo \e ubican F .. 1aJos U n idos (JnnJe e l ,.<1 lor Jel C i i n i  real cs 22.4%. menor al vulor 

257 



Un aspecto que merece especial atención con relación al impado de las reformas en la distribución 

dl!I ingreso refiere a los e fectos sobre los distintos estratos socioeconómicos, en particular si se 

tiene en cuenta la economía pol ítica en la que suelen apoyarse los regímenes de bienestar más 

avanzados: e l  tipo de al ianza o coalición de clases que asegura la sostcn ibi lidad fiscal y política de 

regímenes que demandan altos n iveles de gasto e intervienen fuertemente en el mercado, des­

mercanti l izando zonas o áreas de la provisión de bienes y servicios. 

/\ 1  examinar la evolución de la distribución del ingreso durante las dos primeras administraciones 

frentistas, se puede advertir que los primeros cuatro quintiles de i ngreso -los estratos bajos y 

medios de la población- fueron captando entre 2004 y 20 1 4  una porción cada vez mayor del 

i ngreso nacional (un ingreso que creció en forma significativa durante todo ese período) y, 

consecuentemente, que el quinti l  superior fue d isminuyendo su participación en la  d istribución del 

ingreso. Si se agrupan los dos primeros quint i les se puede apreciar que el estrato bajo y el  medio­

ba_jo de la población incrementaron su participación en la distribución del ingreso de 1 3 .4% en 

2004 a 1 8.5% en 20 1 4  (cinco puntos porcentuales adicionales durante el decenio), en tanto los dos 

quintiles siguientes (estratos medios) aumentaron su participación de 35.2% a 3 8.6%. Por ú ltimo, 

los hogares del quinti l  superior experimentaron una pérd ida relativa de 8.3%. Desde luego, en la 

simulado: rcspcctivamcnll:, 0.344 ) 0.455) y Jap<in <lnm.lc la  rc<lucciún es aún menor (22. 1  %. 4uc eorrc.�pon<le a un 

valor real <le 0.265 y uno simulado <le 0.340). Entre los eualro países <le esta pe4ueña muestra de <lie:t casos donde se 

observa una mayor reducción de la JesigualJ¡¡J, corno resulla<lo <le la  acción combina<l;i de transferencias e i mpuestos. 

se encuentran. además <le Suecia, otros <los países escandinavos: Dirrnmarca y Finlandia. que registran reducciones <le 

48.3% y 4 1 . 1  %, respccliv;irncnte (CEI' /\ l .  2006: 96). S i  bien la comparación entre Uruguay (Graliw 4.44) ) estos 

países sería meloJnltigicnrncnte im:urrccta (yn 4ue l;i s imulación reali:taJu para Uruguay exduye impuestos, y porque 

el ejercicio realii'a<lo para los países mas <lesarrollaJos prohahlemcnte excluya nlgunos <le los servicios públicos 

cunsiJcraJos cn la simul;ición reali/aJ;i par;i l J rugu<ry), cotejar estos Jatos permite tener una aproxirni:lciún 

comp<irativa entre l Jrnguay y los p;iíses con n:gírnenes Je hiencstar rnirs avanzado� con respecto a la capacidad del 

l�staJo urugu;iyo dc n:Jucir a través Jc las polilicas sociales la <lc�igualdaJ <le mercado. Tornando cn cucnla los 

n:sulladns <le a lgunos e�luuios sohrc d i mp<1c10 reJistributivo progresivo de la rcfi)rma trihutariu intrnducid;i por e l  

primer gobierno Jcl Frente A m p l io (Ol'JI  2009), y asumiendo que se po<lrí;i sumar a los efecl<ls. tamhién progresivos. 

<le lus n:fornrns sociale., ( l . l;irnhí. ct.;il., 2009), prohahlemente Uruguay se cncuentre hoy en una posici(m prúxirna a 

la Je lns paises mús <lesarrolladns con menor e;ipaeiJad Jc rc<l istribuciún de i ngresos a través <le la acción combinada 

Je impuestos y ga�to púhlii:o social (paises como l�sl;:ulos 1 Jni<lo� o I tal ia). 
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medida que el ingreso nacional registró u n  fuerte crecimiento durante el período todos los estratos 

o segmentos de la población experimentaron un aumento de sus i ngresos. 

Gráfico 4.45 
Porcentaje del ingreso total captado por los hogares en Uruguay, agrupados por quiutilcs de ingreso per 
cápita con valor locativo. Total nacional, salvo para los años en que se indica otra cobertura territorial. 

Quinlil 1 (20Yu c.:un 
in¡;rcSO!i má,( haju .. 10) 

Años 2004, 2009 y 2014.  

iJíl" 
l)uintil 2 ()uinfil l 

1-'uente · eluhoracirin pmpw a par/ir de !NE (2015: 46; 20117: 1 1). 

l}uinril 4 Quinlíl 5 (20"J.., con 
inJ?,rc:�o� m:i.( ahus) 

Notas: /1/ localidades de 5.000 y más habitantes. que concentran 80% de la población residente en Uruguay. 

Los cambios señalados en la d istribución del ingreso entre estratos, así como la  rcducción de l a  

d istancia entre los dos quint i les extremos con respecto a l  i ngreso fam i l iar promedio, puede 

constituir un hecho relevante para la economía política de las reformas. Si  los cuatro primeros 

qu inti les de la población, los estratos bajos y medios (compuestos por desocupados, trabajadores 

in formales, asalariados y aun microempresarios con personal a cargo), se au to-perciben , al menos 

en térm inos relativos, corno los "ganadores" de las reformas sociales y lahorales imp lementadas 

por la izquierda desde e l gob ierno, teóricamente, podrían constituir una coalición promotora de 

estas reformas o actores de veto frente a posibles intentos de reversión de esos cambios. 

Determinar s i  la reducción de la desigualdad estuvo asociada a una mayor o menor dispersión de 

los ingresos de los trabajadores también resulta relevante en términos de la economía política de 

las rdc>rmas. S i  las pol íticas introducidas en el campo laboral -desde la negociación colectiva hasta 

la recuperación de salario real en e l  sector públ ico- no logran revertir la tendenc ia -de carácter 

estructural en las economías contemporáneas- al aumento de las brechas de ingresos entre los 
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trabajadores más cal ificados y los menos calificados (estos ú l timos, mayoritariamente ocupados 

en sectores de baja productividad), entonces la probabi l idad de construi r  al ianzas o coaliciones 

redistributivas conformadas por trabajadores de estratos bajos, medios y altos, que permita 

sostener reformas pro-equidad y pro-welfare, será cada vez menor. En este sentido, los datos 

presentados en el Gráfico 4.46 muestran entre 2006 y 20 1 2  una tendencia que podría coadyuvar a 

la conformación de una alianza de esa naturaleza: la d i sminución de la brecha entre el ingreso 

laboral promedio de los trabajadores del decil superior y la media correspondiente a los 

trabajadores del decil inferior.276 

Gráfico 4.46 
Indicadores de desigualdad en la dislril>ución de los ingresos laborales en Uruguay. 

JJ.9 

200lí 2007 20UH 

Serie 20116-211 1 2. 

D 
ñ 
2009 211111 

,O m ñ n 
20 1 1  2012 

= lngrc-;u lahordl mc1lio ilcJ dccil m:ls rico (10) / lni:rcso lahoral medio del dcril 
más pnhrc ( 1 )  

- i ndice de Gini rara ingr<'SOS lahorale.• por hora de los 11cura1l11s 

/· ue111e · los dalos de Gm1 corresponden a Amaran/e y Tenenhaum (20 ló: ó·I): los dalos sobre ru/10 en/re lllRresos /ahora/es medm 
de los 1raha1adores de los dectles ex/remos corresponden al M'l:'iS (2013 25). 

l .a implementación de políticas sociales universalistas (en las áreas de la salud, la educación y la 

seguridad social) encuentra incentivos políticos cn la posibil idad de lograr la adhesión de amplios 

sectores de la población. Una sociedad homogénea es producto, entre otras variables, de un 

régimen de bienestar robusto y de pol íticas laborales que eviten o corrijan las tendencias al 

aumento de la desigualdad en la distribución del ingreso, pero al mismo tiempo es una de las 

condicion1.:s para la reproducción de un régimen de bienestar de amplia cobertura, en la medida 

n" 1:1 ingn.:so prornctlio tlc los primeros t.:ri:l 34 veces mayor al ingreso promctlio tle los segundos en 2006, cn lanlo en 

20 1 2  füc 2 1 .5 veces mayor (una ralio a1ín muy cil:vatla). 
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que los tomadores de decisión tienen incentivos para adoptar medidas que expanden la protección 

social y laboral. En cambio, si los sectores medios de la población no consumen ni valoran los 

serv icios y prestaciones que el sector público brinda y no se benefician de la intervención del 

Estado en el campo económico y laboral, entonces, resulta poco factible o improbable que adhieran 

a una al ianza de amplia base que permita al Estado destinar, aproximadamente, la tercera parte del 

P I B  a las políticas sociales como ocurre en los países más desarrollados.2
77 

La base política o constituency del Estado de Bienestar uruguayo (o, por lo menos, la plataforma 

electoral del partido político que l ideró su construcción durante el siglo veinte) fueron los sectores 

medios: una heterogénea al ianza de estratos medios urbanos que reunía a asalariados, funcionarios 

públicos, pequeños empresarios y productores. La presencia de amplios sectores medios que se 

benefician de las transferencias y los servicios públ icos contribuye a la sostenibil idad fiscal y 

política de un régimen de bienestar amplio. En ese sentido, el sostenido aumento de la "clase 

media" en Uruguay en los últimos afíos (de 29% en 2003 a 5 7% en 20 1 3) podría contribuir a la 

sosten ibi l idad política de reformas que expandan la participación del r'.stado en la producción de 

bienes públ icos sociales y en la regulación del  mercado.m 

277 El rrome<lio rara los raíses <le l a  OCDE en 20 1 O era 29%, con un valor mi-'<imo <le 38% en Dinamarca y un mínimo 

de 22%1 t:n /\ustralia. El rromcdio simple entre los países dt:  América l .atina y el Caribe (Capitulo 1 ,  Tabla 1 . 1 )  para 

el bienio 20 1 l /20 1 2. sin considcrar a Cu ha (34. 7'%), cs de 1 4.3%, con cl máximo valor e11 Bra�il  (24.6%), seguido por 

Uruguay (23.5%), y el mínimo en RL:pública Dominicana (6.8%). Los <latos tk los paíscs de la OCDI·: lucrun 
calculados t:n hast: a los dalos 1:11 línea de este organismo para todos los ítt:ms de gasto soci a l, t:xcepto educación para 

t.:I cual la f"uentc cs UNESCO. 
m El porcentaje más alto <le la región, segu ido <le ct:rca ror el rt:gistro de Argentina (53%) y. más atrás. los <le Chile 

(46%1) y Costa l{it:a (39'%). l .a lut:nlt: de estas t:stimadoncs es la hase de tlatos t:n l inea del J l l ) )  sobre indi t:adnres 

sm:ialcs: ··sm:it"imetro ·· (http://www.i¡¡db.org/cs/investi fl.i:ICion-y-datos//Lablas.M{87 .hlm l?in<lit:ator 4 ). En csla base se 

consid..:ra personas <le .. clase media"' a las que integran hogares con i ngn.:sns p..:r d.pila nH.:nsuaiL:s entre 1 O l J$S y 50 

l J'!;'-; ( 111cdidos a '" paridad de potlcr tk wmpra··¡. /\I  igual que wn nlras variahlcs ll i l l llicadorcs de co11L:enlraciún del 

ingrt:so. cuando se compara a l Jruguay 1:011 lns n:stantcs países <le la región (inclusu ;1qucllns que tienen una proporción 

signi ficativa <le la poblac ión en los cstraLns medios) se observa que el caso uruguayo sobresale en el t:uadrn regional: 

como se puede apn:ciar en el ( i rálico /\.4.(> (/\nexo I V ), entre 2004 y 20 1 4  la pnhl•1citin de ingresos mt:dins <1umcntú 

de 36%1 a 62%1 i.:n Uruguay, de 33% u 53%1 en Argentina, de 3 1 '% a 49%1 e11 Chile, y de 22%, a 39%1 en 11ras i l .  
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Gráfico 4.47 
Población clasificada como "clase media" l i l  en Uruguay lii l.  Serie 1 992-2013. 

En porcentaje con relación a la población total. 
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262 



5 Factores determinantes de las reformas y la reorientación del welfare d u rante Jos 

gobiernos del Frente Amplio 

El balance de las reformas, nuevas políticas y transformaciones institucionales que impulsó el 

Frente /\mplio durante sus dos primeras admin istraciones nacionales en el campo social permite 

advertir una tendencia hacia un mayor grado de un iversalismo en el acceso a las prestaciones y las 

transferencias que protegen a los ciudadanos frente a d iversas hipótesis de riesgo (provistas por 

las políticas e instituciones de seguridad social, de protección laboral y de salud), así como en la 

producción de bienes públicos y en la provisión de servicios sociales que forman capital humano 

(educación y salud). Asimismo, se puede constatar una tendencia a la reducción de las brechas de 

calidad (o de costos) entre los serv icios rrovistos por los erectores estatales y los servicios a los 

que acceden los c iudadanos en el  mercado (claramente en las áreas de la salud y de la educación).  

Sin ingresar al debate sobre la arl icación o adaptación a los sistemas ro l íticos latinoamericanos 

de las tipologías o taxonomías sobre variantes de régimen de bienestar, elaboradas originalmente 

para las economías más avanzadas, y asumiendo que las reconfiguraciones anal izadas en la sección 

anterior quizás no hayan supuesto, cn conjunto, una transición completa desde el tipo de régimen 

que históricamente ha caracterizado al caso uruguayo (la categoría de '·univcrsali mo 

estratificado" propuesta por Fi lgueira- 1 998- para los c lásicos regímenes de b ienestar de los países 

de Cono sur) hacia un nuevo modelo de bienestar, existen indicios que permiten afirmar que e l  

régimen avanza e n  algunos sectores d e  política hacia u n  formato más univcrsalista y con menorcs 

niveles de estratificación en la calidad de los servicios (esto último, reconocemos, más 

controvers ia! o debatible). En los sectores de política examinados en la sección anterior (asistencia 

social, salud, educación, seguridad social y protección laboral) se pueden ident i ficar algunos 

indicios de este mayor grado de universalismo y menor n ivel de estratificación; indicios que se 

pueden observar en ind icadores convencionales de cubertura de polít icas, gasto público social y 

brechas entre los proveedores estatales y privados con relación al gasto por usuario de los servicios 

socialt:s. 

Con respecto al pilar de asistencia social o polo no contributivo del régimen de bienestar se puede 

señalar que mientras e l  Estado destinaha hasta med iados de la década pasada, aprox imadamente, 

meJio punto porcentual del P IR  a la� transferencias no contributivas (básicamente las pensiones a 

263 



la vejez e invalidez), al término de la segunda admin istración frentista el Estado dedicaba poco 

más de un punto del PI B considerando las pensiones a la vejez, el nuevo régimen de Asignaciones 

Famil iares y la tarjeta al imentaria del M IO ES.279 Desde una perspectiva más institucional que de 

polides, se pueden observar algunos cambios en este sector de políticas: la creación de una cartera 

ministerial específica (el  M IDES) y algunos ámbitos formales -muy activos en la primera 

administración- de coord inación intcrsectorial (el Gabinete Social y CNCPS), que pasaron a 

l iderar una arena de política otrora ocupada por programas con financiación externa alojados en la 

órbita de la Presidencia de la República (desde mediados de los ochenta hasta mediados de la 

década pasada) o, a lo sumo, por organ ismos públicos de menor jerarquía institucional que un 

ministerio.280 

Con relación al sector de la salud, la puesta en marcha del SN l S  determinó un aumento de la 

cobertura pública de salud (no nos referimos exclusivamente a los efectores estatales -ASSE- sino 

al sistema en su conjunto), en tanto el crecimiento del gasto público en el sector contribuyó a 

reducir la brecha entre los proveedores estatales (/\ SSE) y los efectores privados ( I A MC), 

tornando así más homogénea la calidad de las prestaciones que recibe el 87% de la población: 82% 

a través de FON ASA y 5% por fuera del Fondo.281 En 2004 el 7 1 .  I % de la población accedía a la 

salud a través de mecanismos no mercantiles (20.4% en IAMC a través de DISSE, 40.9% en 

servicios de salud del Estado y 9.8% en otros proveedores estatales), en tanto 26.3% compraba 

servicios de salud directamente en el mercado. Por la vía de los servicios de salud estatales o de la 

cobertura a través de la seguridad social, el r:stado garantizaba el acceso a la salud, grosso modo, 

a siete de cada diez personas; una cobertura que d istaba de ser universal y que exhibía, claramente, 

una pauta de estratificación por niveles de ingreso y posición en el mercado laboral: salud privada 

. .  pagada de bolsillo'' para poco más de una cuarta parte de la población (los sectores de ingresos 

in Mientras en 2004 las transli:rem;ias no contributivas n.:rm.:sentahan ap¡;na� el 3.3%, del ingreso t.k los hogarl.:s e.Id 

c.J¡;¡;jJ mas pnhrl.: e.le la población y el 2.5% c.lcl ingreso e.Id siguiente c.l..:cil. ..:n 20 l O ..:sws transferencias monetarias 

represl.!ntaron el l IJ'Yc, dd ingreso fo.mi liar e.Id c.lccil más pohrc (e.Id que f(irma parlc. aproximadaml.!nlc, un 1 S'X. di.: la 

pohlaeión e.Id país) y d 1 1 .8%, del ingreso del c.lecil siguit:nte. Ver: /\maranlt:. Colafranct:schi ) Yigorilll (201 1 :  33). 

�Kll Por ejemplo. d l nslilulo Nacional del Menor (así c.ll.!nominado hasta 200� y a partir de ese año renomhrndo como 

ln�Lilulo del Ni 1in y el /\dolescenti.: dd t Jruguay) o el Instituto acional d..: /\li mcntacic'ln. 

lKI Dalos prt:scntados en la tercera Sl.!l.!Ciún del Capítulo 4, (irilfico 4.'J. 
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altos y medio-altos); salud brindada por I A MC a través de DISSE para una quinta parte de la 

población (los sectores de i ngresos medio-altos y medios insertos en la formalidad); salud provista 

por efectores estatales (hospitales públicos, sanidad m i l itar y policial, pol iclín icas municipales, 

etc.) para poco más de la mitad de la población (los sectores de i ngresos medios y bajos, donde 

predomina la informalidad y, por ende, la falta de cobertura de los mecanismos convencionales de 

protección social). En 20 1 4, tras los primeros siete años de implementación del SN IS, el 90.5% de 

la población (casi veinte puntos más que en 2004) accedía a la  salud por mecanismos no 

mercantiles (64.6% se atendía en I A MC o instituciones de ASSE a través del FONJ\SJ\, 1 7.4% en 

instituciones de la ASSE y 8.3% en otros proveedores estatales), en tanto el 8% accedía se servicios 

privados vía mercado (menos de un tercera parte del porcentaje de 2004).282 La comparación entre 

las c ifras de 2004 y 20 1 4  muestra, por una parte, el avance de la cobertura de salud canalizada a 

través del sistema de salud (el FON ASA), o provista por fuera de este mecanismo de financiación 

pero por efectores estatales (grosso modo, de 7 1  % a 9 1  %) y, consecuentemente, el retroceso de la 

cobertura vía mercado (de 26% a 8%); por otra parte, muestra un sistema que sin dejar de ex hibir 

pluralidad de vías de acceso a los servicios alcanza a casi siete de cada d iez personas a través de 

un fondo nacional (abarcando a sectores formales de bajos, medios y medio-altos ingresos). J\ esta 

evolución cabe sumar la reducción de la brecha de calidad entre las prestaciones brindadas por los 

efectores estatales (ASSE) y las provistas por las IA MC, medida a través del gasto por usuario 

(con rodas las l imitaciones que este ind icador -debernos reconocer- puede tener). Mientras en 

2004 el gasto por usuario en los serv icios de salud estatales representaba, apenas, 30% del gasto 

correspondiente a las instituciones privadas de asistencia médica colectiva ( l /\ MC), en 20 1 1  

representaba el 83% 2x3, producto del fuerte aumento del gasto público en salud (3 .2% del P I B  en 

2004 a 6. 1 % del PIA en 20 1 2) y de la reducción del número de usuarios cubiertos por esta via. 

En el sector educación no se procesaron ref orrnas de carácter estructural, esto es, transformaciones 

institucionales (más al lá de algunos cambios en la gobernan7a del sistema introducidos por la Ley 

1 8 .437), en los rnccanismos de la financiai;ión o en las modalidades de prov isión de servicios. Los 

principales cambios en el pilar educación (o de inLcrés para una perspectiva de análi�is sobn; las 

ixi Datos ¡m;scnta<los en el Crrálit:o 4.9 <ld <.:apilulo 4.1. 

m l >;:i1os prc�cntaúos en el  ( jr:ilico 4. 1 4  del c;ipí1uln 4.J.  
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transiciones entre variantes de régimen de bienestar) refieren a l a  expansión de la cobertura estatal 

en algunos tramos de enseñanza (lundamentalmcnte, en la educación superior o universitaria) y al 

incremento del presupuesto estatal destinado a la enseñanza pública y, por lo tanto, a la posible 

reducción de la brecha de calidad -medida a través del gasto por estudiante- entre los proveedores 

estatales (enseñanza gratuita y de acceso -forma lmente- irrestricto) y los proveedores privados a 

los que acceden las fami l ias en el mercado. Con relación a estas dos dimensiones en las que se 

puede verificar un avance del Estado, se pueden identificar los siguientes cambios o tendencias. 

En primer lugar, se advierte en algunos tramos de enseñanza un aumento de la cobertura mediante 

la expansión de la olerla estatal :  el alumnado de la U niversidad de la República que reside en los 

departamentos del interior del país creció de veinte m i l  a treinta y cinco m i l  entre 2006 y 20 1 5, 

producto de la expansión de su olerla de servicios y del proceso de descentra l ización en el 

tcrritorio.284 En segundo lugar, entre 2004 y 20 1 2, y como resultado del aumento del presupuesto 

estatal destinado a la educación pública (de 3 .  1 5% del PIB en 2004 a 4. 7'Yo del PI B en 20 1 3285 ), el 

gasl.o por alumno en la educación pre-terciaria pública (a cargo de la A N EP), medido en relación 

con el gasto en la educación privada, creció de 59% en 2004 a 87% en 20 1 2, en tanto en la 

educación universitaria aumentó de 40% a 73% entre esos años. Desde luego, la evolución de estas 

ratios, que aproximan el gasto por alumno en la educación pública al correspondiente a la 

educación privada, no supone, necesariamente, mayor homogeneidad o "des-estratificación" al 

interior de la olerla públ ica.2R6 De todos modos, la expansión del Estado en el campo de la 

educación, en términos del gasto público destinado al  sector y de l a  oferta gratuita en algunos 

niveles de enseñanza (universitaria e inicial o preescolar), refuerza algunos rasgos de uno de los 

pi lares de régimen de bienestar doméstico de genética más universalista: la centralidad del Estado 

como proveedor de servicios de educación. 

En los campos de la seguridad social y la protección laboral resulta, quizás, más consistente y 

apreciable la lcmlcncia hacia una mayor presencia estatal en la regu lación, financiación y provisión 

!•• Datos prcscntaclos en el Gráfico 4. 1 9  clcl capítu lo 4.4. 

1H' Datos rrcscntauos en el C iráíico ·� 1 (¡ clcl capítulo .J.·I. 

�··· Si hien rn los últimos años ha cn:c ido la rroducción aeadém icu y técn ica cn el camro de la economía de la 

cuuca<:iún ( I NEEcJ 200.J), aún no cxisten en Uruguay estudios al menos puhlicaclos sohrc la inequiuacl al inl<:rior 

del sistema ccluc<.1tivo públit:o, cn términos de gasto por ali1mno. 
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de la protección social, pese a que no se desmantelaron algunas de las reformas de los años noventa 

(en particular, el régimen mixto de seguridad social introducido a mediados de esa década). En 

este sentido, se pueden señalar algunos indicadores sobre formalización en el empico, cobertura 

de prestaciones de la seguridad social para pasivos y activos, y niveles de participación de los 

trabajadores en la negociación colectiva: a) la proporción de ocupados con registro en la seguridad 

social sobre el total de ocupados pasó de 59% en 2004 a 77% en 20 1 4; b) el número de pensiones 

no contributivas a la vejez brindadas por la seguridad social pasó de un promedio en tomo a las 

sesenta mi l  (entre 1 993 y 2004) a casi ochenta m i l  a comienzos de su segundo mandato frentista; 

e) la cobertura de las asignaciones fam il iares -a través de todos sus regímenes- sobre la población 

potencialmente beneficiaria (básicamente personas menores de 1 8  años de edad) pasó de 42% en 

promedio entre 1 990 y 2004 (un valor que ya era alto en esos años, al menos en comparación con 

las valores de otros países de la región en pol íticas s imi lares) a 59% entre 2005 y 20 1 4; d) la 

cobertura de los trabajadores que reciben el beneficio del seguro de desempleo sobre el total de 

población desocupada pasó de 7% en 2004 (apenas 1 4  m i l  desempleados sobre 200 mil )  a 28% al 

térm ino de la segunda administración frcntista (34 m i l  sobre 1 22 m il), un nivel de cobertura aún 

muy inferior al  de la mayoría de los países con regímenes de bienestar más amplios, desde 

A lemania con una cobertura de 87% hasta Portugal con una de 42%; e) el número de subsidios por 

enfermedad pasó de una media de diez mil prestaciones entre 1 995 y 2004 a casi 35 m i l  al término 

del gobierno de Mujica.287 A estos ind icadores que revelan la expansión de la cobertura de la 

seguridad social para pasivos y activos, cabría sumar en el campo de las relaciones de trabajo y la 

protección laboral e l  avance del Estado como regulador y árbitro entre empresarios y trabajadores 

en la deÍtnición de los salarios y otras variables mediante la reimplantación de la negociación 

colectiva. En ese sentido, la tasa dc negociación colectiva que alcanzó Uruguay a fines de la 

segunda admin istración frcntisla (95.2%), ubica al país, de acuerdo a datos de la OlT, cntrc los 

países con mayor nivel de participación de los trabajadores en procesos de negociación colectiva 

(entre otros, Francia, A ustria, f-i1 1 lamliu, Suecia y D inamarca).2Rk 

m Ver los thitos prcscnLacJos 1:n lm. (ir.ilicos 4.25. 4.27, 4.28, 4.30 y -l.32 del Caritulo 4.5. 

1�8 Ver los dalos rrcsent.acJos en el  C i i alit:o 4 .. )4 tlcl Caritulo 4.5. 
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En el balance de las transformaciones, las restauraciones, las expansiones incrementales y las 

novedades o innovaciones que el Frente Ampl io impulsó en distintas áreas de la política social, es 

posible hallar o identificar algunas trazas compartidas o comunes: a) la apuesta al Estado como 

agente rector, fuente de financiación y proveedor directo de pol íticas y servicios sociales; b) la 

priorización de los grupos menos p rotegidos por los mecanismos de protección social al momento 

de diseñar la expansión de pol íticas existentes (claramente en la seguridad social y, en parte, en la  

educación), de crear nuevas prestaciones o transferencias (en particular, en e l  área de la  asistencia 

social) o de construir un nuevo sistema de prestación de servicios (por ejemplo, el ingreso de los 

menores de 1 8  años al SNIS en su primera fase de im rlementación); c) el sustento en mecanismos 

legales y proced im ientos admin istrativos para acceder a las prestaciones, eludiendo así las vías 

rápidas y flexibles, pero también discrecionales y particularistas, que han caractcri7.ado a otras 

experiencias de la región. Desde luego, estas notas distintivas (4ue se podrían sintetizar bajo la 

expresión ··orientación estatisla y pro-equidad en la reconfigurac ión de los regímenes de 

bienestar") no impl ican que se haya orerado una transición comrleta y consistente desde el 

régimen de bienestar que construyeron los partidos u ruguayos a lo largo del siglo veinte (con el 

impulso inicial del primer batllismo y la expansión de medio siglo l iderada por e l  neo-batll ismo) 

a una nueva variante o modelo de régimen tic bicnestar.2H9 Sin em bargo, estas transformaciones o 

reconfiguraciones sí podrían estar expresando el avance del régimen de bienestar del país hacia un 

formato más un ivcrsalista en varios de sus p i lares (en la salud, la asistencia social, la seguridad 

social y la protección laboral), la tendencia a la dcs-mercanti l ización del acceso al bienestar (salud) 

y el acortamienlo de las brechas de calidad entre los proveedores públ icos y privados de servicios 

sociales (salud y educación), tres rasgos (un iversalismo, des-mercanti l ización y homogeneidad en 

la calidad de los servicios) 4ue definen a los regímenes de bienestar más desarrol lados o maduros, 

2�q hn t.:stt.: sentido. �uhrayan Midaglia y /\ntía (2007): ··M;J� all:1 de innov;.H: innes ) rcvisiont.:S imrulsadu�. nn raret.:e 

reverlirsc susta111 iva111entc la paula de rel(1r111a rrecedt.:11le. es decir, la prnmovitla por los anteriores gobiernos. Ticndt.: 

a 111a11te11..:rsc un patrón de provisión so<.:ial Je tirn m i xto, en el qut.: conviven !>ervidos con orit.:nlaciont.:s tli ll:rt.:ntes. 

gt.:nt.:ra11do a�i una 111atri1 de hit.:ncstar y prolt.:et:iún relativamente hihritla. Sin t.:mhargo, se evidencia un aumento 

sustc11icl11 en el  nivel e le intervencibn estatal en materia sori:-11, en parlit:ular. en algunas áreas o scctorc.� corno 

!'alucl, trnhajo y pohreza. Esta pauta más cstatista -en otros términos, de cstatisn10 moclcradO- parece 

rc�pundcr a las hases programátin1s e iclcoló¡.:icas ele la izquierda . . . . .  l .as nt.:gril.h no� corrcsrnndcn. 
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y que suelen estar presentes, de modo más o menos explícito y sistemático, en las p lataformas 

programáticas de todos los partidos de izquierda de inspiración socialdemócrata. 

5. 1 Ideología partidaria, modelos de pol ítica y programas de reforma 

La orientación ideológica <le los partidos políticos ha sido identi ficada en la l i teratura sobre 

regímenes de bienestar como una de las variables expl icativas del tipo o variante de we(fare que 

los sistemas políticos construyen. En ese marco, corresponde hacer referencia al trabajo de Boix 

( 1 998) sobre las experiencias de los social istas españoles y los conservadores británicos, o a la 

línea que compara los modelos de  bienestar que producen los partidos socialdemócratas y los 

construidos por partidos demócrata cristianos (Huber et.al .  1 993; A t lan 2002; Huber & Stephens 

2 0 1 4). 

En los sistemas políticos de la región la incidencia de las ideas de los part idos en la construcción 

de los regímenes de bienestar (sus ideologías y los modelos de políticas que promueven) ha sido 

d ispar. M ientras en algunos de los sistemas políticos que fueron capaces de construir regímenes 

de bienestar relativamente desarrol lados durante el siglo veinte los partidos fueron protagonistas 

de esos procesos y la competencia política bajo regla democrática fue clave (Chile, Costa Rica y 

Uruguay), en otros su participación fue más discontinua y acotada frente a la acción de otros 

actores políticos y sociales y operó en contextos de regímenes semidemocráticos y aun autoritarios. 

A esto se suma, que la mayoría de los partidos más institucional izados y con más historia de la 

región no se ajustan, en forma exacta, a los modelos o tipos clásicos de partido que son propios de 

los sistemas políticos europeos (partidos de masas, organizados o mi l i tantes con orientaciones 

programáticas consistentes y sistemáticas), como los socialdemócratas, socialistas, laboristas o 

demócrata-cristianos. En parle estos dos rasgos de las experiencias latinoamericanas expl ican que 

los estudios comparativos que abordan casos de la región sólo recientemente hayan comenzado a 

incluir las variables parlidarias ( ideologías, características organ izacionales, wmportamiento en 

escenarios de competencia, etc.) en sus argumenlos explicativos. En csla l ínea, sostienen 1 luber & 

Stephens (20 1 2 :  26): ··Los partidos políticos se ubican entre los principales actores responsablc:s 

por la construcción social de los intereses de clases, y por la de!ensa de esos intereses en la arena 

política. Comrarados con los rartidos de las democracias de las economías industriales rnás 
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avanzadas, los partidos latinoamericanos son, en promedio, más recientes y débiles como 

organ izaciones partidarias. Esto se debe principalmente a la débil trayectoria de la democraci a  en 

la región. Los partidos no pueden enraizarse en la sociedad y desarro llar estructuras si ellos no 

tienen espacio para participar en elecciones y en el ejercicio del poder. F.n particular, en ausencia 

de proced im ientos democráticos, es d i ííci l  para los partidos construir perfiles programáticos (que 

sean reconocibles por) e l  electorado. No obstante, hay una i mportante diversidad entre los partidos 

y entre los s istemas de partidos en los países (de la región) . . .  A lgunos de ellos están bien 

consolidados y tienen raíces en la sociedad civi l ,  (en tanto) otros están menos enraizados y están 

en transición, y otros (por último) son aún incip ientcs."290 

La incidencia signi ficativa que los partidos tienen en la construcción del régimen de bienestar 

uruguayo es un punto que no despierta mayores controversias o debates en la l iteratura, tanto la  

comparativa como los estudios de caso que se han dedicado al caso uruguayo. Incl uso, al comparar 

a Uruguay con las escasas experiencias regionales de regímenes de bienestar moldea<los por 

partidos, el caso uruguayo despierta especial interés por el carácter de su sistema partidario y de 

las principales unidades que lo componen. El sistema de partidos uruguayo se ha destacado durante 

el siglo veinte por ser uno de los más institucional izados de la región, incluso comparable con 

sistemas partidarios de regímenes democráticos de extensa h istoria (ver Anexo I V ,  G ráfico A.3. 1 ) . 

Dos de sus tres principales partidos, blancos y colorados fonnan parte del muy pequeño grupo de 

partidos e.le occidente nacidos en la primera m itad del siglo diecinueve, en tanto e l  Frente Ampl io, 

que formalmente roza el medio siglo de historia, se asienta en troncales centenarios (los socialistas, 

los comun istas y los cristianos) que guardan, por sus orígenes ideológicos e h istorias, una estrecha 

relación con los partidos de masas (socialdemócratas, laboristas, demócrata-cristianos y 

comunistas) que 1 ideraron o formaron parte del proceso de construcción de los regímenes de 

bienestar europeos. Por otra pa11e, el Frente Ampl io adosa a su carácter de partido probrramático o 

itleológico un perfil de partido mov i l izado o tle masas ( Pribbk 20 1 3 )  que lo distingue de la 

i/qu ierc.la ch i lena y lo aprox ima, parcialmenLc, al Parlido de los Trabajadores de Bras i l .  En Lodo 

z•in La i tlcnli licm:iún dc los parlitlns como una clave explicativa de los prut:csos <k rcfi>rma tl1: los n:gí1111:ncs de 

hi1:11cslar quc los p;.iíscs im¡iulsan a¡iJrccc. como ya se señaló. c11 cl Lrahajo tic l'rihhlc (20 1 3 )  en cl que compara 

algun:is t:xpt:ricncia� Je transformac16n dt: los regímenes tic hicnestar Je )¡¡ rcgi<'in. entre ellas la Jc l lrugUa). 
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caso, por el tipo o modelo de partido al que corresponde, por su perfi l ideológico -a la vez clásico 

y a la vez renovado-, por el vínculo de hermandad que sostiene con el movimiento sindical y por 

las características del sistema partidario Jel que forma parte, el Frente A mpl io constituye un 

ejemplar poco usual en el cuadro de la región y, en alguna medida, asimilable a las centro­

izquierdas o izquierdas europeas del siglo pasado, a los partidos que protagonizaron, ya sea en la 

fase keynesiana o en el último cuarto del  siglo pasado (en algunos países del  Mediterráneo), la 

construcción Je los regímenes de bienestar más avanzados. 

Por otra parte, hacer foco en las ideas de los partidos para explicar el comportamiento y la 

evolución de los regímenes de b ienestar en la región y en Uruguay, también se justifica por la 

tendencia que se observa en las últimas décadas a la conversión de muchos partidos hacia un idades 

más programáticas (Alcántara y Luna 2004), donde los corpus ideológicos, las preferencias u 

orientaciones sustantivas (por ejemplo, con relación a la participación del Estado y el mercado en 

la economía o en la provisión de bienestar) se tornan un íactor clave en la selección de las pol íticas 

que los gobiernos impulsan.291 

Definir el perfil ideológico del Frente A mpl io, considerado como una un idad partidaria más al lá 

de su composición multipartidaria y de las definic iones ideológicas más consistentes, sistemáticas 

y precisas de algunas de sus un idades fundacionales (socialistas, comunistas y cristianos), no 

resulta una tarea sencilla. A lgunos trabajos que se han propuesto ejercicios genealógicos en torno 

291 Según l luhcr & �tephens (20 1 2:  3 1 -32): ·· . . .  varios 1:.ictun:s podrían explicar el giro hacia una competcm:ia y 

n.:pre:;L:nlación más programática (de los partidos en América Latina). El retraimiento o retracción del Estado ha 

ciertamente rcJucido las oportuniJades para los partidos de L:jcrcer (relaciones de) patronazgo a partir de los recursos 

estatales, y así ha generado i ncentivos para buscar otras apelaciones o l lamados al electorado más programaticos. A l  

m i s m o  Licmro, las reformas ncoliberales han sido muy conlrnvcrsialcs e n  ulgunus puíscs ( d L:  1<1 rcgión) y ,  de esc modo. 

han abierto un nuo.:vo campo Je temas para la rnmpcliciún programática. El PT en Brasil ha sido JcsJc su origen un 

partido programático y su crccicn1c éxi1u c lecloral hicn podría h;.ihcr dcparaJo una "contaminación Jcsdc l<i i:t4uicrda 
..

. 

un fl:númcno 4uc �nalislas de los sistema-; de partiJns cn l�urnp<i ohscrvarnn Jurante la cmcrgcncia de la política de 

masas en csos sislcmas. A medida que los parfüJos oposilnrcs de izquic.-da se consoli rh1ron como or�anizat:ioncs 

y demostrnrun fuerlcs com1)romisos programüticos, los 11artidos de centro y de derecha se vieron forLados a 

seguir su ejemplo . . .  Este argumento podría ser tarnhién aplical>le al crccimicnlo tic la izquierda en Uruguay:· 

Las ncgritas nos cnrrcspondcn. 
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a la ideología frcntista (entre otros, De A rmas, Garcé y Ya ífé 200 1 ; Garcé y Yaffé 2004; Yaffé 

2005) han identificado algunas trazas ideológicas más o menos permanentes, que han atravesado 

el tiempo pese a la evidente -y documentable- moderación ideológica y al agRiornamenlo 

programático que ha experimentado la izquierda uruguaya desde su constitución hace casi medio 

siglo: la promoción del Estado como agente que debe liderar, regu lar e intervenir en forma directa 

en la economía y en el terreno de las políticas sociales; una orientación obrerista o, de modo más 

amplio, defensora de los sectores de menores recursos; la preferencia por la participación social, 

de base o mil i tante como recurso de acción pol ítica, tanto al interior de la estructura partidaria 

como en el sistema político. Con mayor o menor énfasis, estos tres acentos o énfasis de la  ideología 

frentista (estatismo, laborismo y participacionismo) han estado presentes durante toda la historia 

de la coalición. Otros énfasis (algunos centrales actualmente y de tanto peso como los 

mencionados) se han ido incorporando al corpus de ideas del Frente A m p l io a lo largo de su 

historia: la defensa del régimen democrático pluripartidista como una traza principal de la 

ideología frentista aparece con claridad hacia el térm ino de la d ictadura m i litar (Garcé 20 l 2a y 

20 l 2b).292 

El Frente Amplio combina dentro de su corpus de ideas políticas, económicas y sociales, que 

abreva en las principales corrientes ideológicas y doctrinarias de la izqu ierda, algunos vectores que 

lo acercan o aproximan al registro socialdemócrata: · · . . .  cinco constataciones autorizan a 

identificar al Frente Ampl io como un partido de orientación socialdemócrata. Sus ideas acerca de 

la democrac ia están marcadas por el impacto de la dictadura mi l itar: sus componentes asimi laron, 

en formas y grados de avance d iversos, l a ]  la concepción democrática del juego político y 

renunciaron a las vías no institucionales de acceso al poder. Se acepta 1 b J  la viabilidad del 

desarrollo capitalista con bienestar social, aunque algunas de sus fracciones mantengan 

aspiraciones finalistas de corte socialista. Se abamlona la concepción revolucionaria y se la 

sustituye por la del cambio gradual y moderado. Se mantiene [e] el discurso igualitario y, 

replanteada, 1 d 1  la 'hermandad sindical' ,  aunque se normaliza la 1·clación con el  

2"2 Otro ck los vccton:s tJc la ideología frcnlista (particularmente liicrtc en su origen) ha sitJo el antiimpcriul is11m 

<L<;ociauo al a1m:ric.:a11ismo. Si  hic.:11 este vector sigu1.: csta11tJu rm.:sc.:1111.:. 1.:11 :ilgu11a m1.:JitJa, 1.:11 d Jiscurso y 1.:11 las hascs 

ideológica� tJc l:i walic.:ión, su vigenda c.:s un poco más Ji fusa 4u1.: l:i J1.: los otros vccltlr1.:s (cl estatismo. 1.:I lahori�mo 

y el p:irticip:ido11i!'>mo). 
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cmpresariado. [e] Se asigna un rol central al Estado en el proceso económico y social, en 

particular al sector público de la economía y las políticas sociales." (De A rmas, Garcé y Yaff é 

2002: 28)293 

Tres de los vectores señalados (el rol central que se le asigna al Estado en el campo económico y 

social, la orientación hacia la igualdad y la .. hermandad sind ical") están presentes en los 

fundamentos o argumentos en los que se asientan las reformas e innovaciones impu lsadas en los 

p ilares del régimen de b ienestar y también en algunos de sus d ispositivos o mecanismos 

institucionales. La aceptación de la viab i l idad del desarrol lo capitalista con bienestar social como 

vía para alcanzar una sociedad más desarrollada e igual i taria y, naturalmente, la defensa de la 

democracia pluripartidista completan el cuadro ideológico de un partido de base laboral con una 

prevaleciente orientación socialdemócrala.294 Salvo la adhesión sustantiva (no pragmática) a la 

democracia pluripartidista, que es un rasgo compartido por todos los sectores de la coalición, las 

otras notas del acervo ideológico del Frente Ampl io identi ficadas se podrían agrupar en dos 

grandes vertientes, que no tienen, necesariamente, una traducción o traslación mecánica a 

fracciones o sectores dentro de la coalición: por un lado, una vertiente más estatista e interventora, 

cercana a las plataformas e intereses de los trabajadores y sus organizaciones; por otro, una 

vertiente más atenta al crecim iento, el incremento de la productividad, la innovación y la inserción 

de la economía uruguaya en los mercados globales. De algún modo, la sociedad entre esas dos 

vertientes o corrientes -no exenta de tensiones- ha generado un corpus ideológico donde el 

crecimiento económico y la red istribución de ingresos son dos objetivos que se pretende 

max imizar al mismo tiempo.295 

2q1 La.� negritas nos corresponden. 

1'M Este perfil se <lifcrem;ia claramente <lcl inicial u original <le la coalición de izquierdas uruguaya (perfil qUt: aún 

rm;valecc en otros partidos o movimientos Je i/quicr<la latinoamericanos), esto es, una il'quicr<la nacional, popular, 

anli-olig:irquica y anti-impcrialisla, pero también de otros ejemplares contemporáneos (por ejemplo, los partidos de 

ccntro-i/411rer<la e iLquicr<la <le Chile) que podrían ser clasi tica<los como social<lcrni•craias -<.le hecho, partidos con 

apelaciones programáticas consistentes ) sistemáticas pero que carccen <le l;i base laboral o <le la impronta l:.thorista 

u obrerista que <ldine a la il'quicr<la uruguaya. 

2'" Resulta <le interés scñalar que las socialdcmucracias <le los países cscan<linavos asisten Jesdc hace al menos dos 

<keada� a procesos <le revisión ideológica donde la búsqueda <le una articulacion virtuosa entre esos dos objetivos 

lambrén ocupa un espacio central en sus debates. 1 .a preocupación por fortalecer la in�crción <le sus pcqucria.� 
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Como se adv ierte en e l  siguiente gráfico, la d irigencia frcnlista durante los últimos quince años se 

auto-idcnlifica en el eje izquierda-derecha en una posición de centro-izquierda (un promedio que 

ha variado entre 2.6 y 2.95 en la escala 1 - 1  O) más próxima a posiciones de izquierda que de centro. 

Asim ismo, se puede advertir una leve tendencia de corrimienlo hacia posiciones de centro 

izquierda al cabo de quince años (por el aumento del promedio en la escala y por el incremento 

del porcentaje de entrevistados que asumen posiciones de centro-izquierda, centro y aun centro­

derecha: en total el 67% en la legislatura pasada). Pese a este moderado corrimiento hacia el cenlro 

(más pronunciado cuando se comparan las posiciones que actualmente asumen los legisladores 

frenlistas con las que asumían entre med iados de los años ochenta y fines de los noventa), los datos 

indican claramente que el Frente Ampl io es un partido cuyos dirigentes se auto-perciben o 

identifican en forma consistenle y estable como de izquierda: en la frontera o el l ím ile entre 

posiciones de izquierda más extremas y posiciones de centro-izquierda. 

econom ía� en la economía global y el com1:n:io internacional y,  al mismo tiempo, por preservar y ajustar sus generosos 

Estados de Ricncstar, a fin de garantizar la sustentabilidad c1:onómica y social de esos países, nl icnla la discusión de 

los partidos S<Kialdernócratas y de sus intclcctualcs. En esta línea, scñala Esping-Anderscn (200 1 b: 205): ·· .. . el prm:cso 

de globalización exige c.¡ue el Estado de íl icncstar mantenga una base financiera sól ida y haga frente a la situación 

1:ada ve;1 más precaria de los trnbajadores wn bajos niveles de educación. El argumento de que los objetivos tic 

bienestar amhiciosos son incnmpalihlcs con el nuevo orden mundial no es convincente. De hecho, los países 

nórdicos son los estados de bienestar por antonomasia precisamente porque .�iempre han tenido economías 

abiertas. 1 l islóricamente. se da la relación causal opuesta, cs decir, 4ue las econom ías pc4ueñas y abiertas crearon 

fuertes estados de hienestar. rnn una orientación ""productivista". corno mancra de elevar �u capacidad competitiva. 

de adaptarse rápidamcntc a las f"ucr;1as rnundiulcs que cstahan fuera dt: su control y, sobre lodo. de persuadir a los 

trabaj adores de que adoptasen una actitud cnnforrn ist:i."' En la misma dirección, pero sobre el caso finés. soslicnen 

Castclls y 1 l i mancn (2002: 1 83 ) :  · ·Finlandia muestra que un Estado del hienestar plenamente desarrollado 110 cs 

incompatihlc 1:on la innovación le1:nolúgica. con el desarrollo de la soeicdad in formacional y con una nueva economía 

dinámica � compctiti\'a 1 - .. 1. Al  contrario. pan:cc ser un factor que 1:011tribu� e de forma decisi\ a al crccimicnlo de esa 

nucva c1:onnmía sobre una hase cstahle. l'ropnrcinna el fundamento humano para la productividad necesaria para el 

modelo de dc!>arrollo inform<1cional, y tamhién aporta una estabilidad instilu1:ional y social que mitiga los durios 

causados a la economí<1 y a las personas duruntc los pcrioJns de rcccsiones potencialmente agudéL�. Este l·:st<1dn del 

bienestar no es Mlslcnible sin unu elevad¡¡ presión fis1:al. Pero la liscali1Jad no es un problema económico en 1:11110 

la produclividacl y la competitividad crezcan más de prisa que lns impuestos, y en tanlo que Ja gente pen:iba los 

bendi1:ios que recibe en li1rma de s..:n icins sociales ) calidad de \'ida". ramo cn la cil:.l de l:sping-Andcrscn como en 

la Je Castel Is y J l i m anen. las negritas nos 1:orrespondc11. 
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Gráfico 5. 1 

Identificación ideológica de los legisladores del Frente Amplio en el eje izquierda-dercchali l  según periodo 
legislativo. Distribución porcentual y promedio simple. 

2000-2004 200S-2009 201 0-20 1 4  

- 9  y IO (derecha) 

- 7 y 8 (centro-derecha) 

- 5 y 6 (centro) 

c:::::::::::J 3 y 4 (centro-i:r.t¡uierd:i) 

e= 1 y 2 (izquicrd�) 

-<Jo-rromcdin 

Fuente: e/ahoració11 propia a parflr de daros del Ohservaforto de eliles p11r/11111enwr111s e11 Amértc/J L111111a de /11 l/111vers1dad de 
Salamanca (!1ttp:!lumerico.usul.es/01rlelites/). 

Notas: /1/ Escala l 11 /(), donde " / " es el valor ex1re1110 de 1::qwerda y "JO · · el extremo de derecha; la prey,11n1a (or11111/ad11 a los 
/eg1sladore.f fue la Hgwe11te: "Cua11do S<' lwhla dP política se 1111/1::011 11or111a/111e11Je las expn:su111e.� 1::q111erda y deredw. Fn 1111a 
e.1·ca/a donde el / <'f la 1::q111erda J f!! JO /u dered1a. 1,en quJ ws//la 1..0/ocuriu u�ted a los s1gi11e11Jef par/Idos? ·· (e11 eflc caso. al 
Frente Amp/111). 

De hecho, al comparar a los legisladores frenlislas con sus pares de la región -legisladores de 

partidos clasi ficados en la l iteratura como de izquierda o centro-izquierda, en las distintas variantes 

o expresiones que la región contempla- se advierte que la d irigencia de izquierda de Uruguay se 

halla dentro del grupo más a la izquierda de la región. En este sentido, la comparación con los 

legisladores de las coaliciones de ct:ntro-izquicrda gobernantes en Brasil y Chi le resulta de especial 

interés ya que los gobiernos de iz4uicrda de los tres países a menudo son integrados dentro de una 

misma categoría. Como se puede apreciar en el Gráfico 5.2, los legis ladores del frente /\mplio st: 

ubican, en promedio, un punto más a la izquierda que los parlamentarios que sustentaron los 

gobiernos tic centro-izquierda tle esos países'.!96, y notoriamente más a la izqu ierda 4uc los 

2% Si la co111paració11 se; hiciera c;xc;lusivamc;nLc; con los parli c.Jos hrnsi lc;ros -1:11 c;spc;cial, c;I l'T - y chil c;nos c.¡11<.: 
hislórícamcnlc; se han dclinidn o que se iclcnli fican como e.Je i;rquicrc.Ja, rrohahkmc;nLc, las Jistanc;ia� serian mcmm:s 

u incluso dcsaparc;c;cría11. l�mpcrn, la comparación Jcbc ser hcd1a con toJos los legisladores dc las c;oalicionc-; 

gobcrnm1tcs cn los lrcs paises c.Juranlc cslas administraciones ( Frcnlc Amplio. Concertación y cl bloquc pluripartidista 

conformado, en su momento, por el P I' y sus aliaJos) a fin dc determinar la posición idcológica -en cstc caso. c;n cl 
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contingentes parlamentarios que respaldaron a otros gobiernos en la región durante la década 

pasada. 

G ráfico 5.2 
A ulo-ic.lentificación ideoli>gica en el eje " Izquierda-Derecha" l il de los legisladores de los partidos o 

alian7,as/coaliciones partidarias que sustentaron gobiernos de izquierda/centro-izquierda en países de 
A mérica del Sur. Promedios en la escala 1 - 1  O.  Períodos legislativos con información disponible. 

1 0  
9 
8 
7 
li 4.77 4.�6 
5 J.89 -1.08 4.08 o-O 3.64 �� 4 2.72 2.95 o o 2.66 
J 2.1? 

1.89 n o-O 
2 

· - · - · - E , ;. 
.::. ·;;: · -;. ..::... ;. 2 � � o =?' •r. ;::: ;::: � � ..... ..... o o :g o ;::: ;::: o o o o o o o o o � N N o � o 

o N � "' o <";' � N o o 
•r. c.. or. d ,., 1 <";' <";' o ...... o o o o .... "' "' ,., .... o o o ·::> e e o "' o o o ::> � � � "' o o � � � � ...... � � o ::> 
... "' � � � � � � ... ,, -· ·;;;; � � � o o; "' "' "' '"' = .,,, = = " :: 

ó ..:: � e: ·= 
;;::: "' "" ?!' N ... 

" " e; QQ � :_) e: e: u ... ;: e: c; c; "' !:3 J4 ;..... ;..... ... ·� QL t..l ..> ... .... 
.:i .:: < < 
� .::. 
e º QQ QQ 

Fuente: elahorac1ó11 pmpw a par11r de dalos del Ubsen1a/orio de elites par/amen/arias en A111h1ca /.alma de la Universidad de 
Salamanca (http://a111em.:o.usal.es/01rle/11e¿j). 

No/as· /1/ Hsca/a I a 10. donde ··¡ " es el valor ex/remo d¿ 1::quierdu )' ·· 10 ·· el extremo Je dl!n:llw; /11 ¡1re�u11ta for11111/oda a los 
/ef!,tfladores fue lo s1gweme. "Cuando se lwbla de poli11ca se 1111li::rm normalmente las exµre.1·11mes i=qwerda )' derecha. En una 
esca/u donde el I e.f la 1:;q111erda )' el /O lo derecha. r.en qué c1mlla fe colocaría usted' "; /11/ MAS; /111/ MPAIS y MPD: /1v/ 
Frente Amplm; /v/ Mov11111entu Q11111/a República (MVR); /vi/ PT. PPS, PTB, l'SP y. a partir de 200.f, PMfJB: /vi1/ PDC. PI'/) y 
l'S. /1'111 / l'J en la primera leg1sla111ra y FI' V y f'.f para la sexw1da 

cjl: i74uic:rda-dcn:cha- de los contingentes parlamentarios en los 4ue se apoyaron esos 1whiernos. 
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La ubicación de los parlamentarios írentistas a 

la izquierda de los legisladores de los partidos 

o coaliciones de gobierno de la región que han 

sido clasi ficadas en los últimos años como 

progresistas o de izquierda (con todas las 

variantes que esta categoría admite, 

especialmente, en la región y en la última 

década y media), responde también a un 

sistema político que registra el promedio de 

auto-identificación ideológica de los miembros 

del parlamento más a la izquierda de toda la 

región. Como se puede apreciar en el Gráfico 

5 .3, los parlamentarios uruguayos durante la 

primera década del siglo se ubicaron, en 

promedio, en la frontera entre la centro­

izquierda y el centro: 3.98.297 Desde luego, esta 

posición de Uruguay se explica no sólo po'r el 

peso que tienen en el parlamento los 

legisladores írentistas y, por lo tanto, las 

pos1c1ones de izquierda, sino también por las 

posiciones que asumen los legisladores de la 

oposición. Grosso modo, se podría afirmar que 

los legisladores frentistas se ubican cn 

pos ic iones de "centro izq u ierda" (es decir, 

valores de 3 y 4), pero levemente escorados 

Gráfico 5.3 
A uto-identificación de los legisladores de América 
Latina y el Caribe ( 1 8  países) en el eje "Izquierda­
Derecha" l i l . Promedios por país entre legislaturas 

comprendidas entre (circa) 2003 y 2010  

5 
o 

"' o 
º ... 
E 

Fuente: elaboración propia a partir de datos del Observa/orio 
de e///es parlamemaria.� en América latina de la Umversidad 
de Salamanca (.h11p:/lamericu.usal.eslu1rle/1tesl). 

Nolas:/i/ },sea/a I a JO, do11de " / "  es d mlor extremo de 
1::qwerda y ' º  1 0 "  el extremo de derecha: la prcg1.1111aform11lada 
a ln.f legisladorerfue la siguienle: "Cuando se habla de polit1ca 
se utili::a11 normalmente las expresiones 1::qwerda y derecha. En 
una escala donde el I es la 1=q111erda y el 10 la derecha, ¿en qué 
casilla se colocaría us1ed? " 

hacia pnsiciom:s de izquierda: 3.04 cntn: 1 995 y 2000; 2 .6  entre 2000 y 2005; 2.66 entre 2005 y 

20 1 0; 2.95 entre 20 1 0  y 20 1 5. Por otro lado, los legisladores de los parlidos trad icionales se han 

2'17 Si se n.:agrupan los valores e.le la escala original en cinco categorías cJerHro de una escala ordinal qu1.: vay<i 01.:sc.lc.: 

izquic.:rda a derecha ( 1 y 2 enrrc.:spnmlc.:rían a '·i;quierua·· . 3 y 4 a ··cenlru-i7quicrc.la''. 5 y 6 u ··cenlrn··, 7 )  8 ..,  "'cl:nlro­

dcrc.:cha·· y. linalmc.:ntc.:. 9 y 1 U a ··cJc.:recha··). cntonccs. se.: pudría alirmar que los kgi�laJon.:s urL1gua; os c.lc las 

legislaturas ( 2000-20()4 y 2005-2009) se ubicaron, en 11n1111l:dio. en c.:l l ímilc enlrc.: ··cenlro-i1quil:rJa"' ) ··ccntrn··. 
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ubicado durante los últ imos veinte años en posiciones de centro (en e l  tramo de 5 y 6).298 Los 

colorados registraron los siguientes promedios: 4.9 entre 1 995 y 2000, 5 .37 entre 2000 y 2005, 

4 .89 entre 2005 y 20 1 O, y 5.83 entre 20 1 O y 20 1 5 . Por su parte, los representantes nacional istas 

registraron los sigu ientes valores: respectivamente, 4.95, 5 . 08, 5.46 y 5 .88.299 

En un sistema poi ítico como e l  uruguayo donde los parlamentarios y los partidos tienden a ubicarse 

ideológicamente entre la izquierda o centro-izquierda y el centro (tomando los promedios de los 

tres principales partidos, y no toda la distribución de la variable, entre 2.6 y 5 .88 desde 1 995 a 

20 1 5), y donde las posiciones pro-mercado de corle más ortodoxo no logran concitar adhesiones 

amplias y rerv ientes, el terreno para impulsar reformas que fortalezcan al Estado como rector, 

regulador, financiador y proveedor de políticas sociales y busquen una d istribución más equ i tativa 

del ingreso resulta, por lo menos, propicio.300 De hecho, si se compara a los parlamentarios 

uruguayos de todos los partidos con los legisladores de los países de la región que han sido o son 

gobernados por partidos o coaliciones clasi ficadas o autodefinidas como di.:; izquierda o centro­

i7quierda, se podrá advertir que los uruguayos se ubican entre los más ravorables a la intervención 

del Estado en materia económica. Incluso, cuando se compara a los miembros del parlamento 

uruguayo (no solo los frentistas) con los legisladores de los partidos o las coaliciones partidarias 

que gobernaron Argentina entre 2007 y 20 1 1 ,  Brasil entre 2003 y 2007 y Chi le entre 2006 y 20 1  O, 

m Empero, en algunos rcríodos l egislativos tanto los b l ancos como los colorados se uhicaron en rromedio en 

pMiciones de centro i7quierda; para �er m:i.� precisos. en el l imite entre la .. centro-i1qui..:rda·· ) el .. centrn ... 

2•J<J Fuente: Ohst:rvatorio de eli tes parlamentarias en América Latina de la l Jniversidad de Salamanca. 

300 Si se compara a los parlamentarios uruguayos con sus colegas de la  región (en total, legisladores de 1 8  países 

inclU)'Cndo a l Jruguay) en un período relativamente extenso ( 1 995 a 2009), a fin de evitar algunas fluctuaciones 

CO) unturalcs y captar rasgos de carácter más estructural 11 permanente. se pudría advertir que los primeros se ubican 

durante lodo el período m;ís a la i7quierda. Sohre 59 obscrvaciunes (prorncJios) que rueron capluniJo� entre mediados 

Jc los aiios noventa y li11cs de la décaJa pasada ( 1 X países medidos entre 2 y 4 legislaturas). el registro más :l la 

i/4uicrda corresponde a lus parlamentarios uruguayos de la Legislatura 2005-2009: 3.X7 (en promedio. en la frontera 

entre centro i1.quierda. 3 y .t, y centro, 5 y 6). l k  los 1 X países examinados, súlo el EstaJo Plurinacional de Holivia 

m uestra promcJios de.: auto-idenli ficaciún ideológica simi lares a los de l lruguay; los parlamentarios de los restantes 

1 6  países durante los quince años examinados se uhic<1n en promedio más h:1cia t:I ei.:nlro o la dcn:cha. Ver: Am:xo 

1 V, 1 <1hla A.5. 1 .  
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se aprecia que los uruguayos son más favorables a la regulación estatal de la economía que sus 

pares (Gráfico 5.4). 

Gráfico 5.4 

Preferencia por la regulación de la economía mediante el l<:stado o el mercadolil en los parlamentarios de los 
partidos o coaliciones partidarias de gobiernos de centro-izquierda o izquierda de América del Sur. 

10 

9 
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1-'uellle: eluhoruc:uín propw a par/Ir de datos del Observatorio de ellles purlumentanus en América l.a1111u de la l/mver.miud de 
Salamunca (!11tp://amer1co.usul.es/01r/el1tesl). 
Notas: 

1. ../)e111m del dehale económico sobre modelos de regulac:1ó11. ¡podría decirme s1 está Ud. Más a favor de una economía 
regulada por el t:studo o por el mercado? Uti/1ce para ello la s1gu1ente escala de I u /O, donde el .. 1 ·· significo una 
máx11110 reguluc1im del Estado en la eco110111ía y el ·· 10 ·· 1111a 111ú.w11a liherac1ó11 del mercado .. _. 

11. MAS; 
111. MPA!Sy MPD; 
iv Frente Amplio; 
V. ¡:·pv, 
VI. /'/)(' ,  PPI) y PS: 
vii. /'7; Pl'S. PTB. /JSP y, a partir de 200.f. />M/)!3 

La prercrcncia u orientación hacia el Estado que expresan los parlamentarios uruguayos (en 

part icular, los del Frente Ampl io) resulta alin más evidente cuando se los compara con sus pares 

chilenos. Por otra parte, esta comparación permite advertir que el Frente Amplio se ubica, 

claramente, a la izquierda de la coalición <.le centro-izquierda chi lena con relación al balance entre 

Estado y mercado en el terreno de las pol ít icas sociales. Como se puede advertir en la Tabla 5. 1 ,  

en promedio los legisladores uruguayos snn más favorables que sus pares chi lenos a que el Estado 

sea el principal responsable de proveer jubi laciones y pensiones, salud y educación universitaria. 
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En una escala de 1 a 7 donde 1 representa el máximo grado de desacuerdo y 7 el mayor nivel de 

aprobación a que el Estado sea e l  principal responsable de brindar políticas sociales, los 

parlamentarios uruguayos asumen el promedio de 5 . 1 9  y los chilenos el de 4.6 1 cuando se les 

consulta por la prov isión de jubi laciones y pensiones, 5.05 y 4.6 1 cuando se les pregunta con 

relación a la provisión de salud y, finalmente, 5. 1 1 y 4.54 al ser interrogados por la prov isión de 

educación universitaria. De hecho, los legisladores colorados y nacional istas, considerados como 

un bloque suprapartidario, se comportan como algunos de los partidos que conforman la coalición 

de centro-izqu ierda chi lena: los legisladores del Partido Colorado de la segunda década del siglo 

veintiuno asumen posiciones más cstatistas que los parlamentarios social istas o demócrala­

cristianos de Chi le con relación a la provisión de jubi laciones y pensiones (respectivamente, 5.08, 

5 y 4.38),  salud (5 . 1 7, 5 . 1 3  y 4.46) y educación un iversitaria (5 . 1 8, 5 y 4.62), en tanto los 

legisladores blancos asumen posiciones levemente más estatistas (o menos pro-mercado) que los 

demócrata-cristianos chi lenos cuando se les interroga acerca de la provi�ión de jubi laciones y 

pensiones (4.6 y 4.38) y salud (4.54 y 4.46), y preferencias apenas más l iberales cuando se les 

consulta sobre la educación universitaria (4.4 y 4.62). 

Tabla 5 . 1  
Preferencia por e l  Estado como principal proveedor e.l e  políticas y servicios sociales en legisladores de Chile y 

U ruguay según partido político al que pertenecen. Partidos ordenados dentro de cada país desde más a menos 
"estatista". Años 2 0 1 0  a 201 4/2()1 5  

¿El Estado debería ser el principal responsable tic proveer . . .  ? (Escala 1 a Jubilaciones Salud Educación 
7. donde 1 si1;2ni fica "mu� en desacuerdo·' y 7 ··muy de acuerda··) y pensiones uni vcrsi La ria 

FA 5.63 5.31  5.51 
PC 5.08 5 . 1 7  5 . 1 8  

PN 4.6 4.54 4.4 

Total e.le Urugual'. 5. 1 9  5.05 5 . 1 1 
PPI) 5.92 5.92 5.92 

PRSD 5.5 5 . 5  5.5 
PS 5 5. 1 3  5 
l'I)(' 4.38 4.46 4.62 

( PPO/PRSO/P /POC) S. 1 6  5.21  5.24 
RN 4 . 5  4.23 4.23 

l J J ) I  3 . 8  J.84 3.62 

( R N/U O I )  4.27 4. 1 0  4.03 
Tofal 4.6 1 4.6 1  4.54 

Fuente. elabaruunn pmp1u u partir de Jatos del Obsen·atnrm de elife.1· parlame11tarw.1· e11 Aménc11 IJ1t111a de la lhuver.wdud de 
Sala111u11c:u (/¡ttp:/la111er1c:o.usal.es/01rlel11esl) 
Notas:/1 / Período lcR1slat11·0 20111-2015; /11/ pe rindo lewslullvo 20111-201-1 
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El consistente perfi l de izquierda del Frente Amplio no solo se revela al comparar sus legisladores 

con parlamentarios de otros partidos de izquierda o centro-izquierda que han gobernado o 

gobiernan países de la región, sino también al examinar, en clave también comparativa, sus 

programas o plataformas electorales. A partir de la metodología desarrollada por el Comparative 

Man(fiesto Project para determinar la posición de los partidos pol íticos en el eje izqu ierda-derecha, 

en base al análisis de sus programas o p lataformas electorales301 , se puede determinar la u bicación 

ideológica del Frente A mpl io en comparación con otros partidos de izquierda o centro-izquierda 

(Gráfico 5 .5) .  Como se puede apreciar en el Gráfico 5 .5, el Frente Ampl io se ubica más a la 

izquierda que varias de las coaliciones partidarias, autodefinidas o clasificadas como de izquierda 

o centro-izquierda, que han gobernado en los últimos años -o aún gobiernan- países de la región. 

De acuerdo a la escala empleada por esta metodología de análisis (en la que el valor --+ 1 00" 

equivale a extrema derecha, el valor '·O" al centro .. puro" y el ·'- l 00" a la extrema izquierda), el 

Frente Amplio registra un promedio de -23.8 entre las elecciones de 1 989 y 2009302, en tanto la 

coalición de centro-izquierda chilena registra para el  mismo período un promedio más próximo al 

"'centro puro'' (-1 7.6), del mismo modo que la coalición que sustentó la reelección presidencial de 

Lula en 2006 (- 1 9). De hecho, la plataforma programática de la izqu ienla uruguaya podría ser 

ubicada durante el período considerado en una posición más a la izquierda que la mayoría de los 

programas de los principales partidos de izquierda europeos: el Partido Socialdemócrata de 

A lcman ia (- 1 O.7 entre 1 990 y 2009), el Partido Social isla Obrero Español (- 1 6. 7 entre 1 993 y 

2008), el Movimiento Socialista Panhelénico - PASOK (-1 9.9 entre 1 990 y 2000), el Partido 

Socialista de Portugal (- 1 1 .9 entre 1 99 1 y 2009) o Partido Socialista francés (- 1 8.5 entre 1 993 y 

2007). Si bien la confiabil idad de medidas s intéticas que son elaboradas a partir del análisis c.lc los 

programas electorales de los partidos podría ser cuestionada o debatida, y pese a los recaudos 

1 0 1  Parn ti.:m:r una <li.:si.:ript.:iún <ldal lada <lc la mt.:to<lología util izada. st.: rnrnrn icnda cl trabajo l .on:nzoni y Pérc:r (20 1 3 ). 

así como la síntesis ¡m:scnlada cn la propia página <le l;,i organ ización ( hltps://m::mi�stu­

proj CCL. wzb.cu/in forma ti un/<locumi.:nb/i n f(¡rmati 011 ). 
1n2 Si  el  promcdio 1"111.:st.: calt.:uladu excluyendo la plataforma electoral <l..: 1 989. por l o  tanlo. a partir <lt.: lu  ckcci611 <l1: 

1 99.J cu;.indo comparctiú por primi.:ra vi.:1 t.:omn purti.: dt.:I más mndi.:rado ··1�111,;u..:nlro l 'rogri.:sist;.i··. t.:I registro d1,; la  

iz4uit.:rda uruguaya apenas se correría al  1,;enlrn: -2 1 . 1  i.:n lugar dc -23.8. Se optó por considi.:rar un periodo más 1,;xt<.:nso 

p;,ira d dlculo tic! prmm;d i o  ( 1 989 a 2009) a fin de captur;,ir los nt�gos () posit.:ionam icntns idi.:ológicos mas 

permanentes u eslrueluralt.:s tlel Frcntc Amplio. 
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metodológicos que se pueden plantear frente a comparaciones de este tipo (entre partidos o 

coaliciones de sistemas políticos con historias, trad iciones y pautas de cultura política d iversas3º3), 

los datos presentados -así corno los resultados de los estudios de él i tes parlamentarias- parecen 

indicar que la izquierda uruguaya se ubica en términos ideológicos en una posición s imi lar a las 

de los grandes e históricos partidos de izquierda o centro-izquierda de los sistemas políticos de 

Europa, partidos socialdemócratas, laboristas o social istas. 

'01 l Jna rdúri i;¡¡ i1quierdisla pla..;nrndél e11 un programa d.:ell)rnl no rdkja neci:sariamcnli: i:I perfil idcológii:o reéll de 

un pa11ido o el  tipo de políticas que impulsa. a�í i:omo una retóril:a más moderada o equi librada no deberi<1 ser Lomada, 

m:cc!'ari�1mcnlc. como un reflejo ticl de posiciones de centro en el eje i1quicrda-dcrccha. 
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Gráfico 5.5 

Ubicación en la escala " I zquierda-Derecha" (Comparative Ma11ifiesto Projecl - CMP) l i l de las ofertas 

programáticas tle los principales partidos de izquierda y centro-izquierda de Europa y América del Sur. 

Entre 1990 y 201 O. Prometlio, valor máximo y valor mínimo para todo el período por parlido. 

• Scorc más a la lz4uicrda a Promedio de seores O Score más :i la Derecha 
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/.'11e111e: para In.� partidos europeos Europea11 F.lec/1011 Da1abase del Norwegian Cenlre jiJr Research /)ala 
(h110:/lwww nsd. wb. 110/europea11 elec:lwn dalabaselabou//ahoul dala.hlm/J. para lo.< part1do.1· del Cono Sur. ercepto Uruguay, 
( '0111parat1ve Mam{ieslo Pro1ec1 (!J_11ps.llvisuals.mamfes10-nro1ec1. w=h.eu/mpdb-shinv/cmp dashhoard/), y para el Frenle Am¡1//{} 
donde la fuenle es l.oren=om y l'ére= (2013) 

Nolus: /1/ /.a escala del CM!' 1•ariu teáncamen/e en/re -/IJ() y /OO. do11de "-1110" represen/O el valor mú� ex/remo a la i:::qu11.mll/, 
"/)" lo pos1c1im de "cenfro filll'O ")' "/01)" el valor múf extremo a la derechr1; el co111111ge111e purla111e111ano cone<po11de <1e111J1rt! 

u la Cámara ha¡a en /ns s1slemas h1camerales (el año de la elecc1ó11 purlwnenlanu uparece reg1s1rado en el recuadro); /11/ el 
promedl(J corresponde a las elecc/{}nes reali=ndas en/re 1992 y 2006. /111/ elecc1011e.< de 1991 a 2010: /1v/ elecc1011es de 1992 a 
20111: /v/ elec:c:m11es dt' 1991 a 2003, /w/ eleccwnes de 1991 a 20119; /w1/ elec:c:1011es de 1990 a 2009; /v111/ elecrn111es de / IJ9J a 
2008; /LX/ eleccwnes de 1993 u 2007, /x/ elecc:wnes de ICJ911 o 2000; /.>.1/ elPcc/{}nes de 1993 a 2001: /x11/ l'lec:c1111ws ríe 2011 y 
2013 (el dalo de apoyo e/ec/oral al FI' V c:orn'spn11de u la ¡mmera vuella de la elección pres1d1mc:ml de 201 1); /11i1 / rdecrnme.1· de 
1989 u 2009 (el dulo de apoyo eleclorul u /u \onl·er/al'tÓn por la /Jemocrac:w c:nrresponde u la pnmera vuella dt' la elerr1án 

pres1de11cwl de 211115). elec:c.1v11es de 2006 (el dalo de apoyo a la coalic1ón de ce111m-1=qu1erda corresponde a la ¡mm era ro11du de 
la.< eleccu111es pres1denc:wles de 2006), /xv/ elel·cm11es de 1989 a 2011') (el doto del respaldo elec:loral del f.'re/111! Amp/111 
c:111 re.lfJOnde a la ¡mmera v11el1a tle las e/ecc.wnes pre.mlenc:wles y /u .wnu/lúrwa elec:cuín parlamentario de octubn• de 200 'J) 

[I posicionamiento ideológico de la in1uicrda uruguaya, considerado a partir de sus propuestas 

electorales, ha ido variamlo durante las últimas elecciones. Como ya ha sido señalado (Buquct 
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2005; Buquet y De Armas 2004; Garcé y Yaffé 2004; Lanzaro 2004; Yaffé 2005), el Frente Ampl io 

inició a comienzos de los noventa un proceso de moderación ideológica que, efectivamente, se 

reflejó en e l  corrimiento hacia el centro de sus é l i tes pol íticas (como muestran los resultados de 

las encuestas a parlamentarios examinadas en esta sección) y de sus plataformas programáticas. 

Este corrimiento puede ser considerado, también, como la progresiva incorporación de posiciones 

más propias de una izquierda socialdemócrata reformista que de una izquierda con un horizonte 

revolucionario. Como se puede advertir en el Gráfico 5.6, desde la restauración democrática los 

programas electorales del Frente Amplio han ido registrando un movimiento hacia posiciones más 

próximas al centro ideológico (aunque conservando referencias a ;ssues propios de izquierda), que 

se corresponde con el crecimiento de su caudal electoral y, por lo tanto, con su capacidad de captar 

la adhesión de los votantes de centro. En este sentido, sostienen Lorenzoni y Pérez (20 1 3 : 3) :  

'·Aunque el  FA siga mostrando posiciones de izquierda . . .  , la  moderación ideológica existió y su 

magnitud se puede captar entre los sucesivos programas (electorales). La contundencia de los 

datos . . .  conlirma un proceso de adaptación del principal partido de izquierda en Uruguay en tanto 

estrategia para convertirse en partido de gobierno." 

Gráfico 5.6 

F:volución de la oferta programática del Frente Amplio en la escala Izquierda-Derecha (adaptacicín del indice 
del Comp11r11tive Manijie.,·to Project) y evolución electoral (porcentaje de votos sobre el total de votos válidos) 

entre las elecciones de 1 97 1  y 2009. 
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Si bien el dcsplaYamiento del Frente Ampl io hacia pos1c1ones programáticas más próximas a l  

centro del espectro ideológico 4uc a la  i:14u icrda extrema resulta evidente a partir de  las elecciones 
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de 1 999 (el primer corrimienlo sign i ficalivo se verifica comparar el programa de 1 9 7 1  -de relórica 

revolucionaria- y el de 1 984), en el plano de las políticas sociales, según Lorenzo ni y Pérez (20 1 3 : 

1 6), se aprecian cambios menos pronunciados, al menos frente a Jos cambios que se advierten en 

otras áreas o campos de política: " . . .  de nueslro anál is is se desprende que la pérd ida de conlenidos 

de izquierda en las propueslas programáticas del Frente A mplio entre 1 97 1  y 2009 no fue 

homogénea en todas las áreas de política. Sí se observa toda la serie, se destaca la disminución 

de propuestas de izquierda en el ámbito económico y la relativa estabilidad de posiciones de 

izquierda en el plano de las políticas sociales. Asimismo, los issues relativos a la ampliación 

del gasto social y provisión estatal del bienestar son los temas que aparecen como una 

constante en sus programas a lo largo de su historia."'304 

El predominio o la incidencia significativa de posiciones asociadas a la izquierda con relación a la 

participación del Estado en la economía y la sociedad, en la gestión de las pol ílicas sociales, no 

sólo se puede reconocer en el caso uruguayo al anal izar las preferencias u orientaciones de sus 

é l i tes, o los programas partidarios, sino también al examinar las actitudes y pautas de cultura 

política que prevalecen en los electores. En ese sentido, la evidencia que surge de las encuestas de 

opinión pública o los estudios comparativos sobre los valores predominantes en los c iudadanos 

indica un desplazamiento moderado pero soslenido del eleclorado uruguayo hacia posiciones de 

izquierda (al menos hasta hace algunos años), que coloca al sistema político uruguayo, del mismo 

modo que los datos de las encuestas a parlamentarios, a la izquierda de la mayoría de los síslernas 

políticos latinoamericanos y europeos. Los datos presentados en el Gráfico 5.7, muestran en 

Uruguay un hajo porcentaje de electores que no se identi fican con alguna categoría en el eje 

izquierda-derecha (apenas 1 2%, a d iferencia e.le lo que ocurre en otros sistemas polít icos de la 

región, corno Chile, Argentina y Bras i l ,  donde una porción significativa de la ciudadanía -entre 

1 9% y 29%- es refractaria a estas categorías) y, por lo tanto, a arelaciones po l íticas basadas en 

este el ivajc. l �n segundo lugar, los datos muestran que el contingente de electores que se idcnti fican 

con posiciones de izquierda es sign i ficativamente mayor en Uruguay (4 1 %) que en los otros 

sistemas políticos de la región, de acuerdo a los dalos de la Encuesta Mundial de Valores, incluso 

aquellos que han sido gobernados en las últimas décadas por parlic.los e.le izquierda o centro-

10• Las negritas 11()S corrcspomlcn. 
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izquierda: Bras i l, Chi le (en ambos casos, 23%), México (20%), Argentina y Perú ( 1 7%).3º5 De 

hecho, la magnitud relativa del e lectorado que se identifica en Uruguay con posiciones de izqu ierda 

( 4 1  %) se asemeja a las proporciones observadas en algunos de los sistemas políticos de Europa 

(desde el Mediterráneo a la península escandinava), que han sido gobernados durante extensos 

períodos por partidos de izquierda: España (38%), Francia (33%), Suecia (34%), Italia (32%) o 

A lemania (29%). 

101 Si se tnmnn los datos para los sistemas políticos latinmimericanos del l .atinu-harómctro el sesgo hacia la izquierda 

Jcl cleewrado uruguayo durante los últimos quince a iios, en comparación con los votanlcs del resto de la rcgilin, 

resulta aún más evidente. Sobre 1 7  paises examinados. Uruguay registra el más alto pon:entajc Je votantes 4rn: sc 

idcnti fican como d1.: iz4ui1.:rda o 1.:rntro-iz4uierda (1.:ntre O y J, en una escala de once puntos 4ue va dc O a f O) en 2000 

(29%), 2005 ( 3 1  %). 20 1 O (30%) y 2005 (35'Yr,): valores signi ficativarnc11te más altos que los ohservaJos en 201 S en 

Argentina ( 1 1 %). Hrasil ( 1 2%) l l  Chi le (20%1), Jondc. un�1 porciún significativa de los votantes no st: identifica con 

ni nguna posición en la escala. Vcr Ancxn I V ,  Gráfico A . 5 .2. 
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Gráfico 5.7 
Auto-identificación de la opinión pública en el eje "lz<iuierda-Derecha" l i l en paises eleccionados etc las 

A méricas y Europa. Distribución porcentual en escala ordinal. Datos para periodos entre 1 995 y 2014. 
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Los datos presentados sobre las rosiciom:s que las é l i tes po l í t icas y los electores uruguayos asumen 

con n; laeión a l  t: l i vaje izquien.Ja-dcrecha (que se traducen, de acuerdo a las mismas rucntes de 

información, en orientaciones o rrcfcrcncias más favorables o negat ivas en torno a la regulación 

estatal de la economía o las pol íticas sociales) muestran un terreno propicio para la implementación 
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de reformas que tienden a redistribuir recursos a favor o en beneficio de los estratos de menores 

ingresos y a fortalecer las funciones del Estado en detrimento del mercado o el sector privado. 

/\simismo, los resultados de las encuestas a los parlamentarios frentistas y los datos de las 

encuestas de opinión públ ica muestran la tendencia! convergencia entre las posiciones del Frente 

/\mpl io y las preferencias de los votantes, pero a partir de desplazamientos en sentido opuesto: al 

mismo tiempo que los dirigentes frcntistas (sus parlamentarios) se fueron deslizando hacia 

posiciones más próximas al centro del eje izquierda-derecha (de un promedio de 2.6 entre 2000 y 

2004 a uno de 2.95 entre 20 1 O y 20 1 4) y conforme los programas de la coalición fueron reílejando 

ese proceso de moderación ideológica (de -27.7 en la campaña de 1 999, pasando por - 1 8.5 en la 

de 2004, a - 1 2.5  en la de 2009), el electorado se fue desplazando en forma paulatina hacia la 

izquierda (del 25% de votantes que se identificaban en posiciones de izquierda y centro-izqu ierda 

entre 1 995 y 1 998 al 4 1 %  correspondiente al período 20 1 0-20 1 4).306 La incl inación u orientación 

de las él ites pol í t icas y los votantes hacia posiciones de izquierda que se veri fica en Uruguay 

durante los últimos quince años (posiciones que están asociadas, como las encuestas él ites, a 

parlamentarios y de opinión pública indican, a preferencias por el Estado y las políticas de carácter 

redistributivo), y que es el resultado de un proceso gradual de cambio en las preferencias 

electorales y las actitudes políticas de largo al iento iniciado a fines de los años sesenta, genera 

potencialmente una coalición promotora de cambios que refuercen los roles del aparato estatal en 

el campo de las políticas sociales. 

En este contexto, el Frente /\mplio fue consolidando en sus dos primeras gestiones de gobierno un 

perfil ideológico y programático donde conviven dos agendas de política, normalmente de manera 

más cooperativa y por momentos de modo más conílictivo. Por un lado, se puede identificar una 

agenda pro-equidad, claramente orientada a la redistribución del ingreso y la protección de sectores 

vulnerables, donde el Estado es considerado el actor que debe regular y arbitrar las relaciones entre 

capital y trabajo, entre empresarios y sind icatos, pero también d iseñar, regular, financiar y, en 

varias áreas o sectores de política, proveer servicios y prestaciones. Si hien esta agenda está 

presente, con mayor o menor intensidad, en e l discurso y las propuestas de todas las fracciones 

ID<> 1 .stc dohk movimiento podría ser �intcti1ado con Ja C"\presiém: ··(la) i1quierda se acerca a lo� urugua) o� � los 

uruguayo� �e ucercan a la i1quicrdu:· (I a111aro '.:!1104: 1 3 )  
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frentistas, se puede advertir una asociación mayor con los sectores más a la izquierda de la 

coal ición, espec ialmente, aquellos que guardan una relación más estrecha con el movimiento 

sindical. Por otro lado, se observa durante el período una agenda de política más orientada al 

crec imiento, la estabi l idad en las reglas de juego, la apertura comercial y la d iversificación de la 

inserción económica de la economía uruguaya en la región y el mundo, la captación de inversiones 

extranjeras y la promoción de la inversión doméstica, y la formación de capital humano. 

N uevamente, si bien estas referencias han estado presentes en todas o casi todas las fracciones, es 

posible identificar en las fracciones más cercanas a la centro-izquierda una mayor atención por 

estos tópicos.307 

Esas dos agendas de política reposaron, además, sobre distintas tramas m inisteriales dentro del 

Gobierno: mientras la agenda social y laborista es construida y, principalmente, promovida desde 

las carteras y organ ismos estatales autónomos que gestionan las pol íticas sociales y de protección 

laboral (fundamentalmente, el M IDES, el MSP, el MTSS, el BPS, la ANEP y la ASSE), la agenda 

307 A partir de los datos relevados por la ·'Encuesta de Elites··, que el DcparLátncnlú de Ciencia Pol ítica Je la Fa<.:ult.:.id 

de Ciencias Sociales realiza tlcstlc <.:omicnzos de la década pasada, se pueden advertir con claridad las di ft:n:n<.:ias 

i deológicas entre las distinta..' fracciones del Frente Amplio. Sobre una muestra de 62 legisladores encuestados entre 

2001 y 2005, sc puedc afirmar qut'. los lt:gisladorcs tlel bloque cnnrorrnado por ·'Asam blea Uruguay"·. 00Al ianLa 

Progresista" y ·· uevo Espacio"' (tlc,de 2009. nuc leatlos cn el .. Frente Ubt'.r Sen:gniº') asumían al momento de l legar 

el Frente Amplio al gobierno nacional un proml!tlio tll! 3.9 en la escala izquierda-derecha ( 1 - 1  O), es decir, se ubicaban 

en el l i mite o la rrontcra entre las posiciones de centro-izquierda (3 y 4) y las de centro (5 y 6); los h:gisladorcs 

independientes tic la coalición, o que rcrtenccían a pequeñas fracciones (algunas agrupaciones o sectores 

derartamenlalcs), asumieron el prnmetlio tic 3.6; los l egisladores de la Vertiente /\rtiguista tuvieron un promedio de 

3; los socialistas n:gislraron e l  promedio de 2.7, y, linalrm:ntc, los legisladon:s tlcl bloque conformatlu por e l  Espacio 

609 ( básicamente el MPI') y el sector de 00D1.:11rncracia Avan7.ada·· (Partido Comunista) luvicron un rrorncdio de 2.5. 

Cuando se analiza la tlistribuciún de todos los encuestados con indcpendcnciu tic la  fracción o sector al  que pertenecen, 

y de los bloques a los que podrían ser a�ignatlos. la variable asume una distribución normal y, por lo tanto, la� 

obscrvacioncs se eonccntran en torno al promcdio: 3.()4, un valor coincitlcntc -aunque levementt'. corrido haeia el 

<.:cntnr- con l a  estimación tlel Ohservu/orio de elites parlamentarias en América l�atinu de la Universidad de 

Salamanca (2.6). l�n suma, los dos rrincipales polos dentro di.: l a  interna !"rentista asumen en la cscala izquil:rda­

tll!n:cha valores tlilácntes (3.9 en el ca�o del bloque compuesto por A U ,  ¡\ I '  y NI�. y 2.5 en el bloqul! <.:onli>rmatlo en 

torno al MPP), ubicándose l!ntrc ellos cl PS con un promedio tic 2.7 (un valor muy próximo al prnmctlin de todos los 

legisladores l°rt'.nLisLas). C::ílculos prnpios en base a los rnicrotlatos d<.: la Encul:sla de Elites del DCP-FCS-UtlclaR. 
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económica es impu lsada por el equipo económico (el MEF, la OPP y e l  BCU) y las carteras 

min isteriales del área productiva. Oc la evidencia recabada a partir de las entrevistas a in formantes 

cal ificados, surge que estas dos agendas lograron articularse en forma virtuosa en el policy ma/dng 

durante el período gestacional de las reformas y en el transcurso de sus primeras fases de 

imp lementac ión . Sobre este punto, resulta i lustrativo el siguiente pasaje de una de las entrevistas : 

·· . . . pudiste hacer (las reformas) porque lograste tener un crecimiento que duplicó (e l  nivel de 

crecimiento durante) la historia del país. Sin crecimiento y sin el conjunto de políticas 

(implementadas) no hubieras logrado los logros sociales que lograste a/final de esta década. ( . . .  ) 

Lograste combinar una reforma en el ámbito .mcial con una estrategia pm mercado de 

incentivar la inversión, (de) darle credibilidad a los agentes económicos y a los inversores, tanto 

locales como del exterior, para que apostaran al país y ( la  economía) creciera. Eso me parece 

que también e.� un lema. porque generalmente los �obiernos de izquierda se los define como 

redistrihutivos y (que hacen) puco énfasis en el crecimiento, cuando en realidad, en ese período, 

se logró conciliar las dos cosas (red istribución y crec imiento), (mediante) fuer/e.\· e.'itímulo.'i a la 

inversión, reglas de juego clara:,·, inslitucionalidad, reforma.\' vinculada ... al clima de negocio.\"", 

c.:redihilidud de la.\' política.\' . . . todo eso es lo que le permitió hacer /u otro . . .  " l 1CG]308 La tensión 

entre dos visiones -no necesariamente corrientes ideológicas o paradigmas de política 

estructurados ni asociados vis a vis con fracciones o sectores de la coal ición- se señala como de 

las claves expl icativas del perfil de reformas que produjo el  Frente Amplío durante el período, en 

part icular durante la primera admin istración cuando se tramitó el diseño, la aprobación legislativa 

y la primera fac;e de implementación de las reformas: .. e l  Frente Ampl io al incorporar esas dos 

vertientes de izquierda que siempre están en tensión, más allá de lo anárquico que pueda parecer 

el proceso y de lo barroco de ese proceso de discusión interna que se da en el Frente Ampl io, en 

general, produce reformas que por un lado están relativamente solventadas técnicamente y 

en términos de lo que uno diría que son las posibilidades del país, pero por otro lado están 

también tcnsionadas desde la izquierda ( . . .  ) Yo confío en esa 'caja negra' que es el Frente 

/\mpl ío, (que) genera productos de reforma que aseguran la sustcntabilidad técnica, pero 

también la sustcntabilidad política de las reformas"l ICG 13º9 

'118 l .as negritas nos corresponden. 

109 l .�s ncgriias nos corresponden. 
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J\ juicio de la mayoría de los enlrevislados que participaron en punlos clave del proceso de loma 

de decisión las reformas impulsadas buscaron, al m ismo tiempo, maximizar la equidad en la 

distribución del ingreso y el crecimienlo -los dos objetivos en tensión en la puja entre 

socialdemócratas y conservadores según Boix ( 1 998)-, en un escenario económico global 

favorable a la reactivación de la economía uruguaya tras la crisis de 2002. Emrero, la referencia a 

la equidad aparece, a diferencia de la mención al crecimiento, en e l  discurso de todos los actores 

consultados (pertenecientes a distintas fracciones del Frente Ampl io o independientes3 10 y 

representativos de las d i ferentes áreas o sectores del gobiemo).3 1 1  La orientación hacia la equidad 

aparece también p lanteada por algunos decisores entrevistados como parte de un acervo político 

compartido por el sistema político uruguayo (que lo distingue de otros sistemas de la región), de 

los legados de políticas en los que abreva la izquierda uruguaya: ·· . . .  en el Frente (J\mpl io) siempre 

ha hahido . . .  en (su) matriz de pensamiento una búsqueda de . . . re.formas que (tengan) señas de 

identidad que nos representen (como raís). Yo creo que . . .  ése es el acervo más importante, porque 

hace que la izquierda uruguaya conserve raSf?OS ideológicos distintivos. ( . . . ) Si yo le tuviera que 

poner un nombre diría (que) e!i· muy claro que Uruguay es un paú· en el cual La preferencia por 

la equidad es muy grande, probablemente, comparado con Chile. En Chile no hay preferencia 

.mcia/ tle equidad; te diría que en Bra.'iil tampoco. Enlonc:es, el Frente Amplio encarna (esa) 

preferencia . . . "3 1 2 

Más allá de la apelación a esas dos orientaciones generales, como guías para la acción de gobierno 

del Frente Ampl io (equidad y crecimiento, o crecimiento con redistribución), que caracterizan o 

perfilan a los partidos socialdemócratas tanto en sus versiones más clásicas como en sus 

3 1 0  Si hicn no se n:alizó una cuoli licación o muestren teórico de los cnlrevistados, a lin de rerrescntar las fracciom:s o 

sectores e.Je! Frcntc Amplio. los informantes calilicaJos cuhrcn. dc<.:livamcntc, un amrlio csrcclru c.Jc seclorcs y 

visiom:s políticas e ideológicas e.Je! Frcnlc /\mplio: asloristas, muji4uista'i. comunistas. so<.:ialiMas. c.Jcmócrala· 

cristianos. mi l itantcs Je otros grupos e.Je mcnor rcso clcctornl c inc.Jercnc.Jicnlcs. 

1 1 1  I· n este semi e.Jo. señala uno c.Jt: los enlre,·istac.Jo,: ··. . .  hay dus comunes denominadores (cl primcro ). es la 
urie111aciú11 tendiente a mejorar la distrihucirin de la rique=a: fas (reformas sot:ialcs) lo llenen. (cl ) .1ex11mlo, es la 

participac11)11 de los ciudadanos en el guhierno del sistema ( . . .  ) en salud. en educación y en pro/erc11)11 soctol (Esa 

fue l:.i) segundo (orientación): darle en (el) r,ohierno de las políticas sociales un /uf<!.or a lo.1· ciudadanos 

organizados.·· ¡ ¡ C( i 1 
' 1 2  l .as negri Las nos corresponden. 
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expresiones más contemporáneas, los contenidos de las reformas impulsadas en el área social 

(desde los programas de transferencias monetarias no contributivas, pasando por la creación de un 

fondo nacional de salud asentado en la seguridad social, hasta la ampliación y ílex ibi l ización del 

acceso a los mecanismos de protección laboral y las prestaciones para pasivos y activos) no 

parecen haber respondido a un ejercicio de adaptación local de modelos de política implementados 

previamente por otros gobiernos de izquierda en la región o más atrás en los países más 

desarrol lados (un ejercicio de policy lransfer), y menos aún al intento de emular un modelo general 

de régimen de b ienestar. Si bien los tomadores de decisión consultados hacen referencia a los 

contactos e intercambios que mantuv ieron en los años previos a la l legada al gobierno del Frente 

Ampl io, o al inicio de la primera administración frentista, con parte de los elencos políticos y 

técnicos de la ccntroizquicrda chi lena o del PT313, así como a la asistencia técnica brindada por 

instituciones financieras internacionales (el B I D  y el Banco Mundial) o agencias multi laterales de 

desarrol lo ( EPAL, OPS, OIT y PNUD) en algunos momentos de la etapa de diseño de las 

reformas sectoriales o las nuevas po l íticas (el PAN ES, la reforma de la salud o la tributaria), los 

contenidos de esas transformaciones emanaron, básicamente, de una acumulación ideológica, 

política y técnica doméstica.314 

1 1 1  • cgún uno de lo� entrevistados: .
. . . .  habían siempre re/érencias al caso brasilero porque había gente que (trnía) 

ideas. Otros. algunos (planteahan) ojalá lle;.;úramos a hacer al!!,O parecido al modelo escandinavo, si hacemo.� hien 

las cosas c:omo la socialdemocracia, ojalú. ( . . .  ) nosotros tuvimos un diálogo muy rico con los chilenos. yo me peleé 

mucho con los chilenos. p<>ro hien, en el sentido de una discusión.franca ( . . .  ) nosotros tuvimos la visita de Bacltelet, 

y dos o tres veces de la Ministra (de l' lani licación) al Ml/)F,S y disc111imos."J l('Ci 1 
1 14 l�n esta l inea, señala uno de lo� entrevistados: ·· . . . cada tonto emergen los modelos (de l�stadn de Bienestar) más 

ava11:::ad11s como algo a imitar. por lo menos en el discur.w. (rcro) es muy distinto que (eso) se traslade a acto.v 

L'Onc:re101· !.os 111odelo.v núrd1c:us . . . se /Jahia11 transformado 1:11 un modelo al que todos dehía111os aspirar /::11 el 

MlnF.S. en reolidrid, los refi1re11cias te11io11 que ver mucho c1111 Hrasil, (con) los progra111r1.1· de transferencins 

condicionmlas ( . . .  ) l/a/Jia un intenso mtercambio entre quienes han s1d11 re/eren/es del M/l)r�S y la CE!' A l. u otms 

11r�onismns. pero ( la  reli:rc11cia a modelos de ntrns países no se dio) en términos mús macm, de hecho. una b11e1111 

pregunta es si ltuho una presenciafuerte, o más bien débil. de otros modelas n nivel 111u11dial o larinoamericano: dirin 

que (esa presencia) lw sido má1· hien déhil. y es una buena pregunw qué signifirn eso . .  �i (exrrcsa) la construcción de 

1111 modelo narimwl, autónomo. e11dóge1111, pmpio de las tradiciones de este país. o. quizris. no sé, cierta (rostura) 

mrís pmvi11cirm11, de mirada hacia adentro . . ... 
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Por último, en la composición ideológica del Frente Ampl io y en la construcción de opciones de 

política y alternativas de reforma, especialmente en el campo de las políticas sociales y de 

protección laboral, no se puede desestimar el peso o la incidencia del movimiento sindical (y de 

los núcleos técnicos asociados a la central de trabajadores).3 1 c;  S i  bien algunos de los informantes 

cali ficados hicieron referencia al vínculo entre las orientaciones de las reformas (las opciones de 

política adoptadas por los tomadores de decisión) y la visión ideológica de los sindicatos sobre la 

participación del  Estado en e l  campo de las pol íticas sociales o la protección laboral, esta 

interacción no parece haber operado del m ismo modo en todas las arenas de política n i  con similar 

intensidad.3 16  Además, cuando los tomadores de decisión hacen referencia al campo sindical 

remiten a un universo relativamente complejo y heterogéneo, que incluye desde la central sindical 

considerada como entidad hasta sind icatos o colectivos que tienen un perfi l decididamente 

profesional (por ejemplo, en el sector de la salud) y núcleos técnico-sindicales donde participan 

representantes de los trabajadores, investigadores académicos (básicamente de la universidad 

estata l) y técnicos de fundaciones u organ ismos de cooperac ión identificados con la agenda 

sindical. Por otra parte, el estrecho vínculo que a lo largo de su historia el Frente Amrlio ha 

establecido con e l  movimiento sindical d i ficulta establecer con precisión el origen (sindical o 

partidario) de algunas ideas, propuestas de reforma o modelos de política. Reconociendo estas 

l im itaciones, se puede sostener, empero, que el movimiento sindical tuvo una participación 

significativa en la producción de proruestas e ideas en algunas de las áreas o sectores donde la 

administración frentista impulsó transformaciones institucionales y legales (salud, protección 

laboral y seguridad social). Desde luego, la caracterización del perfil ideológico (o los perfiles) del 

movimiento sindical resulta, en sí mismo, un objetivo a pesquisar, que trasciende o deshorda este 

trabajo. Emrero, algunas pistas emergen de las entrevistas realizadas y la revisión documental: así 

1 1 �  FI lnslilulll Cuesta IJuarle del PIT <..'NT y los espacios de diillogo y elaboración de diagnósti¡;os pmpi¡;iados por la 
Ofióna ut: la Funuación Fricdrich Ebert IJrugua) . 

111' l�n e\l<J d1rce¡;iéJn. uno de los cnLrc\ istacJos Jlirma. · ·En las dos principales (rclormas soóales). son respon.whles 

del disetin (los sindicaLos). /.a re.forma de salud nace en la (Federación Uruguaya de la Salud) cm el 200 /, en el 

Congreso, y se consolida en la Convención Médica de 200.f. F:11 salud la discusión del Frenle y la del movimiento 

si11d1cal Júeron muy en paralelo. J-:n (materia) laborul, también. 1-;n (el área) laboral, el responsable de la conducción 

social del l·i·pn/e Amplio. antes del f!.ohiemo. era /1011omi, (que) se reunio con los sindicatos y demás (  . . .  ) /1or lo 

menos en estas dos reformas. salud y /ahora/, yo creo que sí, que huho una (participación) mi�y activa . ., 
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como algunas fracciones del Frente /\ mpl io aportan en el equil ibrio entre esas dos agendas 

identificadas una visión atenta a la racional idad, consistencia y sustentabil idad de las reformas, el 

mov imiento sindical aporta una mirada (que se solapa con la de algunos sectores o fracciones) que 

prioriza la distribución y promueve una activa participación del Estado para alcanzar ese lin.3 17  

Como ya se señaló, una vis ión se aproxima más al  registro ideológico de las socialdemocracias 

contemporáneas (de los tiempos post-keynesianos), m ientras la otra responde a una visión más 

cercana a la de los grandes partidos de base laboral (en la que se inscribiría la perspectiva del 

mov imiento sindical). Sin embargo, resulta de interés la referencia pública que uno de los 

principales d irigentes de la central sindical hace a la socialdemocracia; una referencia que otrora 

hubiese resultado polémica, cuando la socialdemocracia europea (incluso la nórdica) era 

considerada por algunas de las principales fracciones de la izquierda uruguaya como una expresión 

devaluada de Ja izquierda: reformista, pragmática y funcional a la reproducción del capitalismo: 

. . Yo parlo de la base de que ninxuna sociedad ha encontrado el modelo perfecto, pero las 

.wciedades escandinava.\· han encontrado el modelo mlÍ.\' equitativo. Decir esto no me tran.�forma 

en socialdemócrata, pero tampoco desprecio ese modelo. lo miro con cierta admiracirJn. (Los) 

suecos. finlandeses o noruegos . . .  lograron pasar de plantar árholes a elaborar productos de 

altísima tecnología mediante una inversión .formidahfe en educación. Los e!t·candinavos no .\·e 

quejan del pe.\'O de sus impuesto.\· porque .\·ienten que le .wm devueltos en educación de calidad, 

en salud de calidad, hasta en pri'lione.'I de calidad. No se puede decir que sean .\·ociedmle.\· 

.\·ocialistas, pero han logrado altí.<;imo.\· nivele.\' de equidad. Sería (muy falso) ,,.¡ no te dijera que 

ojalá Uru�uay pudiera con.\·truir un modelo con cierta.'! similitudes ( . . . ) pero parlo de la hase de 

que los modelos no se copian ni se calcan."3 1 8  

1 1 7 l .a ubicación de los sindicatos en este equilibrio ideológico al interior del Frcntc Amplio es analil'ada por uno de 

Jos cnlre\ istados: "/>asa que /os sindico/os, de alguna mflnem. C0/1 <'SIO pala mtis de i=quierda (del r/\) tienen una 

conexión direcf(), son los mismos cuadros de un lado y del o/ro. e i11clu.w el /ra.fiego de un ludo (JI otro se ha ido 

hu�lo increme111011do con el tiempo. )', además, 1w es unidirccciu11ol, sino de ida y \'lle/(() . . . Yo /iugo una evalur1cilÍ11, 

en el lar?,O plazo. súper posiliva de lo que ha sido /u implicación de los sindica/os en es/e prnceso, de alguna manera 

como une/(/ nece.rnrifl para algunas propuestas ( . . .  ) también ahi /ia lwhidn una lensiún has/ante 1111·/uosa, que de 

alK1J11a mflneru Ita limneado alKL111as reformas para que fueran mucho más prnf!,resis/as n mús de izquierda que lo 

que la concepción ori�inal de esas re.formas lruion. ¡.;¡ sindicalismojunciona como /e11si<í11 . . . . ·· l ICG 1 
1 1 K  Fernando. Pen.:ira, l'rcsidcntc del l'IT-CNT: enlrevisla publicada por el Scmanariu Rrecha e n  su cdiciún d e l  vierncs 

30 de seplicmhrc de 20 1 6, Monlcvidco, pág.3. 1 .as negritas nos corresponden. 
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La revisión de los resultados de las encuestas real izadas a parlamentarios uruguayos (tanto 

frentistas como de los partidos trad icionales), los estudios de opinión pública y el análisis de la 

evolución de las plataformas programáticas del Frente Ampl io desde la restauración democrática 

indican el peso o la incidencia del ideario de izquierda en la pol ítica nacional, donde la preferencia 

por la equidad y la intervención del Estado en asuntos económicos y sociales ocupa un espacio 

central .  Por cierto, la orientación hacia la equidad en las pol íticas sociales y la preferencia por la 

intervención del Estado en el campo de la pol ítica social, frente a otras posibles esferas o 

instituciones (desde los proveedores privados de serv icios sociales a la sociedad civi l  organizada), 

es un legado de política que se origina mucho antes del parsimonioso ascenso de la izquierda 

uruguaya; un legado que nace con la "coyuntura crítica" que representó la irrupción y 

consolidación del primer batl lismo durante las primeras tres décadas del siglo pasado.3 1 9  

A esas condiciones propicias a l  desarrol lo de reformas sociales orientadas a la  equidad o la  

redistribución y de  corte estatista, se suma la  presencia de  un  e lectorado ubicado, en  promedio, en 

posiciones de centro-izquierda ( 4.4 en la escala 0- 1 O), que ha venido desplazándose en los últ imos 

veinte años desde posiciones de centro-derecha a posiciones de centro-izquierda,320 y de un 

movimiento sindical uni ficado (en un país con una tasa de sindical ización s imi lar al promedio de 

los países curopcos32 1 )  que promueve una plataforma programática al ineada con buena parte de 

los modelos de política y reforma propuestos por el gobierno: en síntesis, un escenario dom inado 

por preferencias u orientaciones de las é l i tes pol íticas, los votantes y los actores sindicales que 

propician o facil itan una expansión en coberturas de los pi lares del régimen de bienestar, y la 

3 1 9  De hecho. la literatura que aborda los proct:sos dt: coníurnrnción de los rcgimcncs de hicnestar en la región {l lubcr 

& Stq1hens 20 1 2; Segura-Ubi1:rgu 2007) li1:ndc a cunsidcrar y clasi !icar al rrimer balllismo como una cxpr1:sión dl! 

izquicrda para su época, rortadora de visiones sim ilares a la de la socialdt:m\lcrat:ia con rdación al intervención del 

l�stado 1:n la economía y l!n la gt:sti!m dc los s..:rvicius públi c.:os. 

320 Dc acuerdo a los datos del Latino b<1róm1:tro sobre la aulo-idt:nti!icación idcolúgica en el t:jt: i :1.quit:rda-dcr1:t:ha dt: 

los votantl!S (una t:sc.:<1la dc oncc posícioncs -O a 1 (}--, por lo tanto. con un ··ccnLr�1 puro··). d elcctorado uruguayo st: 

Cut: desplazando t:11 los últimos v1:intl! años 1.:11 rorma snsLt:nida h<1cia la izquierda. Entre 1 995 y 1 ')99 asumía un 

prorncdio d1: 5.7 (ccntrn ladeado hacia la dcrech<:t); entre 2000 y 2004 sc ubicú en 5 . 1 ;  entre 2005 y 2009 n.:gistró un 

promcdio dc 4 .  7; finalmcntl!, 1:nlre 20 1 O y 20 1 4  se ubi1.:ó cn promcdio en 4.5 (cntrc centro izqui1.:rda y cc11tro). Cálculos 

en linea del Latinnbarómctrn (hllp://www.latinobaromdro.org/latünline.jsp ). 

121 Datos pr1:scnlados cn Capítulo 4.5. (iráfico 4.38. 
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introducción de reíormas que tienden, en algún grado, a des-mercantilizar la provisión de bienestar 

mediante una mayor intervención del Estado. 

5 .2 Recursos de poder: políticos, institucionales y sociales 

Las preferencias sustantivas y orientaciones sobre modelos de política que el Frente Amplio fue 

moldeando hasta su l legada al gobierno pud ieron operar como factor determ inantc de las reformas 

impulsadas en el área social, en tanto las administraciones frentistas -en particular, la primera­

dispusieron de los recursos políticos necesarios (respaldo parlamentario, capacidades políticas y 

técnicas del Poder Ejecutivo, l iderazgo del centro presidencial y coaliciones promotoras o bases 

sociales de sustentación de las reformas) para traducir esas opciones ( la "obsesión por 

distribuir"322) en políticas y decisiones. 

S i  se comparan los tres gobiernos del Frente Ampl io, considerados como parte de un período o 

ciclo político, con otras admin istraciones con relación al contingente parlamentario del partido de 

gobierno, del titular del Ejecutivo, se podrá advertir la dotación de recursos políticos con la que ha 

contado la izqu ierda.323 Como se puede apreciar en el Gráfico 5 .8, es necesario remontarse a los 

años cuarenta y cincuenta del siglo pasado (el neo-batll ismo) para encontrar un partido de gobierno 

que d isponga, durante tres o cuatro períodos consecutivos, de mayorías absolutas propias (en 

ambas cárnaras.324 

122 l .a expresión eom.:sponde a Ignacio De Posadas, Ministro dt: Economía y 1:inanzas en el gobierno del Partido 

Nm:ional entre lns años 1 992 y l 9'J5. Nota publicada ror el Diario r�I País en su cdición del miércolcs 26 de enero tic 

20 1 1 .  Montevideo, pág.7. 
121 En particular, cl primcr gubicrnll l.JUC dispuso durante todo cl período tic 1 7  micmhros en la  cámara alta (sohrc 3 1 )  

y 5 2  en la baja (sobre 99), atlcm;b tic la legitimidad cspccial quc lc brintlaha al l'rcsitlcntc cl haher sitio electo en la 

primcra vuelta d..: la elección presitlcncial por lu mayoria ubsoluta tic los sufragios cmititlos. 

124 De hecho, durante la fase nco-hall l ista (grosso modo, la década y media entre 1 9�3 y 1 959), sc observan dos 

periodos con mayorías absolutas en amhas cámara.� legislat ivas del partido tic gobierno (entre 1 95 1  y 1 959), ya 4uc 

entre 1 94 7 y 1 95 1  el Ejet:utivo no tuvo mayoría en la ( 'ámara tli.: Rcprcscnlanlcs. 1::11 cambio, tlurantc el l:iclo 

progrcsi�La, el partido gobernante dispuso tic mayorías cn ambas cámara.� durante tres períodos legislativos 

cnn�ecutivos. torn;'tndosc un partido o ronndo la condición de partido pn:dnminantc. 
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G ráfico 5.8 
Contin�ente parlamentario del partido de gobierno (titular del Poder Ejecutivo) en Uruguay por cámaras 

legislativas. Legislaturas entre 1943 y 2020. En porcentaje sobre el total de escaños de la cámara. 

IS Cámara Alta (Scnatlorcs) 

1 Gobiernos coluratlos: Cubiernos 
"Ne11hu1flii¡mn'· Gobiernos lllanc:os: colurudus: 
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UBD 59 SH 1 - 54 SS SS SS 52@] 52 52 52 SI 
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� 41 

� k íl 
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O Cámara Baja (Representantes) 

1 Gohicrnos 
Gobierno Colorado,i; (;oh.Colorado Hlanco /Coalición s�rneuincUi l.•c•llc cun Rluncus) 

45 
� 41 4239 39 

íl líl 
35 

líl 
J2 

I� 
o "' e ..... 
"' "' e e 
"' "' o o 

J'. ... 
.;. ¿, ¿, 
oe "' "' e 
"' ::: :: o 

.... 

C':ohicrno.!' del 
Frcnlc Amplio 

SS 53 SS SI  5251 

e ..... o 
;; o .... 

� ... ... ,}¡ ¿ "' 
g � Q 
.... .... 

Fuente: eluhnrac1ón prnp1u a partir de In.� daws del Área de l'nlit1ca y relaciones lnternnc1011ales del Banco de /Jatos de la 
!'"acuitad de Ciencias Sociales de la Universidad de la R1!públ1ca (f11tp:llc1enctassocwles.edu.uv/bancosdedatos/sec:cw11eslarea­
de-polit1ca-v-relaciones-1nternac:10nalesl). 

Estas mayorías parlamentarias, a d i íerencia de las mayorías que respaldaron a los primeros cuatro 

gobiernos democráticos durante todo el mandato, en etapas iniciales o en momentos críticos, son 

mayorías del  propio partido.325 A 1 carácter monocolor de las mayorías absolutas corresponde 

sumar durante la primera administración la doble condición que ostentaba Vázquez <le jcíe de 

gobierno y jeíe de partido, quien más al lá de su filiación socialista original no era percibido ni por 

los sectores frentistas, ni por sus votantes, ni por los partidos de oposición, como el líder de una 

fracc ión o constelación de sectores del Frente Ampl io, sino como el líder de todo el partido.n6 

m Scgún Lan1,aro (20 1 O: 56): ·· . . .  d ( F n.:ntc Ampl io )  i.:s monopólico cn la izquierda uruguayo ) forma un gobi..:rnu 

mayorit:.irin, de un snlo partido. con una discirlina considi.:rablcmcntc alta, sin estar obl igado a ucudir :i coaliciones, 

ni a t:omprnm isos parlamentarios:· 

32" Sin subi.:stimar su l idi.:razgo, no st: ruede negar 4ui.: M ujit:a. a di ll.:rt:ncia de Vá'lqu..:z duranh.: su prim..:r mandalO. 

l li.:gó al gobierno t:n 20 1 O siendo líder de lracción (del MPP. el l:sracio 609 o la eonstclat:ión di.: fracciones y sct:torcs 

que resraldarnn su candidalura hacia las elecciones internas del l'n.:ntc Amplio en 2009), y no líder dc todo el partido. 

lk hi.:chn, en la t:kt:ción interna del 1:rt:ntc Amplio, Mujica sc imruso sobre su principal adversario. Danilo /\stori, 

ror 1 2.4% del total de votos (Muj ícil ohluvo S2'X1, /\stori 39.7% y Carámbula 8.3%). /\un cunsidcrando qui.: la mayoría 

dc los votos t:oscehados por Carámbula, en l"um:iún del pcrfil ídcológíco y politiw de las l"raecioncs y dirigcntcs 4uc 

resp�ldaron su rrt:-candidaturn prcsidcncial, hubiese sido captada ror Mujica en una hirotdisputa siílo con /\stori, 

rrohablementc su ri.:sraldo huhicsc oscilado cntn.: e l  SS'X1 y el 60'X, (la mitad mayor del Fn.:nlc Amplio). l:n t:ambio, 
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Las mayorías absolutas en ambas cámaras, la composición monocolor de ese contingente 

parlamentario y el muy fuerte l iderazgo presidencial, le d ieron a la primera administración frentista 

un carácter particular en términos de recursos de poder disponibles por el Poder Ejecutivo, en 

comparación con los cuatro gobiernos de los partidos trad icionales que la precedieron. Si bien en 

el segundo mandato uno de esos tres rasgos o atributos no estuvo presente (la doble condición en 

la figura del Presidente de jefe de gobierno y jefe de partido), el carácter presidencialista del 

régimen de gobierno uruguayo y la capacidad que tuvo el Presidente de componer un  escenario 

donde el Vicepresidente -su desafiante en las internas de 2009- asumía responsabi l idades políticas 

(en part icu lar, en el área económica) que trascendían las atribuciones formales de su cargo, 

aseguraron la capacidad de acción del gobierno y permitieron mantener los niveles de 

productividad legislativa y de discipl ina de la bancada de la primera administración frentista. 

La disponibil idad de los recursos políticos señalados (mayorías parlamentarias propias con altos 

niveles de discipl ina, y un centro presidencial que exhibió una alta productividad legislativa) se 

refleja en el número de leyes aprobadas durante los dos períodos en comparación con las 

administraciones previas. Como se puede advertir en el Gráfico 5.9, en los primeros cuatro años 

del primer mandato de Vázquez y del gobierno de Mujiea el parlamento aprobó un número de 

leyes significativamente mayor (respectivamente, 469 y 458) al promedio de leyes aprobadas 

durante los cuatro gobiernos consecutivos de los partidos trad ic ionales, con la excepdón del último 

(el gobierno de Batlle) durante e l  cual el  legislativo Lambién registró una alto nivel de 

productividad (445 leyes aprobadas). 

Vát.que/ no dehió enfrentar en 2004 a ningún competidor en las clecc.:iones primarias. ya que era considerado al interior 

de la coalición d candidato único de la il'quierda. La única eh.:c1,;i(ln interna 411e dehió sortear VáYquez fue la de mayo 

de 1 999, cuando venció a /\slori con una di ll:rencia signi lic<Jliva (X2.4%1 n 1 7.6'%). que rnlilicab<1 su co11di1,;iún de líder 

de partido. Fuente: Arca de l'olilic<1 y Rcl<1cioncs lnternacion<JI tlcl Banco de Datos de la F<Jcullatl de Cicnci<1s Sociales 

de la l Jnivcrsidad de la Repúhl ic<1 (h11n://cicncia�socialcs.edu.uy/hancosdcdatos/scccinnes/arca-tlc- ol itica-y­

rcl ac i oncs-i n lcrnac i ona les/). 
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Gráfico 5.9 
Leyes votadas en los primeros 40 meses según iniciativa de los Poderes en Uruguay. 

Legislaturas entre 1 985 y 2020. 
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Vuente: C:hasquelll y Cuedes (2013: 1 16). 
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Nota: /1 / leyes promulgadas entre el I de mar:o del primer año de la l.eK1Slat11ra y el 3 1  de;ulio de .m cuarto (Jlio. 

La producción legislativa durante las dos administraciones frentistas ( incluidas, en particular, las 

leyes atinentes a políticas sociales) tuvo claramente su motor en el Poder Ejecutivo, consolidando 

una tendencia que el sistema político viene registrando desde los años noventa. En particu lar, 

durante el gobierno de Mujica el 77% de todas las leyes aprobadas por el parlamento fueron 

iniciativas del Ejecutivo, e l  mismo porcentaje que en relación con las leyes sobre políticas sociales: 

76.5% (36 sobre 47) .327 Si a las iniciativas legales formuladas por el Ejecutivo se suman las que 

fueron elaboradas por los legisladores ofieialistas (en suma, la producción del partido de gobierno 

desde el Ejecutivo o el Legislativo), el 80% de las leyes durante la primera administración de 

Yázqucz y el 84% durante el gobierno de Mujica surgieron del partido de gobierno, con la garantía 

de contar con mayorías propias en ambas cámaras para su trámite parlamentario. 

127 Vi.:r /\ni.:xo I V .  Cuadros /\.5.2 a /\.5.6. 
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Gráfico 5. 1 O 
Número de leyes aprobadas por período legislativo en Uruguay entre 2000 y 2014, discriminadas por el 

proponente del proyecto de ley, expresado como porcentaje del total de leyes aprobadas en cada legislatura. 

• l,q:isl•dorcs de varios p•rtidos (sin el de ¡:obicmo) 

7.7'Yo 1 
• 1:....�i5ladorcs de uno solo de los partidos oposilores(íl 

� m Lc,{isladorcs de varios partidos (con el de gubiemo) 

J9%J O Solo legisladores del Partido ele Gobierno 

O Poder Ejecutivo 

2000-2004 2005-2009 2010-20 1 4  

Fuente: elahorac1án proptu a purt1r de dutos del Área de l'olítica y l<elactones !111emac1011ales del Banco de /Jato.V de la Facultad 
de Ciencias Sociales de la U111vers1dad de la Repúb!tca (!11tp:llc1enc1assocwles.edu. uv/bancosdeda10s/produccton-parlamentaria­
/egislacio11J). 

Nota: /1) en el período 2000-2004. se computaron dentro del porcenta¡e correspondiente a las leyes 1n1ciadas por unn de /ns 
partidos de oposición ( 15.8%) las iniciativas promovidas por legisladores del Partido Nacional. el cual estuvo total o p1.1rci1.1/me11te 
coaltgado durante ese período con el partido de goh1emo, o ft(u/ur del Poder Ejecutivo (el Partido Colorado). por lo cual se 
podría estar sohreestimando en dicho período el peso relativo de estas inictat1vas, y. consecuentemente, suhest1m1.1ndo el peso 
relaflvo de las 1111ctat1v1.1s ¡¡enerudas por el Poder E.1ecw1vo, legisladores del partido gobernante o le?,ísladnres de l'aríos partidns 
111cluyendo al gobernante (en s11111a, 1111c1at1vas generadas por el "?,oh1emo " y  110 por la opo.1·1c1ón). 

Las entrevistas real izadas confirman las conclusiones que se pueden extraer del  anál is is  del trámite 

parlamentario de los proyectos de ley: la preem inencia del Poder Ejecutivo sobre el Legislativo 

como motor de la producción legislativa. 1::,n particu lar, durante la pri mera adm i n istrac ión rrcntista, 

en la que se aprobó la mayoría de las leyes que fueron necesarias para impu lsar las rerorrnas o 

innovaciones en polít ica social328, el Poder Ejecutivo fue el ámbito en el que se produjeron las 

m El 72%, <le las 4 7 leyes 4ue fueron aprnbauas entre 2005 y 20 1 4  en las cuatro áreas ue política examinadas en este 
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in iciaLivas a partir de procesos de negociación donde inlervinieron las sectoriales sociales (M 1 DES, 

MSP y MTSS) y el equipo económico (básicamente, el M EF).329 La relación entre el Ejecutivo (el 

seno del gobierno) y la bancada, más allá de d i ferencias entre áreas o sectores de política social 

(atribuibles, entre otros factores, al perfi l o especial ización de algunos parlamentarios en ciertos 

temas), parece haber sido como el trámite de la mayoría de las leyes aprobadas (el 77%) indica: el 

Ejecutivo elabora y propone y la bancada oficialista ajusta, sugiere y, principalmente, defiende en 

las cámaras frente a sus pares de la oposición las inicialivas remitidas por el Ejecutivo. En esta 

d i rección, señala un entrevistado: " . . . nosotros con las bancadas del Frente Amplio (teníamos) un 

diáloio muy ahierto, franco y má.<t bien los parlamentario.\· te invitaban pura informar.<te ( . . .  ) los 

parlamentarios tenían una aclitud muy abierla y muy dispuesta a apoyarnos. Gen/e que nos decía, 

por.favor, ·expliquen esto. porque esto puede generar tal problema ' . . .  "Dºl ICG 1 

E l  ensamble entre poderes y el poder que le brindó a las dos primeras admin istraciones frentistas 

d isponer de mayorías propias en amhas cámaras se adv ierte al examinar el grado de eficacia 

parlamentaria, espec ialmente en comparación con las administraciones precedentes, donde la 

negociación al interior de las coaliciones o acuerdos entre los partidos tradicionales impl icaba 

necesariamente una menor probabi l idad de que un proyecto legal se convirtiera finalmente en 

lcy.33 1 Si bien los dos primeros gobiernos del Frente Amplio registran al término de los períodos 

trJbajo (asistencia social, salud, educa<.:ión, seguridad social y protccci6n laboral) fueron producidas en la primera 

<.idministración. 

12'1 Como ya se señaló en los capítulos dedicados al análisis de las reformas o innovacinncs de política<> en lns distintos 

sectores de política, la negociación política entre los m inisterios sectoriales del área social y el equipo económico, y 

el trabajo conj unto entre sus respectivos equipos l�c11icos. fue clave en el primer gobierno del Frente /\mrlin en l<.i 

formulación de las reformas. De ese rroccso de trnnsacción política y formulación técnica surgieron los proyectos de 

reforma que fueron remitidas al Lcgislali\ll. En este sentido, señala unn Je los enLre\'isw.dos: •· . . . e11 lo deJiniciú11 de 

rumbos polílicos lamhiénfue delermínanle esa imbricuc:ir)n que había entre (los li;enicos de) evaluación y moniloreu 

(del M l Dl�S). el !11s1i1u1u de Eco11u111ío . . . .  el .'vfF:F: ohí (hubo) un nexo muy fuer/<' . . :· l l CC i  J 

1 ui Las negritas nos corrcsrondcn. 

1 1 1  En esta din:cción S1lslicm: l .anzarn (20 1 O:  (l 1 ) :  ··1 1<.1hrü entonces un gobierno de partido. con respaldo parlamcnlario 

prnrio. sulicicnlc rara sancionar lc:yes ordinarias y cspceial..:s -i11cluyc11du el pn:supucsto- mantener lns vetos 

presidenciales y designar a los jerarca.� de los servicios públicos, funciorrnril)s Jiplomálicos y mi l i tan.;s. Contando con 

es<.i mayoría, el primer gobierno del F/\ produjo una scric cuantiosa de leyes y decretos, la más abundante di.:sdc cl 

rctnrno ::i la democracia." 
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parlamentario tasas de "eficacia legislativa acumulada" s imi lares (respectivamente, 77% y 

75%332), el primer año de la primera administración frentista sobresale en la comparación con los 

primeros años de los gobiernos precedentes, pero también con el primero del segundo gobierno 

del Frente Amrl io:  4 1  % frente a valores que oscilan entre 28% (primer año de la admin istración 

Batlle) y 35% (primero de la primera presidencia de Sanguinetti). Estos datos confirman la 

percepc ión de un potente arranque reformista de la rrimera admin istración frentista, apoyado en 

mayorías parlamentarias propias que respetan la d iscipl ina partidaria, y en una fuerte legitimidad 

del gobierno generada por el triun fo en primera vuelta. 

G ráfico 5. 1 1  
Tasa de eficacia legislativa acumulada l i l  del Poder Ejecutivo en Uruguay. 

60% 

Vi ...:i r- ::IO C\  QIO QC :J: QO aQ  � C"' O\ C"<. C'\  - - - - -

Períodos legislativos entre 1985 y 201 4. En porcentaje. 

66% 68% 6H"lo 67% 68% 
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Fuen1e: elahoruc1ón propia a partir de datos del . .f rea de Política y Relucwne.� Internacionales del Banco de /Jatos de la Facultad 
de Ciencias Sociales de la U111vers1dad de la República (hllp:llc1enciassncwles.edu.uv/hancosdedato.flpmduccwn-par/amentarta­
leg1slact011/). 
No1a: /1 / leyes aprobadas en lo que va del período / proyectos presentados en /u que va del período 

112 1\sto signi lka 4uc, arroximadamcnlc, ocho ele cada clic/ rruycclos ele ley prcscnlaclos en cada una ele las dos 

legislaturas (m:iyorilaria1m:nlc rcmitit.los por el l�jcculivo) se Lransll>rmaron en ley. 
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Si  bien se podría desprender de la 

evidencia empírica examinada que las 

reformas sociales contaron exclusivamente 

con el respaldo del frente Ampl io (en la 

medida que dispuso de mayorías propias y 

que el 77% de los proyectos fueron 

remitidos al parlamento por el Ejecutivo), 

el análisis del trámite de estas leyes (47 

examinadas para este estudio) indica que la 

mayoría fue aprobada (72% del total) por 

unanimidad o por un número de votos 

cercano, independientemente del origen de 

esas leyes (Ejecutivo o Legislativo).33J 

/\ 1  examinar los contenidos de los 

G ráfico S. 1 2  
Leyes sobre reformas sociales, laborales e impositivas 
aprobadas por el Poder Legislativo en Uruguay entre 

2005 y 2015, según el tipo de mayoria obtenida. 
En números absolutos. 

o Unanimidad o amplia 
mayoria pluripariidaria 

•Mayoría absoluta ajustada 

4 

CL 2 2 

Lil cm 
Atención a s�lud Educación 
la pobrc?--'I 

12  

3 

Seguridad 
Social 

14 

7 

Rrl:1cioncs 
bboralcs 

Fuente: e/uborac1ón propia a parllr del análws de las 33 leyes 
presen1ada.� en los Cuadros A.5.2 a A.5.6 (Anexo IV), en base a la 
información del Prowama de Seguimiento del Parlame11to / 
Deparlamento de Ciencia Po/í1ica / Facul1ad de Ciencias Sociales -
U111vers1dad de la República. 

proyectos de ley sobre pol ítica social o protección laboral que fueron aprobados sólo con votos del 

oficialismo (proyectos de ley que generaron controversias o polémicas y que terminaron 

divid iendo en mitades al sistema partidario) emergen algunos puntos de interés. Al analizar los 

contenidos de las once leyes que fueron aprobadas en soledad por los Senadores del oficialismo 

(por lo tanto, frente a las que se configuró, claramente, la b ipolaridad dominante desde hace años 

en el sistema de partidos334), se pueden identi ficar dos grupos. Por un lado, tres proyectos de ley 

que referían a temas o asuntos centrales de la plataforma del primer gobierno del Frente Amplio: 

la Ley 1 7869 ("Plan de Atención a la Emergencia Social e Ingreso Ciudadano"), la Ley 1 82 1 1 

("Sistema Integrado de alud. Creación") y Ley 1 8437 ("Ley General de Educación"). Por otro 

lado, ocho proyectos de ley que referían a temas de protección laboral o conflicto entre trabajadores 

113 Com o se señaló, 36 Lk: las 47 lcycs csludiadas Cucrnn rcmiL ida� por el Ejeculivu. A priori se podría pensar 4ue 

denlro de cslc grupo de leyes d porcentaje de normas aprobadas por unanimidad o amplias mayorías pluripartidarias 

podría ser menor al rcgislrado en aquellas leyes que son propuestas por legisladores. l�mpcro el porcentaje <lc 

aprobación por unanimidad o amplia mayoría es cl mismo en ambos suhconjuntos: 26 <le los 36 proyectos de k:y 

rcmiLidos por el Ejecuti vo, y 8 sobre los 1 1 propucsLos por legis ladores. 

334 Vcr Anexo IV,  Cuadros A.5.2 a A.5.6. 
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y empresarios ( las leyes 1 7940, 1 8099, 1 825 1 ,  1 8572 y 1 9 1 96, que regu lan aspectos referenles a 

la l iberlad sindical, los accidentes laborales, abreviación de disputas u obl igaciones de los 

empleadores) y al campo de la seguridad social (leyes 1 8396, 1 8405 y 1 9 1 62 que abordan temas 

alinentes a las cajas paraestatales o que, en alguna medida, revisan aspectos de la reforma de los 

noventa). La identificación de los lemas donde la producción legislativa fue respalda 

exclusivamente por legisladores oficialistas resulta de interés ya que permite advertir o identificar 

cuáles son los c l ivajes ideológicos y políLicos que dividen a ambos bloques partidarios. 

Cabe destacar como otro de los recursos que el Ejecutivo dispuso -además de las mayorías 

parlamentarias- la capacidad técnica en algunas carteras min isteriales para formular políticas y 

diseñar reformas (algunas de c ierta comp_lejidad técnica). Si bien los gobiernos de los partidos 

Lradicionales también contaron con equipos técnicos cal ificados (claramente en el área económica 

y en algunos ministerios u organismos sectoriales), que desempeñaron funciones clave en el diseño 

e implementación de las reformas sociales desarro l ladas en ese período (f undamentalmcntc, las 

reformas de la seguridad social y de la educación básica en el segundo gobierno colorado), durante 

las dos admin istraciones frentistas se advierte una tendencia a conformar o forlalecer núcleos 

Lécnicos al interior de algunos min islerios: entre otros, la /\sesoría Macroeconómica del MEF, la 

Dirección Nacional de Evaluación y Monitoreo del M ID ES, el Área de Economía de la Salud del 

MSP, y la /\sesoría Técnica en Políticas Sociales y la Agencia de Gestión y Evaluación del Estado 

de la OPP.335 ¡\ 1  fortalecimiento de esas un idades técnicas se sumó la cooperac ión propiciada desde 

estos organismos con un idades de investigación de la Un iversidad de la República (el I nstituto de 

Economía) o centros indepcndicnles (CfNVF:), los que brindaron insumos para formular algunas 

de las reformas (en parlicular, algunos dispositivos o programas del P/\NES y el SN IS). La 

disponibi l idad de conocimiento técnico (modelos de política o propuestas de reforma) constituyó 

n< ()¡; ;.u.:ucrdo :.i unn tk los cntrcvio;Lado': ·· . . . se construyó-eso sí se construyó (un) equipo de eco11omíu de lu salud 

estundo en el J{Ohierno ( . . .  ) se construyó un conocimiento técnico 1¡1w no existíu. ( . . .  ) 1�·11 re.forma tributariu creo que 
sí tamhién lwlw husta11te Kl!nle qui' se formó y (4uc) se tmjo. ( . . .  ) 1�·n el 111ontajl' de /' 1 .VI,.\'. . . el Instituto de fa·o110111i11 

¡ugó un papel bastante importante ( . . .  ) Conocimiento técnico ./irme (al inicio) no hahía. Sí hahía lo hó.vico para 

cm1s/ruir. "'l IC(i 1 R¡;for7andn el pc<>o que el cnnncimicnlo técniw y los Lél:nico!' tuvieron en dislinLas etapas J¡;I i.:iclo 

de la� po l ilil:a5. <;cñala otro l:nlrc\ i�t:.ttlo: .. ( 'reo que las mejore.t reformas ocurrieron donde lwho mejores capacidades 

de diseiio e implementación, componente técnico y de aplicucirín de implementación.·· l lCCi 1 
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en algunas áreas un recurso político clave; de hecho, en los sectores donde fueron procesadas 

reformas de cierta magnitud (asistencia social, salud, seguridad social y tributaria) la interface 

entre el conocimiento técnico y los tomadores de decisión fue fluida.336 

Finalmente, otro de los recursos de poder con los que contaron las dos primeras administraciones 

frentistas fue el soporte de una base sindical que operó en d iversos terrenos como coalición de 

apoyo a las reformas impulsadas. El vínculo entre las estructuras y los elencos de gobierno, el 

Frente Ampl io y la central de trabajadores se expresó no solo en la inclusión en las políticas y 

reformas de asuntos y demandas de la agenda sindical, sino también en la incorporac ión de sus 

cuados a la gestión de gobierno, y en la apertura de espacios institucionales dentro del Estado para 

la participación de los trabajadores en el diseño de las políticas. Con relación a este punto señala 

Lanzara (20 1 O: 63): '·En el elenco inicial revistaron unos treinta cuadros de extracción sindical ( 1 J 

que estaban en actividad en 2004, año del triunfo electoral, 1 6  con actividad anterior, entre 2004 

y 1 984, año de las elecciones que franquean la apertura democrática). Varios eran Senadores y 

Diputados, incluyendo a uno de los Presidentes de la Cámara. Casi una veintena se uescmpeñó en 

puestos ejecutivos, en entes públicos y en cinco ministerios, contando la troika superior del 

Min isterio de Trabajo (Ministro, Subsecretario, Director Nacional)."337 Incluso, algunos referentes 

de gobierno -que expresan ese polo laborista y redistributivo al que se hizo referencia con relación 

136 Con relación a este punto. se recomicnda conc;ultar cl informe linal del proyecto de im·estigación .. Régimen Político 

de Conocimiento. Evaluando un concepto a partir (.h; la comparación de Ch i le y Uruguay:· coordinado por Garcé 

(20 1 <>), donde se abordan, en perspectiva comparada con el caso chileno. los cambios en la incorporación del 

conocimiento técnico en el policy making en 1 Jruguay en las últimas décadac; a partir del anál isis de distintos sectores 

o áreas <le política, entre otras, la educativa. 

137 En esta línea seliala uno <le los entrevistados, haciendo referencia a un proc1.:so <le largo al i 1.:nto de aprendizaje 

político que l levó a varios dirigentes di.:I PIT-CNT a di.:sarrol lar capaci<la<li.:s para i ncorporarse a la gestión pública en 

los primeros gobiernos del !'renil: A mp l io : ·- . . .  otra cusa que (corri.:sponde) registrar es la ucumuluciún que hace el 

111ovi111ie11to sindical. i11c/u.1·0 durante el gohiemo . . .  de Laca/le /lay que reconocer una cosa. .  que es cuando Local/e 

crea e!>pacios de participación de empresario.\' y de trabajadores paru politicas públicas. lo hace con la Junta 

Naciunul de Empleo. lo hace con el Bf'Sy lo hace con el Ml:..l?COSUR. Ahi . . . empe:111110�· 11 11w111ir (que d) rul tle/ 

movimiento sintlic11/ que no era .wlo el tle la prote.1·111 ( . . .  ) Yo creo que nos tia al movimiento si11tlic11/ 1111 mú.�culo 

que no leni11 y e.w explica por qué alguno.V fuer()ll muy hueno.1· ministros o ge.Hores ( . . .  ) La izquierda /1a 

aprovechado muy bueno.V cuatfrn.v .1·i1ulic11/e.v p11rt1 tron.iformurlo.v, capaz que no tanio en lr'gislndores que huy un 

montón i)l;llal , .1·i110 e11 ¡:e.�tore.�:·¡ ics 1 1 .as negritas nos corri.:sponden. 
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al perfil ideológico y político de la izquierda uruguaya- definieron públicamente esta participación 

como un uno de los rasgos distintivos del gobierno del Frente Ampl io, un gobierno que no solo 

pretender ser "para" los trabajadores sino "de" los trabajadores: '"(los partidos de la opos ición) no 

toleran que lo.<1 truhujadores gobiernen ( . . .  ) No lolera11 que lo.\· trabujudores, que lo.'I diri¡:enles 

.\·indica/es . . .  participen de la ¡;eslián. ( . . .  ) Creo que, efectivamente, la oposición siente que en 

ocho años se hizo lo que cincuenta aiios de dictadura y de neoliherali.<11110 no hicieron: reformas 

de salud, reformas de educación, incrementos de recursos sociales, mejora del empleo, consejos 

de salarios, se dio a los trabajadores la po.\·ibilidad de organizarse (de 1 14. 000 afiliados cuando 

yo dejé el {Instituto/ Cuesta Duarte, hoy estamos arriba de los 350. 000), y eso es notoriamente la 

ley de fu ero sindical, ley de 11egociació11 colectiva . . .  •·33s 

Además de la incorporación de dir igentes o ex d irigentes sind icales a la gestión de gobierno en 

posiciones clave, las admin istraciones frentistas revitalizaron, fortalecieron o crearon nuevos 

espacios institucionales destinados a canal izar la rarticipación de los sindicatos, otras 

representaciones de los trabajadores y aun los usuarios de servicios en la gestión pública (en la 

seguridad social, la salud y la educación), al tiempo que generaron instancias más o menos 

informale · y · ·ad hoc'' de participac ión : d iálogos sectoriales o temáticos. Estas instancias 

fortalecieron el vínculo entre el movimiento sindical y el gobierno, y consolidaron la base de 

sustentac ión política que representan los trabajadores.339 Estos espacios y la trayectoria previa a la 

m Ministro de Desarrollo Social, Daniel Olcskcr. /\rliculn publicado por el diario /,a República en su edición del 

domingo 23 de diciembre de 20 1 2, Montevidco. pág.3 l .as negritas nos corresponden. 

1'Y Según uno de los ..:ntrcvist::idos: ·· . . . hubo un cambio notorio (con rcspcclu a los gobiernos anteriores). llubo en los 

primeros años . . .  una política de shock de ¡mrticipacirín ¡.;¡ l'm/i>r FJecutivo, en un nivel más central. le dio esta 

i111pro11ta . . .  a todas las acciones de gobierno Pero desp1és se empezaron a multiplicar a nivel de los ministerios. 

empre.1·11s púhlicas. intendencias y uno se encontraba co11 un mapa absolutamente imposible de ide111i(icar de ámhitos 

monlados 11110 arriba de o/ros a nivel cenlral con los más diversos /e11111s. Tanto que las mganizaciones de la sociedad 

ctvil no pudieron responder a esta convocotorin en el sentido de por lo menos tener uno por cada ámbilo. E11 más de 

un lugar vos te encontrabas con un mililan/e del movimien/IJ sindical con dos, tres camisetas puesla.t. que se las iba 

sacando a medida que iba entrando en el correr del día a diferenl<!s ámbitos que lenínn. Que tenían por .rnpueslo 

d1fere11/es lemálicas y o�¡etivos ( . . .  ) /a1· or�cmizacirmes socia/el".. . eswhan recla111a11do es/o hacía mucho tiempo. 

pero obviamente tenían dificultades para a/ender una o.feria de porllcipac:ión como la que se dio. Yo crPo que fue una 

huena .w:íia/ que ...  quiebra /a /endencia de caída tic la participación social de decenm de mios." l ICC i  1 
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l legada al gobierno del Frente Ampl io-el  vínculo h istórico con el movimiento sind ical en diversas 

áreas o sectores de política social- faci l i taron la incorporación de las propuestas de los trabajadores 

en el diseño de las políticas. Más aún, algunos entrevistados consideran que en dos de las arenas 

de pol ítica donde se tramitaron reformas o se ampliaron prestaciones (salud y protección laboral) 

la participación de los trabajadores fue central, al punto que atribuyen buena parte de sus 

contenidos u orientaciones al movimiento sindical. En esta d i rección, comenta un entrevistado: 

.. En las dos principales (reformas sociales, los sindicatos) son responsables del diseño. La reforma 

de salud nace en la FUS (Federación Uruguaya de la Salud) en el 2001, en el Congreso, y se 

consolida en la Convención Médica de 2004. En salud la discusión del Frenle y la del movimienlo 

sindical fueron muy en paralelo. En (materia) laboral, también. En (el área) laboral, el 

responsable de la conducción .rncial del Frente Amplio, antes del gobierno, era Bonomi, (que) se 

reunía con los sindica/os y demás ( . . .  ) Por lo menos en estas dos re/armas, salud y laboral, yo 

creu que sí, que hubo una (participación) muy activa. "f lCGl 

En la experiencia uruguaya, a d iferencia de otros casos <le la región, la estrecha relación o 

interacción entre el gobierno (estructuras y elencos), el partido y la central sind ical constituye uno 

de sus rasgos principales y una <le las claves que permite comprender el proceso de elaboración de 

políticas. Si  bien estos tres vértices (gobierno, partido y movim iento sindical) responden u 

obedecen a lógicas d i ferentes y operaron con independencia, no se puede desconocer -en 

particular, frente algunos temas y sectores de política- que integraron un circuito de negociación 

que fue clave, y al que no ingresaron otros actores o representaciones. Las cámaras empresariales, 

las organizaciones de la sociedad civi l  o las instituciones académicas mantuvieron un d iálogo 

fluido con los tomadores de decisión, e incluso intervin ieron en alguna de las fases del ciclo de las 

pol íticas, pero no formaron de ese circuito de negociación.340 

1111 En este sentido. el siguienlc pusajt: Lle una de las <.:ntn.:vistas resulta muy i lustrativo con rclaciún al espacio 

privilegiado que ocupa el movimiento sindical, lrentc a otros actores soc;iales u económic;os, en el circuito in liirmal 

de disc:usión con dirigentes de la luer.i::.i política y del elenco Je gobierno: ·· . . . somos un /()(/o. y (por eso huy) que 

ayudar a la mejor versión de cada poto de las /res patas (central sindical, ruer.t.a polític;a y gobierno). r�su es la 

diferencia (que hay entre el movimiento sindicul y otros actores para la  izquierda), la 'pata eslmtégica " . . .  pal"le 

s11sta11tiva ( . . .  ) .Vosolros y el/ns. /·:11 !:!I 11osvlrus está se111ado 1111eslro sindica/o y en el 'ellos · es1á11 nn srilo los 

empresorios. es1ún (las) ON(ls, los ambienlalislas, /ns o/ras Ol!,endas. ·· 1 1cs 1 
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Si bien el carácter mayoritario de los gobiernos del Frente Ampl io y el funcionamiento del centro 

presidencial ( Lanzaro 20 1 3) explican en gran medida los altos niveles de productividad política de 

las administraciones, el sustento del movimiento sindical no debería ser subestimado como uno de 

los principales recursos con los que contaron las admin istraciones frentistas durante su gestión; un  

recurso político que  es  típico de  los grandes partidos de  masas y programáticos de  izquierda. El 

siguiente pasaje de una de las entrev istas, realizada a uno de los principales tomadores de decisión 

durante las dos primeras admin istraciones frentistas sintetiza, precisamente, la articulación entre 

estos dos recursos pol íticos o de poder: · ·E/ Frente Amplio sin mayoría parlamentaria no hahría 

podido hacer ni la mitad de lo que hizo, (y) la unidad sindical anterior al gobierno de izquierda 

(fue) una enorme fortaleza, que no tiene ningún (otro) país de A mérica Latina. "l ICGl 

5 .3 Legados de política 

Las reformas sociales y las nuevas políticas impu lsadas por las dos primeras admin istraciones 

frentistas fueron posibles por el perfil ideológico del Frente Ampl io (traducido a plataformas 

programáticas y modelos de política) y la d isposición de una amplia batería de recursos políticos 

(mayorías parlamentarias propias en ambas cámaras, pero también un sólido respaldo sindical y 

ciertas capacidades técnicas en algunas áreas del gobierno) para transformar esas orientaciones en 

decisiones y políticas, sin necesidad de acudir a acuerdos extrapartidarios y, por lo tanto, de 

moderar o morigerar sus preferencias. Además de estos dos factores principa les, no se debería 

subestimar en un caso como el uruguayo -un rasgo que lo distingue muy nítidamente del caso 

chileno, pero también del argentino- la presencia de .. legados de política" favorables o propicios 

para una expansión del Estado en el campo social. Según l l uber & Stephens (20 1 2: 1 83) :  "Cuando 

el í-"rente Ampl io llega al poder en 2005, encuentra legados de política más favorables para avanzar 

en una dirección más un ivcrsalista que los que en frentaron 1 .agos y Rachelet en Chile.  La 

privatización había sido l imitada y así los proveedores de servicios y las aseguradoras privadas 

constituían obstáculos menos poderosos para las reformas de pol íticas que cn Chi le .  La legitimidad 

de la responsabilidad del t..;;stado por el bienestar de los ciudadanos no había sido cuestionada por 

los ncol ibcrales hasta el punto que lo había sido en Chi le y Argentina.'· 
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Como ya se examinó en el tercer capítulo de este trabajo (en particular, en la sección dedicada al 

período del retrenchment del weljare en América Latina), el régimen de bienestar uruguayo fue 

uno de los más resilientes de la región (sino el más) frente a los intentos de recorte de coberturas 

y presupuestos sociales (o de rigid izar el acceso a las prestaciones) así como de privatización de 

servicios. Más aún, si se examina con rigor el período de la "segunda transición" (Lanzara 2000), 

se advertirán reformas o decisiones que redujeron el peso o la participación del Estado en el campo 

social, fundamentalmente en el campo de la seguridad social y las relaciones de trabajo (el 

abandono de la negociación colectiva y la introducción de cuentas de ahorro individual en el 

sistema prev isional durante los años noventa), pero también otras que incrementaron su peso (la 

expansión de la oferta de enseñanza pre-terciaria pública en el marco de la reforma educativa y la 

progresiva transformación de algunas históricas transferencias contributivas para las familias -las 

As ignaciones Famil iares- en transferencias focalizadas en sectores pobres e informales). Si bien 

durante los cuatro gobiernos consecutivos de los partidos trad icionales t ras la restauración 

democrática no se advierte un fortalec imiento sistemático del histórico régimen de bienestar 

doméstico, tampoco se observan recortes o amputaciones mayores, como las que sufrieron los 

regímenes de otros países de la región en los años ochenta o noventa del siglo pasado. Con esos 

antecedentes, el Frente Amplio no debió en frentarse -a d i ferencia, por ejemplo, de los gobiernos 

de centroizqu ierda en Chi le- a puntos o actores de veto en defensa de una gestión privada de los 

servicios. Dicho de otro modo, el Frente Amplio se enfrentaba en algunas áreas o sectores de 

política social, qu izás, a mecánicas oxidadas, enmohecidas y pauperizadas pero aún parte de la 

estructura estatal, y pasibles de ser fortalecidas y renovadas mediante la introducción de reformas 

y la inyección de recursos presupuestalcs. En esta dirección, sostiene uno de los entrevistados: ·'En 

los últimos diez años ese consenso sobre la bondad de la intervención del Estado en determinadas 

áreas de la sociedad se ha .fortalecido, no ha decafdo ( . . .  ) l�sto también tiene que ver con cómo 

en el Uruguay no ha estado presente la discusión de la f{estión privada de las políticas sociales; 

no hay un actor que levante esu, ( lo 4ue) es increíble porque en toda América latina eso está 

súper presenle . . .  " L ICG I 

Por otra parte, algunos voceros y sectores de la izquierda inscribían las reformas impu lsadas en los 

distintos sectores de polít ica social (en particu lar, asistencia social, salud y laboral) en una 

centenaria historia de we(fare, que remiLía a dos momentos clave en el siglo veinte: las primeras 
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décadas b�jo la égida de Batlle y Ordóñez, y 

los años cuarenta y cincuenta bajo e l  l iderazgo 

de Batlle Berres; una historia que se 

interrumpía hacia los años sesenta y que recién 

ahora era retomada con un nuevo impulso 

benefactor: ·'Uruguay fue un  país con un 

altísimo grado de moderoi.zación social y un 

sistema de  bienestar en la primera década 

del siglo pasado, con el primer batllismo. 

Luego el recorrido nos lleva al qu iebre de ese 

país y de esa democracia social. A mitad del 

siglo pasado el Uruguay perdió el rumbo 

estratégico y no lo volvió a retomar. El 

desafío de este gobierno es reconstruir un  

proyecto de desarrollo social que  e l  país tuvo 

y se perdió. '"34 1  Además de la preferencia por 

el Estado como proveedor de políticas sociales 

G ráfico 5. 1 3  
Poreentaje <le confianza e n  e l  Estado e n  la Oflinión 
públical i l  en paises de América Latina. Año 2010.  
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Fuente: elaboración propia a partir de los datos en línea del 
l.almo-barómelro 
(hllf'. · www lu1111nlwrome1rn or_g lnt()nlm<'./V'). 
No/a: /1J respues1as cifirma111·as ( '"mucho '"y '"algo " sobrt! t!I 
101a/ de enlrewslados). 

4ue se adv ierte en los tomadores de decisión (ver, nuevamente, Gráfico 5 .4 y Tabla 5 . 1 )  y la 

opinión públ ica (Gráfico 5 . 1 3  y Tabla 5 .2)342, la persistencia de capacidades institucionales y 

141 Julio Oango, DirecLor del Programa INF/\MILl /\-MIDES enlre 2005 y 2009: entn.:visla puhl icada por el d iario El 
País en su edición del lunes 8 de agoslu de 2005. MonLcvidco, pág.R. l .as negritas nos cum:spondcn. 

142 Dc acucrdo a los dalos dc la encuesta Latinoharómctro. los ciudadanos uruguayos prescntahan en 200R valores 

simi larcs a los de los argcnlinos y chilenos con re lación a que debe ser el Estado el responsable de proveer servicios 

sociales (superiores con re lación a la pruvisi<in Je pensi ones. lcvcmenle inferiores con rcspcclu a la  salud, y simi lares 

con rcll:rcni;ia a la cducación hásica y un ivcrs iLaria, siempre entre 80% y 90%). Sin cmhargo, hay un rasgo quc 

caraclcri7a a la opinión púhlica uruguaya, quc la dislinguc de la  de.: oLros paísi;s Jc la región : esa prcícrcnc ia, siempre 

luc a l La en l Jruguay, al menos desJc que cxisLen rcgisLrns del 1 .:.ttino-harúmclro ( 1 995): en los n.:sLantes países Jc la 

rcgión ( incl uidos los del Cono Sur, /\rgcnlina y Chile) se adviene un lucrtc caída de las posicioncs lilvorahll:s al scctor 

privado como provecdor Je pol ílieas sociales desde mediados dc los aiios noventa a la pri mcra década de este siglo. 

!\ med iados de los años novcnLa, dc ucucrdo u estos dalos, entre una cuarta purle y un lcreio de la opinión públiea de 

esos paíscs ·u di tl:rcncia del porcemajc de un dígito que se rcg isLraha en Uruguay - mani fCsLaba que la gcst ión de 

estas políticas (pcnsionc�. �alud y educación) .. dchc .. cst.ar en manos de privados. En otras palahras. la prefo.:n:ncia por 
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burocráticas dentro del Estado (otra dimensión o 

expresión de los legados de política) operó como 

un factor que faci l itó el diseño y, 

fundamentalmente, la implementación de las 

reformas e innovaciones en política social. 

La implementación de las reformas de mayor 

calado, por la magnitud de la población cubierta 

( la reforma de la salud, la implementación de 

algunas de las prestaciones del PANES, corno e l  

Programa de  "Ingreso Ciudadano" o e l  nuevo 

régimen de Asignaciones Famil iares), fue 

posible, sin necesidad de recurrir a estructuras 

Tabla 5.2 
Porcentaje de la opinión pública en paises de 

América Latina y España que manifiesta que las 
pensiones "deben" estar ·•mayoritariamente en 

manos privadas". Años 1 995 y 2008. 

1 995 2008 

España f i ]  5 J 
Uruguay 8 5 

Chile 1 8  8 

Argentina 3 2  9 

Venezuela (Rep.Bol.de) 30 9 
México 34 1 1  
Costa Rica 1 i l  14 .1 4  

Perú 26 1 5  

Rrasil 1 9  20 

Fuenre: elaboración propio a parf1r de dalos en línea del 
!.afino-barómetro 
(hrlp://www.lat1nobarometro.org/la10nline.1sp). 

Nota: fil dato del año 1998. 

paralelas o ad hoc, por la presencia de un fuerte organ ismo públ ico de seguridad social: el BPS.  Si  

se examinan con detenimiento las decisiones que las autoridades de gobierno debieron adoptar con 

relación a aspectos operativos de la ejecución de las reformas o la imp lementación de los nuevos 

programas, se podrá advertir el papel relevante que desempeñó el organ ismo prev isional, tanto 

para la prov isión directa a los beneficiarios de nuevas transferencias como para recaudar recursos. 

Incluso en otras políticas o programas de amplio alcance, que se introdujeron en el primer período, 

donde sí se montaron nuevas estructuras (por ejemplo, el Plan CEIBAL), la participación de las 

empresas del Estado (en este caso, ANTEL) fue determinante para cumplir  con los objetivos 

establecidos. En este sentido, expresa uno de los entrevistados: ·'La otra cosa que yo creo que huy 

que evaluar en Uruguay es !u de haber utilizado lo que había para xestionar. En otros países de 

América Latina, lamentablemente, (eso no era posible) entre otras cosas, por la debilidad del 

Estado. Uruguay es un país estufista: (una) fortaleza que es histórica. El Estado en Uruguay se 

viene defendiendo desde siempre y, en particular, desde el retorno de lu democracia. ( 1  lay) otros 

países de América Latina que quieran hacer cosas similares a las de Uruguay (y no pueden) 

d Estatlo como rirnvcetlor entre los votantes uruguayos riarc1.:e ser un ra.�go dt: carácter más estructural que tlc 

coyuntura; una orientación valúrica más pcrsistenlt: 4u1.: una posición ddt:rminada por el cl ima tlc épuca los tliscursns 

políticos pn:valcntcs en un momento dctt:rminado (i;:n los años noventa l ibcralcs y 1.:n l a  primera d�catla tlc este siglo 

eslatistas). Ver Tabla 5.2. 

3 1 1  



porque no tienen organismos del Eslado capacitados para llevarlas adelanle. Entonces, si otro 

país quiere lener (el)  Plan Ceiba/ y (el) Plan lhirapilá, (no puede porque) no tiene A NTEL; quiere 

hacer la electrificación a todo el país (y) no tiene UTE."ílCG 1 

A l  cabo de las dos primeras admin istraciones frentistas, y como resultado de la expansión de 

políticas en algunas áreas o sectores sociales (los programas de asistencia social para población 

vulnerable y las transferencias del s istema de seguridad social para pasivos, activos y fami l ias), la 

trama estatal se tornó aún más abarcadora de lo que h istóricamente ha sido en U ruguay, 

incrementando de esa forma el peso del Estado en el bienestar material de las fam i l ias y los 

votantes. Este punto es relevante ya que los regímenes de bienestar más avanzados abarcan a la 

mi tad de los votantes a través de ingresos provistos por el Estado, entre las prestaciones de la 

seguridad social, transferencias de los programas de asistencia social y salarios destinados a los 

trabajadores de las áreas de educación, salud y servicios sociales.343  En esos países el bienestar 

material de la mitad de los votantes y sus famil ias depende, al menos parc ialmente (en muchos 

casos totalmente), de los ingresos que provee el régimen de bienestar a través de sus transferencias 

monetarias y el empico en sus servicios. Este grado de penetración social de los regímenes de 

b ienestar más ampl ios y maduros opera, según Picrson (200 1 ), como un factor que contribuye a 

su reproducción o defensa frente a intentos de desmantelamiento o recorte. 

El caso uruguayo -especialmente en los últimos años, a partir de la expansión de las transfcrcn¡;ias 

no contributivas (Asignaciones Famil iares y Pensiones por Vejez e Inval idez, TUS), de las 

prestaciones contributivas (para pasivos y activos), de la introducción de nuevas transferencias de 

asistencia social y de la ampliación del empleo públ ico- no escapa a la caracteriza¡;ión planteada 

por Flora. Como se puede apreciar en el Gráfico 5 . 1 4, 7 1  % de toda la población en U ruguay 

(aproximadamente, 2.5 m i llones) rec ibe ingresos del Estado344 (34% como titulares y 3 7% como 

111 •• . . .  incluycncJo los hencliciario� (Jc.:I sistc.:ma pensiones). lo� subsiuios de Jcscmph.:o y la asisten<.:ia social. y las 

personas cmrilcauas en la c.:d11caci6n, la salud y los servicios sociales, en v¡¡rios riaiscs ut:lualmcnlc casi la milad del 

electorado recibe.: Lrunsl\:rcncia de renta rior trabajo desde d Estadll de hi..:nestar."' Pctcr Flora, citado rior Picrson 

(2001 : 4 1 2). l ,as negritas nos corresponden. 

1·14 En nuestro cálculo se incluyó todo el empico riüblico, lo que riucdc imrilicar una leve sohrccstimación lrcnlc a l a  

de Flora (que, aparcnlcmcnlc. consiucra sólo cl empico e n  servicios Je educación. saluu y a.�islcncia social. e s  decir, 
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miembros de los hogares de esos titulares), porcentaje que aumenta entre los hogares de ingresos 

medios (69% en el quintil 3 y 74% en el quinti l  2) y bajos (85% en el quinti l  de menores ingresos). 

G ráfico 5. 1 4  

Peso del Estado como proveedor de ingresos de los hogares en Uruguay según quintiles de ingreso. Año 2015. 

36% 

Quinlil 1 Quinlil 2 Quinlil 3 ()uinlil 4 Quinlil S 
(menores (mayores 
ingresos) ingresos) 

Población 
total 

o Personas que integran hogares 
que O reciben in)?resos del 
Estado (s .. larios, St")?Uridad 
social o i1sislencia social) 

• Personas que integran hogarc.� 
qut RECIUEN ingresos del 
Eslitdo (sitlarius, seguridad 
social o itsisCcncia social) 

l·-uente: elahoral1Ó11 propia a par/Ir del procesam1ento de los 1111cro-datos de la Encuesta Co11/111ua de llar.ares del l11st11111n 
Nacional de F.s1adíst1ca. 

Las ci fras presentadas en el Gráfico 5 . 1 4  indican que en Uruguay, al igual que en los paises con 

regímenes de bienestar más desarrol lados, la mitad del electorado, aproximadamente, rec ibe 

ingresos del Estado (a través de transferencias de la seguridad social o la asistencia social, o del 

empleo público).345 Esta extendida penetración del aparato estatal en el bienestar material de los 

hogares -una presencia catch-al! o poli-clasista, más al lá de las di ferencias que se pueden apreciar 

entre estratos de ingreso- representa un obstáculo frente a cualquier intento de retracción o recorte 

dentro de los ramales del régimen de bicneslar). De todos modos, en estas cifras de Uruguay cl cmph.:o público tiene 

un peso signi lic<Hivamcnte mcnnr a la seguridad social y la asiMem:ia social sumallas y, allcmás, dentro del empico 

público la educación y en menor mcllida la salull tienen una alta participación. por lo que considerar a tollo el empico 

público llcnlrn dc la bolsa de transferencias desde el Estallo al ingreso de las fam il ias implicará una leve 

sobrccstimación parn el caso uruguayo y una leve dislorsiún en su comparnción con los países más dcsarrollallos a los 

que se n:fiere Flora. 

345 El 34% de los titulares de csos ingresos (trJnsícrencias monetarias contributivas o no contributivas y salarios) son 

adulws, por lo tanto parte del pallrón clcctoral. l�se 34% representa 1 .2 m i l l ones de personas adultas, casi en su 

totalidad votantes: por lo tanto, se podría alirmar que los titulares dc esos ingresos representan la m i tad del elcctorallo. 
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de las transferencias provistas por el Estado y uno de los factores que contribuye a su expansión 

en un país que, como señala uno de los entrevistados, es "el país más es/alista de América 

Latina. ''[ ICG] 

5 .4 Competencia pol ítica y estrategia electoral 

Entre las variables que determinan el comportamiento de los partidos y las decisiones que los 

gobiernos adoptan, especialmente en sistemas políticos altamente competitivos, el rédito o el 

retomo electoral es considerado un factor clave. En sistemas institucional izados y competitivos 

con formatos bipartidistas o plural istas moderados la max imización del rédito electoral impulsaría 

a los partidos a promover iniciativas que beneficien a amplios sectores de la población, políticas o 

reformas de carácter universal. Resulta casi de sentido común afirmar que una política que 

concentre beneficios en un pequeño sector de la población y del electorado d i fíc ilmente podrá 

tener un alto rédito electoral, más allá que pueda ser presentada al electorado como una decisión 

inevitable o necesaria. Los grandes partidos socialdemócratas y socialcristianos europeos 

construyeron generosos y robustos regímenes de bienestar (aunque con perfiles d ifcrcntes que la 

l i teratura sobre los efectos de los partidos sobre el we!fare se ha encargado de señalar346) porque 

competían entre sí por amplios segmentos del electorado, y porque las políticas y servicios de vasto 

alcance les permitían revalidar su legitimidad. 

Las reformas sociales impulsadas por el Frente A mpl io alcanzaron como beneficiarios d irectos a 

contingentes de población de muy d iversa magnitud: desde el PANES que abarcó entre 2005 y 

141' Sobre este runto señalan Allan & Scruggs (2004: 502): ··Que existen di ll:rencias entre los pani<lM (con relación al 

tipo de régirnc.:n lk bicncsLar que producen) nn implica nccesariamente que la variable partidaria importe para explicar 

los cambios en los derechos (protegidos) por el Estado <le Bienestar. Sin emhargo, en dos áreas. mostramos 4uc l a  

variable partidaria tiene todavía tiene una i mportanda crítica. l�n primer lugar, nucstro n;examcn d d  partidismo en 

los recortes (del bienestar) en /\lcmania. Suecia. Reino llnido y Esl<Jdos Unidos rebate fi.Jertcmenle las conclusiones 

planteadas en estudios iniciales (sobre el tem<J). l�n segundo lugar, n ucstra valoración de la evidencia estadistiea (en 

particular los cambios en l a� l<!!>as de rcemrlaí'u) sugiere que l <J  naturaleza partidaria del gobierno es importante (con 

relación) a la retracción (del régimen de bienestar). Por utrn parte. su electo es completamente consistente con la idea 

de que cl  contl.'.xto gi:neral rara la  expm1silin del Estado de Bienestar h<J d¡; hL'.cho virado."' Traducción propia. 
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2007 a unas 340 m i l  personas (una décima parte de la población del país347), pasando por el Plan 

CEIOAL que distribuyó más de medio m i l lón de laptops y el nuevo régimen de Asignaciones 

Fami l iares ( .. Plan de Equidad") que rozó las 400 m i l  prestaciones (y, presumiblemente, el doble 

de población considerando beneficiarios, generantes del beneficio y otros adultos348), hasta la 

reforma de la salud que si  contempló a un amplio segmento de la población: 2.4 m i l lones de 

usuarios del sistema de salud a través del FON ASA. 

S i  bien algunas de las polít icas desarrol ladas por la primera administración frentisla pudieron 

concitar la adhesión de nuevos votantes para la coalición o refor.rnr la lealtad de contingentes del 

electorado que ya la respaldaban, el impacto electoral de las reformas no parece haber si<lo 

signi ficativo de acuerdo a la evidencia empírica disponible. En este sentido, el análisis de los datos 

de la encuesta realizada por el Instituto de Ciencia Política en octubre de 2009 a un panel de 

volantes, con el objetivo de determinar los e fectos de la campaña electoral en el comportamiento 

de los votantcs,349 indica que las políticas y reformas sociales desarrol ladas habrían tenido un 

impacto muy reducido o l imitado. Si bien la votación por el Frente A mplio en 2009 fue c laramente 

mayor entre los encuestados que manifestaban haber sido beneficiarios del PAN ES entre 2005 y 

2007 que en el resto de los encuestados (respectivamente, 74% y 47%), esto no significa que la 

147 Ver: /\marante et.al. (s/d :6). Considerando la subre-n.:presentación de los menores de 1 8  años en la roblación en 

situación de rohrcza y. consecuentemente, entre los beneliciarius del l'/\NES (arroximadamcnle la mitad, y no d 
26'Yo que representan dentro de toda la población), de los 340 m i l  destinatarios dd "buque insignia .. d;; la rrimcra 

administración frentisla sólo unos 1 70 m i l  fueron votantes en la� elecciones de 2009 (aproximadamente el 7% dt:I 

electorado). 

14k Si se liene en cuenta que el número promedio de beneficios ror genaantc ¡;n el nw.;vo régimen de /\signaciones 

Famil iares asciende a dos (según lus dalos administrativos del BPS). habría sólo en este nuevo régimen unos 

doscientos m i l  gcncrantcs (adultos y. por ende, volantes). Si a estos doscientos m i l  adultos que generan el bcnclicio 

para los menores de 1 8  años s;; suman los otros adullos que forman parte de esos hogares, se podrían estimar rn unas 

cualrm;icntos mil  personas adultas -entre generantcs del bendicio y otros adul tos del hogar- los hencliciarios 

intlireclos de la política; unos eualrodentos m i l  adullos que rerrescn!an (polenciaks eleclorcs) casi una quinta rarte 

del electorado. 

149 l .a primera ola de este estudio rand se realizó en la rrim;;ra semana de octubre de 2009, en los rrimeros días del 

reriodo habi l i tado para la reali7ación de publicidad clecloral en los medios masivos de comunicación, en tanto la 

segunda y úllima ola se desarrol l ó  tras la elección l;;gislativa y primera vuelta presidencial eel;;hrada el último domingo 

de es¡; mes. 
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implementación del PAN ES haya supuesto una ganancia e lectoral significativa para la izqu ierda, 

ya que tres cuartas partes de esos encuestados ya habían votado por e l  Frente Ampl io en 2004. 350 

Tabla 5.3 

Voto por parlidolil  en las elecciones nacionales de Octubre de 2009, según la participación en las reformas 

sociales desarrolladas durante el primer gobierno del Frente A m p lio (2005-21109). En porcentajes. 

Frente Partidos Otros, anulado Total 
Ampl io tradicionales o no votóli i  1 

Plan de J\lención Nacional a la Emergencia Rcncficiarios 74 26 100 

Social (entre 2005 � 2007) No 47 47 6 1 00 

Nuevo régimen de Asignaciones Famil iares Benericiarios 52 42 6 1 00 

(a �arlir de 2007) No 47 47 6 1 00 

Plan Ci':IRAL Beneficiarios 66 3 1  3 1 110 

(a �arlir de 2006) No 44 49 7 1 00 

Muestra total 48 46 6 1 00 

Fueme: elahorac1ón pm¡na en base a lo encuesta panel desarrolladu por el Instituto de C1enc1a Política de la Umver.wdad de lu 
Republtca en oclllbre y noviembre de 2009. 

Notas: (1/ l?ecnrdac1ón del voto e111111do el 25 de octuhre de 2009. lnformuc1ón recabado en la segunda ola del panel rea/1:ada 
durante la primera q11111cena de noviembre de 2009: /11/ Un porcentaje muy ha10 dP /ns enrnestados en /a segunda ola del panel 
(postermr a la segunda vuelta de la elección presidencial. celebrada el u/111110 domtngo de noviemlire de 2009) 111a111(estó no haber 
ido a votar en la primera vuelta. 

A l  comparar a los votantes que fueron directa o indirectamente beneficiarios de otras reformas o 

pol íticas impulsadas en el primer período con quienes no fu e ron alcanzados por estas innovaciones 

(Tabla 5.3)  no se aprecian d iíerencias signi ficativas con respeclo al apoyo al Frente Amplio (salvo, 

en alguna medida, con relación al Plan C'EIBA L35 1 ). 

35° Considerando que la población alcanzada por el  PANES que tenía edad de votar en 2009 (unas 1 70 m i l  personas) 

n.:presenllí entre el 7%1 y 8% de Lodo el electorado en esos comicios, incluso si se hubiese producido entre las elecciones 

de 2004 y 2009 un aumento del porcentaje de votación por la ií'quierda dentro de este subgrupo de electores. el 

incremento apena<; habría ampl iado un poco la distancia con los partidos Lradieionalcs (una ganancia relativamente 

menor con relación a todo el electorado, pero dctermimmtc del resultado final dada la pareja competencia entre 

bloques). De todas formas. el nivel de adhesión por la i7.quierda entre quienes fiierun benclieiarios del I' ANES fiie. 

grosso modo. el mismo en 2009 que en 2004 (aproximadamente, 75%). lo que significa que haher participado en el 

PANES nn determinó mayores camhios en el comportamiento electoral (qui:1ás, a lo sumo, pudo haber contribuido a 

m anll:ner ll n:for1.ar en csos volantes la adhesiún a la ii'quierda que ya traían dc la clccción de 2004, o incluso antes). 

1" Al igual los beneficiarios del PANES, la mayoría de las l11milias que fueron alean:1ada'i por el Plan CEIH A I .  cnlre 

2005 y 2009 pcrlcnccian a estratos de ingrcsos hajos y medios (de donde prnvicnc el grueso del alumnado de l a  

enscñan1..a básica púhlica). donde el Frente Amplio ya tenia u n  pcso clectoral signi ficativo. De Lodos modos. que dos 

tercios de los votantes de las larni lia'i fueron beneficiarias del Plan CEIBA L hayan mani li.:stado en noviembre de 2009 
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Entre los votantes que fueron beneficiarios del PANES se observa una valoración positiva sobre 

otras reformas o políticas que sucedieron al plan y de las que también formaron parte como 

población objetivo o target inicial, como el nuevo régimen de Asignaciones Famil iares y la reforma 

de la salud (evaluadas en forma positiva por el 80% de estos electores). 

Tabla 5.4 
!!:valuación de las reformas implementadas por el Gobierno de 2005 a 2008 en U ruguay entre las personas 

incluidas en el PANF.S. Mar.to a junio de 2008. En porcentajes. 

Nuevo régimen de 
Asignaciones Fam i l iares 

Muy malo 1 
Malo 2,5 
Regular (ni bueno ni  malo) 1 0,9 
Bueno 58,9 
M uy bueno 2 1 ,5 
No sabe / no contesta 5,3 

Fuen/c: MIDES-Observalorio Social de pror,ramas e indicadores. 

Reforma de la 
Salud 

1 ,2 
2, 1 
9,0 

59,7 
1 9,5 

8,4 

Consejos de 
Salarios 

1 ,0 
3,8 
1 1 ,2 
32,3 
8,8 

42,8 

Reforma 
Tributaria 

2,9 
5,4 
1 4,4 
32,7 
5,2 

3 9,4 

Si  bien la implementación del PANES, el nuevo régimen de A signaciones Fam i l iares y la reforma 

de la salud no provocaron un salto electoral para la izquierda entre sus d irectos beneficiarios, sí 

pudieron haber reforzado la adhesión al  Frente Ampl io en los sectores de ingresos bajos -en 

particular, en Montevideo-, que ya venían acompañando a la coalición de izquierda desde la 

elección de 1 999. La preferencia o incl inación por el Frente Amplio entre los votantes de los 

estratos más bajos ingresos y los sectores in formales de la economía fue el resultado de cambios 

en el comportamiento e lectoral que se inician en los años noventa, y no un efecto de las políticas 

o programas que beneficiaron a estos segmentos de la población.352 

4uc habían votado por el Frente Amplio en la elección de octuhre (en contraste con el 44'Yc, registrado entre quienes 

no fueron beneficiarios y el 4 8'Yo ohscrvado en el conjunto Jcl clectoraJo), parece indicar 4uc esa política -por la 

magnitud Je la población 4uc cubrió- pudo haber contribuido a reforzar la aprobación positiva de la gestión de ese 

primer gobierno frcntistu y tambicn el apoyo al Frente Amplio en esa<; elecciones. 

1�2 Con relación al crecimiento electoral del Frente Amplio en los segmentos del clet.:torado de más bajos recursos y 

los barrios de lu periferia montev ideana, init.:iado durante la última década del siglo pasado y, por lo tanto, previo al 

despliegue de polfticas 4uc hizo el primer gobierno del Frente Ampl io bencliciando a estos estratos sncioeconúmieos, 

comenta l ,una ( 2004: 2 1 4  y 2 1 7 ) :  ·· . . . a partir de la gestión del gobierno municipal de Montevideo y probablemente 

en f"unt.:ión del proceso de desecntralizadón y pcm:tración territorial en zonas con electorados tradicional mente 

cooptados en clavi.: cl ii.:ntclar por los partidos tradicionales, el F/\ logra avances signi ficativos y progresivos. 

Especial mente llama l<.1 alcnci1ín el crecimiento del FA en 7onas (Je Montevideo) que en 1 984 y 1 989 eran dominadas 
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Aunque las reformas sociales no hayan determinado un  aumento significativo del caudal electoral 

del Frente A mpl io, la evaluación positiva de los votantes sobre la evolución de la economía y sobre 

su situación económica personal favorec ió su desempeño electoral353, aunque en un cuadro general 

de estancamiento o leve erosión de su respaldo electoral (se deber recordar que el Frente Amplio 

obtuvo el 50.4% del total de votos emitidos en octubre de 2004, el 48% en octubre de 2009 y el 

47.8% en octubre de 20 1 4354) .  

A l  comparar l a  adhesión por el Frente Ampl io  durante las campañas electorales de 2004 y de 2009 

en los distintos estratos socioeconómicos se puede apreciar, precisamente, en qué segmentos del 

electorado la coalición de izquierda registró pérdidas y en qué sectores logró crecer al cabo de su 

primer mandato y, por lo tanto, los réditos o las consecuencias electorales negativas de las políticas 

y las reformas desarro l ladas en esos años. Como se observa en la Tabla 5.5, los datos de opinión 

pública pare(;cn ind icar que el Frente Ampl io registró entre 2005 y 2009 una leve retracción entre 

los votantes de los estratos medio-alto y alto (de 58% a 54%1 entre los electores tic Montevideo y 

de 48% a 4 1  % entre los del interior del país), así como en los volantes montevideanos de estratos 

medio y med io-bajo (respectivamente, de 59% a 53% y de 60% a 55%). En cambio, durante ese 

primer período el Frente Ampl io experimentó un crecimiento moderado entre los votantes de 

por el Partido Colorado y particularmenle por la 1 Jn ión Colorada y Ratll istu. ( . . .  ) Micnlras que en 1 'J84 y 1 989 es 

evidente que e l F /\ vota mejor en seclOrcs medios y mcdio-allns y en algunos haslioncs tradicionales de Ja j¡rquierda 

monlc\·idcan:.i como l ,a Teja, en J 9CJ9 d F /\ ·exrlola · clccLOr:.ilmenle en l:.i peri li:ria montevideana. /\si. cspccialim:nle 

en 1 999. el FA presenta mayores ni\ele� de volacicín en los harrios con menor desarrollo social. ( . . .  ) mientra� en 1 98-t 

el F/\ obtenía arrnximadamcnlc un 26% en los b01rrios de Jacinto Vera y Rucen (niveles medio y allo). en 1 999 ali;anzó 

cerca de un 53%. Por su parle. en las zonas de Lezica y Mclil la (niveles medio-bajo y bajo) creció de un 2 1 5  en 1 984 

a un 7 1  u;., en 1 999. Pankndo t.ambién desde un 2 1  % en 1 984. el F /\ obtuvo en 1 999 un <>7% en la zona dc Manga."' 

1s3 De acuerdo a los dalos del Lalino-b:.irómctro. entre 1 995 y 1 998 (reríodo en el que la economía uruguaya seguía 

registrando tasas dc crecimiento) los \'Olanles que consideraban la '\ituaeiún de la ei;(lnom ía i;umn "hucna"' o "'muy 

hucna·· n.:rresenlahun una porción minoritaria dcl electorado entre 7%1 y 1 2° " ·  F.nlre 2000 ) 200-t e Le Sl.'.gmenlo fue 

aún menor: entre 5% y 9%1. /\ partir del 2005 la prorori:ión de volallles que evaluaban positivamente la si tuac i<'m de 

la economía nacional i;rccc en forma sostenida hasta alcannr cl 39'Y., cn 2009 y el 47% en 20 1 3 ,  valores inéditos con 

rcl;Jción a los arios noventa. incluso antes del inicio del período rci;csivo. Vcr: ('aciano, De /\rmas y Torres (20 1 4: 

3-1). 

1'4 Área de Política y Relaciones fnlcrn:.icinnales del R:.inco de Datos de la l lniversidad de la Repúhlica 

( h l l p :// c i e nci associ a 1 cs. ed u. u y/han i;1 isd ed al os/secciones/a rea -d c:n1>1 i l i ca-v-re 1 ac ion es-i n le rn ai; ion :.i 1 e "5Í). 
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Montevideo de estratos bajos (de 59% a 66%) y entre los electores del interior de ingresos medio­

bajo (de 35% a 40%) y medio (de 38% a 42%). 

Tabla 5.5 
Intención de voto por el  Frente Amplio según el nivel sociocconómico de los encuestados. En porcentaje, 
Promedios de las encuestas realizadas por Equipos Consultores en el segundo semestre de 2004 y 2009. 

Alto y medio-alto 
Medio 
Med io-bajo 
Bajo 

Total del país 

2004 2009 

55 49 

49 48 

45 45 

40 4 1  

Fuente: Lanzara y De Armas (2012: 75). 

Montevideo 

2004 2009 

58 54 

59 53 
60 55 

59 66 

Interior 
2004 2009 

48 4 1  

38 42 

35  40 

35 36 

Si bien el comportamiento de los votantes no guarda necesariamente una relación directa con su 

evaluación sobre la situación económica, ni responde de modo inmediato al impacto de las 

pol íticas impu lsadas por los gobiernos, los datos presentados en la Tabla 5 .5  muestran que luego 

de la primera gestión frentista (en la que se concentró la gestación y las primeras fases de 

implementación de varias de sus reíonnas sociales) la adhesión al Frente Ampl io creció -en forma 

moderada- entre los votantes de menores ingresos de Montevideo y de ingresos medios del interior 

del país, y disminuyó entre los volantes de los estratos medio-alto y alto de ambas regiones . La 

íoeal ización en los segmentos de población de ingresos más bajos y medios de los nuevos 

programas y las principales reformas sociales (el PANES el nuevo régimen de Asignaciones 

Famil iares, la expansión de las pensiones por vejez, la priorización de las fam i l ias con n iños en la 

primera íase de implementación del SN IS, la extensión de la educación preescolar y el Plan 

CElBA L), y la concentración de la carga de la reforma tributaria en los estratos medio-alto y alto 

(al menos, así percibida por los ciudadanos) pudo haber producido estos leves virajes en el 

comportamiento de los votantes (leves fugas entre los votantes de altos ingresos de todo el país, y 

leves ganancias entre los electores de ingresos medios del interior y de ingresos bajos de 

Montevideo). 

La evidencia empírica analizada no permite responder con certeza si las reformas impulsadas en 

el campo social, laboral o tributario forta lecieron o erosionaron el respaldo electoral de la 

izquierda; por el contrario, el cuadro general se caracteriza más por la estabi l idad que por cambios 

significativos. Aunque las reformas no hayan provocado cambios significativos en el 
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comportamiento de los votantes, la anticipación de las posibles respuestas de los c iudadanos frente 

a esas in ic iativas pudo estar presente en el cálculo de los tomadores de decisión. Como se observó 

en las secciones del capítulo anterior dedicadas las reformas sectoriales, algunas decisiones sobre 

alternativas de política fueron guiadas por este tipo de consideración o cálculo estratégico. S in  

pe�juicio de  las razones o los  argumentos más sustantivos en  los que se basó la  opción por algunas 

políticas en detrimento de otras posibles alternativas (la progresividad, sostenibi l idad, eficacia y 

eficiencia de las medidas), varias decisiones tomaron en cuenta la viabi l idad política de los 

cambios355, la  probabi l idad de hallar respaldo en importantes contingentes de la población o de 

despertar resistencias y vetos.356 

Aunque las reformas impulsadas en el campo de las políticas sociales y la protección laboral (a las 

que se podría sumar la reforma tributaria) no hayan sido -al menos principalmente- producto de 

un cálculo estratégico inicial sobre las preferencias de los votantes y el rédito electoral que podían 

reportar a la izquierda en su competencia con los partidos de oposición (de hecho, se podía 

anticipar que algunas de esas refonnas despertarían -y efectivamente despertaron- la res istencia y 

aún el rechazo de algunos segmentos del electorado), sino de las orientaciones ideológicas y 

programáticas del Frente Amplio, tampoco se puede desconocer que esas in iciativas, consideradas 

en conjunto (especialmente, las reformas de la salud, la ampliación y ílexibil ización del acceso a 

la seguridad social, y las nuevas transferencias no contributivas), beneficiarían a amplios 

segmentos de la población (desde el estrato bajo al med io-alto) y, por lo tanto, que podrían 

consolidar el respaldo electoral del oficialismo. Asimismo, estas reformas generarían sus propios 

.. legado de polícica": actores de veto que se podrían movil izar frente a cualquier intento de 

JSI De las entrevistas realizadas surge que algunas decisiones tomaron en consideración, precisamente, la viabil idac.l 

política de esas decisiones: entre otras, la decisión sohre la gradualid::id de la reforma de la salud, la decisión con 

respccto a prinrizar a los niños frente a otros grupos de población en el ingreso al nuevo sistcm::i de salud. la dccción 

por políticas de lransfi;n.:ru;ias del extensa trayet:toria cn el sistema de seguridad S\lcial (las Asignaciones Famil iares 

y las Pensiones) al momento c.lc diseñar el Plan c.lc Equic.lac.l ( lrente a lllras iniciativas más ambiciosas pi.:rn también 

má-; inciertas). 

11" Con rd:ii.:ión a la \ iabilidad política de las reforma'i, si.:riala uno de los cntrevistados: ·· . . .  lus reformas mús exilrm.is 

fueron aquellas que 110 implicaron conjliclos con el sei:lor sindical o con la sociedad en su crJ11iun10. lodos l"s 

reformas que. de nlf(lina.forma, (eran) más coslosas de implemenlar. (lo eran) porque (tcnían) alguna crmlropurlido 

110 deseado por otros ac1ores sociales; las más difíciles de llevar adelonle ( fueron) las que no salieron." 1 1 (  '( i 1 
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desmantelamiento o reversión de las reformas. Precisamente en este sentido, señala uno de los 

entrevistados: ''hay un cálculo . . .  que tendrá que ver con qué nivel de conflicto se puede sostener 

en un determinado gobierno si vos eliminas los Consejos de Salarios. la reforma de salud, etc . . .  

quién sobrevive a todo eso. Y, por otro lado, no descartemos el aprendizaje: que se hayan 

realizado determinadas reformas. se hayan visto resultados positivos y que esos resultados se 

incorporen como parte de (las propuestas programáticas de los partidos de oposición). lo que 

quizás no se valora desde la izquierda, (es) que hay reformas que ya han logrado un determinado 

nivel de sedimentación o de fuerza, que van a permanecer más allá de la rotación de 

gobiernos. ''l ICG J 

Tras diez años de aplicación de las reformas, la defensa explícita que algunos de los precandidatos 

o candidatos presidenciales de oposición hicieron en la campaña electoral de 20 1 4  de algunas 

reformas o pol íticas impu lsadas por las dos primeras adm inistraciones frcntistas ( la reimplantación 

de los Consejos de Salarios, la creación del MIDES, el nuevo régimen de Asignaciones Famil iares 

o el Plan CEIBA L) muestra hasta qué punto esas transformaciones pasaron a ser percibidas por 

los actores políticos como cambios que d i flcilmcnte se pueden revertir.357 

"7 En este sentido. d siguiente pasaje tic una intervención del líder nacionalista Jorge Larrañaga en el arranque dd 

ciclo electoral de 20 1 4  i lustra con d:.tridad 1<1 capacidad que han tenido algunas reforma� tic generar sus propios 

legados tic política: .. M:intcncr el gasto social ( . . .  ) Vamos a m:intcncr el n.:gimcn tic asignaeiom:s familiari.:s ( . . .  ) 

Nu:-.otros vamos a mantener al Mides, vamos a mantc11cr prcsLucioncs sociales porque nos parecen imporLuntcs en 

lunción de los guarismos de la gente qu<.: las ncccsita." Diario /�/ Ohservudor, edición del v iernes 1 7  de cncro tic 20 1 4, 

pág.2. 

3 2 1  



5 .5  Comparación h istórica: la "era progresista", la "doble transición" y sus antecedentes en la 

trayectoria del welfare uruguayo 

En las secciones anteriores de este últ imo capítulo se examinó el comportamiento durante las dos 

primeras admin istraciones frentistas de los principales factores identi ficados en la l i teratura como 

determinantes de los oulcomes de política y, en particular, de los cambios en los regímenes de 

b ienestar en sistemas políticos altamente institucional izados y competitivos como el uruguayo, 

desde las ideas o ideologías de los partidos (sus preferencias en torno a la equidad, la intervención 

del Estado u otros issues que son abordados por las políticas y las reformas), pasando por los 

recursos políticos de los gobiernos, los legados de política hasta la maximización del rédito 

electoral. Ese análisis nos permite una aproximación descriptiva al caso (al ciclo progresista) pero 

resulta insuficiente para explicar el oulcome de política que se observa en este período, para 

producir una inferencia causal o generalización modesta como la que permite un estudio de caso 

lheo1y oriented (Panebianco 1 994: 85). Como ya se señaló en la sección dedicada al diseño 

metodológico de esta investigación, la comparación entre el ciclo progresista (con relación a este 

estudio, las dos primeras adm in istrac iones frentistas) y el ciclo precedente ( los cuatro períodos 

consecutivos en que gobernaron los partidos trad icionales, bajo el formato de gobierno de partido 

o de coalición) puede permitir ident i ficar los factores que determinaron el oulcome que produjo el 

ciclo progresista.358 

Para realizar el ejercicio comparativo propuesto resulta clave, en primer lugar, intentar formalizar 

o estilizar el análisis más pormenorizado que se realizó en el tercer capítulo de los oulcomes de 

política social al cabo del ciclo de los partidos trad icionales ( 1 985-2005) y de los outcomes del 

ciclo progresista, para determ inar si durante las adm inistraciones de izquierda se produjo un 

cambio en el valor de la variable dependiente y luego comparar ambos períodos o unidades 

temporales con relación a los valores que asumen en los variables independientes y de control. F:I 

análisis <le las reformas e innovaciones en el campo de las polít icas sociales que las dos primeras 

administraciones frcntis(as impu lsaron (la primera más abocada a su rormulación y primeras fases 

l<$ Con relación a las di licultadcs que cntrafia la delim itación de unidades de análisis temporales a !in de evitar la 

contaminación entre los casos, se pueden consultar a nartolini ( 1 994) y Collicr ( 1 994). 
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de implementación y la segunda a la consolidación o expansión) permite observar algunos rasgos 

en común o compartidos. En primer lugar, la ampliación de la cobertura de las políticas sociales 

(salud, seguridad social y asistencia social) a través de una mayor presencia estatal en la 

financiación y provisión de servicios y transferencias. En segundo lugar, y estrechamente asociado 

a lo anterior, el incremento de la prioridad macroeconómica del gasto público social en un período 

acotado (de 1 9.4% en 2004 a 25.2% del P I B  entre 20 1 2), básicamente expl icado por el incremento 

de gasto públ ico en educación y salud, esto es, en la formación de capital humano (de 6.2% entre 

ambos sectores en 2004 a 1 O.7%).359 En tercer lugar, la reducción de las brechas de calidad (medida 

a través del gasto por usuario) entre proveedores públ icos y privados en salud y educación. En 

cuarto lugar, la ampl iación de los derechos laborales y de los mecanismos institucionales para 

proteger a los trabajadores. Por último, el fortalecimiento del Estado como rector y regulador en 

los d istintos campos de política soc ial. 

Pese a que estas transformaciones no implicaron una redefin ición o un v i raje de carácter estructural 

en la arquitectura de bienestar, una transición completa e i rreversible desde e l  histórico régimen 

de bienestar uruguayo hacia otra de las variantes usualmente defin idas por las tipologías o 

taxonomías más visitadas, sí se puede sostener con base en la evidencia empírica examinada que 

el régimen de bienestar uruguayo, tras las reformas desarrolladas, avanza en un dirección 

universalista y reduce niveles de estratificación en algunas áreas, al tiempo que se incrementa y 

fortalece la intervención del Estado en todas las arenas de política social, como agente rector, 

regulador, financiador y proveedor de servicios y prestaciones destinadas a proteger a los 

c iudadanos frente a las diversas hipótesis de riesgo y a formar capital humano ( las dos funciones 

esenciales de un Estado de B ienestar). 

Con relación al primer período y unidad de análisis temporal (el ciclo de los gobiernos de los 

partidos trad icionales) se advierten movimientos d ivergentes, y aun contrapuestos, que merecen 

ser examinados y ponderados con cierta precisión. Si bien en ese primer período se produjo un 

incremento del gasto público social con relación al P IB (de 1 4.2% en 1 984 a 1 9.5% o 1 9.4% en 

359 Dalos presentados en d Capítulo t ,  Tahla 1 .2. 
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2004360), ese aumento al cabo de veinte años (37% con relación al valor inicial) obedeció al 

crecimiento del gasto en seguridad social, provocado por la reforma constitucional de 1 989, y en 

menor medida al incremento del gasto en educación. 

La evolución del gasto público en seguridad social en los años posteriores a la reforma 

constitucional de 1 989 muestra claramente el impacto que la indexación de las transferencias tuvo 

en las arcas públicas: 1 0. 1  % del P IB  en 1 990, 1 2.4% en 1 994 (tras varios años con altas lasas de 

crecimiento del P I B361 ), 1 3 .2% en 1 999, 14 .4% en 2002 (en parte por la caída del producto) y 

1 1 .6% en 2004.362 En cierto sentido, se podría afirmar que e l  crecimiento del gasto público en 

seguridad social en los años noventa f uc el resultado de una refonna que pese a haber sido apoyada 

por los principales l íderes y sectores de los dos partidos trad icionales en el plebiscito de 1 989 (con 

la excepción del principal candidato presidencial del Partido Colorado para las elecciones de ese 

año, Jorge Ballle), fue impulsada por una coalición de actores sociales (las organizaciones de 

retirados y la central sindical). Por otro lado, en ese largo período el gasto público soc.;ial en 

fonnación de capital humano se mostró relativamente estable con relación al P I B; a lo sumo, se 

verificó un moderado aumento en educación (durante los dos primeros gobiernos del Partido 

Colorado) 363, que acompañó el crec imiento de la matrícula y, por lo tanto, no supuso un aumento 

significativo del gasto por alumno.364 El gasto público en salud creció muy levemente, pasó de 

2.7% del P IB en 1 990 a 3 . 1  % en 1 994, 3.3% en 1 999 y 3.2% en 2004: un aumento acumulado en 

1M Con respecto al primer valor la fucnll.: es Azar et.al (2009: 355 y ss); cun respecto al segundo valor la IUi:ntc es 

Observatorio Social del MTDES; por último, con relación al tercer valor (estimación para 2004 una décima in fi.:rior a 

la del M I DES) la lucnlc es CEPAL (ver C<1pítulo 3, (lrálieo 3. 1 8). 

101 La tasa anual <le variación del PIH entre 1 990 y 1 994 fi.ie de 4.34% (Gráfico 5. 1 5) .  

162 Datos de CEP AL presentados en cl Capítulo 3, Gráfico J . 1 8. 

'"1 El gasto público en educación medido como porcentaje del rrn pasó de 2.3 en 1 990 a 1 .9 en 1 994 (un dcs<:cnso 

vcrilicado durante uno de los períodos de mayor crecimiento del PIB desde la rcstaunición democrática: 4.34%, 

promedio anual según estimaciones del FM 1). 2.5% en 1 999 (hahía alcann<lo el 2.9% en 1 998 tras el lucrtc incremento 

del presupucsln para l::i /\NEP previsto durante el segundo mandato <le Sangui ncLli para impulsar la rclcirm:i educativa) 

y 3% en 2004. Dalos del Ohservalorio Social del M IDES 

( hup://ohscrvatori oso e i al .mi des.gu b. uy IN u evo T esllporta 1 Mi des VJ/i ndcx. php). 

JM Con relación a la estabi l idad en el ga�to por alumno en la educación pública pre-terciaria durante este período, se 

recomienda consultar a Uambí y Furtado (2005). 
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1 4  años de 1 9% con relación al valor inicial, muy inferior al crecimiento observado en los primeros 

ocho años de gobierno del Frente Ampl io (de 3.2% en 2004 a 6. 1 % en 20 1 2).365 A l  examinar la 

evolución de la prioridad macroeconómica del gasto público social por áreas o sectores durante el 

ciclo prev io a la era progresista, se advierte que el crecimiento se veri fica en un sector donde se 

produce una reforma impu lsada por actores sociales, cuyos efectos sobre la asistencia financiera 

al BPS debieron enfrentar los gobiernos (de hecho, como ya se señaló, la reforma de la seguridad 

social de 1 995 buscó asegurar la sosten ibi l idad financiera del sistema en el mediano y largo plazo), 

m ientras que en las otras áreas de política (educación y salud), donde podía haber crecido la 

prioridad macroeconómica del gasto social en un contexto de expansión del P TB (con un promedio 

anual de 3.22% entre 1 990 y 1 999), sólo se registraron incrementos moderados. 

Además de considerar la prioridad macroeconómica del gasto público social -ya sea agregado o 

por sectores- como variable clave para determinar la evolución del régimen de bienestar y para 

vislumbrar las opciones de política que adoptaron los gobiernos, se debe examinar con atención el 

perfil de las reformas que los gohiemos deciden impu lsar. En este sentido, y como ya se señaló en 

la penúltima sección del tercer capítulo, el record del período 1 985-2004 no es homogéneo o 

unirorme, ya que registra algunas reformas o decisiones de corte privatista pero también otras de 

orientación pro-estatal. Entre las reformas o decisiones que impl icaron una disminución del peso, 

la intervención o la regulación del Estado cabe señalar la decisión de no convocar los Consejos de 

Salarios a partir de los primeros años de la década del noventa y la reforma de la seguridad social 

de 1 996; entre las reformas que ampl iaron la participación estatal se debe destacar la reforma de 

la educación pre-terciaria (con mayor vigor entre 1 995 y 1 999) y, en menor medida, las reformas 

de 1 999 y 2004 del régimen de Asignaciones Fami l iares tcml ientes a transformarlo parcialmente 

en un régimen de transforencias no contributivas para los sectores de más bajos ingresos. 

Considerado el tramo 1 985-2004 como un único ciclo (una única unidad temporal a comparar con 

el ciclo 2005-20 1 4), donde los dos partidos trad icionales compitieron, pero al mismo tiempo -y 

cada vez más, conforme avanzaba el período- cooperaron y cogobcrnaron (lo hicieron en once de 

los veinte años hajo distintos rormatos de coalición366), teniendo a la izquierda como única 

1 " �  Observaiorio Social del MI DES (hllp://obscrvatoriosoi.:ial.mic.Jcs.gub.uy/N ucvo TcsllporlalMic.JcsY3/imJcx.php). 

H><• Enlrc 1 990 y 1 992. durante los primeros tres años ck Ja pn.:sic.Jcnc ia de LacJlh.:. el ··Gobierno de Enlonación 
Nacionar· que contó en c.Jistinlos momentos del periodo con el respalc.Jo e.Je las principales fracciones y líderes del 
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oposición pol ítica, se puede concluir que se produjo un moderado viraje del régimen de bienestar 

hacia un formato con menor presencia o intervención del Estado (con variantes dependiendo de 

las áreas o los sectores de política social). Más allá de controversias sobre el valor a asignar al 

primer ciclo histórico post-autoritario con relación al perfil y a los contenidos de las reformas 

desarrolladas, la evidencia no permitiría sostener que el outcome de ese período haya sido un 

fortalecimiento de las funciones del Estado, mayores grados de un iversalismo o la des­

mercanti l ización de la provisión del bienestar (Cuadro 5 . 1 ). 

Partido Colorado. l·:nlrc 1 ')')5 y 2000, duranlc luda la segunda presidencia de Sanguineui, la coalición enlre amhos 

partidos tradicionales. Entre 2000 y 2002, dura11t1.: los primeros tres <trios de la administración Batllt:, la coalición entre 

<imbos partidos tradicionales que se.: había forjado en novicmhre de 1 999 entre.: la primera y la segunda vuelta de la 

elección presidencial (la primera ve7, Iras la reforma constitucional, que se cmplcaha el mecanismo del baloLajc para 

la elección presidencial) como respaldo a la candidatura d..: Ballk. 
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Cuadro 5. 1 

Principales reformas y políticas sociales cn Uruguay en los períodos 1 985-2005 (gobiernos de los 1>artidos 
tradicionales) y 2005-2015 (gobiernos del Frente Amplio), agrupadas por área o sector de política. 

/\s1stcncia Social 

Salud 

Educación 

Scgu11dad social / 
Protcccuin laboral 

Record del período 

1985-2005 

Programas focal izados (C/\IF/PRIS­
F/\S/Pl/\l/INF/\MILIA): Reforma� del régimen 
de /\F /\M, introduciendo un "polo no 
cont1 ibutivo ·• ( 1 999-2004). 

/\uscncia de una reforma de la salud I eros1ón­
prccarúaci(m del formato "dual" de provisión de 
salud 

Rcínrma cstatista de la educación pre-terciaria 
con una fuerte expansión de In educación inicial y 
de modalidades de educación primana d1rig1das a 
los sectores más vulnerables con un objelivo de 
equidad ( 1995- 1 999) I apoyo moderado a la 
creación y expansión de un nUL:vo polo de 
educación uniwrsitaria pnvadél 

Rcfom1as de cune pro-mcrt:adn en el campo de 
la� rclac10nes laboralc.� y la seguridad social 
(abandono de los CCSS a parlir de 1990 y reforma 
mixta de la Segundad Socral en 1 996) 

Avances hacia mayores niveles de 
universalismo en :ilgunas áreas e.le política 
(educación) I preservación y accntuaciltn tic la 
estratificación en otras :ireas (salud) / 
rctraccifln y rncrcantili:r.aci(m en algunas áreas 
de política ( relaciones laborales y sci.:uridad 
social). 

/· uenre elaboración propra. 

20115-2015 

Construcción de un polo de polit1cas de a�istencia 
a la población pobre o vulncrabll:, a través de PTC 
de amplio alcance ("Ingreso 
Ciudadano"r'TUS"//\FAM-Plan de Equidad) y 
otros programas, así como de una nueva 
insutucionaltdad (MIDES, GS, CNCl'PSS) 

Creación del SNIS y del J=ON/\S/\ a) aumento de 
la cobcnura de la población atendida a través de 
FON/\S/\ ( l/\MC y /\SSE) o por fuera del Fondo 
a través de prestadores estatales, h) aumento de la 
prioridad macroeconómica del Gasto Público en 
Salud y de su participación dentro del gasto total 
en salud; e) reducción de la brecha de calidad -
gasto por usuario- entre el subsistema privado y 
el público; d) fonalec1m1cnto de la rectoría y 
regulación estatal 

/\umento de la pnoridad macrocconomrca del 
gasto público en educación y de su par1icipación 
en el gasto total, acortamiento de la brecha de 
ealrdad entre púhlrco y pnvado (gasto por 
estudiante). 

Reforma laboral I Fonalec1m1cn10 del pilar 
solidario de la SS / amphacrún y ílex1bil11.ac16n 
del acceso a la SS para pasivos úuh1 lac10ncs y 
pensiones) y acuvos (seguros. subs1d1os, ele.) I 
reinstalación de la negociación colccuva tnpan1ta 
/ leg1slac1ón de;: amplrnc16n dc derechos laborales. 

¡\vanees hacia mayores niveles de 
universalismo (asistencia soci:tl, salud y 
seguridad social) / rcduccifln de hrcchas de 
calidad (estratificaci6n) en ali.:un:is áreas 
(s:ilud y educación) / av:incc de h1 parlicip:ición 
del Estado y dcs-mcrcantili:r.aci1ín en ali.:unas 
áreas (salud, rcl:iciuncs l:iboralcs y seguridad 
social) 

J\ 1 examinar las variables que son identi ficadas por la l iteratura, en d istintas perspectivas, como 

factores determinantes o facil itadores de los procesos de expansión de las políticas de bienestar, el 

crecimiento económico aparece destacado. Desde luego, la focalización en el crecimiento y e l  

desarrollo como variables causales es  planteada por v isiones teóricas di forcntcs, y para explicar 

distintas fases o etapas en el desarrollo de los regímenes de bienestar: desde su origen a los 
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procesos de reconversión en la era del retrem:hment. Así, en las teorías más c lásicas sobre el origen 

de los Estados de B ienestar el crecimiento y el desarrollo aparecen asociados a los procesos de 

industrial ización y modernización que habrían determinado, o propiciado, la conformación de los 

regímenes de bienestar en las economías más avanzadas o industrial izadas. En otras versiones más 

contemporáneas el crecim iento aparece asociado a los procesos de apertura comercial en tiempos 

de globalización; procesos que obligan a los Estados a compensar mediante la expansión de la 

protección social a los sectores perdedores frente a la dinamización de los flujos de intercambio. 

Por último, el crecimiento también puede ser considerado un factor que favorece la expansión del 

bienestar -y más específicamente del gasto público social- desde una perspectiva de economía 

política. En una versión extrema y simpli ficada de esta últ ima perspectiva, en sistemas políticos 

competitivos los gobiernos tienen íuertes incentivos para aumentar el gasto social en contextos de 

crecimiento y, especialmente, en los ciclos electorales. Considerando al crecimiento económico 

desde esa última perspectiva teórica, más próxima a la economía política, como un posible factor 

determinante o fac i l i tador de la expansión del gasto público social y de las reformas que amplían 

coberturas y prestaciones sociales, la comparación entre ambos períodos permite cuestionar su 

peso en estos casos, a l  menos como variable única o más relevante. 
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Si bien el crecimiento económico ha sido 

mayor -y especialmente más estable- en 

el período comprendido por las dos 

primeras admin istraciones frentistas que 

entre 1 985 y 2004, se debe señalar que en 

los tres primeros gobiernos de los 

partidos tradicionales el promedio de 

variación anual del P IB fue alto, al menos 

en comparación con otros ciclos o 

períodos de la historia económica de 

Uruguay. Entre 1 985 y 1 989 e l  P I B  

registró una variación anual promedio de 

4.2%, una ci fra muy alta para los 

registros históricos de la economía 

uruguaya. Entre 1 990 y 1 994 el promedio 

de variación anual fue una décima mayor 

al registrado durante el primer gobierno 

de Sangu i netti (4.3% y 4.2% 

respectivamente); finalmente, durante el 

segundo gobierno colorado, y pese a los 

dos años del período en los que el P I B  se 

contrajo ( 1 995 y 1 999), la variación 

Gráfico 5. 1 5  
Porcentaje d e  variación anual del P I B  en U ruguay (medido 

a precios constantes). Serie 1 980-2014. 
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promedio rue de 2. 1 %. De hecho, con la excepción de 1 995 cuando el PI B dism inuyó 1 .4%, la 

economía uruguaya experimentó casi catorce años de crecimiento in interrumpido desde 1 985 a 

1 998, con un  promedio de variación anual de 4%, entre los más altos de la h istoria económica del 

país, sólo superado por el promedio del ciclo que se inicia a fines de 2003 y por la etapa neo­

batl l i sta de mediados del siglo pasado. 

Pese al crec imiento registrado entre 1 985 y 1 998 no se advierte en ese período un incremento 

significativo en la prioridad macroeconómica del gasto público social, salvo en el sector de la 

seguridad soc ial, que obedeció -principalmente- a la reforma plebiscitada en 1 989. Las 
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observaciones realizadas no implican desconocer que e l  crecimiento económico opera o puede 

operar como un factor que faci lita el aumento del gasto público social y Ja expansión del welfare 

(de sus coberturas y prestaciones), pero sí que no es una condición suficiente (que por sí  sola puede 

provocar ese resultado) y quizás ni siquiera necesaria para que e l lo ocurra. El crecimiento 

económ ico fac i l i ta o propicia el aumento del gasto público social (o min imiza los costos políticos 

que puede suponer en la red istribución entre sectores o estratos), pero debe combinarse con otras 

variables políticas para generar ese resultado. 

Otra variable o factor determinante del tipo de políticas y reformas que los gobiernos impu lsan son 

los legados que esas mismas políticas producen; legados que pueden ser considerados tanto como 

factores que contribuyen a reproducir políticas e instituciones, en la medida que pueden 

obstacul izar o dificu ltar procesos de cambio (por ejemplo, los sindicatos o las burocracias estatales 

frente a los intentos de retracción o recorte de los presupuestos públ icos), o como la "actividad 

gubernamental previa" que acota los márgenes de innovación o los grados de l ibertad de los 

tomadores de decisión. En el caso uruguayo, a d i ferencia de otros países de la región (en particular, 

Chile), el régimen de b ienestar no experimentó cambios significativos durante las dos últimas 

décadas del siglo pasado. Más al lá de las reformas de signo moderadamente l iberal que se 

desarrol laron en los años noventa en el campo de la seguridad social y las relaciones laborales 

(contemporáneas, a otras que fortalecieron el peso de Estado en el campo social, corno la 

educativa), se podría afirmar que en ambos ciclos políticos ( 1 985-2004 y 2005-20 1 4) el régimen 

de bienestar no sufrió transformaciones sign i ficativas. Tanto los gobiernos de los partidos 

trad icionales corno las administraciones frentistas se enfrentaron a las restricciones y las 

oportunidades que depara un régimen de bienestar con las características del uruguayo: con 

coberturas relativamente universales, pero a la vez con visos notorios de estratificación en el 

acceso a las políticas y en la calidad de los servicios y las prestaciones -particularmente en las 

áreas de la seguridad social y de la salud-, con poderosos actores de veto en algunas arenas de 

pol ítica y con una impronta estatista predominante en todac; las áreas. En consecuencia, las 

d i ferencias que se pueden apreciar al comparar ambas unidades en los oulc:omes de política, en las 

reformas, no podrían ser atribuidas a los legados de política que operaron como una variable 

constante en el tiempo. 

330 



Otro factor o variable explicativa a considerar es e l  rédito electoral que podría deparar a los 

gobiernos la implementación de reformas que expandieran derechos sociales, ampl iaran la 

cobertura y las prestaciones de las políticas sociales y, consecuentemente, incrementaran el gasto 

social. En un régimen político competitivo con partidos allamente institucional izados como el  

uruguayo, con bajos niveles de polarización y con un electorado concentrado en el centro del 

continuo ideológico, cabría esperar que los partidos y los gobiernos promuevan reformas y 

políticas de amplio alcance, que maximicen la probabil idad de ganar elecciones y mantenerse en 

el gobierno, especialmente cuando no enfrentan un escenario económico adverso que impone 

restricciones o que los obliga a priorizar otros objetivos de política (la estabilidad 

macroeconómica). 

Nuevamente, al comparar los dos ciclos o unidades temporales no se advierten mayores diferencias 

con respecto al comportamiento de esta variable. En ambos períodos el electorado presentó, en 

niveles muy simi lares, posiciones u orientaciones favorables a una fuerte presencia del Estado en 

el campo de las políticas sociales. Desde una perspectiva de maximización electoral, en ambos 

períodos los partidos deberían haber promovido o impulsado políticas y reformas expansivas del 

gasto social, si su comportamiento hubiese respondido exclusiva o principalmente a maximizar 

sus chances electorales. Como se puede apreciar en el Gráfico 5 . 1 6, los votantes de todos los 

partidos -levemente más, los del Frente Ampl io- expresan una posición favorable a la gestión 

estatal de las po l íticas y los servicios de salud, seguridad social y educación básica: 78% en 1 998 

y 8 1  % en 2008 del electorado con relación a gestión de la salud; 89% y 90% con respecto a la 

educación básica: 83% y 90% con relación a la seguridad social. Incluso entre qu ienes 

manifestaban en 1 998 que votarían por alguno de los dos partidos trad icionales (los socios de la 

coalición que impulsó en 1 995 la reforma de la seguridad social) la preferencia por la gestión 

estatal en este campo era ampliamente mayoritaria (8 1 %); desde otra perspectiva, sólo una quinta 

parte de sus votantes prefería que la seguridad social estuviese mayoritariamente en manos de 

privados367, lo que, entre otros factores, permite cnt<.:nder el carácter mixto o moderado de esa 

167 M ientras en 1 995 (año en 4uc asume ror scgunJa vez la prcsiden<.:ia Sanguinclti y cuando se inicia el proceso de 

formulación L�cnica y de negociación política de la reforma de la seguridad social) súlo el 8% de Lodos los volantes 

cn l Jrugua) man i lestaha estar a favor quc las pensiones csluvicscn .. mayoritariamcnlc en manos de pri\ ados"" (82% 

expresaha que rn:li.:ria que c�LUvicscn . .  ma) oritariamenLe en manos del l�stndo·· ) uno de cada die1 <leda ··no sahcr"' 
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reforma, comparada con otras reformas de corte netamente privatizador que se impusieron en esos 

años o en la década de los ochenta en algunos países de la región.368 

G ráfico 5. 16 
Preferencia r1or la  gestión estatal de políticas socialcslil en los votantes en Uruguay, según áreas de política y 

el partido con el que se identifican. Años 1 998 y 2008. En porcentajes. 

1 998 (colorados, nacion_a_li_s_ta_s�y_f_r_en_. _ti_s_ta_s�) _____________ _ 

Salud 

Colorado Nadonal Fronte Todos 
Amplio 

Educación Básica 
86 85 92 89 

Colorado Nacion•I Frente Todos 

Am1Jlio 

Seguridad Social 

8 1  8 1  

íl íl 
86 83 

Coluratiu ':•cional Frente Todos 

Amplio 

2008 (frentistas, nacionalis�_c_o_l_o_ra_d_os�)�.------------­

88 

Salud 

74 73 
81 

Frcnlc acinn:d Colorado Todos 

Amplio 

Educación Rásica 
93 89 90 

Frcott N•cional Colorado Todos 

Amplio 

/•"uen/e: l.atmn-harrimetro i?:JJtp://www.latmobarometro.org//atOn/111e.1sp). 

Seguridad Social 
95 90 /!9 87 

Frcnlt 'l�ciun:al Cnlor.ulo Tollos 

Amplio 

/l."ows: /1/ respucsws por el "F.s1ado " ' fre111e a fu preg1111w: "De la lista de act1V1dades que le voy a leer. ¡cuáles cree Ud. que 
deben estar mayontanamente en manos del Estado y curiles deben estar mayontariamente en manos pnvadus� 

Un episodio que i lustra hasta qué punto los partidos pueden priorizar consideraciones políticas o 

preferencias ideológicas sobre la maximización del rédito electoral, es la oposición del principal 

candidato del Partido Colorado en 1 989 al proyecto de reforma constitucional promovido por las 

o no conl.:staha la rm:guni.a) . .:n /\rg.:ntina, en pleno arog.:o de.: ··m.:ncmismo··. d 32% de.: lns ' otant.:s (cinco vece� 

má<; que en ruguay) señalaba preterir una gestión .. mayoritariamente en manos de privados··. Datos dc la c.:ncucsta 

de 1 995 del !.atino barámelro (hup://www.latinobaromclro.org/latOnline.jsp). 

M Sobre csle punto se recomienda, Busquets (2005). 
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organizaciones de pasivos (represenlativas, teóricamente, de un contingente que representaba 

aproximadamente una quinta parte del electorado), por el efecto que esa reforma podía tener sobre 

las cuentas públ icas y la sustentabil idad financiera a mediano plazo del sistema de seguridad social. 

Asumiendo que todos los partidos en U ruguay operan como agentes racionales que buscan 

maximizar sus chances electorales, y que son conscientes de las preferencias -estables- de la 

mayor parte del electorado y de sus volantes por la gestión estatal de las políticas sociales y la 

expansión de las coberturas y las prestac iones sociales, entonces los distintos outcomes de política 

deberían obedecer a otros ractores o variables. 

Otra variable clave para explicar las reformas sociales es la dotación de recursos políticos del 

gobierno. Del mismo modo que con otras de las variables examinadas (en particular, el crecimiento 

económico), al analizar con atención los dos períodos se puede desechar una afirmación recurrente 

en el debate político (y aun en los contenciosos entre académicos) sobre la debil idad de los 

gobiernos de los partidos trad icionales en comparación con los gobiernos de iz4uierda. Si bien no 

se puede d iscutir que el ciclo progresista se ha caracterizado por la forta leza del gobierno, no se 

puede afirmar que el ciclo de los partidos trad icionales los ejecutivos hayan sido débiles o hayan 

estado maniatados. 

Como muestra Chasquelti (2008), luego de un primer gobierno de partido minoritario entre 1 985 

y 1 990 (que tuvo, no obstante, un contingente legislativo de cierta entidad -4 1  % de las bancas en 

la Cámara de Representantes y 45% en la de Senadores- y que contó desde el in icio de su gestión369 

con el compromiso del principal partido opositor de brindarle los apoyos que fuesen necesarios 

para garantizar la gobernabi l idad), se sucedieron tres gobiernos de coalición, que dispusieron de 

36q En este sentido, cabe recordar el discurso dd principal 1 ídt:r dd Partido Nacional, W i lson Ft:rrt:ir.i, a pocas horas 

dt: ser libt:rado d..: la prisión 4ut: lt: habían impuesto los mil i tart:s en 1 984. tras su rclorno al país luego de once al'ios 

d..: cxilio, a lin de impedirle ser candidato presidencial por su partido en esos comicios. En cst: discurso. reali1a<lo en 

un acto multi tudinario, Ft:rrcira comprnmetió d apoyo de su partido para garanli7ar la goht:mabilidad de la futura 

administración, que se manifestó t:n circunstancias t:rilit:as como la aprobación en dicit:mhrc de 1 986 de la lt:y dt: 

caducidad (Nº 1 5.848), que implicaba -dt: facto- una amnistía para los m i l itares que habían violado los dt:rt:chos 

humanos durantt: d período autoritario. 
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amplios apoyos legislativos para gobernar (al menos en once de esos quince años). El contingente 

legislativo efoctivo del Poder Ejecutivo ( fruto de la coalición entre el partido titular del gobierno 

y su socio, o algunas de sus fracciones) fue muy alto en tres de los cuatro períodos de gobierno 

que conforman la primera un idad de análisis temporal: 70% entre 1 990 y 1 992; 65% durante toda 

la segunda administración de Sanguinetti; 56% entre 2000 y 2002 (Chasquetti 2008: 1 65) ;  de 

hecho, mayor al contingente legislativo (aunque sin las faci l idades o ventajas operativas que brinda 

a cualquier gobierno un respaldo parlamentario monocromático) que han tenido las tres sucesivas 

administraciones frentistas (entre 5 1  % y 53%). 

Gráfico 5 . 1 7  
Tipos de gobierno y contingente legislativo ¡porcentaje d e  bancas e n  Diputados! e n  Uruguay de 1985 a 2020. 
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Relacwnes Jnternacinnales del /Janco de Datos de la Facullad de Ciencws Socwles de la Universidad de lu Nepública 
(ht1p:l/cienc1assoc1ales.edu.uv/bancosdeda10slsecc10neslarea-de-poli11ca-11-relac10nes-1nlernacl(malesl). 
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Aunque los parlidos tradicionales se vieron obligados 

a la ardua faena de construir mayorías para gobernar, 

la alla productividad parlamentaria durante lodo el 

período (con mayoría de proyectos remitidos al 

parlamento por el Ejecutivo37º) indica que las 

administraciones del primer ciclo post-autoritario 

tuvieron una fuerte capacidad para producir políticas, 

basada en las mayorías legislativas que esas 

coaliciones les aseguraban, o en los acuerdos 

puntuales que pudieron tejer en situaciones de cierta 

soledad, y en los muy altos niveles de discipl ina 

partidaria que el sistema político exhibía por esos años 

(y que sigue exhibiendo), en comparación con sus 

vecinos de la región (Gráfico 5 . 1 8). Esa capacidad de 

producción política permitió durante ese período 

aprobar algunas reformas sectoriales en el área social 

G ráfico 5. 1 8 

Indicadores de disciplina partidaria en 
Argentina, Brasil, Chile y Uruguay en la 

última década del siglo pasado. 
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de carácler estructural ( la de la seguridad social), que Fuente: Chasaue111 (2008: /69J. 

podían lucir a priori como impopulares, considerando los resultados de las encuestas de opinión 

pública y los legados de política que caracterizan al país. 

Además del crecimiento económico, los legados de polílica o las preferencias electorales, un factor 

clave -cenlral para una larga trad ición de pensamiento pol ítico- son las preferencias sustantivas 

de los actores polílicos. En este sentido, y como ha sido analizado en la primera sección de este 

capítulo, las diferencias entre ambos ciclos políticos son notorias. A l  analizar las posiciones de las 

é l i tes partidarias en el eje "izqu ierda-derecha" (una sola de las posibles dimensiones a considerar 

para determinar el perfi l ideológico de los partidos o coaliciones gobernantes durante estos dos 

ciclos, pero convergente con las otras dos dimensiones clave las posturas ideológicas que se 

desprenden de los programas o plataformas partidarias y la ubicación ideológica de sus votantes) 

se aprecian claras di íerencias entre ambas unidades temporales. 

170 Incluso c.:n momentos críticos como los años 2001 y 2002 (ver /\nexo IV, üráíico t\.5.4). 
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M ientras en el primer ciclo los partidos 

gobernantes (en coalición durante tres <le 

las cuatro administraciones y en once de los 

veinte años del período) se ubicaban en 

posiciones de centro (5 a 6), en el ciclo 

siguiente las é l i tes se ubican en posiciones 

límites entre la izquierda ( 1 a 2) y la ccntro­

izquicrda (3 a 4). Estos valores reflejan, en 

alguna medida, la síntesis ideológica de 

esos dos bloques partidarios: de un lado, un 

bloque que alberga desde pos1c1ones 

típicamente l iberales (el · ·1 Je rrerismo" 

dentro del Partido Nacional y la Lista 1 5  

dentro del Partido Colorado) hasta posturas 

cstatistas, próximas a la socialdemocracia o 

el liberalismo social (el sanguinettismo 

dentro del Partido Colorado y las d istintas 

expresiones y camadas del wilsonismo 

dentro del Partido Nacional)371 ; del otro, un 

bloque <le izquierda o centro-izquierda que 

man i Ítesta una clara preferencia por la 

Gráfico 5 . 1 9  
Auto-identificación ic.leolúgica d e  los Diputados d e  las 

coaliciones de gobierno en Uruguay en el eje lzquierda­
Dcreclrnlil .  Partic.lo Colorado y Partido Nacional de 

1995 a 2005, y Frente Amplio de 2005 a 20 15.  
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Vows:/1} Escala I a /(), do11de .. f "  es el miar extremo de 
1:;qwerda y . .  f n .. el extremo de derecha; fa pregunta formulada a 
los legisladores fue fa siguiente: "C'11a11do .fe habla de política .fe 
ut1ft:;a11 11ormalmente fas expresmnes 1:;qu1erda y derecha. En una 
escala dnnde el I es la i::quierda y el In la derecha, ¿en qué ca.tilla 
se colocaría u1·ted� " 

intervención del Estado en la economía y en la gestión de las políticas sociales, y una orientación 

favorable a la distribución y la equidad. En suma, c l ivajes simi lares o asimilables a los que examinó 

Boix para los casos de Gran Bretaña y España ( 1 998). 

Tras comparar el comportamiento de las dos unidad�s de análisis temporal en cada una de las 

variables seleccionadas, se intenta en el siguiente cuadro s impl i ficar o estil i7-ar sus rangos teóricos 

de variación en términos de presencia o ausencia de los atribuLos que en solitario (como condición 

171 1 Jna síntesis que se asemeja (al menos con relación a la posición en el eje i7quierda-derecha) a la posición ideológica 

de la democracia cristiana de Chile. como se examinó en la primera sección de este capitulo (Ver nuevamente Tabla 

5 . 1  ). 
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suficiente) o combinados (como condiciones necesarias) habrían producido el outcome que se 

pretende expl icar. 

Como se advierte en el Cuadro 5.2 :  [i] en ambos casos estuvo presente el crecimiento económico 

(no en el  mismo nivel n i  con la misma volatil idad), una de las condiciones teóricas que promueven 

o faci l i tan el desarrol lo de polít icas sociales expansivas; [ i i] en ambos casos estuvieron presentes 

legados de política de corte estatista (aunque con algunas notas o rasgos privatistas en la segunda 

unidad, tras la reforma mixta de la seguridad social de 1 996 y los cambios en las relaciones 

laborales ocurridos a comienzos de esa década), otra de las condiciones que favorece la 

introducción de reformas y políticas expansivas; [ i i ij en ambos casos los partidos gobernantes se 

enfrentaron a un electorado cuyas preferencias deberían haber incentivado la adopción de políticas 

expansivas, en un contexto de alta competitividad entre bloques y de elevado o muy elevado 

crecimiento económico (durante la mayor parte del primer ciclo y durante todo el segundo ciclo); 

[iv] en ambos casos los gobiernos dispusieron de recursos pol íticos suficientes para impulsar 

reformas o pol íticas. Si estas cuatro variables asumen valores simi lares en ambos casos, que 

permiten ser resumidos como presencia del mismo atributo o condición teórica, entonces, lo 

d istintos valores que asumen en la variable dependiente o los d istintos outcomes no podrían ser 

explicados sólo por estas variahles, individualmente consideradas o combinadas. La única de las 

variables independientes consideradas en este modelo que asume valores claramente d i ferentes en 

ambas unidades es la orientación ideológica del partido o coalición gobernante.372 

372 En este sentido, resulta particularmente i l ustrativo d siguiente pasaje de una de las entrevistas realizada�: .. Si 

hubieran tenido continuidad (los) purtidos trudiciunales, no (se) hubiera implemenludo este tipo de reformas; me 

parece que no las hubieran llevudo adelante, ni /u reforma lrihutaria, con el sesgo hacia impuestos directos, ni la 

re.forma de la salud, con sus pro y sus conlru; no se hubiera pe11sado en una reforma de salud que lu.vi11ru esa 

posibilidad de ampliar lu cubertura en.forma práclicamen/e universal. /,o mismo (se puede afirmar) para la seguridad 

social: I".� "ccio11es que .\·e tomaro11 cl11rame11te tienen u11 perfil de una apuesta politica de izquierda, que prioriza 

determinado.\· a.\pecto.\· de equidad, defortalecimie11lo de institucione.\", de tem"s vi11culado.� al mercado laboral que 

.1·()11 muy caros para la izquierda. Ba.\'t" comparar (con) la década del noventa, que fue un" década de crecimiento 

fuerte y . . .  de hommw, pero (en la que) 110 (se) impleme11tá e.ve tipo de reforma.\· . . . ·· I JCG J Las m:gritas nos 

corresponden. 
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Cuadro 5.2 
Aplicación de "método comparativo" entre las unidades temporales: ciclo de gobiernos de los partidos 

tradicionales ( 1985-2005) / ciclo de gobiernos del Frente A mplio. 

Unidades Crecimiento Legados Rédito Fuertes OricnLación Reforma� 
económico de política electoral de rccursos i deológica del expansivas / 

estatistas reformas Pol íticos del Gobierno cstatistas del 
cxpnasivas gobierno (lzq./ccntro izq.) régimen de 

bienestar 

Ciclo rrrr Presente Presente Preseme Presente Ausente Ausente 
( 1985-2005) 

Ciclo FA Presente PrcsenLe Presente Presente Presente Presente 
( 2005-20 1 5 )  

El análisis de las s imi l itudes y d i ferencias entre ambos casos o unidades temporales realizado no 

supone, necesariamente, descartar el peso exp l icativo de algunas variables clave, en particular, los 

recursos políticos de los gobiernos o el crecimiento económico pero sí considerar a estas variables 

como factores que deben necesariamente estar combinados con determinadas orientaciones 

ideológicas o preferencias para generar pol íticas expansivas del we(fare. En un régimen 

democrático altamente institucional izado los gobiernos no pueden impulsar reformas expansivas 

del gasto si no cuentan con los recursos políticos necesarios para aprobar e implementar esas 

reformas (en particular mayorías parlamentarias, pero también apoyos sociales y capacidades 

técnicas y burocráticas dentro del Estado). La combinación entre estos dos factores (en primer 

lugar, las orientaciones o preferencias de los partidos y, en segundo término, los recursos políticos 

que les permiten implementarlas) debe ser contrastada a partir de la comparación con más 

unidades, en particular, con casos donde se produjo el m ismo oulcome (que se desea expl icar) a 

ítn de reconstrui r  posibles trayectorias diferentes hacia un resultado s imi lar: la noción de 

··equifinalidad·' o '·causalidad múltiple" propuesta por Ragin ( 1 987 y 1 994). 

Como se señaló en el capítulo introductorio una posible estrategia comparativa para contrastar la 

h i pótesis propuesta es comparar el ciclo de expansión de las reformas sociales reciente (que 

implicó algunas reformas estructurales -la de la salud-, creación de un nuevo polo de instituciones 

y políticas de asistencia social, ampliación y flcx ibi l ización del acceso a las prestaciones de la 

seguridad social para pasivos y activos, y un fuerte aumento del gasto público en educación) con 

otras etapas históricas en las cuales también se observó una fuerte expansión de las instituciones, 

políticas y recursos destinados a la protección frente a riesgos y la formación de capital humano. 
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Antes de afrontar ese ejercicio, es útil· tener presente dos recaudos o precauciones. En primer lugar, 

la comparación entre unidades temporales (en particular, si son muy distantes entre sí y si están 

insertas en contextos políticos e históricos muy diferentes) puede inducir a errores al asignar 

valores esas unidades temporales en las variables de interés y, por lo tanto, al intentar determinar 

si una condición causal estuvo o no presente en una unidad, lo que puede generar, a su vez, que se 

confirme o descarte erróneamente una hipótesis.373 Asimismo, un ejercicio apresurado, que no 

contemple esos recaudos, podría llevar a sobreestimar el peso de la búsqueda de maximizar e l  

rédito electoral en  períodos en  los que  la competencia por e l  electorado aún no estaba 

suficientemente incorporada en las estrategias de los partidos. Finalmente, no se debería esperar 

que los legados de política operen del mismo modo en una fase de conformación de un régimen 

de b ienestar (momentos en los que, precisamente, esos legados se están gestando) que en una etapa 

de retrenchment o de nueva expansión del Estado. La segunda precaución refiere a Ja confiabi l idad 

de los datos. A menudo, medir un idades de análisis temporales (especialmente si están muy 

alejadas en el tiempo) enfrenta al investigador a la restricción de no d isponer de e.latos confiables 

o a contar con información imprecisa o de baja confiabilidad, en particular cuando se pretende 

asignar valores a las un idades temporales en variables agregadas o macro. Asumiendo estas 

l imitaciones, y reconociendo la debi l idad o las l imitaciones de una inferencia causal a partir del 

análisis de unidades temporales, este ejercicio comparativo nos puede permitir identificar algunas 

s imi l i tudes clave y d i ferencias cruciales entre los períodos históricos seleceionac.los. 

La selección de los casos temporales puede ser realizada siguiendo la 1 iteratura -entre otros, 

l l aggard & Kaufman (2008) identifican los dos batllismos como coyunturas críticas en el 

desarrollo del régimen de bienestar en Uruguay- y también acudiendo a algunas variables macro 

que permitan comparar el "esíuerzo de bienestar'' (Scgura-Ubiergo 2007) que real izó el Estado en 

distintos períodos. Como se puede apreciar en el Cuadro 5 .3, los tres momentos históricos en los 

que se observa un mayor ritmo de crecimiento del gasto público social con relación al P IB son las 

dos primeras décadas del siglo veinte (producto la implementación de algunas de las reformas 

gestadas o aprobadas durante el segundo mane.lato tic Ball lc y Ordóñez, entre 1 9 1  1 y 1 9 1 5),  los 

m Por ejemplo, se puede considc.:rar que.: en dos unidades temporales -ciclos de gobierno- los recursos políticos son 

similares cuando en realidad los indicadores elegidos para medir esa variable no rc.:lkjan en uno de 1.:sos periodos la 

real dotación de recursos de poder en ese periodo (ya sea 4uc lus sobreeslimcn o sub1.:slimen). 
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quince años que van desde 1 943 a 1 958  (segundo momento de expansión de la seguridad social, 

la protección laboral y la educación media) y, finalmente, el período que es el foco de este 

trabajo.374 Si bien en otros dos períodos (los años treinta del siglo pasado y la fase comprendida 

entre 1 985 y 2004) también se observan aumentos del gasto públ ico social con relación al P IB  

(con tasas de variación anual de  2.3% y 1 .7% respectivamente) y algunas reformas sociales de 

innegable signo estatista, se puede sostener que esos dos períodos no presentan un outcome o 

resultado s imi lar al de los otros tres períodos seleccionados (los de mayor expansión del régimen 

de bienestar). Aunque en la transición entre el primer período-el  '·bat l l ismo·'- y los primeros años 

del segundo -el "terrismo"- también se registró un aumento significativo del gasto público social 

con relación al P I B  (de 4.5% en 1 928 a 8% en 1 93 5 :  un aumento de 77% con relación al porcentaje 

inicial en ocho años), ese incremento se produjo en un  período de muy fuerte contracción del 

P IB375, lo que podría l levar a sobreestimar la decisión política de priorizar las pol íticas sociales y 

asignarles mayores recursos presupuestales. Con relación al período comprendido entre 1 985 y 

2004, si bien la prioridad macrocconómica del gasto públ ico social creció al cabo de dos décadas 

(de 1 4. 1 % en 1 985 a 1 9.4% o 1 9.5% en 2004) este crecimiento se produjo a un ritmo menor que 

en el último período (respectivamente, con tasas de variación anual de la ratio entre GPS y PTB de 

1 .7% y 3.4%), y respondió principalmente al aumento del gasto público en seguridad social. 

174 Además de considerar la prioridad mm:rm:conómica del gasto público social (en tanto medida sintética del grado 

de desarrollo del régimen de bienestar), se pucdc incorporar al análisis una valoración más cualitativa sobre el perlil 

de las reformas sociélll:s impulsadas durante estos distintos períodos históricos. l .a revisión de la orientación dc las 

reformas sociales impulsadas en los tres paises donde se rcgistran mayores nivdes de aumento del gasto público sm:ial 

(Capítulos 3 y 4). muestra señas de identidad entre los tres períodos 4ue permitir.:in considerarlos como unidadcs 

temporales simi lares. 

17' Entrc 1 93 1  y 1 933 el P I B  se contrajo 1 0%. 9% y 2% (Anexo IV.  Grálicu A.5.1  )-
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Cuadro 5.3 
Tasa ele crccimieato del P l l3, prioridad macrocconómica del gasto público social, recursos de poder y orientación ideológica de Jos gobiernos en 

Uru uay entre 1 9  J O  2014, se ú n  Jeríodos olíticos seleccionados. 

-_�::-. �: '�- �medió _ - -- . - - - � 

1931-1'>42 
(Tcrra 

Aaldonm) 

1943-1958 
(Amez.aga/ 

Berrcta/ 
Batlle Berres/ 

CNG) 
1959-1973 

(CNCi d Pan1do 
Nacional Geslldo 

l'achccci 
13ordahcrry) 
1 973/4-1984 

(rcg1mcn 
aulonlano) 

J.J �.: crecimiento moderado con 

alta voloflhdad: nlternancio de 
períodos de fuenc caída del PlB 

(7120 años) y de fuene crecimiento 
(1 3/20) 

0.7%: crccm11cnto bn;o con alta 
,-olnt1illkid ¡6 1 2  años de aumento 

del f'll:!) 

5%: crecim1en10 alto (13/16 años de 
aumento del PLB) 

1 %: crecumento ba;o 

l. 9%: crec11rnenln ha.10 a moderado 
crec11111en10 con YOlauhdad 

GPS/Pm pau d� 2.4% ro 1910 a 4.S�. en J928 / 
Promedio de variación anual de la ratio GPS/PIB: 4.23% 
Fuene aumento de la pnoridad macroecon6m1ca del GPS (i:n 

los años veinte) 

GPS/PID 11asa de 5.8% rn 1931 lcsr.¡ :1 6.8% en 1942 / 
l'romcil io dr ' a riarión anual de la ratio (;ps/l'lll: 2.3%1il 
Aumento mod�rndo de la pnondad macrocconóm1ca del GPS 

GPS/PIB ¡Jasa de 6.8% en 1942 a 10.2"/• en 1957 / 
Promedio de ' aria ció o anual de la ratio GPS/PID: 2.8°/o 

Aumento de la priondad macroeconómica del GPS. 

GPS/PIR pasa de 10.2% ro 1 957 a 1 4 %  en 1 968. 
Aumento moderado de la pnondad macroeconomiea del GPS 

(;PS/PIB cae ele 1 5.8% rn 1974 a 14.2% en 198-1 / 

Promedio de ' :iriarión anual <.Ir la rntio GPS/PIB: -0.2':.'o 
D1smmuc16n de la pnondad macroecononuca del GPS 

Muy roerles (191 1-1916)/ 
moderad:uneole fuertes ("polillco de 

compromiso" entre 1916 y 1931) 

Muy fuertes 
(desde 1933, réguncn sem1-democn\11co 

sem1-autontano) 

Muy fuertes en un contexto democrático 
(Mnyortas del Partido de gobierno durante 
cuatro periodos consecullvos en el Senado 

y en tres sobre cuatro en Diputados) 

:\lodcr:1damente fuerte (alternancia de 
gobiernos con ma)oría y mmorm en el PL 

del pamdo de gobierno) 

;\Ju�' fucrtrs 
(regimen aulontano) 

1985-200-1 2.-1%: crcc1011cn10 moderado con GPS/PIB pasa de 14. 1 % en 1985 a 19.5% en 2004 / ;\lodcrndame.ote ruertes 
(Sangumett1' aha vola11hdad altcmancm de Promedio dr variaci1í n  anual de la ratio GPS/l'IB: 1. 7% (Alternancia de gobiernos de pamuo sm 

L:1calle1 periodos de crccnmcnto ( 1 5120) y de Aumento mouerado de la pnondad macroeconom1ca del GPS mayoría parlaincmana propia -9/20 allos-
Sangumetti, fucnc calda ( 51 20). (concentrndo en Segundad Social) con gobiernos de coalición - 1 1120 oños-

Batllel con fuencs mayo�. 
2005-2012[11] 5.7"/o: crecimiento nito a muy alto GPS/l'IB ¡1asa de 19.3% en 2005 11 25.2% m 2012 f Muy fuertes t gob1erno de partido con 

(Vfu.qucz. / Promedio de variación anual de ta ratio GPS/PIB: J.4% mayorta en ambas Cámaras en los dos 
Mujice) Fucnc_ aumento de la �1dad macrocconómica del GPS periodos). 

redisrributivo/ 
"dirigista" 

lntcn1rncionis1a en 
matcna cconó1mca 

conscrva1lora en 
materia polfuca 

Estatistu / 
rcdistribulivo/ 

"dirigisla'' 

Libual en la mayor 
pane del período 

("desarrolhsla" en 
algunas etapas 1%3-

1 967) 

Liberal en materia 
ccono1111ca anti-

º brcrista ' sin agencia 
priYatiz:idora en 

oliticas sociales. 
Liberal en ma1cna 

económica con 
períodos ( 1985-1990 1 

1995 -1999) con ngendn 
más estatista 

.Estati.�m / l:iborist.a I 
Redistributiva. 

/·11e111e. e/aborac1ó11 propm 11 rur11r de datos de PIB del /11s11111to de Economía de la l/mvers1dad de la Repribltca (/iup:ll11 ll'w.1eco11.ccee.edu. 111• base-de-fi11an:as­
p11h/1cas co111e111do 32 es J para el periodo 1910-/98/ y del F,\f/ para los restantes olios ('111p: 11 ww.1111[org extemal tmhslü weo 2016 O/ weodata mdex.aspx). )' de datos sobre 
gasto p1íhlico socwl de ,/:ar et.al (2009. 355 )' ss.) pura el período 1910-1988, y del Obse/'\'atono Social del ,\//Dé�· fhttp'//obscrvatonosoctal mides gub uy/ponalMidcs/#) a parllr 
de /9fl9. 
Noras:/1/ emre 1928 y 1935 se prod11ce 1111ji1erle a11111e1110 de la ratio GPS PIB que puede afectar la tasa de vanac1ó11 promedio de la pnondad 11111croeco11ó1111ca del GPS, ya <Jlll! 
el éste crece desde 4.5% del PIB en 1929 a 8% en 1 935. en 1111 comexto de jiierie caída del P/13 (-10% en 1930, -9% e11 1931 y -2% en 1932). Emre 1935 J' 19-12 (el ngor el período 
de apogeo del "Ternsmo "). la ¡mondad 111acroeconó1111ca del GPS d1sm11111ye: cayó dC'I 8% que /rabia alcan:ado e11 1935 a 6.8% en 19-12, registrando una vanac1ón a1111al de -
O 9% en ese sub-período de B wios; /11/ S1 b1e11 este 1íl111110 período debería 111c/111r -como 111í1111110- las dos pnmeras ad111m1strac10nesfren11stas (2005-2015). dodo que los datos 
sobre la pnondad 111acroeconó1111ca del GPS sólo cubre demro de este periodo el tramo 2005-20 / 2, se dec1d1ó hacer los calc11los sobre el crec11111e1110 del P/13 para ese período más 
acowdo (5 7%) y 110 para todo el periodo w111pnmd1do por los gol11emos de la:quc: y \fupcu (5.3%, rnlor q11e aparece en el Gráfico 5.15) 
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Los períodos en que se aprecian avances en la legislación social y la expansión de las políticas 

sociales fueron l iderados por partidos o coaliciones que promueven la intervención del Estado en 

el campo económico y social y postulan una agenda redistributiva, que prioriza la protección de 

sectores más vulnerables (la concepción batl l i sta del Estado como "escudo de los débi les"). 

Los tres períodos se caracterizaron también por gobiernos fuertes, aunque bajo c i rcunstancias o en 

escenarios d i ferentes: el primer bat l l ismo (en un período de gestación de las instituciones 

democráticas) con una fuerte oposición del Partido Nacional, l iderado por Herrera, y de las 

fracciones minoritarias de su propio partido ("riveristas", ·'vieristas" y "sosistas"); el segundo 

batllismo (en condiciones más semejantes a las del últ imo período, en términos de madurez o 

desarrol lo de las instituciones democráticas) con mayorías absolutas-de todo el Partido Colorado­

en el Senado durante cuatro legislaturas consecutivas (65% entre 1 943 y 1 947; 52% entre 1 947 y 

1 95 1 ;  58% entre 1 95 1  y 1 955 ;  5 1  % entre 1 955  y 1 959) y en tres de los cuatro períodos en 

Diputados (respectivamente, 59%, 47%, 54% y 52%), pero al igual que en el primer bat l l ismo 

sobre la base del compromiso con la minoría colorada (entonces el "catorcismo"). Finalmente, en 

el último período (a partir de 2005) también se advierte un gobierno con fuertes recursos, que 

ejerce un "gobierno de partido" con mayorías absolutas en ambas cámaras, aunque, al  igual que 

en los otros dos períodos, asentadas en trabajosos acuerdos entre sus fracciones. 

Finalmente, en los tres períodos se registran niveles de crecimiento económico entre moderados y 

altos. En el período del primer batllismo se observa una variación anual del P I B  de 3.3% (entre 

1 9 1 1 y 1 930), pero con una alta volatil idad marcada por la alternancia entre un primer sub-período 

de íuerte caída del P I B  (básicamente, los años del segundo mandato de Batlle y Ordóñez) y un 

segundo sub-período de fuerte expansión (los años veinte). En la etapa "neo-batl l ista" se registra 

una variación anual del P IB promedio de 5% (entre 1 943 y 1 958), con valores relativamente 

estables durante todo el período. Finalmente, en el tercer período (entre 2005 y 20 1 2 )  se registra 

una variación anual promedio de 5 .7% (5.3% entre 2005 y 20 1 4) .  

Estos datos permiten identificar los factores causales que  se  combinaron en  los tres momentos de 

mayor incremento del esfuerzo macroeconómico del gasto público social y de mayor d inamismo 

en términos de reformas legales o creaciones institucionales en el campo social: una orientación 
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ideológica favorable a la expansión de las políticas sociales y del Estado como rector, regulador, 

financiador y proveedor de políticas sociales; gobiernos que d isponen de los recursos políticos 

necesarios -especialmente, mayorías legislativas- para aprobar las reformas; un escenario 

económico favorable que propicia -o al menos no inhibe- la expansión del gasto público social .  

De todos modos, un análisis de corte más cualitativo permitiría relativizar el peso del contexto 

económico. En ese sentido, se podría señalar que incluso en momentos de retracción económica 

algunos de los gobiernos anal izados promovieron una mayor presencia del Estado en el campo 

social. Durante la segunda década del siglo pasado -más precisamente, en el segundo gobierno de 

Batl le y Ordóñcz entre 1 9 1  1 y 1 9 1  5- se registra una de las fases de mayor dinamismo reformista, 

de más activa intervención del Estado ampl iando y modernizando la legislación laboral e 

impulsando una fuerte expansión de la educación secundaria y superior.376 En suma, se podría 

sostener que el crecimiento facilitó la expansión del régimen de bienestar en los tres períodos 

identificados, pero también que los factores más relevantes o cruciales en esos procesos fueron las 

orientaciones o preferencias ideológicas de los gobiernos (favorables a una mayor presencia del 

Estado en el campo social) y la disponib i l idad de los recursos políticos necesarios para impu lsar 

reformas de esa naturaleza. 

La experiencia de las socialdemocracias europeas clásicas, y aun la trayectoria de las más recientes 

o tardías (las del Mediterráneo), indica que los gobiernos que han logrado moldear sus economías 

y sociedades a partir de la acción de los regímenes de bienestar (anudados con tipos particu lares 

de capitalismo), lo hicieron al cabo de veinte o treinta años; largos períodos en los contaron con 

sólidas mayorías parlamentarias, en algunos casos monocolores (incluso próximas a las de un 

sistema de partidos predominante, como fue el caso de N oruega entre los años cuarenta y sesenta 

del siglo pasado) y en otros producto de coaliciones mult ipartidarias relativamente estables (Tabla 

5 .6). 

m. El único año dd segundo mandato de Ralllc en el  4uc el PI B cn:ció fue 1 9 1 2. cuando registrlÍ un fuerte aumento 

de 9% •. En los cuatro <iños restantes se contrajo: -3% en 1 9 1 1 ,  -4°!.o en 1 9 1 3, - 1 3% en 1 9 1 4  y - 1 0% en 1 9 1 5  (/\nexo 

IV, Grá!ico /\.5. 1 ); uno de los períodos de mayor contracción del PI  R de toda la historia de la economla uruguaya (al 

menos dese.Je 1 870), similar a las retracciones que experimentó la economía uruguaya a comicn'los de los <iños lrcint<J. 

inicios de los años ochenta luego de la crisis de la .. Lahli ta·· y duranlc la última gran recesión entre 1 999 ) 2002. 
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Tabla 5.6 
Contingente lc�islativo de los principales partidos socialdemócratas de Suecia, Noruega, Alemania y España 

en la segunda mitad del siglo veinte. 

Suecia 
Pantdo 
SocrnldcméJcra taf 1 f 

Noruega Pan1Jo 
U.bnristaf 1 1  I 

Alemania 
Cnll-CSU. 
FDPy Sl'D 
España 
l'SOEf v1f  

2ll �ños 
Contongcntc Lcg1slat1vo Partido 
Contingente Lcg1slat1vo Coal1c1ón 

20 años 
Contingente Lcg1sla11vo Partido 
Contingente Legislativo Cualtc1ón 
17 años 

Contingente Lcgislat1vn Partido 
Contingente Leg1slat1vu Coaltc1ón 
1 4  años 
Contingente Legislativo Partido 
Contingente Leg1slat1vo Coalición 

1 948 1 952 
48 48 
52 59 

1 945 1 94? 
5 1 57 

1953 
50 

1982 
58 

1?56 1 958 
46 48 
54 50 

1953 1 957 
5 1  52 

1957 1961 
54 49 

61[lllj 
1 986 

53 

1 960 1964 1 968 1 970 1973-76 
49 49 54 47 45 
5 1 52 52 50 

1961 1 965 1 969 1973 1977 
49 45 49 40 49 

50 

1 965 1969 1 972 1 976 1?80-82 
49 46 47 43 44 

90(iv) 52fv) 55(vJ 5 l [vl 54fvj 
1989 1 993-1 996 

50 45 
50 

¡;uente: e/aburució11 propia a partir de Sartnri (1 992: 21 7-22) y dutos de European Elect1on Datahase del Norweg1un Centrefvr 
Research Data: (hllp:/lwww.nsd.wb.no/european electwn databuseluhoutl) 

Notas: /1/ entre 1 95 1 y 1957 en alia11=a con los agrarios (desde 1 957. Partido de Centro). y a partir de 1 958 en u/1an::a con los 
comumstas .mlvo cm 1968: fu/ en altan=a u partir de 1973 con la Altun::u Sucia/is/U ElecJvral. 111tegrudu por los comumstu.1· 
noruegos. el Partido Socwltstu Popular y unu escwón del laborismo; /111/ altan::n entre la í.1)//-í.S(J y los liberales (FDP); /1\1/ 
Ju ''gran coulte1ó11" entre CDU-CSU y la SP/J; /vj alian::a entre el SPD y los liberales del FnP: [wj en coalicl(Ín cnn 
Cnnvergéncia i Umó 

La combinación de estos dos factores en sistemas políticos competitivos (una agenda estatista 

propia de partidos socialdemócratas y sólidos recursos políticos) parece ser la clave que determina 

la construcción de regímenes de bienestar de corte un ivcrsali ta, y orientados a la equidad. 
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6. Conclusiones: con firmaciones, hallazgos y aportes a la literatura sobre el vínculo entre 

regímenes de bienestar· y partidos 

Anal izar las variantes de régimen de bienestar que las economías de mercado requieren en este 

tiempo signado por la globalización, la transformación de los procesos productivos, la redefinición 

de las clásicas funciones del estado-nación y los cambios demográficos, para seguir cumpliendo 

los dos cometidos para las que nació en la primera mitad del siglo veinte (proteger a los c iudadanos 

frente a diversas h ipótesis de riesgo social y formar capital humano)377, así como examinar los 

factores económicos, sociales y, fundamentalmente, políticos que determinan la conformación de 

esas d iferentes matrices de protección social, constituye una de las principales contribuciones c.¡ue 

la ciencia política y la sociología pueden realizar al fortalecimiento y la sustentab i l idad de los 

regímenes democráticos. En ese sentido, vale recordar un clásico ensayo de Off e ( 1 988) sobre el 

vínculo entre capitalismo y democracia, en el que postulaba que la convivencia entre ambas formas 

de organización -una económica y la otra pol ítica- durante el siglo pasado (algo que rcsull.<:lba, 

según Offe, poco probable a comienzos del siglo pasado tanto para los teóricos marxistas como 

para los conservadores y elitistas) fue posible por la regulación de la economía de mercado a través 

del Estado de Bienestar Keynesiano y por la organ ización de la democracia a partir de sistemas de 

partidos institucionalizados y competitivos. Por una parte, la regulación política del mercado 

mediante la intervención del Estado de Bienestar Keynesiano y, por otra, la canalización de la 

participación del pueblo a través de partidos de masas que compilen respetando reglas de juego 

(otro principio regulatorio, pero económico) h icieron posible esa cohabitación y la simultánea 

expansión del capitalismo y la democracia durante buena parte del siglo veinte. De algún modo, 

el Estado de Bienestar Keynesiano, que fue construido por partidos en competencia, constituyó la 

clave para que la economía de mercado y la democracia ( la primera basada en y reproductora de 

la desigualdad, y la segunda construida sobre el principio de la igualdad) ruesen compatibles -más 

aún interdependientes- y se expand ieran en distintas regiones del p laneta, impon iéndose sobre 

otros modos de producción y otros regímenes políticos. 

377 Una buena guía para ingresar a ese debate es el trabajo editado por Esping-/\ncJcrsc:n (2002), con el sugestivo título: 

Why we need 11 11ew welf11re State? 

345 



Si  bien esta tesis no se propuso abordar, ni siquiera rozar, el análisis politológico de estos asuntos, 

y menos ingresar a los contenciosos políticos y normativos que su examen inevitablemenle 

depararía, la referencia a estas discusiones resulta úti l  para advertir y apreciar la relevancia teórica 

y la pertinencia pol ítica que tiene el análisis de los distintos tipos de régimen de bienestar (sus 

características e impactos) y las variables que los determinan, en particular las estrictamente 

políticas (en primer término, las orientaciones ideológicas de los partidos en competencia). Lejos 

tic ser tópicos u objetos de estudio propios del siglo pasado, se trata de asuntos de renovada 

vigencia para la ciencia política y el debate ciudadano. 

El vínculo entre regímenes de bienestar y partidos no es, por cierto, un asunto nuevo o inexplorado 

para la ciencia política, pero sí una relación que ha com:itado menos atención que otras cadenas 

causales. A menudo, las revisiones sobre las aproximaciones teóricas a los factores determinantes 

de la irrupción y las variantes de welfare identifican tres corrientes teóricas principales: las teorías 

de la industrialización (bajo un paraguas más amplio, se podrían definir como teorías dd desarrollo 

social y económico), los enfoques estado-céntricos y, por últ imo, las teorías de los recursos de 

poder. La identificación de los partidos (ya sea que se los considere por sus orientaciones 

ideológicas y sus intereses, o por sus rasgos organizativos) como factores clave en la conformación 

de los regímenes de bienestar debe abrirse paso en el debate entre corrientes teóricas de mayor 

recibo. Más difícil aún resulta defender los argumenlos sobre el peso que las ideas partidarias 

tienen en la construcción de los regímenes de bienestar: sus orientaciones ideológicas (en este 

campo, con relación a la intervención que debe tener el Estado en la regulación, la financiación y 

la provisión de políticas y servicios sociales) y los programas o modelos de política. En los últimos 

d iez años la l i teratura comparativa sobre regímenes de bienestar en A mérica Latina ha abordado 

estos asuntos abriendo una línea de acumulación aún en construcción (entre otros, Casliglioni 

2005, Segura-Ubiergo 2007, Haggard & Kaufman 2008, l luber & Stephens 2005 y 20 1 2, Pribble 

& l luber 20 1 1 ,  y Pribble 20 1 3); las reformas sociales, las transiciones entre tipos o modelos tic 

bienestar y la incidencia de los partidos en estos procesos (especialmente de los partidos o 

coaliciones de izquierda o centro-izquierda) son algunos de los asuntos que dominan esta nueva 

agenda de investigación. 
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En este marco, la referencia al nexo entre regímenes de b ienestar y partidos resulta en el caso 

uruguayo casi una obviedad. El régimen de bienestar uruguayo ha sido desde su temprana 

conformación en las primeras décadas del siglo pasado una construcción ideada e impulsada por 

partidos; una construcción en la que con faci l idad se pueden reconocer las contribuciones, 

decisivas, de algunos partidos y fracciones; aportes que moldearon sus rasgos distintivos en 

momentos clave del siglo pasado, "coyunturas críticas" empleando la clásica expresión de la 

l iteratura comparativa: el primer batllismo, durante las primeras décadas del siglo veinte, y el neo­

batllismo, entre los años cuarenta y cincuenta. 

Las reformas y creaciones de nuevas instituciones o políticas en las d istintas áreas sociales que 

impulsaron las dos primeras administraciones del Frente Ampl io, así como las reformas 

implementadas por los gobiernos de los partidos trad ic ionales entre 1 985 y 2004, también 

representan claras expresiones de la centralidad de los partidos en la construcción del centenario 

régimen de bienestar uruguayo. Esta afirmación no resulta una novedad; más aún, se podría 

sostener que es un lugar común, parte de la sabiduría convencional de las discipl inas que se han 

abocado al estudio del régimen de bienestar en el país. En cambio, determinar los efectos o 

impactos sobre el régimen de bienestar uruguayo producidos por la alternancia entre partidos o 

bloques partidarios puede resultar una contribución más novedosa al conocimiento del caso 

particular y a la l iteratura sobre el vínculo entre regímenes de bienestar y partidos. 

Tras examinar en profundidad las ref'onnas o creaciones institucionales y de política impulsadas 

entre 2005 y 20 1 4  se advierten algunos cambios de cierta s ign i ficación en la matriz de bienestar 

del país, que determinan un movimiento hacia un polo más universalista y menos estratificado. S i  

bien no es  posible afirmar que se haya producido una transición completa desde el  tipo 

.. univcrsalista estratificado" que ha caracterizado-y aún define- al régimen de bienestar doméstico 

hacia una variante univcrsalista (el tipo de régimen que construyeron las clásicas 

socialdemocracias europeas a media<los del siglo pasado, en un contexto histórico y político muy 

d i ferente al del presente), resulta posible identi ficar tendencias de cambio que van en la dirección 

de construir, en las distintas áreas o "pi lares'' de la arquitectura de bienestar doméstica, un formato 

más universalista, menos estratificado, más equitativo y con una mayor intervención del Estado 
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(expresión de una tendencia a la des-mercanti l ización de la protección social y la formación de 

capital humano). 

El régimen de prov isión de salud anterior a la reforma de 2007 podría ser caracterizado como 

'·dual": un régimen con una cobertura muy amplia, pero basada en la provisión de servicios de 

muy d istinta calidad y costos, estratificada por la posición de las personas en el mercado laboral y 

por los ingresos de las fami l ias; corno ya se señaló, un  régimen en el que una cuarta parte de la 

población (26%) recibía atención a través de prestadores privados -básicamente las IAMC­

mcdiante el pago o contratación d irecta de esos servicios, una quinta parle también era cubierta 

por las IA MC, pero a través de DISEE, y la mitad restante (5 1 %) se atendía en la salud públ ica.378 

En 2 0 1 4, a siete años del inicio de la reforma de la salud, 65% está cubierta por proveedores 

estatales o privados a través del Fondo Nacional de Salud, 26% se atiende en efectores estatales 

por fuera del Fondo y 8% lo hace en instituciones privadas mediante el pago de las fami l ias u otras 

fuentes privadas de pago. /\ su vez, el fuerte aumento del gasto público en salud (de 3.2% del P IB 

en  2004 a 6 .  1 % en 20 1 2) contribuyó a acortar la  ratio en  el gasto por usuario en  los proveedores 

dependientes de ASSE y el correspond iente a las I A MC (de 30% en 2004 a 83% en 20 1 1  ), 

determinando que la población que se atiende en estos dos tipos de instituciones (que representa 

el 87% de toda la población del país179) reciba prestaciones relativamente homogéneas en ténninos 

de costos. Por último, en este campo de política la participación creciente de la financiación pública 

dentro del gasto total de salud (de 5 1  % en 2005 a 68% en 201 1 38º) hace que el sistema se aproxime 

paulatinamente -al menos en este rasgo-- a los sistemas de los países más avanzados (el promedio 

entre los miembros de la OCDE es 72%).38 1  

m El  3% reslanll; <leclaraha en  la  Encuesta de  ! logares no tener coberlura de  salud. Datos rresenta<los en  e l  Capítulo 

4.3. Gráfico 4.9. 

rn J�stc 8ú.8 % de to<la la población es la suma de 54.4%1 que se atiende en l/\MC a través del FO /\S/\, 1 0.2%1 que 

se atiende en /\SSE a través del FO /\S/\ (entre ambos grupos dos terceras partes de la pnhlación que recihl.: servicios 

rclalivaml.:nll.: hornogénl.:OS en términos de l.:Ostos y de calidad por formar partl.: del sisll.:ma), 1 7.4% que se atiemk 

tamhién en institucionl.:s de /\SSE y 4.8% quc lo hace l.:n 1/\MC (cslns últimos dos grupos rmr f"u¡;ra dd FON/\S/\). 

Datos prcsl.:ntados en l.:I Capítulo 4.3, Gráfico 4.9. 

•�o Datos presentados en el Capítulo 4.3, Gráfico 4. 1 3 .  

m E l  promedio simpll.: entre Dinamarca. Noruega y Suel.:ia (los dos priml.:ros uhicados entre los países con más alLO 

rwrccntajc de participaci<Ín de la financiación púhlica en el gasto total en salud) es 84%. Datos presenwdos en el 
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En el campo educativo - el pilar más universalista de la matriz constitutiva del régimen de 

b ienestar u ruguayo (Fi lgueira y Fi lgueira 1 994) - no experimentó cambios estructurales n i  en el 

tramo de la educación básica o pre-terciaria ni  en el nivel terciario, que lo hayan desplazado en 

forma clara hacia cuadrantes más universalistas. S in embargo, el aumento significativo de la 

matrícula pública de educación terciaria (en particular en el interior del país) determinó una 

ampliación de la cobertura hacia segmentos de la población que anteriormente enfrentaban 

d i ficultades de acceso. Aunque la heterogeneidad, en términos de calidad de serv icios, al interior 

del sistema público podría no haber cambiado en los últimos diez años ( incluso, podría haber 

aumentado en forma leve), la brecha entre los proveedores estatales y los privados (medida a través 

del costo por estudiante) se redujo en la educación pre-terciaria y un iversitaria como resultado de 

una decisión política (uno de los ejes centrales de la campaña electoral del oficialismo en los 

comicios de 2004): el incremento del presupuesto para la educación pública de 3% a 4.5% del 

durante e l  primer período de gobierno. En la enseñanza pre-terciaria la ratio entre el costo por 

estudiante en el sistema púhl ico y el correspondiente al sistema privado aumentó de 59% en 2006 

a 87% en 20 1 2, en tanto en la educación universitaria pasó de 40% a 73%.382 

En el campo de la seguridad social se observa una expansión moderada de la cobertura, producto 

de la flexibi l ización en el acceso a las prestaciones contributivas y no contributivas Uubi laciones 

y pensiones), y de la ampliación de las prestaciones para activos (seguros, subsidios, etc.). Estas 

tendencias se suman a la construcción de un polo de protección social orientado a los sectores más 

vulnerables de la población ( institucionalizado a través de un Ministerio, nuevas disposiciones 

legales y un nivel de gasto signi ficativo). Si bien se ha señalado que la conformación de este nuevo 

podría expresar la apuesta a un pilar específico para atender este segmento de población inserto en 

la informalidad, que conviviría con la clásica matriz de protección social del país, considerando el 

peso presupuesta! de las transferencias no contributivas d irigidas a esta población3R3 (algunas de 

Capítulo 4.3, la Tabla 4.3. 

m Datos pn:scntaJos cn el Capitulo 4.4. Gráfico 4.22. 

m Como ya señaló en secciones previas, la suma de los recursos que el Estado destina a transferencia� monetarias no 

contributivas -pensiones asignaciones y otras prestaciones (TUS}- ronda el 1 . 1  % de l P!B, una ci f'ra alla si se compara 

a Uruguay con olros paises de la región, considerando, además, que es el scgundo país Je la región, detrás de Hra�il y 

sin considerar a Cuba, con más alta proporción del rrB dcstinada a las políticas sociales. 

349 



centenaria historia), las características del encuadre institucional de este nuevo polo de pol íticas y 

servicios, y la base legal en la que se apoya no podría ser catalogado como un componente menor 

o residual de la arquitectura de bienestar, sino como un componente de cierto peso institucional y 

presupuestal .  

Finalmente, el avance del Estado en el campo de las relaciones laborales mediante la ampliación 

y modernización de la legislación laboral y la reinstalación de los Consejos de Salarios (dos 

movimientos que remiten, en ese orden, al primer y al segundo bat l l ismo) es una de las notas más 

características del período y expl ica, en gran medida, la evolución de algunas variables calve en la 

determinación de los niveles de concentración del ingreso y de pobreza. 

Las reformas y nuevas políticas impu lsadas en todas esas áreas determinaron cambios en los 

perfiles o rasgos del régimen de bienestar uruguayo (la expansión de sus coberturas, el avance del 

Estado en algunas áreas de política, la dcs-mcreanti l ización del acceso a ciertos servicios y 

reducción de brechas de calidad entre prestadores), y alteraron -o contribuyeron a alterar junto a 

otras políticas y reformas, desde las propiamente económicas hasta la reforma tributaria- otras 

variables clave, como la distribución del ingreso o la incidencia de la pobreza. En este sentido no 

se puede desconocer que los regímenes de bienestar más avanzados realizan una contribución 

significativa a la reducción de la desigualdad en la d istribución del ingreso, a través de algunas 

polít icas clave como las transferencias y los servicios (en particular, aquellos que ayudan a formar 

capital humano). La trayectoria reciente de Uruguay en esas variables (la desigualdad en la 

d istribución del ingreso y la incidencia de la pobreza) también indica algunos puntos de contacto 

con las experiencias de países más desarrollados, que experimentaron procesos de expansión y 

fortalecimiento de sus regímenes de bienestar. En este sentido, la evolución de los ind icadores de 

concentración del ingreso durante los últimos años en Uruguay permite advertir el impacto de 

algunas ck las reformas y políticas impu lsadas en el campo social y económico: el coeficiente de 

G in i  cayó de 0.464 en 2004 a 0.379 en 20 1 4  (se contrajo 1 8% con relación al valor inicial).384 Este 

último periodo es el segundo de mayor disminución del G in i  desde comienzos del siglo pasado, 

detrás del período comprendido entre 1 940 y 1 958  (años de la segunda expansión del we{fare 

1"4 D:.itos presentados en el Capítulo 4.6, Grátit;o 4.23. 
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l iderada por el neobat l l ismo cuando el Gin i  se contrajo 22%).385 De hecho, Uruguay forma parte 

del 1 0% de países del mundo (a partir de un universo de ochenta países con información disponible 

en las bases en línea del Banco Mundial) donde más disminuyó el Coeficiente de G ini  entre los 

quinquenios 2005-2009 y 20 1 0-20 l 4 .3R6 Cabe agregar, que esta reducción de la desigualdad en la 

distribución del ingreso es mayor en términos relativos a la que se registró en los países del Sur de 

Europa durante los años ochenta bajo gobiernos socialdemócratas o socialistas (aunque partiendo 

estos últimos de niveles significativamente menores de desigualdad antes del arribo al gobierno de 

los partidos de izquierda o centro-izquierda).387 

La comparación entre U ruguay desde 2005 a 20 1 4  y otros países que fueron gobernados en 

períodos s imi lares por partidos o coaliciones de centro-izquierda de orientación socialdemócrata, 

permite d imensionar la magnitud de los cambios generados por las reformas que se implementaron 

durante las dos primeras administraciones frentistas. Esta comparación resulta de uti l idad, además, 

para sostener o refutar la afirmación sobre el posible carácter del leadin¡{ case de la experiencia 

uruguaya dentro del cuadro de las recientes experiencias regionales de gobiernos de izqu ierda o 

centro-izqu ierda. En particular, la comparación entre Chi le y Uruguay resulta de interés por ser 

dos de los países de la región con regímenes de bienestar más longevos, por haber transitado 

durante la primera mitad del siglo pasado trayectorias relativamente s imi lares en el proceso de 

construcción de esas matrices y por las semejanzas que guardan sus sistemas políticos y sistemas 

de partidos en las principales variables de desarrol lo democrático. M ientras en Uruguay el gasto 

público social aumentó de 1 9.4% del P I B  en 2004 a 25.2% en 20 1 2  (un 30% de crecimiento con 

relación al valor in icial), en Chi le creció de 1 4.2% en 2000 a 1 5 .7% en 2009 ( 1 1  % de crecimiento 

acumulado durante la década).388 Por otro lado, en el caso uruguayo, tras el aumento del gasto 

m Datos rrcscntados en el Capítulo 4.6, Gráfico 4.42. 

3�" Ver Anexo IV. ürálico A.4.4. 

m Como ya se señaló en el Capítulo 4.6, Tabla 4.6, en España el Gini descendió de 0.3 1 8  en 1 980 a 0.302 en 1 990 

(un 5%1 de disminución cn11 relación al valor inicial al caho de una década), para volver a crecer hasta 0.35.3 en 1 995 

(un valor levemente superior al de 1 980, dos años antes de la l legada de los socialistas al gobierno). 

1�K En el ca<;o de Uruguay los datos corresponden al Observatorio Social del MIDES y en el de Chile a CEPAL 

(hlln://estadisticas.ccpal.org/cepalstat/WEA CEPALSTAT/l'ortada.asp); los datos de CEPAL para Uruguay serian 

1 9.3% en 2004 y 23.5% en 20 1  1 (año más reciente). 
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público en salud en el marco de la reforma impu lsada por el primer gobierno del Frente Ampl io, 

el porcentaje del gasto total en el sector financiado por fuentes públicas creció de 5 1  % en 2005 a 

68% en 20 1 2  (un registro s imi lar al promedio de los países de la OCDE), en tanto en Chi le se 

ubicó en 20 1 2  en 49%.3�9 M ientras el peso del gasto público en educación dentro del gasto 

educativo total aumentó en Uruguay de 7 1  % en 2004 a 75% en 20 1 3390 (un registro ocho puntos 

inferior al promedio de los países de la OCDE), en Chi le se situó en 20 1 1 en 62%, un valor muy 

bajo en comparación con los países con amplios regímenes de bienestar (valor que refleja, por otra 

parle, el Fuerte peso que sigue teniendo la esfera privada en la financiación educativa, pese a los 

intentos de reforma impulsados en las dos administraciones de Bachelel).391 También al comparar 

la prioridad macroeconómica del gasto público en transferencias no contributivas se advierte un 

clara asimetría entre ambos países: mientras e l  Estado uruguayo destinaba en 20 1 3  un punto del 

P I B  a las principales transferencias de este tipo (el nuevo Régimen de Asignaciones Fami l iares y 

la centenaria Pensión por Vejez e Inval idez), Chi le dedicaba 0.55% sumando el programa "Chile 

olidario" y el régimen de "Pensión para Adultos Mayores". 392 Con respecto al campo de las 

relaciones laborales las di ferencias entre ambos países resultan aún más evidentes: tras la 

restitución de los Consejos de alarios en U ruguay a comienzos de la primera administración 

frentista, así como de la nueva legislación en la materia que se fue aprobando en los años 

sigu ientes, la Lasa de negociación colectiva, de acuerdo a los datos de la OIT3"3, trepó en 20 1 3  a 

98% (una cobertura cuasi-universal para los trabajadores asalariados que sitúa Uruguay entre lodos 

los países con más altos registros a nivel global), en tanto en Chi le, de acuerdo a la misma fuente 

y para el mismo año, el registro rozó el 20%; indicadores que tienen, además, un fuerte impacto 

en las tasas de sindical ización. De acuerdo a la misma fuente, en 20 1 O la Lasa de sindical ización 

fue de 34% en U ruguay y de 1 9%1 en Chile.394 Por último, y sin afirmar la existencia de una 

asociación d irecta entre las variables examinadas y el nivel de concentración del ingreso en ambos 

1�9 Dalos rm:senlados en el CapíLUlo ·1.3. Grálirn 4 . 1 3  y Tabla 4.3. 

wo El hecho de que el aumenlo no haya sido mayor pese a que el gasto público en educación creció del 3% del PI B al 

4.6%1 entre 2004 y 20 1 3  se explica porque tamhién creció el gasto privado, aunque en rrn.;nor medida. 

39 1 Dalos prcs1.:mados en el Capítulo 4.4, Grálico 4. 1 8. 

192 Datos del B J J) - ··sociómctro"" (hllp://www.iadb.org/cs/inves1igacion-y-dalos//transfer1.:ncias-sociales.753 1 .hlml). 

191 Ver Capítulo 4.5. Gráfico 4.34. 

194 Ver Capítulo 4.5, Gr<llico 4.38. 
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países (pero quizás sí de su evolución reciente), el cotejo entre ambos países permite advertir c laras 

d i ferencias: m ientras en Uruguay e l  coeficiente de Gin i  cayó de 0.464 en 2004 a 0.379 en 20 1 4  

(un valor levemente superior al promedio de los países del Mediterráneo, los más desiguales de 

Europa occidental), en Chile disminuyó de 0.564 en 2000 a 0.524 en 2009 (un descenso del 7% 

con relación al valor in icial, frente a la reducción del 1 8% regsitrada en Uruguay).395 El examen 

de las transformaciones o cambios en la arquitectura de bienestar tras las reformas desarrol ladas 

por los dos primeros gobiernos del Frente Ampl io (en términos de cobertura, niveles de 

estrati ficación y participación del Estado en la financiación, regulación y provisión de servicios), 

así como el examen de sus impactos en algunas variables clave (en particular, la concentración del 

ingreso y los niveles de bienestar de los estratos bajos y medios) permite afirmar que estos cambios 

no han sido marginales. 

La pregunta sobre los factores determinantes de ese v iraje o transición desde la arquitectura 

trad icional del welfare uruguayo hacia un tipo o variante de corte más universalista, menos 

estratificada y con mayor participación del Estado, encuentra algunas respuestas provisorias en los 

dos ejercicios de comparación histórica desarrol lados en el capítulo anterior. A 1 comparar los dos 

.. ciclos" políticos posteriores a la restauración democrática (el ciclo de la .. doble transición'' que 

abarca las cuatro administraciones consecutivas de los partidos trad icionales, y el ''ciclo 

progresista'· que comprende los dos primeros gobiernos del Frente Amplio) no se advierten 

d i ferencias significativas en varias de las variables que la l i teratura identi fica como posibles 

factores causales de una expansión de corte estatista del régimen de bienestar. En ambos períodos 

(nuestras unidades de análisis o casos) se registraron años de fuerte crecim iento económico 

(aunque con mayor magnitud y menor volatil idad en el segundo); en ambos períodos estuvieron 

presentes legados de política que favorecían o faci l i taban la implementación de reformas de corle 

estatista; en ambos períodos ex istieron fuertes incentivos electorales para impulsar reformas de 

ese tipo396: por último, en ambos períodos los gobiernos dispusieron de los recursos políticos 

195 CEP /\ LST/\T (hllp://l.:sladisticas.cepal.org/c¡;palstaLIW l·:l I CEP /\ I Sl"/\T/l'ortada.asg). 

396 Un ejemplo del v!m:ulo entre esos 11.:gatlos L:slalistas y una reforma que amplió la presencia del Estado en uno tic 

los campos de política social durante el primer período, es la reforma de la cnsL:ñanza pública pre-terciaria impulsada 

por el segundo gohicmo colorado entre 1 995 y 2000. Esa reforma muestra que la dL:cisión polilica de impulsar 

transformaciones pro-Estado se huhicse hcncíiciatlo tic una fuerte prclcrcncia por políticas de corle cstatista que 
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necesarios -especialmente, mayorías legislativas- para impulsar reformas (de hecho, durante el 

segundo mandato de Sanguinetti se procesaron dos reformas en sectores o áreas principales del 

régimen de bienestar, gracias al respaldo legislativo de una coalición que perduró durante Lodo ese 

período: la reforma de la seguridad social, de corte moderadamente privatista, y la reforma de la 

educación pública pre-terciaria, de fuerte impronta estatal). La variable en las que ambas unidades 

temporales asumen, notoriamente, valores d ivergentes es la orientación ideológica del partido o 

coalición gobernante; un  comportamiento d iferente que se puede constatar tanto en las posiciones 

y preferencias de sus él i tes y sus volantes, como en sus plataformas e lectorales y otros documentos 

programáticos. Por otra parte, al comparar al Frente Amplio (en base a los datos sobre las 

orientaciones de sus é l ites, sus votantes y sus plataformas programáticas) con otros partidos o 

coaliciones de izquierda o centro-izquierda de la región se aprecia su consistente perfil como 

partido <le izquierda. 

Con relación a la orientación ideológica del Frente /\mplio, las entrevistas realizadas a los 

in formantes cali ficados que fueron consultados en esta investigación (cuadros políticos que 

ocuparon posiciones clave en el proceso de formulación, negociación e implementación de las 

reformas y que reflejan la pluralidad ideológica de la coalición) muestran que existió una 

articulación entre dos visiones que fue clave para implementar una agenda tan amplia y compleja 

de reformas sociales durante u n  período relativamente acotado. Una al ianza que, corno señalamos 

en el capítulo anterior, se podría sintetizar en la definición del Frente Amplio corno un partido de 

base laboral con una orientación socialdemócrata (no un partido "proíesional-electoral'' o de él ites 

de orientación social-liberal, sino un partido laborista o de base laboral con una agenda de 

orientación socialdemócrata). Un partido de coal ición que expresa la articulación entre una agenda 

centrada en la defensa de los intereses de los trabajadores organizados, la distribución y la 

intervención del Estado (tradicional de las grandes izquierdas del siglo veinte), con una agenda 

que busca asegurar un crec imiento sostenible con et¡uidad, favoreciendo la competitividad de la 

economía, la diversificación de su inserción comercial, la captación de inversión ex tranjera, la 

formación de capital humano y promoción de innovación (más propia de las socialdemocracias 

prevalecía en ese momento -y siguen prevaleciendo- en el electorado. Sobre este punto s1: recomienda De Armas 

(2004) y Lanza ro (2004 ). 
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contemporáneas, en particular en economías pequeñas como señalan Esping-Andersen 200 1 b y 

Castel ls  & f l imanen 2002).397 

El segundo ejercicio de comparación entre los tres períodos de la historia moderna de Uruguay en 

que se registraron mayores aumentos en la prioridad macroeconómica del gasto público social (una 

medida sintética del "esfuerzo de bienestar" del Estado), permite identificar la combinación de 

factores causales que detenninó la expansión del gasto social y del régimen de b ienestar 

(verificable también en otras d imensiones y variables, como la producción de refonnas legislativas 

e institucionales en sectores clave de la política social y en la protección laboral). Si bien en esas 

tres un idades temporales se pueden apreciar algunas s imi l itudes o semejanzas en tres variables 

clave ( las preferencias del partido gobernante con relación a la participación del Estado en el 

campo social, los recursos políticos del gobierno y el contexto económico), esta configuración 

causal sólo resulta ev idente en dos de los tres períodos analizados: el ciclo progresista y la fase de 

mitad de siglo veinte. En esas dos un idades temporales claramente se advierten muy altos -y 

sostenidos- niveles de crecimiento económico, una orientación ideológica del gobierno de corte 

estatista y laborista (en contextos h istóricos, por cierto, muy di ferentes) y fuertes recursos políticos 

del Poder Ejecutivo (mayorías en ambas Cámaras durante varias legislaturas consecutivas). En 

cambio, la asignación de esos valores a la primera unidad temporal podría ser debatida, si se 

consideran o tienen en cuenta los sub-períodos que se pueden identificar a su interior: en particu lar, 

se podría debatir si durante el primero período -la década del diez, que corresponde a la segunda 

y muy dinámica presidencia de José Batlle y Ordóñez- estuvo presente o ausente la condición 

causal del alto crecimiento económico. Mientras que en los años veinte el P I B  registró altos niveles 

de crecimiento, en los años en los que Ratlle y Ordóñez impulsó su ambiciosa batería de reformas 

sociales y laborales la economía nacional debió navegar en tiempos turbulentos. Asimismo, con 

relación a la d ispon ibi l idad de fuertes recursos políticos, la valoración de Ja primera unidad 

temporal también podría generar debate, ya que se observan dos subperíodos d i ferentes dentro de 

esta primera fase: el primero, hasta la primera derrota en las urnas del batllismo y el --alto de Viera", 

1'11 El siguiente pasaje tle una de las enlrcvisla'i a los in formantes cali ficados rellc_;ja la existencia de cslas tlos visiones 

y su articulación o ali:ln/a como base de las reformas desarrol ladas: .. ¡.), el proceso de inslalación en el gohiemo . . . 

(se) supo enlender que sin eficiencia y sin crecimienlo nn había lodo lo olro. ( . . .  ) F:sla lensión es deflniloria sohre lo.� 

señas de idenlidad y la posibilidad de conlinuidad del proyeclo (rmlílico d.: i/quiertla).'' 
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con un gobierno muy fuerte l iderado por el bat l l ismo; el segundo, desde ese llamado al ··alto en el 

camino" y hasta fines de los años veinte, con un batllismo obligado a negociar y pactar dentro de 

su propio partido, con las minorías conservadoras, y con la oposición nacionalista, moderando en 

consecuencia su ímpetu reformista en c.:sc nuevo escenario de la ""política de compromiso··. 

Más allá de las l imitaciones metodológicas que la comparación entre unidades temporales entraña, 

este ejercicio ha permitido identificar los posibles vínculos cntTc la orientación ideológica de los 

partidos o coaliciones gobernantes y la conformación y los perfi les del régimen de b ienestar, y en 

particular la asociación entre los partidos de izquierda y la expansión de las funciones del Estado 

en estos campos de política. 

La identificación de la configuración causal que determinó el perfil de las reformas sociales 

impu lsadas durante las primeras dos administraciones frentistas y el  movimiento o transición del 

centenario régimen de bienestar uruguayo hacia un polo más universalista y menos estratificado, 

intenta contribuir a una corriente teórica más amplia dentro de la ciencia política (que trasciende 

o sobrepasa el campo de los estudios sobre regímenes de bienestar): una aproximación teórica que 

identifica a las ideas políticas de los partidos (desde el nivel más general o normativo de las 

ideologías que postulan, al nivel más operativo de los modelos de política que promueven) como 

uno de los factores causales que mayor incidencia tiene en la determinación del comportamiento 

de los gobiernos. 

Como en muchas otras áreas principales de la discipl ina, el contencioso en el terreno normativo y 

el debate teórico (basado en la contrastación empírica de hipótesis) distan de estar resueltos o 

laudados. A lgunas líneas de investigación más ambiciosas y exigentes en términos metodológicos 

podrían ser sugeridas para avanzar en esa dirección: estudios comparativos con un .. n·· mayor que 

permita controlar las h ipótesis con otras variables relevantes y descartar hipótesis rivales; estudios 

comparativos entre unidades espaciales que eviten los sesgos y dehil idades del análisis de 

varianzas diacrónicas (Bartol in i  1 994); estudios con un número de observaciones suficiente que 

permita un tratamiento estadístico más riguroso. /\demás de proponer indagaciones más exigentes 

en términos metodológicos que permitan producir inícrcncias causales más robustas, algunas 

posibles líneas de investigación de corte más cualitativo (incluso mediante estudios de caso 

356 



orientados teóricamente o comparaciones entre unidades Lemporales) podrían contribuir a la 

acumulación de conocimiento en este campo. En ese sentido, la comparación entre las '·izqu ierdas" 

-particularmente en la región- puede permitir precisar el análisis sobre los vínculos causales entre 

ideas pol íticas y políticas sociales, y, qu izás, hallar perfiles más específicos dentro del amplio 

espectro de las izquierdas latinoamericanas. Esta discusión, por otra parte, permitiría avanzar en 

el conocimienlo sobre las variantes de régimen de b ienestar que es dable esperar en los sistemas 

políticos de la región bajo gobiernos de izquierda o cenlro-izquierda. 

Subestimar la significación y los impactos de algunas de las reformas sociales que fueron lideradas 

por partidos de izquierda o centro-izquierda en América del Sur durante los últimos años responde, 

a menudo, a una comparación -quizás demasiado ex igente- entre estos casos y las clásicas 

experiencias de construcción de we(fare en los países escandinavos, del norte de Europa o incluso 

en los del Mediterráneo. Naturalmente, al cotejar las recientes experiencias latinoamericanas (aun 

las más exitosas, los contados leading cases) con esos ejemplares más tempranos y avanzados, las 

d i ferencias resultan notorias en cualquiera de las variables que se utilice para describir los rasgos 

y los impactos de un régimen de b ienestar: la prioridad macroeconómica y fiscal del gasto público 

social, la cobertura de las políticas, los niveles de estratificación de los servicios, los grados de 

des-mcrcantil ización en el acceso a la protección social, la capacidad de las transferencias y los 

impuestos para reducir la desigualdad, etcétera. Qu izás resulte más úti l  para hacer progresar la 

teoría y para nutrir el debate político sobre el tipo de régimen de bienestar que requieren las 

sociedades latinoamericanas en las próximas décadas, profundizar en la indagación sobre los 

nuevos tipos de régimen que es factible construir en economías, sociedades y sistemas políticos 

corno los de la región, muy d i ferentes a los que pautaron la emergencia y el desarrol lo  durante el 

siglo veinte de los Estados de B ienestar más avanzados. 
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Con relación a la prensa analizada (artículos, editoriales y notas que se publ icaron entre marzo de 

2005 y diciembre de 20 1 4) sobre política social, educación, salud y relaciones laborales, cabe 

señalar que los medios consultados fueron :  los periódicos El Observador, El f>aís, La Diaria, Lu 

Repúh/ica y Últimas Noticias; los semanarios Brecha, Búsqueda, la Juventud, Semanario 7n y 

Voces. Información de prensa provista por la B ib l ioteca del Poder Lcgislativo.398 

Anexo 1 1 :  entrevistas realizadas 

Briozzo, Leonel: Subsecretario de Salud Pública entre 20 1 1 y 20 1 5 . í 1CG399 j 

Capurro, Teresita: dirigente de la Federación Uruguaya de Magisterio entre 2005 y 20 1 O, y 

Consejera (electa por los docentes) del Consejo Directivo Central de la Admin istración 

Nacional de Educación Públ ica entre 20 1 O y 20 l 4f ) [ ICS 1 

1'IX Un <.:urpus de aproximadamcnlc 3600 ohscrva1;ioncs con sus com:spondicnlcs dcscriptorcs, dcl q uc se extrajo una 

muestra intcncional qLIL: ruc la anul inida pl:lra este estudio. 

w•i Los in fhrmanles cali ficados han sido dasi ficados de ucucrdo al rol por los 4uc se los enlrcvislcí con los siguit:ntcs 

códigos: ICCi signi fica ··informante cali ficado del :ímbito de gobierno··: ICS signilica ··in formante cal i ficado del 

ámbito sind ical ' ': ICE sign i fica · · informante cali ficado del á111bi 10  em¡ircsarial"·. 

· l .a� cntrcvistas señalada� con a.�tcrisco rcnem:een al trahajo de campo del estudio coordinado por el autor en el 
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Castellano, Mi lton: d irigente del PIT-CNT entre 2005 y 20 1 5 . [*j L ICS]  

Ehrlich, Ricardo: Intendente Municipal de Montevideo entre 2005 y 20 1 O,  y Ministro de 

Educación y Cultura entre 20 1 O y 2 0 1 5 .  [ ICG] 

Fernández Galcano, Miguel :  Subsecretario de Salud Pública entre 2005 y 20 1  O . [ ICG]  

Garibaldi, Luis: Director N acional de Educación de l  Min isterio de Educación y Cultura entre 

2005 y 20 1 5 . ( lC G ]  

Lorenzo, Fernando: Jefe d e  l a  /\sesoría Macroeconómica del Ministerio d e  Economía y 

Finanzas entre 2005 y 20 1  O, y Ministro de Economía y Finanzas entre 20 1 O y 20 1 3 . 1  ICG J 

Lousteneau, Nelson: Subsecretario del Min isterio de Trabajo y Seguridad Social entre 2009 y 

20 1 5 . ( *] [ ICG J 

Masol ler, Andrés: Subsecretario de Economía y Finanzas entre 2008 y 20 1 O. í lCG 1 

Mesa, Carlos: Subd irector de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto de la Universidad de 

la República entre 2005 y 2007. (*](ICGJ 

Mirza, Christian: Director N acional de Políticas Sociales del Min isterio de Desarro l lo Social 

entre 2005 y 20 1  O.ílCGl 

Murro, Ernesto: Presidente del Banco de Prev isión Social entre 2005 y 20 1 5 . 1 ICG1  

Olesker, Daniel: Director General de  Secretaría del M inisterio de Salud Pública entre 2005 y 

20 1  O, Min istro de Salud Pública entre 20 1 O y 20 1  1 ,  y Min istro de Desarrollo Social entre 20 1 1  

y 201 5 . ílCG] 

Olivera, Ana: Subsecretaria de Desarrol lo Social entre 2005 y 20 1 O.( ICG ] 

Otegui, Ignacio: d i rigente empresarial de la  Cámara de la Construcción del Uruguay [ * l [ ICE] 

Padrón, A lvaro: Coordinador de Proyectos de la  Fundación Friedrich Ebert Uruguay 

(FESU R), desde 2003.[JCS] 

Pasturino, Martín: /\sesor del Consejo Directivo Central (2005) y Consejero del Consejo de 

Educación Secundaria de la Admin istración Nacional de Educación Pública entre 2006 y 20 1  O. 

[ * J l lCG J 

Passada, lvonne: Legisladora del Frente /\mpl io (2005-20 1 4) 1 * Jl ICG 1 

Posadas, Ricardo: dirigente empresarial f * l f ICEl  

marco del estudio sobre participación social cn e l  primer Gobierno dcl Frente Amplio realizado e n  d marco del 

acuerdo enlrc cl lm;tilulll de Cicm:ia Política de la Universidad de la República y la Fundación Fricdrich Ebcrl en 

Uruguay (FESLJR).  
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Scagliola, Andrés: Director Nacional de Políticas Sociales del Min isterio de Desarrol lo Social 

entre 20 1 0  y 20 1 5 . ( ICG]  

Anexo 1 1 1 :  fuentes documentales y bases de  datos consultadas 

Banco l nteramericano de Desarrol lo ( B TD), Sociómetro: 

http://www.iadb.org/es/investigacion-y-datos//tablas,6882.html?ind icator=4 

Banco Mundial - World Developmenl lndicators: 

h ltp ://databan k .  world ban k .org/data/v iews/variab 1 cSe lection/se lectvari ab 1 es.aspx?source=wo 

rld-developmcnt-ind icators# 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe, Área de Población y Desarrollo 

(CE LA DE): h ttp ://www.cepal .org/es/ estimac iones-proyecciones-pob lac ion-largo-plazo­

l 950-2 I 00 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPALSTAT / Bases de datos y 

publ icaciones estadísticas: 

hUp://estad isticas.cepal .orwcepalstat/WEB CEPA LST A T/estadisticas lnd icadores.asp?idio 

ma=e 

Comparative Manifieslo Projecl: https://visuals.man ifesto-project. wzb.eu/mpdb­

sh i ny/cmp dashboard/ 

Corporación Latino barómetro: http://www.latinobarometro.org/latOn line.jsp 

Cross-nalional cenLer in Luxemhourg: http://www.Iisdataccntcr.org/data-access/key­

fi gures/i neg ual i ty-and-poverty/ 

Encuesta Mundial de Valores: http://www.worldvaluessurvcy.org/wvs.jsp 

European Election Dala hase del Norwegian Cenlre for Research Data: 

http://www.nsd.uib.no/european elcction databasc/about/ 

Estudio de Panel a opinión pública del Instituto de Ciencia Política en las campañas 

electorales de 2004 y 2009. 

I nstituto Nacional tic Estadística (Uruguay): http://www.ine.gub.uy/ 

lnlernalional Monelmy J•und. World Economic Outlook Database : 

http://www. im r.org/extcrnal/data.htm 

Maddison Project: http://www.ggdc.net/madd ison/maddison-project/homc.htm 
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Ministerio de Desarrol lo Social (Uruguay) - Observatorio Social: 

http://observatoriosocial .mides.gub.uy/portalMides/# 

Montevideo-Oxford Latín American Economic History Data Base: http://moxlad­

staging.hcrokuapp.com/home/es# 

Naciones Unidas - UN Data: http://data.un.org 

Organ ización Internacional del Trab�jo (OIT): 

https://www . i lo.org/i lostat/faces/help home/data by subject? ad f.ctrl­

state=w45ilx46a 239& afrLoop=480775928546 l I # 

Or�anizationfor Economic Co-operation and Development (OECD), OECD - Sta/: 

http://stats.occd .org/1 ndex .aspx? DatasetCode=R GRA DSTY # 

The World Wealth and lncome Database: http://www.wid.world 

UNESCO Jnstilutefor Stalistics (U IS):  

http://stats.uis.unesco.org/unesco/TableYiewer/documentaspx?ReportTd= 1 36&1 F  Languag 

e=ene:&BR Topic=O 

U niversidad Católica del Uruguay, I nstituto de Relaciones Laborales de la Un iversidad 

Católica del Uruguay: http://ucu.edu.uy/es/coníl ictiv idad laboral#. Y 6nPA f1971U 

Universidad de la República - Facultad de Ciencias Económicas y Administración 

Instituto de Economía de la U n iversidad: http://www.iecon.ccee.edu.uy/base-de-datos-area­

de-h istoria-econom ica/conten ido/32/es/ 

Universidad de la Repúbl ica - Facultad de Ciencias Sociales - Banco de Datos - Área de 

Política y Relaciones Internacionales: 

http://c ienciassociales.edu.uy/bancosdedatos/secciones/area-de-pol itica-y-relaciones­

internacionales/ 

Universidad de Salamanca, Observatorio de El ites Parlamentarias en América Latina: 

http://americo.usal.es/o ir/el ites/ 

University o.f Groningen: http://www.rug.nl/ggdc/productivity/1 O-sector/ 

V-Dem Varieties ofDemocracy: https://v-dem.net/DemoComp/en 
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Anexo I V :  información estadística y documental adicional 

G.-áfico A.3. 1 
"Índice de Institucionalización de los Pa.-tidos" l i l  en países de América Latina seleccionados, ordenados en 

forma descendente por- sus valores. Se.-ie 1900-1970. 

Uruguay Colombia 

Chik Costa Rica 

__________ Argemina México 

Brasil Vcm:zuela 

Fuente: V-Dem Variet1es r�f Demncracy (hllps:llv-dem.11et!Dem0Co11w/_ll!J).Notas: /1/ ¿En qué medida los partidos políltcos está11 
111st1tucf(}11alt=ados ? /,o 111st1tucm1wlt:ació11 de lo.t partidos refiere u varios atributos de los partrdos po/it1cos: Pntre otrns. el Krado 
de orga111=ac1ón de los partido.<. sus vínculos con la .\'Octedad t:tl'tl. la preseniw de cuadros entre los mtlttantes partrdartos. el 
apoyo en el electorado. la coherencw de sus plataformas prngramáltcas e 1deologias y la disc1p/111a partidaria entre los 
representantes del partido en el parlamento. Valores altos en esos atrthutos o d11nens1ones del indice generalmente 111drran la 
presencta de un srstema dP partidos 111st1tuc1onalt=ado. El índrce considera los atrrhuws de todos los partidos con un e11fas1s 
especial en los prrncrpales dentro del .�wema partrdann. esos que se podría decir que dominan y definen la drnámtca del s1.1·1ema. 
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Cuadro A.3.1 
Protección social en paises de ¡\ mérica Latina seleccionados catre la décadas de 1 940 y 1980. 

Países 
Argentina 

Brasil 

Chile 

Colombia 

Costa Ríe.a 

Hxico 

Gobiernos 
1 946- 1950 

195 1 - 1 957 

1958-1961 

1 966-1972 

1973-1976 

1976- 1983 
1946-1 963 

1964-1 9X4 

1945-1 973 

1973-1980 

1945-1 947 
1 958-1973 

1974-1980 
1949-1980 

1945-1 990 

Iniciativas en política soci:il 
E>:pansión de la seguridad social y la cobertura de salud a la mayoría de la fuera laboral. 
In .1954, la legislación de salud define beneficiarios, con una distribución progresiva. 
Se expanden las Obras sociales, pero el sistema público de salud comienza a erosionarse. 
En 1959 durante el gobierno de Frondizi, se incrementan los beneficios a los trabajadores 
cubiertos por el sistema 
Consolidación parcial de los fondos de seguridad social, introduciendo nuevas 
restricciones en términos de elegibilidad. Después del levantamiento de los sindicatos de 
Córdoba, la cobertura se expande y los empleados provinciales soo incorporados al 
sistema. Las Obras también expanden signiiicativamente su cobertura, aunque el gobierno 
alienta al mismo tiempo la expansión de Jos proveedores privados. 
Los grupos de interés y, finalmenle, el golpe militar impiden el establecimiento de un 
sistema universal y unificado de protección social y salud. 
Las contribuciones de los empleadores son eliminada5, lo cual incrementa la presión 
financiera sobre el sistema El sistema público de educación primaria es dcsccntraliwdo 
hacia las províocins, y el presupuesto federal es reducido. 
Nuevos derechos y beneficios para los seclores cub1enos En 1 960 la edad mín11na es 
cl1mmada como requ1s1to de elcg1b1hdad para los traha.¡adores ya cubiertos por los fondos 
de pensión 
En 1 97 1 FUNRURAL cxllcnde los l imilados derechos y derechos y hcndic1os tic 
seguridad soi.:ial a los lrahajadorcs rurales sin un rcq111silo tic eon!J 1hución. En 1 974 la� 
pensiones son cxiendida� a los ancianos o d1scapac1tados rcsidcnlcs en arca� urbana.� 
quienes habían realizado parciales pero incompleta� conlribuc1oni;s al sistema Entre 1 976 
y 1977 se da la expansión tic servicios de salud de emergencia a través de FUNRURAL 
En 1 977, PIASS· se da una cx1cns1ón limilada de clínica� y programas de sanidad en los 
Es1ados del noreslc. 
En 1952 las pensiones son extendidas a nuevas calegorias de obreros. Entre J 958 y 1 973 
se produce una fuerte expansión de la educación primaria bajo los gobiernos de Frei y 
Allende. En L964 se lanza y extiende un programa de salud básica. Entre 1 970 y 1973 se 
da la expansión de la cobertura de la seguridad social a los trabajadores independientes y 
se produce un incremento de lns pensiones a los obreros. 
En 1 975 se i.ntroducen programas focal izados de empleo. Se produce una reducción de los 
derechos y beneficios para los obreros y los trabadores profesionales y de servicios. En 
1 980 se introduce un sistema obligatorio de cuentas privadas de caphali7,ación en la 
seguridad social para todos los trabajadores que ingresan a la fuerza de trabajo. En 1 98 1  
se establece los fondos privados de salud (ISAPRES) y se produce la reforma del sistema 
educativo: el régimen de competencia entre escuelas particulares y municipalizadas. 
En 1946 se produce un avance en la legislación de seguridad social 
En 1958 por plebiscito se mandata 4uc al menos el 1 05 del gasto del gobierno debe cslai 
dcslmado a la cducac1ím En 1 962 se establece el Fondo de Compensación Familiar y 
subs1d1os de educación y atc:ndém de salud para los Lrabadores profesionales y de servicios 
Se dcsarrnlla un programa de conslrucción de escuelas primarias y se produce la cxpai1sió11 
nacional del sistema cducat1vu, impulsada por los sindicatos docenles 
En 1961 por enmienda constirucional se universaliza el sistema de pensiones y la 
protección de salud. En 1971 se produce la inclusión de los trabajadores independientes y 
todos los trabajadores rurales en el sistema de pensiones y de salud. Se incremcnlan los 
impuestos salariales para expandir los beneficios. 
En 1960 se extiende la cobertura del sistema dc pcns1011cs (Lópc7 Malcos) en 1 973 se 
expande la cobertura dt: pensiones y de salud a las áreas niralcs (l�chcvarría) 
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Cuadro A.3.1 
Protección social en países de América Latina seleccionados entre la décadas de 1 940 y 1 980. (continuación) 

Perú 1945-1947 

1948-J955 

1956-1961 

1968-1980 

ruguay 1 943-1973 

1973-1 984 

Venezuela 1945-1 947 

1 96 1 - 1 980 

L;as iniciativas de expansión de la cobertura de seguridad social son interrumpidas 
por el golpe militar de Manuel Odria. 
No se producen iniciativas dt expansión significativas, salvo las de algunos beneficios 
para los trabadores profesionales y de servicios. 
La coalición APRA-Prado extiende los derechos y beneficios de la seguridad social a 
lo.� obreros y a los trabajadores del sector público. Se incrementa la financiación de 
los fondos para los obreros, se flexibilizan sustancialmente las condiciones de acceso 
y se establecen pensiones de adulto mayor, por discapacidad y beneficio por 
fallecimiento para los obreros. 
Se desarrollan esfuerzos para consolidar los fondos de seguridad social y por la 
estandarización de beneficios. No asignó prioridad a extender la cobertura al área 
rural y a los trabajadores independientes. 
l'n 1 943 se introducen nuevos beneficios para las fam il ias (As1gnac1ones Fam1/1ares) y 
por maternidad. En 1 954 se exuende la cobertura de la seguridad social a lodos los 
trabajadores de industria y comercio. El sistema de seguridad social se extiende a los 
trabajadores rurales En 1961  se extiende el seguro social para los desempleados. En 1970 
la protcc.:ciún de salud se translhnna en obligatoria para Indos los trabajadores del sector 
públ ico y privado F.I Mi111slcrio tic Salutl incrementa los scrvicws desunadus a la 
población de ba1os ingresos 
Se sigue consolidando el s1�tema de segundad social, pero incrementando J a  edad de rcllrO 
y reduciendo beneficios. En 1 98 1  se elimina por ley la restr1ce1ón sobre la afil iación al 
sis1c111a mutual de las personas mayores y de las mujeres embanuada�. pero al mismo 
uempo se producen recortes en el ga�to. S1 bien se observan esfuer1os pur aumentar el 
control y la centralización de la educación, no se protlucen 1.:a111bios signi ficativos. l�I ga.Gto 
en educación aumenta para intentar compensar el incremento de la matricula., p..:ro 11u logra 
cubrir tl1cho aumento. 
En 1945 se establece el Fondo por Enfem1edad y Maternidad y en 1946 se mandata por 
ley Ja educación primaria. 
Tras no producirse cambios significativos enue 1 948 y 1960, en 1961 la nueva 
Constitución garanúza la l ibertad en educación primaria, generando la mayor expansión 
de acceso al nivel. En 1 996 nuevos derechos de seguridad social para pensionista� aduJtos­
mayores. Se extiende la cobertura a los empleados públicos y trabajadores domésticos. 

Fuen1e: /laggard &. Kaufman (2008: 85-86) 
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Tabla A.4.1 
Programas de transferencias condicionadas y de pensiones no contributivas en países de América Latina y el 
Caribe, ordenados en forma decreciente por presupuesto de ambos medido como porcentaje del PIB de los 

respectivos países. Circa 2013. 

Nombre del PTC Presupuesto Nombre del Programa/polít1ca de Presupuesto Presupuesto 
/ PIB (%2 "�cnsión no cuntribuliva" I PIB {%2 total I PIB (%2 

Ara�il Bol.m Fam1/ta o 44 Beneficio de Pre.rtafÜO Continuado y 1 30 1 . 74 

Prev1déncia Rural 

Bolivia Bono Juancllo Pmto o 1 9  Renla Universal de Ve1e= "Renta 1 . 24 1. 43 

Dignidad" 

ruguay Asignaciones Familiares 0.40 Pensi6n No Contrihuriva por Vejez e 0.62 1.02 
(Pfan Equidad) Invalidez 

Ecuador Bono de Desarrollo o 64 Pensión para Adullos Mayores 0.36 1 .00 

//u mano 

l londuras Programa de As1gnac:1ón 0.84 o 84 

Fam1/1ur 

México Oportunidades 0 . 4 1  f'ens1611 para Adultos Mayores 0.22 o 63 

Chile Chlle So/1durw 0. 1 3  Pensufo Hlis1ca Sofuiaria de Ve1c o 42 0.55 

Costa Rica Al'uncemos 0. 1 9 Réwmen No Co111r1b111ivo de o 34 o 53 

Pt!n.f1011es por Monto Rá.'iKO 
Argcnt ina As1gnacui11 Universa/ por 0.47 Programa de Pensiones Na o 02 0.49 

/lijo Co111ribut1vas (Ve1e=J 
Vcncrocla Gran Mwón Amor Mayar 0.48 o 48 

El Salvador Comunulnde.v Soluiarws 0.39 N11es1ms Mayores Derechos o 07 0.46 

Rumies 

República f' rog resa11do can () 46 0.46 

Dominicana Solidaridad 

Panamá Red de Oportunidades 0. 14 As1s1encia Econán11c:a 1>0ra Ad11/10.< 0. 3 1 o 45 

Mayores de 70 y más 

Paraguay Tekoporü o 09 Pensión Ahmenlanu para Adu//u.v o 36 () 45 
Mayores en pobr�=a 

Colombia Famllrm Pn Acción 0.23 Pm!!,ramt1 de l'ro1ecc1ún Sm.:wl t1/ 0. 1 2 0.35 
Adu/10 Mayor 

Guatemala Mi Bono S<tguro 0.20 P8rogmma de aporl<t econón11co " o 1 2  0.32 

d<tl Ad11//t1 Mayor 

Perú Junio.< o 1 4  f'ro!!,rama Nacional de A.<i.Vlenc:w o 08 0. 22 

Snlidorra "Pensión 65" 

Fuenle: cálculos propios a partir de la i11furmac1ón en linea de la base del BID "Soctómelro " 
(hl 1p:llwww.iadb.org/eslmvesl 1gacion-v-da1uslltab/as. 6882. html? 111d1ca1or 4 ). 
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G ráfico A.4.1 
Monto per cáJ1ita mensual de las transferencias de ingreso condicionadas en América Latina ( 1 0  países con 
información disponible a partir de encuestas de hogares, ordenados en forma decreciente por su registro en 

valor monetario), medidas en términos absolutos y relativos. Circa 2 0 1 3. 

IOO 

'JO 

80 

70 

60 

so 
40 

JO 

20 

IO 
o 

"' ¡:¡ '!'.:' " i-

e ·O "ü 
u <( 

o 
u 

:� 
� 

u -e 

.(.! E "' e: "' "-

g 
;a co:; 
" u:;  

-;; :z e 6 e; lC c::i -....:. Z 
" "  -o -e 
u " 
g �  · ¡: o " e 
e: ál J3 o 
� o  
" ;:: ·� o: o c::i 

m Monto como 
porcentaje de la 
Linea tic Indigencia 

O Monto como 
porcentaje de la 
Línea de Pobreza 
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Fuente: CEPA l. (2015: 74): IJesorrollo social inclusivo. Unu nueva generación de políticas para superar la pobreza y reducir la 
desigualdad en Aménca l.atmuy el Cunhe. CEPAL: Sunlwgo de l.htfe. 
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Gráfico A.4.2 
Í ndice lle Salario Mínimo Rc;il en Amérirn Lalin;i y el Caribe ( 1 7  países ordcm1dos en Forma decreciente por 

el aumento acumulado). Años �eleccionados entre 2004 y 2013. Año 200.t = ba e 100. 
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Fucmc· elaboración propia a pamr de OIT (2014: 1 1 6). 

Gráfico A.4.3 
Tasa de densidad sindical lil en Brasil, Chile y Uruguay. Serie 2000-2013. En porcentajes. 
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f uentl!.' bases de datos en linea de la OIT (hllp:l,www.tlo.org/i/ostat). excepto para Urnguay entre 2000 y 2008 en cuyo caso la 
fi1ente es Ma==11ch1 (2009). 

/Votas: (1/ de acuerdo a la definición de la 011: .. Un sindicato es definido como una orgam:ación de trabajadores con.wt111da con 
el propósito de promover y defender los intereses de los trabajadores. Esw tasa de densidad sindical representa el número de 
m1e111hrns smd1cal1::mlos que son emplitados. medido como porcefllC1je del nlÍ111ero /atal cil! empicados. (ésta taso) <'TCl11ye c1 los 
traba¡adores smd1cal1:ados que no estrin rec1b1endo salario.� (es decir. traba¡adores por cuenta µropia. desempleados o retirados). 
salvo que se indique lo contrario para algún país . .. 
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Gráfico A.4.4 
Evolución de la desigualdad en la distribución del ingreso (Coeficiente de Gini) entre 2005-2009 y 2 0 1 0-2014 en todos los países del mundo (80) con 

información disponible en las bases en línea del Banco Mundial. Variación entre valores promedios para ambos quinquenios en porcentaje. 
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Fueme: elaboración propia a partir de las bases de datos en líneo del naneo Mundial (ht1p:llda1aba11k.bancomundial.org/datalreror1s.aspx?source=i11d1cadores-del-desarrollo-
1111mdwl&preview on). 
Notas: fil cálculo en base a los registros de Gini del Banco Mundial y. por lo tanto, estrictamente comparable con los de los restantes países; fi1] cálculo en base a los regwros 
del /NE (2016: ./2) 
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G ráfico AA.S 
Porcentaje del ingreso nacional captado por el decil más rico de la población en países de E u ropa 

seleccionados y en Estados U nidos. Años con información disponible entre 1 900 y 1 999. 
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Fuente: elaborac1ún propia a partir de in/urmac1ón contemda en The World fo¡; lncomes LJawba.wt (h11p:.• wwll'. wtd wor/c/). 
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Gráfico A.4.6 
Distribución de la población por estratos de ingreso en América Latina ( 1 2  países seleccionados) de acuerdo a información de encuestas de bogares, 

agrupados por su nivel de ingreso per eápita y ordenados en forma descendente dentro de cada grupo por el porcentaje de población perteneciente a los 
estratos medios. Años 1 999, 2004, 2009 y 2014 (o más próximo). En porcentajes. 
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Gráfico A.4.6 (continuación) 

Países con INB medio v haio en la ree.ión (hasta) 1 6,000 U$S a PPC 
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Fue11te: elaboración propia a partir de datos del 81/J sohre dislnb11c1ón de la pohlación por estra/os de ingreso (hllp:llwww.wdb.orgle11/research-a11d­
da1al/tahles.6882.html�md1cator=2J y del PNUD (2015: 208-2009) sobre el INB de los paises. 
Notas: 

1. mgreso per cáp1/a menor a 5 U$S dianos; 
ii. mgreso per cáplla entre 5 y J 2..1 U$S dwrms; 
111. ingreso per cáplla e111re 12.5 y 62 U$S dianas: 
1v ingreso per cáp1ta mayor a 62 USS d1ar10s. 
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Gráfico A.5.1 

Porcentaje de cambio anual del PIB en Uruguay, medido a precios constantes. 

Serie 1 90 1 -2 0 1 5  y proyección 2 0 1 6-2020 del FM 1 ,  organizada por ciclos histúrico-politicos. 
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396 



Tabla A.5. 1 
Auto-identificaci(Jn de los miembros rle los Parlamentos en países de América Latina y el Caribe en el eje 

"lzquierda-Dcrecha"lil según legislaturas en las últimas legislaturas. 

Argent ina Bolivia (Estado l'lurinacional de) Brasil 
1 995- 1 997 4.53 1 993- 1 997 5.86 
1 997-2001 4.7 1 997-2002 4.47 
2003-2007 4.57 2002-2006 -1.07 2003-2007 4...1 1 
2007-20 1 1  4.34 2006-20 1 0  3 .90 2007-20 1 1  4 .46 
Chile Colombia Costa R ica 
1 993- 1 997 5.06 1 994- 1 998 5 . 1 9  
1 997-2001 5.39 1 998-2002 5.05 1 998-2002 5.42 
2002-2006 5.46 2002-2006 5.68 2002-2006 5 . 1  
2006-2 0 1  o 5.09 2006-2 0 1 0  4.99 2006-20 1 0  5.64 
Ecuador El Salvador Guatemala 
1 996-1 998 4.87 1 997-2000 5.08 1 995- 1 999 5.23 
1 998-2002 5.Cl6 2000-2003 5.08 2000-2004 5.25 
2002-2006 4.63 2003-2006 5 . 1 3  2004-2008 5.35 

2006-2009 5. 1 4  
Honduras México Nicaragua 
1 99-1- 1 997 5.44 1 997-2000 4.78 1 996-2001 5.09 
1 997-200 1 6. 1 7  2000-2003 4.99 2002-2006 4.77 
2002-2006 5.80 2003-2006 5. 1 1  2007-20 1 1  4.69 
2006-20 1 0  5.78 2006-20 1 0  4.57 
Panamá Paraguay Perú 

1 99 � - 1 998 5.25 1 995-2001 5.63 
1 999-2004 6.06 1 998-2003 5.-17 2001 -2006 4.77 
2004-2009 6.43 2003-2008 5.56 2006-20 1 1  4.71  
República Dominicana Venezuela ( República 13olivariana de) U ruguay 
1 994- 1 998 5.28 1 993- 1 998 -1. 5 1 1995-1999 4.27 
1 998-2002 5.03 2000-2005 4.37 2000-200.i 4.09 
2002-2006 5.78 2005-2009 J.87 
2006-20 1 0  5.45 

r 11eme: eloburo,·1ón prup1a a parr1r de clarus del Obsen·utorio de elttes parlamentarras en ,1mérica La11na de la U111vers1dad de 
Salamanca (hrtp:llamer1co.11sul.esloirle/1tes1) 

/\atas (1/ éscala / a /(}, donde "/ " es el mlor exrremo c/i.: 1=q111erda y " / (} "  el extremo de clerttcha: la preg11111aform1tlada a lo.1 
/eg1sladores/11e /u s1gwe111e: "Cuando se habla de poli/lea se 1111l1=un normulmente las expresiones 1=q111erdu y derecha. En una escala 
donde el I es la i=<¡111erda y el J O  la derecha. ¿en qué castila se colocaría 11s1ed? " 
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Gráfico A.5.2 
A uto-identificación ideológica en el eje "lzquierda-Derecha"lil de la opinión pública en países de América Latina y el Caribe. Años seleccionados entre 

2000 y 2015. Países ordenados en forma decreciente por el porcentaje correspootHeote a izquierda y centro-izquierda. 
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r·uente: elaboración propia 11 p11rtir de datos del Proyecto latinoboarómetro (hup:llwww.lat111obarometro.org/latOnline.jsp). 
Now: [i} "En política se habla normalmente de "izquierda" y "derecha". Bn una escala dónde "O" es la "i:;q111erda "y "10" la "derecha ". ¿dónde se ubicaría Ud. '! "  
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Gráfico A.5.3 
Distribución de bancas entre bloques partidarios en el  Poder Legislativo de Uruguay, por cámaras. 

Legislaturas desde 1 985-1 990 a 201 5-2020. En números absolutos. 
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Vuente: elaboración propta a parltr de dalos del A rea de Polítirn y Relaciones l11temacmnales del Banco de Da/ns de la Faculwd 
de C1encws Sociales de la Universidad de la Re11úhlll:u (!11/(J:llwwwJcs.edu. uy/nugma.php?l'ugld 1229). 

Nota.� · /1} l,u das¡ficac1ón de los dos par11dos /rad1c:m11ales (Colorado y Nac:wnal) como parle de un bloque que va exclus1va111ente 
desde el ccnlm a la lentruderedw del e�pectro o e/I! 1deolÓJ!.1Ca "i=qu1erda-derecha ·· puede resullar para lm do1· prtmeras 
leg1sla/l/ras (1985-1995) mcorrecla. u/ me11os purc:10l111e111e. ya que ulgunusjruccwnes de ambos pur11dos. quefuero11 relevu111es 
duran/e ese período y luvtero11 un peso elPct1Jra/ .�1g111jica11vo. podrían ser du.v¡ficudas como de cenlro i=qwerda (por e1emplo. la 
( 01Jrne11/e 8a1//1sw lndependienle del f'ar11do Colorado o el Mov11111rm10 Nac1011ul de l<ocha del l'arltdo Nac1onol): de todos modos. 
la agregarnin de ambos partidos dentro dr! 1111 amp/111 hloque que 1•a desde el Len/lo .

. 
puro ·· o la derecha probuh/emenle el 60% 

" más de 1111 eleclorado con 1111a d1s/r1h11c11Í11 1!,.Wdí.1·11came11/e "11orma/" parece u grandes /ru=ns ru=onahle. /11/ Oentm de es/e 
h/oque se 111c/uye: a) en la legislaturu 1990- 1995. al /o're/l/e Amp/10 y a Ju pnmerajnr111uc:11)11 del Nuevo IIs11ac10 (1989-199.f). 
rnnjimnada por partidos y fruc:cmnPs c:ojimdarloras del Frenle Amplw, del cual SI' esc111d1eron u c:om11m=o.v de / 1)89; h) en lus 
leg1sla1uras 1995-20()() y 2000-2005 a la segundfJ e.rpres1ón del Nuevo flspacw. ltrleruda por l<afael M1che/1n1. lu que se re111tegró 
al Fre11te Amplio de cara a las elecciones de 200.f 
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G ráfico A.5.4 
Tasa de eficacia legislativa anuallil del Poder Ejecutivo en Uruguay. Serie 1 985-201 2. En porcentaje. 

o 
N 

¡. uenle: elahoracu:ín propia a pamr de datos del Área de Polítu:a y Relacwnes fnternacinna/es del Ha neo de /)a/os de la Facu/1ad 
de C1encws Sociales de /u l fmver.ndad de la República (f111p:llcw11cws.mcwle.�.edu.w!hunc:osdedatoslnrnducc:10n-purlamen1ur11.1-
leg1slac1011!). 
Nnla: /1/ leyes aprobadas en el uño I proyecto.� presen1ados en el uño 1 proyectos pe11d1e111es del wio rmterwr. 

Cuadro A.5.2 
Trámite parlamentario en la Cámara de Senadores de Uruguay de las principales leyes en la órbita del 

M inisterio de Desarrollo Social. Periodos legislativos 2005-201 O y 201 0-201 S. 

Nº Titulo Iniciativa 
de Ley 

1 7866 Creación del del l'odcr 
Min. de Ejecutivo 

Desarrollo 
Social 

1 7869 Plan de del Poder 
¡\ tcnción a la Ejecutivo 
•:mergencia 

Social e 
ln�ru11 

Ciudadano 

1 78R5 Voluntariado del Poder 
Soc1::il Ejtculivo 

Fecha de 
presentación I 

fecha de 
romul ación 
o 1 -03-2005/ 
2 l /03/2005 

( 1 mes) 

04-04-20051 
20/05120115 
( 1 .5 meses) 

04-04-2005/ 
1 2-08-2005 
(4 meses) 

Votos a 
favor I 

Quórum 

29 / 29 

1 71 1 9  

2\1 / 29 

Votos en Panidos I Partidos/ Votat:ión 
contra I legislador 1.:gisladores Por 
Quórum es a favor en contra 

() / 29 Todos Unani midad de 
los pn.:scntL:S 
mut11panid:mu 

2/11) Frcnlc Pulido fa yo ria 
Amplio Colorado I ahsolula de la 

Parritlo bancada df 
acional se Gobierno 
rclira de 

sala 

o /  29 Todos Unarttmidad de 
los presentes 
muh1pa111dana 

1-'uente: eluhorac;1ón u partir de los dalos del Programa de Segwm1e11111 del Parlamento / /)eparlamentn de C1e11c:w l'olítu:a I 
l·'arnltad de r1encws Socwles Um1•ers1dad de la Re¡níb/1cn (Coord !'ro( Oamel Chusque111) 
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Número 
do Ley 

1 8 1 3 1  

I R l 6 1  

1 82 1 1  

1 8335 

1 873 1 

Cuadro A.5.3 
Trámite parlamentario en la Cámara de Senadores de U ruguay de las principales leyes estructurantes de la reforma de la salud. 

Ti lulo 

Fondo Nacional de Salud (FONASA) 
Creación 

J\dmm1stración de Servicios de Salud del 
fütado (J\SSE) Servicio dcsccnlrahzado. 

Creación 
Sistema lntc�rado de Salud (l'iacional). 

Creación. 

Pacientes y usuarios de servicios de Salud. 
Derechos y obhgac1ones. Régimen 

Seguro de Salud (Nacional) Jubilados y 
Pc11s1omstas. Incorporación. 

Períodos legislativos 2005-201 O y 2010-2015. 

Iniciativa 

del Poder 
Ejecutivo 

del Poder 
Ejccuuvo 

del Poder 
Ejecutivo 

legisladores 
del FA 

del Poder 
Ejecutivo 

Fecha de Votos a Votos en Partidos / Partidos I 
presentación I fecha favor I contra I legisladores legisladores 

de promulgación Quórum Quórum a favor en contra 

Votación 
por 

1 8-10-2006 I 24 I 24 O / 24 Todos Unanimidad 
18-05-2007 de los presentes 
(7 meses) (multipartidaria) 

07-08-2006 / 2 1 1 22 1 / 22 FJ\-PN PC Amplia mayoría 
29/07/2007 (Senador Mulllpartidana 

( 1 2  meses) Isaac Alfie) 
28-02-2007 I 1 7  / 26 9 / 26 FA PN-PC 

05-1 212007 
(1 O meses) 

l\layoría 
absoluta 
(\'Olación 
dividida) 

07-06-2005 I 23 / 23 O f 23 Todos . .  . Unanimidad 
03-1 1 -2008 de los presentes 
(4 1 meses) (multlpartidaria) 

0 1 - 1 2-20 1 0 /  24 / 24 0 / 23 Todos Unan11mdad 
07-0 1 -20 1 1  de los presentes 

(1 mes) (mulupartidana) 

Fuente: elaborac1ó11 a parf1r de los daros del Programa de Segwmiel//o del Par/amen/O I Depar/a111e11ro de Cle11cw Poli11ca / 1:ac11/rad de C1e11cw.1· Sociales - Umvers1dad de la 
República (Coord.Prof Da111el Chasquefll) 
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Cuadro A.SA 

Tr:lmite parlllmentllrio en la Cámara de Seoadore de ruguay de llls principales leyes de educllción. 
Periodos legislativos 2005-2 0 1 0  y 201 0-20 1 5. 

Nº Ti1ulo Iniciativa Fecha de Votos n Votos en Partidos I Partidos f Votación 
de Ley presentación f favor f contra I legislador legisladore Por 

fech¡¡ de Quórum Quórum es a favor s en contra 
romul ación 

18�37 Lt'.'' del Poder 02-0<i-2008 / 1 6  / 30 1 -t  / 30 Ft\ l'N � I'(' Mn,·oría 

General de t::jccutil•o 24-1 2-20118 absolula 

l::duraciúo (<1 m1·scs) (votaciún 

cli,idicla 

1 8869 Com1�ion legislador 09-08-201 1 I 2 1  / 21 o /  2 1  Todos Unanimidad de 
Duccll\ a del es <lcl FA. 23-12-20 1 1 los presentes 

INNl:.d l'N, l'C y (5 meses) multiparndana 
PI  

190·13 l Jnivcr�iduú Lcg isl�dur 1 8- 1 0-20 1 1 /  24 / 24 o /  24 ·1\1do� Una111m1da<l de 
Tccnológ1ca es <ld PN 28-1 2-20 1 2  los presentes 

( 1 4  mese�) multigani<lana 

F11e1111:. el11homc1ó11 o par11r dP lm duro.1 d1•I f'ror.rama ele Ser.1111111e1110 del Pnrlamenlo l>C'parlilmemo dc C1e11c1a l'oli11,·a 
rarnltad de C11:11c1a.1 Socmles � C'1111'<'rs1dnd de In l?epúh/1ca (Coord Prof IJamel C/1<1sq11e111) 
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Cuadro A.5.5 
Trámite parlamentario en la Cámara de Senadores de Uruguay de las principales leyes laborales. Períodos _legislativos 2005-20 ! 0  y 2010-201 S. 

Número 
de Ley 

1 19.io 

1 8065 

1 809 1 

1 8099 

18251 

1 8345 

18399 

18406 

1844 1 

18458 

18508 

Tftufo 

Libertad Sindical 

Traba.10 Doméstico 

Créditos o prestaciones laborales 
originados en la relación de Lrabajo 

Derechos dt los Trabajadores 

Responsabilidad !ahora( en los procesos de 
dcsccntrali:r.aci<Ín empresarial 

Trabajadores de la Actividad Privada 

Seguro de Desempleo administrado por el 
Banco de Previsión Social 

Insti tuto Nacional de Empico y Formación 
Profesional 

Jornada Laboral y Rég11ncn de Descansos 
en el Sector Rural 

Licencia para escudio para los trabajadores 
de la actividad privada 

Ncgoc111ción Colccuvu e.n el marco de la� 
relaciones laborales en el sector público 

fnicialíva 

de lc¡:isladorcs 
del FA-P1"-PC 

def Poder 
EJCCUllVO 

de legisladores 
del FA 

del f'odrr 
Ejecutivo 

del Poder 
Ejecutivo 

de legisladores 
del FA 

del Poder 
Ejecutivo 

del Poder 
Ejccuuvo 

del Poder 
EJCCUllVO 

del Poder 
E.1ecu1ivo 

del Poder 
EJccutivo 

Fecha de Votos a Votos en 
presentación I fecha favor I contra I 

·de promulgación Quórum Quórum 
09-06-2005/ 1 7  / 29 1 2  / 29 
02-01-2006 
(7 meses) 

Partidos I 
legisladores 

a favor 
FA 

Partidos I 
legisladores a 

favor 
PN-PC 

Votación 
por 

Mayoria absolula 
(votación di\'idida) 

29-03-2006 I 22 I 22 O /  22 Todos . . Unanimulad 
27- 1 1-2006 de los presentes 
(8 meses) __ ___ (mul11panidaria) 

02-1 1 -2006 / 23 f 23 O /  23 Todos Unanimidad 
07-01 -2007 de los prcscmcs 
(2 meses) (muh1parlldana) 

24-1 0-2005 / 1 6 / 25 9 / 25 FA f'N-PC Mayoría absoluta 
24-01-2007 (volaciún dividida} 
(1 5  meses) 
1-l-1 1 -2U07 / 
06-01-2008 

(2 mc�es) 

1 6  / 2 1  S / 2 1  FA PN-PC Mayoría ahsoluU. 
(votación dividida) 

02-05-2007 I 18 I 1 R O /  1 8  Todos ... Unan11n1dad 
1 1 -09-2008 de los presentes 

( 1 6  meses) (mulllpartidari;i) 
04-08-2008 / 2 1  / 2 1  0 / 2 1  Todos . . .  Unan1111idad 
24-10-2008 de los presentes 
(3 meses) (mullipan1daria) 

06- 1 0-2008 / 1 5  / 24 9 / 24 F /\ PN-PC Mayoría absoluta 
24-1 0-2008 (votación d1v1d1da) 
( 1 5  meses) 
1 3- 1  1 -2007 / 
24-1 2-2008 
( 1 4  meses) 

1 2 - 1 2-2008 / 
02-01-2009 

( 1  mes) 

1 1 -02-2008 / 
29-06-2009 
( 1 7  meses) 

22 / 24 

22 / 27 

22 / 23 

2 / 24 

5 / 27 

1 / 23 

FA-PN-PC 

F/\ y PN 
("Alianza 

N¡¡cionan 

Todos 

PN (Senador 
Campanella) 

y PC 
(Senador 
Ramcla) 

PN 
('" Hcrrerismo .. 
y "Correntada 
Wilson1sta .. ) 

y PC 
No 

identificado 

/\mpl ia mayoria 
mult1part1daria 

Mayoría absoluta 
(volac1ún d1v1d1da) 

Amplia mayoría 
mull 1parlldana 

Fuente. elaboracrón a panrr de los datos del Programa de Se¡:u11111en10 del Parlamento 1 Departame/l/o de Crencta Polílrca / Facultad de Ciencras Socrales - U1111•ersrdad de la 

Repúb/1ca (roord.Prof Dame/ Chasquetll). 
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Cuadro A.S.S 
Trámite parlamentario en la Cámara de Senadores de Uruguay de las principales leyes laborales. Períodos legislati\'o� 2QOS-20 1Oy201 0-201 S. (con t . )  
Número Ti1ulo Iniciativa Fecha de Votos a Vo1os en Partidos I Partidos I Votación 
de Ley presentación I fecha favor I contra I legísladon:s legisladores a por 

de promulgación Quórum �rum a favor favor 
18561 Acoso sexual. l'revcnc1ón }' sanción en d dd Poder 04-03-2009/ 22 / 22 O /  22 Todos UnanUTI1dad 

ámbilo laboral Ejccullvo 09-1 ln009 de los presentes 
(8 meses) (mulllpartidana) 

1 8566 Sis1ema de negociación colectiva del Poder 30-1 0-2007 I 23 / 25 2 / 25 Todos No Amplia mayoría 

18572 

1 8725 

1 8847 

1 9027 

1 9 1 33 

Abreviación de los procesos laborales 

Subsidio por cnfcnncdad. Fijación del 
monto máximo y modificación dc la base 

de cálculo 
/\brev1 ación de los procesos laborales 

Ejecuuvo 1 1 -09-2009 1dcnt1ficado mul11part1dana 

de le�isladores 
del FA 

del Poder 
Ejecu1ivo 

del Poder 
Ejecutivo 

(22 meses) 
02- 1 2-2008 I 

13-09-2009 
9 meses 

1 9-10-201 ()/ 

3 1 - 1 2-20 1 0  
(2 meses) 

I S  f 24 

23 / 24 

9 / 24 FA 

1 / 24 Todos 

PN-l'C l\layoria absoluta 
(volación dividida) 

No Amplia mayoría 
1dcn1ificado mullipanidaria 

22 / 22 o 1 22 Todos Unanumdad 04-03-20 1 1 /  
de los prescntcs 25-1 ino 1 1  
(multipartidaria) (9 mcscsL--

---,-::--:--::-::-
--

;-¡.f
fi--

Tu,¡-;;-;
---

N;;-Negociación Colectiva - Mod11icación de de legisladores 1 7-05-201 2  / 1 9  / 20 1 / 20 Todos No Amplia mayoría 
la integración del ConsCJU Superior dd PN 1 8-1 2-20 1 2  1dcn11 ticado mul1ipan1dana 

Tripartido v de los Consejos de Salarios (7 meses) 
Empico Juvenil del Poder 07-1 1 -2012  I 25 / 25 O 1 25 Todos Ummim1dad 

Ejecuuvo 20-09-2013 di: los presentes 
(1 O meses) (muhipartidariaj 

1 9 122 Afrodcscendien1<:s. Normas para favorecer de lcg1sladorcs 07-12-20 1 1/ 27 1 27 O 1 27 Todos . . Unanurndad 

1 9 1 6 1  

1 9 196 

su participación en las áreas educativa y del FA 2 1 -08-2013 de los prcsenies 
laboral (22 meses) (mullipanidaria) 

Subsidios por maternidad y paternidad del Poder 1 0-8-20 1 3/ 22 / 22 O /  22 Todos . . .  Unanimidad 
para 1rabaJadorcs de la acuvidad privada Ejecutivo 1 - 1 1-2013 de los prcscmcs 

Accidentes laborales. Se establece la 
responsabilidad del empleador cuando 

incumpliere con las normas de 
se!!:uridad '' salud. 

de legisla.dores 
del FA 

(3 meses (muh1partidana) 
13-1 1 -2012/ 1 6 / 29 13 / 29 FA PN-PC l\tayoria absoluta 
2Sf03f2014  (votación dividida) 
( 1 7  meses) 

Fuente: elaborac1ón a par/Ir de lo.v datos del l'rograma de Seguume/1/o del Parla111e11ro I Departame/l/o de Ciencta Polit1ca I Facultad de Ciencias Socwles - Umvers1dad de la 
Repúhhca (Coordl'rofDaníel Chasque/11). 
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1 7963 

1 8033 

Cuadro A.5.6 
Trámite parlamentario ea la Cámara de Senadores de Uruguay de las principales leyes de Seguridad Social. 

Contribuyentes del Banco de 
Seguridad Social 

Ciudadanos que no pudieron acceder al 
trabajo por razones poi itieas o 

smdicalcs entre el 9 de ft:brero de 1973 
) el 2R de febrero de 1 985 

Períodos legislativos 2005-2010 y 2010-2015. 

del Poder 
Ejecutivo 

del Poder 
Ejecut ivo 

Votos en Partidos I Partidos I 
contra/ legisladores legisladores a 

Quórnm a favor favor 

Votación 
por 

28- 1 1 -2005 / 28 / 28 O /  28 Todos . . .  Unanimidad 
1 9-05-2006 de los presentes 
(6 meses) (multipartidaria) 

1 9-07-2006 / 25 / 25 O /  25 Todos .• Unanimidad 
1 3 - 1 0-2006 de los pn:.sentcs 

(3 meses) (multipartidaria) 

1 8 1 1 9  Topes JUhilatonos comprendidos en el del Poder 1 9- 1 2-2006/ 26 / 26 O / 26 Todos . . .  Unanimidad 
Acto institucional Nº9 Modificaciones Ejecutivo 27-04-2007 de los presentes 

(4 meses) (multiparlidaria) 
1 8227 As1gnac1oncs Familiares del Poder 04-09-2007 I 28 / 28 O /  28 Todos Unanimidad 

Ejccuuvo 22-1 2-2007 de los presentes 
(3 meses) (mulupartidaria) 

1 8236 Fondo de cesan1ia y retiro para los del Poder 30-1 0-2007/ 24 / 24 O 1 24 Todos Unanimidad 
Lrahajadnres de la conslrucc1ón Ejecuuvo 26-1 2-2007 de los presentes 

(2 meses) (multipartidaria) 
1 824 1 Subs1d10 otorgado por el Bru1co de del Poder 04-1 2-2007 I 20 / 20 O /  20 Todos Unan1m1dad 

Prcv1s1ón Social a personas Ejecutivo 27-1 2-2007 de los presentes 
carcnciada.� entre 65} 70 años ( 1 mes) (mulupanidaria) 

1 8246 Un iún concubinaria de 1 6-03-2005 I 25 / 27 2 / 27 FA, PC y PN Amplia mayoría 

1 8355 Sueldo Bá�1co Juh1la1orio de los 
Trabajildorc� de la Conslrucción 

Modificación del Sistema de Cálculo. 
1 8384 Estatuto del J\rt1sta y O ricios Conexos 

1 8395 Bcncric1os Juh1latorios Fh:x1h1lización 
de las cond1c1oncs de acceso 

18396 Caja de .Juhilaciones y Pensiones 

llanca ria� 

legisladores 27-1 2-2007 l'N ('"llcrrensmo" multiparúdarrn 
del F /\ (33 meses) t"/\lianza > "Correntada 

del Poder 
Ejccullvo 

del Poder 
Ejecuuvo 

del Poder 
Ejecuuvo 

del Poder 

Ejeculivo 

Nac ional'') Wi lsonisia") 
07-07-200&/ 25 / 25 O 1 25 Todos Unammidad 
1 9-09-2008 de los presentes 
(2 meses) (multipartidaria) 

30-06-200&/ 1 9  I 1 9  O I 1 9  Todo� . . Unanimidad 
1 7 - 1 0-2008 de los presentes 
(4 meses) (multip�tidana) 

08-09-2008 I 1 9  / 20 1 I 20 Todos No Amplia mayoría 
24-1 0-2008 1dcn11 ficado mullipart1dana 

(2 mes� 
29-09-2008 I 

24-1 0-2008 

(1 mes) 

1 9  / 28 9 / 28 FA PN-PC Mayoría absoluta 

(votación dh•idida) 

Fue111e: elaboración a parur de los daros del Programa de Seg1111111ento del Parlamento I Departamento de C1enc111 Políllca Facultad de Cienctas Sociales- U111vers1dad de la 
Reptíbltca (CoordProf/Jamel ("hasquel/1) 
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Número 
de Ley 

1 8.$05 

1 9 1 54 

Cuadro A.5.6 

Trámite ¡>arlamentario en la Címara de Senadores de U ruguay de las principales leyes de Seguridad Social. 
Períodos legislativos 2005-201O y 2 0 1 0-20 1 5  (con t.). 

Título Iniciativa Fecha de Votos a Votos en Partidos I Partidos I Votación 
presentación / fecha favor/ contra / legisladores lcgisludon:s a por 

de promulgación Quórum Quórum a favor favor 
Servicio de Retiro y Pensiones del Poder 29- 1 1 -2005 / 1 5  / 23 8 / 23 FA PN-PC Ma:yoria absoluta 

Policiales Ejecutivo 24-1 0-2008 (votación dividida) 
35 meses) 

Acuvidades artísticas Se establece la de l Poder 1 5-04-2013/ 23/23 0/22 Todos Unannrndad 
compaubilidad entre su desempeño y Ejecuuvo 24-1 0-20 1 3  de los presentes 

la {lercepeión de jubilación. (7 meses) (multipart1dana) 
1 9 1 60 Jubilación parcial compatible con el dd Poder 05-09-2013/ 22/22 0/22 Todos Unanimidad 

d�scmpcfio de servicios de misma Ejecutivo 0 1 - 1 1 -201 3  de los pn:scntcs 
afiliación (2 meses) (mult1parudana) 

19162 Ré�imen de ahorro individual del Poder 0 1 - 1 0-20131 1 5128 13/28 FA PN-f'C Mayoría absoluta 
obligatorio Ejecutivo 0 1 - 1 1-2013 (votación dividida) 

( 1  mes) 

Fuente· elaboración a parur de los dalos del Programa de Segutm1en10 del Parlame1110 / Depar/amefl/o de Ciencia Poli11ca FaculJud de C1e11c1as Sociales - U111vers1dad de la 
l?epúblu:a (Coord.Prof Daniel Chasquelli 
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Gráfico A.5.5 
Gasto público social medido como porcentaje del P l lJ y contingente parlamentario del Gobierno (de partido o de coalición) en Uruguay. 
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